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Desde el siglo XVI Palestina fue ocupada por el Imperio Otomano hasta el final 
de la Primera Guerra Mundial cuando fue otorgada a Gran Bretaña, bajo un Mandato de 
la Sociedad de Naciones que se aplicó a ciertas comunidades que pertenecieron en otro 
tiempo al Imperio Otomano- (art. 22.4 del Pacto de la Sociedad de Naciones). En el 
texto del Mandato, concedido en el marco de la Sociedad ginebrina, se incluía parte de 
la denominada Declaración Balfour de 1917, y en el mismo el Reino Unido se 
comprometía a garantizar el objetivo de crear un hogar nacional judío en Palestina 
(Preámbulo y art. 2), para lo cual, asumía la responsabilidad de facilitar la inmigración 
judía a la región (art. 6).  
La idea recibió el rechazo total de la mayoría árabe de la población de aquel 
territorio, que no cesó durante el período de entreguerras en su empeño de lograr la 
independencia de Palestina,1 incluso un año antes de la Constitución del Mandato 
británico en Palestina de 1920.2  De esta forma, se celebraron entre 1919 y 1928 siete 
Congresos palestinos, rechazando de pleno la Declaración de Balfour. El 1929 se creó la 
Agencia Judía para financiar la instalación de judíos en Palestina. Ante la creciente 
presión del conflicto en la década de los años treinta, y el estallido en 1936 de una 
revuelta (la primera Intifada Palestina) contra el imparable flujo migratorio judío, Gran 
Bretaña, envió a la zona diversas comisiones de investigación, que estudiaron la 
situación en el terreno e intentaron aportar diversas soluciones. Una de ellas fue la 
Comisión Real (Comisión Peel), nombrada en 1936 por el Gobierno británico para 
investigar las causas de la revuelta árabe de ese año. Ésta emitió el 8 de julio de 1937 un 
informe en el que señalaba la existencia de diferencias irreconciliables entre ambas 
																																								 																				
1 Iglesias Velasco, Alfonso, El proceso de Paz en Palestina, 1ª. Edición, editorial: UAM, Madrid, 2000, 
Pp. 9- 11. 
2  Saed, Edward, Crónicas Palestinas, árabes e israelíes ante el nuevo milenio, traducción de Francisco 
Ramos, primera edición, impreso en Italia por Milanostampa Farigliano, 2001.  P. 12. 
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partes, y recomendaba la partición del Mandato de Palestina en tres zonas: un Estado 
judío, desde la frontera con Líbano hasta el Negav; un Estado árabe, que incluirí al resto 
de Palestina al oeste del río Jordano, junto con Transjordania; y un enclave británico, 
que comprendería las ciudades de Jerusalén, Belén y Nazaret. El Informe Peel tiene la 
valía de haber supuesto el primer reconocimiento oficial de las posiciones contrapuestas 
de ambas comunidades palestinas. Pero, aunque sus propuestas eran también 
compartidas por el Consejo de la Sociedad de Naciones, sin embargo, encontraron una 
firme oposición de los dirigentes árabes y judíos.  
Por una parte, la revuelta árabe prosiguió, y no se dio por concluida hasta que el 
Gobierno británico decidió rectificar la línea política que había permitido la masiva 
inmigración judía hacía Palestina durante todos los años anteriores, llegando a indicar 
en su Libro Blanco de 1939 que "… los redactores del Mandato no pudieron haber 
pretendido que Palestina fuese convertida en un Estado judío contra la voluntad de la 
población árabe del país… el Gobierno de su Majestad, en consecuencia, declara ahora 
inequívocamente que no forma parte de su política que Palestina sea convertida en un 
Estado judío”.3 Así mismo, en este documento británico se preveía la instauración de un 
Estado Palestino independiente en el plazo de diez años, y la restricción de la 
inmigración judía a un tope máximo anual de 75.000 personas. La publicación de este 
Libro Blanco convenció a la población palestina árabe, de forma que puso fin a su 
revuelta popular.  
Pero, los grupos sionistas, por el contrario, se sintieron defraudados con la 
divulgación de este documento, y reaccionaron de diversas maneras, desde cesar su 
cooperación con las autoridades británicas hasta emplear determinadas organizaciones 
paramilitares propias, como la Hagana, el Irgun Zvai Leumi y el grupo Stern, para la 
campaña de insurgencia judía. Bajo su estela se cometieron diversos atentados 
terroristas contra los palestinos árabes y las fuerzas británicas, que culminaron en el 
sangriento atentado contra el Hotel King David de Jerusalén- sede de la administración 
mandataria británica- en junio de 1946. A esta campaña sionista de rebelión y lucha 
armada las autoridades coloniales británicas respondieron con la implantación, desde 
1945, de la misma legislación de excepción que anteriormente habían impuesto entre 
1936 y 1939 a los palestinos árabes, y que años después, durante la ocupación de Gaza y 
																																								 																				
3 Iglesias Velasco, Alfonso, El proceso de Paz en Palestina, op. cit.  Pp. 9- 11. 
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Cisjordania a partir de 1967, Israel iba a aplicar a la población de dichos territorios. 
Gran Bretaña fracasó estrepitosamente al ejecutar de forma tan contradictoria su 
mandato sobre el territorio de Palestina, y al querer satisfacer al mismo tiempo a los 
grupos sionista-mediante la creación de un hogar nacional judío-y a los árabes- a través 
del respeto de sus derechos políticos-. Por ese motivo se malograron los sucesivos 
intentos de la Potencia mandataria para arreglar el conflicto -como el Plan Morrison 
Grady o la Conferencia de Londres de 1946-, y así, el Reino Unido se sintió compelido 
a remitir el asunto palestino a las Naciones Unidas proponiendo la partición de Palestina 
en 1946.4En concreto, el 2 de abril de 1947 el Gobierno británico solicitó al entonces 
Secretario General de la ONU, el noruego T. Lie, que incluyera la cuestión palestina en 
la agenda del siguiente período de sesiones de la Asamblea General de la Organización 
y que ésta celebrara una reunión extraordinaria con el objeto de establecer una comisión 
específica para formular recomendaciones acerca del futuro gobierno en Palestina. El 
órgano plenario de la ONU creó, en efecto, el Comité Especial de las Naciones Unidas 
para Palestina (UNSCOP)-resolución 106 (S-I), de 15 de mayo de 1947-, que en agosto 
de ese mismo año avanzó dos propuestas alternativas: por un lado, el establecimiento de 
dos Estados, judío y árabe, con un estatuto jurídico internacional aplicable de forma 
específica a la ciudad de Jerusalén; o por el otro, la creación de un Estado federal único 
compuesto por dos provincias, árabe y judía, respectivamente. Ante tal disyuntiva, la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, a pesar de la cerrada oposición árabe, 
aprobó la división del territorio palestino para la creación de dos Estados 
independientes, uno árabe y otro judío, así como una zona internacional especial para 
Jerusalén, por medio de su célebre resolución 181 (II), de 29 de noviembre de 1947, 
aprobada por 33 votos a favor, 13 en contra y 10 abstenciones.5 
 La Agencia judía aceptó el Plan de partición recogida en la resolución 181 (II) 
de la Asamblea General, pero los árabes palestinos se opusieron tajantemente a toda 
pretensión de división, segregación o reparto de su territorio, o que otorgara un trato de 
preferencia a una población minoritaria, como entonces era la judía, por lo que la 
consecuencia trágicamente lógica fue el enfrentamiento abierto entre las comunidades 
																																								 																				
4Ibidem, p. 9-23.  También, véanse, Atable, Juan, Oriente Próximo: las claves del conflicto, Sílex, 
Madrid, 2000. Pp. 20-21. Y Saed, Edward, op. cit. P. 12.  
5Atable, Juan, Oriente Próximo: las claves del conflicto, op. cit. P. 98. Véase también, J Iglesias Velasco, 
Alfonso, El proceso de Paz en Palestina, op. cit.  Pp. 9-23.  
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árabe y hebrea de la región. Lo cierto es que el pueblo palestino tenía derecho a su 
autodeterminación tras la retirada británica a mediados de 1948. Pero la Agencia judía 
proclamó entonces el Estado Israelí en la mayor parte del territorio histórico de 
Palestina el 15 de mayo 1948, la misma fecha del fin del mandato británico y 
proclamación del estado de Israel después de la 1ª guerra árabe-israelí.6 
 En esas circunstancias resultaba comprensible que la población palestina 
mayoritariamente árabe considerarse a la minoría judía como un grupo rebelde que 
pretendía evitar la soberanía de la mayoría de la población del país. Y puesto que el 
pueblo de Palestina entendía que tiene derecho a su autodeterminación y a la eventual 
creación de un Estado, encontramos la razón por la que decidió utilizar la fuerza contra 
lo que consideraba una rebelión minoritaria, que impedía al ejercicio de su libre 
determinación; y a la inversa, los militares judíos no gozaban de potestad alguna para 
imponer por la fuerza de las armas un Estado hebreo, aunque de hecho sí lo hicieron. Ya 
desde el comienzo del Mandato británico, y aún antes, el reconocimiento de un hogar 
judío en Palestina fue percibido tempranamente como una vulneración del derecho de 
libre determinación del pueblo palestino. Así lo vieron en su momento Q. Wright, o la 
Comisión norteamericana King-Crane enviada a Palestina por el Presidente Wilson. 
Y, además, los israelíes han aprovechado posteriormente sus conquistas 
territoriales tras las guerras de 1948 y 1967, sobre todo después de la primera, para 
expulsar a la población árabe de los territorios ocupados militarmente, lo que resulta a 
nuestro entender una evidente violación de la Cuarta Convención de Ginebra y del 
derecho internacional general en este ámbito, tal como veremos más adelante.7 
El 1959 los palestinos constituyeron la Fundación de al-Fatah y en septiembre 
del 1964 la OLP (Organización para la Liberación de Palestina).  
 En la Guerra del 1967 (la guerra de los seis días), Israel ocupó Cisjordania, Gaza 
y Jerusalén oriental, así como la península del SINAI (a Egipto) y los Altos del Golan (a 
Siria). En noviembre del 1967, la Asamblea General de la ONU aprueba la Resolución 
242, por la que rechaza la ocupación de Gaza, Cisjordania y Jerusalén, pero afirma el 
derecho de los estados de la región a tener fronteras seguras.  
																																								 																				
6Saed, Edward, op. cit. P. 12.  
7  Ibidem, p. 23. 
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En el 1969 Yasir Arafat es elegido presidente de la OLP. Y en 1974 la ONU 
reconoce la OLP como legítima representante del pueblo palestino. Tras la invasión 
israelí del Líbano el 1982 se expulsa a la OLP de este país y se la ubica en Túnez en 
1983. 
Como consecuencia de la opresión ejercida por la fuerza de la ocupación israelí 
en Palestina contra el pueblo palestino, comenzó la segunda Intifada en 1987.  En 
noviembre del 1988 el Consejo Nacional Palestino ubicado en Argelia proclama el 
estado palestino declarando a Yaser Arafat, en abril del 1989, presidente del estado 
palestino.  
Después de la Guerra del Golfo del 1990 se celebró la Conferencia de Paz para 
el Oriente Medio el 1991 en Madrid, que fue testigo de las primeras negociaciones 
directas entre Israel y los palestinos, con la participación, también, de otros países 
árabes y con la presencia de otros países en especial los Estados unidos y Rusia y con la 
presencia de las Naciones Unidas. Dicha conferencia fue el comienzo para dar un 
impulso internacional a la búsqueda de una solución al conflicto árabe – israelí: en 
concreto el conflicto Palestino- israelí, el conflicto sirio- israelí, el conflicto líbano- 
israelí y el conflicto jordano- israelí. Fue una conferencia mediática de interés 
internacional después de la primera guerra del Golfo contra el régimen iraquí por su 
invasión a Kuwait. Posteriormente, a estas negociaciones siguió una trayectoria secreta 
en Oslo que condujo a un acuerdo de paz conocido por “la Declaración de Principios (u 
Oslo I)”, firmado entre Israel y la O.L.P en Washington el 13 de septiembre de 1993 
para crear un régimen de autogobierno palestino en algunos territorios de Palestina.8 
Así, se creó la Autoridad Nacional Palestina, que nació por este acuerdo “La 
Declaración de Principios (u Oslo I)”. Después de acuerdo se celebraron varios 
compromisos entre Israel y la O.L.P para establecer las pautas del estatuto de la 
Autoridad Nacional Palestina como autoridad autonómica: su estructura, sus 
competencias territoriales y materiales, es decir, delimitar las competencias para 
administrar la vida del pueblo palestino que reside en el territorio asignado por los 
acuerdos de paz para dicha Autoridad.  
Según estos acuerdos, la Autoridad Autonómica Palestina ejercerá sus funciones 
																																								 																				
8Atable, Juan, op. cit. Pp. 12-14.  
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a través de un consejo electo directamente por el pueblo palestino; dicho consejo tiene 
facultades legislativas y ejecutivas que las asume con arreglo a Ley Básica, pero sin 
exceder los preceptos de estos acuerdos. En resumen, la Autoridad Nacional Palestina 
tendrá la competencia legislativa, ejecutiva y judicial; pero dichas competencias, según 
los acuerdos de paz, tienen sus límites y restricciones tanto territoriales como materiales 
que hay que respetar. 
Subrayamos aquí que estos acuerdos hablan de un estatuto provisional para la 
Autoridad Nacional Palestina que duraría cinco años, periodo en el cual se 
comprometían las dos partes a negociar para llegar a un acuerdo definitivo para el 
conflicto, tratando con ello los asuntos de gran importancia que habían quedado 
pendientes como el tema de Jerusalén, los refugiados, las fronteras y las colonias israelís 
en este territorio. 
Tras la creación de esta Autoridad, que ha ido desarrollando sus funciones y 
practicando su Autoridad durante casi veinte dos años, sin llegar a la prometida solución 
final, nace nuestro interés en elaborar este estudio, con la intención de analizar dos 
aspectos centrales de esta Autoridad: el origen de sus competencias normativas y la 
calidad de su producto normativo y su procedimiento, explicando al mismo tiempo su 
estructura y su desarrollo. Y ello lo haremos sin olvidar los obstáculos que enfrenta esta 
Autoridad al asumir sus competencias, como el factor político y la herencia histórica en 
el ámbito jurídico, como expondremos a continuación.  
 En este estudio, analizaremos algunos aspectos de la cuestión de la técnica 
legislativa desde la perspectiva doctrinal, como base teórica necesaria para abordar el 
estudio central de esta tesis que se centra en la experiencia palestina. En este trabajo 
aludiremos igualmente, y siempre cuando sea necesario, a la experiencia española sobre 
este tema, porque este trabajo se va a defender en España y por el desarrollo ya 
alcanzado en la cuestión, y porque el sistema jurídico vigente en Palestina tiene raíces, 
entre otras en especial el sistema anglosajón, pero también en el Derecho Latino del que 
forma parte el sistema jurídico español. En todo caso, la referencia al sistema español la 
haremos desde una perspectiva meramente comparativa y sin pretender en ningún 
momento profundizar en las grandes preguntas o cuestiones sobre el tema de la técnica 
legislativa en España, que podría ser objeto de un complejo y amplio análisis, que 
excedería de las pretensiones de este trabajo.  
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Como señalamos más arriba, el centro de este trabajo lo constituye la 
competencia normativa de la Autoridad Nacional Palestina y su calidad. Esta cuestión 
tiene su importancia porque trata de un caso especial, políticamente e históricamente y 
por su interés internacional. Al mismo tiempo, se refiere a un ordenamiento jurídico 
producto de multitudes de antecedentes y factores históricos, políticos y culturales. 
 Antes de entrar en la tesis que intentamos defender, sería muy conveniente tomar 
en cuenta las siguientes notas: 
 Es importante, a nuestro juicio, dar un avance sobre el desarrollo histórico y 
político de Palestina para poder tener un conocimiento sobre su ordenamiento jurídico. 
Se hace necesario el estudio de este aspecto de un modo que sea suficiente para conocer 
los antecedentes que acompañaron el desarrollo de su sistema jurídico, sin intentar 
convertir este trabajo en una obra política, sino subrayar el papel del factor político en la 
producción de las normas jurídicas.   
 Es de gran importancia destacar la estructuración de la Autoridad Nacional 
Palestina, con sus tres poderes, para aclarar que no estamos ante de un estado9 
independiente reconocido como tal en la comunidad internacional, sino que estamos 
hablando de unos acuerdos de paz firmados entre el representante del pueblo palestino 
“O.L.P” (Organización para la Liberación de Palestina) y un estado “el Estado de 
Israel” reconocido como Estado independiente, que ocupa este pueblo y su tierra. Por 
tanto, estamos ante una situación especial y, nos atrevemos decir, única en el mundo.  
																																								 																				
 9  Palestina (ﻦﯿﻄﺴﻠﻓ, Filasṭīn, Falasṭīn o Filisṭīn), oficialmente declarado como el Estado de Palestina  es 
un Estado con reconocimiento internacional limitado ubicado en el Medio Oriente, más concretamente 
en el Levante mediterráneo, y que limita con Israel después de ser este Estado proclamado en la tierra 
de Palestina, Jordania, Egipto y la ribera sudoriental del mar Mediterráneo.  El 31 de octubre de 2011 
fue admitida como miembro número 195 de la UNESCO, como estado miembro de pleno derecho.  
 El 29 de noviembre de 2012 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la resolución 
67/19 (proyecto de resolución A/67/L.28) en virtud de la cual concedió a Palestina la condición de 
«Estado observador no miembro» de la esta organización, reafirmando además el derecho del pueblo 
palestino a un territorio bajo las fronteras definidas antes de la Guerra del 1967. Esta resolución no 
implica aún la admisión de Palestina como miembro pleno de la organización, pues para ello se 
necesitaría de la aprobación del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en el cual los Estados 
Unidos se opone. El 17 de diciembre de 2014 el Parlamento apoyó públicamente el reconocimiento 
del Estado de Palestina, tras haberlo hecho los parlamentos de varios países miembros como Reino 
Unido, España, Francia, Irlanda e Italia. El reconocimiento del Parlamento Europeo y de los 
parlamentos nacionales es puramente simbólico, ya que el reconocimiento efectivo lo deben realizar 
cada uno de los gobiernos de los estados miembros. En la actualidad, el único país de la UE que lo ha 
reconocido siendo ya miembro de la Unión ha sido Suecia, en mayo de 2015 también fue reconocido 




 A pesar de dicha situación especial, la Autoridad Nacional Palestina creó una 
realidad política y jurídica que se ha propuesto desarrollar sus institutos y su propio 
estatuto y funciones como si fuera un Estado de plena soberanía, con un ordenamiento 
jurídico especial que está, hasta el momento, en su fase de desarrollo; por ello, hemos 
encontrado interesante estudiar la técnica legislativa en Palestina colaborando con ello a 
desarrollar uno de los escasos trabajos realizados en esta cuestión. 
 Destacamos, asimismo, la herencia jurídica preexistente en Palestina antes de la  
creación de la Autoridad Palestina como avance necesario para entender los raíces del 
sistema jurídico palestino y los obstáculos que puede presentar dicha herencia en la hora 
de legislar, sin tratar las cuestiones históricas y políticasde Palestina en sí mismas 
profundamente. Sin embargo, creemos que es imprescindiblereflexionar 
brevementesobre las coyunturas históricas que han conformadoel régimen jurídico 
palestino actual. Dicha aproximación histórica y política goza de su importancia. La 
técnica de legislar o producir las normas en un país no se puede importar de otro que 
tenga diferente tradición jurídica formada a través de, y por, sus propias coyunturas 
históricas, políticas, económicas, sociales, etc., sino tiene que nacer y desarrollarse en el 
ámbito de sus especiales coyunturas. Éste reflejará, a la vez, su régimen político y 
jurídico, su nivel democrático y su cumplimiento de los principios del Derecho en 
general y los derechos de sus ciudadanos en especial. 
Así, destacamos las siguientes épocas históricas que afectaron el ordenamiento 
jurídico en Palestina: 
1. La era del Imperio Otomano 
Como el resto del Mundo Árabe, Palestina formó parte del territorio del Imperio 
Otomano hasta la derrota de dicho Imperio en la Primera Guerra Mundial, en concreto, 
el año 1917. Así,el sistema jurídico Otomano fue el vigente en Palestina durante de los 
cuatrocientos años anteriores. Jerusalén fue conquistada y ocupada por los británicos el 
9 de diciembre del 1917.10 
Bajo el Régimen Otomano, la ley aplicable entonces era la Ley Otomana que es, 
a la vez, una Ley Islámica que se aprueba con el arreglo a la Sharía´ ISLÁMICA, es 
																																								 																				
10  V V. AA, Legal Overview in Palestina: Ottoman Rule (1516-1917) Institute of Law- Birzeit 
University, http:lawcenter.birzeit.edu, fecha de visita, 2002. P. 1. 
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decir, la Religión Musulmana. Así pues, el mismo Régimen Jurídico Otomano estaba 
vigente en todos los territorios dominados por dicho Imperio, incluido Palestina, donde 
encontraron las Leyes Otomanas. Al respecto, se pueden distinguir dos fases del 
régimen jurídico Otomano en Palestina:la primera fase empieza desde la fundación del 
Imperio hasta las (Pre-Tanzimat), es decir, hasta antes de 1839, durante la cual el 
sistema jurídico otomano dependió fundamentalmente de “Al Sharía” (las 
interpretaciones de la Ley Musulmana), la costumbre y los decretos suplementarios del 
Sultan (el Jefe De Imperio). La segunda fase comprende desde 1839 a 1917, “la fase de 
las Tanzimat”, que eran reformas legales con la meta de centralizar, modernizar y 
secularizar el Imperio Otomano. Así, este Imperio adoptó códigos occidentales como el 
Código Francés de Comercio para incrementar la eficacia de los comercios entre el 
Imperio y Europa. También, las Tanzimat reformaron, de fondo y de forma, los códigos 
legales, las PRE-existentes mezclas de las leyes religiosas, las costumbres y las órdenes 
del Sultán en el llamado “la Ley de las Tierras” del 1857 y la “Al-Majalla”, el derecho 
civil, los cuales tienen hasta el momento una gran influencia en el sistema jurídico 
palestino.11 
2.    La era del Mandato Británico: 
     Como señalamos antes, desde 1917 hasta 1948 toda Palestina estuvo ocupada por 
Gran Bretaña bajo la forma de mandato establecido por el artículo 22 del Pacto de la 
Sociedad de Naciones. 
En este periodo de 1917 a 1948 se produjo un gran cambio en el Régimen 
Jurídico en el Territorio Palestino. A través del Comisario Mayor Británico para 
Palestina, los británicos ejercieron poderes legislativos y administrativos completos que 
influyeron en la legislación de varias áreas en Palestina. A pesar de que las leyes 
otomanas pre-existentes siguieron en vigor, los británicos aprobaron inmensas 
enmiendas sobre las mismas y sustituyeron algunas, cambiando al mismo tiempo la 
estructura del Régimen Jurídico Palestino del Código Continental Otomano al sistema 
del “British Common Law System”. En 1933, Robert H. Drayton, El Draftsman 
Jurídico Británico para el Gobierno de Palestina, compiló y editó tres volúmenes de 
																																								 																				
11 Ibidem, Pp. 1- 2. 
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legislaciones mandatarias, entre ellas, lasnormas del Imperio Otomano.12  La norma 
más famosa y que tuvo más importancia fue el Decreto de la Constitución Palestina, 
aprobada en 1922 por el Delegado Mayor Británico para Palestina autorizado por el 
mandato británico que empezó en Palestina el 29 de diciembre de 1922. Dicha 
Constitución fue modificada en los años 1923, 1932 y 1939 por la misma autoridad. 
Junto con esta Constitución y bajo sus preceptos fueron adoptados muchas Leyes, 
Mandatos, Reglamentos u órdenes para organizar y desarrollar la vida del pueblo 
palestino y para, en otros casos, mantener la seguridad y el orden público en los 
territorios bajo dominación británica. 
Lo más llamativo de esta Constitución, en lo que interesa a nuestro trabajo, fue 
la técnica legislativa empleada en la creación, redacción y aprobación de la normativa. 
Según los preceptos de la Constitución del 1922, el Delegado o el Jefe Militar Británico 
era el presidente y el representante de los poderes legislativos, ejecutivos y judiciales. Y 
conforme a lo establecido en esta Constitución, se formaron un Consejo Legislativo y 
otro Ejecutivo presididos por el Delgado Mayor Británico. El Consejo Legislativo 
estaba formado en su gran mayoría por miembros británicos, lo que quiere decir que no 
reflejó en su papel legislativo los intereses o el bienestar del pueblo palestino, sino 
aquellos intereses de Gran Bretaña. Añadir a ésta, la realidad de que este Delegado fue 
autorizado, en algunas áreas, a aprobar normas por su propia voluntad, sin consultar a 
los consejos legislativo o el ejecutivo. Además, hasta en aquellos casos en que el 
Delegado tenía que hacer la consulta con dichos consejos podía, según esta 
Constitución, aprobar las normas a pesar de que los consejos adoptaran una opinión 
contraria a la suya. Así, por ejemplo, aprobó, la famosa Ley de los Reglamentos de 
Urgencia del 1945, que es un reglamento policial que otorgaba al Jefe Militar Británico 
amplias competencias en todos los aspectos de la vida de los ciudadanos palestinos, 
como, por ejemplo, aprobar enmiendas sobre cualquier ley o reglamento vigente, 
establecer tribunales militares, tomar decisiones sobre cualquier asunto civil, 
económico, ... etc.  
Finalmente, es conveniente destacar el mecanismo o la técnica legislativa 
adoptada en la Constitución Mandataria Palestina de 1922, modificada por el artículo 16 
																																								 																				
12 V V. AA, Legal Overview in Palestine: British Occupation (1918-1948) Institute of Law- Birzeit 
University, http:lawcenter.birzeit.edu. P. 2. 
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del Decreto Real del Reino Unido de 1932, que estableció que: el Delegado Mayor tiene 
que tener en cuenta una serie de reglas cuando ejerce su poder legislativo. Dichas 
normas dotaron a las legislaciones británicas de una mejor calidad en lo que se refiere a 
su forma y redacción legal: 
1. A todas las legislaciones se les da el nombre de “ley”. 
2. Cada ley se distingue por su nombre propio, y se divide entre artículos o párrafos. 
3. Se distinguen las leyes de cada año por números seriales que empiezan por el número 1. 
4. Cada tema o asunto se prueba en una ley especial, y no se puede legislar temas 
diferentes en una misma ley, tampoco se puede incluir un artículo de ley normal en una 
ley temporal, aunque trate el mismo tema.13 
 El 14 de mayo de 1948 el Reino Unido declaró el final de su mandato en 
Palestina; dejando huellas claras no sólo sobre el Régimen Jurídico Palestino, sino 
también sobre el futuro de Palestina, tanto sobre la tierra como sus ciudadanos; tras su 
paso, el Estado israelí se estableció en Tierra Palestina, lo cual condujo a una nueva fase 
de lucha y conflicto y a nuevas coyunturas que afectaron, entre otros aspectos, al 
Régimen Jurídico Palestino. 
3.     La época de la ocupación israelí (1948-1967) y la influencia de los regímenes 
jordano y egipcio en la misma época: 
3-1.  La ocupación israelí:  
 Al establecerse el Estado Israelí sobre 78% de la totalidad de la tierra de 
Palestina en el 1948 empezó nueva era de la estructura del Régimen Jurídico Palestino. 
En aquella parte de Palestina que fue ocupada en 1948, Israel cambió todas las leyes y 
empezó a aprobar sus propias leyes según sus intereses. Por ejemplo, a través de la Ley 
de Urgencia sobre la Propiedad de las Personas Ausentes (las personas palestinas que 
fueron exiliadas por la fuerza de su tierra, dejando sus propiedades), promulgado en el 
1948 y transformado en ley en el año 1950, el gobierno israelí se apropió, sin 
indemnización alguna, las casas, las tierras y los medios de subsistencia de los 
refugiados (exiliados).  
																																								 																				
13 Abu Hannud, Huseen las legislaciones y el mecanismo de legislar en la Autoridad Nacional Palestina, 
Estudio Analítico, publicaciones de la Comisión Independiente Palestina para los Derechos de los 
Ciudadanos, Palestina, 1997. Pp. 10-12.  
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En el resto de territorio palestino (hablando de las zonas llamadas Cisjordania y 
Franja de Gaza, que entonces no habían sido ocupadas por (Israel), quedaron vigentes 
las leyes pertenecientes a laépoca previa. Pero, la situación vino a complicarse como 
resultado de la derrota árabe en la Guerra de 1948. A resultas de ello, la parte llamada 
Cisjordania fuera anexionada al Estado de “Transjordania” por el Rey Abd Allah en 
1949, formando el Estado llamado Reino Jordano Hachemita. La otra parte, la Franja de 
Gaza, quedó bajo el RégimenEgipcio.  
Por consiguiente, cada Estado, Jordania y Egipto, ejercieron su dominación 
sobre aquellos territorios y dejaron sus huellas en la estructura y la naturaleza del 
Régimen Jurídico Palestino vigente, aunque con diferentes grados y niveles. 
3-2.  La influencia del Régimen Jordano 
Después de la guerra del 1948 y la proclamación del “Estado Israelí” como 
señalamos arriba, la zona de Cisjordania incluso el este de Jerusalén fueron dominados 
u ocupados por las tropas del ejército jordano. El Gobernador Militar Jordano ordenó 
que todas las leyes que estuvieron en vigor en aquel momento en Palestina continuaran 
vigentes, salvo aquéllas contradictorias con la Ley Jordana de Defensa del 1935. En 
1949 Jordania realizó una enmienda a la Ley de Administración Pública en Palestina 
aplicando de nuevo normas civiles, a la vez que las normas militares vigentes. En 1950 
el Régimen Jordano unificó las dos partes del Río Jordano: el Este “Transjordania” y el 
Oeste “Cisjordania” bajo el nombre del “Reino Jordano Hachemita”, afirmando que las 
leyes palestinas han de seguir en vigor hasta que fueran sustituídas por las jordanas a 
través del Parlamento Jordano. Para vestir esta decisión una forma constitucional, el 
Parlamento Jordano compuesto por un número igual de diputados de ambas partes del 
Reino Jordano, aprobó la Constitución Jordana de 1952, para que fuera aplicable en 
dichas partes del Reino Jordano. Por consiguiente, desde 1950 hasta 1967 este 
Parlamento aprobó, también, gran número de leyes vigentes en ambas partes del Reino. 
Con ellas este régimen consiguió cambiar de nuevo el régimen Jurídico Palestino de 
“English Common Law System” a un sistema jurídico codificado. 14 
Respecto a la calidad de las legislaciones aprobadas por este Parlamento, se 
puede notar una coherencia entre las divisiones del texto y una buena calidad en sus 
																																								 																				
14 Ibidem, Pp. 15-16. 
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preceptos legales, redactados con mucho orden, en los artículos y párrafos, y el uso de 
un lenguaje jurídico correcto y claro. Es decir, aquellas leyes aprobadas en aquella 
época demostraron una técnica legislativa sistematizada, influida por la experiencia 
latina en aquellos días.15 
3-3.  La influencia del Régimen Egipcio:  
Como citamos arriba, después de la guerra de 1948 Franja de Gaza fue 
administrada por el ejército egipcio sin ser unida al Estado Egipcio. En 1955 el 
Gobernador Militar Egipcio en la Franja de Gaza, por su propia iniciativa, aprobó la Ley 
número 255, por la cual se aprobaba la Ley Básica, una “constitución”, para la Franja de 
Gaza. En 1957 empezó a existir una autoridad civil representada por el Consejo 
Legislativo de la Franja de Gaza bajo el control del régimen egipcio, hasta 1962 cuando 
cedió el control de los poderes legislativos a un gobierno palestino. Por consiguiente, se 
hizo una reforma sobre la Ley Básica del 1955 el 1962, convirtiéndole en Constitución 
Palestina de la Franja de Gaza, que se publicó por la primera vez en “The Middle East 
Journal” en 1963. Dicha Constitución mantuvo muchos preceptos legales que estaban en 
vigor en la era del Imperio Otomano y la Ley Común Británico. En esta época de la 
administración egipcia en Franja de Gaza no se introdujo mucho cambio en el Sistema 
Jurídico preexistente en Palestina.16 
Respecto  a la composición del Consejo Legislativo de Franja de Gaza, se puede 
observar que no respetaba el principio jurídico de la separación de poderes: legislativo y 
ejecutivo: dicho Consejo Legislativoestaba formado por el Gobernador Administrativo 
de Franja de Gaza una especie de Presidente del Consejo, y cuarenta y dos diputados, 
veinte de ellos se nombraron por este Gobernador y los otros veintidós diputados 
elegidos entre los miembros de las comisiones locales de La Unión Nacional Árabe bajo 
control del Gobernador.17 
 En esta época existía en Palestina una mezcla de regímenes jurídicos: en el 
territorio de 1948 un régimen israelita, en el territorio del 1967 en Cisjordania el 
régimen jordano junto con los regímenes preexistentes: otomano y británico, y en Franja 
																																								 																				
15 Ibidem, P. 17. 
16  Abu Hannud, Huseen, op. cit. Pp. 16-18. 
17 Hussein Abu Hannud, o.p cit. Pp. 12-15.  
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de Gaza el régimen egipcio con los regímenes pre-existentes: otomano y británico. Tal 
situación complicó radicalmente el régimen jurídico en Palestina vulnerando entre otras 
cosas lo que llamamos la seguridad jurídica de los ciudadanos.   
4. La época de la siguiente fase de la ocupación israelí (1967- El comienzo del 
proceso de paz): 
4-1.  La ocupación israelí del 1967- 1991:  
 Como resultado de la Guerra de los seis días del 5 de junio de 1967 Israel ocupó 
las dos partes restantes de Palestina (Franja de Gaza y Cisjordania) además de ocupar 
otros territorios de otros países árabes: Wad Araba de Jordania, el Desierto de Sinaí de 
Egipto y las Altas de Golán de Siria. 
 Como fuerza de ocupación, “Israel” siempre actúa de modo que protege sus 
intereses económicos y políticos, su dominación y control del pueblo palestino. Por 
consiguiente, “Israel” mantuvo una estrategia que condujo al cambio de todas las 
coyunturas políticas, económicas, culturales, históricas y jurídicas, a fin de modelarlas 
según su bienestar como fuerza de ocupación en Palestina, y sin reparo ninguno de los 
daños que pudieran sufrir los palestinos.18 
Respecto al tema jurídico, podemos puntualizar los siguientes datos y realidades: 
1) En el primer día de la Ocupación Israelí el “Comandante Militar Mayor Israelí” de la Área  en 
Cisjordania y el “Comandante Militar Mayor Israelí” de la Área en Franja de Gaza, cada uno de su 
parte, aprobaron tres Ordenes Militares que les otorgaban todos los poderes legislativos, ejecutivos y 
judiciales, y cualquier otro poder otorgado por las leyes pre-existentes del 5 de junio de 1967- al Rey 
de Jordania, al Consejo de Ministros o al Comisario Mayor Británico, en el caso de Cisjordania, o al 
Gobernador Egipcio o al Gobernador Mayor Británico, en el caso de Franja de Gaza. Todos, iban a 
quedar bajo sus competencias. Así mismo, la Orden número 2 del 1967 estableció que todas las 
legislaciones anteriores que no fueran coincidentes con la administración nueva quedaban 
derogadas. Estas primeras Órdenes Militares fueron reconocidas por la Ocupación Israelí como una 
Ley Básica que formó la fuente “legal y constitucional” para empezar desde entonces aprobar gran 
número de otros Ordenes Militares en los territorios ocupados. 19 
																																								 																				
18 J. Iglesias Velasco, Alfonso, El Proceso de Paz, editorial: UAM, Madrid, 2000. Pp. 311-322. 
19 Ibidem, Pp.18-19.  
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2) Como consecuencia de estas ordenes, la fuerza de ocupación anuló al Tribunal 
Supremo de Justicia que era el tribunal competente para conocer de los conflictos 
administrativos, trasladando esta competencia al Comandante Militar Israelí.20 
3) Aunque la Ocupación Israelí mantuvo las leyes vigentes en Cisjordania y Franja de 
Gaza antes del 1967, mientras no contradigeran las ordenes militares israelíes, introdujo 
numerosas enmiendas sobre ellas, enmiendas que fueron siempre a favor de dicha 
ocupación, utilizando, como citamos arriba, las llamadas "Órdenes Militares"; las cuales 
eran: unos reglamentos, de forma de órdenes, aprobados por el Comandante Militar 
Israelí de cada Área que está autorizado por el Gobierno Israelí de ocupación a ejercer 
su política en los territorios ocupados. Es conveniente decir que desde el 5 de junio de 
1967 hasta la ocupación Israel en 1966 aprobó más de 1457 órdenes militares en 
Cisjordania y más de 1200 órdenes militares en la Franja de Gaza. Manteniendo esta 
política hasta el momento, a pesar de los acuerdos de paz. Sumando, además de estas 
órdenes, otras de la misma naturaleza que nunca han sido publicadas.21 Dichas 
Órdenes, mal redactadas, traducidas del hebreo al árabe, de lenguaje incomprensible, 
afectaron a todas las leyes que estaban en vigor de modo que no resulta posible 
conocerlas o entenderlas para poder cumplirlas, no obstante, siempre fueron aplicables 
por la fuerza militar.  
4) Modificar las leyes vigentes en la Franja de Gaza de forma completamente distinta de 
aquellas leyes vigentes en Cisjordania, hecho que provocó y aumentó la diferencia y la 
incoherencia entre los dos regímenes jurídicos en ambas zonas del mismo país.  
5) La falta de cualquier tipo de procedimiento legislativo o de técnica legislativa 
coherente o estable en esta época. Como todos los poderes estaban monopolizados por 
la fuerza de la ocupación israelírepresentado por un General del Ejercito israelí, el 
Comandante Militar de la Zona, existieron dos rangos o tipos de órdenes: Órdenes que 
se aprueba directamente, como norma general, por el Comandante Israelí de la Zona. En 
este caso las ordenes llevaban números seriales y eran ordenadas según la fecha, y 
fijaban en su texto el “origen legal que otorgaba la competencia jurídica” que autorizaba 
a este Comandante a aprobarlas. Y ordenes que se aprobaban por otro Comandante, 
																																								 																				
20 J. Iglesias, Alfonso, El Proceso de Paz, editorial: UAM, Madrid, 2000, op. cit.  P.217 
21Abu Hannud, Hussein, op. cit. P.19.  
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comité o cualquier otro órgano, que servían para modificar legislaciones existentes, 
aportar nuevas leyes u órdenes militares; en este caso, no solían presentar ninguna 
ordenación, referencia de la competencia jurídica o si afectaban de una forma u otra 
cualquier legislación existente. 
6) Realizar inmensas enmiendas hasta sobre las Ordenes Militares en sí, situación que 
hacía imposible poder conocer el “precepto legal” vigente; así, por ejemplo, la Orden 
Militar número 378 de 1970, que violó los derechos y las libertades de los ciudadanos 
palestinos, sufrió 78 enmiendas por su legislador. 
7) En el año 1981, “Israel” aprobó la Orden Militar número 947 que trasladó todos los 
asuntos legales y administrativos de los territorios (es decir, Cisjordania y Franja de 
Gaza) a una administración establecida por la Ocupación Israelí llamada la 
“Administración Civil”.22 
8) Hasta esta fecha, sigue la Ocupación Israelí aprobando nuevas órdenes militares 
vigentes en Cisjordania y Franja de Gaza a pesar de la existencia de nueva generación 
de legislaciones y sistema jurídico en Cisjordania y Franja de Gaza consecuencia del 
Proceso de Paz en el Oriente Medio.  
4-2.   La época del proceso de paz  desde 1991:23 
Lo más destacado en esta época es el nacimiento de la Autoridad Palestina a través de 
																																								 																				
22 Ibidem, Pp. 19- 20. 
23  Ibídem, o.p. cit, J. Iglesias, Alfonso el proceso de paz. P. 220. Sigue el mismo autor: "Tras la guerra del Golfo, y 
debido en parte al firme apoyo prestado por numerosos Estados musulmanes a la coalición militar aliada liderada por 
Estados Unidos, y en parte también por la desaparición de la Unión Soviética, que consagraba el triunfo 
norteamericano en la guerra fría, comenzaron a avanzarse algunas propuestas de solución, que se formalizaron en la 
Conferencia de Paz de 1991 en Madrid, en donde se reunieron por primera vez las delegaciones de los países de la 
región que habían  estado enfrentados durante más de cuarenta años-Israel y los países árabes-. Esta Conferencia, 
celebrada del 30 de octubre al 3 de noviembre de 1991, marcó un hito en el proceso de paz de Oriente Medio. 
Presidida por Estados Unidos y la Unión Soviética concentró a las delegaciones de Israel, Siria, Líbano y una 
conjunta jordano-Palestina. La conferencia consistió en una serie de reuniones bilaterales sobre la base de las 
resoluciones 242 (1967) y 338 (1973) del consejo de seguridad, y en alguna sesión multilaterales sobre problemas 
comunes. Pero la ONU fue mantenida al margen, de tal forma que su Secretario General no participó en la 
Conferencia, ni en las negociaciones posteriores. Desde entonces, las conversaciones de paz se hicieron periódicas, 
hasta culminar en septiembre de 1993 con el mutuo reconocimiento entre el estado de Israel y la OLP como 
representante legítimo del pueblo palestino, y en la declaración de Principios sobre los acuerdos provisionales de 
autonomía para Cisjordania y Gaza (Washington, 13 de septiembre 1993), autonomía materializada dos años más 
tarde, el 28 de septiembre de 1995, cuando fue suscrito el acuerdo interino de autogobierno palestino en la Ribera 
Occidental y la Franja de Gaza. El camino hacía un entendimiento árabe-israelí quedaba por fin abierto, y aunque, 
como ya veremos, no se trata de un paseo de rosas, sin embargo, ciertos resultados, como el Tratado de Paz firmado 
por Jordania e Israel el 26 de octubre de 1994, o las negociaciones sirio-israelíes sobre las Alturas del Golán, nos 
conducen al convencimiento de hallarnos ante un proceso pacífico irreversible, en el cual no obstante el papel 
desempeñado por las Naciones Unidas ha sido más bien marginal. Ibídem, J. Iglesias, Alfonso, op. cit. Pp. 17-19. 
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  ﻼﺣﯿﺎتﺑﺸﺄن ﻧﻘﻞ اﻟﺴﻠﻄﺎت واﻟﺼ 5991( ﻟﺴﻨﺔ 5ﻗﺎﻧﻮن رﻗﻢ )  
، 4991( ﻟﺴﻨﺔ 1ﻗﻢ )رﺋﯿﺲ اﻟﻠﺠﻨﺔ اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ ﻟﻤﻨﻈﻤﺔ اﻟﺘﺤﺮﯾﺮ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ ﺑﻌﺪ اﻻطﻼع ﻋﻠﻰ اﻟﻘﺮار ر
، ﻓﻲ اﻷراﺿﻲ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ "اﻟﻀﻔﺔ اﻟﻐﺮﺑﯿﺔ 7691/6/5ﺑﺎﺳﺘﻤﺮار اﻟﻌﻤﻞ ﺑﺎﻟﻘﻮاﻧﯿﻦ واﻷﻧﻈﻤﺔ واﻷواﻣﺮ اﻟﺘﻲ ﻛﺎﻧﺖ ﺳﺎرﯾﺔ اﻟﻤﻔﻌﻮل ﻗﺒﻞ ﺗﺎرﯾﺦ 
  ﻮن اﻵﺗﻲ:ع ﻏﺰة" ﺣﺘﻰ ﯾﺘﻢ ﺗﻮﺣﯿﺪھﺎ. وﺑﻨﺎًء ﻋﻠﻰ ﻣﺎ ﺗﻘﺘﻀﯿﮫ اﻟﻤﺼﻠﺤﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ وﺑﻨﺎء ﻋﻠﻰ اﻟﺼﻼﺣﯿﺎت اﻟﻤﺨﻮﻟﺔ ﻟﻨﺎ أﺻﺪرﻧﺎ اﻟﻘﺎﻧوﻗﻄﺎ
  (1ﻣﺎدة )
واﻣﺮ اﻟﺴﺎرﯾﺔ ﺗﺆول إﻟﻰ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ ﺟﻤﯿﻊ اﻟﺴﻠﻄﺎت واﻟﺼﻼﺣﯿﺎت اﻟﻮاردة ﻓﻲ اﻟﺘﺸﺮﯾﻌﺎت واﻟﻘﻮاﻧﯿﻦ واﻟﻤﺮاﺳﯿﻢ واﻟﻤﻨﺸﻮرات واﻷ
  م.4991/5/91ﻟﻀﻔﺔ اﻟﻌﺮﺑﯿﺔ وﻗﻄﺎع ﻏﺰة ﻗﺒﻞ اﻟﻤﻔﻌﻮل ﻓﻲ ا
  (2ﻣﺎدة )
 ﯾﺼﺪر رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ اﻟﻘﻮاﻧﯿﻦ ﺑﻌﺪ ﻣﻮاﻓﻘﺔ ﻣﺠﻠﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ.
  (3ﻣﺎدة )
 ﯾﺘﻮﻟﻰ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ وأﻋﻀﺎء ﻣﺠﻠﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﺼﻼﺣﯿﺎت واﻟﺴﻠﻄﺎت اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ ﻛﻞ ﻓﻲ ﺣﺪود اﺧﺘﺼﺎﺻﮫ.
  (4ﻣﺎدة )
 ﯾﻠﻐﻰ ﻛﻞ ﻣﺎ ﯾﺘﻌﺎرض ﻣﻊ أﺣﻜﺎم ھﺬا اﻟﻘﺎﻧﻮن.
  (5ة )ﻣﺎد
  م. وﯾﻨﺸﺮ ﻓﻲ اﻟﺠﺮﯾﺪة اﻟﺮﺳﻤﯿﺔ.4991/5/91ﻋﻠﻰ ﺟﻤﯿﻊ اﻟﺠﮭﺎت اﻟﻤﺨﺘﺼﺔ ﻛﻞ ﻓﯿﻤﺎ ﯾﺨﺼﮫ ﺗﻨﻔﯿﺬ ھﺬا اﻟﻘﺎﻧﻮن. وﯾﻌﻤﻞ ﺑﮫ ﻣﻦ ﺗﺎرﯾﺦ 







CAPÍTULO I.-    LA COMPETENCIA NORMATIVA DE LA 
AUTORIDAD NACIONAL PALESTINA 
 
Como es bien sabido los elementos básicos y fundamentales para formar  un 
estado independiente son: la existencia de un pueblo que viva en un territorio propio, 
con fronteras reconocidas internacionalmente, donde ejerce su soberanía  sobre el 
territorio y el pueblo a través de un sistema político, que puede tener una forma u otra 
establecida en su Constitución que delimite la forma de dicho estado, su ordenamiento 
jurídico, sus poderes y la relación entre ellos y que reconozca los derechos y las 
obligaciones de los sujetos a este sistema. Este patrón es el que sigue un estado 
independiente que disfruta de pleno reconocimiento de la comunidad internacional 
como miembro de la Organización de Naciones Unidas. 
En el caso de Palestina, no ignoramos que no estamos ante un estado como el 
que acabamos de destacar, sino que se trata de un régimen que nació por, y a través de, 
un arreglo político para intentar solucionar un conflicto que empezó a existir desde hace 
un siglo, en concreto desde el mandato británico en Palestina el año 1917 y la llegada de 
los colonos judíos estableciendo sus asentamientos, que terminó con la proclamación 
del Estado de Israel en el territorio de Palestina. 
Dicho arreglo político, conocido por el Proceso de Paz en el Oriente Medio, 
empezó en la Conferencia Internacional de Paz para el Oriente Medio, celebrada en 
Madrid entre el 30 de octubre al 3 de noviembre de 1991, y terminó con la celebración y 
firma de varios acuerdos de paz entre el Estado de Israel y la Organización de 
Liberación de Palestina, como representante único y legítimo del Pueblo Palestino. Las 
partes firmantes llegaron a un acuerdo en el cual se creó la llamada Autoridad Nacional 
Palestina, para administrar la vida del pueblo palestino que viva en determinado 
territorio delimitado por los acuerdos de paz y con competencias legislativas, ejecutivas 
y judiciales para poder llevar a cabo su tarea de administrar, o de otro término, 
gobernarel pueblo que viva en los territorios asignados. 
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En este lugar, adelantamos la realidad de que la paz no ha sido conseguido en hasta hoy 
en día a pesar de los numerosos acuerdos firmados entre los dos partes desde el 
comienzo del proceso de paz. Como señala Antonio Colomer viadel:25“La paz sigue 
siendo reivindicación compartida por culturas y civilizaciones, por pueblos y 
sociedades, en medio de una violencia tan amplia y extendida, no solo por los conflictos 
bélicos sino por la desintegración social en donde organizaciones criminales y mafiosas 
ocupan el vacío que   Estados fallidos o incompetentes no cubren para garantizar la 
seguridad jurídica y la paz social de sus ciudadanos”. 
 
I.1. El origen, o la fuente, de la competencia normativa de la Autoridad Nacional 
Palestina:  
Según la  dogma jurídica26 las formas o métodos de establecer las 
Constituciones o las leyes básicas de un Estado pueden responder a cinco métodos: Una 
carta otorgada por el poder dominante en un estado dictatorial como un Rey o 
Emperador, un contrato, un comité elegido para elaborar una constitución, un 
referéndum y un acuerdo o tratado internacional. En el caso palestino la Ley básica 
Palestina y la Autoridad Nacional Palestina, ambos, se crearon y nacieron por, y con 
arreglo, a un acuerdo entre una parte, Israel, que es un miembro en la comunidad 
internacional, y que ejerce sus poderes en Palestincomo fuerza de ocupación, y, de otro 
lado, el represente del pueblo palestino, la OLP. Además, varios estados de la 
comunidad internacional firmaron este acuerdo junto con las dos partes del conflicto, lo 
que le da carácter internacional a este acuerdo y los acuerdos que han sido firmados con 
posterioridad al acuerdo preliminar. Por firmar estos acuerdos de paz, y por como 
consecuencia de ellos, nació esta autoridad, que el mismo acuerdo le otorgó el derecho o 
la competencia de aprobar, entre otras cosas, su Ley Básica. Por lo cual, creemos que la 
Ley Básica Palestina es una referencia seudo-constitucional para regular y garantizar los 
derechos y delimitar las obligaciones dentro del territorio perteneciente a la Autoridad 
Palestina, siempre y cuando no exceda los límites marcados para dicha autoridad en los 
																																								 																				
25Colomer Viadel, Antonio, “Tendencias del constitucionalismo en el siglo XXI, Revista Teoría y 
realidad constitucional, núm. 36, España, 2015. PP. 331-332. 
26  Salim Gazwi, Muhammad,  Estudio sobre la organización política y constitucional para el Reino 
Unido Hashimita de Jordania, Rafidi, Amman, 1985. Pp. 34-35. 
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preceptos de los acuerdos de paz que son, para nuestro juicio, la “norma constitucional” 
que crea y organiza, detalladamente, el sistema político y jurídico de la Autoridad 
Nacional Palestina. 
Ésta fue la misma forma de otorgar la Ley Básica del Principado del Este de 
Jordania que se publicó el diceseis de abril de 1928, después de firmar un tratado entre 
el Mandato británico y el Príncipe Abdullah el 20 de febrero de 1928. Dicho acuerdo 
destacó la forma de esta Ley Básica.27También, fue el caso de la Constitución Palestina 
en la Franja de Gaza del 1922, aprobada por el Mandato britanico en Palestina después 
de la primeraGuerra Mundial, formó un Consejo Nacional Palestino atribuyéndole 
varias competencias limitadas por dicha Constitución. 
Al respecto, veamos que el caso de la Ley Básica Palestina es una repetición de 
la historia en la zona: dos ocupaciones diferentes que otorgan unas leyes básicas a los 
pueblos ocupados por tratados políticos, con deferencia en el tiempo y las circunstancias 
en ambos casos.  
Como mencionamos arriba, la Autoridad Nacional Palestina fue creada por los 
Acuerdos de Paz entre el Estado de Israel y la Organización de Liberación de Palestina, 
por ello, los mismos acuerdos cedieron a esta Autoridad competencias bien destacadas 
para poder asumir sus funciones: 
El primer acuerdo fue firmado en Washington el 13 de septiembre 1993, 
conocido como el “Acuerdo de Oslo I”, y titulado como “Declaración de Principios".28 
Según éste, las dos partes contratantes están de acuerdo en crear una Autoridad 
Autonómica Palestina en algunos Territorios Palestinos y autorizan a dicha Autoridad 
asumir algunas responsabilidades transferidas a ella por “Israel”.  
Las principales cuestiones de la negociación entre ambas partes en este acuerdo 
habían sido las siguientes:  
-  La definición del territorio ha de ser incluido en el arreglo; 
-  El grado de autonomía del órgano administrativo palestino; 
																																								 																				
27  Ibidem, op. cit. P. 33. 
28 Washington el 13 de septiembre 1993 conocido como el “Acuerdo de Oslo I”, y titulado como 




- Las estructuras de seguridad han de establecer en los territorios autónomos palestinos 
y en “Israel”; y 
- El calendario de puesta en marcha de las disposiciones de la declaración.29 
Como continuidad de este acuerdo, las dos partes firmaron el 4 de mayo de 1994 en 
el Cairo, la capital de Egipto, el Acuerdo sobre la Franja de Gaza y la zona de Jericó30, 
que trataba, precisamente, la transferencia de competencias en materia civil, lo que se 
traduce en la disolución de la Administración Civil del Gobierno Militar Israelí que las 
estaba ejerciendo en dichas zonas, y en la retirada de las fuerzas militares israelís. En 
resumen, la Autoridad Palestina, compuesta por 24 miembros, extendería su jurisdicción 
especial sobre el suelo, subsuelo y las aguas territoriales de la Franja de Gaza y el área 
de Jericó, y su jurisdicción personal sobre toda persona que se encontrasen en esos 
espacios, exceptuando a los israelíes. Se preveía asimismo la cooperación entre la 
Autoridad Palestina y el Gobierno Israelí en materia civil, penal, de seguridad, etcétera. 
Las atribuciones y responsabilidades otorgadas a la Autoridad Palestina dentro de su 
jurisdicción son las siguientes: 
1. Según el artículo 7 de este acuerdo la Autoridad Palestina tiene Competencias 
Legislativas; es decir, la potestad de promulgar normas jurídicas de diverso alcance: 
leyes básicas, leyes, reglamentos y demás actos normativos. Esta legislación será 
comunicada a un Subcomité de Legislación, establecido por el Comité Mixto de 
Coordinación y Cooperación en Asuntos Civiles. Desde la notificación a “Israel” de la 
normativa promulgada, el Gobierno Israelí dispondrá de un plazo de 30 días para 
solicitar al citado Subcomité de Legislación que decida si dicha normativa excede o no 
el alcance de la jurisdicción conferida a la Autoridad Palestina. Y el mencionado 
Subcomité igualmente decidirá sobre la entrada en vigor preliminar de la legislación 
impugnada (hasta la decisión sobre el fondo del asunto). Asimismo, el subcomité 
dispone de un plazo de 30 días, desde la solicitud israelí, para intentar alcanzar una 
solución sobre el fondo del asunto, y en caso de no llegar a un arreglo, la cuestión será 
remitida al Comité Mixto palestino-israelí de Enlace, quien también tendrá que resolver 
																																								 																				
29Iglesias, Alfonso, el procesode paz o.p. cit, P. 233.      
 
30 El Acuerdo de Paz el 4 de mayo de 1994 en el Cairo la capital de Egipto conocido como el Acuerdo 
sobre la Franja de Gaza y la zona de Jericó. ", publicado en http:lawcenter.birzeit.edu, fecha de viista el 
15 de noviembre de 2000. 
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en un período de 30 días.  
2. Según el artículo 8.1 de este acuerdo la Autoridad Palestina tiene poderes ejecutivos, 
como establecer un Cuerpo de Policía con la función de garantizar el orden público y la 
seguridad interna de los residentes palestinos, mientras Israel se reserva el poder en 
materia de defensa contra las amenazas externas, incluidas las líneas fronterizas de Gaza 
con Egipto y de la Ribera Occidental con Jordania, así como la responsabilidad de la 
seguridad general de los ciudadanos israelíes, y en particular de las colonias israelís. Por 
lo que se refiere a las cuestiones relativas a la organización de la prevista policía 
palestina, sus funciones, obligaciones, estructura, despliegue y composición son 
recogidas en el artículo 3 del anexo (I). 
3. La Autoridad Palestina asumirá por este acuerdo la administración de justicia 
mediante de un poder judicial independiente.   
Más tarde ambas partes firmaron otros acuerdos como: 
1.  El Acuerdo de Cairo firmado el 9 de febrero, 1994.31 El Acuerdo de Gaza y 
Jericó firmado el 4 de mayo, 1994, sobre la retirada del Ejercito Israelí de la Franja de 
Gaza y la ciudad de Jericó en Cisjordania, la transferencia de algunas responsabilidades 
y poderes a la Autoridad Palestina (asuntos de seguridad, asuntos civiles, marcos legales 
y económicos).   
2. El Acuerdo Preliminar sobre la transferencia de Poderes y Responsabilidades 
firmado en Erez en la Franja de Gaza, el 29 de agosto, 1994.32 También, el Protocolo 
firmado en Cairo el 27 de agosto de 1995, sobre la transferencia de más 
responsabilidades a la Autoridad Palestina.33 
																																								 																				
31 El Acuerdo de Cairo firmado el 9 de febrero, 1994, publicado en http:lawcenter.birzeit.edu, fecha de 
viista el 15 de noviembre de 2000. 
32 El Acuerdo Preliminar sobre transferir de Poderes y Responsabilidades firmado en Erez en la Franja 
de Gaza, el 29 de agosto, 1994, ", publicado en http:lawcenter.birzeit.edu, fecha de viista el 15 de 
noviembre de 2000. 
33 El Protocolo firmado en Cairo, el 27 de agosto, 1995, sobre la transferencia de más responsabilidades 




3. La Declaración de Taba, firmada el 11 de agosto de 199534 y que dio, dentro 
del proceso negociador palestino-israelí, un paso más hacia la autonomía de los 
territorios ocupados. Al ser alcanzado un acuerdo provisional bajo la forma de 
declaración conjunta, conocido como la Declaración de Taba, preparaba las elecciones 
directas palestinas para un Consejo legislativo y ejecutivo (y también para la elección 
por separado del Presidente del mismo), de conformidad con lo previsto por el acuerdo 
del Cairo sobre la Franja de Gaza y la región de Jericó, de mayo de 1994. Asimismo, la 
Declaración de Taba disponía la transferencia de gran parte del poder civil israelí sobre 
Cisjordania a la Autoridad Palestina, como uno de los criterios que poco después iba a 
ser desarrollado con mayor amplitud en el acuerdo interino.35 
4.  El Acuerdo Interino sobre Cisjordania y la Franja de Gaza conocido también 
como Oslo II, firmado en Washington el 28 de septiembre, 1995.36 Es un acuerdo 
comprehensivo sobre la transferencia de todas las responsabilidades y poderes en 
Cisjordania para un Consejo Palestino que ha de ser electo a través de elecciones 
generales. También, este acuerdo regula otra fase de retirada del ejército israelíde otras 
zonas de Cisjordania y contiene los preceptos que delimitan los rasgos de la Autonomía 
Palestina en Cisjordania. 
Este acuerdo extiende la jurisdicción de la Autoridad Nacional Palestina al 31% 
del territorio de Cisjordania, incluido el control sobre sus principales ciudades, pero no 
en las carreteras entre dichas ciudades, con las excepciones de Jerusalén oriental y de 
parte de Hebrón que quedan totalmente bajo el control israelí. Este acuerdo contaba con 
siete protocolos, que figuran como anexos a su articulado principal, relativos al: 
1. Redespliegue del ejército israelí y acuerdos de seguridad (anexo I). Durante de seis 
meses Israel tiene que cumplir su redespliegue que con ello el Consejo Legislativo 
Palestina tendrá competencia sobre todas las zonas de Cisjordania y Franja de Gaza 
con la excepción de las colonias y las zonas militares israelíes 
																																								 																				
34 La Declaración de Taba firmado el 11 de agosto de 1995, ", publicado en http:lawcenter.birzeit.edu, 
fecha de viista el 15 de noviembre de 2000. 
35J. Iglesias, Alfonso, el proceso de paz, Ibidem, o.p. cit, Pp. 258-290. 
36 El Acuerdo Interino sobre Cisjordania y la Franja de Gaza" conocido también como Oslo II, firmado 
en Washington el 28 de septiembre, 1995, ", publicado en http:lawcenter.birzeit.edu, fecha de viista el 15 
de noviembre de 2000. 
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2. Las elecciones del Consejo Legislativo Palestino (anexo II). Las cuales tuvieron lugar 
por la primera vez el 20 de enero de 1996. 
3. La transferencia de más poderes y responsabilidades civiles (anexo III). 
4. Asuntos jurídicos (anexo IV): En los casos penales la Autoridad Palestina tiene la 
competencia sobre todos los hechos cometidos dentro de Gaza excepto aquellos 
cometidos dentro en las colonias israelíes, zonas militares israelíes u en contra de 
personas israelíes. Mientras en Cisjordania, la Autoridad Palestina tiene la 
competencia sobre los hechos cometidos por palestinos o cualquier persona, salvo 
que sea el autor israelí, o cometido en contra de israelí, que sea el hecho cometido 
in zonas bajo control israelí o por fin en los casos de terrorismo, entonces, el 
ejército israelí tiene la jurisdicción en estos casos; así pone el Articulo. 
5. Relaciones económicas (anexo V), programas de cooperación palestino-israelíes 
(anexo VI). 
6. La liberación de detenidos y prisioneros palestinos (anexo VII). 
7. El tema de las aguas.37 
 
El principal objeto de este acuerdo consistía en extender el autogobierno 
palestino en la Ribera Occidental por medio de instauración de una autoridad 
provisional de autogobierno democráticamente elegida, el Consejo Palestino, poniendo 
en marcha de esta forma lo previsto por el artículo 3 y el anexo I de la Declaración de 
Principios de 1993. Tanto el Consejo Palestino como el “Ráees” (así viene la expresión 
en el texto del Acuerdo Interino; que es una palabra en árabe significa el Presidente, 
pero se quería evitar el uso de Presidente por parte de Israel, para no dar al régimen 
nacido la imagen de un estado) de la Autoridad Ejecutiva del Consejo formarían la 
Autoridad Provisional de Autogobierno Palestino (Art. 3.1). Ambas instituciones serían 
elegidas de forma directa y simultánea por el pueblo palestino residente en Cisjordania, 
la Franja de Gaza y la parte este de Jerusalén, por un período transitorio no superior a 
cinco años contados desde la firma del acuerdo Gaza-Jericó del 4 de mayo 1994. Esto 
significaba, hasta mayo de 1999, debiendo comenzar las negociaciones sobre el estatuto 
																																								 																				
37 V V. A A, Legal Overview in Palestine: Palestinian National Authority (1994-present). 
http://lawcenter.birzeit.edu.pags.2-3. Fecha de visita, el 15 de noviembre de 2000. 
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definitivo de Gaza y la Ribera Occidental no más tarde de mayo de 1996 (Art. 3.3 y 4). 
Se suponía que la celebración de estas elecciones iba a constituir un paso significativo 
en el camino hacia la realización de los derechos legítimos del pueblo palestino, y que 
proporcionaría en este sentido una base democrática para la implantación de las 
instituciones palestinas (Art. 2.2). 
Las elecciones serían convocadas por el “Jefe” de la Autoridad Palestina de 
inmediato tras la firma del presente acuerdo interino, para celebrarse tan pronto como se 
hubiera producido el redespliegue de las fuerzas israelíes; tal redespliegue tiene que 
tener lugar 20 días antes del día fijado para la celebración de las elecciones, y de 
conformidad con el calendario señalado en el anexo II, la Ley Electoral y los 
reglamentos electorales previstos en el artículo 1 del anexo II (Art. 2.4 del acuerdo). 
En el preámbulo del Acuerdo Interino se preveía que las negociaciones sobre el 
estatuto permanente se dirigirían hacía la plasmación de las resoluciones 242 (1967) y 
338 (1973) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Al mismo tiempo, este 
acuerdo provisional garantiza los intereses esenciales de “Israel”, tal como ya veremos, 
en especial sus necesidades de seguridad, tanto como la seguridad de sus ciudadanos en 
los territorios ocupados. En realidad, nos encontramos ante un tratado amplio, al 
articulado principal de ello se añaden 7 anexos relativos a diferentes cuestiones de las 
relaciones palestino-israelíes: arreglos de seguridad, elecciones: “Con respecto a los 
mencionados comicios, el acuerdo interino fija los principios para la elección 
democrática de los 82 miembros del consejo Palestino, elección que había de ser 
directa, libre, secreta y universal (Art. 2.1 y anexo II). Tendrían derecho de voto todos 
los palestinos mayores de edad (a partir de 18 años) residentes en la Ribera Occidental y 
la Franja de Gaza y registrados en el censo de población. Según el acuerdo, las 
elecciones habrían de celebrarse 22 días después de la conclusión del reemplazamiento 
del ejército israelí fuera de las zonas pobladas de Cisjordania. Las elecciones al Consejo 
Palestino habían de ser personales y por distritos electorales. Al mismo tiempo, se 
celebrarían comicios directos para elegir al Jefe de la Autoridad Ejecutiva del Consejo.  
Por otro lado, se rechazaría la candidatura de un individuo, partido o coalición 




"Tras su instauración, el Consejo Palestino elegiría de entre sus miembros a un 
Presidente, quien iba a dirigir la agenda de las reuniones de este órgano, administrarlo, 
decidir la agenda de sus reuniones, presentar ante el Consejo las propuestas para su 
votación y declarar sus resultados (Art. 3.5 del Acuerdo Interino). La organización, 
estructura y funcionamiento del Consejo se realizaría de conformidad con este acuerdo 
interino y la Ley Básica para la Autoridad Provisional de Autogobierno Palestino, a ser 
adoptada por el propio Consejo (Art. 3.7). Y también el Consejo aprobaría los 
procedimientos internos que iban a regular su proceso de adopción de decisiones, previa 
la presentación de la propuesta por su presidente (Art. 3.9). 
Todas las reuniones del Consejo y de los comités que establezca (con la 
excepción de la Autoridad Ejecutiva) serán publicadas, salvo que sean declaradas 
secretas por una resolución motivada en razones de seguridad, o de confidencialidad 
personal o comercial (Art. 7.1 del Acuerdo Interino). 
 Es conveniente mencionar que las dos partes contratantes han dejado para la fase 
permanente (llamada así por ellos) las cuestiones más difíciles, o sean, representan 
grandes problemas de gran importancia para las dos partes, estos temas son: Jerusalén, 
los refugiados palestinos, los asentamientos israelíes en Cisjordania y Franja de Gaza, 
las fronteras y los trámites de seguridad.  
Lo más llamativo de este acuerdo es que establece, específicamente, que las 
cuestiones de estatus permanente, como Jerusalén, los refugiados palestinos, los 
asentamientos israelís, la seguridad, y las fronteras sean excluidas de las disposiciones 
provisionales y que el resultado de las negociaciones sobre el estatus permanente no 
debe prejuzgar ni desvirtuar los acuerdos provisionales. Y que ninguna parte de los 
firmantes puede tomar decisiones unilateralmente que pueda cambiar el estatuto de 
Cisjordana y Franja de Gaza pendiente al resultado de las negociaciones para la 
solución permanente. (Párrafos 6 y 7 del artículo XXXI del Acuerdo Interino). Creemos 
que ninguna parte, ni Israel ni la Autoridad Palestina, respetaron este precepto; porque 
cada parte ha realizado actos o ha seguido políticas que pueden perjudicar el resultado 
final de las negociaciones para la solución final del conflicto; por ejemplo, y entre otras 
cosas, Israel no ha cesado en su política de confiscar más tierras palestinas para 
construir nuevos asentamientos o ampliar algunos existentes. Y por parte de la 
Autoridad Palestina, puso en marcha la iniciativa de acudir a las Naciones Unidas para 
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su reconocimiento en la sede internacional, que condujo a su reconocimiento como 
estado observador no miembro, el 29 de noviembre del 2012, por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas. 
En este trabajo incidiremos a continuación en los temas vinculados ala 
competencia normativa otorgada a la autoridad palestina, destacando, al mismo tiempo, 
los artículos de los acuerdos de paz que tratan la parte jurídica; es decir, el derecho 
parlamentario palestino; y analizaremos el grado de calidad del producto normativo de 
dicha autoridad a la luz de la teoría de la técnica legislativa. 
Por ello, los poderes que va a poseer el Consejo serían legislativos y ejecutivos, 
de conformidad con los artículos 7 y 9 de la Declaración de Principios y el artículo 3.2 
del Acuerdo Interino.  
En el artículo 9.1 del Acuerdo Interino, (conocido también como Oslo II) se 
señala que el Consejo Palestino ejercerá los poderes legislativos y ejecutivos, que según 
el artículo 5 del Acuerdo Interino los poderes ejecutivos serán desempeñados por una 
especie de Comité delegado del Consejo, la denominada Autoridad Ejecutiva, 
compuesta por miembros del Consejo Palestino y por un reducido número de 
funcionarios designados. 
El Consejo extiende sus poderes sobre todas aquellas cuestiones bajo su 
jurisdicción, pero no poseerá, como tal Consejo Palestino, ningún tipo de competencias 
en materia de relaciones exteriores, tampoco tiene la facultad de establecer embajadas o 
consulados en el extranjero tener cualquier tipo de misiones o puestos de esta 
naturaleza, tampoco puede permitir establecer dichos entes o admitir diplomáticos en 
Cisjordania u Franja de Gaza.  (Art. 9.5.a); incluso (artículo 9.5, b) en aquellas materias 
en las que pueda precisar la concertación de acuerdos internacionales, será la OLP en 
nombre del Consejo y para su beneficio quien lleve a cabo el proceso negociador y 
quien suscriba tales acuerdos sean con estados u organizaciones internacionales solo 
con las siguientes materias: 1. Convenios económicos según lo indicado en el anexo 5 
de este acuerdo. 2.  Acuerdos con los países donantes para arreglar la prestación de 
asistencia al Consejo. 3.   Acuerdos sobre ejecución de planes de desarrollo regional 
(detallados en el anexo 4 del Acuerdo de Declaración de Principios). 4. Acuerdos de 
tipo cultural, científico y de educación realizados entre el Consejo y los representantes 
de Estados extranjeros u organizaciones internacionales.  
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En cuanto a los poderes legislativos del Consejo, éste goza del poder de adoptar 
normas dentro de su jurisdicción; pero mientras la facultad legislativa propiamente 
dicha descansa en el Consejo en su conjunto, el Jefe de la Autoridad Ejecutiva del 
Consejo cuenta igualmente con ciertas potestades (Art.18.3): puede iniciar el proceso 
legislativo, y a tal fin, presentar propuestas de legislación al Consejo; tiene el poder de 
promulgar la legislación adoptada por el Consejo; puede emitir normativa de rango 
secundario, incluidos reglamentos sobre cualquier materia especificada o dentro  del 
alcance establecido por la legislación primaria adoptada por el Consejo.38 
 En todo caso, toda normativa promulgada debe ser comunicada a la parte israelí 
al Comité Legal (Art. 18.5). Y la legislación que exceda la jurisdicción otorgada al 
Consejo o sea incompatible con las cláusulas de la Declaración de Principios, del 
Acuerdo Interino o de cualquier otro convenio que pueda ser celebrado por las Partes 
durante el período transitorio, carecerá de todo efecto y será nula ab initio (Art. 18.4.a).  
 También, según el artículo 17.3 y el artículo 9.6 del Acuerdo Interino el Consejo 
establece un sistema de un poder Judicial independiente según marca este Acuerdo. 
 Procede hacer referencia también a la jurisprudencia territorial del Consejo:  
El artículo 4 del Acuerdo “Declaración de principios” limita la jurisprudencia territorial 
del Consejo en las zonas de Cisjordania y Franja de Gaza excepto las cuestiones han de 
tratar durante las negociaciones sobre el estatuto permanente. Considerando que ambas 
zonas como una unidad única cuya integridad será preservada durante el periodo 
interino. Dicho precepto se ha confirmado en el artículo 11. 1 del Acuerdo Interino 
añadiendo que la extensión de la jurisprudencia del Consejo en las materias transferidas 
a ello por Israel tendrá lugar después de 18 meses desde la inauguración del Consejo. 
Aún así, este Acuerdo en el artículo 11. 2 divide los territorios bajo la jurisprudencia del 
Consejo entre tres categorías: Zona A, B y C explicando el significado de cada zona en 
el párrafo 3 de este artículo 11: 
 Zona A es la zona poblada y limitada en el mapa núm. I en línea roja y pintada 
en marrón. 
 Zona B es la zona poblada y limitada en el mapa núm., I y pintada en amarillo. 
																																								 																				
38J. Iglesias, Alfonso, el proceso de paz,o.p, cit. P. 301. 
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Estas dos zonas anteriores, caben bajo de la jurisprudencia del Consejo durante la 
primera fase del redespliegue del ejército israelí. (Artículo 11.2 del Acuerdo Interino). 
 Zona C es toda zona de Cisjordania fuera de las zonas A y B. La jurisprudencia 
del Consejo se extiende gradualmente a ella en las materias que no sean de las 
cuestiones de las negociaciones del estatuto permanente. Tampoco incluye esta 
jurisprudencia los asentamientos israelís en la zona C. artículo 12.5 del Acuerdo 
Interino. 
También, cabe aquí diferenciar entre estas zonas en la materia de seguridad y 
mantenimiento el orden público por parte de la policía palestina; así, este Acuerdo 
Interino establece que mientras la zona A es de plena competencia de la policía 
palestina, en la zona B se delimita el número de comisarías palestinas en 25 comisarías 
con la posibilidad de añadir otras comisarías por mutuo acuerdo. Pero la jurisprudencia 
de la policía palestina en esta zona B solo extiende a toda persona palestina que se 
encuentre allí, excluyendo los israelís. Así mismo, los movimientos y el traslado de la 
policía palestina entre ciudades y pueblos en la zona B en los lugares que no hayan 
comisarías debe llevar a cabo con la coordinación con los israelís y en los primeros tres 
meses del redespliegue del ejército israelí las, patrullas del DCO (Joint District 
Coordination Offices) La Oficina de Coordinación Conjunta del Distrito debe 
acompañar a la policía palestina en su traslado, pero pasando este plazo de tres meses 
será suficiente con que la policía palestina informe al DCO de su movimientos. 
(Artículo 13 del Acuerdo Interino). 
 Mientras en la zona C se queda en principio bajo el control de Israel, que irá 
cediendo su competencia a la policía palestina gradualmente durante tres fases, con una 
duración cada una de seis meses. (Artículo 13.7 del Acuerdo Interino). 
 Según el artículo 17 del Acuerdo Interino, la jurisprudencia territorial no incluye 
los asentamientos y las instalaciones del ejército israelí en Franja de Gaza, los 
asentamientos y los territorios de la zona C en Cisjordania. La jurisprudencia territorial 
cubre la superficie del territorio, el subterráneo y los territorios de agua según precisado 
en este acuerdo. 
 Mientras, la jurisprudencia personal del Consejo no incluye los israelís según el 
párrafo 2.c del artículo 17 de este acuerdo. 
Como conclusión, vemos que la creación de la Autoridad Nacional Palestina, su 
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estructura, competencias y los detalles de sus funcionamientos como poderes 
legislativo, ejecutivo y judicial nacieron por los acuerdos de paz firmados entre Israel y 
la OLP; Ello nos permite concluir que dichos acuerdos son la norma constitucionalque 
contiene el origen de las competencias dadas a la Autoridad Nacional Palestina. Como 
hemos visto arriba, siempre los acuerdos de paz insistieron en incluir en su texto que 
todas las materias objetos de dichos acuerdos, cualquier acto, ley, normativa etc., que 
asume la Autoridad Palestina tiene que ser coherente con lo de acordado en aquellos 
acuerdos. Y cualquiera que exceda los preceptos acordados será nulo. 
 Nuestra visión a este respecto se corresponde con la realidad vivida a lo largo de 
más de veinte años desde la firma del primer acuerdo (Oslo I) el 1993, que otorgó la 
base jurídica constitucional plasmada en los textos de los acuerdos de paz, que han de 
ser respetados por ambas partes; en especial la fijación de un periodo transitorio, de no 
más de cinco años desde la firma de Oslo I el 1993, para llegar mediante negociaciones 
al estatuto permanente del conflicto. Sin embargo, a la luz de las circunstancias del  
estancamiento de todo el proceso de paz, por un lado, y por la falta del cumplimiento de 
lo firmado en los acuerdos de paz por ambas partes, junto con el desempeño del régimen 
de la Autoridad Palestina de establecer un régimen de soberanía, nació otra realidad de 
devolver ña legitimidad de la existencia de la autoridad Palestina al pueblo palestino a 
través de la constitución o la Ley básica palestina aprobada por el consejo Legislativo.      
                     
I.2. Los límites de la competencia normativa de la Autoridad Palestina: 
De lo destacado arriba sobre las competencias que goza la Autoridad Palestina y 
de lo establecido en los acuerdos de paz, se puede concretar las materias que conforman 
los limites competenciales de dicha Autoridad, de manera que jurídicamente y 
prácticamente es el Estado Israelí quien tiene la última palabra al respecto: 
1. Desde el inicio y según el (artículo 2.1 que alude al anexo II de este acuerdo) 
del Acuerdo Interino, que trata el tema de las elecciones del Consejo, “se rechazaría la 
candidatura de un individuo, partido o coalición de partidos si éste profesaba una 
ideología racista o actuaba de forma ilegal o antidemocrática". En ese caso, la Autoridad 
Nacional Palestina no tendrá competencia ninguna en dictar normativa que facilite dicha 
candidatura. Como consiguiente a esta clara exigencia, no consideramos fuera del 
contexto de este acuerdo el rechazo internacional y del Estado Israelí al Gobierno 
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palestino formado por el partido o el Movimiento Islámico de Hamas, que ganó las 
elecciones generales del año 1998, ya que su ideología y programa, como es bien 
sabido, incluye el no reconocimiento del Estado de Israel, y rechaza el llamado el 
proceso de paz. Pero al mismo tiempo, en este asunto nos extraña el hecho de que Israel 
y la comunidad internacional aceptaron la participación de este movimiento en las 
elecciones y, como vigilantes al proceso de dichas elecciones, aseguraron que fueron 
libres y honestas al cien por cien. El rechazo al Gobierno de Hamas vino luego cuando 
le exigieron reconocer el Estado Israelí; la cuestión sería ¿Por qué la comunidad 
internacional e Israel no advirtieron de la existencia de este precepto “artículo 21 del 
Acuerdo Interino”, que inicialmente no permite la participación de un movimiento con 
dicha ideología en las elecciones? 
Por otro lado, surge la pregunta siguiente: ¿cómo y por qué el Movimiento 
Islámico de Hamas participó en las elecciones de un régimen rechazado por el propio 
movimiento? 
En todo caso, lo que queremos señalar con este precepto es su papel limitador de 
las competencias legislativas otorgadas a la Autoridad Palestina; puesto que no se puede 
admitir la candidatura de las categorías mencionadas en el art. 2.1 citado arriba, aunque 
se pudiran aprobar normas nuevas que lo permitieran, porque estas normas serían nulas 
por su contradicción con el mencionado precepto. Lo que demuestra que esta Autoridad 
Palestina es un régimen especial sin soberanía y con competencias limitadas. 
 2. Todas las normas promulgadas por la Autoridad Palestina tienen que ser 
comunicadas al Subcomité de Legislación establecido por el Comité Mixto de 
Coordinación y Cooperación en Asuntos Civiles para su control según el Art. 7 del 
Acuerdo del Cairo, firmado el 4 de mayo de 1994. Desde la notificación a “Israel” de la 
normativa promulgada, el Gobierno Israelí dispondrá de un plazo de 30 días para 
solicitar al citado Subcomité de Legislación que decida si dicha normativa excede o no 
el alcance de la jurisdicción conferida a la Autoridad Palestina. Y el mencionado 
Subcomité igualmente decidirá sobre la entrada en vigor preliminar de la legislación 
impugnada (hasta la decisión sobre el fondo del asunto). Asimismo, el subcomité 
dispone de un plazo de 30 días, desde la solicitud israelí, para intentar alcanzar una 
solución sobre el fondo del asunto, y en caso de no llegar a un arreglo, la cuestión será 
remitida al Comité Mixto palestino-israelí de Enlace, quien también tendrá que resolver 
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en un período de 30 días, como mencionamos más arriba. El caso es que este precepto 
fija otra limitación a las competencias otorgadas a la Autoridad Palestina. En otras 
palabras, del Art. 18.4.a) del Acuerdo Interino del 1995 la legislación que exceda la 
jurisdicción otorgada al Consejo o sea incompatible con las cláusulas de la Declaración 
de Principios, del Acuerdo Interino o de cualquier otro convenio que pueda ser 
celebrado por las Partes durante el período transitorio, carecerá de todo efecto y será 
nula ab inicio.  
En práctica, este precepto nació muerto porque no se aplica, por lo menos 
explícitamente ; queremos decir, que en la práctica de la política de la Autoridad 
Palestina se acude a la táctica de no promulgar normas por parte de la Asamblea 
Legislativa (el Consejo) cuando excedan sus límites fijados en los acuerdos de paz, lo 
que podemos denominar como “autocontrol de la propia Autoridad Palestina en sus 
funciones legislativas”. Por ello, parece que el artículo 18.4.a mencionado arriba no es 
prácticamente aplicable, porque la Autoridad Palestina nunca admite reconocer ante la 
Asamblea Legislativa (el consejo) o, de otro modo, que está cumpliendo este artículo 
cuando rechaza promulgar alguna norma que sea fuera del escudo del precepto 18.4.a 
citado arriba. Lo cual demuestra el cariz político de los acuerdos de paz, que siguen 
residenciando la soberanía en el Estado Israelí, quien tiene o puede tener la última 
palabra cuando lo considere.  
 3. Según el artículo 8.1 de este acuerdo la Autoridad Palestina tiene autoridades 
ejecutivas. Así, puede establecer un Cuerpo de Policía con la función de garantizar el 
orden público y la seguridad interna de los residentes palestinos, mientras Israel se 
reserva el poder en materia de defensa contra las amenazas externas, incluidas las líneas 
fronterizas de Gaza con Egipto y de la Ribera Occidental con Jordania, así como la 
responsabilidad de la seguridad general de los ciudadanos israelíes, y en particular de 
las colonias judías. Por lo que se refiere a las cuestiones relativas a la organización de la 
prevista policía palestina, sus funciones, obligaciones, estructura, despliegue y 
composición son recogidas en el artículo 3 del anexo (I). Por lo tanto, quedaría fuera de 
la competencia de la Autoridad Palestina toda legislación que excede lo previsto en este 
artículo. 
 4. En los asuntos jurídicos que vienen destacados en el anexo IV del Acuerdo 
Interino firmado en Washington el 28 de septiembre de 1995 y que trata los casos 
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penales, la Autoridad Palestina tiene la competencia sobre todos los hechos delictivos 
cometidos dentro de Gaza excepto aquellos cometidos dentro en las colonias israelíes, 
zonas militares israelíes u en contra de personas israelíes. En Cisjordania, la Autoridad 
Palestina tiene la competencia sobre los hechos cometidos por palestinos o cualquier 
persona, salvo que sea el autor israelí, o el delito sea cometido en contra de un israelí, 
que el hecho sea cometido en zonas bajo control israelí o en los casos de terrorismo, 
entonces, el ejército israelí tiene la jurisdicción en todos estos casos. Por ello, la 
Autoridad Palestina no tendrá competencia para promulgar leyes que no respeten lo 
destacado en este anexo.   
5. El Consejo Palestino no tiene ningún tipo de competencias en materia de 
relaciones exteriores (Art. 9.5.a del Acuerdo Interino); incluso en aquellas materias en 
las que pueda precisar la concertación de acuerdos internacionales, será la  OLP en 
nombre del Consejo quien lleve a cabo el proceso negociador y quien suscriba tales 
acuerdos, ya se trate de convenios económicos, o con los países donantes para arreglar 
la prestación de asistencia al Consejo, acuerdos sobre ejecución de planes de desarrollo 
regional, o tratados de tipo cultural realizados entre el Consejo y los representantes de 
Estados extranjeros u organizaciones internacionales, ni el establecimiento en la Ribera 
Occidental o la Franja de Gaza de oficinas representativas de naturaleza no diplomática 
o consular (Art.9.5.c del Acuerdo Interino). 
6. La Autoridad Palestina no puede aprobar ninguna norma en relación con los 
temas que las dos partes contratantes han dejado para la fase permanente (denominada 
así por ellos), son las cuestiones más difíciles, o sea, representan problemas de gran 
importancia para los dos partes y son: Jerusalén, los refugiados palestinos, los 
asentamientos israelíes en Cisjordania y la Franja de Gaza, las fronteras y los trámites 
de seguridad. Todos estos temas caen fuera de la competencia normativa de la 
Autoridad Palestina. 
 De lo destacado arriba se ve claramente que la Autoridad Palestina está sujeta 
en su existencia y sus competencias, ya sean normativas o ejecutivas, a múltiples 
restricciones que limitan no solo su funcionamiento, sino también su futura mirada 
hacia la independencia y la soberanía, y queda, por estos preceptos de los acuerdos de 





I.3. El régimen de la Autoridad Palestina entre los preceptos de los acuerdos de 
paz y la Ley Básica Palestina: 
A la luz de lo expuesto arriba y con lo dispuesto en la Ley Básica de la 
Autoridad Palestina del 2002 aprobado después de siete años de las primeras elecciones 
presidenciales y generales celebradas el 20 de enero del 2006, podemos destacar el 
sistema político y jurídico de la Autoridad Nacional Palestina. 
 
I.3-A. El sistema político y jurídico de la Autoridad Nacional Palestina en los 
acuerdos de paz: 
La estructura de la Autoridad Palestina pasó por dos fases de creación: 
 La primera fue a través del acuerdo del 4 de mayo de 1994 en el Cairo, la 
capital de Egipto, sobre la Franja de Gaza y la zona de Jericó, que trataba, precisamente, 
la transferencia de competencias en materia civil a la Autoridad Palestina, lo que se 
traduce en la disolución de la Administración Civil del Gobierno Militar Israelí que las 
estaba ejerciendo en dichas zonas, y en la retirada de las fuerzas militares hebreas. Y 
que concretó los principios declarados en el Acuerdo de Oslo I 1993 sobre la creación 
de dicha Autoridad, conocido por las “Declaraciones de Principios”, y que resume que: 
  la Autoridad Palestina estaría compuesta por 24 miembros, extendería su 
jurisdicción especial sobre el suelo, subsuelo y las aguas territoriales de la Franja de 
Gaza y el área de Jericó; 
  su jurisdicción personal sobre toda persona que se encuentre en esos espacios, 
exceptuando a los israelíes; 
  se preveía asimismo la cooperación entre la Autoridad Palestina y el Gobierno 
israelí en materia civil, penal, de seguridad, etcétera.  
 En esta fase, la Autoridad Palestina, provisionalmente, fue un mero Consejo de 
Autogobierno formado por el Presidente de la Autoridad Palestina y 24 miembros 
nombrados por el Presidente. Dicho Consejo asumía, en esta fase, los dos poderes 
juntos: Ejecutivo y Legislativo, hasta la celebración de las elecciones generales y 
presidenciales para formar el previsto Consejo de la Autoridad Nacional Palestina a 
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través de elecciones presidenciales y generales. Este precepto ha sido confirmado de 
nuevo en el artículo 1.2 del Acuerdo Interino que repone en su texto original:” Pending 
the inauguration of the Council, the powers and responsibilities transferred to the 
Council shall be exercised by the Palestinian Authority established in accordance with 
the Gaza-Jericho Agreement, which shall also have the rights, liabilities and obligations 
to be assumed by the Council in this regard…”. 
 La segunda fase, empieza con la inauguración del Consejo electo que, según el 
Acuerdo de Gaza- Jericó, se estableció en sus artículos 1 y 3. Éstos establecieron que la 
Autoridad Autónoma Palestina será una autoridad autónoma y temporal que durará 
cinco años como máximo, y que será formada a través de elecciones públicas directas y 
libres. El artículo 4 del mismo acuerdo señala que ésta Autoridad asume las 
responsabilidades y poderes trasladados a ella por “Israel”, con arreglo al acuerdo de 
paz. También, el artículo 7/1 de este acuerdo señala que este Autoridad asume los 
poderes legislativos y ejecutivos. Pero los rasgos de esta prevista autoridad no se 
aclararon hasta el 28 de septiembre de 1995 cuando las dos partes contratantes firmaron 
en Washington el Acuerdo Interino de Paz, que trata la transferencia de más  poderes a 
la Autoridad Palestina en Cisjordania y Franja de Gaza, y que explica la estructura de la 
Autoridad Palestina que será, según este Acuerdo, constituida por un Consejo Palestino 
formado por 82 miembros a través de elección democrática y que había de ser directa, 
libre, secreta y universal (Art. 2.1 de este Acuerdo).  
 Además, los artículos 5 y 9 del mismo Acuerdo señalan que el Consejo Palestino 
representa los dos poderes: el poder legislativo y el poder ejecutivo que, este último, 
será plasmado por un Comité formado por el Presidente de la Autoridad Palestina como 
sigue:  
80% de los miembros del poder ejecutivo serán nombrados de entre los 
miembros electos del Consejo. 
 20% de los miembros del Comité Ejecutivo serán nombrados por el Presidente 
de la Autoridad, de entre los no electos. Es decir que no son miembros del Consejo. 
Véase también el artículo 5 del Acuerdo Interino 1995 que destaca el Poder Ejecutivo y 
que repone el mismo precepto. Al respecto aludimos al texto de este artículo que utiliza 
la terminología en árabe “Ara´ees” para referir al Presidente de la Autoridad Ejecutiva. 
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Esta terminología significa el “Presidente”; Pero no se utilizó para no dar más 
significado de soberanía al estatuto nacido en estos acuerdos. 
Así, se celebraron las elecciones generales en Palestina el 20 de enero 1996 
formando el Consejo de la Autoridad Palestina, pero, por 88 miembros en vez de 82 
miembros, - (veamos más adelante los cambios aplicadosen relación a este número de 
miembros)-  más el presidente de la Autoridad Palestina.39 
Al respecto, está bien claro que según los acuerdos de paz el régimen político creado 
es un régimen especial de Autonomía, cuyos rasgos podemos resumir en lo siguiente:  
1. Es un régimen creado por unos acuerdos políticos, es decir, su legitimidad 
proviene de los acuerdos firmados entre un estado independiente miembro de las 
Naciones Unidas, aunque está reconocida según el derecho internacional como fuerza 
de ocupación en Palestina, y la Organización de Liberación para Palestina como 
representante único y legítimo del pueblo palestino. Por siguiente, la legitimidad de la 
creación y la existencia de este régimen excepcional y las competencias otorgadas a ello 
emanan de este concierto político.  
2. La composición de la Autoridad Nacional Palestina se resume en el Consejo 
Electo: elecciones universales para la elección tanto del Presidente de la Autoridad 
Palestina como de los miembros del Consejo. 
3. El mismo Consejo electo representa los dos poderes: el ejecutivo y el legislativo: 
el poder ejecutivo se conforma por el Presidente de la Autoridad Palestina y 24 miembros 
que, según destacamos arriba, serán nombrados por el Presidente según el porcentaje de 
80% de los miembros electos del Consejo y 20% de fuera del consejo. Este poder ejecutivo 
está reconocido en los acuerdos de paz como el Comité. El poder legislativo se representa 
en los miembros del Consejo y se conoce en los acuerdos de paz como el Consejo. 
4. Por lo dicho arriba, este sistema político, en su estructura, no opta por el 
principio de separación de poderes, sino que crea los dos poderes ejecutivo y legislativo 
dentro del techo de una misma Cámara que se llama el Consejo y, dentro de ello, se 
plasman las funciones ejecutivas en el Comité, y el legislativo formado por los 
miembros electos, según lo explicado arriba. 
																																								 																				
39El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina por los derechos de los Ciudadanos, 
Palestina, núm. 3, 1997. Pp. 99-100.  
47 
 
 Y en los términos de los acuerdos de paz, los poderes que iba a poseer el 
Consejo serían legislativos y ejecutivos, de conformidad con los artículos 7 y 9 de la 
Declaración de Principios y el artículo 3.2 del Acuerdo Interino. Más claro aún, en el 
Acuerdo Interino se señala que el Consejo Palestino ejercerá los poderes legislativos en 
pleno, mientras que los poderes ejecutivos serán desempeñados por una especie de 
comisión delegada del Consejo, la denominada Autoridad Ejecutiva, compuesta por 
miembros del Consejo Palestino y por un reducido número de funcionarios designados. 
5.  La naturaleza política de este Consejo, desde nuestro punto de vista, y a la luz 
de los preceptos de los acuerdos de paz, es una naturaleza administrativa; es decir, este 
Consejo representa una autoridad administrativa a la que se le otorgan determinadas 
competencias normativas limitadasde conformidad con lo previsto en los acuerdos de 
paz. Éste reflejael factor político dominante en las negociaciones entre ambas partes, 
especialmente por parte del más poderoso en este proceso, “Israel”, lo que provocará 
que con la creación de este tipo de consejo de autogobierno autonómico no habrá lugar 
de hablar de soberanía, constitución o independencia. Fijase en la terminología 
planteada: Consejo en vez de parlamento, Comisión o Comité que forma la Autoridad 
Ejecutiva en vez de Poder Ejecutivo, autoridad legislativa en vez de Poder Legislativo y 
“Raéis” en árabe, y a veces se utiliza en el texto de los acuerdos de paz “Chairman en 
inglés” en vez de Presidente. Por todo esto, y por los preceptos de los acuerdos de paz, 
creemos que este régimen no llega a formar un tipo de un sistema político independiente 
por sí mismo, sino es una composición de reglamentos ordenados con la finalidad de 
crear una administración autonómica pública palestina para asumir funciones 
legislativas y ejecutivas dentro del círculo de los acuerdos políticos de paz. 
6. Como resultado de lo dicho y debido a ello, vemos que, y en todo caso, los 
acuerdos de paz ejercen como una especie de constitución o ley básica ha de respetarse 
en el momento de que la Autoridad Autonómica Palestina asume sus competencias 
derivadas por los acuerdos de paz; como, por ejemplo, la aprobación de su Ley Básica u 
otras normativas o, incluso, el planteamiento de unas terminologías o nombramientos 
referidos a sus entidades o poderes, como veremos más adelante.   
7. Con esta clasificación solo pretendemos aclarar que estamos ante un hecho 
político del que nació un ordenamiento jurídico especial que queremos estudiar lejos de 
las alusiones políticas que se reflejan claramente en la vida real, en lo adoptado por la 
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Autoridad Palestina, como destacaremos.   
8. La competencia normativa que realiza la Autoridad Palestina, sean “leyes”, 
reglamentos (de inferior rango) o la misma Ley Básica de la Autoridad Palestina, tienen 
efecto de obligatorioridad y valor jurídico basados en la autorización cedida a esta 
Autoridad por parte de Israel a través de los acuerdos de paz; por ello, son considerados 
como normas con fuerza de ley, por dicha autorización, como se fueran aprobadas 
directamente por Israel. Queremos decir con esto que una norma para que tenga valor 
como legislación en el sentido amplio tiene que ser producida de un estado con 
soberanía o por una autorización de este estado a otros estados, como el caso de un 
estado con comunidades autónomos que disfrutan de esa competencia bajo la sombrilla 
constitucional del estado. Esto, con la diferencia que, en el caso palestino, existe un 
conflicto político entre estado de ocupación y un pueblo ocupado, que tiene su 
representante reconocido en la comunidad internacional y este último está autorizado de 
asumir estas responsabilidades transferidas por Israel a través de estos acuerdos. 
9. Por ello, en la fórmula de la promulgación de las leyes de la Autoridad 
Palestina se incluye el nombre del representante del pueblo palestino, como Presidente 
de la Autoridad Palestina y como el Presidente de la Organización para la Liberación de 
Palestina (OLP), porque esta última firmó los acuerdos de paz con Israel. Lo que 
significa, para nosotros, el cumplimiento de parte de la (OLP) con sus obligaciones, 
como representante del pueblo palestino y como controlador o supervisor a la Autoridad 
Palestina en todo lo que produce, hacía lo que firmó con Israel. Por la cual, Israel 
reconoce como responsable y trata directamente con la OLP, incluso cuando realiza 
trámites o negociaciones con miembros de la Autoridad Palestina estaría tratando con 
ellos como miembros de la OLP.  
10. Esta Autoridad Palestina es provisional, limitada a que el tiempo de 
existencia no supere cinco años desde la firma del Acuerdo Gaza-Jericó el 4 de mayo 
del 1994. (Véase el Preámbulo del Acuerdo Interino e el artículo 3.4 del mismo, entre 
otros artículos). 
En resumen, hablando de los textos de los acuerdos de paz, no cabe hablar de un 
sistema político para el llamado la Autoridad Autónoma Nacional Palestina; porque es, 
simplemente, según estos acuerdos, y en nuestra opinión, mera administración pública 




I.3-B.  El sistema político y jurídico de la Autoridad Nacional Palestina según la 
Ley Básica Palestina: 
Como punto de partida veamos que es importante reafirmar que analizamos en 
este trabajo un régimen especial dominado por muchas circunstancias políticas e 
históricas que dejan sus huellas en los rasgos de la realidad de este régimen y su 
naturaleza política y jurídica; por ello, no es sencillo tratar las características de sus 
sistemas desde una perspectiva u otra sin acudir a los factores influyentes en la 
composición de este régimen. En otras palabras, no podemos considerar este régimen 
como mero estatuto autonómico, aunque lo sea según los acuerdos de paz, tampoco 
podemos tratarlo como un régimen de un estado de soberanía, porque, simplemente, no 
lo es.  
Por consiguiente, debemos analizar los preceptos jurídicos que lo crearon desde 
un punto de vista distinto de lo que está recogido en los acuerdos de paz, como una 
declaración clara de la voluntad directa del pueblo palestino u a través de sus 
representantes, sean dichos representantes la OLP o la misma Autoridad Nacional 
Palestina; dicha voluntad se transformó en los preceptos de la Ley Básica de Palestina. 
En cuanto a los preceptos de los acuerdos de paz, aunque los consideramos la fuente de 
la autorización otorgada a la OLP para crear su autoridad, sin embargo, estos preceptos 
no pueden anular una realidad creada por los palestinos: un estatuto en forma de un 
estado con las características necesarias para un futuro estado palestino.  Igualmente 
habría que analizar qué pueda ocurrir si los palestinos declararan el final de los acuerdos 
de paz y por consiguiente acabasen con todo vínculo con el estado israelípor 
cumplimiento del plazo de los cinco años fijados para encontrar solución permanente al 
conflicto- ya se cumplieron en el 1999-, Israel puede reocupar los territorios de la 
Autoridad Palestina y acabar con la presencia de ésta. Entonces, no habrá lugar a hablar 
ni sobre la Autoridad Palestina ni sobre su soberanía. Pero, mientras dure la situación 
como está ahora, investigamosel sistema político y jurídico de dicha Autoridad, que se 
está reformando cada día para conseguir su independencia a pesar de lo establecido en 
los acuerdos de paz.  
Por otro lado, la construcción de la Autoridad Palestina y su sistema político ha 
sido marcada por la fase inicial de su creación antes de la formación del Consejo 
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Legislativo y después de ello. Por consiguiente, vemos que es importante destacar el 
desarrollo de esta Autoridad antes de las elecciones del Consejo y después, estudiando 
al mismo tiempo su sistema electoral.  
 
 
1.3. B.1. El sistema político: 
Para entender el sistema político analizaremos primero la construccción de la 
Autoridad Palestina según su Ley Electoral; a través de ello se formó el Consejo 
Legislativo de esta Autoridad, y continuaremos con su composición según su Ley 
Básica. Por ello dividiremos este tema en los siguientes puntos: 
 A. El sistema electoral Palestino:  
Es bien sabido que un sistema electoral que ha de aplicarse en las elecciones en 
las sociedades políticas contemporáneas debe desarrollarse a través de una legislación 
aprobada por el Poder Legislativo que detalle todos las cuestiones vinculadas a las 
elecciones desde el principio hasta la declaración de los resultados; como los requisitos 
han de cumplir los candidatos y los votantes, la división del territorio en 
circunscripciones, el ente que administra las elecciones, la campaña electoral, los 
tribunales competentes para resolver los conflictos surgidos del proceso electoral, los 
escaños y su repartición…etc.  Si en el caso de los estados independientes esto funciona 
con la aprobación de una ley electoral por parte del poder competente (el legislativo 
normalmente), en el caso de los países que están en el proceso de formación, surge la 
necesidad de establecer igualmente un sistema electoral que sea adecuado a sus 
coyunturas políticas y sociales.  
Al respecto, se suele acudir a una de estas dos formas para establecer dicho 
sistema: el sistema Latino (el francés), o el sistema anglosajón. En el sistema francés se 
encarga a una Conferencia Nacional (funciona como poder constituyente) la 
determinación del sistema electoral que ha de servir para elegir los representantes del 
pueblo, dicha conferencia incluye a los líderes políticos, personajes religiosos y de la 
sociedad académica, especialistas…etc. Mientras, en el sistema anglosajón se forma un 
Comité especial para asumir esta tarea, formado por altos funcionarios, jueces y 
representantes de las diferentes tendencias políticas del país. Normalmente, esta 
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segunda manera tiene una faceta más técnica, mientras la primera (la francesa) tiene una 
faceta más política.40 
Los sistemas electorales, por general, se dividen en tres sistemas básicos: el 
sistema mayoritario, el sistema proporcional y el sistema mixto, que aúna elementos de 
los dos sistemas anteriores: 
1. El sistema mayoritario: En principio un sistema electoral es mayoritario 
cuando su finalidad es producir mayorías parlamentarias capaces de dar soporte a un 
gobierno, y la misma prevalece sobre cualquier otra.41 Este sistema consiste en dividir 
el territorio nacional en circunscripciones donde se asigna un escaño o más para cada 
circunscripción, y resulta ganador el candidato que cuenta con mayor número de votos 
en su circunscripción. Hay dos tipos de este sistema mayoritario: por lista u individual 
(voto uninominal); en este último se divide el territorio entre varias circunscripciones y 
se asigna un escaño para cada circunscripción, por tanto, el votante tiene que dar su voto 
a solo un candidato de entre los candidatos que compiten por este escaño, y resulta 
electo el candidato que consigue el mayor número de votos válidos. Mientras que en el 
sistema de lista se divide el territorio electoral en circunscripciones grandes y se asigna 
un número de escaños para cada circunscripción dependiendo en el número de los 
habitantes en cada una de ellas. Por consiguiente, los votantes tienen votos igual al 
número de los escaños asignados para esta circunscripción. A su vez, también, las listas 
pueden ser cerradas o abiertas; en la lista cerrada el votante solo da su voto a los 
candidatos en la lista, y así, resulta ganadora la lista que cuenta con mayores votos. 
Mientras que en las listas abiertas el votante tiene el derecho a dar su voto a un número 
de candidatos igual a los escaños asignados a esta circunscripción eligiéndoles de entre 
una lista o más como quiera. Se celebran las elecciones según el sistema mayoritario de 
dos formas: en una ronda, donde resulta ganador el candidato que cuenta con el mayor 
número de votos. O de dos rondas, donde se exige para que el candidato resulte ganador 
que cuente con el 50% de votos del sufragio de la circunscripción, en caso de que 
ninguno consiga este porcentaje, se repiten las elecciones entre los candidatos que 
																																								 																				
40 Harb, Jihad, El efecto del sistema electoral en el funcionamiento de control del Consejo Legislativo, 
publicaciones de La Comisión Independiente Palestina para Derechos de los Ciudadanos, Ramallah, 
2000. Pp. 4-6. 
41 Martínez Sospedra, Manuel, Las instituciones del gobierno constitucional, sistema de gobierno y 
órganos constitucionales, Fundación Universitaria San Pablo C.E.U, Valencia, 1994. P. 143. 
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consiguieron mayor número de votos. Y resulta al final ganador el candidato que cuenta 
con mayor número de votos.42 
2. El sistema proporcional: 
Un sistema electoral proporcional tiene por finalidad prioritaria dar una imagen lo más 
fiel posible de los grupos políticos con significación social, así como de su importancia 
relativa.43Se celebran las elecciones según este sistema dividiendo el territorio nacional 
en circunscripciones, asignando para cada número de escaños donde compiten los 
candidatos formando listas, y consiste en exigir un número de votos válidos de la 
totalidad de los votos para que resulte ganadora. Por ejemplo; si el sufragio de una 
circunscripción es de 10000 votos donde compiten tres listas para ocupar 5 escaños 
asignados a esta circunscripción, y el número proporcional para cada escaño es de 2000 
votos, e imaginamos que la primera lista ha conseguido 5200 votos, la segunda 2500 
votos y la tercera 2300 votos; en este caso, conseguiría la primera lista dos votos, la 
segunda un voto y la tercera uno. Total 4 escaños de cinco asignados. Y respecto del 
quinto existen varias maneras de decidir a qué lista se le otorga. Un modo esasignarlo a 
la lista que obtenga el mayor número restante de los votos; en el caso puesto de 
ejemplolo conseguiría la primera lista, que tiene 1500 votos restantes.44 
3.  El sistema mixto: es una mezcla de los dos sistemas anteriores: el 
mayoritario y el proporcional. Consiste en dividir los escaños entre dos: determinado 
número de escaños que serán ocupados por votación directa según el sistema 
mayoritario, es decir que resulta ganador el candidato o la lista que cuenta con la mayor 
votación, y escaños que se ocupan por los candidatos que resulten elegidos directamente 
por los votantes según el sistema proporcional.45 
El sistema electoral palestino:la Autoridad Palestina ha seguido el sistema 
anglosajón al elaborar su sistema electoral; estableció un Comité para que asumiera la 
tarea de establecer un sistema electoral adecuado al momento en el que se produjo el 
nacimiento de la Autoridad Palestina. El sistema electoral palestino se desarrolló en dos 
																																								 																				
42 Harb, Jihad, op. cit., Pp. 6-8.  
43 Martínez Sospedra, Manuel, op. Cit. Pp. 143-144. 
44   Ibidem, Harb, Jihad, Op. cit. Pp. 10-11. 
45  Ibidem, Harb, Jihad, op. cit. P.13.  
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fases donde se produjo un cambio radical sobre la forma de elegir los representantes del 
pueblo, en la primera fase se adoptó el sistema representativo mayoritario46 bajo los 
preceptos de la Ley electoral número 13 de 1995, y la segunda fase vino marcada por el 
desarrollo político de la Autoridad Palestina, que realizó modificaciones a la Ley 
antigua, optando por un sistema electoral proporcional con listas electorales cerradas 
con arreglo a la Ley Electoral número 1 de 2007. En síntesis, desarrollaremos a 
contiunación los preceptos más significativos de dichas leyes y los motivos que llevaron 
a la Autoridad Palestina a optar por un sistema u otro: 
 1. La primera fase:  Para poder celebrar las primeras elecciones en Palestina, 
tanto las generales como las presidenciales, el Presidente de la Autoridad Palestina 
promulgó el Decreto Presidencial en 1994, estableciendo por ello el Comité de la 
Administración Local y las Elecciones, formado por juristas y líderes políticos. Éste 
asumió la tarea de proponer un proyecto de Ley Electoral, que fue promulgada por el 
Presidente de la Autoridad Palestina el 13 de diciembre del 1995 como primera Ley 
Electoral número 15/1995 de la Autoridad Palestina. De su preámbulo y los artículos 45 
y 89 se desprende que el sistema electoral para la elección de los diputados es el sistema 
mayoritario  con listas abiertas, estableciéndose una sola circunscripción para todo el 
territorio de Franja de Gaza, Cisjordania y Jerusalén del Este para elegir al Presidente de 
la Autoridad Palestina, mientras se divide el territorio entre dieciséis circunscripciones 
sobre la base del número de habitantes para elegir a los diputados47 
Dicha Ley ha sufrido muchas críticas por parte de los académicos y los 
ciudadanos, que vieron en el sistema mayoritario que adoptó esta Ley un sistema 
favorecedor de los grandes partidos políticos. De hecho, la adopción de este sistema 
escondía la intención de la Autoridad Palestina de que saliera ganador su partido 
Alfateh con la inmensa mayoría de los escaños. Y así, dicho partido obtuvo68 escaños 
de la totalidad de 88 escaños del consejo. Por otro lado, esta Ley Electoral incluyó el 
sistema de cuotas asignando para las minorías religiosas escaños en el Consejo.48En 
estas primeras elecciones la situación política en Palestina era controvertida, lo que 
condujo a un partido político con mucho peso en la vida política palestina (Hamas, que 
																																								 																				
46  Ibidem Jihad Harb, op. cit. Pp. 2-3. 
47  Ibidem, Harb, Jihad, op. cit. P. 15. 
48  Ibidem, Harb, Jihad, op. cit. P. 16. 
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es un partido islámico) a rechazar su participación en las elecciones por motivos 
ideológicos al estar en contra de la totalidad de los acuerdos de paz. Así, de los partidos 
que participaron en esas elecciones fue Alfateh el más grande. Por tanto, dichas 
elecciones no presentaron la voluntad real del pueblo palestina, eso por un lado; por otro 
lado, la asignación de los escaños para las circunscripciones no fue justa, se 
favorecieron algunas circunscripciones donde el público era con tendencia política de 
Alfateh, asignándoles más escaños que otras circunscripciones donde la mayoría del 
electorado era de otra tendencia política pese a que el número de sus habitantes era 
mayor que en las primeras, a las que se le asignaron menos escaños.49  Esta situación 
generó un resultado previsible con un Consejo formado por 68 miembros de Alfateh de 
la totalidad de 88 miembros. Por consiguiente, no representaba un funcionamiento 
plural,porque la mayoría necesaria para adoptar cualquier resolución o aprobar 
cualquier ley estaba garantizada solo con los miembros del partido Alfateh.50 
Esta Ley fue elaborada por el Presidente de la Autoridad Palestina desde 
Túnez, antes de desplazarse al territorio palestino, y después de firmar los acuerdos de 
paz que crearon esta Autoridad. El Presidente asumiólas competencias legislativas que 
le otorgaban las legislaciones preexistentes a la creación de la Autoridad Palestina y que 
estaban en vigor en los territorios palestinos antes de la ocupación israelí. Para ello 
adoptó el Decreto Presidencial numero 5 de 1995 sobre la transferencia de las 
legislaciones y competencias anteriores de junio 1967, para que formaran parte del 
ordenamiento jurídico de la Autoridad Palestina, en particular, en lo que se refiere al 
ámbito electoral, la Ley Electoral Jordana del Consejo de Diputados número 24 de 1960 
y sus modificaciones que estaba vigente en Cisjordania, y el Decreto del Gobernante 
General Administrativo número 32 de 1960 sobre las elecciones en Franja de Gaza. Así, 
el Presidente aprobó la Ley electoral número 13 de 1995 en ejecución de los preceptos 
de los acuerdos de paz que autorizan esta Autoridad a aprobar la legislación electoral 
para elegir su Consejo. El preámbulo de esta Ley establece lo siguiente: “El Presidente 
del Comité Ejecutivo de la Organización para la Liberación de Palestina. El Presidente 
de la Autoridad Nacional Palestina, a la luz de la Ley Básica de la OLP, y la Ley 
número 5 del año 1995 sobre la transferencia de poderes y autoridades, y la Ley 
																																								 																				
49  Ibidem, Harb, Jihad, op. cit. Pp. 22-24. 
50  Ibidem, Harb, Jihad, P. 27. 
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Electoral del Consejo de Diputados número (24) del año 1960 y sus modificaciones 
vigentes en Cisjordania, y el Decreto del gobernador Administrativo General número 32 
del año 1960 sobre el sistema electoral en la Franja de Gaza, y el consenso en el Comité 
Ejecutivo de la OLP, con la participación del Presidente del Consejo Nacional Palestino, 
y el consenso del Consejo de la Autoridad Nacional Palestina, y con arreglo a las 
competencias que nos son asignadas, promulgamos la Ley siguiente:”51 Según el 
artículo 5 de esta ley, se divide el territorio palestino, para elegir los miembros del 
Consejo, en 16 circunscripciones, y se asignan escaños para cada una sobre la base del 
número de sus habitantes, y en el caso de las circunscripciones pequeñas se les asigna 
un escaño como mínimo. Igualmente, se asignan escaños para los cristianos en las 
circunscripciones donde habitan; así mismo, se asigna un escaño para la minoría Samirí 
en Nablus”. Eso significa que esta Ley adopta el sistema de cuotas para las minorías 
religiosas.Según el artículo 43 y 45 de la Ley Electoral de 1995, los candidatos pueden 
ser candidatos independientes o formar una lista de partido que no contenga número de 
candidatos que exceda el número de escaños asignados para cada circunscripción. Y 
según el artículo 89 de la misma ley, resultan electos los candidatos que cuenten con la 
mayoría de los votos de su circunscripción, y se repite la elección para una segunda 
ronda dentro de diez días entre los candidatos que se obtengan el mismo número de 
votos. 
En definitiva, a la luz de estos artículos, vemos que el sistema electoral palestino 
opta por el sistema electoral mayoritario reservando, a la vez, unas cautas para la 
minoría religiosa y a las mujeres. También la Autoridad Palestina, en su asignación de 
los escaños, para cada circunscripción no respetó exactamente lo establecido en la 
misma Ley electoral, que dispone en su artículo 5 que dicha asignación debe ser 
proporcional según el número de los habitantes de cada circunscripción; dando a unas 
																																								 																				
51 Este es la traducción del texto del preámbulo de esta Ley que su texto original en árabe es el siguiente: 
ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺲﯿﺋر 
ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر 
،ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﻲﺳﺎﺳﻷا مﺎﻈﻨﻟا ﻰﻠﻋ عﻼطﻻا ﺪﻌﺑ 
) ﻢﻗر نﻮﻧﺎﻘﻟا ﻰﻠﻋو5 ﺔﻨﺴﻟ (1995ﺴﻟا ﻞﻘﻧ نﺄﺸﺑ م ،تﺎﯿﺣﻼﺼﻟاو تﺎﻄﻠ 
) ﻢﻗر باﻮﻨﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟ بﺎﺨﺘﻧﻻا نﻮﻧﺎﻗ ﻰﻠﻋو24 ﺔﻨﺴﻟ (1960 ،ﺔﯿﺑﺮﻐﻟا ﺔﻔﻀﻟا ﻲﻓ ﮫﺑ لﻮﻤﻌﻤﻟاو ﮫﻟ ﺔﻟﺪﻌﻤﻟا ﻦﯿﻧاﻮﻘﻟاو م 
) ﻢﻗر مﺎﻌﻟا يرادﻹا ﻢﻛﺎﺤﻟا راﺮﻗ ﻰﻠﻋو32 ﺔﻨﺴﻟ (1960 ،ةﺰﻏ عﺎﻄﻗ ﻲﻓ بﺎﺨﺘﻧﻻا ﺔﻘﯾﺮﻄﺑ م 
ﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺔﻘﻓاﻮﻣ ﻰﻠﻋو ،ﺔﯿ 
 ،ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻲﻨطﻮﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ﺔﺳﺎﺋر ﺔﻛرﺎﺸﻤﺑ 
 ،ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻠﻄﺴﻟا ﺲﻠﺠﻣ ﺔﻘﻓاﻮﻣ ﻰﻠﻋو 





circunscripciones más escaños de los que merecen si se comparan con otras 
circunscripciones que cuentan con más habitantes y se les asignaron menos escaños, 
como hemos mencionado arriba. Esta política de la Autoridad Palestina buscaba 
asegurar la formación de un consejo con miembros pertenecientes a su partido político, 
(Alfateh), una meta que se pudo conseguir formando como resultado de las elecciones 
un Consejo con mayoría de 68 escaños (para Alfateh) de 88 escaños.52  
La segunda fase: Ley electoral número 1 de 2007: Esta Ley intentó evitar los 
defectos de la Ley anterior optando por el sistema proporcional; así, después de que en 
su Art. 3 establece que se elige el presidente por sufragio universal, directo y secreto y 
que el periodo de la legislatura del presidente es 4 años y no se puede ser elegido para 
más de dos periodos seguidos, se añade en su Art. 4 que: “1. La elección de los 
miembros del Consejo será a través de sufragio universal, secreto y directo sobre la base 
de un sistema proporcional (por listas) y se considera todo el territorio como una 
circunscripción única. 2. La legislatura del Consejo tendrá una duración de 4 años desde 
la fecha de su elección y se realizarán elecciones cada cuatro años. 3. El número de los 
miembros del Consejo es de 132 diputado. 4. Se forma la lista electoral por un partido, 
coalición de partidos o por grupo de votantes con arreglo a las condiciones que marca 
esta ley para los candidatos. 5. Se asigna por Decreto el número de los escaños de los 
ciudadanos cristianos en el Consejo. 6. Los miembros electos del Consejo durante su 
mandato serán miembros del Consejo Nacional Palestino inmediatamente tras realizar 
su juramento, con arreglo al sistema Básico de la OLP.”         
Pero, esta Ley, a su vez, mantiene el sistema de cuotas tanto para las mujeres 
como para las minorías religiosas (véase el artículo anterior sobre la cuota para la 
minoría cristiana), y así, dispone el Art.5, que “cada lista electoral debe contener un 
límite mínimo para la representación de la mujer de forma que no sea menos que una 
mujer entre: 
 1. los primeros tres nombres de la lista. 
 2. los cuatro nombres seguidos. 
 3. cada cinco nombres seguidos.” 
																																								 																				
52 Kaied ,  Aziz ,  La mezc la  de  competencias  en  los  ins t i tu tos  de  la  Autor idad 
Nacional  Pales t ina ,  publ icac ión  de  la  Comis ión  Independiente  Pa les t ina  para  los  
Derechos  de  los  Ciudadanos ,  Ramal lah ,  1999.  Pp .45-47 .  
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 Es decir, si la lista contiene tres candidatos debe incluir una mujer de estos 
candidatos. Si la lista tiene, por ejemplo, siete candidatos deben incluir dos mujeres como 
mínimo; una por entre los primeros candidatos y la segunda entre los siguientes cuatro 
candidatos. Luego sí caben cinco candidatos más en la lista, es decir si estuviera formada 
por doce candidatos, debería entonce incluir otra mujer en los últimos cinco nombres. 
 Art.6 de esta Ley asigna un número de escaños para cada lista que cuenta con el 
porcentaje de 1.5% de la totalidad de los votos. Es decir, asigna el porcentaje 
proporcional entre votos y escaños. 
“…2. Se considera la lista de los candidatos cerrada respecto al orden de los nombres, y 
se reparten los escaños que gana cada lista entre sus candidatos según el orden de los 
nombres establecido en la lista. 
Y pone el Art.7 de esta Ley que:Se consideran los territorios palestinos una 
circunscripción única para la elección del Presidente y los miembros del Consejo, y se 
divide para esta meta entre 16 territorios electorales…” 
Según el Artículo 48de esta Ley: 
“2. no puede ser el número de los candidatos de cada lista electoral cerrada menos de 16 
candidatos.”  Es decir, la Ley Electoral pone un límite mínimo de candidatos para formar una 
lista cerrada que iguala al número de los territorios electorales. Junto a ello, el Artículo 51 de 
esta Ley viene condicionar el derecho de participación como candidato en las elecciones: 
“…4. La solicitud de los candidatos debe ser acompañado de una declaración de cada 
candidato de la lista y su aceptación de que la OLP es el representante legítimo y único 
del pueblo palestino y de la declaración de la independencia y la Ley Básica.”. 
 Creemos que este artículo se incorporó en la Ley electoral por razones políticas 
que se resumen en cumplir los requisitos del artículo 2.1 del Acuerdo Interino del 1995, 
que establecía que se rechazaría la candidatura de un individuo, partido o coalición de 
partidos si éste profesaba una ideología racista o actuaba de forma ilegal o 
antidemocrática, como destacamos anteriormente. Al igual que consideramos que iba 
dirigido especialmente a los partidos islámicos, particularmente Hamas, que decidió 
participar en las segundas elecciones del Consejo Palestino.  
Como resultado de este sistema electoral, entre otras razones, acabó ganando las 
elecciones el partido de Hamas, que formó su gobierno. Empezó así una fase de relación 
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conflictiva con el Presidente de la Autoridad Palestina, la cabeza del Poder Ejecutivo, 
que terminó con la promulgación del Decreto Presidencial para revocar el Primer 
Ministro (del partido islámico Hamas), y formar otro gobierno de Alfateh. El rechazo 
del Gobierno de Hamás le mantuvo en el gobierno de la Franja de Gaza, mientras el 
nuevo Gobierno de Urgencias y el Presidente de la Autoridad Palestina comenzaron a 
gobernar en Cisjordania.En definitiva, el mapa político representativo del pueblo 
palestino cambió drásticamente bajo el nuevo paraguas del sistema proporcional. 
 
B. Las caractesticas del sistema político de la Autoridad Palestina y los tres 
poderes: 
Este sistema sufrió un cambio con el desarrollo de las fases de la creación de 
esta Autoridad: 
1. La fase inicial: al principio, tras la entrada en vigor de los de paz y antes de la 
elección del Consejo Legislativo se aplicaron los preceptos de los acuerdos de paz que 
acabamos de destacar, donde se dio un margen de tiempo para el Presidente de la OLP, 
que se convirtió también en Presidente de la Autoridad Palestina por defecto hasta la 
celebración de las elecciones generales y presidenciales. En esta fase el Presidente y su 
gabinete, nombrado por él, asumieron los poderes legislativos y ejecutivos. En este 
tiempo el Presidente impulsó varias leyes como la Ley electoral número 15 de 1995, la 
Ley número 1 de 1994 y número 5 de 1995. Podemos decir que la Autoridad Palestina 
estaba en fase de nacimiento y creación, se necesitaba un periodo transitorio y de 
plasmación práctica a través de un Estatuto:  por lo cual, el Presidente de la OLP que 
firmó dichos acuerdos en el nombre del pueblo palestino. Al mismo tiempo, estos 
acuerdos de paz no hablaron de sistema político sino, para nosotros y como hemos 
indicado anteriormente, estos acuerdos dibujaron un sistema de administración local, 
aunque fuera a través de un Consejo electo que tenía poderes distintos. 
2. La fase de la elección del Consejo de la Autoridad Palestina, que tuvo lugar 
por la primera vez, el veinte de enero de 1996. En esta fase empezamos ver las 
diferencias entre el sistema querido y contenido en los acuerdos de paz, por un lado, y el 
sistema establecido por el Consejo electo de la Autoridad Palestina, por el otro lado. 
Hemos mencionado más arriba que los acuerdos de paz hablan de un Consejo 
para esta Autoridad y dentro del mismo se encuentran los dos poderes legislativo y 
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ejecutivo y que ambos están presididos por un Presidente electo por un sufragio 
universal directo por el pueblo, y que el Presidente elige un comité para que funcione 
como consejo de ministros asumiendo el poder ejecutivo y que los 80% de sus 
miembros son del Consejo electo, mientras el Presidente puede nombrar el resto de su 
Comité (20%) de personas de fuera del Consejo. Dicha situación creó un sistema 
especial. Como se ha dicho, “el sistema político palestino era una mezcla de los 
sistemas políticos, por ello la elección del Presidente directamente por el pueblo y el 
presidir al poder ejecutivo, sin existir el puesto del primer ministro son características 
del sistema presidencial, mientras es característica del sistema parlamentario la 
formación del Consejo de ministros (la Comisión ejecutiva) por 80 por ciento de sus 
miembros de los diputados (los miembros electos del Consejo), junto a dar la 
competencia al Presidente de proponer los proyectos de ley y su derecho de promulgar 
los proyectos de ley elevados a él por el Consejo Legislativo o rechazarlos.”53 
Por lo dicho, “la relación entre el poder legislativo y el poder ejecutivo enseña que no 
existe una separación total como en el sistema presidencial, tampoco es una separación 
flexible entre los poderes como en el caso del sistema parlamentario; en el caso 
palestino hay un presidente electo y parlamento electo directamente por el pueblo y el 
Presidente es un miembro en el parlamento, también el Presidente elige los miembros 
del poder ejecutivo pero se exige la aprobación del parlamento, por ello tienen que 
contar con su confianza y serán responsables ante este parlamento políticamente.” 54 
Ahora bien, con referencia a los acuerdos de paz, y por la aplicación de la Ley 
Electoral número 15 de 1995 para la elección del Consejo de la Autoridad Palestina el 
20 de enero de 1996 se creó (en sus artículos 3y 11)55 una realidad distinta de la 
																																								 																				
53 Kaied ,  Aziz ,  El  Di lema en  la  Relac ión  en tre  los  dos  Poderes:  e l  leg is la t ivo  e  e l  
e jecut ivo  de  la  Autor idad  Nacional  Pales t ina ,  publ icac ión  de  la  Comis ión  
Independiente  Pa les t ina  para  los  Derechos  de  los  Ciudadanos ,  Ramalah ,  2000. P.16.  
54  Ibidem, P. 20. 
55  Los Artículos 3 y 11 de la Ley electoral: 
 ةدﺎﻤﻟا3  
ﺔﯿﻟﺎﻘﺘﻧﻹا ةﺮﺘﻔﻟا ﻲﻓ ﻢﻜﺤﻟا مﺎﻈﻧ 
1 . ً ﺎﻘﻓو ﻚﻟذو ،ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻲﻨطﻮﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻲﻓ ءﺎﻀﻋأ ﻢﮭﺑﺎﺨﺘﻧا رﻮﻓ ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ءﺎﻀﻋأ نﻮﻜﯾ ) ﻦﯿﺗدﺎﻤﻠﻟ5)و (6 مﺎﻈﻨﻟا ﻦﻣ (
ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﻲﺳﺎﺳﻷا 
2 . ﻊﺿو ،ﺎﮭﺑ مﻮﻘﯾ ﺔﻤﮭﻣ لوﺄﻛو ،ﮫﺑﺎﺨﺘﻧا رﻮﻓ ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻰﻟﻮﺘﯾﻲﻓ ﮫﺒﺟﻮﻤﺑ ﻢﻜﺤﻠﻟ يرﻮﺘﺳد مﺎﻈﻧ ﻘﺘﻧﻻا ﺔﻠﺣﺮﻤﻟا،ﺔﯿﻟﺎ  
3 ﺲﺳﺆﯾ .ﺎﻀﻘﻟا لﻼﻘﺘﺳاو تﺎﻄﻠﺴﻟا ﻞﺼﻓو ﺔﯿطاﺮﻘﻤﯾﺪﻟا ئدﺎﺒﻤﻟاو ﺐﻌﺸﻟا ةدﺎﯿﺳ أﺪﺒﻣ ﻰﻠﻋ يرﻮﺘﺳﺪﻟا مﺎﻈﻨﻟا ءﯿﺑ ةاوﺎﺴﻤﻟاوﻦﯿﻨطاﻮﻤﻟا ﻦ  
، ﻦطاﻮﻤﻠﻟ ﺔﯿﺳﺎﺳﻷا قﻮﻘﺤﻟا نﺎﻤﺿو 
4 .ﯾﻻو ﻦﻤﺿ ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﮫﺘﻄﻠﺳ ﺔﺳرﺎﻤﻤﺑ ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا مﻮﻘﯾﺔﻠﻣﺎﻜﺘﻣ ﺔﯿﻓاﺮﻐﺟ ةﺪﺣﻮﻛ ﺔﻘﻄﻨﻤﻟا ﻰﻠﻋ ﮫﺘ،  
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anterior. Así, optó esta Ley por el principio de la separación entre los poderes, 
afirmando a la vez que la soberanía reside en el pueblo, empezando con este principio a 
crear los primeros rasgos de su sistema político. Dicha soberanía del pueblo palestino no 
ha sido mencionada directamente en los acuerdos de paz. Así, afirma el preámbulo de 
esta Ley y el Artículo 3 que “1. Los miembros del Consejo Palestino serán 
inmediatamente a su elección miembros en el Consejo Nacional Palestino con arreglo a 
los artículos 5 y 6 del Mandato Básico de la Organización de la Liberación de Palestina. 
2. El Consejo Palestino, inmediatamente de su elección y como su primera tarea asume 
la ponencia de un sistema constitucional para gobernar en el periodo transitorio. 3. Se 
fundamenta el sistema constitucional sobre el principio de la soberanía del pueblo y los 
principios democráticos, la separación de poderes, la independencia judicial, la igualdad 
entre los ciudadanos y garantizar sus derechos fundamentales. 4. El Consejo ejerce su 
poder legislativo en los límites de sus competencias sobre el territorio como una unidad 
geográfica. 5. Después de la elección del Consejo, se forma un poder ejecutivo elegido 
por el Presidente con la aprobación del Consejo.” 
Y el Artículo 11 dibuja las primeras líneas de la estructura y la relación entre los 
poderes: “El candidato ganador para el puesto del Presidente ocupa la presidencia del 
poder ejecutivo, y se considera miembro en el Consejo por ser elegido como Presidente 
directamente por el pueblo. 2. No se puede ocupar al mismo tiempo el puesto de la 
presidencia del poder ejecutivo y la presidencia del Consejo.”  
Sin embargo, y a pesar de hablar sobre la soberanía del pueblo, esta Ley no ha 
anulado la realidad que disponen los acuerdos de paz, referimos aquí al periodo 
transitorio que limita la competencia de este Consejo, por ello confirma en su Artículo 
2:56 “1. Con arreglo de esta Ley se celebran elecciones generales, libres y directas para 
elegir el Presidente de la Autoridad Nacional y los miembros del Consejo Palestino para 
																																								 																																							 																																							 																																							 																	
5 .ﺲﻠﺠﻤﻟا ﺎﮭﯿﻠﻋ قدﺎﺼﯾو ﺲﯿﺋﺮﻟا ﺎھرﺎﺘﺨﯾ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺗ ﺔﻄﻠﺳ ﺲﻠﺠﻤﻟا بﺎﺨﺘﻧا ﺪﻌﺑ ﻞﻜﺸﺗ،  
 ةدﺎﻤﻟا11   
ﺲﯿﺋﺮﻟا 
1ا ﺰﻛﺮﻤﻟ ﮫﺑﺎﺨﺘﻧا ﻢﻜﺤﺑ ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻲﻓ ًاﻮﻀﻋ ﺮﺒﺘُﻌﯾو ،ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺔﺳﺎﺋر ﺲﯿﺋﺮﻟا ﺰﻛﺮﻤﺑ ﺰﺋﺎﻔﻟا ﺢﺷﺮﻤﻟا ﻰﻟﻮﺘﯾ  . ﻦﻣ ةﺮﺷﺎﺒﻣ ﺔﺳﺎﺋﺮﻟ  
ﺒﻗﻞ ﺐﻌﺸﻟا  
2ﻻ ..ﺲﻠﺠﻤﻟا ﺔﺳﺎﺋرو ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺔﺳﺎﺋر ﻦﯿﺑ ﻊﻤﺠﻟا زﻮﺠﯾ  
56 El artículo (2) 
ةدﺎﻤﻟا  2   
ﺲﻠﺠﻤﻟا ءﺎﻀﻋأو ﺲﯿﺋﺮﻟا بﺎﺨﺘﻧا 
1ﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ءﺎﻀﻋأو ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر بﺎﺨﺘﻧﻻ ،ةﺮﺷﺎﺒﻣو ةﺮﺣ ،ﺔﻣﺎﻋ تﺎﺑﺎﺨﺘﻧا نﻮﻧﺎﻘﻟا اﺬھ مﺎﻜﺣأ ﺐﺟﻮﻤﺑ يﺮﺠﺗ . ﻲﻟﻮﺘﻟ ﻲﻨ
ﻢﻜﺤﻟا ﺔﯿﻟوﺆﺴﻣ ﺔﯿﻟﺎﻘﺘﻧﻻا ﺔﻠﺣﺮﻤﻟا ﻲﻓ،  
ﻮﻧﺎﻘﻟا اﺬھ ﻲﻓ ﮫﯿﻠﻋ صﻮﺼﻨﻣ ﻮھ ﺎﻤﻟ ًﺎﻘﻓو ﺪﺣاو نآ ﻲﻓ ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ءﺎﻀﻋأو ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر تﺎﺑﺎﺨﺘﻧا يﺮﺠﺗ.ن .2 
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asumir la responsabilidad de gobernar en el periodo transitorio...”., Es decir, ha 
confirmado su aceptación a lo establecido en el Acuerdo de Paz firmado el 28 de 
septiembre de 1995 (el Acuerdo Interino), y de acuerdo con ello, ambos, tanto los 
miembros del Consejo de la Autoridad  Palestina como el Presidente de la Autoridad, 
tienen que ser electos a través de un sufragio universal. Lo que se deduce, en este 
sentido, es que el Presidente es un miembro del Consejo. Pero, con diferencia a los 
acuerdos de paz, la Ley Electoral crea dos poderes independientes: el Legislativo que se 
conforma por los miembros electos, y asumen la función legislativa, y el poder 
ejecutivo conformado por el Presidente. En este punto los Palestinos optaron por 
contradecir lo firmado en los acuerdos de paz, que hablaba de solo un cuerpo que forma 
el Consejo de la Autoridad Palestina y que asume los dos poderes a la vez, dando la 
autorización a un comité conformado como mencionamos arriba (80% miembros 
electos y 20% miembros no electos) y que asume la función ejecutiva en el nombre del 
Consejo, el caso que significa la anulación del principio de separación entre poderes. 57 
Antes de celebrar las primeras elecciones estaba previsto que se formara el 
Consejo por 83 miembros según el artículo 13 de la misma Ley:58“1. Se forma el 
Consejo por 83 miembros…”, pero este artículo fue modificado por el artículo 1 de la 
Ley Electoral (modificador número 16 del 1995) aumentando el número a 88 miembros, 
(Artículo 1: “se forma el Consejo por 88 miembros…”). 
Después de su elección, el Consejo Legislativo ha aprobado su Mandato Interno 
conforme con los acuerdos de paz que le autorizaban a aprobar dicho Mandato. A la luz 
de la ausencia de una Ley básica para la Autoridad Palestina en el comienzo de su 
creación, este Mandato Interno destacó la relación entre el Poder Legislativo (el 
																																								 																				
57 Kaied, Aziz, El Dilema en la Relación entre los dos Poderes: el legislativo e el ejecutivo de la Autoridad 
Nacional Palestina, publicación de la Comisión Independiente Palestina para los Derechos de los Ciudadanos, 
Ramalah, 2000,Pp. 18-29. 
58  El artículo (13) de la Ley Electoral /1995: 
 ةدﺎﻤﻟا13  
ﺲﻠﺠﻤﻟا ﺔﯾﻮﻀﻋ 
1ﻲﻓ ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺐﻌﺸﻟا ﻢﮭﺒﺨﺘﻨﯾ ًاﻮﻀﻋ ﻦﯿﻧﺎﻤﺛو ﺔﺛﻼﺛ ﻦﻣ ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻒﻟﺄﺘﯾ . سﺪﻘﻟا ﺎﮭﯿﻓ ﺎﻤﺑ ﺔﯿﺑﺮﻐﻟا ﺔﻔﻀﻟاو ةﺰﻏ عﺎﻄﻗ  ًاﺮﺣ ًﺎﺑﺎﺨﺘﻧا ﻒﯾﺮﺸﻟا
نﻮﻧﺎﻘﻟا اﺬھ مﺎﻜﺣأ ﻖﻓو ًاﺮﺷﺎﺒﻣو 
 .ﮫﻟﺎﻤﻋأ لوﺪﺟ داﺪﻋإو ﮫﺗﺎﺴﻠﺟ ةرادإو دﺎﻘﻌﻧﻼﻟ ﺲﻠﺠﻤﻟا ةﻮﻋد ﻰﻟﻮﺘﯾ ًﺎﺴﯿﺋر ﮫﺋﺎﻀﻋأ ﻦﯿﺑ ﻦﻣ ﺲﻠﺠﻤﻟا ﺐﺨﺘﻨﯾ .2 
Y el artículo 1 de la Ley electoral Modificadora a la Ley electoral número 13 del 1995 número 16 del 1995: 
 ةدﺎﻣ1   
" ةﺮﻘﻔﻟا لﺪﻌﺗ1  ةدﺎﻤﻟا ﻦﻣ13 ) ﻢﻗر نﻮﻧﺎﻘﻟا ﻦﻣ13 ﺔﻨﺴﻟ (1995 ﻲﻠﯾ ﺎﻤﻛ ﺢﺒﺼﺘﻟ ﮫﯿﻟإ رﺎﺸﻤﻟا:  
 ﺑﺎﺨﺘﻧا ﻒﯾﺮﺸﻟا سﺪﻘﻟا ﺎﮭﯿﻓ ﺎﻤﺑ ﺔﯿﺑﺮﻐﻟا ﺔﻔﻀﻟاو ةﺰﻏ عﺎﻄﻘﺑ ﺐﻌﺸﻟا ﻢﮭﺒﺨﺘﻨﯾ ًاﻮﻀﻋ ﻦﯿﻧﺎﻤﺛو ﺔﯿﻧﺎﻤﺛ ﻦﻣ ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻒﻟﺄﺘﯾ ً ﺎ   ًاﺮﺷﺎﺒﻣو ًاﺮﺣ  ﻖﻓو
نﻮﻧﺎﻘﻟا اﺬھ مﺎﻜﺣأ."  
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Consejo) y el Poder Ejecutivo (el Gobierno) en sus competencias legislativas y de 
control al Gobierno. 59 
En dicha época la Autoridad Palestina no había aprobado la Ley Básica, por ello, 
el Consejo Legislativo asumió sus funciones legislativas y de control según su Mandato 
Interno, que aprobó de conformidad con los acuerdos de paz que le autorizaban a 
aprobar dicho Mandato. Por su lado, el Poder Ejecutivo asumió una función legislativa 
paralela a la del consejo Legislativo, aprobando así, numerosas leyes en cuando el 
Consejo Legislativo está disuelto u no reunido. Esta competencia encuentra sus raíces 
en las legislaciones pre-existentes en Palestina antes de la creación de esta Autoridad. 
Destacamos aquí,el artículo 94 de la Constitución Jordana de 1952 en Cisjordania, y el 
artículo 28 de la Declaración Constitucional de 1962 en Franja de Gaza, dejaban al 
poder ejecutivo aprobar leyes también en esos casos, cuando el parlamento estuviera 
disuelto o no reunido. Como hemos visto anteriormente, el Decreto Presidencial número 
1 de 1994 puso de nuevo en vigor todas las legislaciones que estaban vigentes en 
Palestina antes de la ocupación israelí el 5 de junio de 1967. Confirmado por el Decreto 
Presidencial número 5 de 1995, que considera en vigor todas las legislaciones que 
estaban vigentes antes del 19 de mayo de 1994.  
3. En la otra fase ( la Ley Básica Palestina): en esta fase seguida a la creación de 
la Autoridad Palestina y a la celebración de las primeras elecciones generales, y con 
deferencia de lo establecido y planteado en los preceptos de los acuerdos de paz que 
acabamos de destacar acerca de la naturaleza y estructura del régimen de la Autoridad 
Palestina, demuestra la Ley Básica Palestina del 2002, aprobada seis años después de la 
formación del Consejo, una lectura más optimista y prometida para este régimen 
dándole una faceta de un régimen integral de un estado independiente, o mejor dicho, 
como se fuera así, congelando de una forma u otra los preceptos de los acuerdos de paz. 
En este sentido, también, el artículo (5) de la Ley Básica Palestina del 2003 pone que: 
“El sistema de gobernar en Palestina es sistema democrático representativo emana de la 
diversidad política y de partidos y se elige el Presidente de la Autoridad Nacional a 
través de elección directa por el pueblo, y el Gobierno es responsable ante el Presidente 
																																								 																				
59 Ibídem, Kaied, Aziz, op. cit.  P. 24. 
63 
 
y el Consejo Legislativo Palestino.” 60 
1. Las características del sistema político de la Autoridad Palestina: 
Por la lectura de este precepto se nota la deferencia entre los términos 
utilizados en este artículo y aquellos utilizados en los acuerdos de paz; este artículo 
habla de gobierno palestino y de Consejo Legislativa, mientras los acuerdos de paz, 
como hemos visto, habla de un comité dentro de un Consejo electo que asume la 
autoridad ejecutiva y de miembros del Consejo que asumen competencias legislativas.  
Revisando los demás artículos de la Ley Básica Palestina llegamos a la 
conclusión que este régimen disfruta de las siguientes características: este régimen 
cuenta con un sistema semipresidencial parlamentario electo y de gobierno, democrático 
y de derecho: 
1. Sistema semi-presidencial: que estamos ante un Estatuto encabezado por un 
presidente electo por un sufragio universal, que preside con su gobierno formado por 
él, dicho estatuto con competencias asignadas por la Ley Básica Palestina. Y según el 
artículo (68/2) de esta Ley “El Consejo de Ministros es responsable colectivamente 
ante el Consejo Legislativo.” Al respecto, hay que mencionar que los preceptos de Ley 
Básica del 2002 no incluyen nada sobre el puesto de primer ministro u el presidente del 
Consejo de Ministros, porque este puesto lo ocupaba el Presidente de la Autoridad 
Palestina, hasta la fecha de la modificación de esta Ley por La Ley Básica 
Modificadora del 18 de marzo del 2003 que crió en su artículo (45) este puesto 
destacando que:  
“Elige el Presidente de la Autoridad Nacional el Primer Ministro y le autoriza  formar 
su gobierno…..”. Y el artículo (64) pone que: “1. consiste el Consejo de Ministros del 
Primer Ministro y número de Ministros que no exceda veinticuatro ministros.”. 
También, en su caso, estos artículos siguen la misma ideología de implantar los 
términos, como el primer ministro y el consejo de ministros, que forman parte del 
llamado gobierno u el poder ejecutivo en este régimen con deferencia a lo fijado en los 
preceptos de los acuerdos de paz que manifiestan que la autoridad ejecutiva se forma 
																																								 																				
60 El Artículo (5) de la Ley Básica Palestina del 2003:  
) ةدﺎﻣ5(  
ا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﮫﯿﻓ ﺐﺨﺘﻨﯾو ﺔﯿﺑﺰﺤﻟاو ﺔﯿﺳﺎﯿﺴﻟا ﺔﯾدﺪﻌﺘﻟا ﻰﻠﻋ ﺪﻤﺘﻌﯾ ﻲﺑﺎﯿﻧ ﻲطاﺮﻘﻤﯾد مﺎﻈﻧ ﻦﯿﻄﺴﻠﻓ ﻲﻓ ﻢﻜﺤﻟا مﺎﻈﻧ ًاﺮﺷﺎﺒﻣ ًﺎﺑﺎﺨﺘﻧا ﺔﯿﻨطﻮﻟ ﻦﻣ




por una comisión, como mencionamos arriba. En este sistema semipresidencial, los 
diputados elegidos como ministros mantienen sus escaños en el Consejo. Mientrás, en el 
sistema presidencial, los ministros no pueden mantener sus escaños. Como dice Paolo 
Biscaretti di Ruffía: “El Gobierno presidencialista es aquel que más rígidamente realiza 
el principio de la división de poderes.”61  Y, en este sistema, aque parecen los dos 
sistemas: el presidencial y el semipresidencial, “el ejecutivo aparece igualmente 
diferenciado en dos secciones bien separadas, con un jefe del Estado políticamente 
irresponsable (y por tanto, de funciones prevalentemente formales) y un Gabinete 
(constituido por varios ministros) que traza la orientación política, es en todos los casos 
responsable frente al Parlamento y debe dimitir cuando ha perdido su confianza.”.62 
 Así,vino el artículo 74 de la Ley Básica del 2003 para destacar la 
responsabilidad política del Gobierno ante el Consejo Legislativo como el siguiente: 
“1- El primer ministro es responsable ante el Presidente de la Autoridad Nacional por 
sus acciones y los actos de su gobierno. 2- Los ministros son responsables ante el 
Primer Ministro, cada uno dentro de su jurisdicción, y en el trabajo de su ministerio.  
3- El primer ministro y su gabinete son responsables colectivamente e individualmente  
ante el Consejo Legislativo.”63 
 En nuestra opinión, el sistema político de la Autoridad Nacional Palestina, 
contenido en la Ley Básica Palestina del 2003, es un sistema semi-presidencial porque 
cuenta con las siguientes características que definen el sistema semi-presidencial: 
 1. “la conservación de las figuras y medios que caracterizan a un sistema de 
gobierno parlamentario: ejecutivo dualista, compatibilidad entre el escaño y el 
ministerio, juego de los principios de confianza y responsabilidad, criterio del gobierno 
de la mayoría, derecho de disolución, etc.”  En este sentido pone el artículo (74) de la 
Ley Básica del 2003 que “1 - El primer ministro es responsable ante el Presidente de la 
Autoridad Nacional por sus acciones y los actos de su gobierno. 2 - Los ministros son 
responsables ante el Primer Ministro, cada uno dentro de su jurisdicción, y en el trabajo 
																																								 																				
61Biscaretti di Ruffía. Paolo, Derecho constitucional, Tecnos, Madrid, 1987. P. 228. 
62Biscaretti di Ruffía. Paolo, Derecho constitucional, Tecnos, Madrid, 1987. P. 233 
artículo 74 de la Ley Básica del 2003. El63 
) ةدﺎﻣ74(  
1-  . ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ لﺎﻤﻋأ ﻦﻋو ﮫﻟﺎﻤﻋأ ﻦﻋ ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر مﺎﻣأ لوﺆﺴﻣ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر2-  ﻲﻓ ﻞﻛ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر مﺎﻣأ نﻮﻟوﺆﺴﻣ ءارزﻮﻟا
 .ﮫﺗرازو لﺎﻤﻋأ ﻦﻋو ﮫﺻﺎﺼﺘﺧا دوﺪﺣ3- مﺎﻣأ ﺔﯿﻨﻣﺎﻀﺗو ﺔﯾدﺮﻓ ﺔﯿﻟوﺆﺴﻣ نﻮﻟوﺆﺴﻣ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ءﺎﻀﻋأو ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا .ﻲ  
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de su ministerio. 3- El primer ministro y su gabinete son responsables colectivamente e 
individualmente ante el Consejo Legislativo. 
 Asi, la forma de gobernar ha pasado de un parlamentarismo presidencial, bajo la 
Ley Básica del 2002, a esta forma introducida por la Ley báica del 2003, a lo que 
podría denominarse parlamentarismo de consiller o de primer ministro.64 
2. La elección directa por sufragio universal del Presidente, igualmente al 
sistema presidencial. En este caso el Presidente goza de poderes más o menos amplios, 
y, además, la elección por sufragio universal le permite un amplio campo de ejercicio al 
poder ser conceptuado como representante del pueblo, con igual o mejor título que el 
Parlamento. Además, el Presidente “puede ejercer sin necesidad de contar con la 
aprobación del Gobierno responsable ante el Parlamento. Para ello o bien se sitúa el 
Presidente en posición preeminente, reduciendo el referendo a un acto de 
autentificación, con frecuencia debido, o bien se recurre a la técnica de los actos del 
Presidente salvados de referendo. Tal definición presidencial obliga al Gobierno a 
contar con la confianza del Parlamento y del Presidente al mismo tiempo.” 65Esta 
exigencia la contiene el artículo (5) de la Ley Básica Palestina del 2003 que pone:“El 
sistema de gobernar en Palestina es sistema democrático representativo emana de la 
diversidad política y de partidos y se elige el Presidente de la Autoridad Nacional a 
través de elección directa por el pueblo, y el Gobierno es responsable ante el Presidente 
y ante el Consejo Legislativo Palestino.” 
 De esta forma, intenta esta Ley Básica mantener un equilibrio entre los poderes, 
siguiendo la tendencia de la evolución de la teoría constitucional de poner limites del 
poder por el derecho y el principio de responsabilidades de las autoridades. Y como 
señala Antonio Colomer Viadel: 66“La doctrina de la separación de poderes es en 
realidad una distribución funcional del poder entre diversos órganos competenciales que 
																																								 																				
64 Véase, en este sentido, Aragón Reyes, Manuel, “Gobierno y formas de gobierno: problemas actuales”, 
en, Aragón Reyes, Manuel, y Gomez Moreno, Angel J., (coords), El gobierno: problemas 
constitucionales, Centro de Estudios Políticos Y Constitucionales, Madrid, 2005. P. 46.  
65 Martínez Sospedra, Manuel, Las Instituciones del Gobierno Constitucional, Sistema de Gobierno y 
Órganos Constitucionales, Fundación Universitaria San Pablo C.E.U, Valencia, 1994.  P. 97. 
66Colomer Viadel, Antonio, “La crisis del estado y la reconstrucción del estado de derecho en las 
organizaciones regionales de integración de estados”, Revista Teoría y realidad constitucional, núm. 31, 




guardan un equilibrio y contrapeso para limitar los posibles abusos de cualquiera de 
estos órganos, está al servicio de ésta idea fundamental de limitación jurídica del 
poder”. 
 3.  La elección directa del Presidente directamente por el pueblo le convierte en 
representante del pueblo, con igual o mejor título que el Parlamento, de tal manera que 
le legitima para adoptar decisiones al margen de la voluntad parlamentaria y aún en su 
contra, y que le legitima, además, un amplio ejercicio del poder presidencial. Así, en el 
sistema semi- presidencial el Presidente debe poseer poderes efectivos, y a su lado debe 
existir un Gobierno dotado de facultades y responsable ante el Parlamento. Sin 
embargo, sea cual sea la vestidura formal que constitucionalmente tenga, en los 
sistemas semi-presidenciales el Presidente pasa a ejercer la prerrogativa de gracia, y a 
tener, cuanto menos, un papel dominante en la concesión de honores. Mucho más 
delicado es el capítulo de los nombramientos de altos funcionarios y cargos de 
confianza del Gobierno. En este terreno se tiende en tales sistemas a una cierta 
distribución de los nombramientos, en la que la costumbre y los usos tienen un papel 
mayor que las normas escritas, no faltando los casos en los que el Presidente tiene una 
autoridad meramente formal sobre la cuestión. 
No obstante, la cuestión clave en tales tipos de sistemas de gobierno no radica 
tanto en las facultades concretas que se reservan al Presidente del Estado, o en aquellas 
otras en las que deben concordar Gobierno y Presidente, cuanto en las materias objeto 
de reparto y en el modo de efectuar el mismo. En principio caben tres situaciones 
deferentes: o bien la marginación real del Jefe del Estado fuera del ámbito de las 
relaciones constitucionales, o bien un reparto de las facultades sobre la totalidad de las 
materias de competencia del Ejecutivo, lo que plantea el problema de las relaciones 
mutuas entre Gobierno y Presidente en toda su crudeza, o bien el reparto por áreas de 
actividad, unas reservadas al Gobierno, en las que intervención presidencial  es 
meramente formal, y otras reservadas al Presidente, en las que el Gobierno o no 
interviene, o lo hace como ejecutor de las decisiones presidenciales.67 
 La relación entre el Presidente en este sistema semi- presidencial con el 
parlamento se varía entre tres tipos, en un sistema de partidos, especialmente cuando 
haya una mayoría parlamentaria: 
																																								 																				
67  Ibídem, Martínez Sospedra, Manuel, Pp. 98-99. 
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a) El Presidente se halla ante un parlamento fragmentado en el que sólo son posibles, 
bien los gobiernos de minoría, basados en la autoridad presidencial, bien los gobiernos 
de coalición. En tales supuestos el Presidente goza de una notable capacidad de acción, 
pudiendo optar, bien por los gabinetes presidenciales, bien por una distribución de 
tareas por áreas de actividad. La situación del Presidente, como tercero súper parte le 
permite presentarse como representante de la nación más allá de los partidos, 
adquiriendo una autoridad de la que carece el Parlamento.  
b) El Presidente es el líder de la mayoría parlamentaria. En tales condiciones el 
Presidente puede imponer al Gobierno el sistema de relaciones que desee. el Presidente 
puede inclinarse por el sistema de las áreas, si, por el contrario, la mayoría lo es de 
coalición, el Presidente se ve en la práctica forzado a la intervención constante, cuyo 
resultado es la subordinación de un Gobierno emparedado entre los poderes 
presidenciales y una mayoría parlamentaria que apoya al Presidente y es dirigida por el 
mismo. 
Esto fue la situación detrás las primeras elecciones palestinas del 1996, que la 
mayoría del Consejo Legislativo era del partido político del Presidente de la Autoridad 
Palestina, el caso que permitió al Presidente disfrutar de extremas autoridades llegando 
a ser por encima del Parlamento y actuando líberamente en las materias políticas y de 
las legislativas como rechazar promulgar los proyectos de ley aprobados por el Consejo 
Legislativo. 
c) Existe una mayoría parlamentaria, pero su líder es el primer ministro. El Presidente 
se ve forzado a llegar a algún tipo de acuerdo con la mayoría, su pena de exponerse a 
un conflicto constitucional de salida dudosa. En la elección presidencial cae en manos 
de la mayoría parlamentaria el agostamiento de la figura del presidencial y la reducción 
del Presidente a figura simbólica son seguras. 68 
 Esto, también, ha sido la característica que pintaba la relación entre el Presidente 
de la Autoridad Palestina y el Consejo Legislativo que estaba formado con su mayoría 
por el partido de Hamas detrás de las segundas elecciones generales del año 2006 y 
como resultado de la relación conflictiva entre ambas partes ocurrió la separación entre 
los dos territorios de la autonomía palestina, la Franja de Gaza con Gobierno Islamista, 
																																								 																				
68 Martínez Sospedra, Manuel, op. cit. Pp. 100-101. 
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y la de Cisjordania con Gobierno de emergencia presidida por el Presidente con su 
gobierno formada por su partido al Fateh.  
 Regresando a los preceptos de la Ley Básica Palestina del 2003 veamos que 
optan por destacar detalladamente las competencias tanto del Presidente como del 
Consejo de Ministros; asignando los artículos (34-38) para describir el estatuto del 
Presidente y sus competencias, y los artículos (63-96) para destacar las competencias 
del Consejo de Ministros y sus responsabilidades entre más asuntos que explicamos 
más adelante. 
 2. Representativo electo: que se elige un Consejo representa el pueblo a través 
de elecciones universales para asumir las funciones políticas y legislativas del país y 
controla ambas materias según lo establecido en la Ley Básica Palestina y en el 
Reglamento Interno del mismo Consejo. Así pone el artículo (34) de la Ley Básica del 
2003 que: “… 4- el Consejo Legislativo Palestino es el poder legislativo electo. 5- Sin 
que contradice con los preceptos de esta Ley, realiza el Consejo Legislativo sus 
funciones legislativas y de control según lo destacado en su Reglamento Interno.”. Este 
precepto no contiene una referencia a los acuerdos de paz; es decir, que lo que se llama 
el Poder Legislativo asuma sus funciones con arreglo a la Ley Básica y su Reglamento 
Interno haciendo ausente los preceptos de los acuerdos de paz que ponen limitaciones a 
las funciones de este poder. 
Esta representación del pueblo es compartida entre el Consejo y el Presidente de 
la Autoridad Palestina, porque ambos están elegidos directamente por el pueblo. Es 
decir, estamos ante una dualidad de representación, produjo obstáculos y 
enfrentamientos entre ambos: el Presidente e el Consejo desde el comienzo de la 
elección del Consejo. Sin poder, en práctica, llegar a un equilibrio entre ambos poderes, 
debido, en gran parte, a la ausencia de las tradiciones democráticas, no solo en 
Palestina, sino también, en los países árabes. 69 
																																								 																				
69 Véase, en este sentido, sobre el rechazo europeo al presidencialismo después del periódo de 
entreguerras:“una concepceon europea de de la democracia basado en la unidad de la representación 
política, esto es,  en el monopolio parlamentario de la legitimidad popular,  que admitía muy difícilmente 
una dualidad de representación capaz de operar independiemente en el legislativo y en el ejecutivo; y 
junto a ese impedimento teórico se encontraba un obstáculo de naturaleza práctica: la escasa tradición 
europea de un sistema de “equilibrios” entre poderes del Estado y entre poderes “políticos” y poderes 
“sociales” que es consustancial con la democracia norteamericana”.  Aragón Reyes, Manuel, “Gobierno y 
formas de gobierno: problemas actuales”, en, Aragón Reyes, Manuel, y Gomez Moreno, Angel J., 
(coords), El gobierno: problemas constitucionales, op. cit. Pp. 43-44. 
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 3. Democrático: Como señala María Elena Rebato Peño:70 “La ciudadana en la 
vida política va a concebirse como un principio básico de la organización de un Estado 
democrático de derecho, como es el Estado Español.” Por ello la Ley electoral opta 
por un sistema de representación de partidos políticos, sectores sociales, géneros y 
minorías religiosas y sociales. Así destaca el artículo (26) de esta Ley Electoral del 1995 
que los palestinos tienen el derecho de participar en la vida política a través de formar 
partidos políticos, sindicatos, clubes, asociaciones, reuniones, etc. Queda ausente 
también de la articulación de este artículo la exigencia puesta por los acuerdos de paz, 
concretamente en el (artículo 2.1) del Acuerdo Interino del 1995, que trata el tema de 
las elecciones del Consejo, y que rechaza la candidatura de un individuo, partido o 
coalición de partidos si éste profesaba una ideología racista u actuaba de forma ilegal o 
antidemocrática. Por lo tanto, la Autoridad Nacional Palestina no tendrá competencia 
ninguna en dictar normativa que facilite dicha candidatura, y ante mano, lo lógico sería 
no permitir a dichas personas o partidos que participen en las elecciones del Consejo, 
por lo que impone este artículo. La puesta en práctica de este artículo de la Ley Básica 
permitió partidos como el de Hamas (que rechaza a los acuerdos de paz) a participar en 
las segundas elecciones y por consiguiente surgió el dilema del rechazo por Israel y sus 
aliados a este gobierno formado por Hamas que se resultó ganadora en dichas 
elecciones. 
 Es bien conocido que para que digamos que un sistema es democrático no 
depende de los preceptos que pueda contener una constitución, sino de la práctica real 
que permita el buen respeto de los principios democráticos que reflejan de verdad el 
interés público. En palabras de Manuel Aragón reyes: “Sin embargo, tomando el 
parlametarismo como forma de gobierno (como especie, pues, del genero democracia 
parlamentaria) la identificación sería incorrecta, puesto que el régimen presidencialista 
puede ser tan demcrático como el parlamentario.” 71 Aunque, no veamos que esto sería 
así en el régimen de la autoridad Palestina, sea que sea su forma de gobernar; dicho 
esto, por las prácticas anti- democraticas cometidas por el ejecutivo, como veremos en 
																																								 																				
70 Rebato  Peño,  Mar ía  Elena ,  “El  derecho de  sufrag io  pas ivo” ,  T i tu lo  de  la  
publ icac ión:  Parlamento  y  Cons t i tuc ión .  Anuar io ,  R ives ta  de  Cortes  de  Cas t i l la -  La  
Mancha ,  núm.  2 ,  1998.  P .  228 .  
71Aragón Reyes, Manuel, “Gobierno y formas de gobierno: problemas actuales”, en, Aragón Reyes, 
Manuel, y Gomez Moreno, Angel J., (coords), El gobierno: problemas constitucionales, Centro de 
Estudios Políticos Y Constitucionales, Madrid, 2005. P. 44. 
70 
 
este trabajo.  
 4. Sistema de Derecho: que la ley es aplicable sobre todos los sujetos sean 
poderes o ciudadanos, a través de los tribunales que forman el poder judicial. Así, 
confirma el artículo (2) de la Ley Básica del 2003 que:  
 “El pueblo es la fuente de los poderes y los realiza a través de los poderes 
legislativo, ejecutivo y judicial en la base del principio de la separación entre los 
poderes en la forma destacada en esta Ley Básica.” Según el principio de separación 
entre los poderes como destaca el artículo (6) de la misma Ley que pone: “El principio 
de la soberanía de la Ley es la base de gobernar en Palestina, y son sujetos a la Ley 
todos los poderes, las instituciones, las comisiones, los establecimientos y las personas.” 
Sin ninguna discriminación porque todos los palestinos son iguales ante la ley, este 
principio de igualdad viene consagrado en el artículo (9) de esta Ley que dice:  
 “Los palestinos son iguales ante la Ley y la jurisdicción, no discriminación entre 
ellos por razones de raza o sexo o color o religión o opinión política o incapacidad.” 
Esto a pesar de que la religión oficial de Palestina es el islam y los principios de la 
Sharía son fuente de la ley palestina, según la articulación del artículo (4) de esta Ley 
Básica que pone: “El Islam es la religión oficial en Palestina, y todas las religiones 
divinas tienen su respeto y su consagración. 2- Los principios de la Sharía´ musulmana 
son fuente principal de legislación…”.  
En este terreno hay que aclarar que este precepto que considera la Sharía 
Musulmana como fuente de la legislación tiene, en realidad, su efecto  en los estatutos 
personales: las materias de herencia,  matrimonio y divorcio,  Al respecto, la Ley 
Básica no contiene ningún artículo que destaque las fuentes de la ley en Palestina, el 
caso que nos permita ocurrir a lo que estaba vigente en la época anterior de la creación 
de la Autoridad Palestina, referimos al Decreto Constitucional de Palestina del 1922 
dictado por el mandato británico en Franja de Gaza que destacó las fuentes de la ley, y 
que es vigente todavía mientras que no contradiga con la Ley Básica Palestina del 
200272“En los casos que no contradigan con los preceptos de esta Ley Básica, siguen 
en vigor las leyes, los reglamentos y las ordenes que están vigentes en Palestina antes 
de la entrada en vigor de esta Ley hasta que se modifiquen o se deroguen según la 
																																								 																				
72 VV.AA. las bases de crear los principios jurídicos, Institute of Law- Birzeit university, Ramallah, 2007. 
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ley.”. Y su artículo (110) que pone: “Se deroga todo que contradice con los preceptos 
de esta Ley Básica.” 
El artículo (46) del decreto Constitucional del 1922 que destaca las fuentes de la 
ley. 
Y la Ley Básica va más allá para respetar el principio del estado de derecho 
destacando en el artículo (30/2) que se prohíbe que alguna ley contenga la inmunidad 
de cualquier resolución o acto administrativo del control judicial. Dicho poder judicial 
según el artículo (88) de la Ley Básica es independiente, consagrando por este 
precepto; el principio de la independencia de este poder conforme con el principio de la 
separación entre los poderes acogido en esta Ley: en el artículo 97 que habla de la 
independencia del Poder Judicial y el artículo 98 que confirma la independencia de los 
jueces y que prohíbe la intervención en sus funciones.73 
Nos queda confirmar que, aunque la práctica de este régimen no fue siempre 
respetuosa a estos principios y características democráticas y de derecho en sistema de 
gobernar en Palestina, no obstante, los preceptos legales son muy claros de confirmar 
estos principios por lo menos como estatuto recién nacido, y existe la una voluntad 
política y social encaminada para consagrar y respetar estas características y principios 
en la vida actual. De toda forma, es mejor incorporar estos principios en la Ley Básica 
a vez de pasar por ellos; el precepto legal existe y queda aplicarlo respetuosamente para 
poder decir que estamos ante un sistema democrático de derecho real. 
Como punto crucial, este Estatuto nació a través de un matiz excepcional y 
refleja voluntades israelí y palestina; y no fue como un fruto del desarrollo natural y 
libre de la voluntad del pueblo palestino. Por lo tanto, no tratamos aquí de un sistema 
de un estado independiente, sino un arreglo político aunque aparezca en sus rasgos a un 
estado de soberanía por quererlo así los palestinos, el caso que explica el empeño de 
parte de los palestinos de incorporar y utilizar terminología deferente de lo utilizado en 
los acuerdos de paz y construir los tres poderes de su régimen de forma de integral 
como un régimen de estado de soberanía no mero autogobierno; aunque, en nuestra 
																																								 																				
73 Los artículos 97y 98 de la Ley Básica del 2003: 
) ةدﺎﻣ97(  
ﺎﮭﺗﺎﺻﺎﺼﺘﺧاو ﺎﮭﻠﯿﻜﺸﺗ ﺔﻘﯾﺮط نﻮﻧﺎﻘﻟا دﺪﺤﯾو ،ﺎﮭﺗﺎﺟردو ﺎﮭﻋاﻮﻧأ فﻼﺘﺧا ﻰﻠﻋ ﻢﻛﺎﺤﻤﻟا ﺎھﻻﻮﺘﺗو ،ﺔﻠﻘﺘﺴﻣ ﺔﯿﺋﺎﻀﻘﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا  ﺎﮭﻣﺎﻜﺣا رﺪﺼﺗو
 .ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻲﺑﺮﻌﻟا ﺐﻌﺸﻟا ﻢﺳﺎﺑ ﺬﻔﻨﺗو مﺎﻜﺣﻷا ﻦﻠﻌﺗو ،نﻮﻧﺎﻘﻠﻟ ًﺎﻘﻓو 
) ةدﺎﻣ98(  
ا ﺮﯿﻐﻟ ﻢﮭﺋﺎﻀﻗ ﻲﻓ ﻢﮭﯿﻠﻋ نﺎﻄﻠﺳ ﻻ ،نﻮﻠﻘﺘﺴﻣ ةﺎﻀﻘﻟااﺪﻌﻟا نوﺆﺷ ﻲﻓ وأ ءﺎﻀﻘﻟا ﻲﻓ ﻞﺧﺪﺘﻟا ﺔﻄﻠﺳ ﺔﯾﻷ زﻮﺠﯾ ﻻو ،نﻮﻧﺎﻘﻟ.ﺔﻟ  
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opinión, esto viene contradictorio con los acuerdos de paz, pero se explica en que los 
palestinos quieren con ello crear una realidad y base política y jurídica preliminar a 
vista hacía el futuro cuando puedan crear su estado independiente. En todo caso, es un 
dialogo político aprovechamos de ello lo que pueda servirnos en este trabajo. 
Por lo anterior, podemos decir que las competencias otorgadas a la Autoridad 
Palestina, este conflicto terminológico y los límites sobre estas competencias pueden 
dañar la seguridad jurídica en el ordenamiento palestino, siempre y cuando quiera el 
Estado Israelí que puede exigir la plena aplicación de los preceptos creadores de la 
Autoridad Palestina incluso los nombramientos de sus entidades y estatuto. Aunque por 
el otro lado, los palestinos pueden ampararse de que según los acuerdos de paz la fase 
transitoria no puede durar más que cinco años y esto lo que no respetó Israel en adición 
a los varios incumplimientos de las obligaciones que debe Israel cumplir según los 
acuerdos de paz. 
2. Los tres poderes de la Autoridad Palestina: 
La Autoridad Nacional Palestina cuenta con tres poderes Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial que componen su sistema político según lo establecido en su Ley Básica: 
 1. El Poder Ejecutivo: estructura y competencias:  
A. la estructura del poder ejecutivo: 
 Según el acuerdo de paz "el Acuerdo Interino" firmado en Washington el 28 de 
septiembre 1995 los palestinos a través de elecciones generales pueden elegir los 
miembros que forman el "Consejo" de la Autoridad  Palestina que asumirá todas las 
responsabilidades y poderes (legislativos y ejecutivos) transferidos a ello por “Israel”. 
Según el artículo 5 de este acuerdo, este Consejo realiza sus competencias ejecutivas a 
través de un comité, presidida por el Presidente de la Autoridad Palestina, que forma el 
Poder Ejecutivo. Este Comité será formado, como mencionamos anteriormente, por 
miembros electos por el pueblo palestino a través de elecciones generales. Y miembros 
nombrados por el presidente de la Autoridad Palestina, que no sean miembros del 
Consejo que no excede su momero al 20% de los miembros de este Comité. Así, se 
celebraron las elecciones generales en Palestina el 20 de enero 1996 formando el 
Consejo de la Autoridad Palestina por 88 miembros (veamos más adelante los cambios 
aplicados al respecto de este número de miembros que será 132 miembros) más el 
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presidente de la Autoridad Palestina.  
 En práctica, las competencias que tiene este Poder Ejecutivo (el Comité) son lo 
típico que goza un poder ejecutivo de un estado independiente.74 
 Lo que se puede notar a la constructora del Poder Ejecutivo es que está formado 
por miembros en especie de ministros y por el Presidente de la Autoridad Palestina que 
ejerció al mismo tiempo como primer ministro; es decir, que según los preceptos de los 
acuerdos de paz y según la aplicación de sus preceptos no había creado el puesto de 
primer ministro en el Poder Ejecutivo. Dicha situación se ha sido cambiada por la 
enmienda de la Ley Básica de la Autoridad Palestina del 2002 para la nueva Ley Básica 
del 2003 que establece en su Preámbulo que “…. El Consejo sintió la necesidad de 
realizar una enmienda a la Ley Básica para crear el puesto del Primer Ministro en la 
Autoridad Nacional Palestina…”. Así, se incorporó el artículo (45) a esta Ley Básica 
que establece: “El Presidente de la Autoridad Nacional Palestina elige el primer 
ministro para que forme su gobierno…”).  Por consiguiente, la nueva Ley Básica 
Palestina del 2003 destaca en la sección número cinco los preceptos que regularizan el 
Poder Ejecutivo “el Gobierno” que será compuesta según el artículo 63 de esta Ley 
Básica por el Presidente de la Autoridad Palestina y por el Consejo de Ministros. Este 
último está formado, según el artículo 64 de la misma Ley Básica, por el Primer 
Ministro y por número de ministros que no exceda más de 24 ministros. 
El Presidente de la Autoridad Nacional Palestina será elegido a través de 
elecciones públicas, directas y secretas para periodo de cuatro años y no se puede 
presentarse a la candidatura de este puesto más que dos legislaturas consecutivas. (Art. 
36 de la Ley Básica del 12 de agosto de 2005 modificadora a la Ley Básica del 2003. 
Este periodo de la legislatura del Presidente de cuatro años, también, está confirmado en 
el Artículo 2/2 de la Ley Electoral núm. 9/2005 y el Artículo 3/2 del Decreto Ley 
Electoral núm.1/2007).  Aunque bajo el mandato anterior de los artículos (53 de la Ley 
Básica del 2002 y el artículo 36 de la Ley Básica del 2003) y según los preceptos de los 
acuerdos de paz, el periodo de de la presidencia era el periodo de la fase transitoria del 
proceso de paz, se elige, después el Presidente según la Ley, pero estos preceptos se 
modificaron como mencionamos arriba. Creemos que el motivo de esta modificación ha 
																																								 																				
74 El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina para los derechos de los Ciudadanos, 
Palestina, no. 3, 1997, págs. 99-100.  
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sido por la falta de confianza por parte de los palestinos que haya fin al llamado la fase 
transitoria (que debía haber durado cinco años) que sabemos que ya ha terminado el 
1999; por tanto, debería poner límites a las legislaturas tanto del Presidente como el 
Consejo. Lo cual refleja, por un lado, el agotamiento de la esperanza en los palestinos 
que nazca una solución para este conflicto, y por otro lado, prepararse para empezar a 
construir los institutos vitales del previsto Estado Palestino unilateralmente. 
B. las competencias del poder ejecutivo:  
Como mencionamos anteriormente, la Ley Básica Palestina, opta por el sistema 
semi-presidencial, destacó las competencias del Presidente de la Autoridad y las del 
Consejo de Ministro: 
B.1- las competencias del Presidente de la Autoridad Palestina: 
A la luz de los preceptos de la Ley Básica de la Autoridad Palestina del 2003 se 
notan claramente amplias competencias del Presidente que se otorga por esta Ley 
Básica competencias ejecutivas y legislativas amplias: como encabezar de la Autoridad 
Palestina, de este modo, la sección 3 de la Ley Básica Palestina se dedica a destacar las 
competencias del Presidente de la Autoridad Palestina al lado de hablar del estatuto del 
mismo.  
Así, en cuanto las competencias del Presidente confirman el artículo 38 de esta 
Ley Básica que: “Realiza el Presidente sus poderes y competencias ejecutivas según lo 
destacado en esta Ley.”: 
a) las competencias ejecutivas del Presidente: 
1) El presidente es el Jefe Mayor de las Fuerzas Palestinas, según el artículo 39 de 
esta Ley. 
2) Tiene la competencia de asignar y relevar a los representantes diplomáticos de la 
Autoridad Palestina para los estados, las organizaciones internacionales y las 
organizaciones extranjeras, también acepta la asignación de los representantes de 
dichos estados y organizaciones para la Autoridad Nacional Palestina. (véase el 
Art. 40 de esta Ley Básica). 
3) El presidente tiene la competencia de otorgar la amnistía individual totalmente o 




4) El Presidente elige el Primer Ministro y le autoriza formar su Gobierno, también, 
el Presidente tiene la competencia de relevar al Primer Ministro u aceptar su 
dimisión, y le pide que convoque al Consejo de Ministros para su reunión. (Art. 
45 de la Ley Básica). 
5) Según el artículo 46 de esta Ley el Consejo de Ministros ayuda el Presidente en 
realizar sus competencias según lo destacado en esta Ley Básica. (Art. 46 de esta 
Ley Básica). 
6) El Presidente según el artículo 52 de la Ley Básica abre la convocatoria de la 
vestidura de la legislatura de la Asamblea Legislativa y presenta su declaración 
de apertura. 
b)  Competencia legislativa del Presidente: 
1)  El Presidente tiene una competencia legislativa según el artículo 41 de esta Ley, 
se ve en su competencia de promulgar las leyes que han sido aprobadas por el 
Consejo Legislativo en plazo máximo de treinta días desde la fecha de elevarlas 
al Presidente, así mismo el Presidente tiene la competencia de devolver dichas 
leyes al Consejo Legislativo durante este mismo plazo acompañadas con sus 
observaciones y las razones de rechazarlas, si no fuera así, estas leyes se 
consideran promulgadas y se publican inmediatamente en el Boletín Oficial. 
(Art. 41/1). En el caso que el Presidente devuelve el proyecto de ley dentro del 
plazo fijado y según las condiciones puestas en el párrafo anterior, se repite la 
discusión sobre el proyecto en el Consejo Legislativo, y si lo aprueba otra vez 
con la mayoría de dos tercios de sus miembros se considera ley y se publica 
inmediatamente en el Boletín Oficial. (Art. 41/2). 
2)  Los Decretos de Ley: según el artículo 43 de la Ley Básica el presidente tiene, 
en casos de emergencia que no se puede retrasar cuando el Consejo Legislativo 
no está reunida la competencia de promulgar Decretos Presidenciales con Rango 
de Ley, dichos Decretos deben ser sometidos para su discusión y votación en el 
Consejo Legislativo en su primera reunión que se celebra después de la 
promulgación de dichos decretos, y si no fuera el caso así, es decir, si no se 
sometan estos decretos a la discusión en el Consejo, se consideran dichos 
Decretos nulos sin ninguna fuerza de ley, igualmente pierden estos Decretos su 
fuerza de ley si el Consejo en cuanto los discuta no los apruebe.  
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B.2-  El Consejo de Ministros:  
 En la quinta sección de la Ley Básica se destacan la constructora y las 
competencias del Consejo de Ministros, como siguiente: 
a. La constructura del Consejo de Minitros: 
 Afirmando en el artículo 6375 de la Ley Básica que: “el Consejo de Ministros 
(El Gobierno) es el alto instrumento ejecutivo y administrativo que asuma la función de 
poner y ejecutar el programa que se aprueba por el Consejo Legislativo. Salvo de lo que 
tiene el Presidente de la Autoridad Nacional de competencias ejecutivas delimitadas por 
la Ley Básica, las competencias ejecutivas y administrativas serán competencias del 
Consejo de Ministros.  
 En cuanto al número de los miembros del Consejo de Ministros, Según el 
artículo (64)76 de esta Ley Básica el Consejo de Ministros se forma por el Primer 
Ministro y número de ministros que no exceda 24 ministros y se asigna para cada 
ministro el ministerio que ocupa en la misma resolución de su asignación. 
 El plazo que dispone el Primer Ministro para que forma su gobierno, según el 
artículo 6577 de la Ley Básica, es de tres semanas desde la fecha de ser asignado por el 
Presidente de la Autoridad Palestina, y se dispone de dos semanas más como plazo 
máximo para formar su gobierno. Si se transcurre este plazo sin poder formar su 
gobierno, u en caso de formar su gobierno, pero no consiguió la confianza del Consejo 
Legislativo, será obligatorio que el Presidente de la Autoridad Palestina sustituirle por 
otro dentro de plazo de dos semanas desde la fecha de su fracaso de formar su gobierno, 
																																								 																				
75 El artículo (63) de la Ley Básica/2003: 
) ةدﺎﻣ63( 
ا ﺲﻠﺠﻣ ﻊﺿﻮﻣ ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا هﺮﻘﺗ يﺬﻟا ﺞﻣﺎﻧﺮﺒﻟا ﻊﺿو ﺔﯿﻟوﺆﺴﻤﺑ ﻊﻠﻄﻀﺗ ﻲﺘﻟا ﺎﯿﻠﻌﻟا ﺔﯾرادﻹاو ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ةادﻷا ﻮھ (ﺔﻣﻮﻜﺤﻟا) ءارزﻮﻟ
 ﻦﻣ ﺔﯾرادﻹاو ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا تﺎﯿﺣﻼﺼﻟا نﻮﻜﺗ ،ﻲﺳﺎﺳﻷا نﻮﻧﺎﻘﻟا ﺎھدﺪﺤﯾ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺗ تﺎﺻﺎﺼﺘﺧا ﻦﻣ ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋﺮﻟ ﺎﻣ اﺪﻋ ﺎﻤﯿﻓو ،ﺬﯿﻔﻨﺘﻟا
 ﺲﻠﺠﻣ صﺎﺼﺘﺧا .ءارزﻮﻟا 
76 Artículo (64) de la Ley Básica/2003. 
) ةدﺎﻣ64(  
1-  .ًاﺮﯾزو ﻦﯾﺮﺸﻋو ﺔﻌﺑرأ زوﺎﺠﺘﯾ ﻻ ءارزﻮﻟا ﻦﻣ دﺪﻋو ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻦﻣ ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻣ نﻮﻜﺘﯾ2-  ﻲﺘﻟا ةرازﻮﻟا ﻦﯿﯿﻌﺘﻟا راﺮﻗ ﻲﻓ دﺪﺤﯾ
 .ﺮﯾزو ﻞﻛ ﻰﻟإ ﺪﻨﺴﺗ 
77 Artículo (65) de la Ley Básica/2003. 
) ةدﺎﻣ65(  
1-  رﻮﻓ ﮫﻟو ،هرﺎﯿﺘﺧا ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ ﻊﯿﺑﺎﺳأ ﺔﺛﻼﺛ لﻼﺧ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ﻞﯿﻜﺸﺗ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻰﻟﻮﺘﯾ ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﻞﺒﻗ ﻦﻣ ﮫﻔﯿﻠﻜﺗ
 .ﻂﻘﻓ ناﺮﺧآ نﺎﻋﻮﺒﺳأ ﺎھﺎﺼﻗأ ىﺮﺧأ ﺔﻠﮭﻣ ﻲﻓ ﻖﺤﻟا2-  ﻰﻠﻋ ﻞﺼﺤﯾ ﻢﻟ وأ رﻮﻛﺬﻤﻟا ﻞﺟﻷا لﻼﺧ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ﻞﯿﻜﺸﺗ ﻲﻓ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻖﻔﺧأ اذإ
 ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ﺔﻘﺛ ﺐﺴﺣ ﺔﻘﺜﻟا ﺔﺴﻠﺟ ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ وأ ﮫﻗﺎﻔﺧإ ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ ﻦﯿﻋﻮﺒﺳأ لﻼﺧ ﺮﺧﺂﺑ ﮫﻟاﺪﺒﺘﺳا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﻰﻠﻋ ﺐﺟو
) ةﺮﻘﻔﻟا ﻲﻓ ةدراﻮﻟا مﺎﻜﺣﻷا ﺪﯾﺪﺠﻟا ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻰﻠﻋ ﻖﺒﻄﻨﺗو ،لﺎﺤﻟا ﻰﻀﺘﻘﻣ1 .هﻼﻋأ ( 
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o desde la fecha de la resolución del Consejo de no darle su confianza según el caso, y 
serán aplicables al Primer Ministro nuevo los mismos preceptos anteriores. 
b.  La obtención de confianza:  
Según el artículo (66)78 de la Ley Básica: 1. Inmediatamente después de que elija el 
Primer Ministro a los miembros de su Gobierno solicita al Consejo Legislativo que 
convoque una sesión especial para votar sobre la obtención de su confianza en su 
Gobierno.  Tal sesión se celebrará como más tarde en una semana desde la fecha de 
la solicitud. En esta sesión el Primer Ministro presenta su declaración ministerial 
que define el programa y la política delGobierno, y después de la audiencia y la 
finalización de la discusión de la misma declaración ministerial, 2 - La votación 
sobre la confianza en el Primer Ministro y los miembros de su gabinete será 
colectivamente, a menos que una mayoría absoluta decida lo contrario. 3 – la  
confianza en el gobierno se consigue si cuenta con el voto afirmativo de la mayoría 
absoluta de los miembros del Consejo Legislativo. 
c. Las competencias del Primer Ministro y el Consejo de Ministros: 
En Cuanto las competencias del Primer Ministro, pone el artículo (68) 79de la Ley 
Básica que el Primer Ministro ejercirá las siguientes: 
1- la formación del Consejo de Ministros, modificar,  rechazar o aceptar la    
dimisión de cualquier miembro o llenar el puesto vacante. 
2- pedir al Consejo de Ministros para convocarse semanalmente o cuando sea 
necesario, u a petición del Presidente de la Autoridad Nacional, y poner su orden 
del día 
3- Presidir las reuniones del Consejo de Ministros. 
																																								 																				
78 Artículo (66) de la Ley Básica /2003: 
) ةدﺎﻣ66(  
1- ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر رﺎﯿﺘﺧا رﻮﻓ  ﺪﻌﺑ ﻢﮭﺑ ﺔﻘﺜﻟا ﻰﻠﻋ ﺖﯾﻮﺼﺘﻠﻟ ﺔﺻﺎﺧ ﺔﺴﻠﺟ ﺪﻘﻌﻟ ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻰﻟإ ﺐﻠﻄﺑ مﺪﻘﺘﯾ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ءﺎﻀﻋﻷ
 عﻮﺒﺳأ هﺎﺼﻗأ ﺪﻋﻮﻣ ﻲﻓ ﺔﺴﻠﺠﻟا ﺪﻘﻌﺗ نأ ﻰﻠﻋ ،ﺔﻣﻮﻜﺤﻟا ﺔﺳﺎﯿﺳو ﺞﻣﺎﻧﺮﺑ دﺪﺤﯾ يﺬﻟا بﻮﺘﻜﻤﻟا يرازﻮﻟا نﺎﯿﺒﻟا ﺔﺸﻗﺎﻨﻣ ﻦﻣ ءﺎﮭﺘﻧﻻاو عﺎﻤﺘﺳﻻا
 .ﺐﻠﻄﻟا ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ2- ﯿﺋﺮﺑ ﺔﻘﺜﻟا ﻰﻠﻋ ﺖﯾﻮﺼﺘﻟا ﻢﺘﯾ .ﻚﻟذ فﻼﺧ ﺔﻘﻠﻄﻤﻟا ﺔﯿﺒﻠﻏﻷا رﺮﻘﺗ ﻢﻟ ﺎﻣ ،ﻦﯿﻌﻤﺘﺠﻣ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ءﺎﻀﻋأو ءارزﻮﻟا ﺲ 
3-  .ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ءﺎﻀﻋﻷ ﺔﻘﻠﻄﻤﻟا ﺔﯿﺒﻠﻏﻷا ﺎﮭﺒﻧﺎﺟ ﻰﻟإ ﺖﺗﻮﺻ اذإ ﺔﻣﻮﻜﺤﻟﺎﺑ ﺔﻘﺜﻟا ﺢﻨﻤﺗ 
79 Artículo (68) de la Ley básica/2003: 
) ةدﺎﻣ68(  
 :ﻲﻠﯾ ﺎﻣ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر سرﺎﻤﯾ1- أ ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻣ ﻞﯿﻜﺸﺗ .ﮫﯿﻓ ﺮﻏﺎﺸﻟا ءﻞﻣ وأ ﻮﻀﻋ يأ ﺔﻟﺎﻘﺘﺳا لﻮﺒﻗ وأ ﺔﻟﺎﻗإ وأ ﮫﻠﯾﺪﻌﺗ و2-  ﺲﻠﺠﻣ ةﻮﻋد
 .ﮫﻟﺎﻤﻋأ لوﺪﺟ ﻊﻀﯾو ،ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﺐﻠط ﻰﻠﻋ ءﺎﻨﺑ وأ ،ةروﺮﻀﻟا ﺪﻨﻋ وأ ﺔﯿﻋﻮﺒﺳﻷا ﮫﺘﺴﻠﺟ ﻲﻓ دﺎﻘﻌﻧﻼﻟ ءارزﻮﻟا3-  سؤﺮﺗ
 .ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻣ تﺎﺴﻠﺟ4-  .ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻣ نوﺆﺸﺑ ﻖﻠﻌﺘﯾ ﺎﻣ ﻞﻛ ةرادإ5- ﺷﻹا ﺔﻌﺑﺎﺘﻟا ﺔﻣﺎﻌﻟا تﺎﺴﺳﺆﻤﻟاو ءارزﻮﻟا لﺎﻤﻋأ ﻰﻠﻋ فاﺮ
 .ﺔﻣﻮﻜﺤﻠﻟ6-  .نﻮﻧﺎﻘﻠﻟ ًﺎﻘﻓو ﮫﺗﺎﺻﺎﺼﺘﺧا دوﺪﺣ ﻲﻓ ﺔﻣزﻼﻟا تاراﺮﻘﻟا راﺪﺻإ7-  ﺲﻠﺠﻣ ﺎﮭﯿﻠﻋ قدﺎﺼﯾ ﻲﺘﻟا ﺔﻤﻈﻧﻷا وأ ﺢﺋاﻮﻠﻟا راﺪﺻإو ﻊﯿﻗﻮﺗ
 .ءارزﻮﻟا8-  .ﮫﺑﺎﯿﻏ ﺪﻨﻋ ﮫﻟﺎﻤﻋﺄﺑ مﻮﻘﯿﻟ ﮫﺋارزو ﻦﯿﺑ ﻦﻣ ﮫﻟ ﺐﺋﺎﻧ ﻦﯿﻌﺘﺑ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر مﻮﻘﯾ 
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4- gestionar todos los asuntos del Consejo de Ministros. 
5- Supervisar el trabajo de los ministros y las instituciones públicas del gobierno. 
6- Emitir las decisiones necesarias dentro de los límites de sus competencias 
conforme con la ley.  
7- Firmar y promulgar normativas o reglamentos aprobados por el Consejo de 
Ministros.  
8- nombrar el Vice Primer Ministro entre sus ministros para llevar a cabo su labor 
en su ausencia. 
 Consejo de Ministros. El artículo 69 establece80 que  el Consejo de 
Ministros es competente en las siguientes: 
1- Desarrollar la política General dentro de los límites de su competencia a la luz 
del programa ministerial aprobado por el Consejo Legislativo 
2- La aplicación de las políticas generales adoptadas por las autoridades palestinas 
competentes. 
3- Preparar el presupuesto financiero general que se presentará ante el Consejo 
Legislativo. 
4- Formar el órgano administrativo, de sus estructuras, y proporcionar todos los 
medios necesarios y la supervisión y el seguimiento del mismo. 
5- El seguimiento de la aplicación de las leyes y velar por el cumplimiento de sus 
disposiciones, y tomar medidas necesarias para conseguirlo. 
6- Supervisar el empeño de los ministerios y las otras unidades administrativas de 
las obligaciones y funciones, y la coordinación entre ellos. 
7-  La responsabilidad de mantener el orden público y seguridad interna. 
8- Discutir las propuestas con las distintas partes relacionadas con los párrafos 6 y 
7) anteriores, y sus políticas en la ejecución de sus competencias. 
																																								 																				
80 Artículo (69) de la Ley básica/2003: 
) ةدﺎﻣ69(  
 : ﻲﻠﯾ ﺎﻤﺑ ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻣ ﺺﺘﺨﯾ1-  ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻦﻣ ﮫﯿﻠﻋ قدﺎﺼﻤﻟا يرازﻮﻟا ﺞﻣﺎﻧﺮﺒﻟا ءﻮﺿ ﻲﻓو ،ﮫﺻﺎﺼﺘﺧا دوﺪﺣ ﻲﻓ ﺔﻣﺎﻌﻟا ﺔﺳﺎﯿﺴﻟا ﻊﺿو
 .ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا2-  .ﺔﺼﺘﺨﻤﻟا ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا تﺎﻄﻠﺴﻟا ﻦﻣ ةرﺮﻘﻤﻟا ﺔﻣﺎﻌﻟا تﺎﺳﺎﯿﺴﻟا ﺬﯿﻔﻨﺗ3- ﻟا ﺔﻧزاﻮﻤﻟا ﻊﺿو ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻰﻠﻋ ﺎﮭﺿﺮﻌﻟ ﺔﻣﺎﻌ
 .ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا4-  .ﮫﺘﻌﺑﺎﺘﻣو ﮫﯿﻠﻋ فاﺮﺷﻹاو ،ﺔﻣزﻼﻟا ﻞﺋﺎﺳﻮﻟا ﺔﻓﺎﻜﺑ هﺪﯾوﺰﺗو ،ﮫﻠﻛﺎﯿھ ﻊﺿوو ،يرادﻹا زﺎﮭﺠﻟا داﺪﻋإ5-  ﻦﯿﻧاﻮﻘﻟا ﺬﯿﻔﻨﺗ ﺔﻌﺑﺎﺘﻣ
 .ﻚﻟﺬﻟ ﺔﻣزﻼﻟا تاءاﺮﺟﻹا ذﺎﺨﺗاو ،ﺎﮭﻣﺎﻜﺣﺄﺑ ماﺰﺘﻟﻻا نﺎﻤﺿو6- ا زﺎﮭﺠﻟا تاﺪﺣو ﺮﺋﺎﺳو تارازﻮﻟا ءادأ ﻰﻠﻋ فاﺮﺷﻹا ﺎﮭﺗﺎﺒﺟاﻮﻟ يرادﻹ
 .ﺎﮭﻨﯿﺑ ﺎﻤﯿﻓ ﻖﯿﺴﻨﺘﻟاو ،ﺎﮭﺗﺎﺻﺎﺼﺘﺧاو7-  .ﻲﻠﺧاﺪﻟا ﻦﻣﻷاو مﺎﻌﻟا مﺎﻈﻨﻟا ﻆﻔﺣ ﺔﯿﻟوﺆﺴﻣ8-  ﺔﻗﻼﻌﻟا تاذ ﺔﻔﻠﺘﺨﻤﻟا تﺎﮭﺠﻟا ﻊﻣ تﺎﺣاﺮﺘﻗﻻا ﺔﺸﻗﺎﻨﻣ
) ﻦﯿﺗﺮﻘﻔﻟﺎﺑ6 و7 .ﺎﮭﺗﺎﺻﺎﺼﺘﺧا ﺬﯿﻔﻨﺗ لﺎﺠﻣ ﻲﻓ ﺎﮭﺗﺎﺳﺎﯿﺳو ،هﻼﻋأ (9-أ- وأ تﺎﻄﻠﺴﻟاو تﺎﺴﺳﺆﻤﻟاو تﺎﺌﯿﮭﻟا ءﺎﻐﻟإ وأ ءﺎﺸﻧإ  ﻦﻣ ﺎﮭﻤﻜﺣ ﻲﻓ ﺎﻣ
ب .نﻮﻧﺎﻘﺑ ﺎﮭﻨﻣ ﻞﻛ ﻢﻈﻨﯾ نا ﻰﻠﻋ ،ﺔﻣﻮﻜﺤﻠﻟ ﻊﺑﺎﺘﻟا يﺬﯿﻔﻨﺘﻟا زﺎﮭﺠﻟا ﺎﮭﻠﻤﺸﯾ ﻲﺘﻟا يرادﻹا زﺎﮭﺠﻟا تاﺪﺣو-  تﺎﺴﺳﺆﻤﻟاو تﺎﺌﯿﮭﻟا ءﺎﺳؤر ﻦﯿﯿﻌﺗ
 .نﻮﻧﺎﻘﻟا مﺎﻜﺣﻷ ﺎﻘﻓو ﺎﮭﯿﻠﻋ فاﺮﺷﻹاو هﻼﻋأ (أ) ﺪﻨﺒﻟا ﻲﻓ ﺎﮭﯿﻟإ رﺎﺸﻤﻟا10-  تﺎﻄﻠﺴﻟاو تﺎﺌﯿﮭﻟاو تارازﻮﻟا تﺎﺻﺎﺼﺘﺧا ﺪﯾﺪﺤﺗ تﺎﺴﺳﺆﻤﻟاو
 .ﺎﮭﻤﻜﺣ ﻲﻓ ﺎﻣو ،ﺔﻓﺎﻛ يﺬﯿﻔﻨﺘﻟا زﺎﮭﺠﻠﻟ ﺔﻌﺑﺎﺘﻟا11-  .نﻮﻧﺎﻘﻟا مﺎﻜﺣأ ﺐﺟﻮﻤﺑ ﮫﺑ طﺎﻨﺗ ىﺮﺧأ تﺎﺻﺎﺼﺘﺧا ﺔﯾأ 
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9- a.  La creación o supresión de organismos, instituciones, autoridades o unidades 
análogas de los órganos administrativos entre la rama ejecutiva del gobierno, y 
que se organiza cada una por ley. b. el nombramiento de los jefes de los 
organismos e instituciones mencionadas en el punto (a) anterior, y supervisarlas 
de acuerdo con las disposiciones de la ley. 
10 -  Determinará las funciones de los ministerios y los organismos, autoridades e 
instituciones de la rama ejecutiva, y las similares. 
11-  Las demás funciones que se le confiere en virtud de las disposiciones de la ley.  
En el ámbito legislativo, el Consejo de Ministros tiene la competencia de 
proponer los proyectos de ley e elevarlos al Consejo Legislativo según el 
artículo (70)81 que pone: “El Consejo de Ministros tiene el derecho de proponer 
al Consejo Legislativo los proyectos de leyes, dictar reglamentos y tomar las 
medidas necesarias para aplicar las leyes.”                                                         
 Al respecto, pone el Artículo (71)82 que: “Cada ministro en el contexto de su 
ministerio, en particular, es competente en lo siguiente: ... 4- la preparación de 
proyectos de ley relacionados con su Ministerio y presentarlos al Consejo de 
Ministros… 
 gobierno: del política responsabilidad La d. 
         En este sistema político que reparte competencias entre el Presidente de la 
Autoridad Palestina y el Gobierno marca las pautas de responsabilidades políticas de 
ambos. El artículo (74)83 de la Ley Básica del 2003 pone que: “1- El primer ministro es 
responsable ante el Presidente de la Autoridad Nacional por sus acciones y los actos de 
su gobierno. 2- Los ministros son responsables ante el Primer Ministro, cada uno dentro 
de su jurisdicción, y en el trabajo de su ministerio. 3- El primer ministro y su gabinete 
																																								 																				
81 Artículo (70) de la Ley Básica/ 2003: 
) ةدﺎﻣ70(  
ا تاءاﺮﺟﻹا ذﺎﺨﺗاو ﺢﺋاﻮﻠﻟا راﺪﺻإو ﻦﯿﻧاﻮﻘﻟا تﺎﻋوﺮﺸﻤﺑ ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻰﻟإ مﺪﻘﺘﻟا ﻲﻓ ﻖﺤﻟا ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟﻨﺘﻟ ﺔﻣزﻼﻟ.ﻦﯿﻧاﻮﻘﻟا ﺬﯿﻔ  
82  Artículo (71) de la Ley Básica/2003: 
) ةدﺎﻣ71(  
 : ﻲﺗﺄﯾ ﺎﻤﺑ صﻮﺼﺨﻟا ﮫﺟو ﻰﻠﻋ ﮫﺗرازو رﺎطإ ﻲﻓ ﺮﯾزو ﻞﻛ ﺺﺘﺨﯾ…4-  ﺲﻠﺠﻤﻟ ﺎﮭﻤﯾﺪﻘﺗو ﮫﺗرازﻮﺑ ﺔﺻﺎﺨﻟا ﻦﯿﻧاﻮﻘﻟا تﺎﻋوﺮﺸﻣ داﺪﻋإ
 .ءارزﻮﻟا…“ 
83 Artículo (74) de la Ley Básica/2003: 
) ةدﺎﻣ74(  
1- ﻟا ﺲﯿﺋر . ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ لﺎﻤﻋأ ﻦﻋو ﮫﻟﺎﻤﻋأ ﻦﻋ ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر مﺎﻣأ لوﺆﺴﻣ ءارزﻮ2-  ﻲﻓ ﻞﻛ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر مﺎﻣأ نﻮﻟوﺆﺴﻣ ءارزﻮﻟا
 .ﮫﺗرازو لﺎﻤﻋأ ﻦﻋو ﮫﺻﺎﺼﺘﺧا دوﺪﺣ3-  .ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا مﺎﻣأ ﺔﯿﻨﻣﺎﻀﺗو ﺔﯾدﺮﻓ ﺔﯿﻟوﺆﺴﻣ نﻮﻟوﺆﺴﻣ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ءﺎﻀﻋأو ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر 
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son responsables colectivamente e individualmente ante el Consejo Legislativo  
entre: distingue culoartí Dicho 
a. la responsabilidad política del Primer Ministro que será ante el Presidente de la 
Autoridad que según el artículo (75.1)84 de esta Ley Básica puede ser por iniciativa 
propia del Presidente de la Autoridad, así viene el contexto de este artículo:  
“1 - El Presidente de la Autoridad  Nacional tiene el derecho a someter al Primer 
Ministro a la investigación como consecuencia de los delitos que se le atribuyen en el 
empeño de su trabajo u a causa de ello, de conformidad con las disposiciones de la 
ley…”. 
b. la responsabilidad política de cada Ministro ante el Primer Ministro conforme con el 
párrafo 2 de este artículo (75):  
“2 - El primer ministro tiene el derecho a someter a un Ministro a la investigación sobre 
la base de cualquiera de los motivos mencionados en el párrafo (1) anterior, de 
conformidad con las disposiciones de la ley.”           
c. la responsabilidad política del Consejo de Ministros ante el Consejo Legislativo que 
será, según el párrafo 3 del mismo artículo: “3 - El primer ministro y su Gabinete son 
responsables colectivamente e individualmente ante el Consejo Legislativo.”.    
 Dicha responsabilidad del Gobierno ante el Consejo Legislativo puede 
formularse en simple cuestionar un Ministro u varios, incluso cuestionar al Primer 
Ministro, llegar a ser de forma de interrogación, investigación y puede terminar en pedir 
la moción de censura del Gobierno u de un Ministro.                
  - La moción de censura 
 La Ley Básica en sus artículos (77- 79)organiza las normas de la moción de 
censura85  como instrumento de control político en la relación entre el Gobierno y el 
																																								 																				
84  Artículo (75) de la Ley Básica/2003: 
) ةدﺎﻣ75(  
1-  ﺎﮭﺒﺒﺴﺑ وأ ﮫﺘﻔﯿظو لﺎﻤﻋأ ﮫﺘﯾدﺄﺗ ءﺎﻨﺛأ ﻢﺋاﺮﺟ ﻦﻣ ﮫﯿﻟإ ﺐﺴﻨﯾ ﺪﻗ ﺎﻤﯿﻓ ﻖﯿﻘﺤﺘﻟا ﻰﻟإ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﺔﻟﺎﺣإ ﻲﻓ ﻖﺤﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋﺮﻟ
 .نﻮﻧﺎﻘﻟا مﺎﻜﺣﻷ ﺎﻘﻓو ﻚﻟذو2- ﻤﻟا بﺎﺒﺳﻷا ﻦﻣ يأ ﻰﻟإ ادﺎﻨﺘﺳا ﻖﯿﻘﺤﺘﻟا ﻰﻟإ ءارزﻮﻟا ﻦﻣ يأ ﺔﻟﺎﺣإ ﻲﻓ ﻖﺤﻟا ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋﺮﻟ ﻲﻓ ﺎﮭﯿﻟإ رﺎﺸ
) ةﺮﻘﻔﻟا1 .نﻮﻧﺎﻘﻟا مﺎﻜﺣﻷ ﺎﻘﻓو ﻚﻟذو هﻼﻋأ ( 
85 Artículos (77-79) de la Ley Básica/2003: 
) ةدﺎﻣ77(  
1-  ﺪﻌﺑ ءارزﻮﻟا ﺪﺣﺄﺑ وأ ﺔﻣﻮﻜﺤﻟﺎﺑ ﺔﻘﺜﻟا حﺮﻄﻟ ﺔﺻﺎﺧ ﺔﺴﻠﺟ ﺪﻘﻌﻟ ﺲﻠﺠﻤﻟا ﺲﯿﺋر ﻰﻟإ ﺐﻠﻄﺑ مﺪﻘﺘﻟا ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ﻦﻣ ءﺎﻀﻋأ ةﺮﺸﻌﻟ زﻮﺠﯾ
 .ﮫﺑاﻮﺠﺘﺳا2- ﻣ ﺪﯾﺪﺤﺗ ﻢﺘﯾ .ﺦﯾرﺎﺘﻟا ﻚﻟذ ﻦﻣ ﻦﯿﻋﻮﺒﺳأ ﺎھﺪﻋﻮﻣ زوﺎﺠﺘﯾ نأ زﻮﺠﯾ ﻻو ﺐﻠﻄﻟا ﻢﯾﺪﻘﺗ ﻰﻠﻋ مﺎﯾأ ﺔﺛﻼﺛ ﻲﻀﻣ ﺪﻌﺑ ﺔﺴﻠﺟ لوأ ﺪﻋﻮ 
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Consejo Legislativo. Según el Artículo (77) se puede solicitar al Presidente del Consejo 
Legislativo por parte de diez de sus miembros celebrar una sesión especial para la 
moción de censura del gobierno o de un ministro después de su interrogatorio. Es decir, 
como suele ocurrir, se acude a este instrumento después de interrogar al Gobierno sobre 
un asunto, pero la respuesta del gobierno no convence al Consejo, por ello, se celebra 
esta sesión de censura que debe tener lugar (es decir La primera reunión) después del 
paso de tres días de haber presentado la solicitud, y no podrá exceder de la fecha 
prevista de dos semanas desde esa fecha. on arreglo al artículo (78) La moción de 
censura contra el Primer Ministro y su gobierno debe contar con la mayoría absoluta de 
los miembros del Consejo Legislativo. Una vez tomada la decisión con esta mayoría, 
resulta de esta decisión de la moción de censura contra el Primer Ministro y su gobierno 
finalizar su mandato. Aun así, el Primer Ministro y su gabinete ejercerán sus puestos 
temporalmente como un gobierno provisional, y no es admisible para ellos tomar 
decisiones salvo lo necesario y esencial para mantener el funcionamiento del poder 
ejecutivo hasta la formación del nuevo gobierno. 
Así empieza la tarea de nombrar otro Primer Ministro que es una competencia del 
Presidente de la Autoridad Palestina, como mencionamos anteriormente.      
 Al respecto, destaca el artículo (79) que: “1 - Cuando el Consejo Legislativo, por 
mayoría absoluta de sus miembros vota a la moción de censura contra el Primer 
Ministro, o contra de él y los miembros de su Gabinete colectivamente nombra el 
Presidente de la Autoridad  Nacional Palestina un sustituto en un plazo máximo de dos 
semanas a partir de la fecha de censura, y el nuevo primer ministro está sujeto a las 
disposiciones de esta sección. 2 – en el caso de que el Consejo Legislativo vota la 
censura de uno o varios miembros del Gobierno el Primer Ministro presenta una 
alternativa en la próxima reunión, en plazo máximo de dos semanas desde la fecha de la 
																																								 																																							 																																							 																																							 																	
) ةدﺎﻣ78( 
1-  .ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ءﺎﻀﻋﻷ ﺔﻘﻠﻄﻤﻟا ﺔﯿﺒﻠﻏﻷﺎﺑ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣو ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻦﻋ ﺔﻘﺜﻟا ﺐﺠﺣ ﻢﺘﯾ2-  ﺲﯿﺋر ﻦﻋ ﺔﻘﺜﻟا ﺐﺠﺣ ﻰﻠﻋ ﺐﺗﺮﺘﯾ
 .ﻢﮭﺘﯾﻻو ءﺎﮭﺘﻧا ﮫﺘﻣﻮﻜﺣو ءارزﻮﻟا3-  ﺮﯿﯿﺴﺗ ﺔﻣﻮﻜﺣ ﻢھرﺎﺒﺘﻋﺎﺑ ﺎﺘﻗﺆﻣ ﻢﮭﻟﺎﻤﻋأ نﻮﺳرﺎﻤﯾ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ءﺎﻀﻋأو ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﺔﯾﻻو ءﺎﮭﺘﻧا ﺪﻨﻋ
 .ةﺪﯾﺪﺠﻟا ﺔﻣﻮﻜﺤﻟا ﻞﯿﻜﺸﺗ ﻦﯿﺤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا لﺎﻤﻋﻷا ﺮﯿﯿﺴﺘﻟ يروﺮﺿو مزﻻ ﻮھ ﺎﻣ ﻻإ تاراﺮﻘﻟا ﻦﻣ اوﺬﺨﺘﯾ نأ ﻢﮭﻟ زﻮﺠﯾ ﻻو لﺎﻤﻋأ 
) ةدﺎﻣ79( 
1- ا ﺔﯿﺒﻠﻏﻷﺎﺑ ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا مﺎﯿﻗ ﺪﻨﻋ مﺪﻘﯾ ﻦﯿﻌﻤﺘﺠﻣ ﮫﺘﻣﻮﻜﺣ ءﺎﻀﻋأ ﻦﻋو ﮫﻨﻋ وأ ،ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻦﻋ ﺔﻘﺜﻟا ﺐﺠﺤﺑ ﮫﺋﺎﻀﻋﻷ ﺔﻘﻠﻄﻤﻟ
 اﺬھ مﺎﻜﺣﻷ ﺪﯾﺪﺠﻟا ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻊﻀﺨﯾو ،ﺔﻘﺜﻟا ﺐﺠﺣ ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ أﺪﺒﺗ نﺎﻋﻮﺒﺳأ ﺎھﺎﺼﻗأ ﺔﻠﮭﻣ لﻼﺧ ﻼﯾﺪﺑ ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر
 .بﺎﺒﻟا2- ﺣاو ﻦﻋ ﺔﻘﺜﻟا ﺐﺠﺤﺑ ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا مﺎﯿﻗ لﺎﺣ ﻰﻠﻋ ﺔﯿﻟﺎﺘﻟا ﺔﺴﻠﺠﻟا ﻲﻓ ًﻼﯾﺪﺑ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر مﺪﻘﯾ ﺔﻣﻮﻜﺤﻟا ءﺎﻀﻋأ ﻦﻣ ﺮﺜﻛأ وأ ﺪ
 .ﺔﻘﺜﻟا ﺐﺠﺣ ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ ﻦﯿﻋﻮﺒﺳأ ﺎھﺪﻋﻮﻣ زوﺎﺠﺘﯾ ﻻإ3-أ-  ﻦﻣ ﺮﺜﻛا وأ ًاﺮﯾزو وأ ﺔﯾرازو ﺔﺒﯿﻘﺣ لﺎﻄﯾ ﺮﯿﯿﻐﺗ وأ ﺔﻓﺎﺿإ ﺔﯾأ ﺎﯾرازو ﻼﯾﺪﻌﺗ ﺪﻌﯾ
ﺮﺟإ ﺪﻨﻋ .ب .ﻢھدﺪﻋ ﺚﻠﺛ ﻎﻠﺒﯾ ﻢﻟ ماد ﺎﻣ ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻣ ءﺎﻀﻋأ ﻢﺘﯾ نﺎﻛ ﺐﺒﺳ يﻷ ﺮﻏﺎﺸﻟا ءﻞﻣ وأ ءارزﻮﻟا ﺪﺣأ ﺔﻓﺎﺿإ وأ يرازو ﻞﯾﺪﻌﺗ ءا
 ﺔﻘﺜﻟا ﻰﻠﻋ ﺖﯾﻮﺼﺘﻠﻟ ﺎھﺪﻘﻌﯾ ﺔﺴﻠﺟ لوأ ﻲﻓ ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻠﻟ رﻮﻐﺸﻟا وأ ﻞﯾﺪﻌﺘﻟا ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ نﺎﻋﻮﺒﺳأ ﺎھﺎﺼﻗأ ةﺪﻣ لﻼﺧ دﺪﺠﻟا ءارزﻮﻟا ﻢﯾﺪﻘﺗ
 .ةدﺎﻤﻟا هﺬھ مﺎﻜﺣﻷ ﺎﻘﻓو ﻢﮭﺑ4- ﻮﻟا ﻦﻣ يﻷ وأ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋﺮﻟ زﻮﺠﯾ ﻻ ﻦﻣ ﮫﺑ ﺔﻘﺜﻟا ﻰﻠﻋ لﻮﺼﺤﻟا ﺪﻌﺑ ﻻإ ﮫﺒﺼﻨﻣ مﺎﮭﻣ ﺔﺳرﺎﻤﻣ ءارز
 .ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا 
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votación de la moción de censura. 3 – a) se considera una modificación del Gabinete 
cualquier adición o cambio que afecta a una cartera o un Ministro o más de los 
miembros del Gabinete, siempre y cuando no afecte un tercio de su número. b). Cuando 
se realiza un cambio de Gabinete, agregar o llenar la vacante por cualquier motivo se 
personan los nuevos ministros durante un período máximo de dos semanas a partir de la 
fecha de la enmienda o la vacante ante el Consejo Legislativo en la primera sesión 
convocada para votar sobre su confianza en la conformidad con las disposiciones de 
este artículo.  4 – No realiza el Primer Ministro o cualquier Ministro sus competencias 
hasta que obtenga la confianza del Consejo Legislativo.”.                           
Gobierno: del óndimisi aL 
 Según el artículo 8386 de esta Ley Básica: “Se considera el gobierno dimitido y 
ha de  formarse de acuerdo con las disposiciones de esta sección en los siguientes casos: 
1 - Después del comienzo de una nueva legislatura del Consejo Legislativo. 2 - Después 
de una votación de moción de censura en el Primer Ministro u en el Primer Ministro y 
su gobierno, de un tercio del número de ministros como mínimo. 3 - Cualquier adición, 
cambio, haber puestos vacantes o revocación que afecte un tercio de los miembros del 
Consejo de Ministros, por lo menos. 4 - La muerte del Primer Ministro. 5 - La dimisión 
del Primer Ministro o de un tercio de los miembros del gobierno por lo menos. 6 – la 
revocación del Primer Ministro por el Presidente de la Autoridad Nacional.   
Hay que observar que, al principio, y según el artículo 1 del Decreto Presidencial 
número 1 de 1996, el Presidente electo de la Autoridad Palestina realiza un juramento 
ante el Presidente del Consejo Nacional Palestino, el juez superior del Alto Tribunal y el 
Muftí. Y según el artículo 2 del mismo decreto el Presiente de la Autoridad Palestina 
presenta los miembros del Poder Ejecutivo en plazo de cinco semanas desde la fecha de 
convocar la primera legislatura del Consejo Legislativo para obtener su confianza. Y 
según el artículo 3 de este Decreto los miembros del Poder Legislativo realizan su 
juramento ante el Presidente de la Autoridad Palestina. 
Con arreglo a este Decreto el Presidente de la Autoridad Palestina formó su 
																																								 																				
86 Artículo (83) de la Ley Básica/2003: 
) ةدﺎﻣ83( 
 :ﺔﯿﻟﺎﺘﻟا تﻻﺎﺤﻟا ﻲﻓ بﺎﺒﻟا اﺬھ مﺎﻜﺣﻹ ﺎﻘﻓو ﺎﮭﻠﯿﻜﺸﺗ دﺎﻌﯾو ﺔﻠﯿﻘﺘﺴﻣ ﺔﻣﻮﻜﺤﻟا ﺮﺒﺘﻌﺗ1-  .ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻠﻟ ةﺪﯾﺪﺟ ﺔﯾﻻو ءﺪﺑ رﻮﻓ2-  ﺐﺠﺣ ﺪﻌﺑ
 ﺔﻘﺜﻟا .ﻞﻗﻷا ﻰﻠﻋ ءارزﻮﻟا دﺪﻋ ﺚﻠﺛ ﻦﻋ وأ ،ﮫﺘﻣﻮﻜﺣو ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻦﻋ وأ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﻦﻋ3-  ﺔﻟﺎﻗإ وأ رﻮﻐﺷ وأ ﺮﯿﯿﻐﺗ وأ ﺔﻓﺎﺿإ ﺔﯾأ
 .ﻞﻗﻷا ﻰﻠﻋ ءارزﻮﻟا ﺲﻠﺠﻣ ءﺎﻀﻋأ دﺪﻋ ﺚﻠﺛ ﻞﻤﺸﺗ4-  .ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ةﺎﻓو5-  ﺔﻣﻮﻜﺤﻟا ءﺎﻀﻋأ دﺪﻋ ﺚﻠﺛ ﺔﻟﺎﻘﺘﺳا وأ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﺔﻟﺎﻘﺘﺳا
 .ﻞﻗﻷا ﻰﻠﻋ6- ﻟﺎﻗإ .ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﻞﺒﻗ ﻦﻣ ءارزﻮﻟا ﺲﯿﺋر ﺔ 
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primer Consejo de Ministros por el Decreto Presidencial número 2 del 1998, formado 
por treinta ministros sin contar el ministerio de interior que lo guardó para sí mismo al 
lado de su función como el Presidente del Consejo de Ministros.   
 Este modelo del Poder Ejecutivo se cambió después de la modificación de la Ley 
Básica Palestina del 2002 por la Ley Básica del 2003 que con arreglo a su artículo 45 se 
creó el puesto del Primer Ministro que será nombrado por el Presidente de la Autoridad 
Palestina y le pide que forme su Consejo de Ministros. Con el cumplimiento de este 
precepto decretó el Presidente de la Autoridad Palestina el Decreto Presidencial número 6 
del 2003sobre la asignación de Mahmud Abas como Primer Ministro y le autoriza de 
formar su Consejo de Ministros. (Artículo 1). Así, se produjo un cambio importante en la 
constructora del Poder Ejecutivo que será plasmada en el Presidente de la Autoridad 
Palestina y el Consejo de Ministros presidido por el Primer Ministro. Dicho cambio no tiene 
un precepto legal en los acuerdos de paz. De tal forma sigue en práctica la asignación del 
Primer Ministro según los preceptos de la Ley Básica Palestina.  
En nuestro juicio, veamos que la Autoridad Nacional Palestina ha construido el 
Poder Ejecutivo de forma detallada y de tal manera que no tiene que ver con los 
preceptos de los acuerdos de paz que señalamos anteriormente. Tal situación refleja la 
voluntad pública del pueblo palestino de prepararse de establecer y dejar preparados sus 
estatutos para una fase futura de independencia sin contar con la voluntad de Israel que 
tampoco en su caso respetó lo que ha firmado con la OLP especialmente el periodo 
transitorio de cinco años para llegar a un acuerdo total que nazca por ello un Estado 
Palestino independiente; nada más claro que refleja este incumplimiento que el paso de 
más de veinte dos años desde la firma del acuerdo de Oslo uno en el 1993 que contiene 
esta obligación de cinco años máximos. Por lo tanto, creemos que el conflicto Palestino- 
israelí está terminando en círculo sin salida, por lo menos hasta ahora. Más aún, es la 
situación en Franja de Gaza y su separación de la otra parte del territorio asignado de la 
Autonomía de la Autoridad Palestina, Cisjordania, una situación que provocó tres 
guerras hasta el momento entre Israel y el Gobierno de Hamas que controla esta parte. 
2. El Poder Judicial:  
 En primer lugar, confirmamos que existieron en Palestina dos sistemas Jurídicos, 
por consiguiente, se conocieron allí dos sistemas judiciales: en Franja de Gaza el 
sistema vigente fue el anglosajón perteneciente a la era del Mandato Británico, y en 
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Cisjordania el sistema vigente fue el latino a través de la aplicación del sistema jordano 
que empezó de existir después de la anexión de la parte occidental de la ribera del Río 
Jordano el año 1949.  
 Los artículos 1 y 3 del acuerdo de paz " la Declaración de Principios", 
mencionados más arriba, establecen una Autoridad Autonómica Palestina a través de la 
celebración de elecciones generales, de forma y de periodo transitorio no pasa cinco 
años. Y, afirma el artículo 4 del mismo acuerdo que dicha Autoridad asumirá todas las 
competencias y responsabilidades transferidas a ella; de las cuales, según el artículo 6 
del mismo acuerdo, el "Sistema Judicial", que refiere al Poder Judicial. Esta 
competencia otorgada a la Autoridad Palestina ha sido confirmada, luego, en el 
"Acuerdo Interino" firmado en Washington el 28 de septiembre, 1995.  
 El sistema judicial en Palestina consiste en el Ministerio de Justicia de la 
Autoridad Palestina creado por primera vez el 1994. La Fiscalía General, el Colegio de 
abogacía que está vinculada al Ministerio de Justicia con arreglo a la Ley del Colegio de 
Abogacía del 1999 y los tribunales. 
 Los preceptos organizadores del poder judicial vienen destacados en el capítulo 
seis de la Ley Básica de la Autoridad Palestina; el rasgo principal de este poder se puede 
resumir en los siguientes: 
1- la independencia del poder judicial y los jueces (el artículo 97 y 98 de la Ley Básica 
Palestina). Dicho poder se realiza por los tribunales de deferentes tipos y grados, y que 
se establezcan y se dotan sus competencias según la ley. 
2-  crear el Consejo Judicial Supremo (artículo 100 de la Ley Básica), que delimitará la 
ley su composición, competencias y el mecanismo de sus funciones, y se consulta al 
Consejo Judicial sobre cualquier proyecto de ley que pretende organizar cualquier 
asunto del poder judicial. 
En práctica, existen los siguientes tipos de tribunales en Palestina: 
1. Tribunales ordinarios competentes para ver o juzgar los conflictos civiles, 
penales e administrativos.  
2- Los tribunales religiosos: competentes en ver los casos vinculantes a los 
estatutos personales como matrimonio, herencia…etc. En cuanto a los palestinos 
musulmanes tiene la competencia los tribunales que aplican la Ley Musulmana (Al 
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Sharíá), mientras, en el caso de los palestinos cristianos se aplica la Ley Iglesiastica ante 
tribunales de la religión cristiana. Según lo que establezca la ley (artículo 101/1de la 
Ley Básica).87 
3-  los tribunales militares se establezcan por leyes especiales y se quedan 
competentes en los asuntos militares. (Artículo 101/2 de la Ley Básica). En realidad, el 
origen de este tipo de tribunales se encuentra las legislaciones de la OLP que crió el 
1973 el Sistema Judicial Militar aprobando el 1979 varias legislaciones revolucionarias 
tratando este sistema como su competencia, estructura...etc. Después de la creación de 
la Autoridad Palestina, el Presidente de la Autoridad dictó el Decreto número 19 del 
1994 creando de nuevo el Sistema Judicial Militar y incorporar en el ordenamiento 
jurídico palestino estas legislaciones del 1979.88 
Al respecto, también, existía otro tipo de tribunales militares que encuentran su origen 
en: 
a) bien en las órdenes militares israelíes que crearon varios tribunales de este 
tipo en los territorios ocupados en Cisjordania y Franja de Gaza para juzgar los casos 
vinculados al tema de seguridad de la fuerza de la ocupación israelí. En este lugar, es 
preciso mencionar que la ocupación israelí ( representado por el Comandante Mayor del 
ejército israelí en Cisjordania y la Franja de Gaza) aprobó el 28 de septiembre, 1997 un 
orden militar autorizando por ello a los tribunales militares israelíes juzgar cualquier 
persona, en los territorios que está totalmente bajo el control de la Autoridad Palestina 
en Cisjordania u en Franja de Gaza, que organice o participe en una manifestación, 
protesta o cualquier provocación que afecte o pueda afectar la seguridad de Israel, a 
pesar de que los acuerdos de paz dan la Autoridad Palestina la competencia jurídica en 
los territorios bajo la dominación completa de dicha Autoridad. Esta orden propone 
considerar que los territorios de la Autoridad Palestina siguen siendo zonas dominadas 
por “Israel” y entran en su competencia legislativa y judicial. 
 b) o bien en los decretos presidenciales aprobados por el Presidente de la 
Autoridad Palestina que crearon tribunales con la jurisdicción de ver los casos que 
cuenten peligro contra la seguridad pública del “Estado”. Por ejemplo, el 7 de febrero de 
																																								 																				
87Albargoozí,Maén, La condición del Poder Judicial y el sistema jurídico, La Comisión Independiente 
Palestina para los Derechos de los Ciudadanos, Ramallah, 2005   P. 90. 
88  Ibídem, P. 78. 
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1995 el Presidente de la Autoridad Palestina aprobó una orden creando por ello el 
"Tribunal Supremo de Seguridad del Estado".89 Dicha orden emanó de los preceptos de 
la Orden Militar del Gobernador Egipcio en Gaza número 55/1964 que, a su vez, emanó 
del Reglamento de Urgencia Británico del año 1945 que dio la competencia al 
gobernador militar de la zona para crear semejante tribunal. 90 Este último tipo de los 
tribunales militares se han derogado después de la entrada en vigor la Ley Básica 
Palestina del 2002 modificada por la Ley Básica del 2003 por su contradictoria con los 
principios constitucionales de justicia y las garantías de la independencia del Poder 
Judicial y el juicio justo. De tal forma estos tribunales dejaron de asumir sus 
competencias desde el 2003.el 22 de marzo del 2005, ordinó el Presidente de la 
Autoridad Palestina de ver de nuevo todas las sentencias tomadas por estos tribunales 
especialmente aquellos que ha sido la condena la pena capital; así, para juzgar de nuevo 
los condenados ante los tribunales ordinarios.91 
4- se establezcan tribunales administrativos por ley que marca sus competencias y los 
procedimientos ha que seguir ante este tipo de tribunales. (Artículo 102 de la Ley 
Básica Palestina). 
5-  Según el párrafo 1 del artículo 103 de la Ley Básica Palestina, se creará por ley el 
Tribunal Constitucional, y será competente en: 1. ver la constitucionalidad de las leyes, 
reglamentos y normativas, etc. 2. La interpretación de los preceptos de la Ley Básica y 
de las legislaciones. 3. decidir sobre los conflictos de jurisprudencia entre los entes 
																																								 																				
89    El Decreto Presidencial núm. (49) /1995 de establecer el Tribunal Supremo de Seguridad del Estado 
) ﻢﻗر راﺮﻗ49 ﺔﻨﺴﻟ (1995 ﺎﯿﻠﻋ ﺔﻟود ﻦﻣأ ﺔﻤﻜﺤﻣ ءﺎﺸﻧﺈﺑ 
)ﻢﻗر راﺮﻘﻟا ﻰﻠﻋ عﻼطﻹا ﺪﻌﺑ ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺲﯿﺋر1 ﺔﻨﺴﻟ (1994ﺮﻤﺘﺳﺎﺑ م ﻞﻤﻌﻟا را
 ﺦﯾرﺎﺗ ﻞﺒﻗ لﻮﻌﻔﻤﻟا ﺔﯾرﺎﺳ ﺖﻧﺎﻛ ﻲﺘﻟا ﺮﻣاوﻷاو ﺔﻤﻈﻧﻷاو ﻦﯿﻧاﻮﻘﻟﺎﺑ5/6/1967 ﻢﺘﯾ ﻰﺘﺣ "ةﺰﻏ عﺎﻄﻗو ﺔﯿﺑﺮﻐﻟا ﺔﻔﻀﻟا" ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻲﺿارﻷا ﻲﻓ ،م
 ﺔﻨﺴﻟ ةﺰﻏ عﺎﻄﻘﻟ يرﻮﺘﺳﺪﻟا مﺎﻈﻨﻟا ﻰﻠﻋو .ﺎھﺪﯿﺣﻮﺗ1962) ةدﺎﻤﻟا ﺔﺻﺎﺨﺑو م59) ﻢﻗر راﺮﻘﻟا ﻰﻠﻋو ،،ﮫﻨﻣ (55 ﺔﻨﺴﻟ (1964ﻞﯿﻜﺸﺗ نﺄﺸﺑ م  ﻢﻛﺎﺤﻤﻟا
:ﻲﻠﯾ ﺎﻣ رﺮﻗأ ﺎﻨﻟ ﺔﻟﻮﺨﻤﻟا تﺎﻄﻠﺴﻟا ﻰﻠﻋ ًءﺎﻨﺑو ﺔﻣﺎﻌﻟا ﺔﺤﻠﺼﻤﻟا ﮫﯿﻀﺘﻘﺗ ﺎﻣ ﻰﻠﻋ ءﺎﻨﺑو ،،ﺎﮭﺗﺎﯿﺣﻼﺻو ﺔﯾﺮﻜﺴﻌﻟا-  
) ةدﺎﻣ1( 
:ﻢﮭﺋﺎﻤﺳأ ﻲﺗﻵا طﺎﺒﻀﻟا ﻦﻣ ﺎﯿﻠﻋ ﺔﻟود ﻦﻣأ ﺔﻤﻜﺤﻣ ﻞﻜﺸﺗ- 1-  ً ﺎﺴﯿﺋر يﺪﯿﻌﺠﻟا نﺎﻀﻣر حﺎﺘﻔﻟا ﺪﺒﻋ/ﺪﯿﻤﻌﻟا2-  ًاﻮﻀﻋ ﺮﺼﻧ ﺢﯿﻤﺳ /ﺪﯿﻘﻌﻟا 
3-  يﺪﻤﺣ /ﺪﯿﻘﻌﻟا ًاﻮﻀﻋ ﻲﻔﯾﺮﻟا4-  طﺎﯿﺘﺣا ﻰﺴﯿﻋ ﺔﻣاﺮﻛ ﺪﻤﺤﻣ /مﺪﻘﻤﻟا5-  طﺎﯿﺘﺣا يﺮﺼﻤﻟا نﺎﻤﻠﺳ ﻰﺳﻮﻣ ﻢﯾﺮﻜﻟا ﺪﺒﻋ /ﻲﺿﺎﻘﻟا ﺪﺋاﺮﻟا 
) ةدﺎﻣ2( 
:ﻢﮭﺋﺎﻤﺳأ ﻲﺗﻵا طﺎﺒﻀﻟا ﻦﻣ ﺔﻟوﺪﻟا ﻦﻣأ ﺔﻤﻜﺤﻣ ﺔﺑﺎﯿﻧ ﻞﻜﺸﺗ- 1-  تﺎﺣﺮﻓ ﺐﯾذ ﺪﻤﺤﻣ /ﻲﺿﺎﻘﻟا مﺪﻘﻤﻟا2- رﺰﺟ ﻮﺑأ ﺢﻟﺎﺻ /ﻲﺿﺎﻘﻟا ﺪﺋاﺮﻟا 
3- ﺒﻤﻟا ﺪﻤﺣأ /ﻲﺿﺎﻘﻟا ﺪﺋاﺮﻟا ﺾﯿ 
) ةدﺎﻣ3( 
 .ﺔﯿﻤﺳﺮﻟا ةﺪﯾﺮﺠﻟا ﻲﻓ ﺮﺸﻨﯾو ،هروﺪﺻ ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ ﮫﺑ ﻞﻤﻌﯾو ،راﺮﻘﻟا اﺬھ ﺬﯿﻔﻨﺗ ،ﮫﺼﺨﯾ ﺎﻤﯿﻓ ﻞﻛ ﺔﺼﺘﺨﻤﻟا تﺎﮭﺠﻟا ﻊﯿﻤﺟ ﻰﻠﻋ 
 :ﻲﻓ ةﺰﻏ ﺔﻨﯾﺪﻤﺑ رﺪﺻ16/2/1995  ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺲﯿﺋر تﺎﻓﺮﻋ ﺮﺳﺎﯾ 
ﺎﻀﻘﻟا ﺔﻣﻮﻈﻨﻣ ﻦﻋ ﻦﯿﻄﺴﻠﻓ ﻲﻓ ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاو ء-  ﻲﻔﺘﻘﻤﻟا-.ﺖﯾزﺮﯿﺑ ﺔﻌﻣﺎﺟ ﻲﻓ قﻮﻘﺤﻟا ﺪﮭﻌﻣ داﺪﻋا ، 
90 El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina por los derechos de los Ciudadanos, 
Palestina, no. 3, 1997. Pp 74-83.   
91 Ibidem, Albargoothi, Maén, op. cit. Pp. 76. 
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judiciales y los entes administrativos que tengan competencias judiciales. Y según el 
párrafo 2 del artículo 103, este establece la ley la forma de la composición del Tribunal 
constitucional y los procedimientos han de seguir ante lo cual y los efectos de sus 
sentencias. 
Como hemos citado más arriba, las legislaciones aplicables en los conflictos 
vistos por los tribunales palestinos se varían como los siguientes: 
1. En Cisjordania, como señalamos, después de la anexión de la parte occidental de la 
ribera del Río Jordano, el Régimen Jordano cambió básicamente el sistema jurídico 
que estaba vigente en la era del mandato británico, salvo algunas leyes como 
"Almagala Otomana" que formaba la Ley Civil entonces. Por ello, todas las 
legislaciones, entre ellas la Constitución Jordana del año 1952 aprobado por el 
régimen jordano antes de la ocupación israelí de Cisjordania son vigentes hasta la 
fecha de hoy, salvo aquellas legislaciones que han sido modificadas, derogadas u 
aprobadas por la ocupación israelí o, últimamente, por la Autoridad Palestina a través 
de aprobar nuevas legislaciones que contradicen con las jordanas preexistentes. 
2.  En Franja de Gaza, se aplican las legislaciones de la época del Mandato 
Británico, las legislaciones aprobadas por la Administración Egipcia, las legislaciones 
aprobadas por el Consejo Legislativo Palestino en aquella época en aquella época 
mandataria, las Ordenes Militares Israelíes y las nuevas legislaciones aprobadas por 
la Autoridad Autónoma Palestina. 
3. “Las Legislaciones Revolucionarias de la Organización para Liberación de Palestina 
“O.L.P”, que, como señalamos más arriba.92 
4. Las Órdenes Militares Israelíes: como señalamos más arriba, desde el año 1967 Israel 
aprobó numerosos órdenes Militares modificando las leyes vigentes en Cisjordania y 
Franja de Gaza. Así, aprobó no menos de 1455 órdenes militares en Cisjordania y 
1100 órdenes militares en Franja de Gaza.  
Lo curioso en este tema es que el Presidente de la Autoridad Palestina decretó en 
el Decreto número (1) del 199493 en su artículo (1) pone que  
																																								 																				
92 El Informe Anual de la Comisión Independiente,óp. cit. Pp. 85-86. 
93  Decreto núm. (1) / 1994 sobre la aplicación de las legislaciones preexistentes: 
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“siguen aplicables las leyes, los reglamentos y las ordenes que estaban vigentes antes 
del 5 de junio del 1967 en el territorio palestino (Cisjordania y Franja de Gaza) hasta su 
unificación.”.  
La importancia de este Decreto, para nuestro juicio no fue investir a estas 
legislaciones pre-existentes de la creación de la Autoridad Palestina, en especial las 
órdenes militares de la ocupación israelí como piensa algunos autores,94 una 
legitimidad, sino presentaba una política legislativa razonable para no perturbar la 
seguridad jurídica de los ciudadanos y los aplicadores de la ley a través de optar por otra 
alternativa que sería anular lo anterior de una vez por razones políticas representando 
por ello el rechazo a todo que venía de la época de las ocupaciones en Palestina. Por 
ello, venía en el mismo contexto de este artículo que estos preceptos siguen en vigor 
hasta su unificación, que significa ser depuradas: modificadas o derogadas. Pero, y por 
ello, el Presidente de la Autoridad Palestina, que representaba y disfrutaba de todos los 
poderes decretó el Decreto número (5) del 1995 que pone en su artículo (1) que: “Se 
emana a la Autoridad Palestina todos los poderes y las competencias contenidas en las 
legislaciones, las leyes, los decretos y las ordenes que estaban en vigor en Cisjordania y 
Franja de Gaza antes del 19 del 5 de 1994.” que significa para nosotros tres cosas 
importantes: 
1.  la confirmación de lo que tienen estos preceptos anteriores de fuerza de ley en 
su sentido amplio para que sean aplicables ante los tribunales de la Autoridad Palestina;  
2. Confirmar que la legitimidad de estos preceptos emana a la Autoridad 
Palestina por este Decreto Presidencial de la Autoridad Palestina justificada por 
																																								 																																							 																																							 																																							 																	
) ﻢﻗر راﺮﻗ1 ﺔﻨﺴﻟ (1994  
 راﺮﻗ ﻰﻠﻋ ءﺎﻨﺑ ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺲﯿﺋر تﺎﯿﺣﻼﺼﻟا ﻰﻠﻋ ًءﺎﻨﺑو ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا
:ﻲﻠﯾ ﺎﻣ رﺮﻘﯾ .ﮫﻟ ﺔﻟﻮﺨﻤﻟا-  
) ةدﺎﻣ1( 
 ﺦﯾرﺎﺗ ﻞﺒﻗ لﻮﻌﻔﻤﻟا ﺔﯾرﺎﺳ ﺖﻧﺎﻛ ﻲﺘﻟا ﺮﻣاوﻷاو ﺔﻤﻈﻧﻷاو ﻦﯿﻧاﻮﻘﻟﺎﺑ ﻞﻤﻌﻟا ﺮﻤﺘﺴﯾ5/6/1967  ﺔﯿﺑﺮﻐﻟا ﺔﻔﻀﻟا" ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻲﺿارﻷا ﻲﻓ
 .ﺎھﺪﯿﺣﻮﺗ ﻢﺘﯾ ﻰﺘﺣ "ةﺰﻏ عﺎﻄﻗو 
) ةدﺎﻣ2( 
و ﺔﯿﻣﺎﻈﻨﻟا ﻢﻛﺎﺤﻤﻟا ﺮﻤﺘﺴﺗ .ﺎﮭﺑ لﻮﻤﻌﻤﻟا ﺔﻤﻈﻧﻷاو ﻦﯿﻧاﻮﻘﻠﻟ ًﺎﻘﺒط ﺎﮭﻟﺎﻤﻋأ ﺔﻟواﺰﻣ ﻲﻓ ﺎﮭﺗﺎﺟرد فﻼﺘﺧا ﻰﻠﻋ ﺔﯿﻔﺋﺎﻄﻟاو ﺔﯿﻋﺮﺸﻟا 
) ةدﺎﻣ3( 
 .ﻦﯿﻧاﻮﻘﻠﻟ ﺎﻘﻓو ﮫﺻﺎﺼﺘﺧا ةﺮﺋاد ﻲﻓ ﻞﻛ ﻢﮭﻟﺎﻤﻋأ ﺔﺳرﺎﻤﻣ ﻲﻓ ﺔﻣﺎﻌﻟا ﺔﺑﺎﯿﻨﻟا ءﺎﻀﻋأو نﻮﯿﻋﺮﺸﻟاو نﻮﯿﻣﺎﻈﻨﻟا ةﺎﻀﻘﻟا ةدﺎﺴﻟا ﺮﻤﺘﺴﯾ 
) ةدﺎﻣ4( 
ﺎﺗ ﻦﻣ ارﺎﺒﺘﻋا راﺮﻘﻟا اﺬھ يﺮﺴﯾ .ﺔﯿﻤﺳﺮﻟا ةﺪﯾﺮﺠﻟا ﻲﻓ ﺮﺸﻨﯾو هﺬﯿﻔﻨﺘﻟ مﺰﻠﯾ ﻦﻣ ﻎﻠﺒﯾو ﮫﺨﯾر 
 :ﻲﻓ ﺲﻧﻮﺗ9  ﺔﺠﺤﻟا وذ1414  :ﻖﻓاﻮﻤﻟا ﺔﯾﺮﺠھ20/5/1994  ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺲﯿﺋر تﺎﻓﺮﻋ ﺮﺳﺎﯾ ﺔﯾدﻼﯿﻣ
 ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﻦﯿﻄﺴﻠﻓ ﻲﻓ ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاو ءﺎﻀﻘﻟا ﺔﻣﻮﻈﻨﻣ ﻦﻋ-  ﻲﻔﺘﻘﻤﻟا-داﺪﻋا ، .ﺖﯾزﺮﯿﺑ ﺔﻌﻣﺎﺟ ﻲﻓ قﻮﻘﺤﻟا ﺪﮭﻌﻣ 
94 V V. A A, La Condición legislativa en Palestina 2007-2012: mecanismos, consecuencias y soluciones, 




conseguir el interés público palestino, y anular lo que tenían de fuerza o legitimidad 
otorgada por otro régimen o fuerza de ocupación que los había aprobado. 
3. provocar un problema de interpretación del Decreto del 1995; porque el 
contexto de su artículo (1) pone que “se emana a la Autoridad Palestina todos los 
poderes y competencias contenidas en las legislaciones…” Sin decir si se quedan 
aplicables o no, el caso que produjo incertidumbre entre los aplicadores de la ley 
especialmente los tribunales, entre los juristas y los políticos. Por ello, dicho Decreto, 
para algunos, significa anular prácticamente las órdenes militares israelíes anteriores 
que modificaron de cualquier forma dichas legislaciones que estaban en vigor antes da 
la ocupación. Este orden no sólo vulnera los preceptos de los acuerdos de paz que dan el 
derecho a Israel a rechazar cualquier anulación o modificación de las legislaciones 
vigentes en los territorios de la Autonomía Palestina de forma unitaria por la Autoridad 
Palestina, sino  también, provoca un estado de confusión en los tribunales que los 
resultó imposible saber el precepto aplicable en la hora de ver cualquier caso, junto con 
la realidad de afectar y dañar los derechos adquiridos de los sujetos a estas 
legislaciones. Por estas razones, los tribunales palestinos, en práctica, siguen aplicando 
algunas órdenes israelíes en numerosos temasa pesar de este Decreto.95 
Para nosotros, no se trata, en este caso, de anular lo anterior, sino tomar un paso 
para adelante en proceso preliminar para adaptar en el futuro estos preceptos a la nueva 
situación para que sean luego modificados o derogados a través de un proceso 
legislativo depurativo que responda a la necesidad real del nuevo régimen y su 
población. Sin embargo, no negamos que la redacción de este Decreto no ha sido lo 
adecuado, por ello, fue objeto de interpretaciones que generaron confusiones en la 
práctica. 
De toda forma esta situación ha sido corregida con la aprobación de la Ley 
Básica Palestina del 2002 (artículos 109 y 110) y la Ley Básica Modificadora del 18 de 
marzo de 2003 que establece en su artículo 118 que: “Todo lo que no contradice con los 
preceptos establecidos en esta Ley siguen en vigor las leyes, reglamentos y resoluciones 
vigentes en Palestina de forma anterior de la entrada en vigor de esta Ley hasta que se 
modifiquen o se deroguen según la ley.” También, establece el artículo 119 de esta Ley 
Básica que: “Queda derogado todo que contradice con los preceptos de esta Ley 
																																								 																				
95El informe Anual de la Comisión Independiente, óp. cit. P. 75-76. 
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Básica.”. A la luz de estos dos artículos, todas las legislaciones pre-existentes a esta ley 
siguen aplicables mientras que no contradicen con ello, lo que significa aquellas 
legislaciones de las diferentes épocas anteriores de la época de la Autoridad Palestina 
mencionadas más arriba.     
 También, la constructora del poder judicial ha sido modificada, notablemente, 
por la Ley del Poder Judicial número (1/2002) que organizó los tipos de los tribunales, 
sus rangos y sus competencias, y por la entrada en vigor de la Ley Básica de la 
Autoridad Palestina del 2003 que organizó el Poder Judicial en sus artículos de 97- 109 
que con ello podemos notar un desarrollo en la creación de algunos institutos para el 
Poder Judicial con competencias de gran importancia: 
 crear el Consejo Judicial Supremo, Art. 100) de la Ley Básica de 2003. Este 
Consejo se ha formado después de la entrada en vigor la Ley del Poder Judicial del 
2002.96 
 crear por Ley el Tribunal Supremo Constitucional. En el cumplimiento de este 
artículo 100 se aprobó la Ley del Tribunal Supremo Constitucional número 3 de 2006.  
Este según el artículo 103 de la Ley Básica es competente de: 
1. ver la constitucionalidad de todas las leyes, reglamentos o decretos. 
2. la interpretación de los textos de la Ley Básica y las demás legislaciones. 
Los conflictos de competencia entre los institutos judiciales y administrativos.   
 En realidad, no se ha formado este tribunal hasta el momento. Por ello, sigue el 
tribunal Supremo en ver los casos que son originalmente de la competencia del tribunal 
constitucional. 
 A pesar de la entrada en vigor de la Ley de este Tribunal, hasta hoy en día no se 
ha formado este Tribunal; por tanto, sigue asumiendo sus competencias el Tribunal 
Supremo en calidad de Tribunal Constitucional, como estaba siempre haciendo. 
 Lo más significante en el desarrollo surgido en el sistema judicial es la creación 
de los dos nuevos institutos: el Consejo Supremo Judicial y el Tribunal Constitucional. 
																																								 																				
96 Albargoothi, Maén, Acerca del Estatuto del Poder Judicial y el Sistema judicial, publicaciones de la 
Comisión Independiente de Derechos Civiles, Ramallah, 2006. P. 46. 
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Por la razón de que anteriormente no había un instituto para recurrir a ello buscando la 
interpretación de los textos o los preceptos legislativos en su sentido amplio.  
 
3. El Poder Legislativo de la Autoridad Palestina (El Consejo Legislativo): 
 Como señalamos más arriba, el Acuerdo Interino de Paz establece que el Consejo de 
la Autoridad Palestina será formado por 88 miembros elegidos a través de elecciones 
generales. De acuerdo con este precepto, los palestinos celebraron estas elecciones el 20 de 
enero 1996, con arreglo a la Ley Electoral Palestina número 15/1995, aprobado el 7 de 
diciembre de 1995 por el Presidente de la Autoridad Palestina, formando el Consejo que ha 
elegido su propio Presidente y aprobó su Reglamento Interno. El Consejo Palestino está 
constituido por una sola Cámara; la Cámara de los Diputados, que al principio de su 
formación asumió sus responsabilidades según su propio Reglamento Interno como fuente 
única de su competencia, porque la Autoridad Palestina no tenía, entonces, una Ley básica, 
a pesar de que el Acuerdo de Paz exigía que la Autoridad apruebe dicha Ley Básica. Más 
tarde, el Consejo aprobó la Ley Básica el 2 de Octubre de 1997, pero el Presidente de la 
Autoridad Palestina no lo ha  sancionado, por razones políticas, hasta el 2002 y se modificó 
el 2003, por la necesidad de  crear el puesto del Primer Ministro a través de una enmienda 
sobre el texto antiguo de esta Ley. Según el artículo 51 de la Ley Básica del 2003 el consejo 
tiene la competencia de poner su Reglamento Interno. Es decir, este artículo formó la base 
constitucional para una práctica pre-existente a este Ley Básica de parte del Consejo 
Legislativo sobre aprobarse su propio reglamento interno antes que dicha Ley ve la luz. Este 
artículo exige que este Reglamento no deba ser contradictorio con los preceptos de la Ley 
Básica o con los preceptos generales constitucionales.  Por otro lado, afirma esta Ley Básica 
en su artículo 47 que “1. El Consejo Legislativo Palestino forma el Poder Legislativo electo 
que asumirá sus responsabilidades legislativas y de control según su Reglamento Interno 
siempre que no se contradice con esta Ley Básica. ….. 3. La duración de la legislatura es la 
duración de la fase transitoria”. Es decir, el tiempo que dure la fase provisional de los 
acuerdos de paz hasta que se consiga la solución final del conflicto palestino-israelí. 
También, afirma el artículo 48/1 de la misma Ley que “El Consejo Legislativo se forma por 
88 miembros elegidos según la ley...” siguiendo, con estos artículos, los mismos preceptos 
incorporados en los acuerdos de paz y en el propio Reglamento Interno del Consejo que 
acabamos de señalar.   
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En realidad, dichos artículos han sido modificados como sigue: 
 El artículo 47 párrafo 3 citado arriba ha sido modificado por el artículo 47 
párrafo 3 de la Ley Básica del 12 de agosto de 2005, que según este será la legislatura 
del Consejo Legislativo de cuatro años. Con coherencia a este último precepto establece 
el Decreto Ley número 1 de 2007 sobre las Elecciones en su artículo 4/2 que la 
legislatura del Consejo Legislativo es de cuatro años. 
 El artículo 48 párrafo 1 citado arriba ha sido modificado por el artículo 48 
párrafo 1 de la Ley Básica del 12 de agosto de 2005 que establece “se eligen los 
miembros del Consejo Legislativo a través de elecciones generales, libres y directas 
según la ley electoral que determina el número de los miembros y las circunscripciones 
y el sistema electoral.”. 
 Según el artículo 2 de la Ley Electoral 9 de 2005, el Consejo Legislativo quedó 
conformado por 132 miembros. Dicho precepto entró en vigor tras las primeras 
elecciones celebradas, con arreglo al artículo 111 de la misma ley. Dos años más tarde, 
con la aprobación del artículo 4/2 del Decreto Ley 1 de 2007 sobre Elecciones, quedó 
derogada la anterior ley, a excepción del artículo relativo al número de miembros 
(artículo 4/2).  
 Este incremento del número de miembros del Consejo Legislativo entra en 
contradicción con lo establecido en los acuerdos de paz, que limitaba el número durante 
la fase transitoria del proceso de paz a 88.  
Es interesante destacar el pesimismo de los palestinos ante el proceso de paz y 
su progresivo olvido, que se refleja en el desarrollo que iba adquiriendo la estructura de 
la Autoridad Nacional Palestina. 
Dicha situación política lleva al conjunto de los palestinos a crear un Estado 
imaginario independiente a través de la creación de sus propias instituciones nacionales, 
otorgándole poderes al Estado a través del establecimiento de los poderes ejecutivo, 
legislativo y judicial, y sobre todo a través de la creación de una Constitución, la Ley 
Básica, que se opone frontalmente a lo establecido en los acuerdos de paz.      
Varios son los aspectos a destacar del poder legislativo y del derecho 
parlamentario palestino, así como de su funcionamiento en la práctica:  
Como ya se mencionó, el Consejo de la Autoridad Palestina se encontraba 
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condicionado por los acuerdos de paz para definir su propio reglamento, así como para 
organizar su estructura y funcionamiento, los cuales tenían que contemplar las 
autorizaciones asignadas en dicho acuerdo. Esta realidad jurídica y política del 
momento, dio como resultado el nacimiento de la figura del Presidente de la Autoridad 
Palestina, el cual se encontraba con la realidad de tener que convocar unas elecciones 
generales y presidenciales para formar el Consejo de dicha Autoridad, el cual no 
contaba con la base jurídica necesaria que sirviera de cimiento del nuevo Estado, al 
carecer de una ley electoral que articulara los mecanismos electorales, ni de una Ley 
Básica o Constitución, sobre los que construir el Consejo. Esta situación les llevó a 
crear el primer Reglamento Interno del Consejo, el cual vio la luz el 17 de abril de1998, 
tras la celebración de las elecciones generales, con el objeto de reunir todas las 
funciones legislativas y de control necesarias para poder organizar las funciones y 
relaciones entre los diferentes poderes de dicha Autoridad.  
Está situación vino dada por el incumplimiento de los acuerdos de paz, los 
cuales establecían restricciones a la recién nacida Autoridad, pues el acuerdo 
contemplaba un Consejo y un Presidente de la Autoridad electos, debiendo ser este 
último miembro del Consejo. El Presidente conformaba su poder ejecutivo entre los 
miembros 80% del Consejo, siendo el 20% restante proveniente de fuera del Consejo. 
Pero a diferencia de lo que se establecía en el Preámbulo de los acuerdos de paz, la Ley 
Electoral que se desarrolló (Ley Electoral 15 de1995) contemplaba que el régimen 
resultante de las elecciones, se construyera sobe el principio de la separación de 
poderes, por lo que el Consejo asumiría la función legislativa y el Presidente de la 
Autoridad, como miembro del Consejo, formaría su gobierno siguiendo su propio 
criterio, y que este gobierno será responsable ante el Presidente de la Autoridad y ante el 
Consejo, lo que iba en contra de lo dispuesto en los acuerdos de paz. 
A.  La estructura del Consejo y su funcionamiento: 
 A.1.  La Estructura del Consejo: 
   Este Consejo está dotado de órganos de gobierno y otros de funcionamiento: 
 A.1.1.   Los órganos de gobierno del Consejo son:  
 a. El Presidente del Consejo: 
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Según el artículo 50 de la Ley Básica, el Consejo Legislativo se elige en sesión 
constitutiva entre los miembros del Consejo: Presidente, dos Vicepresidentes y 
Secretario, teniendo vetado ocupar los cargos de Presidente de la Autoridad Palestina, 
Ministro u otro puesto en el gobierno. En dicha sesión, ocupa la presidencia del Consejo 
el miembro de mayor de edad, y la secretaría la ocupa el miembro de menor edad hasta 
la finalización de la ceremonia de elección de la Mesa del Consejo (artículo 2 del 
Reglamento Interno del Consejo del 1998).  
El Presidente del Consejo ocupa la máxima autoridad y según el artículo 12 del 
Reglamento Interno del Consejo, el Presidente es el portavoz del Consejo y quién lo 
representa, dirige los debates del pleno, mantiene la buena aplicación del Reglamento 
Interno del Consejo y los preceptos de la Ley Básica de la Autoridad Palestina, así como 
mantiene el orden y la seguridad en las sesiones del Consejo, además de formar parte de 
la mesa del Consejo, dirigiendo y coordinando las labores de éste. También, puede 
participar en los debates de la Asamblea como un miembro del pleno, aunque en este 
caso, tiene que dejar su posición como Presidente hasta la finalización de dichos 
debates. 
 El artículo 8 de este Reglamento, señala que el Presidente será elegido por los 
miembros del Consejo en la sesión constitutiva mediante votación a través de papeletas, 
en las que cada parlamentario escribe un nombre, resultando elegido quien obtenga la 
mayoría absoluta. Si se diera el caso que nadie hubiera conseguido dicha mayoría, se 
celebraría una segunda votación, sólo entre los dos candidatos que hayan conseguido 
mayor número de votos. En el caso hipotético que obtuvieran el mismo número de 
votos, se celebraría sorteo entre ellos. 
 b. La Mesa del Consejo: 
 La Mesa según el artículo 50 de la Ley Básica está presidida por el Presidente 
del Consejo e integrada por dos Vicepresidentes y un Secretario. Estos miembros son 
elegidos en la sesión constitutiva del Consejo a través de sufragio secreto, siguiendo el 
mismo procedimiento de elección del Presidente del Consejo (véase también al respecto 
los artículos 4 y 9 del Reglamento Interno del Consejo).  
 La Mesa como rector del Consejo, organiza el trabajo parlamentario, gozando de 
amplias atribuciones y ejerciendo de facto la dirección del trabajo parlamentario; por 
consiguiente, tiene la facultad según el artículo 11 del Reglamento Interno, de asignar la 
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Junta de Secretaría. 
 Además, los miembros de la Mesa son también miembros de la Comisión de los 
Asuntos Internos del Consejo (artículo 48/2 del Reglamento Interno). 
c-  La Junta de Secretaría: 
 El artículo 11 del Reglamento establece que este órgano (la Junta de Secretaría) 
será nombrada por la Mesa, la cual dirige todos los aspectos administrativos, 
funcionariales, legales, de propaganda, de relacionas públicas además de poner en 
ejecución las resoluciones del Consejo, todo ello bajo el control de la Mesa. 
 A.1.2. Los órganos de funcionamiento: 
Los órganos de funcionamiento del Consejo Legislativo Palestino son elPleno y 
las Comisiones. Los aspectos de estos órganos son:  
a. El Pleno y su estructuración temporal de trabajo parlamentario: 
Este órgano es el más importante entre los demás órganos de funcionamiento. 
Como ya hemos mencionado, este pleno estaba formado por 88 miembros siendo 
modificado posteriormente a 132 miembros. De entre estos diputados, el Presidente de 
la Autoridad Palestina selecciona a sus ministros, los cuales asisten a las sesiones del 
Consejo y cuentan con voz y voto. Sin embargo, existen ministros que no son diputados 
del Consejo, los cuales pueden asistir a las sesiones y cuentan con voz, pero no con 
voto. Según las enmiendas de la ley Básica del 18 de marzo de 2003, el Presidente de la 
Autoridad Palestina elige el Primer Ministro que a su vez elige los ministros que forman 
su Gobierno.   
 En el seno del Pleno es donde tienen lugar la discusión y aprobación de los actos 
parlamentarios, reservándose para el Pleno las funciones y debates de mayor contenido 
político, relegando a las Comisiones las labores de índole más técnico o especializados 
de menor repercusión pública.97 
 El Reglamento Interno del Consejo previene la estructuración temporal del 
Pleno. A este respecto, el artículo 2/1 fija un plazo máximo que comienza al principio 
de la segunda semana después de la celebración de las elecciones, para que de este 
																																								 																				
97El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina por los derechos de los Ciudadanos, 
Palestina, no. 3, 1997. P 36. 
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modo el Presidente de la Autoridad Palestina convoque el Consejo. También, establece 
este artículo 2/2 que el Consejo será presidido en su sesión constitutiva por el miembro 
de mayor edad, hasta que la constitución de la Mesa haya concluido. El Consejo, según 
el artículo 16 de este Reglamento, se reunirá anualmente en dos periodos de sesiones 
ordinaria, las cuales tendrán una duración de cuatro meses cada una, comenzando la 
primera semana de marzo y el segundo la primera semana de septiembre. Estas 
sesiones, según el artículo 17/1 del Reglamento, tendrán lugar cada semana los días 
lunes, martes, miércoles y jueves, a excepción que el Consejo decida lo contrario. 
 Además de estas sesiones ordinarias, el Consejo podrá reunirse en sesiones 
extraordinarias (artículo 16 del Reglamento Interno) a petición del Consejo de Ministros 
o a petición de un cuarto de los miembros del Consejo, realizándose la convocatoria por 
parte el Presidente del Consejo en cuyo caso, la reunión del Consejo tendrá lugar 
automáticamente en el lugar y fecha propuestos en la solicitud. 
 Para que las reuniones del Consejo sean válidas deben en primer lugar haber 
sido convocado reglamentariamente. En segundo lugar, exige el artículo 18 del 
Reglamento que la mayoría absoluta de los miembros del Consejo, que según el artículo 
1 de este Reglamento significa la presencia de la mitad más uno de los miembros del 
Consejo para adoptar resoluciones, deben conseguir la mayoría absoluta de los 
miembros presentes en la sesión, salvo en los casos en los que se exija mayoría especial. 
Si la reunión no cuenta con el preceptivo quórum, el Presidente puede retrasarlo media 
hora. En el caso que no se cumpla dicho quórum, se puede ver retrasada la sesión hasta 
una semana como plazo máximo. 
 El artículo 19 del Reglamento señala que el Secretario de la Mesa debe repartir a 
los miembros, en las 48 horas anteriores a la prevista sesión, las resoluciones del 
Consejo y el borrador del Orden del Día. Durante la celebración de la sesión, el 
Presidente del Consejo expone el Orden del Día para su discusión y aprobación. No 
puede tratar o someter al Orden del Día ningún tema que no haya sido incluido en ello, 
salvo que sea a petición del Presidente de la Autoridad Palestina, a petición del 
Presidente del Consejo o a petición escrita de al menos diez miembros del Consejo. En 
dichos casos, el Consejo decide aceptar esta petición o rechazarla tras escuchar durante 
cinco minutos de intervención, a un miembro a favor y a otro en contra. La decisión se 
toma si cuenta con la mayoría relativa de los votantes, y siempre que la mayoría no 
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ponga reparos a los miembros presentes en la sesión (artículo 1) a menos que haya otro 
precepto que establezca lo contrario (artículo 20 del Reglamento). Lo que ocurre en la 
práctica es que muchas veces el Presidente del Consejo, no incluye en el Orden del Día 
ciertos temas con el objeto de no someterlos a la discusión del Consejo y retrasar así su 
posible aprobación. 
 También, según el artículo 22 del Reglamento, el Consejo celebra sesiones de 
urgencia a petición del Presidente de la Autoridad Palestina, el Presidente del Consejo o 
a petición escrita por parte de un cuarto del Consejo, en cuyo caso el Presidente del 
Consejo debe convocarlo. En el caso que no suceda así, se considera como realizada en 
el lugar y fecha propuesta en la petición. 
 Las sesiones del Consejo son, en principio, públicas con arreglo al artículo 17/1 
del Reglamento Interno, sin embargo, las sesiones pueden ser secretas según el artículo 
25 del Reglamento Interno, siempre y cuando el Consejo lo convoque a tal efecto en 
función de la petición del Presidente de la Autoridad, del Presidente del Consejo o de 
cuatro miembros de éste. En este caso, el Consejo decide aceptar o rechazar la petición 
de que la sesión sea secreta. 
 b. Las Comisiones:  
 Las Comisiones son los órganos parlamentarios que acometen el trabajo de base. 
Según el artículo 48 del Reglamento Interno del Consejo Legislativo, puede haber dos 
tipos de comisiones: Comisiones Permanentes y Comisiones Temporales: 
 b.1- Las Comisiones Permanentes: 
 El artículo 48/1 del Reglamento Interno del Consejo, establece que se creen 
Comisiones Permanentes para asumir las responsabilidades de vigilancia y estudiar los 
proyectos de ley, las sugerencias que hubiera y todas las materias que el Consejo o el 
Presidente considere. A este respecto, el Consejo contempla doce Comisiones 
Permanentes, cada una constituida por un número determinado de miembros que serán 
asignados por el Consejo al principio de la celebración de cada legislatura. 
 El mecanismo para formar las Comisiones está regulado por el artículo 49 del 
Reglamento Interno, el cual contempla las siguientes consideraciones: cada 
parlamentario elige la Comisión en la que quiere participar a través de una solicitud que 
es enviada a la Mesa, quien coordina las necesidades de la Cámara con la solicitud de 
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los parlamentarios. Una vez confeccionadas las listas, son remitidas al Presidente del 
Consejo para su aprobación. En función de los artículos 50, 51/1 del Reglamento 
Interno, es obligatorio que cada parlamentario que no sea miembro del Gobierno 
participe en una Comisión, teniendo la opción de participar en otra como máximo. Es 
interesante destacar que los miembros de la Mesa no pueden ser miembros de ninguna 
Comisión Permanente (artículo 51/2). 
 Las Comisiones por su parte funcionan como un Pleno reducido, los cuales 
cuentan con una Mesa y un Presidente que ejercen funciones análogas al Consejo, 
celebrando sus sesiones durante el periodo de sesiones del Consejo a petición de sus 
Presidentes o del Presidente del Consejo, en coordinación con los Presidentes de las 
Comisiones, o a petición de la mayoría de los miembros de las Comisiones. La 
convocación de la Comisión debe ir acompañada de un Orden del Día que será sometida 
a los miembros en el plazo de 24 horas, antes de la fecha fijada para la reunión 
(artículos 52 y 53 de este Reglamento).  
 En principio, las sesiones de las Comisiones no son públicas. Sin embargo, se 
puede celebrar sesiones públicas según el artículo 54 del Reglamento Interno. 
Para que sean válidas las sesiones de las Comisiones, según el párrafo 1 del 
artículo 54 del Reglamento Interno, deben contar con la presencia de la mayoría de sus 
miembros, mientras que para adoptar resoluciones deben contar con la mayoría relativa 
de sus miembros votantes (artículo 1 del Reglamento). Sin embargo, si los votos a favor 
y en contra fueran iguales, se propondría la votación del Presidente para desbloquear la 
situación (artículo 54/1 del Reglamento Interno). 
 De acuerdo con los artículos 55-64 del Reglamento Interno, la función de las 
Comisiones es la de estudiar los proyectos de ley en tramitación, así como elaborar 
sobre ellos un dictamen que será elevado al Consejo. El contenido de dicho dictamen 
debe incluir la propia opinión de la Comisión, así como sus pros y contras junto al resto 
de opiniones que hubiera sobre el tema, ya que los preceptos de los proyectos de ley han 
de tener en cuenta dichas recomendaciones. Por último, las Comisiones participan en la 
función del control parlamentario del Consejo de Ministerios, cuyos miembros pueden 
presentar preguntas o solicitar que comparezcan para que informen sobre algún asunto 
determinado que sea de su competencia. 
 Desde el primer momento, esta acción de control del Consejo en relación a la 
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función de los Ministrosno tuvo el éxito esperado, al no colaborar en la mayoría de los 
casos con las Comisiones, pues algunos Ministros o no aceptaron aparecer ante las 
Comisiones o rechazaron responder a sus preguntas o bien retrasaron su respuesta en el 
tiempo.98 
 b.2.  Las Comisiones Temporales: 
 Según el artículo 58 de la Ley Básica, el Consejo Legislativo puede formar una 
Comisión especial o autorizar una de sus Comisiones para investigar cualquier asunto 
de interés público, así com cualquier asunto relacionado con la administración pública. 
En función del párrafo 3 del artículo 48 del Reglamento Interno del Consejo, se 
establecen Comisiones temporales y permanentes para tratar o investigar temas 
concretos. El Consejo estableció varias Comisiones para investigar casos de interés 
público, dada su función de control parlamentario al Gobierno. Algunos ejemplos de 
estas Comisiones son: la Comisión de Investigación establecido en febrero de 1997 para 
investigar la muerte de un ciudadano palestino detenido por un cuerpo de seguridad 
palestino, y la Comisión para investigar el Informe de la Comisión Pública de 
Vigilancia de mayo de 1997. Estas Comisiones no recibieron la colaboración adecuada 
por parte del Gobierno. 
A.2. Las Prerrogativas Parlamentarias: 
 Es bien sabido que las prerrogativas parlamentarias se atribuyen bien 
colectivamente o bien individualmente a los miembros parlamentarios. Así, 
encontramos dos prerrogativas previstas en el Derecho Parlamentario Palestino: 
  1. Las Prerrogativas Colectivas: 
 Se puede distinguir las siguientes prerrogativas otorgadas al Consejo: 
  a. La primera prerrogativa fue la de dotar al Consejo la facultad de formar su 
propio funcionamiento mediante la aprobación de su propio Reglamento, el cual deriva 
directamente del Acuerdo de Paz que es, en realidad, la fuente jurídica de la existencia 
tanto del Consejo como de la Autoridad Palestina en sí, como se confirma en el artículo 
47 de la Ley Básica del 2002. Esta prerrogativa causó, desde el principio, un problema 
político-jurídico en la práctica de la función legislativa del Consejo. Dicho problema 
																																								 																				
98  Ibidem, El Informe Anual de la Comisión Independiente, op. cit. P.53. 
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surge del hecho que el Presidente de la Autoridad Palestina no sancionaba ni rechazaba 
los proyectos de ley aprobados por el Consejo, lo que conllevó la modificación del 
Reglamento Interno por parte del Consejo en función del Acuerdo de Paz, el cual no 
exige para la aprobación del Reglamento Interno del Consejo la sanción por parte del 
Presidente de la Autoridad Palestina. De este modo el Consejo mediante esta enmienda, 
estableció que, si el Presidente de la Autoridad no sanciona los proyectos de ley con 
arreglo al Reglamento Interno en el plazo de un mes como máximo, a partir del día de 
haber sido elevado al Presidente de la Autoridad por parte del Consejo, dichos proyectos 
serán aprobados y entrados en vigor sin sanción alguna (artículo 68 del Reglamento del 
Consejo). A pesar de este precepto, el Presidente no cambió su política, y siguió sin 
sancionar la mayoría de los proyectos de ley; por ejemplo, hasta el fin del año 1997 el 
Presidente sancionó tres leyes de diecinueve proyectos de leyes aprobados por el 
Consejo. Esta situación se inició a partir de la creación del Consejo, ya que el Poder 
Ejecutivo al controlar la función legislativa no tenía ningún reparo en incumplir el 
Reglamento Interno del Consejo, al no reconocerlo como obligatorio.99 
 Este problema dejo de existir con la entrada en vigor de la Ley Básica de 2003 
que establece en su artículo 41, la obligación del Presidente de la Autoridad Palestina a 
sancionar los proyectos de ley elevados por el Consejo dentro de plazo máximo de 
treinta días.  
 La potestad de autogobierno en todos los órdenes, como son la elección de su 
presidente, la Mesa, formar las comisiones, etc. 
 c. La potestad de aprobar reglamentos para mantener el orden y la seguridad en 
la sede del Consejo. Hay que señalar al respecto, que el artículo 51 de la Ley Básica y 
los artículos 107,108y109 del Reglamento Interno establece la competencia del Consejo 
de formar su propia fuerza de policía que será dirigida por el Presidente del Consejo 
directamente, con el objeto de mantener el orden y la seguridad.  
  2.  Las Prerrogativas Individuales de los miembros del Consejo: 
 Los miembros del Consejo palestino disponen a través de la Ley Básica y el 
Reglamento Interno, de derechos y prerrogativas para desarrollar su función. Algunas 
prerrogativas son de carácter jurídico y otras puramente materiales: 
																																								 																				
99  Ibídem, El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina, op. cit. P. 48. 
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  Las prerrogativas jurídicas tienen por objeto garantizar la independencia y la 
libertad de los miembros del Consejo, asegurándoles una firme protección. Estas 
prerrogativas son las siguientes: 
1. La inviolabilidad: el objeto de la inviolabilidad es garantizar la libertad de 
estos miembros en el curso de su actividad parlamentaria, de modo que se asegure que 
sus intervenciones parlamentarias, opiniones y votos en el Consejo no puedan 
acarrearles consecuencias negativas o sanciones jurídicas de ninguna índole. Así mismo, 
la inviolabilidad impide que se inste contra ellos cualquier procedimiento sancionador 
(penal o civil) que tenga como causa las opiniones o manifestaciones realizadas en el 
ejercicio de su función. (véase los artículos 53 de la Ley Básica y el artículo 95 del 
Reglamento Interno del Consejo). 
2. La inmunidad:su objeto es proteger a sus miembros frente a cualquier 
atentado contra su libertad que pudiera tener motivación política. Les protege frente a 
ser detenidos o cualquier otra forma de privación de libertad, de sufrir registro en 
cualquier espacio en el que se encuentren como su coche, domicilio, despacho, entre 
otros, protegiéndoles frente a cualquier inicio de procedimiento penal.  
 Sin embargo, esta inmunidad no es absoluta dentro del ámbito penal; los 
parlamentarios pueden ser detenidos en caso de flagrante delito, pudiendo ser 
procesados. En este caso, debe ser informado el Consejo sobre la detención de un 
parlamentario. Es interesante destacar, que la inmunidad es limitada sólo durante el 
tiempo que dura la legislatura. 
 Así mismo, cualquier procedimiento penal contra un miembro del Consejo debe 
contar con la concesión del suplicatorio para ser perseguido.Dicha autorización debe ser 
solicitada por el Fiscal General al Presidente del Consejo. Esta concesión del 
suplicatorio, debe ir acompañada de la mención de los delitos, unido al lugar y fecha del 
delito junto a las pruebas que se exigen en este tipo de procedimientos penales. El 
Presidente del Consejo envía la concesión del suplicatorio a la Comisión Jurídica del 
Consejo, para que forme un dictamen sobre el caso y se eleve al Consejo el cual decide 
con la mayoría de dos tercios, tal y como especifica el artículo 1 del Reglamento, al 
mencionar expresamente los dos tercios de los miembros del Consejo.  (véase también 
los artículos 53 de la Ley Básica y los artículos 96 y 97 del Reglamento Interno). 
 En la práctica, a pesar de dichos preceptos, algunos parlamentarios sufrieron en 
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varias ocasiones situaciones de vejación y maltrato cometido por los Cuerpos de 
Seguridad por razones vinculadas a su función parlamentaria, lo que indica que es difícil 
hablar de inmunidad real otorgada a dichos miembros dadas las circunstancias.  
3.  Los medios materiales: según el artículo 54 de la Ley Básica y el artículo 99 del 
Reglamento Interno, cada miembro cobra un salario mensual por su cargo y otros 
adicionales por su participación en cada sesión del Consejo o de la Comisión de la que 
forme parte. A lo que hay que sumar, otros privilegios destacados que se mencionan en 
estos artículos. Así mismo, el Consejo regula los derechos y privilegios de los 
parlamentarios, los cuales a cambio tienen que comprometerse a cumplir varias 
obligaciones destacadas en este mismo artículo. 
 Con la creación de la Autoridad Nacional Palestina comienza una nueva época 
para el ordenamiento jurídico palestino, al cual se añade un nuevo dilema sobre el 
sentido político y sobre todo jurídico a raíz de la promulgación de la nueva legislación. 
Dicha legislación se ha intentado introducir en el ordenamiento jurídico palestino 
vigente, el cual lastra la complejidad que le ha conferido la historia, y que le otorga a su 
vez un matiz de falta de viabilidad y seguridad jurídica de cara a los ciudadanos, como 
podremos ver más adelante. Esta situación es la que suscitó la adopción de una política 
legislativa a través de la incorporación de una buena técnica legislativa, que evitara la 
ambigüedad y la incertidumbre de modo que las nuevas leyes propiciaran una buena 
integración en el ordenamiento jurídico existente, a fin de conseguir la correcta 
aplicación de dichas leyes por parte de los funcionarios, así como el debido 
cumplimiento por parte de los ciudadanos.  
 A este respecto, cabe preguntarse cuál debería haber sido el procedimiento 
legislativo que debía haber seguido el Consejo Legislativo para aprobar las leyes, y más 
aún, cuál debería haber sido el mecanismo prelegislativo que ofreciera las garantías para 
elaborar y redactar los proyectos legislativos, unido a la cuestión de ver quien elaboraría 
dichas leyes además de proponerlas. Para dar respuesta a estas consideraciones, 
destacamos los preceptos legales que establece el procedimiento legislativo de la 
Autoridad Nacional Palestina.  
 Antes de desarrollar lo expuesto, consideramos importante fijarnos en la 
naturaleza del ordenamiento político palestino que acabamos de destacar, a la luz del 
contexto de los acuerdos de paz y los preceptos de la Ley Básica de la Autoridad 
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Nacional Palestina, así como de la ley electoral que tratamos anteriormente.De lo 
anterior, podemos notarlo siguiente: 
 1. Es evidente que estamos ante una realidad política excepcional que hizo nacer 
una práctica poli-jurídica en el territorio palestino basada en un compromiso político 
internacional, configurado en el llamado Proceso de Paz en el Oriente Medio y que tuvo 
su comienzo en la Conferencia de Madrid de 1991.  Para los palestinos, la voluntad 
políticainternacional, que no legítima, fue encaminada a crear una solución para el 
conflicto de Oriento Medio que proporcionara continuidad en el tiempo, mientras se 
encuentra una solución definitiva a dicho conflicto, a pesar de que, como dijimos, los 
acuerdos de paz firmados señalaron un plazo transitorio de cinco años hasta llegar 
aldesenlace final. Esta voluntad internacional, sin embargo, no representaba la 
legitimidad de la comunidad internacional presente en el Derecho Internacional 
representado por las Naciones Unidas. En el artículo 1 de la Declaración de Principios 
de 1993, se estableció que las finalidades de estas negociaciones tenían como objeto 
llegar a una solución permanente al conflicto israelí- palestino en base a las resoluciones 
242 y 338 del Consejo de Seguridad de la ONU. Siendo dicha resolución, la que por un 
lado frena a Israel a sentarse en la mesa de negociación para buscar una solución 
permanente, mientras que, para los palestinos consideran este proceso de paz como un 
producto político con efectos legales, no como una solución legal que emane de los 
principios del Derecho Internacional. La realidad actual, tras veintidós años desde el 
comienzo del proceso de paz, no refleja ninguna solución satisfactoria ni en lo político 
ni en lo que pueda aportar el derecho internacional, pues los palestinos siguen 
considerando su derecho legítimo, mientras que el proceso queda paralizado en los 
despachos de los que tienen más influencia internacional. 
 2. Por su parte Israel no respetó el plazo transitorio de cinco años para dar fin a 
este conflicto, aunque tampoco los palestinos, al no cumplir los preceptos de los 
acuerdos de paz, tal y como vimos en relación a: la naturaleza del Consejo Palestino, su 
nombramiento, formación y sobre todo en la asignación de títulos y nombres para sus 
entes, utilizando terminología como el de Presidente de la Autoridad Nacional Palestina, 
el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial, otorgando a las leyes 
aprobadas terminología independentista como si fueran un Estado soberano reconocido 
por la Comunidad Internacional, o pasando por encima de las restricciones impuestas 
por Israel en los acuerdos de paz. 
104 
 
 3. Esta situación nos lleva al siguiente planteamiento: en el caso de 
posibleconflicto jurídico, ¿cuál sería la norma constitucionala aplicar? ¿la ley aprobada 
por el Poder Legislativo Palestino o los acuerdos de paz? o en su defecto ¿se aplicaría la 
Ley Básica Palestina o una Orden Militar Israelita? Para contestar a estas preguntas, hay 
que analizar las siguientesrealidades: 
 a. Tal y como hemos expuesto anteriormente, y según el artículo 7 del Acuerdo 
del Cairo, la Autoridad Palestina tiene competencia legislativa. Para poder 
utilizarla,tiene que trasladar al Subcomité de Legislación, establecido en el Comité 
Mixto de Coordinación y Cooperación de Asuntos Civiles, el cual a su vez notifica a 
Israel la comunicación de la normativa promulgada, disponiendo el Gobierno hebreo de 
un plazo de treinta días para solicitar al citado Subcomité de Legislación que decida si 
dicha normativa excede o no, el alcance de la jurisdicción conferida a la Autoridad 
Palestina. Dicho Subcomité decidirá a su vez, si se produce la entrada en vigor de la 
legislación impugnada (incluso decidirán sobre la cuestión a tratar).  
 Por su parte, el Subcomité dispondrá de un plazo de treinta días, desde la 
solicitud israelí, para intentar alcanzar una solución sobre el fondo del asunto. En el 
caso que no lleguen a un acuerdo, la cuestión será remitida al Comité Mixto palestino-
israelí de enlace, quien también tendrá que resolverlo en un plazo de treinta días. Es 
interesante destacar que toda normativa promulgada, debe ser comunicada al Comité 
Legal israelí(artículo 18.5 del Acuerdo Interino). La legislación que exceda la 
jurisdicción otorgada al Consejo, o sea incompatible con las cláusulas de la Declaración 
de Principios del Acuerdo Interino o de cualquier otro convenio que pueda ser celebrado 
por las partes, durante el período transitorio, carecerá de todo efecto y será nulaab initio 
(artículo 18.4.a del Acuerdo Interino).  
 En la práctica, este precepto nació muerto y el Comité Mixto no realizó ningún 
control para poner de manifiesto su competencia de controlar lo que aprueba la 
Autoridad Palestina a nivel legal. Por lo que los palestinos, dejaron de cumplir de facto 
dicho precepto de los acuerdos de paz, situación que aprovechó la Autoridad Palestina 
para formar una especie de Estado Parlamentario adoptando el principio de separación 
entre los tres poderes. 
 No obstante, Israel puede argumentar que los preceptos citados anteriormente 
pueden no tener valor jurídico, reclamando su papel y revisar así todas las leyes 
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aprobadas por la Autoridad Nacional Palestina, aunque consideramos que de momento 
no tienen el interés político para realizar semejante reclamo.  
 b. Por su parte, el Consejo de la Autoridad Palestina, según el artículo 2.1 y el 
anexo II del Acuerdo Interino de 1995, puede rechazar la candidatura de un individuo, 
partido o coalición de partidos, si estos profesan una ideología racista o actúan de forma 
ilegal o antidemocrática. Ante esta situación, cabe preguntarse si este precepto hubiera 
suscitado el rechazo por parte de Israel y la comunidad internacional ante el resultado de 
las segundas elecciones generales palestinas de 1996, donde resultó ganador el partido 
del Movimiento Islámico de Hamas.O si se podría decir lo mismo sobre el rechazo 
declarado por Israel y los Estados Unidos, junto a otros países europeos sobre el 
acercamiento entre al Fatah y Hamas en abril 2011 en el Cairo. Incluso respecto a si 
Israel tiene la facultad de aplicar los preceptos de los acuerdos de paz cuando quiera, y 
no cuando se comete la vulneración de dichos acuerdos.  
 Para los palestinos, esta situación significa que Israel puede llegar, cuando le 
interese, a pronunciar nulos todos los productos legislativos aprobados por la Autoridad 
Nacional Palestina con respecto a los preceptos contenidos en el artículo 2.1 y el anexo 
II del Acuerdo Interino de Paz señalado anteriormente, así como los preceptos de 
artículo 7 del Acuerdo del Cairo, artículos 18.4.a y 18.5 del Acuerdo Interino. 
 Por lo que podemos afirmar que la soberanía de estos acuerdos y la legitimidad 
de todo lo construido por la Autoridad Nacional Palestina, tanto a nivel político con sus 
estatutos como a nivel legislativo, tiene un valor jurídico emanado de dichos acuerdos 
firmados, lo que significa que dichos acuerdos son para la Autoridad Palestina los 
constitutivos al nacer de las restricciones. Consideramos que no cambia esta realidad de 
la realidad práctica y la terminología utilizada a la hora de crear un Estado Palestino 
imaginario.  
 A la luz de lo mencionado, podemos decir que el régimen jurídico palestino opta 
por el principio de separación entre los tres poderes que forman su ordenamiento 
jurídico, pero es una separación flexible que mantiene una relación de cooperación entre 
los poderes, regulada por los preceptos de la Ley Básica que da al poder judicial la 
competencia no solo de aplicar la ley, sino también de controlar la constitucionalidad de 
las legislaciones en el sentido más amplio.   
 A pesar de la existencia de dos sistemas jurídicos en Palestina, podemos 
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asegurar que la tendencia del legislador palestino es optar por el sistema jurídico latino 
que  consiste en aprobar las legislaciones en forma de códigos y respetar la fuente de la 
ley, según sus rangos, yendo de los superior a lo inferior dejando las causas precedentes 
a los tribunales con una margen, cuando no haya un precepto aplicable al caso, incluso 
sin que ningún precedente sea obligatoria y, por tanto aplicable, en otros conflictos ni 
siquiera ante el mismo tribunal. Como máximo tendrá el precedente de una obligación o 
respeto moral y consultivo, pero siempre los tribunales podránoptar, por lo contrario. 
 
1.3. B.2.  El sistema jurídico de la Autoridad Nacional Palestina:   
Como resultado de los diferentes regímenes que dominaron Palestina, existía una 
mezcla de sistemas jurídicos: el anglosajón que dominó en la época del Mandato 
Británico a través de los precedentes, especialmente en la Franja de Gaza, y el 
continental en Cisjordania. Sin embargo, hoy en día, el modelo continental es el modelo 
dominante mientras los precedentes jurídicos ya han dejado de asumir su papel anterior. 
 Las Leyes Básicas Palestinas de 2002, 2003, 2005 y 2007 no indicaron el origen 
de las fuentes de la Ley, aunque confirmaron que los principios de la Shariaá Islámica 
son una fuente fundamental de la Ley. Mientras que el Decreto de la Constitución de 
Palestina de 1922, de la época del mandato británico, sí que resaltaba dichas fuentes. 
Según la Ley Básica Palestina de 2002 (y las otras Leyes Básicas que la siguieron) esta 
Ley de 1922 sigue en vigor mientras no se contradigacon la Ley de 2002.100 
 También, al respecto, adelantamos que el acuerdo de paz introdujo varias 
restricciones a la competencia del poder judicial. Y, por otro lado, este poder sufre de 
multitudes de desafíos internos que delimita su buen funcionamiento. 
A continuación, estudiamos el sistema jurídico palestino, sus fuentes, su 





100 V V. AA, las bases de crear los principios jurídicos, Institute of Law- Birzeit Univrsity, Ramallah, 
2007. P. 5. 
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1.  El sistema jurídico palestino: 
En el ámbito de los sistemas jurídicos contemporáneos, el sistema palestino 
responde a las características del llamado modelo continental. Este modelo representa el 
paradigma del derecho escrito, compuesto de normas jurídicas escritas que traslucen y 
se mantienen fieles al dogma de la primacía de la ley. Dan testimonio de ello los textos 
constitucionales (las Leyes Básicas) que en algunas ocasiones se asimilan a leyes 
comunes y otras, como en el caso palestino, prevalecen sobre éstas en virtud del rango 
jerárquico que se garantiza mediante un control de constitucionalidad atribuido al 
Tribunal Constitucional. A la ley se asemejan los tratados internacionales que deben 
primar sobre la misma. Aun así, vemos que, en el caso de los tratados de los acuerdos de 
paz, éstos tienen primacía en el caso palestino sobre cualquier texto jurídico incluidos 
los textos de la Ley Básica Palestina. Por este motivo, la Ley Básica Palestina ocupa el 
rango más alto en la jerarquía de las fuentes del derecho en Palestina, debido a que su 
existencia se debe a los preceptos de los acuerdos de paz que, a la vez le impusieron sus 
límites jurisprudenciales. Es por ello que, en el caso de conflicto entre ambos, tiene 
prevalencia los acuerdos de paz. 
 Por otro lado, este modelo presupone la sumisión exclusiva de los jueces 
ordinarios al imperio de la ley. Pero, ley se revela ilusoria, la jurisprudencia tiene que 
recurrir a las fuentes secundarias del derecho objetivo o servirse de los medios de 
integración-analogía o Derecho supletorio, que colman las llamadas lagunas de la ley. 
Por último, el modelo continental responde a una organización jerárquica de la 
judicatura conformada en torno a un sistema de recursos jurisdiccionales. La función 
judicial se concibe como un ejercicio profesional confiado a juristas que interaccionan 
con el Ministerio Público, gozando de una formación de origen universitario. 
2.    Las fuentes del ordenamiento jurídico palestino: 
Como señalamos anteriormente, las Leyes Básicas de la Autoridad Nacional 
Palestina y las demás legislaciones en Palestina no contienen ningún texto que delimite 
las fuentes del derecho en el sistema jurídico palestino. La única referencia al respecto 
se encuentra en el artículo 4 de la Ley Básica de 2002 y de 2003, que consideran los 
principios del Sharía musulmana fuente fundamental del derecho en Palestina. Por lo 
tanto, acudimos a lo que estaba vigente en Palestina para conocer las fuentes del 
derecho. A este respecto, encontramos el artículo 46 del Decreto de la Constitución de 
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Palestina de 1922 de la era del Mandato Británico, que estaba vigente en la Franja de 
Gaza y que delimitó las fuentes del derecho. Dicha Constitución se la puede considerar 
vigente hasta hoy en día, gracias a la aplicación del Decreto Ley de la Autoridad 
Palestina 5 del año 1995, que considera en vigor las legislaciones anteriores a la 
ocupación israelí de Palestina mientras no contradigan la Ley Básica Palestina. 
 El artículo 46 del Decreto de la Constitución de Palestina de 1922, contiene estas 
fuentes del derecho que se aplican de forma jerárquica por los tribunales palestinos: 
1. Los preceptos de este Decreto Constitucional de 1922. 
2. La legislación otomana vigente en Palestina desde el primero de noviembre de 1914, 
y las legislaciones que se publicaron después de la entrada en vigor de este Decreto 
Constitucional. 
3. En los casos que las legislaciones anteriores carezcan de un precepto aplicable, los 
tribunales acuden al espíritu general de la legislación vigente para juzgar los conflictos. 
4. Los principios de justicia seguidos en Inglaterra.  
5. Las competencias y las costumbres adoptadas por los tribunales de Inglaterra en aquel 
tiempo, con condición de que estas costumbres debían adecuarse a las circunstancias 
existentes de Palestina.101 
3. El Poder Judicial:  
 Los artículos 1 y 3 del acuerdo de paz, la Declaración de Principios de 1993, 
mencionados anteriormente, establecen una Autoridad Autonómica Palestina a través de 
la celebración de elecciones generales, con un periodo transitorio no superior a los cinco 
años. El artículo 4 del mismo acuerdo, afirma que dicha Autoridad asumirá todas las 
competencias y responsabilidades transferidas a ella, de las cuales según el artículo 6 
del mismo acuerdo incluye el Sistema Judicial, que refiere al Poder Judicial. Esta 
																																								 																				
101Comparando este texto con el artículo 1. 1º del Código civil español que señala taxativamente que las 
fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho, 
y con lo indicado en el artículo 1. 7º). del mismo Cuerpo legal que los Jueces y Tribunales tienen el deber 
inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuetes 
establecido. Por su parte, la Constitución fija en su artículo 9. 3º la garantía del principio de legalidad y 
jerarquía normativa. Además de las fuentes que citaremos habrá que tener en cuenta la normativa 
comunitaria (reglamentos, directivas, decisiones, dictámenes y recomendaciones. 
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competencia otorgada a la Autoridad Palestina fue confirmada posteriormente en el 
Acuerdo Interino, firmado en Washington el 28 de septiembre de 1995.  
 En la práctica existen los siguientes tipos de tribunales en Palestina: 
1. Tribunales de Religión, bien de la Ley Islámica, “Mahakem al Ahwal Alshareah”, que son 
tribunales que se dedican a ver casos de matrimonios, divorcios y herencias, o bien tribunales de 
otras religiones como los tribunales de la religión cristiana “Mahakem Attawaef”. 
2. Tribunales ordinarios competentes para ver o juzgar los conflictos civiles, penales o 
administrativos.   
3. Tribunales de naturaleza militar, que constituyen los tribunales militares, los cuales 
encuentran su origen: 
 a) En las órdenes militares israelíes que crearon varios tribunales de este tipo en los 
territorios ocupados de Cisjordania y en la Franja de Gaza, para juzgar los casos relativos al 
tema de seguridad de la fuerza de ocupación israelí. En este punto, es necesario mencionar 
que la ocupación israelí (representado por el Comandante Mayor del ejército israelí en 
Cisjordania y en la Franja de Gaza) aprobó el 28 de septiembre de 1997, una orden militar 
autorizando a los tribunales militares israelíes juzgar a cualquier persona en los territorios 
que estuvieran bajo el control de la Autoridad Palestina, tanto en Cisjordania como en la 
Franja de Gaza, en función que organizara o participara en una manifestación, protesta o 
cualquier provocación que afectara o pudiera afectar la seguridad de Israel. A pesar de que 
los acuerdos de paz dan a la Autoridad Palestina la competencia jurídica, en los territorios 
bajo la dominación completa de dicha autoridad, esta orden propone considerar que los 
territorios de la Autoridad Palestina sigan siendo zonas dominadas por Israel, entrando de 
este modo en competencia legislativa y judicial. 
  b) En los decretos presidenciales aprobados por el Presidente de la Autoridad 
Palestina, se crearon tribunales con jurisdicción para los casos que supusieran peligro 
contra la seguridad pública del Estado. Por ejemplo, el 7 de febrero de 1995 el 
Presidente de la Autoridad Palestina aprobó un Decreto Presidencial creando el Tribunal 
Supremo de Seguridad del Estado. Dicho Decreto emanó de los preceptos de la Orden 
Militar del Gobernador Egipcio de Gaza 55/1964 que, a su vez, tiene como origen el 
Reglamento de Urgencia Británico del año 1945 que dio la competencia al gobernador 
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militar de la zona para crear dicho tribunal. 102 
Como hemos citado anteriormente, las legislaciones aplicables a los conflictos 
vistos por los tribunales palestinos varían de la siguiente manera: 
1. En Cisjordania después de la anexión en 1949 de la parte occidental de la ribera del 
Río Jordano, Jordania cambió básicamente el régimen jurídico que estaba vigente en 
la era del mandato británico, salvo algunas leyes comola Almagala Otomana que 
formaba la Ley Civil de entonces. Por ello, todas las legislaciones, entre ellas la 
Constitución Jordana del año 1952 aprobado por el régimen jordano antes de la 
ocupación israelí de Cisjordania en 1967, están vigentes hasta la fecha de hoy, salvo 
aquella normativa que han sido modificadas, derogadas o promulgadas por la 
ocupación israelí o, últimamente, por la Autoridad Palestina tras la aprobación de 
nuevas legislaciones que se contradicen con las jordanas preexistentes. 
2.  En la Franja de Gaza se aplican las normas de la época del Mandato Británico, la 
normativa promulgada por la Administración Egipcia, las legislaciones promulgadas 
por el Consejo Legislativo Palestino de aquella época, las Ordenes Militares Israelíes 
y las nuevas normas aprobadas por la Autoridad Autónoma Palestina. 
3.  Las Legislaciones Revolucionarias de la Organización para la Liberación de 
Palestina, O.L.P, especialmente la Ley Revolucionaria del año 1979 aprobado por la 
O.L.P, aprobada cuando se encontraban en el Líbano, siendo aplicados por los 
tribunales revolucionarios. Hoy en día, se siguen aplicando en los territorios de la 
Autoridad Palestina ante dichos tribunales, en los casos que algún miembro de las 
fuerzas de seguridad de la Autoridad Palestina (los militares) cometan un crimen.A 
su vez juzgan a los civiles en los casos que participen junto a dichos militares en el 
crimen o juzgan los civiles que cometan crímenes contra estos militares, como 
asunción de sus responsabilidades.103 
4.  Las Órdenes Militares Israelíes: como hemos señalamos, desde el año 1967 Israel 
aprobó numerosas órdenes Militares modificando las leyes vigentes en Cisjordania y 
en la Franja de Gaza. Así, aprobó no menos de 1.455 órdenes militares en 
																																								 																				
102  El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina por los derechos de los Ciudadanos, 
Palestina, no. 3, 1997. Pp. 74-83.   
103 El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina, o.p. cit Pp.85-86. 
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 4991/1 oterceD lE 401
  4991( ﻟﺴﻨﺔ 1ﻗﺮار رﻗﻢ )
ﺣﯿﺎت رﺋﯿﺲ اﻟﻠﺠﻨﺔ اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ ﻟﻤﻨﻈﻤﺔ اﻟﺘﺤﺮﯾﺮ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ ﺑﻨﺎء ﻋﻠﻰ ﻗﺮار اﻟﻠﺠﻨﺔ اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ وﺑﻨﺎًء ﻋﻠﻰ اﻟﺼﻼ
  -اﻟﻤﺨﻮﻟﺔ ﻟﮫ. ﯾﻘﺮر ﻣﺎ ﯾﻠﻲ:
 (1ﻣﺎدة )
ﻓﻲ اﻷراﺿﻲ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ "اﻟﻀﻔﺔ اﻟﻐﺮﺑﯿﺔ  7691/6/5ﻞ ﺗﺎرﯾﺦ ﯾﺴﺘﻤﺮ اﻟﻌﻤﻞ ﺑﺎﻟﻘﻮاﻧﯿﻦ واﻷﻧﻈﻤﺔ واﻷواﻣﺮ اﻟﺘﻲ ﻛﺎﻧﺖ ﺳﺎرﯾﺔ اﻟﻤﻔﻌﻮل ﻗﺒ
 وﻗﻄﺎع ﻏﺰة" ﺣﺘﻰ ﯾﺘﻢ ﺗﻮﺣﯿﺪھﺎ. 
 (2ﻣﺎدة )
 ﺗﺴﺘﻤﺮ اﻟﻤﺤﺎﻛﻢ اﻟﻨﻈﺎﻣﯿﺔ واﻟﺸﺮﻋﯿﺔ واﻟﻄﺎﺋﻔﯿﺔ ﻋﻠﻰ اﺧﺘﻼف درﺟﺎﺗﮭﺎ ﻓﻲ ﻣﺰاوﻟﺔ أﻋﻤﺎﻟﮭﺎ طﺒﻘﺎ ًﻟﻠﻘﻮاﻧﯿﻦ واﻷﻧﻈﻤﺔ اﻟﻤﻌﻤﻮل ﺑﮭﺎ. 
 (3ﻣﺎدة )
 ن وأﻋﻀﺎء اﻟﻨﯿﺎﺑﺔ اﻟﻌﺎﻣﺔ ﻓﻲ ﻣﻤﺎرﺳﺔ أﻋﻤﺎﻟﮭﻢ ﻛﻞ ﻓﻲ داﺋﺮة اﺧﺘﺼﺎﺻﮫ وﻓﻘﺎ ﻟﻠﻘﻮاﻧﯿﻦ. ﯾﺴﺘﻤﺮ اﻟﺴﺎدة اﻟﻘﻀﺎة اﻟﻨﻈﺎﻣﯿﻮن واﻟﺸﺮﻋﯿﻮ
 (4ﻣﺎدة )
 ﯾﺴﺮي ھﺬا اﻟﻘﺮار اﻋﺘﺒﺎرا ﻣﻦ ﺗﺎرﯾﺨﮫ وﯾﺒﻠﻎ ﻣﻦ ﯾﻠﺰم ﻟﺘﻨﻔﯿﺬه وﯾﻨﺸﺮ ﻓﻲ اﻟﺠﺮﯾﺪة اﻟﺮﺳﻤﯿﺔ. 
ﯿﺬﯾﺔ ﻟﻤﻨﻈﻤﺔ اﻟﺘﺤﺮﯾﺮ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ ﻣﯿﻼدﯾﺔ ﯾﺎﺳﺮ ﻋﺮﻓﺎت رﺋﯿﺲ اﻟﻠﺠﻨﺔ اﻟﺘﻨﻔ 4991/5/02ھﺠﺮﯾﺔ اﻟﻤﻮاﻓﻖ:  4141ذو اﻟﺤﺠﺔ  9ﺗﻮﻧﺲ ﻓﻲ: 
 رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ 
 ، اﻋﺪاد ﻣﻌﮭﺪ اﻟﺤﻘﻮق ﻓﻲ ﺟﺎﻣﻌﺔ ﺑﯿﺮزﯾﺖ.-اﻟﻤﻘﺘﻔﻲ  -ﻋﻦ ﻣﻨﻈﻮﻣﺔ اﻟﻘﻀﺎء واﻟﺘﺸﺮﯾﻊ ﻓﻲ ﻓﻠﺴﻄﯿﻦ 
 5991/5 yeL oterceD lE 501
  ﺑﺸﺄن ﻧﻘﻞ اﻟﺴﻠﻄﺎت واﻟﺼﻼﺣﯿﺎت 5991( ﻟﺴﻨﺔ 5ﻗﺎﻧﻮن رﻗﻢ )
، 4991( ﻟﺴﻨﺔ 1ﺮﯾﺮ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ ﺑﻌﺪ اﻻطﻼع ﻋﻠﻰ اﻟﻘﺮار رﻗﻢ )رﺋﯿﺲ اﻟﻠﺠﻨﺔ اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ ﻟﻤﻨﻈﻤﺔ اﻟﺘﺤ
، ﻓﻲ اﻷراﺿﻲ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ "اﻟﻀﻔﺔ اﻟﻐﺮﺑﯿﺔ 7691/6/5ﺑﺎﺳﺘﻤﺮار اﻟﻌﻤﻞ ﺑﺎﻟﻘﻮاﻧﯿﻦ واﻷﻧﻈﻤﺔ واﻷواﻣﺮ اﻟﺘﻲ ﻛﺎﻧﺖ ﺳﺎرﯾﺔ اﻟﻤﻔﻌﻮل ﻗﺒﻞ ﺗﺎرﯾﺦ 
 ﺘﻀﯿﮫ اﻟﻤﺼﻠﺤﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ وﺑﻨﺎء ﻋﻠﻰ اﻟﺼﻼﺣﯿﺎت اﻟﻤﺨﻮﻟﺔ ﻟﻨﺎ أﺻﺪرﻧﺎ اﻟﻘﺎﻧﻮن اﻵﺗﻲ: وﻗﻄﺎع ﻏﺰة" ﺣﺘﻰ ﯾﺘﻢ ﺗﻮﺣﯿﺪھﺎ. وﺑﻨﺎًء ﻋﻠﻰ ﻣﺎ ﺗﻘ
 (1ﻣﺎدة )
ﺗﺆول إﻟﻰ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ ﺟﻤﯿﻊ اﻟﺴﻠﻄﺎت واﻟﺼﻼﺣﯿﺎت اﻟﻮاردة ﻓﻲ اﻟﺘﺸﺮﯾﻌﺎت واﻟﻘﻮاﻧﯿﻦ واﻟﻤﺮاﺳﯿﻢ واﻟﻤﻨﺸﻮرات واﻷواﻣﺮ اﻟﺴﺎرﯾﺔ 
 م. 4991/5/91اﻟﻤﻔﻌﻮل ﻓﻲ اﻟﻀﻔﺔ اﻟﻌﺮﺑﯿﺔ وﻗﻄﺎع ﻏﺰة ﻗﺒﻞ 
 (2ﻣﺎدة )
 ﯾﺼﺪر رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ اﻟﻘﻮاﻧﯿﻦ ﺑﻌﺪ ﻣﻮاﻓﻘﺔ ﻣﺠﻠﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ. 
 (3ﻣﺎدة )
 ﯾﺘﻮﻟﻰ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ وأﻋﻀﺎء ﻣﺠﻠﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﺼﻼﺣﯿﺎت واﻟﺴﻠﻄﺎت اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ ﻛﻞ ﻓﻲ ﺣﺪود اﺧﺘﺼﺎﺻﮫ. 
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Palestina todos los poderes y las competencias contenidas en las legislaciones, las leyes, 
los decretos y las órdenes que estaban en vigor en Cisjordania y Franja de Gaza antes 
del 19 de mayo de 1994.” Lo que significa para los palestinos tres cosas importantes: 
1. La confirmación que tienen estos preceptos anteriores, de carácter de ley en su 
sentido amplio, para que sean aplicables ante los tribunales de la Autoridad Palestina.  
2. Confirmar que la legitimidad de estos preceptos emana a la Autoridad Palestina, 
según este Decreto Presidencial de la Autoridad Palestina justificada por conseguir el 
interés del público palestino, y anular así lo que tenían de fuerza o legitimidad lo 
otorgada por otro régimen o fuerza de ocupación que los había aprobado. 
3. Provocar un problema de interpretación del Decreto de 1995, ya que el contexto de su 
artículo 1 expresa que “emana de la Autoridad Palestina todos los poderes y 
competencias contenidas en las legislaciones…” sin especificar si quedan aplicables 
o no, ya que puede producir incertidumbre entre los que aplican la ley especialmente 
los tribunales, y en particular entre los juristas y los políticos. Por ello, dicho Decreto 
para algunos significa anular prácticamente las órdenes militares israelíes anteriores, 
y que modificaron de alguna manera las legislaciones que estaban en vigor antes de 
la ocupación. Ésta orden no sólo vulnera los preceptos de los acuerdos de paz, que 
dan el derecho a Israel a rechazar cualquier anulación o modificación de las 
legislaciones vigentes en los territorios de la Autonomía Palestina de forma unitaria 
por la Autoridad Palestina, sino también provoca un estado de confusión en los 
tribunales, a los que les resultó imposible saber que precepto aplicar a la hora de 
afrontar cualquier caso, junto a la realidad de verse afectado y dañado los derechos 
adquiridos de las diferentes partes a lo largo de estas legislaciones. Por estas razones, 
los tribunales palestinos, en la práctica siguen aplicando algunas órdenes israelíes en 
numerosos temas a pesar de este Decreto.106 
																																								 																																							 																																							 																																							 																	
) ةدﺎﻣ4( 
 .نﻮﻧﺎﻘﻟا اﺬھ مﺎﻜﺣأ ﻊﻣ ضرﺎﻌﺘﯾ ﺎﻣ ﻞﻛ ﻰﻐﻠﯾ 
) ةدﺎﻣ5( 
ﯿﻓ ﻞﻛ ﺔﺼﺘﺨﻤﻟا تﺎﮭﺠﻟا ﻊﯿﻤﺟ ﻰﻠﻋ ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ ﮫﺑ ﻞﻤﻌﯾو .نﻮﻧﺎﻘﻟا اﺬھ ﺬﯿﻔﻨﺗ ﮫﺼﺨﯾ ﺎﻤ19/5/1994 .ﺔﯿﻤﺳﺮﻟا ةﺪﯾﺮﺠﻟا ﻲﻓ ﺮﺸﻨﯾو .م 
 :ﺦﯾرﺎﺘﺑ ةﺰﻏ ﺔﻨﯾﺪﻤﺑ رﺪﺻ17/4/1995 ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺔﯾﺬﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺲﯿﺋر تﺎﻓﺮﻋ ﺮﺳﺎﯾ م 
 ﻦﯿﻄﺴﻠﻓ ﻲﻓ ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاو ءﺎﻀﻘﻟا ﺔﻣﻮﻈﻨﻣ ﻦﻋ-  ﻲﻔﺘﻘﻤﻟا- .ﺖﯾزﺮﯿﺑ ﺔﻌﻣﺎﺟ ﻲﻓ قﻮﻘﺤﻟا ﺪﮭﻌﻣ داﺪﻋا ، 
106El informe Anual de la Comisión Independiente Palestina por los derechos de los Ciudadanos, 
Palestina, no. 3, 1997. Pp 75-76. 
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Por lo que consideramos que no se trata de anular lo anterior, sino de dar un paso hacia 
adelante para adaptar, en el futuro, estos preceptos a la nueva situación para que puedan 
ser modificadas o derogadas a través de un proceso legislativo depurativo que responda 
a la necesidad real del nuevo régimen y su población. Sin embargo, no negamos que la 
redacción de este Decreto no ha sido el adecuado, siendo por ello objeto de 
interpretaciones que generaron confusiones en la práctica. 
De todas formas, esta situación ha sido corregida parcialmente por el Decreto 
Presidencial 2/1995 “Acerca de la Derogación de Resolucionesy Ordenes Militares”.  
Este Decreto contiene una lista de todas la resoluciones y órdenes militares israelíes que 
quedan derogadas por el mismo Decreto, las cuales   se complementan con la 
aprobación de la Ley Básica Palestina de 2002 (artículos 109 y 110) y la Ley Básica 
Modificadora del 18de marzo de 2003 que establece en su artículo 118 que: “todo lo 
que no se contradice con los preceptos establecidos en esta ley siguen en vigor, las 
leyes, reglamentos y resoluciones vigentes en Palestina de forma anterior a la entrada en 
vigor de esta ley hasta que se modifiquen o se deroguen según la ley.” También, 
establece el artículo 119 de esta Ley Básica que: “queda derogado todo que se 
contradice con los preceptos de esta Ley Básica.”. A la luz de estos dos artículos, todas 
las legislaciones preexistentes a esta ley siguen aplicables mientras que no se 
contradigan con ello, lo que implica a que aquellas legislaciones de las diferentes épocas 
anteriores de la época de la Autoridad Palestina mencionadas anteriormente.     
 Por su parte, la construcción del poder judicial ha ido cambiado notablemente, 
con la Ley del Poder Judicial 1/2002, que organizó los diferentes tipos de tribunales, sus 
rangos y sus competencias. A raíz de la entrada en vigor de la Ley Básica de la 
Autoridad Palestina de 2003, que organizó el Poder Judicial en sus artículos 97 al 109, a 
través de los cuales se establece la creación de algunos institutos para el poder judicial 
con competencias de gran importancia como: 
 Creación del Consejo Judicial Supremo, articulo 100 de la Ley Básica de 2003. 
 Creación por ley del Tribunal Supremo Constitucional. En el cumplimiento de 
este artículo se aprobó la Ley del Tribunal Supremo Constitucional 3 de 2006. 
 Según el artículo 103 de la Ley Básica este Tribunal es competente de: 
1. Ver la constitucionalidad de todas las leyes, reglamentos o decretos. 
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2.  La interpretación de los textos de la Ley Básica y las demás legislaciones. 
3.  Los conflictos de competencia entre los institutos judiciales y administrativos.   
Este sistema Judicial Palestino sigue siendo conocido por constar de dos niveles,107 los 
tribunales de primera instancia y los tribunales de segunda instancia, pero incorporando 
otros tribunales que ejercen como guardianes para asegurar la buena aplicación de las 
legislaciones a los conflictos sin entrar en el objeto del conflicto. Sería el caso del 
Tribunal Mayor de Justicia que es competentede ver los recursos de amparo tanto en los 
conflictos civiles como en los conflictos administrativos. Al carecer de Tribunal 
Constitucional, el Tribunal Mayor de Justicia asume las competencias de éste y que 
vienen contenidas en el artículo 103 de la Ley Básica de 2003 mencionado 
anteriormente. 
1. La relación entre el Ministerio de Justicia y el Poder Judicial está regulada en la Ley 
Básica Palestina y en la Ley del Poder Judicial 1 de 2002. Destacamos los aspectos 
más importantes de esta relación: 
A. Supervisión administrativa por parte del Ministerio de Justicia de todos los 
tribunales con arreglo al artículo 47 de esta Ley. 
B. El Ministro de Justicia tiene la competencia de decidir la jurisprudencia territorial 
de los tribunales y sus sedes, según los artículos 1 y 13 de dicha Ley.  
C. El Ministro de Justicia en su relación respecto a los jueces asume: 
a. El seguimiento de las infracciones cometidas por los jueces y vinculadas a sus 
funciones. (artículo 47/3). 
b. Iniciar mediante petición al fiscal General y ante el Tribunal Mayor de Justicia, las 
denuncias contra a los jueces vinculados a sus infracciones (artículo 49). 
c. La petición al Consejo Supremo de Justicia que relegue de sus funciones al juez 
acusado de cometer un delito durante la investigación (artículo 58). 
d.Pedir a los jueces realizar otras labores jurídicas o desplazarles a otros tribunales 
con arreglo al artículo 23/3 de esta Ley. 
e.  Emitir la resolución de aceptar la dimisión de los jueces (artículo 33). 
																																								 																				
107 V V. A A La Composición del Sector de Justicia en Palestina: su Constructora, Funcionamiento y 
competencias. Institute of Law- Beir Zeit University, Ramallah, 2010. P 30.  
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f.  Tiene además la competencia de convocar al Consejo Superior Justicia a reunirse 
(artículo 40/2). 
g. Recibe el proyecto de elaborar el presupuesto del Poder Judicial,                  
preparado por el Consejo Supremo de Justicia a fin de incorporarlo a la Ley 
presupuestaria del Estado, según el artículo 3/2 de esta Ley. 
h. Opción de dirigirse al Ministro de Justicia por parte de un condenado                                           
de un delito o infracción grave, siendo el Ministro a su vez quien eleva la 
petición alFiscal General que la traslada a su vez al Tribunal Mayor de Justicia 
(artículo 379 de la Ley de los Procedimientos Penales 3/2001). 
 i. Solicitar por escrito al Fiscal General que solicite al Tribunal Mayor de Justicia 
revisión de la sentencia final de un caso con arreglo al artículo 375 de la Ley de 
Procedimiento Penal de 2001.  
 j. Establecer los reglamentos ejecutivos sobre las tarifas de los tribunales 
ordinarios a través del establecimiento de una ley  (artículo 16 de la Ley de las 
Tarifas de las Tasas de los Tribunales Ordinarios 1/2003).108 
2- Relación del Ministerio de Justicia con la Fiscalía General: 
1.  Nombrar el ayudante del Fiscal General recomendado por el Fiscal General. (artículo 
62 de la Ley del Poder Judicial 1/2002) 
2.   Los ayudantes del Fiscal General realizan su juramento ante el Ministro de Justicia con 
la presencia del Fiscal General (artículo 64/3 de la Ley del Poder Judicial), mientras 
realiza el Fiscal General el juramento ante el Presidente de la Autoridad Palestina con 
presencia del Ministro de Justicia (artículo 64/2 de la Ley del Poder Judicial). 
3. La asignación territorial de los ayudantes del Fiscal General, sus traslados dentro del 
territorio de sus competencias o fuero, se realizará por decisión del Ministro de 
Justicia en base a la recomendación del Fiscal General (artículo 65 de la Ley del 
Poder Judicial 1/2002). 
4. La denuncia de la responsabilidad administrativa en contra de los ayudantes del 
Fiscal General, se realiza bien a petición del Fiscal General elevado al Ministro de 
																																								 																				
108  Ibídem, V.V A. A, La composición del Sector de Justicia en Palestina, publicaciones del Institute of 
Law- Universidad de Beir Zeit, Ramallah, 2010. Pp. 44-46. 
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Justicia quien decide trasladarla a su vez al Consejo Supremo de Justicia (artículo 72 
de la Ley del Poder Judicial 1/2002). 
5. El Ministro de Justicia es competente en la adopción de las resoluciones 
administrativas y financieras relativas a la Fiscalía General, según el Decreto del 
Consejo de Ministros 17/2005. 
6. El Ministerio de Justicia es competente de emitir los permisos de arbitraje a los 
abogados, según la Ley 3/2000 de la Ley de Arbitraje, y la resolución del Consejo de 
Ministros 39/2004. 
7. Emitir las licencias para los traductores jurados, según la Ley de Traducción 15/1995 
y la resolución ejecutiva de esta Ley 1/1996 dictada por el Ministro de Justicia. 
8. El ministro de Justicia es competente en la supervisión de los centros penitenciarios y 
de rehabilitación, según la Ley 9/1998 de los Centros Penitenciarios y de 
Rehabilitación. 
9. El Ministerio de Justicia es competente de establecer y revisar los criterios de registro 
de las asociaciones civiles, en coordinación con el Ministerio de Interior (Ley de las 
Asociaciones y Entes Civiles 1/2000). 
10. Gestionar el Centro de Autopsia según el Decreto Presidencial 24/1994. 
11. El Registro Civil pertenece al Ministro de Justicia según el Decreto Presidencial 
286/1995. 
12.  La pertenencia al Diwan Al Fatwa Wa Attashríe (centro establecido por el Decreto 
Presidencial 286/1995) que asume la función de elaborar las legislaciones al ministro 
de Justicia. 
13. El Ministerio de Justicia asume la supervisión del Instituto Judicial Palestino (según 
el artículo 69 de la Ley Básica de2003). 
14.  Así mismo el Ministerio de Justicia asume otro tipo de funciones como dar servicio 
al ciudadano, compulsar y acreditar los certificados penales, títulos universitarios 
btenidos en el extranjero, poderes entre otras funciones.109 
																																								 																				




4. Las restricciones de los acuerdos de paz sobre la competencia del Poder Judicial 
Palestino, y los desafíos internos ante su independencia: 
 Es interesante destacar al respecto, la evaluación del grado de competencias 
atribuidas al Poder Judicial Palestino por los acuerdos de paz, y el grado de 
independencia que tiene, en la práctica,en el régimen de la Autoridad Nacional 
Palestina: 
A. Las restricciones de los acuerdos de paz a la competencia del Poder Judicial: 
El artículo 9/6 del Acuerdo Interino de Paz de 1995, aunque confirma la 
independencia del poder Judicial Palestino al asumir sus funciones, pone al mismo 
tiempo una serie de condiciones en el desarrollo de la función del sector de justicia de 
acuerdo con los preceptos de este acuerdo: 
a. Restricción territorial: los tribunales palestinos tienen jurisprudencia en los territorios 
A, B, lo que significa que no extienden esta jurisprudencia al Este de Jerusalén donde 
vive el 15 % de los palestinos de Cisjordania. Tampoco se extiende a la zona C que 
forma el 60% del territorio de Cisjordania salvo en las materias organizadas en el 
artículo 4 del anexo 3 y los artículos 1 y 3 del anexo 4 del Acuerdo Interino de 1995. 
En esta zona C no tienen los tribunales palestinos competencia vinculante a los 
bienes inmobiliarias, tampoco pueden ejercer ningún acto judicial como ordenar el 
arresto de personas, confiscar bienes o cualquier acto que conlleva el uso de la 
fuerza, según el artículo 4/6 del anexo 3 de este Acuerdo. A esta situación hay que 
añadir las dificultades que encuentran las fuerzas de seguridad palestinas en ejecutar 
las órdenes y las sentencias en las zonas A y B, cuando se trata de pasar por la zona 
C, dada la existencia de controles del ejército israelí y por la política israelí de 
bloquear las zonas en muchas ocasiones, lo que afecta notablemente al 
funcionamiento del sistema judicial. 
 Por otro lado, cualquier israelí que considera que los procedimientos de los tribunales 
palestinos vulneran sus intereses, tiene el derecho de pedir el traslado del caso al 
Comité Conjunto Profesional incluso para las zonas A y B, según el artículo 4/16 del 
anexo 3 de este acuerdo. Es interesante destacar que en estas zonas A y B, la 
competencia de los conflictos sobre los bienes inmobiliarios es de los tribunales 
palestinos. Este Comité decide permitir o no a los tribunales palestinos la opción de 
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ver el conflicto, mientras que, para la parte israelí, este Comité tiene el derecho a 
decidir el traslado del caso visto en los tribunales palestinos a los tribunales israelíes. 
b. La competencia sobre las personas: los tribunales palestinos tienen la jurisprudencia 
sobre los palestinos en Cisjordania y en la Franja de Gaza, en las materias trasladadas 
a la Autoridad Palestina por el acuerdo de paz, no incluyendo las materias de la 
nacionalidad palestina ni el cambio del lugar de residencia, ni tampoco el 
movimiento entre ambos territorios o la acción de viajar fuera del país.110 
 Por otro lado, según el artículo 1 del anexo 4 de este Acuerdo, los tribunales 
palestinos no tienen jurisprudencia sobre las personas israelíes acusados de cometer 
delitos en la zona A.  
 En los conflictos civiles, tampoco tienen los tribunales palestinos la jurisprudencia 
sobre los israelíes en las zonas A, salvo que este israelí tenga un interés comercial en 
estas zonas, o acepte por escrito la jurisprudencia de los tribunales palestinos según 
el artículo 3 del anexo 4 de este Acuerdo. Al contrario, estas restricciones no se 
aplican a la jurisprudencia de los tribunales israelíes sobre los palestinos en todos los 
territorios palestinos, en el caso que hubiera sospecha que un palestino haya 
cometido un delito en contra de Israel o los israelíes.111 
B.  Los desafíos internos ante la independencia del Poder Judicial: 
 Varios factores internos influyen negativamente en la independencia del Poder 
Judicial Palestino: 
1. La Autoridad Nacional Palestina: la misma Autoridad Palestina tiene mucho que ver 
en la falta de construcción de un Poder Judicial independiente, a pesar de las 
restricciones impuestas en los acuerdos de paz. Se puede constatar este papel 
negativo en los siguientes aspectos: 
a. La forma de la construcción de la Autoridad Palestina: la administración de la 
Autoridad Palestina, en su sentido amplio (órganos, funcionarios, cuerpos de 
seguridad y los miembros del sistema judicial: jueces, fiscales...etc.), se han 
constituido a través de lospalestinos proveniente del exilio y de ciudadanos 
																																								 																				
110  Mansour, Kamil, La Independencia del Poder Judicial en Palestina, el Institute of Law- Beir Zeit 
University, Ramallah, 2011. P.23. 
111  Ibidem, Mansour, Kamil, op. cit. P. 24. 
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residentes en Palestina. Los primeros tenían una cultura no conforme con los 
principios legales o constitucionales como son la separación de poderes o la 
soberanía de la Ley, soñando con tener una patria y una identidad después de tanto 
sufrimiento en el exilio. Los segundos, son ciudadanos que les preocupaba luchar 
contra la ocupación israelí y sus leyes, sitiándose orgullosos de infringir dichas leyes. 
Ambas culturas de rebeldía no han sido tomadas en serio por parte de los líderes 
palestinos a la hora de construir los sistemas y los órganos públicos; es verdad que 
los líderes de la Autoridad Palestina crearon estatutos y declararon unos principios 
valiosos, como la democracia y la separación entre los poderes entre otros, pero todo 
esto fue un hecho simbólico; el empleo público no se ha basado en las competencias 
entre personas cualificadas y la igualdad de oportunidades, con fin de servir el 
pueblo se han convertido en oportunismo y corrupción. Este mecanismo se convirtió 
en algo corriente en todos los órganos e instituciones de la Autoridad Palestina, 
incluso en los órganos del sistema judicial. Por tanto, este sistema se ha formado de 
tal manera que no cuenta con el mejor personal para asumir esta importante 
responsabilidad. 
b. El Poder Legislativo: en el primer periodo de la formación del Consejo Legislativo de 
1996-2006, es decir antes de la separación entre los dos territorios (Cisjordania y 
Franja de Gaza), el Consejo Legislativo fue activo a la hora de proponer y aprobar 
leyes y colaborando en esta función, con la sociedad civil para que aportaran su 
observación sobre los proyectos de ley antes de votarlos. También estuvo el Consejo 
muy atento a la hora crear la Ley Básica Palestina, dando mucha importancia a la 
incorporación de los preceptos sobre los principios de la soberanía de la ley, la 
separación entre los poderes, el respeto de los derechos y libertades y sobre todo la 
independencia del sistema judicial, así como el respeto a las sentencias de los 
tribunales. Sin embargo, este Consejo, a pesar de estar formado en su mayoría por el 
partido del mismo Gobierno (Alfateh), no adoptó una política legislativa clara 
respecto a su votación en favor de los proyectos o en su contra, sino que las 
opiniones de los diputados eran empañadas a los intereses territoriales y personales 
(como la posibilidad de asignar algún ministro) o por algunos conflictos políticos que 
surgieran entre los miembros. Añadiendo a esto, la mala elaboración y redacción de 
algunas leyes que contienen artículos copiados de otras leyes de otros países árabes. 
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Un ejemplo de estas leyes es la Ley del Poder Judicial de 2002 que contiene 
preceptos generales ambiguos. 
c. La interferencia en los procesos judiciales por parte de la oficina de la Presidencia, 
los cuerpos de seguridad y los gobernantes, llevó al hecho que se generara falta de 
confianza en el sistema judicial por parte de los ciudadanos. Como ejemplo de 
interferencia en asunto de los tribunales mencionamos la puesta en libertad de 
algunos condenados por cometer crímenes o la detención de personas que han sido 
previamente declarados inocentes por sus sentencias. En el ámbito de los conflictos 
administrativos contra un Ministerio, no se solía ejecutar la sentencia si era en contra 
del Ministerio.112 
d.  Los cuerpos de seguridad palestinos y los grupos armados. La existencia de varios 
cuerpos de seguridad de la Autoridad Palestina, y la existencia de grupos armados de 
distintas ideologías especialmente en el periodo 2000- 2007 tuvo efectos muy 
negativos en el buen funcionamiento del Poder Judicial donde los jueces se 
encontraban expuestos a todo tipo de amenazas y agresiones, y donde los detenidos 
también sufrieron agresiones, mientras la Fiscalía General no pudo controlar los 
enfrentamientos armados entre estos grupos.  
 Por otro lado, antes del año 2000, es decir, al comienzo de la formación de la 
Autoridad Palestina, el pueblo palestino encontró en los cuerpos de seguridad 
palestinos un instrumento protector de seguridad frente a Israel para cumplir sus 
obligaciones según los acuerdos de paz, y no para proteger a los ciudadanos 
palestinos contra las agresiones cometidas por parte del ejercito israelí y los colonos 
judíos. Esta situación se tradujo en un aumento de obtención de armas por parte de 
los grupos armados para defenderse y defender su derecho a la resistencia ylucha 
armada en contra de la ocupación. A este respecto, la Autoridad Palestina en su 
comienzo no pudo o no quiso tomar las medidas necesarias para prohibir la 
adquisición de armas por parte de los ciudadanos, situación que llevó a un estado de 
verdadero caos que amenazaba el rol de la ley y junto a ello, las agresiones en contra 
del sector de justicia.  
																																								 																				
112 Ibidem, P. 27. 
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e.  La debilidad del Poder Ejecutivo, que por motivos de los conflictos políticos entre 
partidos llevó a la debilidad del Poder Judicial al ser utilizado como instrumento de 
protección de los intereses de los altos responsables del ejecutivo, trasladando la 
corrupción a este Poder judicial que se ha convertido en sede de competencia ilegal 
entre sus operadores.113 
2. La sociedad palestina y la jurisprudencia social como alternativa: con la pérdida de 
toda esperanza del pueblo palestino de conseguir su independencia, con el fin de 
construir su estado democrático y de derecho, debido a la ocupación israelí estos 
siguen teniendo la última palabra en todos los campos de la vida del pueblo 
palestino, frente a una Autoridad Palestina muy débil que ha perdido su credibilidad 
ante sus ciudadanos que no esperaron llegar, después de tanta lucha y sacrificio, a 
esta condición de vida bajo la incapacidad de la Autoridad Palestina de construir un 
régimen de derecho donde se respete por lo menos el sector de la justicia. Esta 
situación llevó a los ciudadanos a acudir a la jurisprudencia social, basada en las 
tradiciones y costumbres del pueblo como alternativa a los tribunales ordinarios de la 
autoridad palestina. A este respecto, observamos como en muchos casos, como por 
ejemplo los de los crímenes, el mismo Poder Ejecutivo ha preferido solucionarlos 
según las reglas de la jurisprudencia tradicional. Este hecho ha generado más 
credibilidad a esta alternativa, afectando el buen funcionamiento de los tribunales y 
su capacidad de solucionar los conflictos.114 
3. La ocupación israelí: debido a la política del ejército israelí de obstaculizar el 
movimiento libre de los ciudadanos palestinos entre Cisjordania y la Franja de Gaza, 
o dentro del mismo territorio, no ha sido posible en muchos casos que lleguen los 
jueces, los funcionarios de los tribunales ni los ciudadanos ante los tribunales, por 
ello, no se celebran los juicios ya que consideran que significa una pérdida de tiempo 
acudir a los tribunales.  
 Más aún, no ha sido posible que se reúnan los miembros del Tribunal Mayor de 
Justicia, ni los miembros del Consejo Supremo de Justicia, por ello, y como 
alternativa han acudido a las video llamadas para intentar solucionar los problemas 
																																								 																				
113 Ibidem, P. 28. Véase también, Albargoozí, Maén,la condición del Poder Judicial y el sistema   
jurídico, op. cit. Pp. 58-62. 
114 Mansour, Kamil, op. cit. P 29. 
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de los asuntos de justicia o ver los casos presentados ante ellos. Junto a esta 
situación, hay que destacar el mal trato que sufren los jueces en su paso por los 
controles militares del ejército israelí.115 
4. Factores pertenecientes al mismo Poder Judicial: estos factores son testigo de la mala 
situación del Poder Judicial en Palestina, bien por la falta de recursos humanos 
cualificados para asumir el papel de jueces o funcionarios en el sistema judicial, o bien 
por el papel negativo que asume el Consejo Supremo de Justicia a la hora de 
proporcionar formación adecuada a los jueces para mejorar sus capacidades 
jurídicas.116 
 Junto a estos factores hay que sumar los preceptos restringidos de los acuerdos 
de paz, más la división de los palestinos de los dos territorios, aislados el uno del otro 
desde 2007 por el conflicto entre el Presidente de la Autoridad Palestina, que revocó el 
Primer Ministro a través del Decreto 8 de 2007, provocando que el Primer Ministro 
formara su propio régimen (Gobierno, Poderes Legislativos y Judiciales), como 
veremos más adelante. Esta situación hace que sea difícil hablar sobre el sistema 
judicial independiente en la Autoridad Palestina. 
I.4. El procedimiento legislativo: 
Para empezar, hay que distinguir tres periodos entre los cuales los 
procedimientos legislativos variaron fundamentalmente:  
1.   El procedimiento legislativo inicial, desde el comienzo hasta el 2007:  
A. En el periodo del 5 de mayo de 1994 hasta el 20 de enero de 1996, que 
comprende desde la entrada en vigor del Acuerdo de Gaza y Jericó y antes de la 
formación del Consejo Legislativo Palestino. En este tiempo la competencia de legislar 
dependía de la voluntad del Presidente de la Autoridad Nacional Palestina, que por su 
propia voluntad promulgaba y sancionaba las legislaciones sin ningún otro 
procedimiento y con la participación de los miembros del Consejo de la Autoridad 
Palestina, que estaba compuesto por 24 miembros incluyendo al Presidente. Esta 
																																								 																				
115 Ibidem, Pp. 31-32. Véanse, también, Albargoozí, Maén, la condición del Poder Judicial y el sistema   
jurídico, op. cit. P. 57.  
116    Ibidem, P.33. Véanse, también, Albargoozí, Maén, op. cit., P. 50. 
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 ﺑﺸﺄن إﺟﺮاءات إﻋﺪاد اﻟﺘﺸﺮﯾﻌﺎت 5991( ﻟﺴﻨﺔ 4ﻗﺎﻧﻮن رﻗﻢ )
رﺋﯿﺲ اﻟﻠﺠﻨﺔ اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ ﻟﻤﻨﻈﻤﺔ اﻟﺘﺤﺮﯾﺮ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ وﺑﻨﺎًء ﻋﻞ ﻣﺎ ﺗﻘﺘﻀﯿﮫ اﻟﻤﺼﻠﺤﺔ اﻟﻌﺎﻣﺔ وﺑﻨﺎء ﻋﻠﻰ 
 اﻟﺼﻼﺣﯿﺎت اﻟﻤﺨﻮﻟﺔ ﻟﻨﺎ أﺻﺪرﻧﺎ اﻟﻘﺎﻧﻮن اﻵﺗﻲ: 
 (1ﻣﺎدة )
 ﻟﻸﺣﻜﺎم اﻟﻮاردة ﻓﻲ ھﺬا اﻟﻘﺎﻧﻮن.  ﯾﺘﻢ إﻋﺪاد اﻟﺘﺸﺮﯾﻌﺎت وﻓﻘﺎ ً 
 (2ﻣﺎدة )
ﺗﻌﺪ اﻟﻮزارة أو اﻟﺠﮭﺔ اﻟﻤﺨﺘﺼﺔ ﻣﺸﺮوﻋﺎت اﻷدوات اﻟﺘﺸﺮﯾﻌﯿﺔ واﻻﺗﻔﺎﻗﯿﺎت وﻣﺎ ﻓﻲ ﺣﻜﻤﮭﺎ، أو ﺗﻌﺪ اﻟﻌﻨﺎﺻﺮ اﻟﺮﺋﯿﺴﯿﺔ واﻷﺣﻜﺎم اﻟﻤﻮﺿﻮﻋﯿﺔ 
ﻟﺴﺎﺑﻘﺔ إﻟﻰ دﯾﻮان اﻟﻔﺘﻮى واﻟﺘﺸﺮﯾﻊ ﻟﺼﯿﺎﻏﺔ اﻟﻤﻄﻠﻮب أن ﺗﺘﻀﻤﻨﮭﺎ اﻟﻤﺸﺮوﻋﺎت اﻟﻤﻘﺘﺮﺣﺔ. وﺗﺤﯿﻞ اﻟﻮزارة أو اﻟﺠﮭﺔ ﻣﺎ ﺗﻢ إﻋﺪاده وﻓﻘﺎ ًﻟﻠﻔﻘﺮة ا
 اﻟﻤﺸﺮوﻋﺎت اﻟﻤﻄﻠﻮﺑﺔ ﻓﻲ اﻟﺼﯿﻐﺔ اﻟﻘﺎﻧﻮﻧﯿﺔ اﻟﻤﻼﺋﻤﺔ. 
 (3ﻣﺎدة )
ﯾﺘﻮﻟﻰ دﯾﻮان اﻟﻔﺘﻮى واﻟﺘﺸﺮﯾﻊ دراﺳﺔ اﻟﻤﺸﺮوﻋﺎت اﻟﻤﻘﺘﺮﺣﺔ وإدﺧﺎل ﻣﺎ ﯾﺮاه ﻣﻦ ﺗﻌﺪﯾﻼت ﻋﻠﯿﮭﺎ ﺑﻤﺎ ﻻ ﯾﻐﯿﺮ ﻣﻦ ﺟﻮھﺮھﺎ واﻟﻐﺎﯾﺔ اﻟﻤﺴﺘﮭﺪﻓﺔ 
ﺘﺸﺎور ﻣﻊ اﻟﻮزارة أو اﻟﺠﮭﺔ اﻟﻤﺨﺘﺼﺔ وﻏﯿﺮھﻤﺎ ﻣﻦ اﻟﻮزارات واﻟﺠﮭﺎت اﻷﺧﺮى ذات اﻟﻌﻼﻗﺔ وأن ﺗﻨﺴﻖ ﻣﻨﮭﺎ وﻟﮫ ﻓﻲ ﺳﺒﯿﻞ أداء ﻣﮭﻤﺘﮫ أن ﯾ
 ﺑﯿﻨﮭﺎ، ﺑﻐﺮض اﻟﺘﻮﺻﻞ إﻟﻰ اﻷﺣﻜﺎم اﻟﻤﻼﺋﻤﺔ اﻟﺘﻲ ﺗﺤﻘﻖ اﻟﻐﺎﯾﺔ اﻟﻤﺴﺘﮭﺪﻓﺔ ﻣﻦ ھﺬه اﻟﻤﺸﺮوﻋﺎت. 
 (4ﻣﺎدة )
وزارة اﻟﺴﻠﻄﺔ اﻟﺬي ﯾﺘﻮﻟﻰ إﺣﺎﻟﺘﮭﺎ إﻟﻰ ﻟﺠﻨﺔ وزارﯾﺔ ﺗﺸﻜﻞ ﯾﺮﻓﻊ دﯾﻮان اﻟﻔﺘﻮى واﻟﺘﺸﺮﯾﻊ ﻣﺸﺮوﻋﺎت اﻷدوات اﻟﺘﺸﺮﯾﻌﯿﺔ إﻟﻰ أﻣﯿﻦ ﻋﺎم ﻣﺠﻠﺲ 
ﺑﻘﺮار ﻣﻦ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ وﺗﻜﻮن ﺑﺮﺋﺎﺳﺔ وزﯾﺮ اﻟﻌﺪل وﻋﺪد ﻣﻦ اﻟﻮزراء وﻋﻀﻮﯾﺔ رﺋﯿﺲ دﯾﻮان اﻟﻔﺘﻮى واﻟﺘﺸﺮﯾﻊ وﺗﺨﺘﺺ ھﺬه اﻟﻠﺠﻨﺔ ﺑﺪراﺳﺔ 
 ﻣﺸﺮوﻋﺎت اﻷدوات اﻟﺘﺸﺮﯾﻌﯿﺔ وﺗﻘﺪﯾﻢ ﺗﻮﺻﯿﺎﺗﮭﺎ إﻟﻰ ﻣﺠﻠﺲ اﻟﻮزراء. 
 (5ﻣﺎدة )
ﻤﺸﺮوع ﻣﻦ ﻗﺒﻞ ﻣﺠﻠﺲ اﻟﻮزراء ﺑﺎﻟﻘﺒﻮل أو اﻟﺮﻓﺾ أو اﻟﺘﻌﺪﯾﻞ ﯾﺤﺎل اﻟﻤﺸﺮوع إﻟﻰ اﻟﺪﯾﻮان ﻟﻮﺿﻌﮫ ﻓﻲ اﻟﺼﯿﻐﺔ اﻟﻘﺎﻧﻮﻧﯿﺔ ﺑﻌﺪ اﻟﺒﺖ ﻓﻲ اﻟ
 اﻟﻤﻨﺎﺳﺒﺔ. 
 (6ﻣﺎدة )
 ﯾﺮﻓﻊ دﯾﻮان اﻟﻔﺘﻮى واﻟﺘﺸﺮﯾﻊ اﻟﻤﺸﺮوع اﻟﺬي واﻓﻖ ﻋﻠﯿﮫ ﻣﺠﻠﺲ اﻟﻮزراء إﻟﻰ رﺋﯿﺲ اﻟﺴﻠﻄﺔ ﻹﺻﺪاره وﻣﻦ ﺛﻢ ﯾﻨﺸﺮ ﻓﻲ اﻟﺠﺮﯾﺪة اﻟﺮﺳﻤﯿﺔ. 
 (7ﻣﺎدة )
 ﻐﻲ ﻛﻞ ﺣﻜﻢ ﯾﺘﻌﺎرض ﻣﻊ أﺣﻜﺎم ھﺬا اﻟﻘﺎﻧﻮن. ﯾﻠ
 (8ﻣﺎدة )
 ﻋﻠﻰ ﺟﻤﯿﻊ اﻟﺠﮭﺎت اﻟﻤﺨﺘﺼﺔ ﻛﻞ ﻓﯿﻤﺎ ﯾﺨﺼﮫ ﺗﻨﻔﯿﺬ ھﺬا اﻟﻘﺎﻧﻮن. وﯾﻌﻤﻞ ﺑﮫ ﻣﻦ ﺗﺎرﯾﺦ ﺻﺪوره وﯾﻨﺸﺮ ﻓﻲ اﻟﺠﺮﯾﺪة اﻟﺮﺳﻤﯿﺔ. 
 ﻠﻄﺔ اﻟﻮطﻨﯿﺔ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ ﯾﺎﺳﺮ ﻋﺮﻓﺎت رﺋﯿﺲ اﻟﻠﺠﻨﺔ اﻟﺘﻨﻔﯿﺬﯾﺔ ﻟﻤﻨﻈﻤﺔ اﻟﺘﺤﺮﯾﺮ اﻟﻔﻠﺴﻄﯿﻨﯿﺔ رﺋﯿﺲ اﻟﺴ 5991/4/71ﺻﺪر ﺑﻤﺪﯾﻨﺔ ﻏﺰة ﺑﺘﺎرﯾﺦ: 
 ، اﻋﺪاد ﻣﻌﮭﺪ اﻟﺤﻘﻮق ﻓﻲ ﺟﺎﻣﻌﺔ ﺑﯿﺮزﯾﺖ.-اﻟﻤﻘﺘﻔﻲ  -ﻋﻦ ﻣﻨﻈﻮﻣﺔ اﻟﻘﻀﺎء واﻟﺘﺸﺮﯾﻊ ﻓﻲ ﻓﻠﺴﻄﯿﻦ 
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Según el mecanismo mencionado en la Ley 4/1995, se inicia el procedimiento 
por ponencia del proyecto de legislación elaborado por el Ministerio competente, o 
cualquier otro órgano competente, el cual se eleva a Diwan Alfatwa Wal Tashrí, que es 
un órgano oficial formado por el Decreto Presidencial 286/1995, el cual tiene la 
competencia de estudiar los proyectos de las legislaciones y elaborar un informe sobre 
ellos, poniéndolos en forma de ley. Siendo este órgano, el Diwan, quien eleva estos 
proyectos acompañado de sus observaciones, al secretario del Consejo de Ministros. 
Este último traslada estos proyectos al Comité de Ministros formado por el Presidente 
de la Autoridad Palestina, para estudiar el proyecto de ley. Este Comité está formado 
por el Ministro de Justicia, la participación de un número de Ministros determinado 
(este número varia cada vez) y la participación del Presidente del Diwan Alfatwa Wa 
Atashrí. Este Comité elabora un informe sobre cada proyecto de ley, incluyendo sus 
recomendaciones y elevándolo al Consejo de Ministros, quien estudia el proyecto 
fijándose en sus observaciones, en el caso que las hubiera, para elevarlo de nuevo al 
Diwan Alfatwa Wa Atashrí con el fin de que lo incorporen a la estructura final del 
código. Una vez realizado esto, se devuelve de nuevo al Consejo de Ministros quien, a 
su vez, lo eleva al Presidente de la Autoridad Palestina para promulgarlo, sancionarlo y 
publicarlo en el Boletín Oficial de la Autoridad Palestina. 
En esta fase, en la que todavía no se había formado el Consejo Legislativo, el 
Consejo de la Autoridad Palestina asumió su función legislativa, promulgando 
legislaciones de rango de ley o reglamentos, lo que significa que en esta fase no se había 
dado el principio de la separación entre poderes: el mismo Consejo asumía tanto el 
Poder legislativo como el Poder Ejecutivo.118 
B. El periodo desde el 20 de enero de 1995 hasta 2007: que afectó al 
procedimiento legislativo, comenzó con la elección del Consejo Legislativo Palestino el 
20 de enero de 1996 hasta el 2007. Este periodo se basó en la adopción del principio de 
separación entre los poderes, comenzando el desarrollo del procedimiento legislativo. 
En este momento, el procedimiento legislativo se inicia a través de la iniciativa del 
Consejo de Ministros, elevándose cada proyecto de ley al Consejo Legislativo, o bien 
																																								 																				
118 Marí, Mustafá, “Para la consecución de legislaciones palestinas de origen y metas”, revista “almasar, 
1997. Pp. 17-20. También, Abu Hannud, Husein, sobre las legislaciones y el mecanismo de legislar en la 
Autoridad Nacional Palestina, Estudio Analítico, publicaciones de la Comisión Independiente Palestina 
para los Derechos de los Ciudadanos, Palestina, 1997. Pp. 28-46. 
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por iniciativa del mismo Consejo Legislativo que funciona en realidad como un 
Parlamento: 119 
1. La iniciativa legislativa del Poder Ejecutivo y el papel que asume Diwan Al 
Fatwa Wa Al Tashrí: 
El Poder Ejecutivo no se dedica exclusivamente a la aplicación de las 
legislaciones impuestas por el Poder Legislativo, sino participa en el procedimiento de 
proponer leyes para su posible aprobación por parte del Poder Legislativo. También 
puede asumir la tarea de legislar las normas legislativas de inferior rango o incluso 
poner normas en forma de Decretos que tengan la misma fuerza de ley ordinaria, en los 
casos en los que el Poder Legislativo estuviera disuelto, además de otros requisitos que 
han de ser cumplidos para que tengan, estos Decretos, valor jurídico. En otras palabras, 
como expone Luís Jimena:120“Desde la relevancia que supone la participación en la 
elaboración de las leyes, como normas situadas en el escalón jerárquico normativo 
inferior a la constitución, interesa destacar que mediante la iniciativa legislativa del 
gobierno se acciona un procedimiento cuyo resultado es la fuente del derecho que de 
modo más claro implica un acto de soberanía por el que se determina todo un conjunto 
de opciones políticas concretas.” 
 Esta capacidad del Gobierno de dirección de la política del estado significa 
121“ostentar una capacidad de iniciativa, de manera que a través de ella se manifiesta la 
centralidad del Gobierno en el sistema político…. a lo que habría de añadirse que dicha 
posibilidad de dirección de la política se completa, en una forma de gobierno 
parlamentaria, con la capacidad para convertir las iniciativas legislativas provenientes 
del Ejecutivo, en opciones efectivas de gobierno es sede parlamentaria con su 
aprobación.”   
Normalmente, el procedimiento legislativo suele iniciarse con una moción del 
órgano correspondiente del Ministerio promotor, a partir del cual comienzan a emitirse 
los informes sobre la necesidad y oportunidad de la norma proyectada. Dichos 
																																								 																				
119  Marí, Mustafá, op. cit., Pp. 20-21. 
120  Jimena Quesada, Luís, Dirección política del Gobierno y técnica legislativa.  Tecnos, Madrid, 2003. 
P. 24. 
121 Véase para más información, Jimena Quesada, Luís, óp. cit. Pp.35- 70. 
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iinformes, que vienen de la fase primera, son distintos de aquellos informes relativos al 
contenido del proyecto, que desarrollan en la segunda fase después de asegurar la 
aceptación de la norma proyectada. Esta iniciativa legislativa por parte del Poder 
Ejecutivo, viene como resultado de su liderazgo en la dirección de la política estatal, y 
que se concreta en la puesta en práctica de la legislación; mecanismo esencial para que 
pueda el Gobierno cumplir con los objetivos planteados en su programa político al 
inicio de la legislatura.122 
En el caso palestino y según el artículo 70 de la Ley Básica Palestina, se 
encomienda la facultad de la iniciativa legislativa de las leyes al Gobierno (en concreto 
al Consejo de Ministros) y al Consejo Legislativo. 
Según los artículos 4, 5 y 6 de la Ley 4 de 1995, el mecanismo del 
procedimiento legislativo realizado por el Poder Ejecutivo, con la participación activa 
del Diwán empieza por una ponencia del proyecto de lalegislación elaborada por el 
ministerio competente o cualquier otro órgano competente, que se eleva al Diwan 
Alfatwa Wal Tashrí, quien estudia esta ponencia y elabora un informe sobre ella, 
redactándola en forma de ley. Luego, el Diwan eleva este proyecto acompañado de sus 
observaciones, al secretario del Consejo de Ministros. Éste último eleva el proyecto a un 
Comité de Ministros, formado por el Presidente de la Autoridad Palestina para estudiar 
el proyecto de ley. El Comité está compuesto por el Ministro de Justicia, la 
participación de un número de Ministros (este número varía en cada ocasión) y la 
participación del Presidente del Diwan Alfatwa Wa Atashrí. Este Comité elabora un 
informe sobre cada proyecto de ley, incluyendo sus recomendaciones y elevando al 
consejo de Ministros, que estudia el proyecto fijando sus observaciones en el caso que 
hubiera alguna, para elevarlo de nuevo al Diwan Alfatwa Wa Atashrí a fin que le de la 
estructura final al código. Posteriormente se devuelve al Consejo de Ministros que, a su 
vez, lo eleva al Presidente de la Autoridad Palestina para promulgarlo, sancionarlo y 
publicarlo en el Boletín Oficial de la Autoridad Palestina, según la práctica legislativa 
antes de formar el Consejo Legislativo, o bien lo eleva directamente al Consejo 
Legislativo donde empieza la otra fase para su discusión y aprobación. 
																																								 																				
122  En este sentido, véanse, Garrido Mayol, Vicente, Las garantías del procedimiento pre 
 legislativo: la elaboración y aprobación de los proyectos de ley, Tirant lo Blanch, Valencia, 
 2010, Pp. 29-33. 
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 Respecto al papel que asume Diwan Al Fatwa Wa Al Tashri ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاو ىﻮﺘﻔﻟا ناﻮﯾد( ): 
 “Al Diwan” (la traducción de éste termino sería "el Instituto de Jurisprudencia y 
Legislación”), es un órgano vinculado al Ministerio de Justicia establecido por el 
Decreto Presidencial 286 del año 1995. El Artículo 1 de este decreto destaca que, éste 
órgano estará formado por un presidente y un número suficiente de consultantes y 
ayudantes de los cuales estos últimos lo conformarán investigadores y funcionarios 
administrativos; el Presidente del Diwán y los funcionarios técnicos serán nombrados 
por un Decreto Presidencial firmado por el Presidente de la Autoridad Palestina, 
mientras que los nombramientos de los funcionarios administrativos, se realizará por 
una resolución del Ministro de Justicia sobre una lista de funcionarios propuestos por el 
Presidente del Diwán.  
Según el artículo 2 de este Decreto, el Presidente del Diwán y sus funcionarios 
aprovecharán el mismo estatuto jurídico aplicable a los jueces y los fiscales, en las 
prorrogativas materiales de cada uno según su equivalente.  
 A este respecto, hay que aclarar que esta equivalencia entre los funcionarios de 
este órgano y los del sector judicial solo son en materia de las prerrogativasmateriales, 
sin ser estos funcionarios ejecutivos, en realidad, parte del Poder Judicial. Es decir, la 
naturaleza de estos funcionarios es pertenecer al Poder Ejecutivo, en concreto al 
Ministerio de Justicia, y no asumiendo competencias judiciales como los jueces. 
Aunque han sido criticadas las prerrogativas materiales que disfrutan123sin que se les 
exija que tengan gran experiencia en su campo de competencia, vemos que esta crítica 
no hay que enfocarla por razones de lucro, es decir, cuánto gana cada uno, sino se aplica 
sobre el fallo de nombrar personas que no sean lo suficientemente formadas para asumir 
esta labor. Por otro lado, vemos que, una vez hecha la correcta asignación de estos 
funcionarios, es un signo de buena administración dotarles de buenos recursos para su 
vida personal, a igual que hace con los jueces, por ejemplo, para que se ocupen y se 
dediquen exclusivamente a su profesión, los cuales tienen como tarea mejorar la calidad 
legislativa, cuestión ésta que no incita a la duda dada su importancia. 
 En adición a esta estructura del Diwán que acabamos de mencionar, la estructura 
interna del mismo viene destacada en el Decreto 1 de 2002 que aprobó este mismo órgano: 
																																								 																				
123 Assaadi, Osama, Diwan el Fatwa Wa Attashrí, publicaciones de Institute of Law-  Beir Zeit 
University, Ramallah, 2011. P. 10. 
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1. El Departamento del Fatwa está compuesto por un presidente, dos 
consultantes y un investigador jurídico. Tiene la competencia de opinar sobre cualquier 
consulta elevada al Diwán por parte del Presidente de la Autoridad Palestina, el Consejo 
de Ministros, los Ministerios y sus departamentos. El mecanismo para realizar esta tarea 
empieza al elevar la consulta al Presidente del Diwán que, en su turno, pide a este 
departamento estudiar la materia objeto de la consulta; formándose normalmente una 
comisión para esta tarea, a fin de asignar el instrumento adecuado para solucionar la 
materia que se trate a través de un proyecto de ley u otra normativa de menor rango. En 
teoría, la opinión que expresa este Departamento en el nombre del Diwán debe ser 
obligatoria, pero en la práctica se suele ignorar la opinión del Diwán en sí.124 
2. El Departamento de Legislación, está conformado por un presidente, dos 
consultantes e investigador jurídico. La labor de este departamento está dividida entre la 
labor formal y la jurídica. Lo formal consiste en elaborar los proyectos legislativos en 
forma de proyectos y revisarlos lingüísticamente, proponer enmiendas al tema objeto 
del proyecto, sin cambiar su objeto fundamental o su finalidad. Por otro lado, investiga 
la coherencia entre este proyecto nuevo y las demás legislaciones en vigor, su 
adecuación y el tema de la constitucionalidad del nuevo proyecto. Esto significa que 
este departamento ejerce el primer control sobre la constitucionalidad de los nuevos 
proyectos, función que asume el Tribunal Constitucional como fase posterior a la 
aprobación de la Ley.125 
3. También, existen otros departamentos dentro del Diwán como el de 
investigación, el de control lingüístico y técnico, el de publicación entre otros. 
El papel asignado a este órgano (Al Diwan), es desarrollar el sistema legislativo 
y judicial en Palestina. Por ello, está otorgado de varias competencias: 
- Reunificar y desarrollar las legislaciones vigentes en Palestina. 
- Elaborar y redactar las legislaciones para todos los poderes de la Autoridad 
Nacional Palestina. 
- Proveer a todos los órganos de la Autoridad Nacional Palestina de 
opinionesyjurisprudencias. 
																																								 																				
124 Ibidem, Assadi, Osama, op. cit. P. 14. 
125 Ibidem, op. cit. P. 14. 
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- Elaborar y publicar el Boletín Oficial de Palestina (ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟﺎﻌﺋﺎﻗﻮﻟاﺔﻠﺠﻣ) según el 
artículo 6 de la Ley 4 de 1995 que dice: “Diwán el Fatwá Wa Attashrí eleva el 
proyecto aprobado por el Consejo de Ministros al Presidente de la Autoridad 
Palestina para su promulgación y su publicación en el Boletín Oficial.” Esta 
competencia la dejó clara el Decreto 1 de 2002, que asignó al Departamento de 
la Publicación del Diwan esta tarea.   
- Desarrollar el sistema judicial en Palestina a través de calificar los jueces, los 
fiscales, los funcionarios de los tribunales y sus propios funcionarios. 
 Establecer un "Banco de Información" y bibliografía Palestina.  
 Hay que aludir al artículo 2 de la Ley 4 de 1995 sobre los Procedimientos de 
Elaboración de las Legislaciones, que se considera la base primera a la hora de otorgar a 
este órgano de sus competencias en materia de elaborar las legislaciones; dicha Ley 
entró en vigor antes de la creación de este órgano, Al Diwán, además, el Presidente de 
la Autoridad Palestina asignó el Presidente del Diwan a través del Decreto 53 de 1994, 
es decir antes de la creación de este órgano.  
 De todas formas, este artículo 2 de la Ley 4 de 1995 destaca que:  
“Cada ministerio o a quien corresponda la competencia, prepara los proyectos de los 
instrumentos legislativos y de los convenios o materia similar, o preparalos elementos 
básicos y los preceptos objetivos que debe contener los proyectos propuestos y las eleva 
al Diwán Alfatwa Wa Attshrí para elaborar dichos proyectos en la forma jurídica 
adecuada.”.  
 Conforme con el artículo 3 de la Ley 4 del 1995, la competencia del Diwán no se 
limita a la mera redacción de los textos legislativo, sino estudia las ponencias 
legislativas y realiza enmiendas a los proyectos sin hacer cambios al fundamento del 
proyecto ni discutir su contenido con el Ministerio competente, a fin de llegar a los 
preceptos adecuados que puedan conseguir los objetivos buscados por dichos proyectos. 
Este órgano, que asume una función de gran importancia, está vinculado 
administrativamente y financieramente al Ministerio de Justicia como hemos visto, 
aunque éste vínculo sufrió un cambio por el Decreto 58 de 2005 aprobado por parte del 
Consejo de Ministros, para vincular el Diwán al Consejo de Ministros 
administrativamente y financieramente. Este Decreto está conforme con las 
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competencias asignadas al Consejo de Ministros en el artículo 69 de la Ley Básica, 
modificada el año 2003. Sin embargo, y después de un año de la modificación a través 
del Decreto 138 de 2006 del Consejo de Ministros, el Diwán volvió a estar vinculado de 
nuevo al Ministerio de Justicia administrativamente y financieramente, quedando 
derogado el 
Decreto 58 de2005. 
En la práctica, este órgano a pesar de estar vinculado al poder ejecutivo en sus 
asuntos administrativos y financieros, goza de una buena reputación en cuanto a su 
independencia profesional en las competencias queasume.126 
Se puede afirmar que este órgano es muy activo a la hora de elaborar y redactar los 
proyectos de las legislaciones, intentando mejorar la calidad de las mismas. Todos los 
proyectos de legislación aprobadas por la Autoridad Nacional Palestina han sido 
preparados, elaborados y redactados por este órgano. También, ha participado en la 
elaboración del “Manual sobre las directrices de legislar” que ha sido abordado por este 
órgano con la participación de otros órganos, a través de la iniciativa del Centro de 
Derecho de la Universidad de Birzeit.  
 La iniciativa legislativa por parte del Poder Ejecutivo, se destaca por lo 
siguiente: 
 El Ministerio prepara la iniciativa legislativa en forma de ponencia, y lo eleva al 
Secretario General del Consejo de Ministros a fin de estudiar e investigar su coherencia 
con las legislaciones vigentes, trasladándolo al Consejo de Ministros para su 
aprobación, 
 En el caso de aceptar la propuesta, se eleva al Diwán para su elaboración como 
proyecto legislativo, participando también en esta tarea los representantes del Ministerio 
que han realizado la propuesta.  
 Se devuelve el proyecto al departamento jurídico del Consejo de Ministros, para 
asegurar que no se cambia lo fundamental en el objetivo que pretende conseguirse con 
este proyecto. 
 Después de su aprobación por parte de dicho Departamento, se devuelve el 
																																								 																				
126  Ibidem, Assádí, Osama, op. cit. P.13. 
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proyecto al Ministerio para asegurarse que no se ha realizado ninguna enmienda que 
afecte su objetivo principal. 
 Se eleva el proyecto de nuevo al Consejo de Ministros para su aprobación. 
 Finalmente, se eleva este proyecto al Consejo Legislativo para su adopción o su 
rechazo total o parcial. 
7. Según el párrafo1 del artículo 65 del Reglamento Interno del Consejo Legislativo, 
el Consejo de Ministros eleva los proyectos de ley al Presidente del Consejo Legislativo 
acompañado de la exposición de motivos. Según el artículo 66 del mismo Reglamento, 
el Consejo tiene la facultad de retirar dichos proyectos, con motivo de cumplir los 
requisitos procésales, aunque dicha retirada tiene que realizarse antes de que los 
proyectos sean aceptados para ser discutidos por el Consejo Legislativo. 
En la práctica, el Consejo de Ministros no ha sido activo en proponer losproyectos de 
ley, así como tampoco ha sido activo en aprobar las normas secundarias como los 
reglamentos, dejando esta tarea a los Ministros, cada uno desde su Ministerio. 127 
2. La iniciativa legislativa del Poder Legislativo: 
Después de las elecciones generales y Presidenciales del 20 de enero del 1996, 
se formó el primer Consejo de la Autoridad Nacional Autónoma Palestina, que asumió 
entre sus competencias el Poder Legislativo según los acuerdos de paz. A la luz de la 
carencia de una Ley Básica para esta Autoridad que detallara las competencias 
atribuidas para cada poder, este Consejo aprobó su Mandato Interno para organizar su 
trabajo parlamentario y establecer las pautas de relación entre los poderes de la 
Autoridad Palestina como señalamos anteriormente. Por lo tanto, este Consejo siguió su 
propio Mandato asumiendo la función legislativa hasta la aprobación de la primera Ley 
Básica de la Autoridad Palestina en 2002. 
A este respecto, analizamos el procedimiento legislativo del Consejo Legislativo 
Palestino según el artículo 47 de la Ley Básica y con arreglo a su Mandato Interno que 
le otorga, entre otras competencias, las competencias o funciones legislativas y 
financieras:    
2.1. La Función Legislativa del Consejo Legislativo: 
																																								 																				
127Ibidem, El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina, no. 4, 1998. P. 191. 
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Esta función puede ejercerse por iniciativa propia del Consejo o por iniciativa del Poder 
Ejecutivo elevada al Consejo: 
A.  La fase de la iniciativa legislativa: 
La facultad de la iniciativa legislativa se atribuye al Gobierno, al Consejo de 
Ministros, (véase el artículo 70 de la Ley Básica Palestina) y al Consejo Legislativo, 
como sigue: 
 El artículo 56 de la Ley Básica Palestina y el artículo 67 del Reglamento Interno 
del Consejo, atribuyen la iniciativa legislativa al Consejo a través de sus miembros 
(diputados) o a cualquier comisión en el Consejo. Según dichos artículos, cada diputado 
puede proponer proyectos de ley, enmiendas de leyes en vigor o derogarlas. Esta 
propuesta debe ser elevada a la comisión competente del ConsejoLegislativo, 
acompañada de la exposición de los motivos y principios (es decir, los antecedentes) 
básicos que justifiquen esta propuesta. La comisión competente estudia el proyecto y 
recomienda, a través de un dictamen elevado al Consejo, adoptar el proyecto de ley o 
rechazarlo. En caso de su adopción por el Consejo, es enviado a la Comisión Jurídica en 
el Consejo Legislativo, para elaborarlo y redactarlo como proyecto de ley para a 
continuación proseguir con los otros procesos del procedimiento legislativo. 
B.  La fase de discusión en el Consejo Legislativo:  
 Los artículos 65-71 del Reglamento Interno del Consejo Legislativo, destacan 
las otras fases del procedimiento legislativo necesarias para aprobar las propuestas de 
los proyectos de ley provenientes del Gobierno o del propio Consejo Legislativo, a los 
que se le otorga siembre la denominación de "proyectos de ley". 
Según el artículo 65 de este Reglamento Interno,los proyectos provenientes del 
Gobierno se discuten, en primer lugar, en el Consejo que a su vez los envía a la 
Comisión correspondiente quienes deben elaborar un informe sobre el texto, en el plazo 
de dos semanas. Sin embargo, este Consejo puede discutir el proyecto sin esperar dicho 
informe y, por consiguiente, decidir adoptarlo, rechazarlo en su totalidad o realizar 
enmiendas al texto. Por otro lado, los proyectos de ley provenientes de los diputados 
pueden verse totalmente adoptados o rechazados por parte del Consejo, antes de 
enviarlos a la Comisión correspondiente según el tema de que trate dicho proyecto. 
C.   La fase de la Comisión: 
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 La Comisión correspondiente que recibe el proyecto, según los preceptos citados 
anteriormente, estudia el proyecto y elabora un informe sobre el texto y las enmiendas 
al mismo. Este informe debe elevarse en el plazo de dos semanas al consejo Legislativo, 
para que sea sometido a su discusión y votación a fin de decidir enviar el proyecto a la 
Comisión Jurídica del Consejo Legislativo, para anotar sus observaciones jurídicas al 
texto y elaborar el proyecto de ley (véase el párrafo 4 del artículo 65 de este 
Reglamento). 
De acuerdo con los artículos 65-67 del Reglamento Interno del Consejo, la 
función de las Comisiones es la de estudiar los proyectos de ley en tramitación y 
elaborar sobre ellas un dictamen que será elevado al Consejo. El contenido de dicho 
dictamen debe incluir: la propia opinión de la Comisión debidamente explicada, otras 
opiniones sobre el tema que pueda existir, lospreceptos de los proyectos de ley que 
hayan de tratarse y, por último, sus recomendaciones. 
En esta fase la Comisión es donde se puede hablar de mejorar la calidad de las 
leyes, ya que por una parte, es en la Comisión correspondiente a la que se remite el 
proyecto donde el proyecto goza de una revisión objetiva o temática por parte de los 
miembros que forman esta Comisión, los cuales suelen ser expertos del tema como 
especialistas de dicha Comisión. Por consiguiente, la prevista ley, objetivamente habrá 
sido estudiada, investigada y en consecuencia será más clara. Por otro lado, en cuanto se 
remite el proyecto de ley a la Comisión Jurídica, ésta goza de la revisión legal y técnica, 
que le proporciona el carácter de proyecto de ley más elaborado para que sea aprobado 
por el Pleno. En este procedimiento, es cuando se puede evaluar el esfuerzo que realiza 
la Comisión Jurídica a fin de conseguir la perfección de las leyes previstas.  
A pesar de estos esfuerzos, no podemos afirmar que la Comisión Jurídica llegara 
a estar formada por juristas tan profesionales o especializados, por lo menos, en el 
ámbito de la técnica legislativa que es un tema recientemente conocido en Palestina. Por 
ello, aún no se puede hablar de un papel eficaz que pueda jugar en el procedimiento 
legislativo (en la fase de Comisión), en la mejora de la calidad de las leyes.  
Para evitar este defecto, el consejo Legislativo estableció en su sede un nuevo 
departamento denominado el "Departamento Legal", (ﺔﯿﻧﻮﻧﺎﻘﻟاةﺮﺋاﺪﻟا) formado por juristas 
con experiencia, para procurar al Consejo su opinión jurídica, entre más temas, sobre la 
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función legislativa.128Dicho Departamento Legal, participó en la ponencia del Manual 
sobre las directrices de la técnica legislativa que destacaremos más adelante.    
D.  La Fase del Pleno: 
 Cuando el Consejo recibe el Proyecto de ley por parte de la Comisión Jurídica, 
como hemos visto, éste será discutido en el Pleno del Consejo en dos distintas lecturas, 
con opción de una tercera lectura. Con arreglo al artículo 68 del Reglamento Interno del 
Consejo, las lecturas se realizan como sigue:  
1. La primera lectura: el Pleno, según el párrafo 1/a del artículo 68, discute cada 
artículo del texto y examina las sugerencias realizadas, luego sevota sobre cada artículo 
y, finalmente se vota sobre la totalidad del proyecto. 
2. La segunda lectura tendrá lugar, según el párrafo 1/b del artículo 68,en el 
plazo máximo de un mes desde la fecha de la aprobación del proyecto de la primera 
lectura. En esta fase, se discute solamente, y, en primer lugar, las enmiendas sugeridas 
al proyecto de ley y se vota sobre ellas. En segundo lugar, se vota para finalizar este 
proceso, los artículos que han sido enmendados.  
3. La tercera lectura tendrá lugar, según el párrafo 2 del artículo 68 de este 
Reglamento, antes de elevar el proyecto de ley al Presidente de la Autoridad Palestina 
para sancionarlo y promulgarlo, a través de una petición escrita elevada al Consejo 
Legislativo bien por el Consejo de Ministros o bien por cuatro miembros (diputados) del 
Consejo Legislativo. Dicha petición debe ser acompañada, en todo caso, de una 
exposición de los motivos que justifica la tercera lectura del proyecto de ley. Se discute 
en esta lectura sólo las nuevas enmiendas sugeridas por quién las solicita, es decir, no se 
puede votar ni sobre otros preceptos ni sobre la totalidad del proyecto de ley. 
E.    La fase de Votación: 
Según el artículo 69 del Reglamento Interno del Consejo Legislativo, los 
proyectos de ley serán aprobados si cuentan con la mayoría absoluta de los miembros 
del Consejo, y como excepción de esta mayoría, se exige una mayoría relativa en los 
dos casos siguientes: 
1. La votación de los proyectos devueltos al Consejo Legislativo por el 
																																								 																				
128  El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina, no. 3, 1997. P .38. 
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Presidente de la Autoridad Nacional Palestina, van acompañados de sus observaciones y 
razones sobre su rechazo de su sanción y promulgación. En este supuesto, estos 
proyectos, según el artículo 41 de la Ley Básica y el párrafo 2 del artículo 71 de este 
Reglamento, deben contar con la mayoría relativa de los miembros del Consejo (es 
decir, dos tercios de los diputados del Consejo Legislativo). 
 2.  La votación de los proyectos de enmiendas a la Ley Básica exige, también, la 
mayoría relativa de los miembros (diputados) del Consejo, según los artículos 120 de la 
Ley Básica y el artículo 73/5 de este Reglamento. 
Aprobado el proyecto de ley por el Consejo, como hemos señalado, éste debe ser 
sometido al Presidente de la Autoridad Palestina en el plazo de dossemanas si fuera 
aprobado a través de dos lecturas, o de forma inmediata si fuera aprobado a través de la 
tercera lectura, según el artículo 70 del Reglamento.  
En la práctica, y a pesar de este precepto, el Consejo no cumple estos plazos, por 
lo que suele tardar en someter los proyectos de ley aprobados por él, al Presidente para 
su sanción y promulgación.129 
Para evaluar esta función legislativa del Pleno como instrumento para mejorar la 
calidad de las leyes, podemos afirmar que los diputados del Consejo no tienen 
conocimiento o una mínima experiencia sobre la tarea de legislar o sobre el 
procedimiento legislativo, al menos al principio de la formación del Consejo 
Legislativo. Por ejemplo, muchos miembros no participan en las discusiones de los 
proyectos de ley, no acuden a las sesiones del Consejo o salen de la sede mientras se 
realizan las lecturas o las discusiones de los proyectos de leyes. En otras palabras, los 
miembros del Consejo al no tener un conocimiento o tradición sobre el trabajo 
parlamentario, al no existir con anterioridad un régimen palestino con sus poderes e 
instituciones, siendo algo novedoso en la vida del pueblo palestino.  
Por consiguiente, no es fácil que en el caso palestino el procedimiento 
parlamentario ayude a mejorar la calidad de las leyes. Por ello, creemos que es preciso 
ofrecer a los diputados una formación sobre el trabajo parlamentario o sobre el 
procedimiento legislativo. También es preciso actualizar el trabajo de los grupos 
parlamentarios palestinos, a fin de participar en la elaboración de sugerencias y 
																																								 																				
129  Ibidem, El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina, 1998, op. cit. P. 56. 
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opiniones propias sobre los proyectos de ley para que sean consideradas en la fase de la 
Comisión.  Por otro lado, hay que destacar que, sí se nota mejoría en la calidad de las 
leyes aprobadas gracias al esfuerzo realizado por la Comisión Jurídica y el 
departamento legal del Consejo, por el hecho de incorporar juristas especializados en el 
trabajo legislativo y con conocimiento jurídico notable. 130 
F.  La fase de la sanción, promulgación y publicación de las leyes: 
 Para cumplir todos los requisitos antes de convertirse en leyes y para que entren 
en vigor los proyectos de ley, éstos deben ser sancionados, promulgados y publicados 
en el Boletín Oficial de la Autoridad Palestina ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻊﺋﺎﻗﻮﻟا ﺔﻠﺠﻣ( ). Así, el artículo 116 
de la Ley Básica y el párrafo 1 del artículo 71 del Reglamento Interno del Consejo 
Legislativo, señala que el Presidente de la Autoridad Palestina debe sancionar y 
promulgar las leyes aprobadas por el Consejo o devolverlas al Consejo acompañadas de 
sus observaciones y las razones de su oposición a la hora de promulgarlas, en un plazo 
máximo de treinta días.  
En caso de no devolverlas, como hemos señalado, dichos proyectos de ley se 
considerarán sancionados y promulgados por la fuerza de ley y debiendo ser publicados 
directamente en el Boletín Oficial de la Autoridad Palestina sin ser sancionados o 
promulgados, realmente, por el Presidente de la Autoridad Palestina. (véase el artículo 
41 de la Ley Básica).  
 El origen de este precepto de la Ley Básica se encuentra en el Reglamento 
Interno del Consejo Legislativo, que lo introdujo en su Reglamento en la enmienda de 
este Reglamento el 13 de mayo del año 1997 a fin de obligar al Presidente de la 
Autoridad Palestina a sancionar y promulgar los proyectos de ley elevados a él por el 
Consejo; dado que el Presidente de la autoridad Palestina rechazaba los proyectos de ley 
o se olvidaba de ellos. Sin embargo, este nuevo precepto no pudo llegar a tener sus 
efectos en la práctica por carecer el Consejo Legislativo de los poderes reales para 
aplicar este precepto. Finalmente, con la entrada en vigor de la Ley Básica Palestina 
de2002, se adoptó este precepto en el artículo 41 que hemos citado anteriormente, 
solucionando con ello este conflicto. 
																																								 																				




2. 2. La función financiera del Consejo Legislativo: 
 El Consejo Legislativo según el artículo 61 de la Ley Básica, tiene la facultad de 
aprobar los proyectos de Ley Presupuestaria provenientes del Consejo de Ministros. 
Con arreglo a este artículo y al artículo 74 del Reglamento Interno del Consejo 
Legislativo, el Consejo de Ministros tiene que elaborar y elevar el proyecto de la Ley 
Presupuestaria al Consejo Legislativo en un plazo máximo de dos meses antes del 
comienzo del nuevo año presupuestario. Una vez recibido el proyecto por el Consejo 
Legislativo, remite el proyecto a la comisión correspondiente para estudiarlo en detalle 
para luego devolverlo al Consejo Legislativo acompañado de sus recomendaciones.  
Como tercera fase, el Consejo discute el proyecto en una sesión asignada sólo 
para este asunto. Por consiguiente, el consejo Legislativo puede decidir aprobar el 
proyecto o realizar alguna enmienda al mismo. En este último caso, el Consejo tiene que 
devolver el proyecto al Consejo de Ministros enel plazo máximo de un mes a fin de que 
sean estas enmiendas consideradas por el Consejo de Ministros, para lo que tiene un 
plazo de dos semanas para devolver el proyecto al Consejo Legislativo y, por 
consiguiente, ser aprobado el proyecto por este último según los procedimientos 
regulares de la aprobación, promulgación y publicación de las leyes.  
En la práctica, el Gobierno no cumplió los plazos asignados en este artículo, 
tardando en someter los proyectos de ley presupuestaria de los años 1997 y 1998, cinco 
y seis meses respectivamente. Hasta el comienzo del año 1999 el proyecto de ley 
presupuestaria no fue sometido al Consejo.131 
2.    El procedimiento legislativo desde el 2007 hasta hoy: 
Debido a los resultados de las segundas elecciones generales en Palestina en el 
2006, en las que ganó el Partido del Movimiento Islámico Hamas, conocido por su 
rechazo a los acuerdos de Paz, y debido a sus diferencias con el partido de Alfateh cuyo 
líder es el Presidente de la Autoridad Palestina, propició el aumentó del conflicto 
político entre ambas estamentos: el Presidente por un lado, y el Consejo de Ministros y 
el Consejo Legislativo por otro, conformado en su mayoría por el partido Hamas, 
ganador de las elecciones generales. Dado el partidismo protagonizado por ambas 
																																								 																				
131Ibidem, El Informe Anual de la Comisión Palestina, 1998, op. cit. Pp. 66-68. 
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partes, el escenario final de este conflicto finalizó con la revocación del Primer Ministro 
de Hamas por el Presidente de la Autoridad Palestina, a través del Decreto Presidencial 
8 de 2007, a lo que le siguió la aprobación del Decreto Presidencial de Urgencias 9 de 
2007, que asignó otro Ministro de Alfateh. Como consecuencia de este Decreto, el 
Primer Ministro revocado declaró la separación de la Autoridad Palestina en Cisjordania 
y siguió en el poder en la Franja de Gaza. Por tanto, la Autoridad Palestina se ha Primer 
visto dividida en dos territorios: la de Cisjordania, donde domina el Presidente de esta 
Autoridad y la Franja de Gaza, donde domina el Primer Ministro revocado de Hamas. 
Como consecuencia, se ha dividido el Consejo Legislativo en dos, cada uno en un 
territorio. Ante esta situación ambos gobiernos acuden al mecanismo alternativo de 
aprobar las legislaciones de todo rango; por ejemplo, el Presidente de la Autoridad 
Palestina hasta el 2012 aprobó setenta y cinco Decretos de Ley en Cisjordania, mientras 
el Consejo Legislativo aprobó en la Franja de Gaza veinte cinco leyes. Esta situación no 
evita que se deje de hablar sobre un ordenamiento jurídico palestino único, aunque no es 
fácil reunificar esteordenamiento en los dos territorios; una tarea que ha intentado 
anteriormente la Autoridad Palestina antes de esta separación y que ha costado muchos 
recursos.132 
 Las normas aprobadas por estos dos poderes, en ambas zonas, dependen de la 
Ley Básica Palestina Modificadora de 2003 como base constitucional que, según cada 
Gobierno, les legitima.133 
En la experiencia de la Autoridad Palestina se ha acudido a la declaración del 
Estado de Emergencia en dos ocasiones: la primera en la época del X Presidente Yaser 
Arafat, con el Decreto Presidencial 18 de 2003 acerca de la declaración del Estado de 
Emergencia. Debido al fracaso de la Cumbre de Camp David el año 2000, que tenía 
como objeto llegar a una solución en base a los criterios israelíes y norteamericanos, 
que llevó a Israel a atacar a los cuerpos de seguridad palestinos para debilitarlos, unido a 
la declaración conjunta de Israel y los Estados Unidos donde el Presidente de la 
Autoridad Palestina Yaser Arafat formaba un obstáculo frente la consecución de una 
																																								 																				
132   V V. A A     Las Secuencias de la División Política Palestina sobre el Principio de la soberanía del 
Derecho en la Franja de Gaza: casos legales seleccionados. Publicación de Institute of Law- Beir Zeit 
University, Ramallah, 2014. Pp. 21-24.  
133   V V. A A, La Condición Legislativa en Palestina 2007-2012: mecanismos, consecuencias y 
soluciones, publicación de Institute of Law- Beir Zeit University, Ramallah, Palestina, 2012. P. 24. 
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solución del proceso de paz, por un lado, y la pérdida de toda esperanza del pueblo 
palestino de conseguir una solución justa de otra. Esta situación unida a las 
circunstancias duras de vida que se han dado bajo la ocupación, desemboca en la 
segunda Intifada, que ha sido afrontada con mano de hierro por parte de Israel. En estas 
circunstancias se ha modificado la Ley Básica Palestina de 2002, para incluir en ella un 
nuevo cargo, el del Primer Ministro debido a la presión internacional que llamaba a la 
democratización del sistema político palestino, unido a la necesidad de controlar el caos 
en los cuerpos de seguridad palestinos que, según la Ley Básica Palestina, están bajo el 
liderazgo del Presidente de la Autoridad Palestina, y que no ha facilitado las tareas del 
Primer Ministro de controlar estos cuerpos. Dicha situación termino en enfrentamientos 
entre el Presidente de la Autoridad y el Primer Ministro, que presentó su dimisión 
después de seis meses de su asignación. Por su parte, el Presidente de la Autoridad 
declaró el Estado de Emergencia y formó un gobierno de emergencia gracias a este 
Decreto Presidencial 18 de 2003.134 La segunda experiencia es el Decreto Presidencial 
9 del año 2007 acerca de la declaración del Estado de Emergencia. 
La legislación aprobada por el Presidente de la Autoridad Palestina en 
Cisjordania:  
 Antes de hablar de estas normas, es importante destacar el precepto del artículo 
de la Ley Básica Palestina Modificadora de 2003, que organiza el Estado de 
Emergencia. El artículo 110 de la Ley Básica establece que: “1. Cuando haya amenaza 
para la seguridad nacional por una guerra o invasión, rebeldía armada, o una catástrofe 
natural, se puede declarar el Estado de Emergencia por parte del Presidente de la 
Autoridad Nacional para un plazo que no exceda de treinta días. 2. Se puede prorrogar 
el Estado de Emergencia para otros treinta días, después del consentimiento del Consejo 
Legislativo y con mayoría de dos tercios de sus miembros. 3. El decreto de la 
declaración del Estado de Emergencia debe contener claramente el objeto, el territorio 
que lo cubre y el periodo de tiempo. 4. El consejo Legislativo tiene el derecho de revisar 
los actos y procedimientos, totalmente o parcialmente que hayan tomado durante el 
Estado de Emergencia en su primera reunión, después de la declaración del Estado de 
Emergencia o en la sesión prolongada, siempre que suceda antes para realizar la 
interrogación debida al respecto.”  
																																								 																				
134  V V. A A,   La Condición Legislativa en Palestina, op. cit.. Pp. 83-86. 
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 A la luz de este artículo, es interesante ver si el Presidente de la Autoridad 
Palestina ha cumplido con las exigencias de este artículo:  
Como mencionamos anteriormente, el Estado de Emergencias vino como 
consecuencia de la formación de Gobierno por parte del Partido de Hamas, tras 
conseguir la mayoría en el Consejo Legislativo después de las segundas elecciones 
generales de 2006, ya que por un lado la Presidencia de la Autoridad estaba bajo el 
control del partido de Alfateh, mientras que el Gobierno estaba bajo el control de 
Hamas. Dos ideologías extremadamente opuestas, que se vió especialmente en el 
rechazo de Hamas a la hora de reconocer el Estado de Israel, lo que condujo a un 
enfrentamiento con la comunidad internacional que se reflejó en el cese de las ayudas 
financieras que el Gobierno habitualmente recibía. A esta situación hay que añadir los 
enfrentamientos armados entre los dos partidos, que acabó con el el control que 
consiguió Hamás de todo el territorio de la Franja de Gaza. Fue en este momento 
cuando el Presidente de la Autoridad revocó al Primer Ministro a través del decreto 8 de 
2007, declarando el Estado de Emergencia a través del Decreto 9 de 2007. Desde 
entonces, existen en los territorios de la Autoridad Palestina dos Gobiernos: el Gobierno 
del Presidente de la Autoridad en Cisjordania y el gobierno de Hamas en la Franja de 
Gaza. 
 Este desenlace afectó totalmente las normas palestinas vigentes, que eran 
aplicables en los dos territorios, y que han sido objeto de modificaciones o de 
derogaciones tanto en la Franja de Gaza como en Cisjordania, a la hora de aprobar 
nuevas legislaciones de todo rango en cada territorio por separado, para regular de 
nuevo otros temas de interés. Situación ésta que vulnera notablemente los derechos 
adquiridos bajo las antiguas legislaciones, acabando con la seguridad jurídica.135 
 Como resultado de este Decreto de Emergencia, el Gobierno de Emergencia, por 
ejemplo anuló los puestos de los funcionarios en la Franja de Gaza, reactivando la 
competencia de sistema judicial militar por el Decreto 28 de 2007 para juzgar a los 
involucrados en el enfrentamiento  armado.136 
 En el ámbito civil, el Presidente de la Autoridad y su Consejo de Ministros 
																																								 																				
135 Ibidem, La Condición Legislativa en Palestina, P. 90. 
136 Ibidem, La Condición Legislativa en Palestina, P. 93. 
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aprobaron varios decretos o resoluciones, afectando los derechos adquiridos 
anteriormente. De estos decretos destacamos:  
1. El Decreto 16 de 2007 acerca la autorización del Ministro del Interior de revisar 
todas las licencias de las asociaciones civiles. 
2.  El Decreto 18 de 2007 que impide pagar los impuestos y las tasa al Gobierno de la 
Franja de Gaza. 
3. Las resoluciones del Consejo de Ministros 20 y 21 de 2007 acerca de anular los 
contratos de los funcionarios temporales.137 
 Hasta la fecha, el Estado de Emergencia sigue vigente en Cisjordania sin que 
pueda el Consejo Legislativo realizar ninguna acción al respecto, en función del artículo 
110 mencionado anteriormente. Teniendo en cuenta que el periodo del Estado de 
Emergencia está delimitado por treinta días, renovable con el permiso del Consejo 
Legislativo para otros treinta días como máximo, según este artículo 110 de la Ley 
Básica de 2003 se mantiene el derecho al Consejo Legislativo de revisar todos los actos 
y procedimientos tomados por el Gobierno durante de este periodo. En la primera sesión 
convocada después de la declaración del Estado de Emergencia, se toman las medidas 
para delimitar las responsabilidades políticas y jurídicas que puedan producir los actos 
del Gobierno tomados en el periodo de emergencia. Una vez finalizado el Estado de 
Emergencia tras el periodo establecido, como menciona este artículo, quedan nulos los 
procedimientos tomados en este periodo sin necesidad de someterlos ante el Consejo 
Legislativo.  
 Otra exigencia de gran importancia que establece la Ley Básica Palestina de 
2003 sobre la declaración del Estado de Emergencia, es lo contenido en su artículo 113 
que establece:  
 “No se admite disolver el Consejo Legislativo ni obstaculizarlo durante el 
periodo de emergencia, ni tampoco congelar los preceptos de este capítulo.”  
 En la práctica, el Consejo Legislativo no ha sido resuelto, pero sí congelado por 
la causa de la separación entre los dos grandes partidos opuestos: Alfateh y Hamas. Así 
mismo tampoco ha sido posible que lleguen los líderes de ambas fracciones a pensar en 
																																								 																				
137  Ibidem, La Condición Legislativa en Palestina., P.  98. 
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el interés nacional, más que en el interés de sus propios intereses sin que puedan unirse 
en la sede del Consejo Legislativo a fin de buscar soluciones a este dilema. Lo que ha 
dado como resultado que el gobierno de Cisjordania y su Presidente, hayan seguido 
aprobando leyes sin acudir al consejo Legislativo dadas estas circunstancias.  
 Pero el problema que enfrentó a este Gobierno fue buscar una base legal, o si se 
quiere constitucional, para justificar la legalización de sus legislaciones aprobadas en la 
ausencia del Poder Legislativo. Así, acudieron al artículo 43 de la Ley Básica de 2003 
que trata del Estado en los casos de necesidad, donde no se puede retrasar su resolución, 
y que se dan fuera de los periodos de convocatoria del Consejo Legislativo al dar el 
derecho al Presidente de la Autoridad Palestina a aprobar Decretos con fuerza de ley, 
con la condición de someter estos decretos a la revisión del Consejo Legislativo en la 
primera sesión celebrada después de la aprobación de estos decretos. En el caso de no 
someterlos ante el Consejo, se considerarán nulos. En el caso que se sometan ante el 
Consejo, pero no los apruebe, estos decretos también se considerarán nulos, perdiendo 
en ambos casos su fuerza de ley.  
 Con esta justificación jurídica empezó este Gobierno hasta hoy en día, a aprobar 
todo tipo de disposiciones sin cumplir los requisitos de este artículo. Lo que implica 
entender esta normativa por inconstitucional, pues el Poder ejecutivo asume funciones 
del Poder Legislativo, dando fin con ello al principio de separación entre los poderes, 
vulnerando así el artículo 2 de la Ley Básica Palestina de 2003, la cual establece:  
 “El pueblo es la fuente de los poderes y los ejerce a través de los poderes 
legislativo, ejecutivo y judicial basado en el principio de la separación entre los poderes 
según lo destacado en esta Ley Básica.” 
 Ahora bien, conocida la base en la que se aprueban las disposiciones por parte 
del Gobierno de Cisjordania, nos preguntamos cuál será el procedimiento de su 
elaboración, redacción, promulgación y publicación. 
 1. El procedimiento de legislar en Cisjordania desde 2007: 
Desde esa fecha hasta hoy, el procedimiento se inicia en la sede de los siguientes 
órganos: 
1.   La Presidencia de la Autoridad Palestina.  
2.   El Consejo de Ministros, que ha creado un órgano de planificación y legislación. 
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3. Diwan Al Fatwa Wa Attashrí. Es interesante destacar que después de la circunstancia 
del 2007, existen dos institutos con el mismo nombre y funcionamiento que son: Al 
Diwan en Cisjordania, y al Diwan en la Franja de Gaza. Cada uno utiliza el mismo 
modo de funcionamiento, pero sin coordinación entre ambos. Así, cada uno asume la 
publicación de su propio Boletín de la Autoridad Palestina con números de serie y 
contenidos diferentes. 138 
 En cuanto al mecanismo o procedimiento de elaboración y redacción de las 
normas, “los decretos Ley”, destacamos lo siguiente: 
 Se coordina entre la Presidencia, el Consejo de Ministros y AlDiwan para los 
proyectos que vienen de Presidencia por parte del Consejo de Ministros: 
1. Se eleva el proyecto al Consejo de Ministros para estudiarlo y evaluar su coste 
económico, sus efectos sociales y ambientales. El Consejo de Ministros informa al 
Presidente sobre su competencia, según el artículo 43 de la Ley Básica para aprobar 
la legislación objeto del proyecto. 
2. El Presidente eleva el proyecto a su Consejero Jurídico, quien eleva el proyecto a la 
unidad legislativa y jurídica en la sede de la Presidencia para estudiar el proyecto. 
Luego se reúne el Consejero Jurídico del Presidente y el Director de la Unidad 
legislativa para deliberar sobre el proyecto. Es en esta sede donde se investiga si es 
necesario un Estado de Necesidad, según el artículo 43 de la Ley Básica, que 
autorice la aprobación de dicha ley. Se estudia, también, la armonía entre la prevista 
Ley y las demás leyes vinculantes. Además, se investiga la constitucionalidad de 
dicha ley, y finalmente, las posibilidades y soluciones que se añaden por este 
proyecto de ley. La unidad legislativa y jurídica prepara un informe y lo eleva al 
Consejero Jurídico del Presidente, para que anote sus observaciones si hubiera 
alguna. 
3. Se convoca una reunión con todas las partes, en relación al proyecto para discutirlo. 
Es en este momento donde se pueden introducir observaciones al proyecto, antes de 
que el Consejero Jurídico eleve su informe al Presidente justificando las razones de 
adoptar el proyecto o no. 
4. En el caso de adoptar el proyecto, se delibera el proyecto con el responsable de la 
																																								 																				
138  Ibidem, La Condición Legislativa en Palestina 2007-2012, P.  139. 
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unidad de la política general de legislar en el Consejo de Ministros, que en su turno 
anotará sus observaciones sobre el proyecto. 
5. Se eleva el proyecto al Diwan Alfatwa da Attashrí para su elaboración y redacción en 
un texto codificado. Luego se eleva al Presidente para sancionarlo y promulgarlo, y se 
publica en el Boletín Oficial de la Autoridad Palestina en Cisjordania, considerándose 
también vigente en la Franja de Gaza, aunque prácticamente no será aplicable por la 
separación de ambas zonas.  
Es conveniente mencionar al respecto, que las asociaciones y las organizaciones no 
gubernamentales también participan de un modo u otro en estudiar el proyecto, 
elevando sus informes al Consejo de Ministros quien decide considerarlas o no.139 
2. El procedimiento de legislar en la Franja de Gaza desde el 2007:     
 En la Franja de Gaza se aplica el procedimiento legislativo del Consejo 
Legislativo, según la Ley Básica y el Mandato Interno de éste, pero con algunas 
modificaciones : 
1. La propuesta de ley (proyecto) preparado por parte del Gobierno va acompañado de 
los antecedentes que justifican su iniciativa y la necesidad de regular el tema objeto del 
proyecto, elevándose a la comisión correspondiente según el tema regulado, y a la 
comisión jurídica en el Consejo Legislativo. Ambos organismos estudian el proyecto y 
lo elevan con sus observaciones a la Comisión Técnica, creada por el Consejo 
Legislativo de Gaza después del 2007, conformada por el Gobierno y el Consejo 
Legislativo. La Comisión Técnica estudia el proyecto, elabora su informe sobre el 
mismo y lo redacta en forma de código. 
2.  Se reúnen las mencionadas comisiones para deliberar sobre el proyecto, junto con los 
sectores afectados por la prevista ley, a fin de preparar el proyecto en su faceta final 
para ser discutido en el Consejo Legislativo.  
3.    La fase del Consejo Legislativo:  
 Lo primero que nos preguntamos en este apartado es a qué Consejo Legislativo 
nos referimos. La respuesta no puede ser otra que la que se refiere al Consejo 
Legislativo electo de 2006, que está formado por 132 miembros. La siguiente pregunta 
																																								 																				
139   Ibidem, La Condición Legislativa en Palestina 2007-2012, Pp. 139-140. 
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que nos surge es en relación a los miembros que viven en la Franja de Gaza. Para que 
éstos puedan reunirse en una sesión legal del Consejo, necesitan contar con la mayoría 
para que se considere la sesión legalmente reunida, más aún, deberían contar con la 
mayoría absoluta para aprobar las leyes como exige el Reglamento Interno del Consejo 
Legislativo. El artículo 18 de este Reglamento exige que para que la reunión del 
Consejo sea legal, es necesario la presencia del 50% + 1 de los miembros del Consejo 
(la mayoría absoluta del total de los miembros), que, traducido en números, el 50% 
de132 diputados más 1, resultan 67 miembros. Igualmente, se exige en este artículo de 
la misma mayoría para aprobar las leyes o tomar decisiones, salvo en los casos que se 
requiera otra mayoría. 
La realidad de los miembros que forman el Consejo Legislativo en la Franja de 
Gaza, es que no cuentan con la mayoría requerida ni para la convocatoria legal ni para 
la mayoría de la aprobación de las leyes; es decir, no alcanzan lo mencionado de contar 
de una mayoría absoluta de 67 miembros. La solución se presenta en conseguir poderes 
o autorizaciones por parte de los miembros del Consejo, los cuales son diputados de 
Hamas. Estos diputados autorizan por poderes a sus compañeros para votar en su 
nombre en el Consejo, ya que muchos se encuentran ausentes por haber sido detenidos, 
encontrándose en las cárceles de la ocupación israelí. Este mecanismo, en realidad, ha 
sido discutido y elevado a un proyecto de ley por el Consejo Legislativo antes del 
desenlace de 2007, debido a la política israelí de intentar obstaculizar el buen 
funcionamiento del Consejo Legislativo al arrestar y encarcelar a varios diputados al 
pretender acudir al Consejo. Esta propuesta, una vez debatida por los poderes 
autorizados, fue rechazada por parte de los otros grupos del Consejo al no contemplar la 
Ley Básica el mecanismo para ocupar las vacantes de los diputados, ni tampoco existir 
ningún precepto en el Reglamento Interno del Consejo sobre este mecanismo. 
 Siendo ésta, en consecuencia, la manera habitual que ha tenido el Consejo 
Legislativo en la Franja de Gaza de reunirse bajo el mandato del Gobierno de Hamas.  
 Por consiguiente, se presenta el proyecto proveniente de los miembros del 
Consejo a las comisiones correspondientes, que lo elevan a la Presidencia del Consejo 
para discutirlo quien lo solicite en su turno, enviándolo a continuación a la Comisión de 
redacción para ponerlo en forma de código, de modo que pueda ser votado por parte de 
los miembros presentes. A estos votos hay que sumar las autorizaciones emitidas por los 
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miembros ausentes y entregadas a sus compañeros, para que de este modo con los votos 
de ambos se cuente con la mayoría legal. 
4.    La sanción, promulgación de estos proyectos de ley aprobados por el Consejo 
Legislativo en la Franja de Gaza:  
 Como sabemos, el proyecto de ley aprobado por el Consejo debe ser sancionado 
y promulgado por parte del Presidente de la Autoridad Palestina para su publicación en 
el Boletín Oficial de la Autoridad Nacional Palestina; pero la realidad vigente nos lleva 
a preguntarnos cómo aceptaría el Presidente sancionar unas leyes o, mejor dicho, 
proyectos de ley que han sido aprobados por un gobierno revocado por él y por un 
Consejo inexistente. La solución para este dilema reside en que la legislatura del 
Presidente de la Autoridad Palestina tenía que haber finalizado el 9 de enero de 2009. 
Antes de esta fecha, el gobierno de Hamas, aun reconocía le legitimidad del Presidente, 
enviando los proyectos de ley después de la segunda lectura al Presidente por fax y a 
través del correo electrónico para que fueran sancionados y promulgados en el plazo 
máximo de treinta días desde la fecha de su envío (en realidad ser elevados al 
Presidente) según el artículo 71 del Mandato Interno del Consejo Legislativo. Si el 
Presidente no cumple con la exigencia de este artículo, se consideran estos proyectos de 
ley sancionadas y promulgados, publicándose en el boletín de la Autoridad Palestina (en 
este caso el Boletín de la Autoridad Palestina, Hamas, en la Franja de Gaza) para su 
entrada en vigor. 
 Después de la fecha del 9 de enero del 2009, es decir, cuando debía haberse 
producido el fin de la legislatura del Presidente de la Autoridad Palestina, con arreglo al 
artículo 36 de la Ley Básica Palestina que limita esta legislatura a cuatro años (el 
Presidente fue electo el 9 de enero del 2005, terminando su legislatura el 8 de enero del 
2009) entrando el periodo de la legislatura del Consejo Legislativo en el periodo 
transitorio; es decir, hasta llegar a una solución final al conflicto palestino-israelí el 
Gobierno de Gaza dejó de mandar al Presidente estos proyectos aprobados porque dicho 
Presidente ya no era legítimo. Por tanto, estas leyes se consideran promulgadas tras el 
paso de un mes de ser aprobados por parte del Consejo Legislativo, siendo publicadas 
en el Boletín del gobierno de Hamas. Este periodo de un mes desde la aprobación por 
parte del Consejo, se ha fijado en función del artículo 41 de la Ley Básica Palestina, que 
fija un plazo máximo para que el Presidente sancione y promulgue las leyes elevadas a 
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él por el Consejo o devolverlas al Consejo consus observaciones. Durante este plazo se 
consideran sancionadas y promulgadas en el caso que el Presidente no cumpla con estos 
plazos. Después del paso de este plazo, según la practica en la Franja de Gaza, se eleva 
el proyecto aprobado al Consejo de Ministros para su sanción y promulgación. Esta 
solución se deriva del texto del artículo 46 de la Ley Básica Palestina de 2003, que 
atribuye al Consejo de Ministros el ayudar al Presidente de la Autoridad Palestina en sus 
funciones y competencias. La interpretación de este artículo por parte de Hamas, 
concluye en que esta ayuda incluye también la promulgación de las leyes. Pero en 
realidad, y bajo el contenido textual de este artículo, se entiende que esta ayuda sea 
conforme con los preceptos de la Ley Básica Palestina; la cual no contiene ningún 
artículo que considere esta ayuda en la promulgación de las leyes.  
Esta situación nos lleva a pensar que si para considerar las leyes promulgadas en 
los límites fijados por este artículo, hay que enviar los proyectos al Presidente por fax 
antes de finalizar su legislatura, no vemos, una vez finalizada su legislatura, ninguna 
base legal para considerar estas leyes promulgadas después de pasar el plazo de un mes 
desde su aprobación por parte del Consejo Legislativo, tal y como establece el precepto 
del artículo 41 de la Ley Básica. No hay que olvidar que este precepto regula esta 
situación solo en las circunstancias normales del funcionamiento de los estatutos de este 
régimen, y no en este desorden, desenlace y división política y territorial. Por tanto, hay 
que buscar otra base jurídica para sancionar y promulgar estas leyes, ya que 
consideramos que no existe base legal para justificar este mecanismo de aprobación de 
las leyes, siendo por consiguiente nulas por su inconstitucionalidad. 
Por otro lado, vemos que los dos gobiernos a nivel jurídico escriben sobre este 
asunto, buscando y analizando las justificaciones para ambos gobiernos con el fin de 
encontrar una base jurídica que ampare su ocupación del Poder Legislativo, olvidando 
una realidad constitucional que por lo menos es válido para el gobierno de la Franja de 
Gaza, y es que el Consejo Legislativo todavía se encuentran dentro de su legislatura, 
que dura hasta el fin del periodo transitorio tal y como indica el artículo 47 de la Ley 
Básica de 2003. Indicando que se olvidan, al no caer en la cuenta de que este artículo ha 
sido modificado en su párrafo 3 por la Ley Básica Palestina Modificadora 27 de 2005, 
es decir antes, incluso, de la división entre ambas partes. Dicho artículo limita el 
periodo del Consejo Legislativo a cuatro años, tal y como se menciona en el artículo 
47/3 modificador donde se especifica que:”el periodo del Consejo Legislativo es de 
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cuatro años desde su elección, y se celebrarán las elecciones una vez cada cuatro años 
de forma regular.”140 Lo mismo ocurre en el periodo de la legislatura del Presidente de 
la Autoridad Palestina, donde el artículo 36 de la Ley Básica de 2003 la legislatura para 
el periodo transitorio también ha sido modificado por el artículo 36 de la Ley Básica 
Palestina 27 de 2005, para que sea cuatro años como el del Consejo Legislativo. Así 
este artículo establece que: “el periodo de la presidencia de la Autoridad Nacional 
Palestina es de cuatro años, y el Presidente tiene el derecho de presentarse a una 
segunda candidatura presidencial, con la condición que no ocupe el puesto de 
presidencia más dos veces consecutivas.”141 Por consiguiente, y debido a estos 
artículos, tanto el Presidente de la Autoridad Palestina como el Consejo Legislativo no 
están fuera de sus periodos de legislatura, por que estos órganos no están realizando sus 
funciones y competencias con arreglo a los preceptos constitucionales, en concreto a la 
Ley Básica Palestina. Así, tampoco los dos gobiernos asumen sus competencias 
legalmente. En realidad, es una época de regímenes dictatoriales donde ejercen sus 
poderes absolutos vulnerando los derechos y libertades de su propio pueblo. Por tanto, 
no vemos ninguna legitimidad de estos órganos a la producción normativa, en su sentido 
más amplio, indiferentemente de su título.  
5.  La publicación de las leyes: se publican las leyes después de transcurrir treinta días 
desde su aprobación tras la segunda lectura por parte del Consejo Legislativo, según el 
artículo 41/1 de la Ley Básica Palestina. Entonces la Presidencia del Consejo 
Legislativo de Gaza envía la ley a la Presidencia del Consejo de Ministros de Gaza, que 
lo eleva a su vez a través del Ministro de Justicia al Diwan al Fatwa Wa Attashrí de 
Gaza para su publicación en elBoletín Oficial de Palestina de Gaza con arreglo a la Ley 
8 de 2008 y al artículo 46 de la Ley Básica Palestina de 2003.142 
																																								 																				
140   El Artículo (47/3) de la Ley básica Palestina Modificadora núm.27 del 2005: 
) ةدﺎﻤﻟا47 ﺪﻨﺑ (3 
ﺮﻣ تﺎﺑﺎﺨﺘﻧﻻا يﺮﺠﺗو ﮫﺑﺎﺨﺘﻧا ﺦﯾرﺎﺗ ﻦﻣ تاﻮﻨﺳ ﻊﺑرأ ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا ةﺪﻣ"ﺔﯾرود ةرﻮﺼﺑ تاﻮﻨﺳ ﻊﺑرأ ﻞﻛ ة”    
141   El artículo (36) de la Ley Básica Palestina núm. 27 del 2005:  
) ةدﺎﻤﻟا36( 
 ﺔﺳﺎﺋﺮﻟا ﺐﺼﻨﻣ ﻞﻐﺸﯾ ﻻ نأ ﻰﻠﻋ ﺔﯿﻧﺎﺛ ﺔﯿﺳﺎﺋر ةﺮﺘﻔﻟ ﮫﺴﻔﻧ ﺢﯿﺷﺮﺗ ﺲﯿﺋﺮﻠﻟ ﻖﺤﯾو ،تاﻮﻨﺳ ﻊﺑرأ ﻲھ ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺔﺳﺎﺋر ةﺪﻣ
ﯿﺘﯿﻟﺎﺘﺘﻣ ﻦﯿﺗرود ﻦﻣ ﺮﺜﻛأﻦ 
142   Ibidem, La Condición Legislativa en Palestina, Pp. 147-150.  
Véanse también, V V. A A, Las Secuencias de la División Política Palestina sobre el Principio de la 
soberanía del Derecho en la Franja de Gaza: casos legales seleccionados. Publicación de Institute of 
Law - Beir Zeit University, Ramallah, 2014, Pp. 24-31.  
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 Por último, es conveniente afirmar que incluso antes de la separación de los 
territorios y de las instituciones de la Autoridad Palestina, las circunstancias políticas 
existentes en Palestina al margen de otros problemas provocados por el Gobierno 
Palestino relacionados con muchos aspectos de la vida jurídica en relación al 
procedimiento legislativo o en general a su relación con el Consejo Legislativo. El 
rechazo a sancionar y promulgar las leyes aprobadas por el Consejo Legislativo, 
especialmente la Ley Básica de la Autoridad Palestina hasta después de su  aprobación 
por el Consejo Legislativo (que puede venir motivado por la exigencia de los acuerdos 
de paz que impiden al Presidente de la Autoridad sancionar leyes que excedan la 
jurisprudencia cedida a la Autoridad Palestina por estos acuerdos) y la aprobación de 
Decretos Presidenciales reguladores de temas, que sólo deben ser regulados por 
leyes,143hacía que se formara un obstáculo antes de conseguir  desarrollar un régimen 
de Derecho en general, y mejorar la calidad del producto legislativo del trabajo 
parlamentario en particular. No olvidemos, que lo que provoca esta situación de 
inseguridad jurídica para los ciudadanos, perjudica sus derechos y libertades. 
 Lo que ha empeorado la situación es esta separación, que generó la desconfianza 
de la llamada Autoridad Nacional Palestina; una autoridad dividida, dos territorios 
separados con dos Presidente, (actualmente dos Consejos Legislativos) dos Gobiernos y 
sobre todo dos ordenamientos jurídicos donde no se encuentra ningún respeto a los 
preceptos de la Ley Básica, ni a los principios democráticos. Tal situación perdura hasta 
hoy en día sin esperanza de poder ser corregida. Aun así, en el caso de llegar a una 
consolidación y acuerdo para acabar con esta división, queda el problema de reunificar 
y depurar de nuevo las numerosas legislaciones aprobadas por parte de los dos 
Gobiernos testigos de una tarea compleja y de un alto grado de dificultad. Mientras 
tanto, sigue la producción de normas (que denominan jurídicas) que vulneran los 
derechos y libertades del pueblo palestino, creando y modificando sus derechos 
adquiridos bajo las legislaciones anteriores a la separación, acabando con la seguridad 
jurídica de los ciudadanos y sobre tododel sueño palestino de conseguir su merecida 
independencia. 
 Evaluación del funcionamiento del Poder Legislativo (Consejo Legislativo): 
 Este Consejo Legislativo Palestino, desde su primera formación en 1996 hasta 
																																								 																				
143  Ibidem, Informe Anual de la Comisión Palestina, 1998, Pp. 66-68. 
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hoy en día, ha asumido sus competencias legislativas y de control bajo circunstancias 
políticas, sociales y económicas adversas. La opresión de la ocupación, por un lado, y la 
falta de seguridad en la sociedad palestina, unido a la política negativa de la Autoridad 
Palestina en la construcción de un régimen de derecho, al que podemos sumar más 
factores, formaron obstáculos serios frente el buen funcionamiento del Consejo 
Legislativo. A lo que hay que añadir, factores internos propios del Consejo que 
complicaron aún más su trabajo y se reflejaron negativamente en su funcionamiento:  
 A.  El factor político: nos referimos con este factor al conflicto palestino- israelí 
que ha sido, y sigue siendo, el eje de toda la realidad de la vida palestina. La ocupación 
israelí ha querido llegar a este tipo de resultado al crear un régimen de Autogobierno en 
algunos territorios palestinos ocupados, aunque sea temporal, por muchos motivos 
políticos y económicos: lo económico se ve en ahorro que se proporciona al Estado 
Israelí y que se convierte en gasto que derrocha en los temas de seguridad para 
protegerse. Y lo político se ve en que el Estado Israelí, que quería aparecer delante de la 
comunidad internacional como un Estado pacífico dispuesto a sacrificar algunos de “sus 
territorios”, a fin de conseguir la paz y la seguridad para sus ciudadanos, especialmente, 
después de que su imagen haya sufrido mucho ante la comunidad internacional por los 
actos de barbarie que ha cometido este Estado con su ejército, en especial, durante las 
Intifadas del pueblo palestino. La época después de la primera Guerra del Golfo, en 
1990 por la invasión de Iraq al país vecino (Kuwait) donde los países de la alianza de la 
comunidad internacional pusieron todo de su parte para conseguir la liberación de 
Kuwait, utilizando la fuerza extrema bajo el mandato del Capítulo 7 del Pacto de la 
ONU. Para evitar las malas críticas por su papel negativo al respecto del caso palestino, 
consiguieron que Israel aceptase sentarse con los países árabes del Oriente Medio para 
buscar soluciones al conflicto árabe – israelí, iniciándose así el camino hacia la 
Conferencia de paz de Madrid en 1991. 
 Centrándonos en el tema palestino y como ya hemos visto, después de firmar 
numerosos acuerdos de paz entre la O.L.P como representante único y legítimo del 
pueblo palestino e Israel, se creó el régimen de Autogobierno en algunos territorios de 
Palestina con el título de Autoridad Nacional Palestina bajo muchas restricciones. El 
instrumento creador de este Autoridad y sus órganos fueron los acuerdos de paz, que 
como hemos expuesto, esperando que el régimen de autogobierno fuera democrático y 
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de derecho, aunque como hemos visto no adoptaron desde el principio la separación 
entre los tres poderes.  
 Ante esta realidad, nos preguntamos si sería posible tener una democracia bajo la 
ocupación que permita a los tres poderes funcionar bajo el mandato del Estado de 
derecho y desarrollar el país una vida económica y social bajo la ocupación, aunque 
para ello sería necesario acabar con la ocupación. 
 Tal y como se presenta la realidad de la experiencia palestina, no ha sido posible 
conseguir ningún objetivo de lo dicho anteriormente por varios motivos, aunque la 
existencia de la ocupación fue y sigue siendo lo más destructivo.  
 Hablando de la ocupación israelí como motivo obstaculizador del 
funcionamiento del Consejo Legislativo, encontramos los siguientes aspectos: 
 La política continua de bloqueo a los territorios de la Autoridad Palestina, el 
bloqueo del territorio que significa prohibir el traslado de los palestinos de un territorio 
a otro, incluso para los miembros del Consejo Legislativo, que les impide participar en 
las sesiones del Consejo. 
 El arresto a los miembros del Consejo Legislativo y encarcelarles por mucho 
tiempo, aunque no se pudiera presentar pruebas para que fueran juzgados; por lo que la 
ocupación ha acudido al llamado Arresto Administrativo, que les autoriza privar de 
libertad a un palestino por mucho tiempo sin juicio. 
 La opresión cotidiana de la ocupación sobre el pueblo palestino, como las 
confiscaciones de tierras de los palestinos, la construcción de asentamientos para los 
colonos judíos, la obstaculización del comercio entre Palestina y el extranjero, entre 
otras cuestiones, unido al aumento del trabajo y la responsabilidad de los miembros del 
Consejo Legislativo que tenían que dedicar mucho tiempo a buscar soluciones a esta 
política, y que puso en peligro su credibilidad ante sus ciudadanos. Al margen de 
provocar una mala relación entre el Consejo y el Poder Ejecutivo Palestino en las 
sesiones de control del Consejo hacia este Poder Ejecutivo.144 
 B.  La Autoridad Nacional Palestina: se ha construido siguiendo el mismo estilo que 
el de la O.L.P; compuesta por un líder histórico, comandantes de los guerreros del exilio y 
																																								 																				
144     Mansour, Kamil, La Independencia del Poder Judicial en Palestina, el Institute of Law- Beir Zeit 
University, Ramallah, 2011. P. 32. 
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miembros de su partido Alfateh, la mayoría con la cultura de solucionar los asuntos por la 
fuerza, buscando el propio interés y queriendo formar parte de un modo o de otro de la 
Autoridad, llegaron a formar la base de esta Autoridad como funcionarios en los distintos 
Ministerios, Ayuntamientos, líderes y miembros de los cuerpos de seguridad entre otros. El 
empleo en los puestos públicos no está basado en la igualdad de oportunidades y las 
cualificaciones, sino se basa en el partidismo y en el mecanismo de corrupción. Los cuerpos 
de seguridad formaron el instrumento sistemático de infringir la ley de forma incontrolable, 
cuya justificación fue la de proteger el orden público. Llegaron a cometer arrestos 
arbitrarios, torturas y asesinatos en contra de los ciudadanos palestinos.145Como menciona 
Kamil Mansour,incluso los mismos miembros del Consejo Palestino fueron objeto de 
agresión por parte de los cuerpos de seguridad palestinos.146 En estas circunstancias, el 
Consejo Legislativo investigó varios casos de corrupción y asesinatos en sus sesiones de 
control al Gobierno, no siendo capaces de conseguir resultados notables al respecto por el 
hecho de la falta de cooperación por parte del Poder Ejecutivo. Los ministros involucrados 
incluso no acudían a las sesiones de control, o rechazaban contestar a las preguntas 
formuladas por los miembros del Consejo o por las comisiones de investigación 
queinvestigaban un asunto concreto. Mientras la Presidencia de la Autoridad no asumía sus 
responsabilidades para corregir esta situación, empeorando todavía más la relación entre 
ambos poderes. El primer Consejo Legislativo estuvo formado en su mayoría por miembros 
de Alfateh, el mismo partido del Presidente de la Autoridad y del Poder Ejecutivo. A pesar 
de las diferencias y los conflictos entre ambos poderes, no se acudió al Consejo Legislativo 
para realizar una moción de censura que obligara al Presidente a formar otro Gobierno que 
asumiera sus responsabilidades legales para corregir la situación.  
 Por otra parte, este primer Consejo fue activo en su función legislativa, 
proponiendo proyectos de ley sin esperar la iniciativa del Poder Ejecutivo, imponiendo 
su propio Mandato Interino a la luz de la ausencia de una Ley Básica. Al principio de su 
formación, propuso el proyecto de Ley Básica Palestina que fue aprobada el año 2000. 
Mientras, el Presidente de la Autoridad Palestina continuó sin sancionar o rechazar los 
																																								 																				
145    Ibidem, Mansour, Kamil, op. cit. P. 26 
146  Kaied, Aziz El delema de la relación entre los dos Poderes: el Legislativo y el Ejecutivo de la 
Autoridad Nacional Palestina, publicación de la Comisión Independiente Palestina para los Derechos de 
los Ciudadanos, Ramallah, 2000, Pp. 30-32.  
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proyectos de ley elevados a él por el Consejo, lo que hizo que no fuera posible que el 
funcionamiento de este Consejo fuera eficaz para llevar a cabo sus responsabilidades. 
 Si la situación fue así desde el principio, en la primera legislatura donde aún 
había mucha ilusión patriota para construir un régimen de derecho, mucho peor fue la 
situación en la segunda legislatura del 2006. En esta legislatura el Consejo Legislativo 
estuvo formado por una mayoría del partido islámico de Hamas que decidió participar 
en las segundas elecciones. Dos ideologías opuestas representando los dos poderes, que 
desembocó en el escenario que terminó con la revocación del Primer Ministro por parte 
del Presidente de la Autoridad Palestina a través del Decreto 8 de 2007, y la creación de 
un nuevo Gobierno del partido Alfateh, que declarando el Estado de Emergencia a 
través del Decreto 9 de 2007. Por su parte el Primer Ministro revocado, formó su propio 
Gobierno en la Franja de Gaza empezando así la época más oscura de la Autoridad 
Palestina dividida entre los dos territorios, cada uno con sus poderes legislativos, 
ejecutivos y judiciales. Bajo estas circunstancias el Consejo Legislativo originario ha 
quedado ausente hasta hoy de la vida de la Autoridad Nacional Palestina, aunque se 
constituyó en la Franja de Gaza un Consejo Legislativo formado por los miembros 
electos de las segundas elecciones del 2006. 
 C. Factores internos: los factores internos del Consejo Legislativo que afectan 
negativamente a sus funciones, se pueden resumir en la falta de experiencia de los 
miembros del Consejo en el trabajo parlamentario en general. A lo que hay que añadir, 
el partidismo y los intereses personales de algunos miembros empeñados en ocupar el 
puesto de Ministro en un próximo gobierno. Estos intereses se reflejan en la votación de 
los proyectos de ley y en las sesiones de control al Gobierno.147 
 A la luz de lo expuesto, la Autoridad Palestina y su pueblo han perdido una gran 
oportunidad para crear un régimen de derecho y democrático, que no puede justificarse 
echando toda la culpa a la fuerza de ocupación como explicación del fracaso de 
construir una sociedad civil de derechos humanos y con soberanía de la Ley, sino que es 
necesario tener altura de miras y poder autocriticarse, anteponiendo los intereses 
públicos a la de los partidos. 
																																								 																				
147  Ibídem, V V.A A, la condición Legislativa en Palestina, P.  27. Véase también, Kaied, Aziz, 







CAPÍTULO II. LA CALIDAD DEL PRODUCTO LEGISLATIVO DE 
LA AUTORIDAD PALESTINA (LA TECNICA LEGISLATIVA) 
 
 A fin de analizar la calidad del producto normativo en Palestina, esnecesario 
conocer su existencia y alcance para poder valorar su grado de desarrollo unido a la 
evidencia de defectos y obstáculos, lo que hace que sea importante estudiar la técnica 
legislativa para que nos sirva como base introductoria de conocimiento y fuente 
directiva sobre esta materia. Huelga decir que no solo es importante tener un producto 
bien elaborado y redactado, sin que cumpla las condiciones de legalidad en la totalidad 
del ordenamiento jurídico. Por ello, dividimos este capítulo en dos partes: la técnica 
legislativa en la teoría y la técnica legislativa en Palestina. 
1.  La técnica legislativa en teoría: 
Preferimos utilizar el término de técnica legislativa en vez de técnica normativa, por la 
realidad de que todo lo que se produce en el ámbito legal de normas de diferentes 
rangos, sean leyes o normas de inferior rango en la jerarquía de las fuentes del Derecho, 
son legislaciones en el sentido amplio de la legislación. Adelantando que el uso de un 
término u otro, también es cuestión de discusión en la vida del mundo jurídico como 
veremos a continuación.  
1.1  La evolución de la técnica legislativa: 
 No es fácil fijar un punto de partida o fecha concreta para el comienzo de los 
antecedentes de la técnica legislativa, sin embargo, podemos encontrar sus primeros 
antecedentes durante los siglos XVII y XVIII, dentro de las escuelas afines al 
positivismo jurídico actual.  Murhard afirmaba que el fin fundamental del Estado era la 
seguridad jurídica; para alcanzarla, sostenía que era necesario un dato que hiciera 
derivar al resto de la estructura del derecho. 
 La lógica deductiva construyó el sistema de derecho. A través de ella alcanzó los 
principios, las primeras conclusiones y los supuestos más alejados destinados a regular 
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los casos concretos. 
 A finales del siglo XVIII, en la época de las revoluciones francesas yamericana, 
hubo un desarrollo de la concepción totalizadora que pasó del campo de las ideas al de 
las realizaciones concretas,148 tanto en el derecho público como en el privado. Con la 
aparición del constitucionalismo como la máxima expresión del espíritu moderno, en 
donde la Constitución se convierte en la primera norma positiva del sistema, es decir, la 
norma fundamental o suprema y de reconocimiento que establece los procesos y 
órganos de creación de las normas inferiores, así como los contenidos prohibitivos, 
permisivos o potestativos de las normas inferiores. 149 
 Por su parte en el ámbito del derecho privado, la consecuencia más inmediata de 
las ideas modernas fueron los códigos civiles. Todo buen racionalista sintió la firme 
convicción de redactar leyes perfectas, definitivas, eternas, válidas para toda la 
humanidad y con mayor concreción del sistema jurídico. Un ejemplo lo tenemos en 
1843 cuando se estableció la Comisión General de Codificación, que, en su decreto de 
creación y preámbulo, se señaló como objetivo el “dotar a la nación de Códigos claros, 
precisos, completos y acomodados a los modernos conocimientos”  
 Tanto creció esta presunción, que los últimos racionalistas nos regalaron ciertos 
códigos voluminosos, indigestos, abstractos, que estaban condenados de antemano a una 
eficacia inversamente proporcional a su molde.150 
 Dentro de la corriente codificadora se adoptó el término “técnica legislativa” en 
el siglo XIX, en la obra colectiva de Geny titulada Le CodeCivil, 
Específicamente en el trabajo denominado La tecnique legislativedans lacodification 
civile moderne.151 
																																								 																				
148 Motilla, Agustín “La codificación como técnica de producción legislativa”, Revista de Derecho Privado, 
Madrid, Editoriales de Derecho Reunidas, junio de 1987. Pp. 550-552; así comoPizzorusso, Alessandro, 
“Observaciones para el estudio de la producción normativa”, La Ley, Buenos Aires, 1999, nota2. P. 1. 
149  Rubio Llorente, Francisco, La forma de poder. Estudios sobre la Constitución, Madrid, CEC, 1997. 
P. 243. 
150  Ignacio, Massini, Carlos, La desintegración del pensar jurídico en la edad moderna, Buenos Aires, 
Abeledo-Perrot, 1980. Pp. 57, 58 y 73. 
151 Sainz Moreno, Fernando, “Antecedentes y documentación necesarios para pronunciarse sobre un 
proyecto de ley (artículo 88 C. E.)”, en varios autores, La calidad de las leyes, Euzcadi, Parlamento 
Vasco, 1989. P. 20. 
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  A principios del siglo XX la técnica legislativa alcanzó, con la Escuela 
Histórica del Derecho,152un papel preponderante en la creación normativa, aportando 
una gran claridad y precisión a base de abstracciones sumamente desarrolladas y un 
lenguaje de gran pureza. En la segunda mitad del siglo XX, a raíz de los excesos de la 
Segunda Guerra Mundial, se puso énfasis en rubros que limitaban el actuar de las 
decisiones gubernamentales. Así surgen con gran auge temas como la vigilancia legal 
de la actuación de las autoridades (Ombudsman o el defensor del pueblo), la revisión de 
la cuenta pública por órganos independientes (Tribunal de Cuentas), la tutela de la 
constitucionalidad de los actos y las leyes (Tribunal Constitucional) y el tema de las 
reglas para legislar (técnica legislativa). 
 La explosión legislativa, que ya se sufría a inicios de la modernidad,se agravó en 
la segunda mitad del siglo XX. De esta manera surgió la necesidad de canalizar 
esfuerzos en el ámbito legislativo, para evitar las redundancias, contradicciones, lagunas 
y oscuridades en el sistema jurídico. Incluso en países europeos se constituyeron 
instituciones y trabajos que tenían por objeto el estudio de los elementos necesarios para 
legislar. Recientemente, también en dichos países se han creado normas o directrices 
que prescriben la forma de crear leyes.153 
 Concretamente, como es bien sabido, existe en Europa desde los años 70 un 
incrementado y renovado interés por la doctrina o ciencia de la legislación. La aparición 
de esta doctrina se ha debido fundamentalmente a la convicción de que el Derecho 
puede y debe ser creado de modo racional, en el sentido de que, en su elaboración, 
siguiendo las pautas constitucionales, se puedan utilizar con provecho las modernas 
técnicas de información e informáticas, los medios de la teoría económica de decisiones 
y, en general, los que brindan las ciencias sociales. Así, la legislación deja de ser un arte 
para empezar su nuevo camino de convertirse en una ciencia. La técnica legislativa es 
una rama de la doctrina o teoría de la legislación, como señala Karpen.154 
  Por siguiente, hablamos de las causas de la evolución de la llamada técnica 
																																								 																				
152  Motilla, Agustín, op. cit., nota 8. P. 564. 
153 Carbonel, Miguel, y Pedroza De La Llave, Susana Thalía, Coords, Elementos de técnica legislativa, 
Universidad Nacional Autonómica De México, México, 2000, Pp. 42-44. 
154 Martín Casals, Miguel, "Técnica legislativa: Las directrices", en Técnica Normativa de las 




legislativa, su evolución en Europa y los sistemas existentes, así como su evolución en 
España. 
 
1.2. Las causas de la evolución de la técnica legislativa: 
 La pérdida de legitimación y utilidad de las leyes aprobadas por la mayoría de 
los parlamentos de los países occidentales, en los aspectos de que cada día está más 
generalizada la opinión de que las leyes, reglamentos y demás disposiciones normativas 
no son todo lo eficaces que deberían ser, provocó una crisis en dichos parlamentos. 
Entre los defectos que más insistentemente suelen achacarse a las leyes y al resto de las 
normas, se encuentra el problema de su cantidad y su calidad, es decir que nos 
encontramos ante un fenómeno denominado por algunos autores como Inflación 
Normativa, que se refleja en unos ordenamientos donde se detecta una cantidad 
desmesurada de normas donde casi podríamos decir que se legisla sobre casi todo, 
conteniendo estas leyes en muchos casos, una regulación excesivamente detallada. La 
innecesariedad de algunas leyes se demuestra si se observa que alguna de ellas, carecen 
incluso de carácter normativo y solo contienen meras declaraciones de voluntad o 
pronunciamientos acerca de las buenas intenciones de sus redactores. También, la 
aparición cada vez más frecuente de las denominadas leyes singulares y leyes “ad hoc” 
ha contribuido a este incremento desmesurado del número de leyes existentes. Por otro 
lado, en cuanto a la calidad de las leyes existentes, la mayoría de los autores coinciden 
en destacar la mala calidad de las leyes que se dictan. Esa mala calidad se vislumbra en 
las normas, provocando a que, a su vez, una gran confusión en los sistemas normativos. 
Además, las leyes se dictan en la mayoría de las ocasiones apresuradamente y sin 
reflexión alguna, lo que puede provocar que algunas leyes se modifiquen incluso antes 
de que los tribunales hayan podido pronunciarse sobre las mismas. 
 Esta mala praxis en la generación de leyes, provoca a su vez una gran 
desconfianza en el derecho, ya que dichas leyes pueden resultar complejas y con textos 
farragosos y oscuros, resultando incomprensibles inclusopara los órganos encargados de 
su aplicación, hasta el punto de que la propia Administración se vea obligada, en 
muchos supuestos, a realizar verdaderos esfuerzos interpretativos para conocer el 
sentido de la norma.  
 Esta situación provocó la mencionada desconfianza en el derecho por parte de 
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los ciudadanos, que ni confían ni aceptan las normas vigentes, porque muchas veces ni 
siquiera las comprenden. 
 Por otra parte, esta falta de claridad y precisión incrementa los conflictos y la 
litigiosidad, especialmente en los países que tiene complejidad de normas, como 
España, por la superposición de legislaciones: comunitaria, nacional, autonómica y 
local, que dificulta enormemente encontrar la norma aplicable al caso concreto. 
 Por estos defectos anteriores, extensible a la mayoría de los ordenamientos 
jurídicos actuales viene el origen de la creciente preocupación tanto por parte de los 
juristas como de los poderes públicos, por incrementar y mejorar la calidad de las 
normas. En este sentido, es importante desarrollar esta labor no sólo de cuidar los 
aspectos formales o de redacción de las leyes, sino también y especialmente, de 
fomentar la realización de evaluaciones sobre la necesidad y conveniencia de dictar las 
leyes, así como sus evaluaciones posteriores, que permitan conocer cuál ha sido la 
efectividad de las mismas. Esta evaluación de las leyes no sólo contribuirá a aumentar 
su calidad, sino también a recuperar la confianza de los ciudadanos en las mismas, y en 
consecuencia a incrementar su grado de cumplimiento.    
 En los últimos años, desde los años sesenta, se ha visto 155la inquietud por los 
estudios de técnica legislativa se ha visto incrementada en varios países europeos como 
Italia, Gran Bretaña o Alemania, donde se encuentra ya en proceso de consolidación los 
estudios sobre técnica legislativa.156 
  A continuación, destacamos, brevemente, algunos sistemas de la técnica 
legislativa.  
1.3.  Los sistemas de técnica legislativa: 
 Es conveniente señalar al respecto, que, en la mayoría de los estudios de técnica 
legislativa, especialmente los anglosajones, se dedica una especial atención a la cuestión 
de quién redacta los proyectos de ley, dado que,en la práctica, la calidad de las leyes 
depende en gran medida del procedimiento seguido para su redacción y, muy 
																																								 																				
155  Vivir i Pi-Sunyer, Carles, “Técnica Legislativa: Estat de la qüestió i balanç (provisional) d'una 
década", en Revista Catalana De Dret Públic, diciembre, 1996. P 16. 
156 Prats Catala, Joan, La Reforma de los Legislativos en América Latina, Tirant lo Blanch, Valencia, 
1997. Pp. 167-169. 
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especialmente, de los sujetos encargados de redactar los proyectos, que se someten a la 
consideración del Parlamento o del poder legislativo. 157 
1.  En los países europeos hay dos grandes tradiciones o sistemas de 
técnica legislativa:158 
 A) La primera y más antigua, la anglosajona, que atribuye la redacción 
centralizada de los proyectos de ley a un órgano dependiente del gobierno compuesto 
por funcionarios especializados en la redacción de leyes. Por ejemplo, en Inglaterra se 
constituyó el " Parlamentary Counsel Office P.C.O”, que se creó en 1869. Órgano de 
gran prestigio, cumple con los siguientes objetivos: 
  1. Mejorar la redacción de las leyes. 
  2. Homogeneizar el conjunto del ordenamiento jurídico, unificando los criterios 
formales que deben aplicarse a todas las leyes. 
 3. Reducir los gastos derivados del mantenimiento, en los distintos ministerios, 
de funcionarios más o menos especializados en la redacción de las leyes, a los que se 
añaden los juristas particulares a quienes se encarga la redacción de determinados 
proyectos de ley. 159 Además, los draftsmen o miembros del “Office” participan en una 
función muy importante de revisión yconsolidación del ordenamiento jurídico.160 
 Esta oficina elabora los proyectos de ley a partir de una serie de instrucciones 
preparadas por los distintos ministerios. El funcionamiento del Common Law supone 
que no hay un catálogo o código de directrices, sino una institución de gran prestigio 
que es la que se encarga de la redacción de las leyes, dado que como en este sistema, el 
																																								 																				
157 Martín Casala, Miguel, Viver Pi Sunyer, Carles, "¿Quién redacta las leyes? Los modelos de 
redacción "concentrada" y de redacción "difusa" de los proyectos de ley, en Revista de las Cortes 
Generales, tercer cuatrimestre, 1990. P. 8. 
158  Véase al respecto, Salvador Codrech, Pablo, “Elementos para la definición de un programa de 
técnica legislativa", en curso de técnica legislativa, GRETEL, Centro de Estudios Constitucionales, 
Madrid, 1989. Pp. 11-14. 
159 Véase, Martín Casala, Miguel, Viver Pi Sunyer, Carles, “¿Quién redacta las leyes? Los modelos de 
redacción "concentrada" y de redacción "difusa" de los proyectos de ley, en Revista de las Cortes 
Generales, tercer cuatrimestre, 1990, " en Revista de Cortes Generales, 1990, op. cit. P. 10. y, 
ITurralde Sesma, Victoria, “Cuestiones de técnica legislativa", en Revista Vasca de Administración 
Public, mayo-agosto, 1989. P.248. 
160 Martín Casala, Miguel, Viver Pi Sunyer, Carles, “¿Quién redacta las leyes ? Los modelos de 
redacción "concentrada" y de redacción …" en Revista de Cortes Generales, 1990, op. cit. P. 10. 
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juez decide conforme a los precedentes (salvo que la ley escrita establezca otra cosa) lo 
que obliga al legislador británico a redactar cuidadosamente y analíticamente los textos 
legales, ya que de otro modo el Common Law se filtraría por los intersticios que el 
redactor hubiera dejado. 
 Este sistema de redacción concentrada, ha sido objeto de numerosas críticas. 
Así, se le atribuye por ejemplo falta de claridad, excesivo tecnicismo o "legalismo", 
ausencia de principios y demasiado casuismo. También, respecto del ordenamiento 
jurídico en su conjunto, las críticas son la incertidumbre respecto al derecho vigente en 
cada momento histórico, existencia de lagunas y antinomias, entre otros aspectos. Por 
estas, y más críticas, autores como William Dale consideran que la legislación europea 
es más clara y menos casuística que la británica, proponiendo adoptar otro modelo de 
redacción de las leyes similar al aplicado en Europa continental. En concreto, abogan 
por encomendar la redacción de los proyectos de ley a expertos en la materia y no a 
profesionales especializados en la redacción, es decir, abogan por atribuir esa tarea a los 
Departamentos ministeriales en lugar del “Office of Parlamentary Counsel”.161Sin 
embargo, otros autores consideran que a pesar de dichas críticas, lo cierto es que la 
inmensa mayoría de los estudiosos y los prácticos del derecho británico están a favor del 
mantenimiento del “Office of Parlamentary Counsel”, en relación a la calidad de la 
legislación introducido por este sistema, por lo que estos autores no la considera peor 
que la continental ni, sobre todo, se cuestionan el sistema de redacción empleado ni la 
existencia del Office. Por lo que afirman que la existencia de unos profesionales 
encargados de la redacción de todos los proyectos de ley contribuye, sin duda, a mejorar 
la calidad formal de los mismos y asegurar el cumplimiento de una de las exigencias 
básicas de todo ordenamiento jurídico: la estandarización de los criterios formales, la 
uniformidad formal de todas las leyes, necesaria paragarantizar la coherencia del 
ordenamiento jurídico y para facilitar su interpretación y aplicación. 162  
																																								 																				
161 Martín Casala, Miguel. Viver Pi Sunyer, Carles, “¿Quién redacta las leyes? Los modelos de redacción 
"concentrada" y de redacción …”, en Revista de Cortes Generales, 1990, op. cit. Pp. 17-18 
162 Prats Catala, Joan, La Reforma de los Legislativos en América Latina, op. cit. P. 171, y, también, 
Ibídem, Martín Casala, Miguel, Carles Viver Pi Sunyer, "¿Quién redacta las leyes?  "concentrada" y 
de redacción…"  en Revista de Cortes Generales, 1990, op. cit. P. 19.  
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 B) La segunda tradición, que es mucho más reciente, es la germánica,163 que a pesar 
de su modernidad (hasta la década de los 70 no hay una auténtica constitución de la 
técnica legislativa en estos países), es hoy dominante en Europa. En este sistema, los 
funcionarios de cada ministerio responsables de la materia objeto del proyecto de ley, se 
encargan de la redacción.164 
  En otras palabras, la redacción de cada materia posible objeto de regulación se 
atribuye a un determinado ministerio y, dentro de este, a un departamento, 
subdepartamento o sección. La elaboración y redacción del proyecto corresponde a la 
sección especializada del Ministerio competente. Aunque el artículo 76.1 de la Ley 
Fundamental Alemana dispone que la iniciativa legislativa corresponda al Gobierno, a 
un grupo de diputados del Parlamento o al Senado, en la práctica la mayoría de las leyes 
federales son presentadas por el Gobierno.165 Este sistema se basa en razones como la 
menor estabilidad institucional de las organizaciones estatales en el continente o al 
hecho de que el sistema jurídico desde la caracterización de la ciencia jurídica, como 
dice Joaquin Quintana, realizada por Savigny, se entienda como una ciencia de la 
interpretación y no de la redacción de las leyes. Según este sistema, la técnica legislativa 
se manifiesta a través de directrices orecomendaciones:166 
"a) Las recomendaciones (Empfehlungen) del Ministerio Federal de Justicia y Principios 
(Grundsätze), establecidos por dicho ministerio de acuerdo con el Ministerio del 
Interior, tienen el objeto de facilitar la unificación de criterios en materia de formulación 
jurídica ("Arbeitshilfen" I-VII). 
b) El cuestionario o Checklist aprobado por el Gobierno Federal con fecha 11 de 
diciembre de 1984 titulado "Cuestionario sobre la necesidad, efectividad e 
inteligibilidad de los Proyectos de disposiciones normativas de la Federación"... y 
																																								 																				
163 Salvador Codrech, Pablo, “Elementos para la definición de un programa de técnica legislativa", en 
curso de técnica legislativa,GRETEL, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1989. Pp. 13-
14. 
164  Ibídem, Prats Catala, Joan, La Reforma de los Legislativos, op. cit. P. 171. 
165 Martín Casala, Miguel. Viver Pi Sunyer, Carles "¿Quién redacta las leyes?” y de redacción "difusa" 
de los proyectos de ley" en Revista de Cortes Generales, 1990, op. cit. Pp. 20-21.  
166José Abajo Quintana, Joaquín, “Directrices Sobre La Forma Y Estructura De Los Anteproyectos De 
Ley: Antecedentes Y Finalidad", en La técnica legislativa a debate, Tecnos, madrid, 1994. PP. 124-
132. Corona Ferrero, Jesús M.  Pau Vall, José. Aranda, Tudela, Francesc, (coordinadores), Tecnos, 
Madrid, 1994.P.124, también Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos, op. cit. P. 171. 
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denominado, en la práctica - por el color del papel en el que se halla impreso- "Blue 
Liste" (lista azul). Se compone de diez bloques de preguntas, divididas a su vez en 
subpreguntas, y tiene como objeto ayudar al redactor a: 
1) Clarificar los condicionamientos, efectos e interrelaciones que se presentan en 
la regulación proyectada. 
2) Recordar aquellos aspectos que no se debe olvidar durante el proceso de 
redacción del proyecto. 
3) Estandarizar el proceso de elaboración del proyecto para proporcionar a los 
diferentes órganos especializado, que en él participen, unos pases uniformes de 
valoración. 167 
 La elaboración del proyecto pasa por tres fases: el llamado Proyecto de Sección, 
Proyecto Ministeriales y Proyecto del Gobierno. 
La calidad de la legislación en este sistema de redacción difusa, ha sido objeto de 
numerosas críticas como, por ejemplo, el excesivo detallismo de las normas, su falta de 
sistemática, y la existencia por una parte de regulaciones superfluas y, por otra, de 
lagunas y antinomias. En concreto, se criticó la falta de claridad de los textos legales, de 
la incertidumbre respecto al Derecho vigente en cada momento, del déficit de ejecución, 
de lasdivergencias entre lo que disponen las normas y su aplicación práctica, entre otras 
cuestiones. 168 
 Otra experiencia continental es la italiana. También sólo en los últimos años se 
ha prestado a Italia atención institucional en cuanto a la técnica legislativa, considerada 
como parte de otra disciplina más amplia como es el de la fattibilitá de las leyes y los 
problemas de la administración del Estado.  Está experiencia italiana, como señala 
Victoria Iturralde Sesma, comienza con el denominado Rapporto Giannini de 16 de 
noviembre de 1979, que se basa en el informe que el Ministro para la "Función Públia" 
presentó al Parlamento sobre los problemas de la administración del Estado, con el 
																																								 																				
167 Martín Casala, Miguel. Viver Pi Sunyer, Carles, “¿Quién redacta las leyes? Los modelos de 
redacción "concentrada" y de redacción "difusa" de los proyectos de ley" en Revista de Cortes 
Generales, 1990, op. cit. Pp. 23-32. 
168 Véase más detalles en Martín Casala, Miguel.  Viver Pi Sunyer, Carles, “¿Quién redacta las leyes? 
Los modelos de redacción "concentrada" y de redacción "difusa" de los proyectos de ley" en Revista 
de Cortes Generales, 1990, op. cit. Pp. 23-32. 
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objeto de verificar la capacidad de las estructuras administrativas en orden a la 
aplicación de la ley. Las cuestiones de técnica legislativa en sentido estricto, fueron 
abordadas por la comisión presidida por Barettoni Arleri y por la subcomisión Cassese. 
El 30 de junio de 1980 se publicó el Decreto del Presidente del Consejo de Ministros a 
lo que siguió las indicaciones contenidas en el Repporto Giannini. Este Decreto se 
constituyó la "Commissione di studio per la semplificaziones delle procedure e la 
fattibilitá de l'applicabilitá delle leggi nonché l'approntamento dei conseguenti schemi 
normativi".169 
 Este Decreto se constituyó luego, por el Decreto del Presidente del Consejo de 
Ministros, que se constituyó el 3 de diciembre de 1983 en La subcomisión para la 
delegificazione presidida por el profesor Sabino Cassese y compuesta por funcionarios 
administrativos y profesores universitarios. Esta comisión forma parte de otra más 
amplia, a la cual se vinculan otras dos subcomisiones: una dedicada a los problemas del 
proceso administrativo y la otra centrada en los procedimientos administrativos. 
También, se puede citar otras publicaciones del tema de la técnica legislativa en Italia, 
como la aprobación de diversas modificaciones legislativas sobre la regulación de la 
publicación de las leyes y actos normativos:  
 Aprobación de la Ley de 11 de diciembre de 1984 (nº 839), denominada 
"Nombre sulle raccolta ufficiale digli attinormativi della Republica italiana e sulla 
Gazzeta ufficiale della Republica italiana".  
 La Circular de 19 de diciembre de 1980 sobre la correcta aplicación de la 
normativa acerca de las publicaciones oficiales del Estado, sobre la redacciónde las 
fuentes secundarias por parte de la administración pública, y otra Circular de 3 de 
septiembre de 1981 que invitaba a los ministerios a adoptar iniciativas análogas, 
aclarando también las modalidades de redacción de textos actualizados y coordinados.  
 3. La Circular de la Presidencia del Consejo de 5 de febrero de 1986, enviada a 
los órganos legislativos de todos los ministerios relativa a "criterios orientativos" para la 
formulación de tipos penales; y la aprobación por las Cámaras del artículo 20/bis 
añadido al texto de la ley sobre la ordenación de la Presidencia del Consejo de Ministros 
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que instituye un "órgano central para la coordinación de la iniciativa legislativa y de la 
actividad normativa del Gobierno". También, hay que mencionar la iniciativa de las tres 
presidencias: de la Cámara, del Senado y del Consejo de Ministros, que recoge en forma 
de instrucciones y recomendaciones a los funcionarios de dichos órganos algunas de las 
propuestas de la Comisión Barettoni. 170 
 En 1983-1984 se publicaron unos trabajos en materia de técnica legislativa que 
se han tenido en cuenta, sobre todo dos documentos elaborados por el Seminario de 
perfeccionamiento para funcionarios de la Región Toscana sobre técnica legislativa: 
Griglia per l'analisi di fattibilitá di un progetto di legge cuyos apartados 7 (análisis del 
texto) y 8 (id. del contenido normativo), porque incluyen referencias a la técnica 
legislativa. E igualmente, Suggerimenti per la redazione di testi normativi, directrices 
de técnica legislativa muy casuísticas y analíticas que están precedidas de un texto 
justificativo de su contenido.171 
2-  La técnica legislativa en los Estados Unidos:  
    En los Estados Unidos, al igual que en Europa, el estudio de la técnica 
legislativa ha ido experimentado un notable auge en los últimos años (desde los años 
70-80). Este creciente interés surge también ante la constatación de la baja calidad de 
las normas. Estos estudios de técnica legislativa en este país no se han centrado en las 
leyes en sí, sino en las normas dictadas por las Agencias y la actividad que desarrollan, 
conocido como "rule making", que puede definirse como "la actividad dirigida a la 
formulación, modificación o derogación de una norma reglamentaria”.  
 A este respecto, se han formulado a través de distintos organismos una serie de 
recomendaciones a adoptar por parte de las Agencias, a fin de mejorar la calidad y 
eficacia de las normas reglamentarias. Entre dichas Agencias existe el "Committee on 
Rulemaking of the Administrative Conference of the United Estates", también, "The 
National Performance" que contiene un anexo completo dedicado al tema de cómo 
mejorar la calidad del "rulemaking". En este informe se ponen de relieve las 
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deficiencias del sistema, y a la vista de las mismas se proponen una serie de consejos, 
que contribuirían a corregir estas deficiencias. Dicho informe contiene diez 
recomendaciones: 
1.  Crear un grupo de coordinación en el caso de que un mismo tema pueda ser objeto 
de regulación por varias Agencias, a fin de evitar la duplicidad de normas 
reglamentarias. 
2. Incentivar la aparición de enfoques más innovadores para la reglamentación, cuando 
la regulación no es la mejor solución para resolver los problemas. 
3. Fomentar el consenso en el "rulemaking", como por ejemplo la participación de los 
interesados en el procedimiento reglamentario negociado.172 
4. Mejorar la concienciación pública y la participación de los ciudadanos interesados 
en el procedimiento de la elaboración de las normas.  
5.  Racionalizar los procedimientos de elaboración de las normas de las agencias.  
6. Fomentar mecanismos alternativos de resolución de conflictos en la puesta en 
práctica de las normas, como mediación, evaluación neutral inmediata, convenio 
judicial, entre otros. 
7.  Clasificar los riesgos en la plantificación normativa a largo plazo. 
8.  Introducción de mayor cientificidad en las normas.  
9.  Mejorar las relaciones entre el Congreso y las Agencias. 
10. Dotar de mejor formación e incentivos al personal encargado de elaborar las 
normas. 173 
3-     La evolución de la técnica legislativa en España:  
 En España, también ha habido mucha crítica por parte de los operadores 
jurídicos sobre la bondad técnica (mala forma y calidad) de las leyes emanadas de los 
parlamentos, tanto de las Cortes Generales como de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas. La justificación de esta crítica depende de varios motivos, 
como la urgencia con la que se legisla y, especialmente porque "el ordenamiento 
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173 Ibidem, Pp. 226-231. 
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jurídico español es una fronda inextricable de preceptos de todo orden cuyo 
conocimiento y manejo es imposible no sólo para el ciudadano, sino para los más 
cualificados operadores jurídicos". Es decir, que la producción legislativa formaba una 
masa cada vez menos intangible, dentro de la cual los aplicadores necesitan mucho 
esfuerzo para conocer la norma aplicable a un hecho, relación o situación jurídica 
concreta. También, los profesionales del derecho se encuentran ante el ordenamiento 
jurídico español que representa una maraña de difícil desenredo, trabada por los 
principios de jerarquía normativa y reserva competencial, a los que hay que unir las 
técnicas de inserción y desarrollo de los reglamentos y directivas comunitarias.174 
 Por dichas razones, y para fomentar el problema de la mala calidad de las leyes, 
empiezan los profesionales y los interesados a realizar varias actividades y publicar 
estudios sobre el tema de la técnica legislativa, estableciendo así, los primeros pasos en 
el camino español de la técnica legislativa. Así, se puede citar las siguientes actividades, 
estudios y legislaciones sobre la técnica legislativa como los primeros pasos de la teoría 
en España: 
 El primer libro publicado sobre el tema de la técnica legislativa es "La Forma de 
Las Leyes”, 10 estudios de técnica legislativa preparado por el grupo Gretel (Grupo de 
Estudios de Técnica Legislativa), y editado por Bosch en Barcelona en 1986 así como 
en el curso de técnica legislativa celebrado en 1988 y publicado por el Centro de 
Estudios Constitucionales en el año 1989. En este libro los autores han dado una 
atención científica sobre la técnica legislativa, la composición, estructura y lenguaje de 
las leyes o las normas jurídicas.175 
 Después, y hasta hoy en día, se han publicado muchos estudios tratando este 
tema de forma muy amplia y desarrollada. 
 En la misma época, los parlamentos han dado más atención al problema de la 
calidad de las leyes, por el cual se celebraron varios seminarios para fomentar el 
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problema de la mala calidad de las leyes o las normas y obtener como producto final, 
unas directrices que permitieran mejorar dicha calidad de las leyes. Así, se celebró un 
seminario relativo a la calidad de las leyes, en el País Vasco organizado por el 
Parlamento Vasco en 1988, que ha sido plasmado en el Acuerdo del Consejo de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma del País Vasco de 23 de marzo de 1993, por el 
que se aprueban las directrices para la elaboración de Proyectos de Ley, Decretos, 
'Ordenes y Resoluciones´. Dicho Acuerdo ha sido publicado en el Boletín Oficial del 
País Vasco de 19 de abril de 1993. 
 En el mismo camino veamos que desde el año 1988, el Ministerio de Relaciones 
con las Cortes y la Secretaría del Gobierno tuvieron la idea de proponer al Consejo de 
Ministros la aprobación de unas directrices sobre la forma y estructura de los proyectos 
de ley. Como resultado de estos esfuerzos, el Consejo de Ministros aprobó el Acuerdo el 
26 de enero de 1990, el Cuestionario de Evaluación que deberá acompañarse a los 
proyectos normativos que se eleven al Consejo de Ministros. El 18 de enero del año 
1991, el Consejo de Ministros aprobó su Acuerdo de las Directrices sobre la forma y 
estructura de los anteproyectos de ley. Más tarde, el Real Decreto 1486/1993, de 3 de 
septiembre, por el que se determina la estructura básica del Ministerio de la Presidencia, 
amplía el ámbito de actuación de dichas directrices (aprobadas por el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 1991).176 
 Como señala Vicente Garrido Mayol,177el procedimiento para la elaboración de 
los proyectos de ley y las disposiciones de carácter general en España, hasta la fecha del 
año 1997estaba determinado por la Ley del Procedimiento Administrativa de 17 de julio 
de 1958, concretamente en sus artículos 129 y siguientes, que por lo que respecta a los 
proyectos de ley disponía lo siguiente:  
- Art. 129: 
1.  La elaboración de las disposiciones de carácter general y de anteproyectos 
de Ley se iniciará por el Centro directivo correspondiente, con los estudios e 
informes previos que garanticen la legalidad, acierto y oportunidad de aquellos, 
																																								 																				
176 José Abajo Quintana, Joaquín, “Directrices sobre..., en Técnica legislativa a debate, o.p.cit. Pp. 124-
132. 
177 Garrido Mayol, Vicente, Las garantías del procedimiento prelegislativo: la elaboración y 
aprobación de los proyectos de ley, Tirant lo Blanch, Valencia, 2010. Pp. 49-54. 
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con arreglo a lo depuesto en el presente capítulo y en el capítulo I del título I. 
2.  Se conservarán, junto con la moción, providencia o propuesta de quien 
tenga la iniciativa de la disposición de que se trate, 
3. Los dictámenes y consultas evacuadas, las observaciones y enmiendas que 
se formulen y cuantos datos y documentos ofrezcan interés para conocer el 
proceso de elaboración de la norma o puedan facilitar su interpretación. 
4. No podrá formularse ninguna pregunta de nueva disposición se consignen 
expresamente las anteriores que han de quedar total o parcialmente derogadas. 
- Art. 131: 
Los proyectos que deban someterse a la aprobación del Consejo de Ministros o 
de las Comisiones Delegadas del Gobierno, se remitirán con ocho días de 
antelación a los demás Ministros convocados, con el objeto de que formulen 
las observaciones que estimen pertinentes. En caso de urgencia, apreciada por 
el propio Consejo de Ministros o Comisión Delegada, podrá abreviarse u 
omitirse este trámite.  
El mismo procedimiento se observará para la aprobación por el Gobierno a los 
proyectos de Ley que hayan de ser sometidos a las Cortes Generales. 
 Estos artículos han sido derogados por la Ley 50/1997 que trataba del 
procedimiento para la elaboración de deposiciones de carácter general.  
Según esta última Ley, El Gobierno de la Nación con su impulso y las Cortes Generales 
con su aprobación, pretendieron desarrollar un texto legal que contemplara la 
organización, competencia y funcionamiento del Gobierno en el marco constitucional. 
 Así, el Gobierno adapta su labor en esta materia plenamente a los principios 
constitucionales; porque ésta Ley de Gobierno abundada el tratamiento procedimental 
unitario de la elaboración de los reglamentos y de los anteproyectos de ley, 
estableciendo una regulación separada y distinta de ambos tipos normativos: lainiciativa 
legislativa del Gobierno (artículo 22) y el ejercicio de la potestad reglamentaria.178 
 Con arreglo al artículo 22,  el procedimiento de elaboración de proyectos de ley 
																																								 																				




se iniciará en el ministerio o ministerios competentes mediante la elaboración del 
correspondiente anteproyecto, que irá acompañado por la memoria, los estudios o 
informes sobre la necesidad y oportunidad del mismo, un informe sobre el impacto por 
la razón de género de las medidas que se establecen en el mismo, así como por una 
memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar la 
aplicaciónde la futura norma. En todo caso, los anteproyectos de ley habrán de ser 
informados por la Secretaría General Técnica.  
 Sin entrar en más detalles, se puede afirmar que el desarrollo de la técnica de 
legislar en España ha estado muy enriquecido por los escritores, que como Sebastián y 
Vicente Garrido Mayol, entre otros, ven en el Cuestionario de Evaluación de Proyectos 
Normativos una serie de preguntas dirigidas al Departamento o Departamentos autores 
de la propuesta o de la iniciativa legislativa, cuyas respuestas deben dotarse de un 
contenido. Aunque sea breve debe ser suficiente, a las causas y fines de la norma, así 
como delimitar sus respectivos ámbitos de incidencia y actuación, según el siguiente 
esquema: 
 Ámbito de necesidad de la norma 
 Ámbito de repercusión jurídica 
 Ámbito de repercusión institucional 
 Ámbito de ejecución de la norma 
 Ámbito de repercusión social o ciudadana179 
 Como señala Pablo Salvador Codrech,180hay cuatro principios de 
funcionamiento que han de aceptarse para el desarrollo de la técnica legislativa y su 
aplicación en la mejora de la legislación en España: 
a) Sistematización de la práctica: es decir, estudiar los criterios que se sigue en la 
práctica española (o su falta), y tras compararlos y valorarlos con los que existen en 
otras culturas y experiencias, elegir la alternativa más cercana a la práctica histórica 
española. 
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b) Primado de la política: limitación de la técnica, ya que la técnica legislativa debe 
tratarse con separación de las otras ramas (más políticas) de la ciencia o doctrina de la 
legislación. Lo cual condiciona su éxito, pero manifiesta sus limitaciones; es decir, lo 
que sucede es que las mejores soluciones técnicas no pueden frecuentemente 
conseguirse por limitaciones o urgencias políticas. 
c) Tratamiento colectivo que se ve en la necesidad de recursos y organización: es decir, 
la técnica legislativa, como cualquier obra labor similar, no es tarea individual. Por 
consiguiente, lo primero en la materia de técnica legislativa es tomársela en serio por 
decisión política, decidiendo aplicar a su creación y puesta en práctica, recursos 
humanos y materiales organizados en una empresa con ese objetivo, así como sujetar su 
realización a un calendario concreto. 
d) Educación del jurista: humanidades y ciencias sociales aplicadas. Aeste respecto, se 
aconseja dar al jurista español (en vez de que recibe una educación basada en la idea de 
que su tarea o actividad profesional fundamental es la interpretación de los textos 
jurídicos, normativos o no normativos) una educación encaminada a convertirlo en un 
técnico legislativo que se traduce en ser un experto en la redacción y elaboración de los 
textos jurídicos. Además de dar al jurista una educación sobre las ciencias sociales, para 
que sepa los condicionamientos y consecuencias materiales de cualquier decisión 
normativa.181 
4-  La técnica legislativa en Palestina: “El Manual de los Borradores Legislativos 
(ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺔﻏﺎﯿﺼﻟا ﻞﯿﻟد)” 
 A la luz de la necesidad de unificar las legislaciones vigentes en los territorios 
palestinos cubiertos con la competencia transferida a la Autoridad Nacional Palestina 
por Israel, junto a la necesidad de aprobar nuevas legislaciones modernas que sustituyen 
las legislaciones antiguas, además de los desafíos políticos, sociales y económicos que 
afrentan este régimen nacido, se observa el aumento de las actividades académicas y 
jurídicas y su empaño en crear un ordenamiento jurídico unificado que absorbiera las 
diferencias entre las legislaciones vigentes en Cisjordania y aquellas vigentes en la 
Franja de Gaza.  Lo más destacado entre los institutos especializados en el mundo del 
Derecho, es el Instituto de Derecho de la Universidad de BeirZeit, además de otros entes 
																																								 																				
181 Salvador Codrech, Pablo, “elementos para la difinición de la Técnica legislativa”, op. cit. Pp.14-16. 
171 
 
que se esfuerzan en mejorar las legislaciones palestinas, como la Comisión 
Independiente Palestina para los Derechos de los Ciudadanos. 
 La iniciativa en el campo de la técnica legislativa en Palestina fue llevada a cabo 
por el Instituto de Derecho, citado anteriormente, que contó con la participación de otras 
entidades que destacaremos más adelante. Esta iniciativa se resume en intentar imponer 
criterios extraídos de una Guía, conocida como el “El Manual de los Borradores 
Regitivos”, que ayuda al redactor en su tarea de elaboración y redacción de las 
legislaciones. Destacando esta obra como primer paso en el camino de conocer la 
técnica legislativa en Palestina. "El Manual de los Borradores Legislativos,  ﺔﻏﺎﯿﺼﻟا ﻞﯿﻟد
 ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟا182": 
 Nos referimos, al reciente trabajo conocido como "El Manual de los Borradores 
Legislativos ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟاﺔﻏﺎﯿﺼﻟﻼﯿﻟد “ de 2000, que formaba la primera iniciativa palestina 
sobre el tema de la técnica legislativa. Junto con el Instituto de Derecho, este Manual 
fue elaborado por: "Diwan Al Fatwa Wa Al Tashri` ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاو ىﻮﺘﻔﻟا ناﻮﯾد", que es un 
departamento en el Ministerio Palestino de Justicia (como mencionamos anteriormente), 
y que contó con la participación del Departamento Legislativo del Consejo Legislativo 
Palestino. En la elaboración de este esfuerzo jurídico participaron además de un equipo 
de investigadores y juristas palestinos, otros países árabes y del Reino Unido. 
 A continuación, destacamos el contenido de este Manual, fijando nuestro punto 
de vista sobre su contenido.  En el año 2004, el Instituto de Derecho de la Universidad 
de Bir Zeit elaboró otro manual sobre la técnica legislativa de las legislaciones 
secundarias conocido como “El Manual sobre la Redacción de las Legislaciones 
Secundarias”, que en realidad fue una repetición del primer manual de los borradores 
legislativos, especialmente en el tema técnico. Por ello, concentramos en la presente 
tesis el Manual de los Borradores Legislativos con algunas referencias al Manual de las 
Legislaciones Secundarias cuando sea necesario: 
1- El objeto del “Manual de los Borradores Legislativos”: 
 Ante la confirmación de la existencia de un problema grave en Palestina ante  la 
vigencia de dos sistemas jurídicos en las dos partes de Palestina: Cisjordania y la Franja 
																																								 																				
182  Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Legislative 




de Gaza, y confirmando que no existe en Palestina un sistema unificado y estable sobre 
la redacción de las legislaciones como resultado de las coyunturas políticas-históricas 
que siempre ha sufrido Palestina, debido a las sucesivas ocupaciones a su tierra, 
acompañado del cambio sistemático a su sistema jurídico en particular, ha hecho que la 
Autoridad Palestina empezara a aprobar legislaciones para que fueran vigentes en 
ambas zonas a fin de unificar el sistema jurídico en Palestina. De esta situación surgió la 
necesidad de tener criterios claros en la redacción de las legislaciones. 
 Para afrentar esta situación, se elaboró este Manual de los Borradores 
Legislativos seguido del Manuel de la Redacción de las Legislaciones Secundarias para 
suministrar  al redactor (que incluye, según este Manual, cualquier persona que 
participe, de cualquier modo en la redacción legislativa) de unos criterios de elaboración 
y redacción, a fin de tener un sistema unificado en este ámbito, a través de procurar al 
redactor varias recomendaciones vinculadas a la redacción legislativa, con la finalidad 
de que sea el producto legislativo comprensible y aplicable por sus operadores y sujetos 
en todo el territorio bajo la jurisprudencia de la Autoridad Palestina. 183 
2- El valor jurídico del Manual: 
 Para los palestinos ambos manuales tratan de ser guías para elaborar y redactar 
los proyectos de las legislaciones o las normas secundarias, no teniendo ningún valor 
jurídico obligatorio, dado a que no es ni un reglamento ni una ley o texto legal aprobado 
por ninguna autoridad competente. Es decir, no estamos frente a una legislación de 
cualquier rango, sino a una iniciativa académica en la que han participado algunos 
departamentos oficiales. Es por ello que el redactor no está obligado a tomar el 
contenido de estos manuales en cuenta, cuando asume su tarea de elaborar los proyectos 
legislativos. Así, se confirma que el objeto de los manuales es procurar 
recomendaciones al redactor para facilitar su tarea, a fin de unificar el sistema de 
redacción de las legislaciones. Por ello, estos manuales, a nuestro juicio, no tienen más 
que valor teórico y académico representando una iniciativa de parte de las instituciones 
jurídicas, académicas y oficiales.  
 Además de lo expuesto, estos manuales, por otro lado, tienen su particular 
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importancia práctica, en la redacción de los borradores de los proyectos de ley y 
reglamentos; porque los participantes en este esfuerzo (el Departamento Legal del 
Consejo Legislativo y Diwan Al Fatwa Wa Al Tashri ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاو ىﻮﺘﻔﻟا ناﻮﯾد) son los órganos 
encargados legalmente de elaborar los proyectos de las legislaciones. Por ello, no es 
lógico que pongan unas recomendaciones y, luego, no las cumplan en su propia labor de 
técnica legislativa. Es ahora cuando  se deben distinguir entre estas recomendaciones 
propuestas en estos manuales para la elaboración del texto legal y el mecanismo 
atribuido al Diwan Al Fatwa Wa Al Tashrí, por la Ley 4/1995 sobre la elaboración de 
las legislaciones, que destacamos anteriormente, y que le obliga a seguir determinados 
procedimientos en cuanto se presenta un proyecto legislativo emitido a  este órgano para 
estudiarlo y elaborarlo a fin de ponerlo en forma de proyecto de ley acompañado de sus 
recomendaciones. Aquí, el Diwan asume su tarea oficial asignada para ello, mientras 
que los borradores sirven para abrir más puertas de conocimiento y de técnicas para 
ayudar a los redactores de este Instituto a mejorar la elaboración y la redacción del texto 
legal. 
 3- El contenido del Manual: 
 El contenido de este Manual está redactado en forma de recomendaciones, 
dividido en cuatro capítulos y finalizando con varias conclusiones que se complementan 
al final con unos anexos: 
1.   El capítulo introductorio contiene una parte teórica, en la que destacan temas 
básicos sobre la teoría de la legislación, como, por ejemplo, los elementos o factores 
constructivos de la legislación (normas jurídicas públicas redactadas de forma 
obligatoria y aprobadas por un poder competente) los tipos de las legislaciones y sus 
rangos, la política general de legislar, entre otras. 
2.  El primer capítulo trata el plan que el redactor tiene que seguir y cumplir antes de 
comenzar la redacción, explicando los pasos primarios y como puede poner el plan 
general de la legislación. 
3. El segundo capítulo explica las unidades constructivas de la legislación; es decir, la 
división del texto legislativo: preámbulo, parte dispositiva, parte final, etc. 
4. El tercer capítulo trata el tema lingüístico, en concreto el lenguaje jurídicoque se ha 
de utilizar en la redacción de las legislaciones.  
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 5. El cuarto capítulo trata el tema de la redacción de unas legislaciones concretas, como 
las legislaciones modificativas, las legislaciones secundarias, tratando también la 
redacción de los preceptos criminales.184 
 Consideramos que es obvio que los dos manuales contienen y conocen los dos 
tipos de criterios o directrices, conocidas en la teoría y la práctica del tema de la técnica 
legislativa: las directrices objetivas y las directrices formales o constructivas que 
destacaremos más adelante cuando hablemos de las directrices de la técnica legislativa a 
fin de conocer la iniciativa palestina sobre este tema. 
 
2. La concepción de la técnica legislativa:  
 Antes de destacar la concepción de la técnica legislativa es conveniente afirmar 
que es evidente que la iniciativa, la discusión, la aprobación y la publicación de una 
norma jurídica tienen un trasfondo político y otro técnico que no resulta siempre fácil 
distinguir. Por ejemplo, la claridad con la que se redacta una norma de carácter técnico 
contrasta, por ejemplo, con la aprobación de una norma con redacción oscura con el 
propósito de no hacerla aplicable, implicando que lo técnico se convierta a la vez en 
político. Bajo la distinción entre lo político y lo técnico podemos señalar lo siguiente: 
 1. Lo estrictamente político contiene las posiciones ideológicas de los partidos 
políticos y grupos de interés, que juegan su papel a la hora de producir la norma que 
puede servir a sus intenciones políticas. 
 2. Lo técnico se refiere a las características formales que debe tener un texto 
normativo, como son: el uso del lenguaje, su estructura lógica, brevedad, claridad; y la 
inserción armónica dentro del sistema jurídico, es decir, de su cumplimiento con las 
reglas de reconocimiento que se ven en laconstitucionalidad y la legalidad.185 
 3. Lo político, por su parte, tiene la facultad de la toma decisiones en la materia a 
tratar, o por lo menos intentar incluir preceptos que reflejen sus intereses,  
																																								 																				
184  Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Legislative 
Drafting Manual, Ramallah, op. cit. P, 22, tambient, Ibídem, Institute of Law, University of Bir Zeit, 
Giude Secondary Legislaive Draft, op. cit. Pp. 9-10. 
 
185 Pizzorusso, Alessandro, “Observaciones para el estudio de la producción normativa”, La Ley, Buenos 
Aires, núm. 26, 1999. P. 1. 
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 Como es el caso de los partidos políticos u organizaciones sociales, mientras el 
técnico lleva acabo la tarea de la elaboración de las normas, su interés debe ser siempre 
la mejor calidad de esta norma elaborada.   
 A la luz de estas diferencias, se puede destacar algunos contenidos del concepto 
de técnica legislativa. Según Sainz Moreno, 186 la técnica legislativa consiste en el arte 
de redactar los preceptos jurídicos de forma bien estructurada, cumpliendo con el 
principio de seguridad jurídica y los principios generales del derecho. En tanto que para 
Bulygin, 187 la técnica legislativa constituye el conjunto de recursos y procedimientos 
para elaborar un proyecto de norma jurídica, bajo los siguientes pasos: primero, la 
justificación o exposición de motivos de la norma y segundo, la redacción del contenido 
material de manera clara, breve, sencilla y accesible a los sujetos a los que está 
destinada. La técnica legislativa como un instrumento para la creación normativa, ayuda 
a la inserción armónica de nuevos ordenamientos tomando en cuenta el ámbito de 
validez que sea: 
1. Territorial o espacial: se refiere a la distribución de competencias, según la forma de 
Estado que se adopte; federal, unitaria, regional o confederada.188 
2. Temporal: abarca la entrada en vigor, la modificación, la abrogación o derogación de 
una norma. 
3. Material: se considera el objeto de la norma quepuede ser fiscal, penal, civil, 
mercantil, electoral, entre otras. 
 Por todo lo anterior, según Bulygin, y con razón, la técnica legislativa no es sólo 
un instrumento del Poder Legislativo, también puede ser útil para que el Poder 
																																								 																				
186 Sainz Moreno, Fernando, “Técnica normativa”, Enciclopedia Jurídica Básica, Madrid, Civetas, 
1995. P. 6485. 
187 Bulygin, Eugenio, “Teoría y técnica de la Legislación”, Revista Mexicana de Estudios 
Parlamentarios, México, 1a. Época, vol. I, núm. 3, septiembre-diciembre de 1991. P. 37. 
 Atienza Cfr. Atienza, Manuel, “Razón práctica y Legislación”, Revista Mexicana de Estudios 
Parlamentarios, México, 1a. época, vol. I, núm. 3, septiembre-diciembre de 1991. Pp. 20-22. y 
Aguiló Regla, Josep, “Técnica legislativa y documentación automática de legislación”, Informática 
e Diritto, Italia, Intituto per la documentazione giuridica, año XVI, enero-abril de 1990. Pp. 89 y 90. 
188 Sobre este tema consúltese Fix-Zamudio, Héctor y Valencia Carmona, Salvador, Derecho 
constitucional mexicano y comparado, México, Porrúa, 1999. Pp. 240 y ss. 
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Ejecutivo y el propio Poder Judicial ejecuten adecuadamente las normas jurídicas.189 
 Por las diferentes definiciones de la técnica legislativa mencionadas 
anteriormente, consideramos que queda claro que se habla de dos significados o 
sentidos de la misma. Antes de destacar estos sentidos, es importante aludir a que la 
expresión técnica legislativa no es la única que se utiliza en el mundo jurídico para 
referir al modo de producción y calidad de las legislaciones, sino que existe otra 
expresión competente con la primera conocida como la técnica normativa, aunque las 
dos expresiones se emplean de forma aparentemente indistinta en este terreno. 
 Sin embargo, el mundo jurídico encontramos que en los diferentes seminarios, 
encuentros y jornadas que se organizan, han preferido utilizar como título genérico el 
término "La Técnica Legislativa".190 
 Por otro lado, y como señala Gómez Orfanel, la terminología más frecuente en 
manuales, publicaciones y reuniones, es la de "Técnica Legislativa". Sin embargo, y, 
según el mismo autor, este uso indiferenciado de las expresiones "técnica legislativa " y 
"técnica normativa' no es absoluto sino debe ser matizado en la consideración de que 
"quizás el carácter de técnica normativa permita un enfoque más amplio para incluir 
aquellos supuestos de elaboración de normas que no tienen formalmente carácter 
legislativo, es decir, de intervención parlamentaria.” 191 
  Por nuestra parte lo más importante no es usar el término técnica legislativa o 
normativa, sino saber el contenido de ésta que nos facilita llegar a entender su 
significado doctrinal y su objetivo práctico, la cual busca una "técnica de la elaboración 
de toda norma jurídica sea norma jurídica aprobada por el Poder Ejecutivo como los 
reglamentarios, o sea norma jurídica (legislación en su sentido estricto) aprobada por el 
Poder Legislativo”, y, por lo tanto, cumplirel objeto de la llamada técnica de legislar 
que se matiza en mejorar la calidad de toda norma jurídica. Sin embargo, prefiramos 
																																								 																				
189 Carbonel, Miguel, y Pedroza De La Llave, Susana Thalía, Coords, Elementos de técnica legislativa, 
Universidad Nacional Autonómica De México, México, 2000. Pp. 41-42. 
190Corona Ferrero, Jesús Ma., “En torno de técnica legislativa", en Técnica legislativa a debate, op. cit. 
P.49. 
191Gómez Orfanel, Germán,  "Significado y alcance de la técnica legislativa", en. :  Técnica  
normat iva  de  las  Comunidades  Autónomas ,  Comunidad  de   Madrid ,  Madr id ,  
1991.  P.13. También, Ibídem, Corona Ferrero, Jesús Ma, "En torno de técnica legislativa", en 
Técnica legislativa a debate, op. cit. P.49. 
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utilizar la expresión "técnica legislativa" como una determinada expresión en este 
trabajo para facilitar la redacción del mismo, y porque esta expresión es la más utilizada 
en el mundo jurídico.    
 Antes de explicar el concepto de la técnica legislativa es conveniente mencionar 
que su concepción no tiene un determinado contenido; por lo cual no es un término 
pacífico ni unívoco, sino ha sido interpretado de muy diversas formas por los autores, 
que no han llegado a un acuerdo doctrinal acerca de cuál es o debería ser el contenido 
de la disciplina conocida como técnica legislativa o técnica de la legislación. 192 
Así, se habla concretamente de dos conceptos de la disciplina de técnica legislativa: el 
concepto estricto y el concepto amplio de la técnica legislativa. 
2-1. El concepto de la técnica legislativa: 
 En sentido amplio, “técnica” es definida por el Diccionario de la lengua 
española como el “conjunto de procedimientos y recursos de que se sirveuna ciencia o 
arte” , y el término “ legislativa” hace referencia a las normasen sentido amplio, a las 
leyes en conjunto; sin embargo, al conjuntar lostérminos “técnica y legislativa”, ya nos 
estamos refiriendo a un conceptojurídico, al que precisamente Aníbal Bascuñán Valdez 
hace referencia, ynos dice: “simplemente, la Técnica Legislativa es el conjunto de 
reglasa que se debe ajustar la conducta funcional del legislador para una 
idóneaelaboración, formulación e interpretación general de las leyes”.193 
 El derecho debe ser adecuado a la realidad, y dicha adecuación supone 
necesariamente una revisión periódica de los ordenamientos legales, 
independientemente del alcance evolutivo de todo texto normativo. No es suficiente, 
como sucedía al principio, hablar de técnica legislativa como instrumento para hacer 
meras críticas a la redacción de las normas, sino tratarla como factor más importante 
que una simple concepción artística que sirve para redactar bien los preceptos jurídicos. 
La incesante transformación social condiciona a los poderes públicos a la conformación 
de una nueva legislación,ya sea desde el punto de vista formal, o material; asimismo, el 
proceso de creación de las normas debe lograr ciertos objetivos que permitan, al final, 
																																								 																				
192 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativosen  América  La t ina :  
 un  en foque  ins t i tuc ional ,  T i ran t  Lo  Blanch ,  Valencia ,  1997.  Pp. 176-177. 
193 Bascuñán Valdez, Aníbal, Introducción al estudio de las ciencias jurídicas y sociales, 2a. ed., 
Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1960, colección de Apuntes de clase, núm. 8, P. 202. 
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obtener una disposición que pueda considerarse correcta en cuanto a su forma y su 
fondo. Por otro lado, la profundización en los problemas de la buena redacción de las 
normas jurídicas ha conducido inevitablemente a ampliar el horizonte de la técnica 
legislativa y su papel dado que la causa de tales problemas no se encuentra sólo en cada 
norma aislada, sino en el sistema en el que la norma se inserta. Por ello, la técnica 
legislativa ha de ocuparse, no solo en el sentido originario del lenguaje jurídico, sino del 
conjunto de directrices que deben seguirse para construir la estructura y contenido del 
ordenamiento jurídico. Así la técnica legislativa es “la actividad encaminada a construir 
un ordenamiento jurídico bien estructurado en sus principios e integrado por normas 
correctamente formuladas”. 194 
 De acuerdo con Luis Gimena, que dice “la técnica legislativa es, ante todo, un 
saber práctico, que atiende a la correcta redacción y formación de lostextos normativos 
para la satisfacción del esencial principio de seguridad jurídica”, tiene el fin de que los 
destinatarios de las normas (sean los poderes públicos, sean losciudadanos en última 
instancia) sepan a qué atenerse en su conducta.195 
 La técnica legislativa consiste en un conjunto de medios y de procedimientos 
más o menos artificiales, destinados a hacer práctica y eficaz la norma jurídica en el 
medio social a la que se destina. 
 Este contenido y los propósitos del derecho se convierten por esta técnica en 
palabras, frases y normas a las cuales da una arquitectura sistemática. Es la diferencia 
que existe entre la idea y su realización, entre el fondo y la forma. El estudio científico y 
la política sólo dan la materia prima de la norma “la técnica la moldea, la adapta y la 
transforma para lograr la realización prácticade esos propósitos.”196 
 El legislador tiene la obligación de mejorar y de readaptar las leyes a las 
realidades de la vida, puesto que éstas deben someterse a las exigencias de adecuación, 
																																								 																				
194 Sainz Moreno, Fernando, “Técnica normativa: una visión unitaria de una materia plural”, La técnica 
legislativa a debate, Madrid, Tecnos, 1994, P. 19. 
195  Jimena Quesada, Luís, “la técnica legislativa a la luz del ordenamiento constitucional uruguayo”, en 
Revista del Foro Constitucional Iberoamericano, núm. 7, julio-septembre de 2004, Uruguay, 2004. 
P.156. 
196 Mouchet et al., Introducción al derecho, 10 a. ed., Buenos Aires, Abeledo-Perrot, s. a., 1985. P. 153, 
cit. por Rendón Huerta Barrera, Teresita, “Importancia de la técnica legislativa en el diseño de un 
Código de Procedimientos Administrativos”, Memorial del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del estado de México, Tuloca, núm. 9, México, mayo- junio de 1995. P. 116. 
179 
 
necesariedad, proporcionalidad, claridad y exigibilidad, y en cuanto una ley determina 
defectuosamente los supuestos de hecho y establece precisiones defectuosas 
reconocibles a priori o a posteriori, está fallando en su esencia, en su finalidad, 
perdiendo su razón de existir frente a la regulación que pretende, deviniendo en 
inapropiada y “no es susceptible ni digna de constreñir derechos.” 197 Tampoco, 
añadimos, será admitible por los ciudadanos, que tarde o temprano buscarán la forma de 
no cumplir su mensaje jurídico.  
 A continuación, describiremos los dos conceptos de técnica legislativa:  
1- El concepto estricto de la técnica legislativa: 
 El concepto estricto de la técnica legislativa es el mantenido en España por el 
grupo Gretel en su libro “La Forma de las Leyes” y en el “Curso de Técnica 
Legislativa”. Según este grupo, la técnica legislativa se limita al estudio de la 
composición y redacción de las leyes y disposiciones jurídicas; por eso, esta técnica no 
asume la misión de la elaboración del concepto de ley, sino se aplica únicamente a la 
redacción de las leyes.  
 Así, este grupo Gretel ve la técnica legislativa como una parte de la ciencia, 
teoría o doctrina de la legislación, dentro de la cual se integra también la Metódica de la 
legislación, que a su vez engloba la evaluación e implementación. El esquema que 
sostendría este grupo sería el siguiente: 
1. La técnica Legislativa, la cual se divide en dos partes: 
 1.1. Parte General, que a su vez la subdividen en: 
- La relativa al lenguaje legal (legal writting). 
-La referente a la estructuración, es decir, a la sistemática de lasnormas (legal 
drafting). 
1.2. Sus partes especiales, que se ocupan de determinar los criterios propios para 
la elaboración de cada tipo de disposiciones (leyes modificativas, sancionadores 
procesales, etc.). 
																																								 																				
197 Vergara Blanco, Alejandro, “Formación de la ley y técnica legislativa”, Revista Chilena de Derecho, 
Santiago, vol. 18, núm. 2. 2000. P. 259. Y también, Carbonel, Miguel, y Pedroza De La Llave, 
Susana Thalía, Coordinadores, Elementos de técnica legislativa, Universidad Nacional Autonómica 
De México, México, 2000. Pp. 118-121. 
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2. La metódica de la legislación, que forma parte también de la ciencia política, junto con la 
técnica legislativa, que se integra por: La investigación evaluativa, que estudia las 
consecuencias de los programas de intervención estatal, es decir, realiza un análisis ex ante 
y ex post sobre la conveniencia, consecuencias y efectos de una intervención estatal. 
 La investigación de implementación analiza la ejecución de los programas y se 
pregunta acerca de las condiciones o factores que pueden provocar defectos de 
ejecución. 198 
 Otros autores también apoyan este sentido estricto de la técnica legislativa 
considerándola parte de una rama especializada, de un saber más general de la ciencia 
de la legislación. Esta técnica legislativa tiene como objeto lograr un nivel de corrección 
en la redacción de las normas jurídicas, principalmente leyes, eliminar los defectos que 
habitualmente adolece y evitar los inconvenientes que genera toda situación de crisis 
legislativa. En otras palabras y según Pagano, la técnica legislativa tiene "por objeto el 
estudio de la legislación en su aspecto evaluativo, institucional y procedimental, es 
decir, el proceso general de producción de las leyes y normas...etc" teniendo la técnica 
legislativa también, otro objeto más concreto, según el mismo autor "dirigido a 
establecer las condiciones de una mejor comprensión del texto legislativo reduciendo el 
área de incertidumbre, de indeterminación y de ambigüedad." o como utilizando una 
expresión más sintética, “podríamos decir que la legística atiende a la regulación de una 
correcta redacción del texto legislativo". 199 
 Por su parte, German Gómez Orfanel, sigue este sentido estricto de la técnica 
legislativa considerándola como una categoría que se dedica a ocuparse de la 
composición y redacción de las leyes y disposiciones jurídicas, que sería el "drafting" 
según la tradición anglosajona, especialmente en su versión del Reino Unido. Así, la 
técnica legislativa, como sigue señalando este autor, "podría ser considerada como un 
saber que se incluiría dentro de la llamada ciencia o teoría de la legislación”. El vocablo 
"técnica" haríareferencia, sobre todo, a un conjunto de medios, instrumentos y 
procedimientos con vistas a la consecución de unos fines que, eso sí, son objeto de 
																																								 																				
198 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos…, op. cit. Pp.177-187. 
199 López-Muñiz De Mendizábal, Blanca, y José Antonio Domínguez, Luis, “Técnica legislativa y 
sistemas expertos", en Revista de las Cortes Generales, núm., 26, Cuatrimestre, 1992. Pp. 179. 
Véase, también, Viver i Pi-Sunyer, Carles, "Técnica Legislativa: Estat Estat de la qüestió i balanç 
(provisional) d'una década", en Revista Catalana De Dret Públic, diciembre, 1996.  P. 18. 
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valoración y elección, mientras que los medios, una vez que el fin ha sido fijado, son 
susceptibles de descripción científica. En este sentido, la técnica de redacción de 
documentos normativos no tendría que pronunciarse sobre los fines que la legislación o 
la regulación debe perseguir, sino analizar cuáles son los medios idóneos para conseguir 
tales finalidades."200 
 En el mismo concepto estricto, la técnica legislativa "...Es una disciplina que, 
como su denominación indica, no se ocupa de los procedimientos o de los fines que la 
legislación debe perseguir, sino que se centra en el estudio de los medios idóneos para 
que las normas aprobadas consigan los fines propios y objetivos marcados por el 
legislador. La técnica legislativa supone por tanto el estudio de la redacción de la ley, de 
su estructura formal y su formulación lingüística."201 
 Adoptando este concepto el autor destaca que "La técnica legislativa se ocupa de 
la composición y la redacción de las leyes y disposiciones jurídicas. Aunque 
tradicionalmente ésta ha sido el sentido de la técnica legislativa, hay que señalar que, 
por extensión, también, se aplica a la elaboración de documentos jurídicos no 
normativos, como ocurre con las sentencias jurídicas y los contratos."202 
 En cambio, para otros autores como Díaz-Picazo, que apoyan este sentido 
estricto, consideran que la técnica legislativa "es la Ciencia que se ocupa del conjunto 
de recursos y procedimientos dispuestos en orden a la composición y redacción de las 
normas que con este nombre son aprobadas por una Cámara legislativa."  
 Para llegar a este concepto anterior de la técnica legislativa, este autor eligió el 
concepto estricto constitucional de la Ley, el expuesto por Ignacio de Otto, entendiendo 
que la "Ley es la norma aprobada con ese nombre porlas Cortes Generales por el 
procedimiento establecido en el Título III, Capítulo 2º, de la Constitución Española, así 
como las aprobadas también con ese nombre por las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autonómicas".   
																																								 																				
200 Gómez Orfanel, Germán,  "Significado y alcance de la técnica legislativa", en  VV.AA.:Técnica 
legislativa de las comunidades Autónomas, Comunidad  de  Madrid ,  Madr id ,  1991.P .13 .  
201 Hernando García, Pedro, “Las disposiciones derogatorias en la legislación de las Comunidades 
Autónomas: Un análisis de técnica legislativa", en Técnica legislativa a debate,...op. cit. P. 65. 
202 José Abajo Quintana, Joaquín, " Directrices Sobre Las Forma y estructura...", en técnica legislativa a 
debate, ...  op. cit. P.123 
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 Finalmente, desde el punto de vista de Jesús Mª Corona Ferrero, "Esta acepción 
estricta del concepto de ley no impide que se dé también otra, incorporada incluso al 
derecho positivo, en la que se usa igualmente la palabra ley para referirse no sólo a la 
que emana de una Cámara legislativa, sino a toda norma que procede de un órgano del 
Estado dotado de potestad normativa. Es la utilizada en el artículo 1 del Código Civil al 
contraponer a la ley con las otras fuentes del derecho, la costumbre y los principios 
generales del derecho, e incluso en la propia Constitución en el artículo 149, efectuar 
una llamada genérica a la legislación estatal."  203 
2-   El concepto amplio de la técnica legislativa: 
 Frente al concepto estricto de la técnica legislativa que acabamos de destacar, 
existe otro concepto conocido en el concepto amplio de la técnica legislativa, que no lo 
considera como una mera disciplina que se dedica a la composición y redacción de las 
leyes o las normas jurídicas en general, y que no tiene más fin que mejorar la redacción 
lingüística de las normas jurídicas, como es el caso en el concepto estricto; al contrario, 
según este concepto amplio, la técnica legislativa tiene como meta concreta además de 
mejorar la redacción de las normas jurídicas, buscar la homogeneidad entre cada norma 
jurídica y el total del ordenamiento jurídico, porque cada norma no vive, y no debe 
vivir, aislada a las demás normas del ordenamiento jurídico, sino englobada y formando 
parte de él. 
 Este criterio es el que sustenta F. Sainz Moreno, que ve la técnica legislativa 
como una disciplina que tiene como objeto, más que establecer criterios para una 
correcta elaboración y redacción de las disposiciones normativas consideradas de forma 
aislada, permitir la corrección formal del conjunto del ordenamiento jurídico. De este 
modo, se estudiaría no sólo como factor redactor de las disposiciones o las normas, sino 
también todos los problemas que se acompañan a su inserción en el ordenamiento 
jurídico. Así, dice Moreno que "La forma de las normas es, por lo general, 
insatisfactoria.” Sin embargo, ese no es el gran problema al que se enfrenta la técnica 
normativa. Mejorar la calidad de las normas es ineludible,pero teniendo en cuenta dos 
datos obvios: el primero, que cada norma no vive aislada, sino está inserta en un sistema 
normativo cuya coherencia global se presupone ineludible para que la norma tenga 
																																								 																				
203 Corona Ferrero, Jesús Ma. " En torno al concepto de técnica legislativa", en La técnica legislativa a 
debate, op. cit. P .52. 
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sentido. El segundo, para conseguir la eficacia del ordenamiento en su totalidad, 
añadiendo el mismo autor que no basta con que el ordenamiento esté bien estructurado 
para que sea real y efectivo. Es necesario que sea viable económica y psicológicamente. 
Debe generar confianza y aceptación. Aceptación, claro es, que no implique compartir 
el contenido de sus disposiciones, sino asumirlas como legítimas y viables. La técnica 
normativa es el arte de construir un ordenamiento jurídico bien estructurado en sus 
principios e integrado por normas correctamente formuladas, esto es, un ordenamiento 
que haga efectivo el principio de la seguridad jurídica. Esto lo que explica el hecho de 
que la técnica normativa haya superado su concepción originaria de arte de redactar 
bien los preceptos jurídicos.204 
 Pues el problema no se encuentra sólo en defectos imputables a cada norma 
aislada, sino también al ordenamiento en su conjunto. Por eso, la técnica normativa ha 
de establecer reglas que sirvan tanto para mejorar la calidad de las normas en sí mismo 
consideradas, sobre todo, como la adecuada integración de esas normas en el 
ordenamiento. Como afirma F. Sainz Moreno, las normas, consideradas aisladas, han de 
reunir unos requisitos mínimos de claridad expresiva, de estructura formal y lógica 
interna, pero considerar las normas dentro del contexto global del ordenamiento 
jurídico, las normas han de ajustarse a las circunstancias de la realidad sobre la cual 
actúan y han de integrarse en un ordenamiento preexistente.205 
 También, en este sentido, Victoria Iturralde Sesma apoya este concepto amplio 
de la técnica legislativa, y dice en su trabajo “Cuestiones de Técnica Legislativa” que: 
“En la medida que las normas jurídicas son reglas de conducta cuya inobservancia por 
sus destinatarios conlleva (si quiera en un plano formal) consecuencias negativas, se 
considera que las mismas normas deben cumplir ciertos requisitos." La misma autora, 
cita, al respecto, Citando la opinión de K.N Petchettrespecto a estos requisitos que 
deben cumplir las normas, las resumen en : “a) tienen que ser comprensibles por 
aquellas a los que van dirigidas; b) deben ser formuladas de manera clara, concisa y 
directa; c) deben tener un carácter cierto y aplicarse con precisión a todos los casos 
																																								 																				
204 Sainz Moreno, Fernando, “Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, op. cit. Pp. 19-21. 
205 Tudela Aranda, " La legitimación competencial de las leyes y la técnica normativa", en La técnica 
legislativa a debate, op. cit. pág. 85. Véase, también, Viver i Pi-Sunyer, Carles, “Técnica legislativa: 
Estat...", en, Revista Ca José, Rivesta catalana de Dret Públic, op. cit. P.18. Y Joan Prats Catala, en 
La reforma de los legislativos..., op. cit. P. 178. 
184 
 
previstos; d) su formulación debe ser simple y sin ambigüedades; e) deben ser 
totalmente compatibles con el resto del ordenamiento; f) no deben ser, en general, ni 
retroactivas, ni materialmente imposible de respetar; g) deben ser publicada, accesibles 
al ciudadano y fáciles de utilizar, y h) deben presentarse bajo una forma "lógica' y 
ordenada a fin de dar una visión estructurada y completa de la materia considerada." 
Después, comenta esta autora, que:"... Para dar solución a este tipo de problemas se ha 
desarrollado una disciplina 'técnica de la legislación' o 'técnica legislativa'. Esta 
disciplina tiene por objeto el estudio de las reglas para una correcta elaboración de los 
textos normativos y de los proyectos de ley. Incluso va más allá, tomando en 
consideración otros problemas como la racionalización del ordenamiento normativo, la 
reforma del procedimiento legislativo, etc." 206 
 En línea con este concepto amplio está también, José Manuel Aspas, que afirma 
que "La técnica legislativa es una disciplina que tiene por objeto el estudio de las reglas 
para una correcta elaboración de los textos normativos y de los proyectos de ley, desde 
la perspectiva de su composición y redacción. Junto a este aspecto formal, trata también 
de aspectos materiales, tales como el lenguaje legal, la inserción de una norma en el 
resto del ordenamiento jurídico (remisiones, habilitaciones y mandatos de desarrollo 
reglamentario, etc.)." 207 
 Como destaca Luís Jimena Quesada la técnica legislativa es, ante todo, un saber 
práctico, que atiende a la correcta redacción y formación de lostextos normativos para la 
satisfacción del esencial principio de seguridad jurídica, dicha seguridad que hace que 
los distintos destinatarios de las normas (sean los poderes públicos, sean losciudadanos 
en última instancia) sepan a qué atenerse en su conducta1. Dicho lo cual, lareferencia en 
el título de esteensayo, el alcance práctico de la técnica legislativa no hade verse como 
redundante puesto que en esta disciplina se enmarca, en el más amplio ámbito de la 
ciencia o teoría de la legislación: en efecto, a ésta no son ajenas otrasdisciplinas que 
																																								 																				
206 Iturralde Sesma, Victoria, “Cuestiones de técnica legislativa", en Revista Vasca, op. cit. P. 225. 
207 Aspas Aspas, José Manuel, “Calidad normativa de las leyes aragonesas: Aspectos formales de técnica 
legislativa" en Revista Aragones de Administración Pública, junio, 1993, P. 212. Véase, también, Martín 
Rebollo, Luis, “La técnica legislativa: Reflexiones discretas sobre método y el procedimiento", en, La 
técnica legislativa a debate, op. cit. P. 73, y, Tudela Aranda, José, "La legitimación competencial de las 
leyes la técnica legislativa", en, La técnica legislativa a debate, op. cit. P. 85. 
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poseen un cariz más o menos teórico-práctico.208 
2-2.    La definición de la técnica legislativa: 
 Como destacamos anteriormente, varía la definición de la técnica legislativa 
según los diversos conceptos que existen sobre la misma. Además, la denominación de 
esta disciplina varía, como ya hemos visto según los autores, quienes algunos la llaman 
'técnica normativa" otros la llaman "técnica legislativa". En todo caso, definir esta 
disciplina nos exige, en primer lugar, elegir una denominación para ella. 
 Así, consideramos más conveniente utilizar la denominación "técnica 
legislativa" para esta disciplina, y mantener su concepto amplio anteriormente 
destacado, afirmando que los dos sentidos de esta disciplina juegan como factores 
fundamentales y complementarios para dar un sentido amplio de la técnica legislativa 
dotando el papel que asume en el producto legislativo lógica jurídica y practico”. Por 
ello, estamos de acuerdo con Luis Jimena209, que adopta los dos sentidos de la técnica 
legislativa, aplicando cada uno de ellos a su ámbito y limites teóricos y prácticos 
mirando cual en sus  “…dos visiones complementarias: de un lado, la técnica legislativa 
en una acepción restringida, apunta a la correcta redacción lingüística y a la ordenada 
composición textual de las normas jurídicas (drafting) y por otro lado, la visión amplia 
de la técnica legislativatiene que ver con la adecuada disposición de las leyes en el 
ordenamiento jurídico de su totalidad; es decir, con la inserción de las normas en el 
conjunto del sistema de fuentes normativas en condiciones de armonía y coherencia. 
Así, si la técnica legislativa en sentido estricto, en su consideración interna se refiere 
ante todo a la calidad normativa y al procedimiento legislativoo parlamentario de 
elaboración de las leyes, la consideración extensa de la técnica legislativa engarza con la 
cantidad normativa y con la idea de proceso legislativo: sobre esto último, debe 
señalarse igualmente que la amplitud de miras de la técnica legislativa se detiene en la 
fase preparatoria relativa a la evaluación previa sobre el alcance teórico o la factibilidad 
de la legislación proyectada, así como en la fase posterior referente a la ponderación de 
la eficacia o la aplicación real de las normas adoptadas (para no caer en la teoría de las 
leyes inútiles, que tiene que ver básicamente con el problema de la cobertura 
																																								 																				
208  Jimena Quesada, Luís, “la técnica legislativa a la luz del ordenamiento constitucional uruguayo”, en 
Revista del Foro Constitucional Iberoamericano, núm. 7, julio-septembre de 2004, Uruguay, 2004, P.1 
209 Ibidem, P.  1. 
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administrativa de las leyes). Por añadidura, mientras el estrecho diseño de la técnica 
legislativa constituye un instrumento de claridad normativa y, por ende, de satisfacción 
del principio de seguridad jurídica, los trazos gruesos de la técnica legislativa se 
encauzan por la vía de la observancia del otro pilar básico del Estado de Derecho, a 
saber, el principio de juridicidad en su doble manifestación de constitucionalidad y de 
legalidad. Por esto, la técnica legislativa según Jimena es una disciplina que refiere de 
un arte compuesto de medidas técnicas, materiales y objetivas dedicadas, al mundo 
jurídico, para mejorar la calidad de la legislación en su sentido amplio y en ambos 
contenidos: formal y legal, a través de establecer criterios, que son directrices, para que 
cada norma jurídica loscumpla de una forma en la que se pueda mantener la unidad del 
ordenamiento jurídico y conseguir la seguridad jurídica para los ciudadanos.210 
2-3.   Otros conceptos afines a la técnica legislativa: 
 En el mundo del derecho existen otros conceptos o disciplinas que tienen algo, o 
mucho, que ver con la técnica legislativa. En otras palabras, la técnica legislativa es una 
disciplina que aparece semejante a otros conceptos del mundo del derecho como las 
disciplinas siguientes: 
1.  La ciencia de la legislación:  
 Según el grupo Gretel,  y demás autores que apoyan este sentido 
estricto, la técnica legislativa forma parte de la ciencia, teoría o doctrina 
de la legislación, dentro del cual se integran también otros cuatro 
campos fundamentales, que son:  
1. La teoría general de la legislación, que se ocupa de la legislación 
como objeto científico, de las posibilidades y límites del conocimiento 
sobre la legislación. 
2. La analítica de la legislación que se ocupa, en general,  de la norma 
como fuente del Derecho, de los conceptos fundamentales de la 
legislación y de la ley. 
3. La táctica de la legislación que se ocupa del procedimiento legislativo 
externo, es decir,  de la participación de los distintos encargados de 
																																								 																				
210   Ibidem, Pp. 1-10. 
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elaborar la norma. 
4. La metódica de la legislación que se ocupa del procedimiento 
legislativo interno, es decir,  el proceso de la formación de la voluntad 
legislativa y de la toma de decisiones en la elaboración de normas 
jurídicas.211 
 Sin embargo, según el profesor Pablo Salvador Coderch la técnica 
legislativa ha de tratarse de forma separada de otras ramas de la ciencia 
o doctrina de la legislación.212Así, la técnica legislativa formaría parte, 
como rama especializada, de un saber más amplio y general que la 
ciencia de la legislación. De esta forma, la ciencia de la legislación se 
diferencia de la técnica legislativa en su objeto. Para la primera de ellas 
su objeto de estudio es la legislación en su aspecto evaluativo, 
institucional y procedimental,  es decir,  el proceso general de producción 
de las leyes y normas. Para la segunda, su objeto es de naturaleza más 
concreta, pues éste se orienta a establecer las condiciones de una mejor 
comprensión del texto legislativo a través de la reducción del nivel de 
incertidumbre, indeterminación y ambigüedad.213 
 Para Gómez Orfanel, ". . . la ciencia de la legislación le 
correspondería ocuparse de los problemas básicos del concepto, 
evolución y función de las leyes, mientras que no sería labor de latécnica 
legislativa la elaboración de un concepto propio de ley, ni el análisis de 
la misma como fuente de derecho, cometidos de los que se encargarían 
otras disciplinas como la teoría del derecho o el propio Derecho 
																																								 																				
211 Martín Casals, Miguel, en VV. AA: "Técnica legislativa: Las Directrices”, Técnica normativa de las 
Comunidades Autónomas, op. cit. Pp. 105-106. 
        Véanse, Salvador Coderch, Pablo, “Introducción" en, VV. AA: La forma de las leyes, Pp. 9-27. Y, 
los comentarios de Prats Catalá, Joan, La reforma de los legislativos en América Latina..., op. cit. en 
el pie de pp. 177-179. 
212 Ibidem, pp. 177-179. 
213 López-Muñiz De Mendizábal, Blanca, Y José Antonio Domínguez, Luis, "Técnica legislativa y 




 En este sentido, Joaquin José Abajo Quintana, de acuerdo con el 
profesor Pablo Salvador Coderch, señala que debe realizarse el estudio 
de la técnica legislativa con separación de otras ramas de la ciencia o de 
la doctrina de la legislación, ramas que normalmente tienen un mayor 
contenido político. Esto manifiesta las limitaciones de la técnica 
legislativa, ya que las mejores soluciones técnicas no pueden con 
frecuencia alcanzarse como consecuencia de las limitaciones o urgencias 
políticas. Aunque la técnica legislativa conforma el conjunto de criterios 
sobre composición y redacción de disposiciones, sobre el que más 
fácilmente cabe crear un consenso entre posiciones políticas dispares, no 
por ello deja de ser sino un punto de partida a la hora de sentar las bases 
de una ciencia de la legislación con pretensiones de ser aplicada. En 
consecuencia, el técnico en legislación asume el primado de la política 
sobre la técnica."215 
 Según Juan Cano Bueso, "El positivo jurídico y su crítica, la 
pretensión "científica" y la dogmática jurídica están orientadas hacia la 
actividad hermenéutica, hacia que el jurista intérprete la norma. Su 
objeto de estudio es la ley, su actividad la interpretación y su 
destinatario el aplicador de la norma. La técnica legislativa, por el 
contrario, se enmarcaría dentro de una reciente disciplina conocida como 
"ciencia de la legislación'.  Su objeto de estudio es la legislación; su 
actividad la producción, modificación o supresión de ésta y sus 
destinatarios los creadores del derecho (los legisladores).”216 
 
																																								 																				
214 Gómez Orfanel, Germán, “Significado y alcance de la técnica legislativa", en VV. AA: Técnica 
legislativa de las Comunidades Autónomas, comunidad de Madrid, 1991. P. 14.  
 
215 Abajo Quintana, José Joaquín, "Directrices sobre la forma y estructura de los anteproyectos de Ley: 
Antecedentes y finalidad", en, VV. AA: La técnica legislativa a debate, tecnos, Madrid, 1994, op. 
cit. Pp. 124-125. 
216  Cano Bueso, Juan, “Cuestiones de técnica jurídica en el procedimiento legislativo del estado social", 
en, VV. AA: La técnica legislativa a debate, Tecnos, Madrid, 1994, o.p cit. Pp.201-222. 
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 2.   La Dogmática Jurídica 
 El profesor Pablo Salvador Coderch defiende que hay que 
mantener separada la técnica legislativa y la dogmática jurídica, porque 
son distintas por su objeto principal, por su actividad y por último por 
sus sujetos. Así, el objeto principal de la dogmática jurídica es la ley, y 
la ley considerada como un dato intangible que se ha de interpretar; 
porque (y esta sería la segunda característica de la dogmática jurídica) 
según Pablo Salvador Coderch la actividad básica del jurista tradicional 
es la interpretación del texto legal,  la averiguación del pensamiento 
contenido en ella, pero no su establecimiento, modificación o supresión. 
 Por otro lado, los sujetos destinatarios de la dogmática jurídica, 
son distintos. Los sujetos destinatarios de la dogmática jurídica son los 
aplicadores del derecho existente: el juez o quienes operan en torno a la 
aplicación del derecho, como los abogados o los funcionarios en general.  
Mientras que la técnica legislativa se encuadra en el marco de estos 
saberes, que desde hace una década son aludidos con las expresiones de 
"ciencias o doctrinas de la legislación”. Estas tienen por objeto, no la ley 
como producto intangible, sino la legislación como actividaden general,  
con el establecimiento del derecho, legal o no legal.  Así, latécnica 
legislativa estudia el derecho para elaborarlo, modificarlo o suprimirlo, 
considerándolo como instrumento de regulación de las relaciones 
sociales.  
 El derecho, según este planteamiento es un instrumento cuyo uso 
debe compararse con el que resultaría de acudir a otras alternativas 
jurídicas (p.ej.  mejora en la aplicación del derecho existente),  o no 
jurídicas (como más educación e información y menos leyes), más caras 
o más baratas (¿cuántas leyes se han precisando previamente 
contabilizándolas horas-hombre y cuanto costará su aplicación a jueces o 
funcionarios?), más o menos dura en relación a las personas (según el 
grado elegido de restricción de las libertades individuales o de 
potenciación de sus posibilidades de ejercicio) o con los restantes seres 
vivos y cosas (según su incidencia en el medio ambiente natural) entre 
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otros muchos conceptos. Se comprende así,  que al tratar la legislación 
desde ese punto de vista, la actividad a desarrollar no sea ya la 
interpretación o exégesis y sistematización de los textos legales sino la 
elaboración en su propio sentido; ingeniería social,  pues, y no dogmática 
jurídica. Y también se entiende que, dado el estadio protocientífico y 
pretecnológico de los campos del saber relacionados, se trate todavía de 
actividades muy escoradas del lado de las diferentes ideologías y 
doctrinas sociales, siendo no todas ellas buen caldo de cultivo de las 
auténticas ciencias sociales. 
  La otra diferencia que plantea Pablo Salvador Coderch entre las 
dos disciplinas, es la de los sujetos destinatarios inmediatos de cada una 
de ellas. Mientras estos son predominantemente los que trabajan en la 
aplicación de la ley, en el caso de la dogmática jurídica, los sujetos 
destinatarios inmediatos de la técnica legislativa, (o en palabras de este 
autor) de la actividad del científico o técnico de la legislación, son los 
que trabajan en el campo de la creación del derecho: políticos y 
legisladores de hecho o de derecho. Por eso, como señala el citado autor, 
el técnico legislativo tiene como papel en esa actividad, convertir un 
texto escrito en todo un conjunto de decisiones materiales y jurídicas, 
tomadas sobre la cuestión que se trate, siendo así un redactor del texto 
en el sentido estricto de la palabra.217 
 Este planeamiento que diferencia entre la técnica legislativa y la 
dogmática jurídica, ha recibido críticas por parte del profesor Manuel 
Atienza quién señala que esta distinción, depende de tratar la dogmática 
jurídica tradicional como parte de las leyes y las normas jurídicas, en 
cuanto realidad que permita afrontar los problemas de interpretación y 
aplicación de las leyes, y, por otra parte, tratar la técnica legislativa o la 
ciencia de la legislación como disciplina que se ocupa de una actividad 
cuyo resultado es la producción de normas jurídicas. Esta 
caracterización, es sin duda acertada, aunque resulta excesivamente 
abstracta y tiene que ser precisada tanto en un sentido positivo como, 
																																								 																				
217  Salvador Coderch, Pablo, "Introducción", en VV. AA: La forma de las leyes, o.p cit. Pp.9-27.  
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sobre todo, negativo. Así, establece el citado profesor su postura en 
torno a los siguientes puntos: 
 1. Al contrario de lo que ha señalado Pablo Salvador Coderch, el 
criterio de la distinción entre las dos disciplinas no estriba en que la 
dogmática jurídica estudie el derecho en cuanto producto mientras que la 
ciencia de la legislación o la técnica legislativa, se ocupe del derecho en 
cuanto actividad, sino que, por el contrario, la dogmática jurídica 
además de su ocupación básica de interpretación del Derecho en cuanto 
resultado, se ocupa también de él en cuanta actividad. Lo mismo se dice 
sobre la ciencia de la legislación, que se interesa obviamente también 
por la ley en cuanto producto que debe poseer ciertas características 
formales y, además, producir determinados efectos en el sistema jurídico 
y en el sistema social.218 
 2.  Lo expuesto no es suficiente para sostener una distinción entre 
las dos disciplinas, porque es una distinción de tipo temporal 
dependiente de una disciplina que, se ocupa de la legislación en una fase 
que concluye con la promulgación, mientras la otra se ocupa de la fase 
que comprende su promulgación, su interpretación y la aplicación. Es 
obvio, según Manuel Atienza, que a la dogmática jurídica le interesa 
también el "antes", por eso, remontándose a la fase anterior a la 
promulgación se puede comprender el sentido de las leyes y se pueden 
elaborar, enconsecuencia, criterios adecuados de interpretación. Así, a la 
ciencia de la legislación le interesa el "después", para analizar los 
resultados producidos por las normas o las leyes, en la fase posterior a 
su promulgación, considerándose como un presupuesto especial para 
poder encarar con alguna posibilidad de éxito, la tarea de mejorar la 
calidad de la legislación. 
 3.  Considerar la dogmática jurídica como una disciplina 
descriptiva, porque se ocupa de lo que es el Derecho (aunque lo que 
																																								 																				
218 Atienza, Manuel, Contribución a una teoría de legislación, Civitas, 1997. Pp. 17-18. Véase, también, 
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describa sean normas) y, por el otro lado, considerar la ciencia de la 
legislación como una disciplina prescriptiva, porque se ocupa de lo que 
debería ser el Derecho (que prescribe o propone normas), siendo una 
distinción que se remonta por lo menos a lo que defendía Austin. Esta 
posición resulta insostenible, en cuanto que ambas disciplinas parecen 
incluir momentos descriptivos y prospectivos. El propio Austin señalaba 
que la ciencia de la legislación presuponía la Jurisprudencia, en cuanto 
que no parece que tenga mucho sentido formular propuestas sobre cómo 
debe ser el Derecho si no se sabe antes, cómo es la dogmática jurídica. 
Tal y como se practica, es una disciplina normativa no sólo en cuanto a 
su objeto o a su método, sino también en cuanto a su función: el jurista 
dogmático, en efecto, contribuye de diversas formas a moldear el 
material normativo que constituye, al mismo tiempo, su objeto de 
estudio."219  
 4. Se afirma, como lo hace Manuel Atienza, que la dogmática 
jurídica forma parte de las leyes en cuanto material preexistente, que 
utiliza para conseguir como resultado la optimización de la 
interpretación y aplicación del Derecho, mientras que la técnica 
legislativa toma igualmente como dato a las normas jurídicas y 
existentes, junto con las necesidades sociales, las peculiaridades del 
lenguaje jurídico, la optimización de la producción de las normas 
provenientes del legislativo y de ciertos órganos administrativos. En 
consecuencia, una se dirige básicamente a los intérpretes y aplicadores 
del Derecho (jueces, abogados, funcionarios, entre otros) y la otra a los 
políticos (miembros del legislativo y de los altos órganos de 
laAdministración) y a los técnicos que asesoran o directamente redactan 
esas normas. Esta distinción no es clara en sí misma, puesto que necesita 
algunas precisiones sobre las consecuencias derivadas de dicha 
distinción:  
 a) La falta de claridad derivada de la dificultad de distinguir los 
momentos de la producción, la interpretación y la aplicación del 
																																								 																				
219  Atienza, Manuel, Contribución a una teoría de legislación, op. cit. Pp. 18-19. 
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Derecho. Así, la dogmática jurídica se orienta hacía la producción del 
nuevo Derecho porque los aplicadores de las normas, como el juez o los 
funcionarios, establecen nuevas normas. Esto es así en el caso de aceptar 
que las sentencias y las decisiones administrativas son también normas, 
es decir son actos de producción del Derecho. A su vez, la técnica 
legislativa tiene su papel en la aplicación e interpretación del Derecho, 
cuando se produce una nueva ley (entendida la expresión en un sentido 
algo impreciso, de la norma general y abstracta). A este respecto, cabría 
decir que, los técnicos están también interpretando y aplicando otras 
normas.       
b) En la técnica legislativa y la dogmática jurídica se producen 
grandes coincidencias cuando se habla de los conocimientos y 
habilidades que aplican. Así, el técnico de la legislación tendría que 
partir del conocimiento de las normas, al igual que de las necesidades 
sociales o del lenguaje. Por su lado, el jurista dogmático tiene, también, 
que ser un conocedor de las normas jurídicas, del Derecho vigente, y al 
mismo tiempo tendría que serlo de la realidad social.     
c)  Las dos disciplinas son semejantes en cuanto que ninguna de 
ellas responde al modelo de proceder científico, sino al técnico. La 
distinción entre ciencia y técnica es relativa y compleja, pero no parece 
que pueda (o deba) prescindirse de ella. En todo caso, las dos disciplinas 
no tratan de explicar un fenómeno, sino de estudiar cómo se puede 
producir un determinado resultado dadas ciertas condiciones; no tanto de 
conocer una realidad, como de obtener unos resultados prácticos 
valiéndose de ciertos conocimientos y datos previos. 
d)  Así, el profesor Atienza llega a decir que la distinción entre las 
dos disciplinas (la técnica legislativa y la dogmática jurídica) es bastante 
relativa y con contornos no muy precisos. Esto resultaal tratarse 
naturalmente de técnicas que se centran en momentos o aspectos 
distintos de una misma realidad: el Derecho. Al conjunto de la dogmática 
jurídica y de la técnica legislativa es lo que podría llamarse técnica 
jurídica. Después de destacar sus orígenes históricos, señala Atienza que 
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la aparición de ambas técnicas se conecta con procesos de 
profesionalización. La profesión del jurista que asume la interpretación, 
aplicación y la producción del Derecho, y otra nueva profesión jurídica: 
es la del redactor del Derecho o draftsman  y especializado en 
determinadas fases del desarrollo del Derecho.  
e)  Las afinidades entre las dos disciplinas y el hecho de que la 
técnica legislativa esté en su comienzo, mientras la dogmática jurídica es 
uno de los saberes sociales de mayor tradición, da como resultado que la 
técnica legislativa pueda utilizar la dogmática jurídica como modelo para 
seguir y evitar,  por lo menos, los "errores" cometidos por la dogmática 
en el curso de su desarrollo. 220 
 3.   La metódica de la legislación: 
 El profesor José Manuel Aspas Aspas, afirma que debe 
diferenciarse la técnica legislativa de la metódica de la legislación que 
tiene por objeto estudiar el proceso de formación de la voluntad 
legislativa y la toma de decisiones. Esta metódica de la legislación está 
desarrollada a partir de las teorías de toma de decisiones de las ciencias 
sociales que tiene varios instrumentos para racionalizar la toma de 
decisiones normativas, entre las cuales destaca el uso del conocido 
Check Lists  oCuestionario, al que debe responder el redactor de las 
normas para controlar y mejorar la calidad de las mismas, tomando en 
cuenta y buscando la economía normativa,  y en su caso, decidir sobre la 
necesidad de  intervención normativa o no.221 
 En este sentido, señala también Gómez Orfanel que la creación del 
Derecho a través de la legislación exige distinguir entre dos tipos de 
procedimientos: procedimiento externo de la legislación, que extendería 
a la etapa administrativa y legislativa la elaboración de la disposición 
general o proyecto de ley, cuyo estudio correspondería al Derecho 
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Parlamentario, y el procedimiento interno de la legislación 
considerándolo como un proceso de formación de la voluntad legislativa 
y de la toma de decisiones, como a su vez de la planificación de la 
intervención legislativa. Este procedimiento se inicia con la existencia 
de una discrepancia entre un estado de hecho (un estado de ser) y un 
estado que debe alcanzarse (lo que debe ser).  Esta divergencia se 
plantearía como un problema a resolver mediante la elaboración y 
posterior aplicación de un programa. Este proceso interno sería el objeto 
de la Metódica de la legislación, que es otra rama de la teoría de la 
legislación, que se distingue de la técnica legislativa en su sentido 
estricto, y que se desarrolla a partir de las teorías de toma de decisiones 
de las ciencias sociales.222 
 4.  La factibilidad y la practibilidad de las normas:  
Como señala Gómez Orfanel, el origen de esta categoría procede 
de Estados Unidos, aunque actualmente ha habido un notable desarrollo 
en Italia a partir del comienzo de los ochenta. Para este autor, la 
factibilidad o la practicabilidad de las normas es, en principio, y de 
modo muy breve, lo que "sería la aptitud de las normas para ser 
ejecutables, en el sentido de que, si la norma contiene discrepancia entre 
la previsión normativa y su ejecución material,  se producirían déficits de 
cumplimientos. La adecuación de la norma a la posterior ejecución de sí 
misma, está en conexión con la circunstancia de que los preceptos 
normativos sólo alcanzansu sentido si consiguen transformar la voluntad 
del legislador en una realidad tangible a través de su cumplimiento”. 
También, la practicabilidad de las normas tiene un enfoque más estricto 
centrado en la practicabilidad administrativa, lo cual se entiende como el 
grado de coincidencia de las disposiciones con la organización 
administrativa existente, los modos de trabajo y la conducta habitual del 
personal de la administración que debe aplicar y ejecutar la normativa, 
así como la conformidad de las normas con las exigencias de una 
																																								 																				
222  Gómez Orfanel, Germán, “Significado y alcance de la técnica legislativa", en,VV. AA: Técnica 
legislativa de las comunidades Autónomas, comunidad de Madrid, Madrid, 1991, op. cit. P.14.  
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actuación administrativa eficiente y ajustada a derecho. En otras 
palabras, cuando se elabora una norma, debe preguntarse si hay una 
cobertura administrativa y financiera suficiente para hacerla realidad, si 
van a surgir obstáculos o desidia por parte de la organización o 
burocracia administrativa. Junto a estas cuestiones hay otro enfoque 
mucho más amplio de la factibilidad, que ofrece una visión amplia de las 
cuestiones de la técnica legislativa, y que incluye, también, la 
simulación de los efectos deseados o inducidos; es decir,  que se prevea 
la ejecución por parte de la Administración, el efecto social,  la respuesta 
que va a generar por parte de determinados grupos sociales, y incluso 
cuestiones como cuál va a ser la reacción frente a la regulación (rechazo, 
oposición,).  También, se suele medir el número posible o previsible de 
litigios que va a generar la aplicación de esa norma.  
 En suma, la practicabilidad tendría varios enfoques referidos a la 
administración, y al del carácter jurídico y también relacionado con 
enfoques sociológicos, económicos, políticos, de respuesta de los grupos 
de presión, de los afectados, entre otros.223 
 Según José Manuel Aspas, se debe diferenciar también entre la 
técnica legislativa y estos dos saberes (la factibilidad y la 
practicabilidad). Este autor defiende que "Las normas tienen que ser 
ejecutables”. Una norma se adecua a su posterior ejecución material si la 
voluntad del legislador se convierte en una realidad tangible a través del 
cumplimiento de la norma. La practicabilidad de la norma pone las 
disposiciones en relación con la organización administrativa que debe 
aplicar y ejecutar la norma. La factibilidad es la adecuación de la norma 
a la realidad social,  larespuesta social que va a recibir la norma.224 
 En este sentido, tambiénseñala Claudio Mignone que la 
intervención del Consejo del Estado en la producción de normas tiene 
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que ver con la valoración de su oportunidad, que comprende también los 
aspectos relativos a la posibilidad de ejecutar las normas e introducirlas 
en el ordenamiento, es decir examinar su futura aplicación, o la 
factibilidad de las normas fijándose como objetivos:  
a) El control del gasto público (que el Consejo veía en peligro dada la 
sumisión de ciertas Administraciones a las pretensiones de sus 
empleados).  
b) La garantía de una mejor defensa de los intereses públicos.  
c) La uniformidad de la jurisprudencia en función de la seguridad 
jurídica.225 
 Por su lado, María Jesus Chiner plantea que los elementos 
componentes de la factibilidad de las normas son "la intensidad de 
regulación, los aspectos procedímentales, los organizativos, la 
concordancia conceptual y la expresión de su impacto en el ordenamiento 
jurídico (vigencia y aplicación) …" También, señala María Jesus 
Montoro Chiner que ".. . la norma que incide en la realidad es la que goza 
de calidad y además es ejecutable. Mejorar la calidad y proyectar leyes 
factibles es el reto para un Estado de derecho con pluralidad de instancia 
legislativa. Desde un punto de vista político, el control de éxito de una 
norma es mesurable por su nivel de aceptación, y de este depende su 
factibilidad."226 
 Desde nuestro punto de vista, existe una función mutua e intrínseca que cumple 
o debe cumplir con los saberes de factibilidad, practibilidad y técnica legislativa, que 
consiste en hacer cada normativa capaz de producir su efecto y aceptación en la 
sociedad o mejor dicho en sus destinatarios, sea la administración, los aplicadores de la 
normativa o los ciudadanos. Tal resultado lo consigue sin duda la normativa en la fase 
de producirla; debido a que el legislador toma en cuenta, cuando decida la intervención 
																																								 																				
225  Mignone, Claudio, “Aspectos de técnica legislativa en la jurisprudencia consultiva del Consejo del 
Estado", en Revista Aragonesa de Administración Público, junio, 1997. Pp. 529-550. 
226  Montoro Chiner, María Jesus, “Los presupuestos de calidad de las normas: Adecuación al 
ordenamiento y factibilidad", en VV. AA: Técnica normativa de las Comunidades Autónomas, 
Madrid, 1989, op. cit. P.101. 
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legislativa, todas las coyunturas sociales, económicas y políticas, que le llevan a dicha 
intervención, junto con la capacitación administrativa que lleve a cabo la aplicación de 
la normativa. En su fase de elaboración y redacción, se ocupe del saber técnico de poner 
esta intervención en el molde lingüístico claro, para dotar la normativa de la máxima 
calidad de presentación al ciudadano y los otros destinatarios, para que sea cumplida 
voluntariamente, ya que el cumplimiento de la ley no debe ser por la fuerza, aunque esta 
sea un factor que distingue la norma jurídica de otras normas sociales.  
2.4.    Para mejor técnica Legislativa: 
Luís Jimena Quesada en su trabajo, “La técnica legislativa a la luz del 
ordenamiento constitucional uruguayo”, expone unos principios inspiradores del arte de 
legislar con el fin de conseguir una mejora técnica legislativa, encaminada al mejor 
entendimiento de los aspectos pragmáticos (infra), que supone una reflexión teórica 
desde la filosofía jurídico-política acerca de las máximas para el arte de legislar.227 
Estas reglas, adicionalmente, proponen evitar las reticencias que perciben los 
legisladores de los letrados y demás personal técnico de los servicios parlamentarios y, 
correlativamente, acotar el terreno susceptible de ser abonado por los funcionarios de 
drafting sin interferencias indebidas en las tareas representativas, transferidas por el 
pueblo a los políticos. Estas máximas o principios son las siguientes:  
 La primera máxima es la presunción (rebatible) favorable a la razonabilidad del 
Derecho vigente, significa que es razonable proteger y hacer evolucionar lo logrado, es 
decir, la tradición jurídica democrática. Aunque el Derecho sea conservador por 
naturaleza, semejante salvaguardia no debe redundar ciertamente en la petrificación del 
sistema normativo porque el Derecho ha de adaptarse y regular la realidad; lo cual 
significa, también, no acoger revoluciones legales a la “hitleriana”, ni tampoco aceptar 
aquellas leyes de amnistía o de punto final basadas en subterfugios normativos que 
burlen el acervo en materia de derechos fundamentales. 
 El segundo principio o máxima con vinculación a la anterior, comporta como 
paso precedente al acometimiento de una reforma normativa, la determinación de las 
																																								 																				
227  Jimena Quesada, Luís, “la técnica legislativa a la luz del ordenamiento constitucional uruguayo”, en 
Revista del Foro Constitucional Iberoamericano, núm. 7, julio-septembre de 2004, Uruguay, 2004. 
Pp. 4-9, siguiendo la exposición a KRIELE, M.: Máximas para el arte de legislar., en el colectivo La 
función legislativa de los parlamentos y la técnica de legislar, Madrid, Congreso de los Diputados, 
2000, Pp. 19 ss. 
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ventajas esperadas de un proyecto de ley en una operación de evaluación en la que no 
cabe desdeñar la pertinente o incluso preceptiva consulta popular.  
 El efecto de la norma en sus destinatarios, como prolongación indisociable de la 
máxima anterior (la terceramáxima), va pareja a las consecuencias de las normas 
proyectadas para sus destinatarios.228 
 La cuarta máxima viene representada por la ponderación imparcial de los 
intereses en juego, en un ejercicio de ética política democrática impregnada por el 
respeto de unos valores supremos como la igualdad o el principio de indivisibilidad de 
los derechos humanos; valores que no admiten de ningún modo lecturas partidistas de 
los mandatos constitucionales, puesto que los legisladores son representantes de todo el 
pueblo y no sólo de sus votantes.229 
 La quinta máxima, que se entiende en un principio no ajeno al razonamiento 
antecedente, se basaría en establecer la limitación de la libertad tanto comosea 
necesario, sin pretender que la norma proyectada sea tan poca (debe ser esta limitación) 
como fuera posible.230 
 En concreto, en un régimen democrático, el legislador debe permanecer en 
armonía con el sentido común, de forma que habría de verificarse, no tanto la voluntad 
de todos, sino la voluntad general. Esto implica que los legisladores no cedan 
necesariamente siempre ante exigencias ocasionales del pueblo, aunque aparentemente 
manifestadas en masa; en otros términos, la esporádica manifestación popular masiva 
puede ser irreflexiva, por lo que el Parlamento, sin dar la espalda al pueblo, ha de obrar 
para conseguir validez jurídica y eficacia social.  
 La séptima máxima persigue asegurar que las leyes se transmitan al pueblo, lo 
que configura un requisito de cultura y transparencia democráticas que va desde el 
carácter público de las deliberaciones en las Cámaras legislativas, hasta la publicación 
en el Diario o Boletín oficial del Estado, pasando por otras medidas adicionales de 
publicidad y difusión de las leyes. 
																																								 																				
228  Ibidem, Pp. 4-9.  
229 Véase, en general, al respecto, el libro de Sánchez Ferriz, R, y Jimena Quesada, Luís, La enseñanza 
de los derechos humanos, Barcelona, Ariel, 1995. 
230 Ibidem, Jimena Quesada, Luís, op. cit. Pp.4-9.  
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 Como complemento a las anteriores, cabe mencionar otras cuatro máximas o 
.principios de funcionamiento para el desarrollo de la técnica legislativa y su aplicación 
en la mejora de la legislación: 
 La sistematización de la práctica, que consiste en describir de forma ordenada 
los criterios que se siguen en la práctica legislativa del país, para que se produzca la 
alternativa legislativa más cercana a la práctica, con parsimonia en el cambio.  
 La limitación de la técnica. Debido al primado de la política, de forma que las 
mejores soluciones técnicas no pueden frecuentemente conseguirse por limitaciones o 
urgencias políticas.  
 El factor logístico. Se refiere al tratamiento colectivo de la técnica legislativa 
que consiste en la creación y puesta en práctica de recursos humanos y materiales que 
en la consecución de sus objetivos han de sujetarse, además a un calendario concreto.  
La educación del jurista, que no puede concebir su actividad como mera interpretación 
de textos normativos, sino que ha de tener una visión pragmática apoyada, en su caso, 
en humanidades y ciencias sociales aplicadas 
 Como una máxima complementaria a estos principios del arte de legislar, añade 
Jimena la necesidad de no convertir la técnica legislativa en una mera operación de 
mimetismo normativo o institucional; en otras palabras, no cabe trasladar o copiar sin 
más las experiencias comparadas, sino aprovechar aquellas equivalencias normativas 
que sean adecuadas a la cultura y a la práctica jurídicas del ámbito concreto de 
intervención legislativa.231 
Por nuestra parte podemos añadir que a la luz de la realidad de las normas, éstas 
tienen como destinatario, entre otros, a los ciudadanos a los cuales será de gran 
importancia darles la adecuada enseñanza jurídica para que tengan unos conocimientos 
básicos sobre el Derecho, que les ayudara a entenderlo de tal forma que facilite su 
aceptación y obediencia voluntaria, una meta que se puede alcanzar no solo por aquellos 
medios dirigidos a los adultos, como conferencias, talleres, publicaciones, sino también 
a través de insertar asignaturas sobre el derecho en el sistema educativo para hacer que 
los menores tengan nociones de Derecho como cultura, desde el principio. 
																																								 																				
231 Ibidem, Jimena Quesada, Luís, op. cit. Pp. 4-9. 
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 3.  Los objetivos de la técnica legislativa: 
 La obtención de la mejor calidad posible de las leyes o 
consecución de leyes que gocen de la máxima calidad posible, con un 
menor grado de incertidumbre y el máximo de seguridad jurídica, 
significa menos leyes con mejor redacción y con mandatos claros, que 
puedan llevarse a la práctica, son los objetivos principales y directos de 
la técnica legislativa. Todo esto lo consigue la técnica legislativa 
estudiando las reglas o directrices para una correcta elaboración; es 
decir,  su composición y redacción, lo que se llama el aspecto formal, de 
los textos normativos y de los proyectos de ley. En adición a este aspecto 
formal, la técnica legislativa trata de aspectos materiales u otros 
problemas, como la racionalización del ordenamiento jurídico y su 
eficacia, la reforma del procedimiento legislativo, entre otros. Así, 
dentro de este objeto principal se engloban otros objetivos de 
granimportancia y que la técnica legislativa debe conseguir para 
establecer que una determinada ley es de calidad. Por eso, hay de tener 
en cuenta todos los aspectos del proceso de la producción de las leyes, 
así como todos los factores materiales y formales de las leyes. En este 
sentido, afirma el profesor F. Sainz Moreno que es necesario ver la 
calidad de las leyes en su doble faceta: la interna, que se consigue a 
través de la utilización de un lenguaje claro y sencillo y una estructura 
formal coherente, y su faceta externa, que se puede alcanzar 
consiguiendo una armoniosa integración en el ordenamiento jurídico y en 
la aplicación efectiva a la sociedad.232 
 Al respecto, hay que aludir a lo que dice el profesor Luis Martin 
Rebollo: "El problema de la calidad técnica en la producción normativa 
apunta, pues, a cuestiones de diversa naturaleza y con consecuencias de 
distinta entidad: de validez, de coherencia, de lógica y de claridad. Pero, 
																																								 																				
232 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativoen América Latina, un  en foque  ins t i tuc ional ,  
T i ran t  Lo  Blanch ,  Valencia ,  1997,  op. cit. P. 181. También, Aspas Aspas, José Manuel, 
“Calidad normativa de las leyes aragomesas: Aspectos formales de técnica legislativa" en, Revista 
Aragonesa de Administración Pública, núm, 2, 1993. op. cit. P. 211-269. Así como, Iturraide Sesma, 
Victoria “Cuestiones de técnica legislativa", en Revista Vasca De AdministraciónPública, núm,24, 
1989. op. cit. Pp.225-226, y, Sainz Moreno, Fernando “Técnica normativa: Visión unitaria de una 
materia plural", en, VV. AA:  La técnica legislativa a debate, op. cit. Pp. 19-47. 
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sobre todo, también a un problema de índole social.  De lo que el Derecho 
significa más allá para los juristas."233 
 Por su lado, Ernesto Jesús Peces Mórate señala que "la masiva 
producción legislativa en sentido amplio es fuente segura de 
imprecisiones técnicas y de incoherencias estructurales con el 
consiguiente aumento de la inseguridad y de la litigiosidad. La 
elaboración de los textos legales es tarea muy laboriosa y exige la 
cooperación interdisciplinar. No pueden pretenderse ni la participación 
de especialistas en las materias a regular ni la colaboración de juristas. 
La armonía entre el rigor técnico de aquéllos y la exactitud jurídica son 
imprescindibles para legislar correcta y razonablemente. El 
apresuramiento es el mejor aliado dela insensatez y desatino de las 
normas"234 
 Por último, se ve la importancia de la técnica legislativa como 
interes para los ciudadanos, los poderes públicas y los juristas. Porque, 
como señala Luís Jimena Quesada:235“A todos nos afecta, en diversos grados, la 
sujeción a la constitución y a ese resto del ordenamiento jurídico cuyas normas han de 
estar redactadas técnicamente de manera tal que su calidad no menoscabe el principio a 
tenor del cual la ignorancia de las leyes no escusa de su cumplimiento.”  
 Por consiguiente, para estudiar los varios objetivos de la técnica 
legislativa, dividimos el tema en dos vertientes: la calidad del conjunto 
del ordenamiento jurídico y la calidad interna de las leyes. 
 1. La calidad del conjunto del ordenamiento jurídico 
 Para que las leyes consigan una buena calidad o puedan gozar las 
leyes aprobadas de la mejor calidad posible, hay que establecer en el 
																																								 																				
233  Rebollo Martín, Luis, " La técnica legislativa: Reflexiones discretas sobre el método y el 
procedimiento", en, VV. AA: La técnica legislativa a debate, Tecnos, Madrid, 1994, Pp.  73-82. 
234  Peces Morate, Ernesto Jesus, “Técnica normativa y aplicaciíecnos del derecho", en, Técnica 
normativa de las Comunidades Autónomas, Centro de Estudios Constitucionales, Civitas, Madrid, 
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proceso de su elaboración y desarrollo legislativo algunas características 
o mantener y proteger unos determinados principios en el mundo del 
Derecho, como son los principios de la seguridad jurídica, la unidad del 
ordenamiento jurídico, la viabilidad de las leyes y la protección de los 
derechos de los ciudadanos. En esta división explicaremos el papel que 
ha de asumir la técnica legislativa para mantener dichos principios en el 
proceso de elaboración, redacción, publicación y entrada en vigor de las 
leyes.  
 2. La unidad del ordenamiento jurídico 
 El sistema jurídico, como recuerda Manuel Atienza, es un conjunto 
de normas válidamente establecidas y estructuradas en un sistema. Por 
eso, el fin de la actividad legislativa es la sistematicidad, que significa, 
a su vez, que las leyes constituyan un conjunto sin lagunas, 
contradicciones ni redundancias; por este motivo, una ley es considerada 
irracional si contribuye a erosionar la estructura del ordenamiento 
jurídico de cualquier forma. 
 Para que no se produzca dicha erosión, este autor afirma que   
cualquier nueva ley tiene que cumplir los criterios establecidos por el 
ordenamiento jurídico del que va a formar parte, no contener lagunas y 
contradicciones y no introducir criterios ajenos a la "lógica" (es decir,  
ajenos a los principios) del ordenamiento jurídico. El incumplimiento de 
dicha lógica afecta negativamente al Derecho ya establecido causando 
problemas como los de lasderogaciones y de las remisiones. A su vez, 
incrementa la racionalidad de la actividad legislativa por parte del 
emisor de la legislación, lo que significa mejorar lo que usualmente se 
llama "técnica jurídica", que exige, elaborar una serie de directrices 
legislativas y establecer oficinas técnicas en los parlamentos, 
ministerios, así como en donde éstos lo apliquen.236 
 Así, pues, mejorar la calidad de las normas no es el gran problema 
al que se enfrenta la técnica legislativa, a pesar de ser un objetivo 
																																								 																				




ineludible, sino es dar sentido a la norma a través del reconocimiento de 
que cada norma para que no viva aislada, sea insertada en un sistema 
normativo cuya coherencia global es un precepto ineludible para que la 
norma tenga sentido.237 
 Por ello, según Gómez Orfanel, el redactor, es decir el sujeto que 
asume la elaboración de las normas, ha de tener en cuenta un aspecto de 
mucha importancia que es la adecuación de las normas al ordenamiento 
jurídico en su conjunto: una adecuación jurídica a la estructura básica 
constitucional,  a la fórmula constitucional (sería en el caso español el 
Estado social de derecho), la observancia de requisitos para regular 
determinadas materias, por ejemplo como pueden ser los derechos 
fundamentales, la observancia de las reglas de distribución de las 
competencias, el respeto al ordenamiento europeo. Además, analizar al 
respecto, los posibles efectos jurídicos de una norma deficiente, 
analizándose la posible inconstitucionalidad de dichas normas 
deficientes, bien por haber afectado a algún derecho fundamental,  bien 
por haber violado la seguridad jurídica, o haber incurrido en otro tipo de 
infracciones.238 En este sentido, el Tribunal Constitucional español 
exige la preservación del principio de la unidad del ordenamiento 
jurídico en la Sentencia núm. 19/1987, de 4/3 de 1987 señala que" el 
ámbito objetivo así reservado a la Ley no quedagarantizado mediante una 
mera cláusula legal que habilite en favor de la plena autodeterminación 
del régimen de sus tributos por las Corporaciones Locales, sin perjuicio 
de que cuando, como ahora ocurre, se esté ante tributos de carácter local,  
debe el legislador reconocer a dichas Corporaciones una intervención en 
el establecimiento o en la exigencia de aquellos, y ello porque la reserva 
legal en esta materia existe también al servicio de otros principios - la 
preservación de la unidad del ordenamiento jurídico y de una básica 
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238  Gomez Orfanel, German “Significado y alcance de la técnica legislativa", en VV. AA: Técnica 
legislativa de las Comunidades Autónomas, comunidad de Madrid, Madrid, 1991, op. cit. P.18.  
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igualdad de posición de los contribuyentes- que no permiten presentar el 
acuerdo municipal como sustitutivo de la Ley". 
 También, el Tribunal Constitucional destaca que el principio de la 
unidad del ordenamiento jurídico respeta el principio de jerarquía entre 
los distintos rangos de las normas; por ello, señala la Sentencia núm. 
99/1987, de 11 de junio de 1987, que “.. .La potestad legislativa no puede 
permanecer inerme ni inactiva ante la realidad social y las 
transformaciones que la misma impone, so pena de consagrar la 
congelación del ordenamiento jurídico o la prohibición de modificarlo. 
Obvio es que al hacerlo ha de incidir,  por fuerza, en las relaciones o 
situaciones jurídicas preexistentes, más sólo se incidiría en 
inconstitucionalidad si aquellas modificaciones del ordenamiento 
jurídico incurrieran en arbitrariedad o en cualquiera otra vulneración de 
la Norma Suprema".   
 En este sentido señala el profesor Joan Prats Catalá que la técnica 
legislativa tiene como principal objetivo mejorar la calidad de las 
normas en todos los aspectos formales y cuestiones de fondo. Para ello, 
según el mismo autor, "no se puede olvidar que se inserta en un sistema 
jurídico, y por tanto tiene que ser coherente con él mismo."  Así, no se 
puede mejorar la calidad de las normas por analizar cada norma 
aisladamente, sino hay que tomar en cuenta su inserción en el 
ordenamiento jurídico general.  La consideración de las normas como 
elementos en el ordenamiento jurídico evita su reproducción en otras 
disposiciones. Y cuando sea necesario remitir a los preceptos de dichas 
normas pueda acudir a la técnica de remisión que, también, debe de 
hacerse con sumo cuidado.239 
  Por consiguiente, la preservación del principio de la unidad del 
ordenamiento jurídico, en ambos sentidos formal y material,  debe ser uno 
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de los primeros objetivos de la técnica normativa (legislativa).240 
 Por ello, y como señala el profesor F. Sainz Moreno, toda norma se 
integra en un ordenamiento jurídico del que recibe su sentido y su valor 
jurídico. La primera condición que debe cumplir una norma es, pues, la 
de ajustarse a las reglas de articulación del ordenamiento jurídico.241 
 Por consiguiente, hay que observar unas directrices o criterios en 
cuanto a la redacción de las nuevas normas o leyes, como, por ejemplo: 
1. Respetar el principio jerárquico entre las normas, es decir,  que las 
normas respeten las de superior rango, por ejemplo, en España que las 
leyes que se dicten, respeten la Constitución. 
2. Que no introduzcan modificaciones innecesarias en conceptos ya 
acuñados en otras normas. 
3. No producir disposiciones vigentes, utilizando cuando sea necesario y 
previa valoración de sus efectos, la técnica de la remisión. 
4. Contener normas derogatorias y transitorias expresas. 
5. Delimitarse con total precisión a las habilitaciones y mandatos 
reglamentarios.242 
 1.2.-La viabilidad de las leyes 
 La técnica legislativa se ocupa también de establecer directrices 
para lograr que las normas sean viables y eficaces. Estas directrices 
deben funcionar desde el momento que se inicia elprocedimiento de la 
elaboración de las normas, cuya configuración y trámites debe permitir 
que quién toma la decisión de aprobarlas conozca si la nueva norma es: 
primero, necesaria (es decir que no se puede lograr su objeto con las 
normas vigentes), segundo, válida jurídicamente (es decir,  que el órgano 
																																								 																				
240 Tudela Aranda, José “La legitimación competencial de las leyes y la técnica normativa", en, VV. AA: 
La técnica legislativa a debate, o.p.cit. Pp. 83-120. 
 
241 Sainz Moreno, Fernando, “Técnica legislativa: "Visión unitaria de una materia plural", en, VV. AA:  
La técnica legislativa a debate, op. cit. Pp. 19-47. 
242 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos en América Latina...op. cit. Pp. 196-170. 
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que la dicta es competente para ello y la norma se ajusta a los principios 
materiales y formales del ordenamiento vigente). Y, tercero, factible. 
 La viabilidad de las normas significa que no deben adolecer del 
vicio originario o sobrevenido de la imposibilidad real de su aplicación. 
Para evitar que las normas sean inviables hay que valorar, durante el 
procedimiento de su elaboración, la viabilidad de varias de sus facetas: 
viabilidad jurídica, social y económica. Así, las normas no serían viables 
cuando sean contrarias al ordenamiento jurídico o susciten dudas sobre 
su constitucionalidad o legalidad. En este supuesto la publicación de 
estas normas conllevaría previsiblemente su impugnación. Por otro lado, 
no se pueden publicar normas que no son reales por su coste económico 
de aplicación o por su complejidad, por causar una resistencia no 
soportable o la incapacidad de los poderes públicos de aplicarlas y 
vigilar su cumplimiento.243En este sentido, señala Joan Prats Ctalá, que 
para que el ordenamiento jurídico sea operativo es conveniente tener en 
cuenta y prever con anterioridad a la adopción de cada norma su coste 
real.  La importancia de prever este coste real se ha visto en muchas leyes 
aprobadas sin realizar un cálculo aproximado de su coste convirtiéndose 
en inaplicables, por varias razones: bien, porque la Administración no 
cuenta con suficientes recursos para llevarlas a término, o bien, porque 
el ciudadano se ve forzado a acudir a profesionales especializados, para 
cumplir con los numerosos trámites establecidos por dichas leyes. En 
este terreno, la técnica legislativa procura los remedios a este problema a 
través de la implantación de medios capaces de garantizar, con mayor o 
menor precisión, que las normas que se dicten sean viables 
económicamente, y que sean capaces de generar confianza, así 
comoaceptación en los ciudadanos.244 
 Esta situación, la falta del realismo, según F. Sainz Moreno, 
"conduce a un ordenamiento falso, quizá bien intencionado, pero a la 
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postre fuente de inseguridad y de arbitrariedad."245 
 En este sentido, es conveniente decir que la aceptación de las 
normas por los ciudadanos no es, ciertamente un requisito para su 
vigencia jurídica, sino para que estas sean reales y efectivas. Por eso, es 
frecuente, como señala F. Sainz Moreno, el rechazo a cumplir o a aplicar 
las normas confusas, mal elaboradas, teñidas de la sospecha de que quien 
las dicta no sabe lo que hace o bien pretende algo distinto de lo que dice 
pretender. Este rechazo que no suele presentarse como resistencia 
frontal,  sino como más o menos útil  rodeo o ignorancia de la norma, la 
situación que se produce, en todo caso, es la de inseguridad jurídica. 
También, crea inseguridad jurídica la razonable suposición de que la 
norma es inviable o de que va a ser imposible exigir su cumplimiento, lo 
que da claramente pie a informaciones privilegiadas sobre el alcance real 
de ciertas normas, sobre todo económicas, fiscales, administrativas y a 
los abusos que así se producen.246En concreto, como señala Ernesto 
Jesús Peces Mórate ".. .sólo la certeza de la norma es garantía de firmeza 
y seguridad, al tiempo que salvaguarda de la confianza ciudadana".247 
 Para evitar producir leyes inviables, irreales o ineficaces la 
Constitución española ha establecido en su artículo 88 que los proyectos 
de ley tienen que ser acompañados de los antecedentes 
necesarios para pronunciarse sobre ellas. Tal contenido de estos 
antecedentes debe probar la necesidad de la nueva norma y su viabilidad, 
constituyendo la razonable seguridad de que la norma va a estar 
realmente vigente.  
 Según el profesor F.Sainz Moreno, "el examen de la viabilidad de 
las normas se ha ido incorporado paulatinamente a los cuestionarios 
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internos que rigen su elaboración”. En España, por ejemplo, podemos 
señalar el Cuestionario de Evaluación, el cual deberá acompañar a los 
proyectos normativos que se elevan al Consejo de Ministros, tal y como 
se estableció el 26 de enero de 1990, el cual comprende el análisis: 
  1. De la necesidad del proyecto (¿responde a una exigencia de 
orden jurídico?, ¿existen previsiones en el programa de gobierno sobre la 
materia?, ¿qué objetivos básicos se pretenden alcanzar?).  
 2. De sus repercusiones jurídicas e institucionales (respecto a las 
Comunidades Europeas, a las Comunidades Autónomas, a los 'Órganos de 
la Administración del Estado¨ y al ordenamiento vigente). 
 3. De sus efectos sociales y económicos (¿cuáles son las 
principales repercusiones económicas y presupuestarias?, ¿puede hacerse 
frente a la aplicación del proyecto con los medios humanos actualmente 
disponibles?, ¿qué efectos pueden preverse en cuanto a su aceptación o 
rechazo por los agentes sociales y sus organizaciones representativas?). 
 También señala Sainz Moreno, que "el examen de la viabilidad de 
las normas comienza a incorporarse a las normas de procedimiento. En 
este sentido, es pionera en España la Ley de Cataluña 13/1989, de 14 de 
diciembre,de “organización, procedimiento y régimen jurídico de 
Administración de la Generalidad", cuyo capítulo IV, dedicado a la 
elaboración de disposiciones de carácter general,  contiene una sección 
sobre la "verificación de la eficacia de las normas", si bien, todavía, con 
carácter facultativo (Art.  67: "Antes de que sea aprobada una disposición 
general por el Gobierno, o, si procede, por un Consejero, el órgano 
competente podrá someter a verificación, en el plazo y con los medios 
que el mismo órgano disponga, la virtualidad práctica de sus preceptos, 
con la finalidad de comprobar la adecuación del contenido de sus 
disposiciones a los objetivos que persiga, sus posibles 
disfuncionalidades y lasgarantías de su cumplimiento eficaz”.248 
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 En este sentido, el Tribunal Constitucional señala en su Sentencia 
34/1981, aprobado el 10/11/1981 y publicada en el BOE núm. 277, que 
".. .el legislador a la hora de dictar un precepto general asume una 
determinada valoración de la realidad y prejuzga, en una extrajurídica, 
cuáles son los supuestos comunes a los que la norma se dirige y que 
deben ser los primordialmente contemplados, relegando los casos de 
excepciones a la protección dispensada por las técnicas jurídicas 
generales.. .”.   
1.3. La seguridad jurídica  
 Como indica el profesor Jesús Prieto de Pedro, el principio de la 
seguridad jurídica pertenece al concepto del Estado de Derecho más que 
a su pertenencia al Estado democrático. En todo caso, hoy en día no se 
habla de un Estado de Derecho que no sea también un Estado 
democrático. En este sentido se refiere la Constitución española en su 
artículo 1.1 al "Estado democrático de Derecho".249 
 En todo caso, nos planteamos qué es la seguridad jurídica. Como 
recuerda Antonio-Enrique Pérez Luño, el hombre siente terror ante la 
inseguridad de su existencia, ante la imprevisibilidad y la incertidumbre 
a que está sometido, ve la seguridad como un deseo arraigado en su vida 
anímica. Esta seguridad en cuanto valor jurídico, no es algo que se dé o 
se consigue espontáneamente y con idéntico sentido e intensidad, en los 
distintos sistemas normativos, sino que su función y alcance depende de 
las luchas políticas y las vicisitudes culturales de cada tipo de 
sociedad.250 
 Este principio, la seguridad jurídica, abunda también en la claridad 
de las normas, especialmente, en su certeza. Estos dos términos evocan 
ideas afines, aunque no son exactamente la mismacosa: "la certeza es 
más bien precisión. Y la precisión, claridad técnica. Esta es la 
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 Por su lado, el Tribunal Constitucional en la (STC núm. 46/1990, 
publicado el 9/4/1990 en el BOE, núm. 85), establece que "La exigencia 
del art.  9.3. relativa al principio de seguridad jurídica implica que el 
legislador debe perseguir la claridad y no la confusión normativa, debe 
procurar que, acerca de la materia sobre la que legisle, sepan los 
operadores jurídicos y los ciudadanos a qué atenerse, y debe huir de 
provocar situaciones objetivamente confusas."  
 El Tribunal Constitucional señala, también, que "El principio de 
seguridad jurídica es la suma de certeza y legalidad, jerarquía y 
publicidad normativa, irretroactividad de lo favorable e interdicción de 
la arbitrariedad" Esta definición del principio de la seguridad jurídica ha 
sido adoptado en las STC 27/81 de 20 de julio (luego en 99/87 de 11 de 
junio; 227/88 de 29 de noviembre; 150/90 de 4 de octubre). 
 Se puede a este tenor, distinguir dos acepciones básicas de la 
seguridad jurídica. La primera de ellas responde a la seguridad jurídica 
estricto sensu ,  que se manifiesta como una exigencia objetiva de 
regularidad estructural y funcional del sistema jurídico a través de sus 
normas e instituciones. La segunda representa su faceta subjetiva y alude 
a la llamada certeza del Derecho como proyección en las situaciones 
personales de la seguridad objetiva. Por consiguiente, se requiere la 
posibilidad del conocimiento del derecho por sus destinatarios. Tal 
conocimiento facilita al sujeto de un ordenamiento jurídico, el poder 
saber con claridad y de antemano aquello que le está mandado, permitido 
o prohibido. Los destinatarios, en función de este conocimiento, pueden 
actuar y programar su actuación jurídica futura según las pautas 
razonables de previsibilidad. Por ello, la certeza representa la otra faceta 
de la seguridad objetiva, es decir,  su reflejo en la conducta de los sujetos 
																																								 																				




 Ya sabemos que la técnica legislativa busca la construcción de un 
ordenamiento jurídico bien estructurado en sus principios e integrado por 
normas correctamente formuladas. Un ordenamiento que haga efectivo el 
principio de la seguridad jurídica. Esta seguridad exige unas exigencias 
técnicas que forman una cualidad esencial de todo ordenamiento jurídico, 
que permite orientar la vida en el mundo jurídico. Así pues, la seguridad 
jurídica debe generar la confianza que proporciona poder prever, 
razonablemente, lo que el derecho positivo "dice" y "va a decir" sobre 
las consecuencias de cada supuesto de hecho, real o imaginado, que se le 
someta. 
 Pero, está claro que alcanzar la plena seguridad jurídica es una 
utopía. Sin embargo, la Constitución española en el artículo 9.2 
garantiza esa utopía, pero no por ingenuidad de los constituyentes, sino 
por la necesidad de dar reconocimiento, que tiene una eficacia jurídica 
concreta a un principio esencial del estado de Derecho al que no se 
puede renunciar.  
 Esta importancia de la seguridad jurídica la convierte en el objeto 
final de la técnica legislativa. Tal objeto se puede alcanzar, sólo a través 
de la realización del ejercicio de la potestad normativa, por quién la 
tiene legítimamente atribuida, de acuerdo con un procedimiento que 
tenga como tarea facilitar tanto el cumplimiento de los requisitos 
formales propios de cada norma, según su clase, como el conocimiento 
de la realidad fáctica y jurídica sobre la cual la norma va a actuar. Este 
procedimiento ha de ser suficientemente transparente para generar 
confianza y aceptación en los ciudadanos. Tal aceptación no es más que 
un requisito para que las normas sean reales y efectivas, pero no es un 
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requisito para la vigencia de ellas.253 
 En resumen, “la técnica legislativa pretende mejorar el derecho 
desde el punto de vista de su calidad técnica, de sucoherencia y de su 
comprensión".254Porque la excesiva producción normativa es lo que 
desencadena una, cada vez más acusada, imperfección de la norma (ley) 
en sí misma considerada y, lo que es aún más grave, un grado de 
imprecisión técnica y de incoherencia estructural que atenta contra uno 
de los más firmes pilares del Estado de Derecho: el principio de 
seguridad jurídica, cuya substanciación fue proclamada por el Tribunal 
Constitucional en una de sus primeras sentencias (sentencia 27/1981 de 
20 de julio), al declarar que este principio viene a ser el núcleo o síntesis 
de los demás principios constitucionales enunciados en el artículo 9.3 de 
la Constitución, en cuanto "que es suma de certeza y legalidad" e 
"interdicción de la arbitrariedad …"(ver también la STC 67/1984, de 7 de 
junio.) 
 Destacar esta dimensión precisa del conocimiento del principio de 
certeza del derecho positivo, lo cual no dejaría de ser una simple fórmula 
retórica si en un ordenamiento jurídico entrecruzado y complejo, como el 
ordenamiento jurídico español, la opacidad y la confusión triunfan sobre 
las aspiraciones de coherencia, economía y determinación legislativas al 
que debe aspirar todo sistema normativo.255 
 Para establecer una relación entre dicha complejidad del 
ordenamiento jurídico y el principio de la seguridad jurídica, señala el 
profesor José Tudela que numerosos autores consideran que, en 
demasiadas ocasiones la inextricabilidad del ordenamiento supone un 
importante atentado al mismo. De esta manera, una condición 
indispensable del correcto cumplimiento del precepto establecido en el 
																																								 																				
253   Sainz Moreno, Fernando, “Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", en, VV. AA:  
La técnica legislativa a debate, op. cit. Pp. 19-47. 
254Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos en América Latina, op. cit. P. 181. 
255 López-Muñiz De Mendizábal, Blanca Y José Antonio Domínguez Luis, " Técnica legislativa y 
sistemas expertos", en, Revista De Las Cortes Generales, núm. 26, 1992, op. cit. Pp. 175-219. 
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artículo 9.3 de la Constitución es la corrección formal (la calidad) del 
ordenamiento y de las normas que lo integran. A este respecto señala el 
profesor F. Sainz Moreno que "la calidad de las normas que integran el 
ordenamiento jurídico ha dejado de ser un problema literario o 
lingüístico, para convertirse en una exigencia constitucional,  
cuyoincumplimiento implica una violación del principio de seguridad 
jurídica".256 
 También, el Tribunal Constitucional relaciona la calidad formal 
del ordenamiento con la seguridad jurídica, por ejemplo, su Sentencia 
46/1990 de 15 de marzo, declara:  
 "La exigencia del 9.3 relativa al principio de seguridad jurídica 
implica que el legislador debe perseguir la claridad y no la confusión 
normativa, debe procurar que acerca de la materia sobre la que se legisle 
sepan los operadores jurídicos y los ciudadanos a qué atenerse, debe huir 
de provocar situaciones objetivamente confusas como la que sin duda se 
genera en este caso dado el complicado juego de remisiones entre normas 
que aquí se ha producido. Hay que buscar y promover la certeza respecto 
a qué es Derecho y no, como en el caso ocurre, provocar juegos y 
relaciones entre normas como consecuencia de las cuales se producen 
perplejidades difícilmente salvables respecto de la previsibilidad de cuál 
es el Derecho aplicable, cuáles las consecuencias de las normas vigentes, 
incluso cuáles sean éstas. La vulneración de la seguridad jurídica es 
patente y debe ser declarada la inconstitucionalidad también por éste 
motivo". 
 En otra ocasión, y sin llegar a la declaración de 
inconstitucionalidad, el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 
150/1990 de 4 de octubre, realiza una llamada al cuidado de las normas. 
Tras recordar la reiterada doctrina del Tribunal sobre la seguridad 
jurídica como "suma de certeza y legalidad, jerarquía y publicidad 
normativa, irretroactividad de lo no favorable e interdicción de la 
																																								 																				
256 Sainz Moreno, Fernando, “Técnica legislativa: Visión unitaria de una materia plural", en, VV. AA:  
La técnica legislativa a debate, op. cit. Pp. 19-47. 
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arbitrariedad, sin perjuicio del valor que por sí mismo tiene aquel 
principio". En relación al principio de certeza de la norma señala el 
Tribunal "por lo que atañe al primero de ellos, hay que comenzar por 
recordar que los principios de seguridad jurídica y de interdicción de la 
arbitrariedad de los poderes públicos exigen que la norma sea clara para 
que los ciudadanos sepan a qué atenerse ante la misma. En este orden de 
cosas, no cabe subestimar la importancia que para la certeza del Derecho 
y para la seguridad jurídica tiene el empleo de una depurada técnica 
jurídica en el proceso de elaboración de las normas.. .” 
 Así pues, la técnica legislativa tiene como finalidad esencial 
facilitar el cumplimiento del principio de la seguridad jurídica. Deesta 
forma, este principio adquiere una importancia de primer orden que se 
multiplica de forma proporcional a la complejidad del ordenamiento 
jurídico. Así, la seguridad jurídica forma y actúa como el primer 
parámetro para medir la corrección normativa. Cualquier opción que se 
adopte deberá tener en cuenta si su coste, en sentido amplio, es adecuado 
a la mejora que ofrece en cuanto a cumplimiento del mandato 
constitucional previsto en el artículo 9.3 de la Constitución española. 
 La complejidad del ordenamiento jurídico existente, normalmente 
en un estado compuesto, necesita especialmente de la corrección formal 
de su mundo jurídico. Esta necesidad tiene su importancia para conseguir 
una adecuada integración de las normas, provenientes de distintos 
ordenamientos, como por razones de seguridad jurídica que adquiere, en 
un Estado compuesto una doble dimensión, porque en dichos Estados se 
reparte el poder de legislar: la primera dimensión mantendrá su 
consideración tradicional,  si bien reforzada en cuanto a las exigencias y 
seguirá siendo el principio constitucional que obligue al poder público a 
facilitar a sus ciudadanos su relación con el ordenamiento, impidiendo 
que éstos no puedan saber a qué norma han de atenerse; la segunda 
dimensión, adquiere una inesperada vigencia para esos mismos sujetos 
del poder que, en virtud de su reparto, se convierten en acreedores del 




 Por consiguiente, en un Estado compuesto no puede limitarse la 
seguridad jurídica a la consideración sólo de los ciudadanos, sino se 
asegura también a los diferentes entes públicos con capacidad normativa, 
una certeza mínima pero amplia en cuanto al ámbito de esa capacidad. 
Difícil será que en el momento de aplicación de las normas pueda el 
correspondiente operador jurídico, determinar a ciencia cierta la norma 
aplicable siendo, por ende, casi utópico pensar que el ciudadano pueda 
conocer cuál es su situación frente al Derecho.257 
 Es decir,  en resumen, que "el principio de seguridad jurídica 
sustancializa la técnica normativa, siendo su primera razón de ser.La 
seguridad jurídica que en un Estado compuesto no se extiende sólo a los 
ciudadanos, sino que tiene también como sujetos a los distintos 
ostentadores del poder político."258 
 Por último, hay que destacar que el valor seguridad no es, 
sinembargo, un valor último. Está claro que la idea de seguridad o 
previsibilidad implica en sí misma un valor (pues sin un mínimo de 
seguridad no habría Derecho, ni leyes, ni organización social),  pero este 
valor es graduable en función de qué sea lo que se asegura, es decir,  que 
el valor seguridad remite a otros valores, como la libertad y la 
igualdad.259 
 En este sentido, el Tribunal Constitucional definía la seguridad 
jurídica en su temprana sentencia 27/198, de 20 de julio, como la ".. .  
suma de certeza y legalidad, jerarquía y publicidad normativa, 
irretroactividad de lo no favorable, interdicción de la arbitrariedad, pero 
que, si se agotara en la adición de estos principios, no hubiera precisado 
de ser formulada expresamente. La seguridad jurídica es la suma de estos 
principios, equilibrada de tal suerte que permita promover, en el orden 
																																								 																				
257 Tudela Aranda, José, "La legitimación competencial de las leyes y la técnica legislativa", en, VV. 
AA: La técnica legislativa a debate, ...op. cit. Pp.83-120.y Sainz Moreno, Fernando, "Técnica 
normativa: Visión unitaria de materia plural", en VV. AA: La técnica legislativa a debate, ... op. cit. 
Pp. 19-47. 
258  Ibídem, Pp. 83-120. 
259 Atienza, Manuel, Contribución a unateoría de legislación,C ív i tas ,  Madr id ,  1997.  op. cit. P. 32. 
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jurídico, la justicia y la igualdad, en libertad".260 
2.  La calidad interna de las leyes: 
 Acabamos de hablar de la calidad de las leyes en su faceta externa que forma 
parte de los objetivos de la técnica legislativa. En esta sección hablaremos de la calidad 
de las leyes en su faceta interna, que forma la otra parte de los objetivos de la técnica 
legislativa.  
 A este respecto, tenemos claro que el objeto principal de la técnica legislativa es 
mejorar la calidad de las leyes en sí; es decir, hacer las normas redactadas, o que vayan 
a ser redactadas, dotadas de un contenido de la mayor calidad posible entodos los 
sentidos: materiales o formales para que las normas sean ordenadas, coherentes, 
homogéneas, armónicas, precisas y exactas. Así, como señala Bentham "el fin de las 
leyes es dirigir la conducta del ciudadano, y para que esto se verifique son necesarias 
dos cosas: primero, que la ley sea clara, esto es, que ofrezca al entendimiento una idea 
que representa exactamente la voluntad del legislador; segundo, que la ley sea concisa 
para que se fije fácilmente en la memoria. Claridad y brevedad son pues las dos 
cualidades esenciales, Todo lo que contribuye a la brevedad contribuye también a la 
claridad." 261 
Por ello, en el siguiente capítulo es conveniente destacar los 
instrumentos que hacen posible conseguir este objetivo previsto de la 
técnica legislativa. 
																																								 																				
260 Tudela Aranda, José, Pp. 83-120.   
261 Palma Fernández, José Luis, La seguridad jurídica ante la abundación de normas, Centro  de  




CAPÍTULO III. LOS INSTRUMENTOS PARA MEJOR LA 
TECNICA LEGISLATIVA, CON ESPECIAL ATENCIÓN A 
LAS DIRECTRICES DE LA TECNICA LEGISLATIVA  
 
 1. El conjunto de los instrumentos utilizados para mejorar la 
técnica legislativa. 
En este punto nos referiremos a los instrumentos que pueden 
garantizar el alcance de una mejor calidad para la futura ley. Algunos de 
estos instrumentos se incluyen en el procedimiento legislativo, por 
ejemplo; los informes o los dictámenes parlamentarios y 
extraparlamentarios, la exposición de motivos del proyecto de ley, entre 
otros. Por otro lado, existen otros instrumentos, que sería conveniente 
tratarlos con especial atención, entre los cuales se encuentran las 
directrices de la técnica legislativa que se consideran los instrumentos 
más importantes en la materia, con la finalidad de conseguir la mejor 
calidad posible de las leyes. Hay que advertir al respecto que nos 
centramos solo en los aspectos técnicos sin entrar en profundidad en los 
detalles del procedimiento parlamentario.  
  1.1.-El papel del procedimiento parlamentario en la técnica 
legislativa 
 Mediante el procedimiento de la elaboración de los proyectos de 
ley hasta su aprobación por el Parlamento, los informes o los dictámenes 
parlamentarios o extraparlamentarios juegan un papel relevante para 
enriquecer la calidad de la futura ley: 
1.1.1.-Los informes extraparlamentarios 
 En las distintas fases de la elaboración y aprobación de los 
proyectos de ley, se suelen elaborar unos informes o dictámenes. Así, en 
la fase de la iniciativa, según el artículo 87 de la Constitución Española 
"La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al 
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Senado, ".  A su vez, exige el artículo 88 de la misma Constitución que 
"Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los 
someterá al Congreso, acompañados de una exposición de motivos y de 
los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos". En la 
práctica española la mayoría de esta iniciativa que procede del Gobierno, 
resulta fundamental,  a la luz de este artículo, se ponga en conocimiento 
del Parlamento las negociaciones o contactos habidos con los grupos 
afectados por la futura ley. Por ejemplo, informar al Parlamento sobre 
todo el proceso seguido hasta la elaboración del proyecto de ley, sobre 
las consultas realizadas a los interesados, también, indicar el posible 
nivel de captación de los interesados en la futura ley. Todo esto se 
incluye y forma parte de los antecedentes que han de acompañar a los 
proyectos de ley. Pero, en la práctica española muchas veces no se 
comunican estos datos porque no se han realizado las evaluaciones 
correspondientes. Para ello, en un informe del Ministerio de 
Administraciones Públicas español, se puso de manifiesto que "la 
ausencia de estudios e informes previos, pues desgraciadamente con 
mucha frecuencia las disposiciones se redactan al dictado del órgano 
político el cual reclama con toda urgencia un texto normativo, no se 
estudia nada, no se hace ninguna evaluación, sino que cada funcionario, 
confirme a su leal saber y entender, toma la pluma y trata de articular 
sobre el papel en una sucesión de títulos y artículos, la voluntad del 
político. Esto implica que hay una falta de valoración del impacto 
político, social o económico de la norma. Pero también, por esa premura 
de tiempo, hay una falta de valoración del proyecto en concordancia con 
el reparto constitucional y estatutario". Al contrario, en Alemania, el 
Gobierno tiene que comunicar necesariamente a los Grupos 
Parlamentarios o Diputados, que el proyecto de ley que se presenta ha 
sido sometido al conocimiento de las asociaciones de intereses y 
círculos. 
 En resumen, este informe en esta fase inicial tiene gran 
importancia al reflejarse la aceptación prevista a la futura ley por los 
ciudadanos afectados, y por facilitar a los Diputados entender los 
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motivos y antecedentes del proyecto en el caso de que se facilitase a su 
vez la aprobación del proyecto.  
 1.1.2.-Los informes parlamentarios 
 Este tipo de informes o dictámenes asume su papel en las otras 
fases del procedimiento legislativo: 
 1. Fase de ponencia: La mayoría de los ordenamientos europeos 
como en Italia, Francia, Alemania, optan por encargar la actividad previa 
a los trabajos de la Comisión a un órgano unipersonal, quien elabora un 
informe técnico en el que se deben incluir las enmiendas presentadas y 
aprobadas en la comisión así como las votaciones, aclarar dudas y 
cuestiones, que recogen la opinión mayoritaria, incluyendo también las 
enmiendas presentadas por las minoríasí,  todo lo cual sirve de debate 
ante las Cámaras.  
 En España, la Ponencia es un órgano interno, cuya misión debería 
ser la elaboración de un informe sobre las enmiendas, pero en realidad 
asume más funciones, como, por ejemplo, la introducción de enmiendas 
nuevas. Sin embargo, la Ponencia en España no cumple con sus 
funciones, porque el informe no ofrece un listado de las enmiendas 
aceptadas o rechazadas. Además, se nota la ausencia de motivación en 
sus decisiones, eludiendo todo control posterior y la inexistencia de 
análisis técnicos. Sin embargo, las Ponencias son órganos técnicos que 
cuentan con la existencia de Letrados de las Cortes a quienes compete 
elasesoramiento técnico jurídico.262 
 2. Fase de Comisión: las Comisiones parlamentarias como las 
define Barthélemy son "Organismos constituidos en cada Cámara, 
compuestos por un número generalmente limitado de sus miembros.. .  y 
encargados en principio de preparar su trabajo normalmente mediante la 
																																								 																				
262 Prats Catalá, Joan, La reforma de los legislativos en América Latina, op. cit. Pp. 200-204. Así como, 
Basterra Montserrat, Daniel, Las Comisiones Legislativas con delegación plena, Comares, Granada, 
1997. Pp. 98-100. 
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presentación de un informe."263 
 En el ordenamiento español, el trabajo de las Comisiones es 
fuertemente cuestionado por la doctrina porque: 
1. En muchas ocasiones viene a ser una reiteración del futuro debate 
plenario. 
2. Es habitual la ausencia de representación de los grupos minoritarios, 
que pueden asistir a tantas Comisiones como hay, dada su escasa 
representación. 
3. Se aplazan las decisiones conflictivas al debate plenario. 
 Por ello, se propone contemplar la posibilidad de participación en 
las Comisiones de autoridades que informen del proyecto, o de grupos 
sociales afectados por la futura ley que manifiesten su opinión. La tarea 
de las Comisiones en el procedimiento legislativo las convierte en una 
fase de información y audiencia.264 
 Al respecto, y para dar luz sobre el papel que asumen las 
comisiones se recuerdan las "normas sobre régimen de asesoramiento a 
las comisiones del Congreso de los Diputados y del Senado, aprobadas 
por resolución de las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado, 
aprobada en reunión conjunta de 26de junio de 1989" (BOCG, CD, serie 
E: otros textos, núm. 199, 25 julio 1989). Según la norma tercera b), es 
tarea de los letrados "asistir a las sesiones de la comisión y a las 
reuniones de su Mesa y Ponencias, cualquiera que sea el momento de su 
convocatoria, a fin de presentar el asesoramiento técnico-jurídico 
necesario y realizar los trabajos que les puedan ser encomendados". La 
norma cuarta señala como tarea a desarrollar por los Letrados de las 
Cortes, el apoyo del trabajo legislativo de las Comisiones:  
a) Redactar con ocasión de cada proposición o proyecto de ley 
encomendados a su asesoramiento, y antes del inicio de la fase de 
																																								 																				
263  Vease mayores detalles, Alonso De Antonio, Angel Luís, “Las ponencias en el procedimiento 
legislativo", Revista de Estudios Políticos, núm. 85, 1994, Pp. 85-120. 
264    Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos en América Latina, op. cit. P. 203.  
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ponencia, un informe con el siguiente contenido: 
 - Incidencia de la nueva iniciativa legislativa de la normativa 
vigente en la materia, con indicación de los antecedentes normativos, 
doctrina jurisprudencial,  legislación autonómica afectada, referentes de 
derecho comunitario y previsiones de los ordenamientos extranjeros que 
puedan resultar ilustrativos para la valoración del texto en tramitación. 
 -  Análisis técnico-legislativo del proyecto o proposición, 
argumentado sobre la corrección de su estructura y la ordenación lógica 
de sus preceptos, sobre el rigor de los aspectos ortográficos, léxicos y 
estilísticos, sobre la corrección de la concordancia, las remisiones y la 
adecuación del título, el preámbulo o las disposiciones complementarias, 
sobre la suficiencia de las cláusulas derogatorias y de las leyes que se 
establezcan en las Cámaras. 
 -  Análisis jurídico del contenido del proyecto o proposición, 
confrontando el texto con el conjunto del ordenamiento y en particular 
con los principios constitucionales y con la doctrina del Tribunal 
Constitucional. 
b) Asesorar a la Mesa de la Comisión en el momento de la calificación 
de las enmiendas y asistir al ponente o ponencia en su tarea de 
ordenación de las mismas. 
c) Comprobar la corrección del texto después de cada trámite, 
recogiendo las decisiones de ponencia, comisión y pleno, revisando la 
incidencia de los cambios introducidos en cada una de las fases de la 
tramitación, particularmente en el momento de su remisión a la otra 
Cámara o al Boletín Oficial del Estado para su publicación.   
 Así,  se nota la gran importancia técnica-jurídica que puedan tener 
los informes de las distintas comisiones parlamentarias, y que sirve, sin 
duda, para facilitar al Parlamento la tarea de la aprobación de la futura 
ley a la luz de las informaciones que puedan contenerse en estos 
informes. 
 3. Fase de Pleno: el debate en esta fase podría dividirse en dos 
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partes: una más técnica de discusión del articulado, y la segunda de 
matiz político, donde cada Grupo Parlamentario establecería una 
valoración general del texto. Pues, en esta fase se abrirá el turno de 
mantenimiento de enmiendas y votos particulares para el Pleno respecto 
de aquéllas no incorporadas al proyecto.265 
 En resumen, los informes asumen la función de facilitar al 
Parlamento su misión de discutir y finalmente aprobar el proyecto en 
tramitación, a la luz de las informaciones técnicas-jurídicas sometidos 
por agentes especialistas, con el objeto que ayuda a conseguir una mejor 
legislación dotada de más claridad. 
 1.2.- La creación de órganos legislativos 
 En algunos sistemas legislativos se acude a establecer una 
comisión con la facultad de realizar estudios y presentar informes, así 
como elaborar los proyectos de ley para someterlos al órgano o al poder 
encargado de la aprobación de la norma o ley en tramitación. Esta 
comisión suele estar formada por letrados, juristas y expertos 
especialistas en la redacción de las leyes para garantizar la mejor calidad 
posible de la futura ley y por consiguiente, la calidad del conjunto del 
ordenamiento jurídico. 
 Los ejemplos más claros de este instrumento se encuentran en el 
sistema anglosajón, por ejemplo, en Gran Bretaña se establecieron varios 
órganos a los que se les atribuyeron amplias facultades para elaborar los 
proyectos de ley a fin de mejorar la calidad de las leyes. Así, se 
estableció el "Office of Parliamentary Counsel" creado en 1869 que tenía 
como función la elaboración "técnica", a iniciativa del gobierno o de los 
ministros interesados, de proyectos de ley para su presentación en las 
Cámaras. También, la creaciónde dos “Law Commissions"  por el Act (es 
decir,  reglamento) 1965.266 
 A nuestro entender, este instrumento es de gran importancia no 
																																								 																				
265Prats Catala, Joan, op. cit. P. 203. 
266  Prats Catala, Joan, op. cit. P. 203.       
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sólo por la tarea de redacción de las normas en su sentido formal, sino 
también para mantener la coherencia en el conjunto del ordenamiento 
jurídico; ya que el redactor es especialista y sabe bien lo que ha sido 
elaborado o aprobado, para tenerlas en cuenta cuando surja la necesidad 
de elaborar nuevas leyes.   
 1.3.-Las exposiciones de motivos   
 La exposición de motivos que debe acompañar a cada proyecto de 
ley según el artículo 88 de la Constitución Española, también, se 
considera un instrumento útil  para la consecución de la mejor técnica 
legislativa porque asume unas funciones importantes como, por ejemplo, 
obliga a que la iniciativa legislativa muestre su justificación. Dicho   
texto introductorio representa el articulado de la ley y destaca las 
razones por las cuales, el legislador interviene por ley para resolver la 
situación existente. Además, la exposición de motivos dotaría al 
ordenamiento jurídico de continuidad, conectando así el pasado con el 
futuro, explicando la situación existente y destacando los fines a 
conseguir por la ley. Por tanto, asume la exposición de motivos una 
función educativa, tanto para los funcionarios que apliquen la ley como 
para los sujetos afectados por la ley. Este supuesto refuerza la 
aceptación de la ley por los ciudadanos y facilita su integración estable 
en el ordenamiento jurídico que, a su vez, aumenta la seguridad jurídica. 
Así, la exposición de motivos cuenta como un instrumento útil  para 
conseguir los objetivos perseguidos por la técnica legislativa.267 
 
 2. Consideraciones generales sobre las directrices de la técnica 
legislativa (las directrices de primera, segunda y tercera generación):  
  
 Para conseguir dichos objetivos la técnica legislativa acude a las 
llamadas directrices, que funcionan como instrumentos útiles para llevar 
																																								 																				
267 Véase mayor información sobre la exposición de motivos, Tajadura Tejada, Javier, “Exposiciones de 
motivos y preámbulo", Revista de las cortes Generales, núm. 44, 1998. Pp. 141-153. 
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a cabo la mejora en la calidad de las leyes. 
 Antes de profundizar en el tema, es conveniente aludir a la 
clasificación establecida por Schäffer,268 en la que distingue entre 
directrices de primera, segunda y tercera generación en aplicación de un 
criterio evolutivo.  
 1. Las directrices de primera generación, fueron las primeras que 
se conocieron y tienen por objeto principal la estructura formal de la 
Ley. Así, éstas tratan sobre la formulación del título, del preámbulo, de 
la cláusula de promulgación, la parte final,  las reglas de citas, la división 
de la Ley en libros, Títulos, Capítulos, Secciones, Artículos, Párrafos, 
etc. Este tipo de directrices es una recopilación de las experiencias 
prácticas del funcionario ministerial y pertenecen a estas, por ejemplo, 
las directrices austriacas de 1970, y las suizas de 1976. Estas directrices 
deben ser redactadas en un estilo imperativo que obliga el funcionario a 
cumplirlas estrictamente. 
 2. Las directrices de segunda generación, tienen por objeto 
indicaciones conceptuales, por ejemplo, tratan sobre la formulación de 
una parte general como las definiciones legales, las remisiones, las 
cláusulas generales, los conceptos jurídicos indeterminados, etc. 
Pertenecen a este tipo las directrices de Baden-Württemberg de 1977. En 
su caso, estas directrices no tratan solamente de aspectos formales, sino 
también del uso de instrumentos técnicos desarrollados con el transcurso 
de los años, que se hallan a disposición del legislador constituyendo sus 
herramientas jurídicas.269 
 3. Las directrices de la tercera generación, son según Kinderman, 
las Checklisten .  Pero, según Miguel Martin Casals, las Checklisten  no 
constituyen una fase de la evolución de las directrices, ya que son un 
instrumento suficientemente diferenciado como para ser englobadas en 
																																								 																				
268Martín Casals, Miguel, “Técnica legislativa: Las Directrices", en VV. AA: Técnica las   Comunidades 
Autónomas, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990. op. cit. Pp. 113-114. 
269 Martín Casals, Miguel, “Técnica legislativa: Las Directrices", en VV. AA: Técnica  normativa de las 
Comunidades Autónomas, op. cit. Pp. 113-114. 
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una categoría autónoma. Por ello, según Casals, las directrices de la 
tercera generación estarían compuestas por aquellas que amplían la 
perspectiva tradicional de la técnica legislativa. Las cuales pueden 
caracterizarse por las notas siguientes: 
 a) Refuerzan la atención dada al lenguaje legal que, anteriormente, 
había sido muy escasa. 
 b) Incluyen reglas sobre el procedimiento legislativo interno, es 
decir,  sobre la metódica de la legislación. En este aspecto, 
ocasionalmente, incorporan una Checklisten  para comprobar la 
observación de los criterios establecidos en las directrices. 
 c) Se intenta que se tengan en cuenta los conocimientos 
proporcionados por las ciencias sociales relativos al contenido de la 
regulación y a la preparación de la decisión legislativa (investigaciones 
sobre la aceptación de las normas, evaluación, implementación, costes, 
etc.).270 
 De todas formas, en este epígrafe, trataremos los siguientes 
aspectos: la definición de las directrices, su objeto, a quién están 
dirigidas, su clasificación y quién las dicta.   
 2.1.-Definición y objeto de las directrices  
 Varios escritores definieron las directrices usando términos 
distintos, aunque contienen por su parte el mismo significado. Así, según 
Pablo Salvador Coderch ".. . .  las Directrices se construyen como un texto 
articulado, como un conjunto de reglas sistematizadas por temas. Son 
reglas, pero, normalmente, no son reglas jurídicas. Su objeto  es la 
configuración formal de los borradores de los proyectos de ley y de otras 
disposiciones normativas. DichasDirectrices están dirigidas,  
normalmente, a los redactores de los textos normativos, es decir,  a los 
funcionarios gubernamentales, y, eventualmente, a aquellos que 
																																								 																				
270 Salvador Coderch, Pablo, “Introducción", en VV. AA: La forma de las leyes, Bosch, Barcelona, 1ª. 
Ed. 1986, op. cit. Pp 9-27. 
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intervienen en el destino ulterior de los textos”.271Por lo tanto son 
“recomendaciones sobre todo de carácter técnico, formal y conceptual.  
No prescriben contenidos de las normas, sino que más bien se ocupan de 
cuestiones tales como estructura, sistemática, lenguaje legal y muchas 
veces están destinadas a favorecer el tratamiento informático del 
contenido de los textos”.272 
 Empleando unos términos semejantes, las directrices de la técnica 
legislativa son definidas por José Manuel Aspas Aspas como modelos de 
reglas establecidos para determinar la forma en que deben redactarse las 
normas jurídicas en su aspecto técnico. Por esto motivo, no son normas 
jurídicas a pesar de que siguen siendo reglas dirigidas a la correcta 
elaboración de "pre-textos" legislativos. Estas directrices están dirigidas  
a quienes intervienen en la fase de elaboración de las leyes en su fase 
administrativa y parlamentaria, actuando de este modo como sugerencias 
de un manual de estilo o redacción. Y tienen como objeto la consecución 
de una producción de normativa dotada de un contenido ordenado, 
homogéneo y lógico.273 
 También, para Joan Prats Catalá, siguiendo la definición aportada 
por Pablo Salvador Coderch, las directrices son un conjunto de 
cuestiones ordenadas por temas, no tienen normalmente, el carácter de 
reglas jurídicas, sino sonmeras recomendaciones.274 
 Este planteamiento es compartido por Carles Viver i  Pi-Sunyer 
quién define las directrices como "conjunto de regles sencilles, 
sistematizades per temes, normalment redactadas de manera imperativa, 
																																								 																				
271 Ibidem, Pp 9-27. 
272 Gomez Orfanel, German, “Significado y alcance de la técnica legislativa", en VV. AA: Técnica 
legislativa de las Comunidades Autónomicas, comunidad de Madrid, Madrid, 1991, op. cit. P. 14. 
273 Aspas Aspas, José Manuel, “Calidad normativa de las leyes aragomesas: Aspectos formales de técnica 
legislativa" en, Revista Aragonesa de Administración Pública, núm, 2, 1993, op. cit. Pp.211-269. 
274  Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos en América Latina, op. cit. P. 179. También, 
Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en Revista Vascade Administración 
Pública, núm.  24 ,1989,  op. cit. Pp. 224-260. Y, Ibídem, Gomez Orfanel, German, "Significado y 
alcance de la técnica legislativa”, op. cit. P.110.  
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dirigides als encarregats de redactar les disposicions jurídiques; se`ls 
hi fan recomanacions -o se'ls hi donen ordres si són elaborades pels 
poders públics i  tenen carácter vinculant.".275 
 También, como señala el profesor Fernando Sainz Moreno, estas 
directrices son reglas obtenidas de diversos preceptos de la doctrina y de 
la jurisprudencia, y tienen un carácter más orientativo que preceptivo y 
por ello se formulan como directrices, para conseguir la ineludible 
coherencia material y estructural para que exista un ordenamiento 
jurídico.276 
 Por su parte, el profesor Luis Martin Rebollo, considera las 
directrices como "filtros técnicos que prevén el coste de la norma, su 
viabilidad, su necesidad y sus repercusiones, y, después, que apunten a 
sus aspectos formales y de fondo estructura, coherencia, 
homogeneización, lenguaje, etc."277 
 Y finalmente, para Miguel Martin Casals, "las directrices 
constituyen un conjunto de reglas sobre la elaboración de textos 
legislativos (en sentido amplio), que están sistematizadas por temas, y se 
dirigen a los encargados de la redacción de dichos textos. Su contenido 
principal (aunque no exclusivo) es de cuestiones de técnica 
legislativa."278 
 El objeto  de las directrices, que los escritores suelen subrayar, se 
adopta claramente en el Acuerdo del Consejo de Ministros publicado en 
el Boletín Oficial del Estado de 18 de noviembre de 1991, por el que se 
aprueban las directrices sobre la forma y estructura de los anteproyectos 
de ley. Según el preámbulo de dicho acuerdo, mediante estas directrices 
																																								 																				
275 Viver i Pi-Sunyer, Carles, “Técnica Legislativa: Estat de la qüestió i balanç (provisional) d'una 
década", Revista Catalana de Dret Públic, núm. 21, 1996, op. cit. Pp. 15-30.  
276 Sainz Moreno, Fernardo, “Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", en VV. AA: 
Técnica legislativa a debate, op. cit.pp. 19-47. 
277 Martín Rebollo, Luis, "La técnica legislativa: Reflexiones discretas sobre el método y el procedimiento", 
en VV. AA: La técnica legislativa a debate, Tecnos, Madrid, 1994, op. cit. Pp. 73-82. 
278  Gomez Orfanel, German, “Significado y alcance de la técnica legislativa", op. cit. P.107.  
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" se trata de dotar a las leyes de claridad y precisión, rigor y exactitud, 
coherencia y armonía, en la consideración de que ello redunda 
directamente en la efectividad de la seguridad jurídica proclamada en la 
Constitución.279 
2.2.-Clasificación y proposición de las directrices  
 A continuación, señalamos diversos modelos de clasificación de 
las directrices  siguiendo criterios distintos: 
 2.2.1.-Las directrices según su forma exterior 
 Se clasifican como directrices autónomas o independientes ydirectrices 
incorporadas. Las directrices autónomas son aquellas que configuran un texto independiente 
y cerrado, que tiene por objeto primordial cuestiones de técnica legislativa. Estas directrices, 
como señala Miguel Casals, deben preferirse, como regla general, ya que en ellas es mucho 
más fácil concentrarse en las necesidades prácticas de la técnica legislativa. En la 
actualidad, la mayoría de las directrices son autónomas. A su vez, las directrices 
incorporadas son aquellas que se hallan dentro de un mismo texto junto a normas de otro 
tipo. Su ejemplo clásico son las directrices que se encuentran dentro de laGemeinsame 
Geschäftsordnung der Bundesministerien (GGO II) alemana. Estas directrices, a diferencia 
de las primeras, se encuentran a menudo con que su estructura y formulación se hallan 
dominadas por el texto más amplio al que deben incorporarse y adaptarse.280 
 2.2.2.-Las directrices acompañadas de ejemplos o sin ellos 
 A este respecto, algunas directrices renuncian a dar ejemplos, 
mientras que otras intentan conseguir su fin mediante las mismas. Las 
directrices con ejemplos que se encuentran claramente en la tradición de 
Austria, que a menudo ofrecen un ejemplo negativo y otro positivo.  
 2.2.3.-Directrices redactadas en forma imperativa o en forma de 
recomendación.  
 La mayoría de las directrices de técnica legislativa se redactan en 
																																								 																				
279 Sataolalla López, Fernando, “Nota acerca de las directrices sobre la forma y estructura de los 
anteproyectos de ley", en Revista de las Cortes Generales, núm. 26,1992, Pp. 155-196. 
280 Martín Casals, Miguel, “Técnica normativa: Las directrices", en VV.AA.: Técnica de las 
Comunidades Autónomas”,Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990. Pp. 105, 111 y 112. 
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forma imperativa, de un modo parecido a como se redactaría una norma 
jurídica. Sin embargo, algunas directrices se redactan en forma de 
reflexión o de simple recomendación.281 
 2.2.4.-Las directrices según el papel que asumen en el 
procedimiento para la elaboración de las normas jurídicas: constructivas 
y materiales        
 2.2.4.1.-Directrices constructivas:  
 Es preferible denominar este tipo de directrices con el citado nombre porque 
engloba todas las cuestiones que no son relativas al contenido de las normas, por lo que con 
este tipo de directrices se hace referencia a las que abordan las cuestiones o problemas 
formales, construcción conceptual, estructura,sistemática y parcelación del texto legal y 
lenguaje del producto legislativo. Dichas directrices no prescriben acerca del contenido de 
las normas a elaborar. Este tipo representa la caracterización originaria de la mayor parte de 
las directrices legislativas en países como Alemania Federal, Austria e Italia, tanto a nivel 
de Estado federal como de Estados federados o cantones (o, regiones como en el caso 
italiano).282 
En este sentido, la Unión Europea dictó una serie de directrices para 
mejorar sus legislaciones aplicables en los estados miembros.283 
																																								 																				
281   Martín Casals, Miguel, op. cit. Pp. 111- 112.   
282  Salvador Coderch, Pablo, “Introducción", en VV. AA: La forma de las leyes, op. cit. Pp. 9-27. Y, 
también, Prats Catalá, Joan, La Reforma de los Legislativos en América Latina, ...op. cit. Pp. 180. 
283 Con el fin de que la legislación comunitaria sea mejor comprendida y se aplique correctamente, 
resulta esencial velar por la calidad de su redacción. En efecto, para que los ciudadanos y los agentes 
económicos puedan conocer sus derechos y obligaciones, los órganos jurisdiccionales garantizar su 
observancia y los Estados miembros llevar a cabo, cuando sea necesario, una incorporación de las 
normas comunitarias al ordenamiento jurídico interno, correcta y respetuosa de los plazos 
correspondientes, la legislación comunitaria debe formularse de manera clara, coherente y con 
arreglo a principios uniformes de presentación y de técnica legislativa. 
 Tras el Consejo Europeo de Edimburgo (1992), se reconoció al más alto nivel político la necesidad 
de legislar mejor, es decir, con textos más claros y más sencillos, que respeten los principios 
legislativos elementales. El Consejo y la Comisión adoptaron algunas medidas para responder a esta 
preocupación, la cual quedó reafirmada por la Declaración n° 39 relativa a la calidad de la redacción 
de la legislación comunitaria, aneja al Acta final del Tratado de Amsterdam. Como consecuencia de 
esta declaración, las tres instituciones que participan en el procedimiento de adopción de los actos 
comunitarios, el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión, aprobaron el Acuerdo 
interinstitucional, de 22 de diciembre de 1998, relativo a las directrices comunes sobre la calidad de 
la redacción de la legislación comunitaria. 
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 En esta clasificación encontramos las siguientes directrices 
constructivas: 
1.  El lenguaje legal. 
2.  La estructura del texto jurídico.  
3. La estructura del texto legal (las partes del texto legal). 
4. La parcelación formal del texto legal. 
5.       Las directrices de remisiones y las citas. 
6. La promulgación y publicación de las legislaciones. 
1.   El Lenguaje Legal (ﺔﯿﻧﻮﻧﺎﻘﻟا ﺔﻐﻠﻟا):  
 Uno de los objetivos de la técnica legislativa, es la claridad de las 
normas consideradas en sí mismas, por ello, y para conseguir este 
objetivo, los redactores de las normas deben acudir al uso de un lenguaje 
caracterizado por la  máxima claridad posible, teniendo en cuenta que 
dichas normas a elaborar están dirigidas no sólo a los operadores 
																																								 																																							 																																							 																																							 																	
 La presente Guía, elaborada por los tres Servicios Jurídicos de onformidad con el mencionado 
Acuerdo, tiene por objeto desarrollar el contenido y precisar las consecuencias de estas directrices, 
comentándolas una por una e ilustrándolas con ejemplos. Ha sido concebida como un instrumento 
para todas las personas que contribuyen a la redacción de los actos comunitarios más frecuentes. 
Debería, además, servir de inspiración para todo acto de las instituciones, tanto en el marco de los 
Tratados comunitarios como en el de los títulos del Tratado de la Unión Europea relativos a la 
política exterior y de seguridad común y a la cooperación policial y judicial en materia penal. 
 El uso de la Guía práctica común podrá combinarse provechosamente con el de otros instrumentos 
más específicos, como el Formulario de los actos del Consejo, las Normas de técnica legislativa de 
la Comisión, el Libro de estilo interinstitucional publicado por la Oficina de Publicaciones Oficiales 
de las Comunidades Europeas o los modelos de LegisWrite. Además, siempre será preferible, y a 
menudo indispensable, consultar las disposiciones pertinentes de los Tratados y de los grandes actos 
básicos que regulan una materia. 
 Se insta a los servicios de las tres instituciones a utilizar la Guía y a enriquecerla con sus 
comentarios. Éstos podrán dirigirse en cualquier momento al Grupo interinstitucional de calidad de 
la redacción, que se encargará de su actualización permanente. 
 Los tres Servicios Jurídicos esperan que esta Guía sirva de herramienta a todos aquellos que, por 
cualquier motivo, participen en la tarea de elaborar actos normativos en las instituciones. Así pues, todos 
podrán participan en la tarea de presentar al ciudadano europeo textos legislativos en los que figuren 
claramente los objetivos de la Unión Europea y los medios a los que recurre para alcanzarlos. 
 Por el Servicio Jurídico del Parlamento Europeo G. GARZÓN CLARIANA Jurisconsulto 
 Por el Servicio Jurídico del Consejo J.C. PIRIS Jurisconsulto 
 Por el Servicio Jurídico de la Comisión  J.L. DEWOST Director General 
 Bruselas, 16 de marzo de 2000 
 (1)  Consejo: Resolución de 8 de junio de 1993 relativa a la calidad de la redacción de la legislación 
comunitaria (DO C 166 de 17.6.1993, p. 1).  
 Comisión: Directrices para la política legislativa, documento SEC (1995) 2 255/7 de 18.1.1996.  
(2) Acuerdo interinstitucional, de 22 de diciembre de 1998, relativo a las directrices comunes sobre 
la calidad de la redacción de la legislación comunitaria (DO C 73 de 17.3.1999, p. 1).  
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jurídicos, sino también a los ciudadanos ordinarios.284 Por consiguiente, 
debe utilizar el lenguaje jurídico más próximo al lenguaje ordinario, pero 
también ha de tratarse de un lenguaje que goce de claridad semántica útil  
para redactar normas jurídicas.285 
En su discurso sobre la crisis teórica, transiciones constitucionales, Asensi 
Sabater, José,286 ha destacado la importancia del lenguaje jurídico en cuanto redactar 
las normas jurídicas, y ha advertido de la crisis producida porla lógica cultural del 
capitalismo presentada, entre más facetas, en la separación entre el lenguaje utilizado en 
los textos jurídicos y el lenguaje de la sociedad; el hecho que afecta las normas jurídicas 
que llegan a ser redactadas con lejguaje oscura o muerta no refleja ni la cultura de la 
sociedad ni su lengua. Por tanto, no resultan comprensibles por los ciudadanos. En las 
palabras de Asensi Sabater:“… en cuanto su importancia, la crisis de normatividad 
refleja un desquiciamiento del lenguaje fruto de la lógica cultural del capitalismo 
maduro, que ha abolido la causi- autonomía de la esfera cultural hasta el punto de 
someterla a sus dictados. Si para J. Habermas la “acción comunicativa” era posible 
únicamente en una comunidad homogénea, en la fase actual de apropiación cultural la 
acción comunicativa se fragmenta en diferentes niveles de sentido, en las redes 
envolventes del capital trasnacional.  … en cierto sentido, el discurso constitucional 
habla una lengua muerta, una lengua de simulacros, carente de distancia crítica, “Se 
tiene la oscura sospecha- decía F. Jameson- de que no solamente las formas 
constitucionales, puntuales y locales, o de resistencia cultural, sino incluso las 
intervenciones abiertamente políticas se encuentran secretamente desarmadas y son 
permanentemente reabsorbidas por un sistema del cual ellas pueden considerarse como 
parte”. El impacto de la Gran Recesión, con sus consecuencias sociales y políticas, 
abona este punto de vista escrito hace veinticinco años.”  
Así, el mensaje que transmite el legislador, contenido en el producto legislativo a 
																																								 																				
284  Meehan, José Héctor, Teoría y técnica legislativa, ed ic iones  Depalma,  Buenos  Aires ,  
 1976.  Pp. 85-86. Vease también, Iturralde Sesma, Victoria, “Cuestiones de técnica 
 legislativa", en  Revista Vasca de Administración Pública,  núm.  24 ,1989,  op. cit. Pp.224-
 260.  
285 Prieto de Pedro, Jesús, Lenguas, lenguaje y derecho, Civitas, Madrid, 1991. Pp.144-145. 
286 Asensi Sabater, José, “Crisis teórica, transiciones constitucionales”, Revista Derecho del  Estado, 




través del redactor del texto legal debe ser claro, sencillo, sin complicaciones 
innecesarias ni ambigüedades, a fin de facilitar su comprensión por parte de los sujetos 
de la ley. Esto es donde bajo el prisma del Estado contemporáneo, el derecho escrito 
intenta acercarse a la cientificidad de la legislación, así como a la búsqueda óptima de la 
producción de leyes, entendiendo el cultivo de la técnica legislativa como una parte de 
la metodología jurídica. En este orden de ideas cabe apuntar el siguiente esquema 
metodológico que propone la técnica legislativa respecto al lenguaje legal:287 
 1.  Racionalidad lingüística: 
La claridad puede entenderse desde dos ángulos, el emisor y el receptor. En este 
caso el receptor es a quien se dirige el mensaje (es decir los sujetos del mismo: los 
ciudadanos y los aplicadores de ley); teniendo en cuenta la variedad de estos receptores 
y su distinto nivel de inteligencia y preparación, el emisor (en nuestro caso el redactor) 
debe acercarse a ellos con su mensaje jurídico formándolo de tal manera para que sea 
comprensible lo máximo posible. Dicha comprensión, sin duda, es algo proporcional 
según el número de sujetos al que va dirigido el mensaje; cuando el número de los 
sujetos es amplio, se varía la relatividad de considerar el mensaje suficientemente claro 
o no, ya que no es lo mismo poder entender el contenido de una norma para un 
especialista como para un ciudadano normal. De ahí que se presenta la importancia del 
lenguaje legal como instrumento de redactar la voluntad del legislador con claridad. Por 
consiguiente, cabe, aquí, señalar varias condiciones a cumplir por el lenguaje legal: 
 a) Una condición subjetiva a la realidad de que los destinatarios de las normas 
jurídicas, son tanto los ciudadanos ordinarios como los operadores jurídicos 
(administración, jueces y tribunales, abogados, funcionarios...). Por ello, y, tomando en 
cuenta el aspecto subjetivo de dichos destinatarios, es necesario que los autores de las 
normas elijan el lenguaje jurídico que sea el más próximo al lenguaje ordinario. Aunque 
esta condición no impide la utilización de "terminología técnica" en el texto legislativo, 
ya que esta terminología es necesaria, aunque condicionada mediante el uso de términos 
o vocablos de la ciencia del derecho como del lenguaje común, pero con significado 
																																								 																				
287Pedroza De La Llave, Susana Thalía, y Jesus Javier Cruz Velázquez, “introducción a la Técnica 
Legislativa En México”, en, Elementos de Técnica Legislativa, Coordinadores, México, 2000. P. 20, 
también, veáse: 
 Pendas García, Benigno, “Función de los parlamentos en materia de técnica legislativa”, 




especial en el ámbito jurídico, lo cual otorga mayor precisión al contenido del texto 
legislativo, que implica consecuentemente su claridad normativa. Lo dicho resulta 
acorde con los preceptos constitucionales, que dictan que todos los ciudadanos están 
sujetos al ordenamiento jurídico (artículo 9.1CE), y que la ignorancia de las leyes no 
excusa de su cumplimiento (artículo 6.1 Cc). 288 
 b) Una condición objetiva relativa a la claridad semántica del lenguaje utilizada 
en la redacción de las normas jurídicas:     
 Esta segunda condición actúa como un factor complementario a la primera (la 
condición subjetiva), destacando lo relativo al uso del lenguaje más próximo al lenguaje 
ordinario en el ámbito de la redacción de las normas jurídicas, que se manifiesta sólo a 
través de lenguaje, que vive de una pretensión de inteligibilidad.289 
De acuerdo con el profesor Jesus Prieto de Pedro, mantener este lenguaje 
constituye una cláusula tanto del Estado democrático como del Estado de Cultura, así 
como del principio de la seguridad jurídica: en primer lugar, como la ley en el Estado 
democrático, es expresión de la voluntad popular resulta por pura lógica admitir que ha 
de estar expresada en la forma más inteligible para todos. Pero, aunque hay que tomar 
en cuenta que esta inteligibilidad exigida en el Estado democrático, ello no significa no 
poder exigirla en el caso del Estado autoritario, que también aspira a que el derecho 
emanado de él sea bien comprendido por los ciudadanos, a fin de poderles exigir su 
cumplimiento en sus propios términos, aunque sean ilegítimos e injustos. La diferencia 
entre las dos situaciones, es que en el caso del Estado autoritario se puede romper a 
favor de su capricho con la inteligibilidad de las normas jurídicas, a través de la 
redacción de textos legales en un lenguaje oscuro, mientras que en el caso de un Estado 
democrático no puede en absoluto, ni deliberadamente ni por mera desidia, ocurrir tal 
acción. En segundo lugar, ha de tenerse en cuenta que el principio de la seguridad 
jurídica, también redunda en la claridad del texto legislativo, es decir, su certeza del 
texto que significa su precisión que, en su caso significa la claridad técnica de las 
normas jurídicas expresadas de manera inteligible por todos los ciudadanos y los juristas 
																																								 																				
288 Meehan, José Héctor, Teoría y técnica legislativa, Depalma, Buenos Aires, 1976. Pp. 85-86. Véase, 
también en este sentido, Ibídem, Iturralde Sesma, Victoria "Cuestiones de técnica legislativa”, op. 
cit. P. 226. 
289 Prieto de Pedro, Jesus, Lenguas, lenguaje y derecho, ...op. cit. Pp.144-145. 
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a fin de hacerlas aceptables, aplicables y en consecuencia convertirlas en reglas 
seguras.290 
Ahora bien, hay que tomar en cuenta unas preocupaciones en este terreno que 
delimiten las características que debe cumplir el lenguaje legal para que sea claro. Esta 
claridad depende de aspectos estilísticos, ortográficos y léxico semántico: 
 A. Los aspectos estilísticos 
 1. Deben utilizarse conceptos y vocabulario unívocos: la seguridad jurídica 
impone utilizar conceptos unívocos y eliminar su ambigüedad en lo posible. Como 
señala Fernando Moreno, el error del derecho sólo tiene aquellos defectos que la norma 
determina. Por ello, es necesario evitar que el lenguaje induzca a error. A este fin, la 
técnica de definiciones legales y de las remisiones a conceptos ya definidos en otras 
normas, altera el significado de los términos en el lenguaje ordinario, pero al mismo 
tiempo, aumenta la seguridad jurídica si se mantiene en todas las normas el mismo 
significado para el mismo término. Al respecto, las sentencias 71/1982, 76/1990 y 
150/1991 del Tribunal Constitucional afirman que la utilización de conceptos jurídicos 
indeterminados no lesiona la seguridad jurídica siempre que sean determinables. 291 
 También, en el caso de utilizar vocabulario unívoco en el texto legislativo, es 
importante cuidar que los términos utilizados tengan en el texto legislativo un sentido 
unívoco, cuando sean esenciales para comprender lo que por este se quiere expresar. 
Pero cuando lo unívoco no fuera una cualidad intrínseca de las palabras usadas, deberá 
derivarse claramente del "contexto" en el cual se incluyen o, en su defecto, de una 
previsión "explicativa". Se considera, pues, que la inclusión en los textos legislativos de 
definiciones que expliciten los conceptos que se quiere expresar por términos equívocos 
o analógicos, no sólo son inobjetables, sino que imprescindibles.292 
 2. Utilizar en la formulación de las normas los vocabularios, términos o palabras 
que son del propio idioma nacional, es decir, que no sean de otras lenguas, no es 
																																								 																				
290  Prieto de Pedro, Jesus, Lenguas, lenguaje y derecho, ...op. cit. Pp.144- 148. 
291 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, op. cit.P.43, y, también en este sentido sobre el uso del lenguaje común, 
Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca de Administración 
Pública,  núm.  24 ,1989,  op. cit. P. 226. 
292  Meehan, José Héctor, Teoría y técnica legislativa, Depalma, Buenos Aires, 1976, P. 87. 
José Héctor Meehan, Teoría y técnica legislativa, Depalma, o, p, cit, pp. 84-85.  
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admisible, aun cuando no existieren términos con igual significación en el idioma 
nacional, dado que la técnica legislativa tiene tambiénuna función educativa que debe 
llenar, buscando el término más adecuado para expresar aquella significación. También, 
debe evitarse la utilización de neologismos o utilizar de modo innecesario, si puede 
implicar una irregularidad en el texto legislativo, todo precepto que deba aspirar a la 
máxima comprensibilidad. 293 
 Al respecto, y en el caso de la redacción de textos bilingües (en dos lenguas 
oficiales) será necesario evitar las interpretaciones dudosas; así, la traducción de los 
términos debe tener en cuenta su valor jurídico en cada lengua. Según la STC 83/1986 y 
STC 123/1988, la seguridad jurídica justifica que se aprueben reglas sobre la 
interpretación de los textos bilingües, aunque la competencia para dictarlas 
corresponderá al Estado. 294 
 De todas formas, el estilo del lenguaje jurídico tiene que ser suficiente claro y 
preciso para conseguir la comprensibilidad de las normas por los ciudadanos y, por lo 
tanto, lograr la aceptación de las leyes por su parte; es decir, las leyes por ser redactadas 
en un lenguaje claro y preciso serán, así, comprensibles y lograrán la aceptación por 
parte de los ciudadanos significando el cumplimiento de los preceptos incluidos en las 
normas y, por consiguiente, dando certeza y efectividad del principio de seguridad 
jurídica. 295 
 En este sentido no debe recurrirse al uso de sinónimos cuando se trate de 
términos o palabras que expresen conceptos fundamentales, pues ellos pueden no ser 
interpretados estrictamente como tales, sino como vocablos con significación en mayor 
o menor grado diferente, afectando negativamente la claridad del texto legislativo. Por 
el otro lado, aunque los usos de interpretaciones lexicológicas en el texto legal atenten 
contra su claridad y su valor literario, constituirán una exigencia impuesta por la 
particular naturaleza de su contenido.296 
 B.  Los aspectos ortográficos: 
																																								 																				
293 Ibidem, Pp. 84-85.  
294 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", op. cit. P. 44. 
295 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P. 182. 
296 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos, op. cit. P. 182. 
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Estos son el uso de mayúsculas, las abreviaturas, las siglas, el guión, el 
paréntesis, las comillas, la integración de palabras pertenecientes a otras lenguas, la 
escritura de cantidades y los signos de puntuación. El empleo de las mayúsculas está 
justificado cuando se emplee en nombres propios, denominaciones orgánicas o de 
instituciones superiores (Congreso General) o términos anfibológicos y que están 
llamados a un simbolismo integrador (Estado) y a la numeración romana. 
Las abreviaturas no son aconsejables en los textos legales, excepto cuando se 
trate de siglas, puesto que éstas alivian el estilo pesado de escritos que han de reproducir 
una locución extensa (por ejemplo, denominación orgánica, el título de una ley). Debido 
a que significan una expresión seca, mecánica y obscura, su empleo se justifica si se 
usan con frecuencia. Antes de usarse por vez primera ha de explicarse por medio de la 
locución completa a que corresponde la sigla, entre paréntesis, comas, con la expresión 
“en adelante” y sin el punto indicador de la abreviatura, a continuación de cada una de 
las letras que la conforma. 
 Los paréntesis se pueden usar para introducir un dato breve. El guión debe usarse 
para separar los que formen palabras compuestos, excepto cuando se trate de gentilicios de 
los pueblos o territorios que formen una entidad geográfica en las que se han fundido los 
caracteres de ambos pueblos; por ejemplo, hispanoamericano, checoslovaco. Cuando no 
hay fusión, sino oposición o contraste entre los elementos componentes, se unirán con 
guión: franco-prusiano, germano-soviético. Las comillas se ocupan exclusivamente para las 
voces de otras lenguas reproducidas en su grafía original. Las palabras pertenecientes a 
otras lenguas vivas, se han de traducir al idioma nacional. 
La escritura de cantidades ha de hacerse en letras y no en números, salvo que se trate de 
las leyes de ingresos o presupuestos de ingresos. La coma es el signo a través del que 
respira la frase.297 
C.  El requisito de sintaxis: 
Las reglas gramaticales sobre sintaxis o fraseología configuran un requisito a 
cumplir, estrictamente, aunque esto pudiere afectar negativamente a su brillo literario. 
Por consiguiente, la utilización de una puntuación incorrecta, el trocamiento de vocales 
																																								 																				
297Pedroza De La Llave Susana Thalía, y, Jesus Javier Cruz Velázquez, “introducción a la Técnica 
Legislativa En México”, en Eleementos de Técnica Legislativa, México, 2000, op. cit.  Pp. 30-31. 
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y la inclusión de frases sibilantes atentan contra la claridad y comprensibilidad quese 
logra por el uso de las reglas antedichas.298 
 Por ejemplo, la mala colocación de una coma puede llevar a realizar distintas 
interpretaciones del precepto en cuestión, y consiguientemente ser causa de numerosos 
conflictos judiciales. 
 Por el otro lado, la utilización abusiva de frases excesivamente largas, 
redundantes y de grandes e interminables párrafos no facilita la lectura de las normas o 
leyes al ciudadano e impide su comprensión. Para Prieto de Pedro, las reglas de la 
economía, la seguridad y la funcionaria comunicativa deberían presidir el lenguaje 
legislativo, caracterizado a su vez, por el uso de un léxico específico pero común, y que 
tienda a la precisión." 299 
A pesar de estas limitaciones, tampoco es correcto tratar de fraccionar tanto las 
frases para que sean cortas; es decir, no ir al extremo. Por lo que es necesario entender 
la brevedad de la frase, así como la organización lógica del pensamiento, con objeto de 
ordenar y separar las ideas. En el uso de las palabras debemos preferir el sinónimo más 
breve, evitar los adverbios terminados con el sufijo mente, las locuciones prepositivas, 
adverbiales, y explicativas, pues no son convenientes para la brevedad de los 
enunciados. 
 Las construcciones gramaticales deben ir sin tecnicismos. El lenguaje legal no 
debe ser el nivel culto especializado de la lengua, sino el común, porque la función 
comunicativa ha de favorecer una sintaxis llana. 
En cuanto a los verbos debe hacerse uso de la voz activa, las formas personales, 
los verbos simples, el tiempo presente y el modo indicativo, que son las formas más 
naturales. Además, es necesario alejarse de la nominalización, las formas no personales 
del verbo (infinitivos, gerundios y participios), el futuro subjuntivo, la perífrasis o 
sustitución del verbo por una locución compleja formada por un verbo vacío y un 
sustantivo, y la voz pasiva.300 
																																								 																				
298  Meehan, José Héctor, Teoría y técnica legislativa, Depalma, Buenos Aires, 1976, Pp. 85-89. 
299 Prats Catala, Joan,  La reforma de los legislativos., op. cit. Pp. 182-183. 
300 Pedroza De La Llave. Susana Thalía, y Jesus Javier Cruz Velázquez, “introducción a la Técnica 
Legislativa En México”, op. cit., P. 29. 
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D. Los aspectos léxico semánticos: 
El uso del lenguaje común, como género y como especie, el léxico jurídico, los 
neologismos y tecnicismos no jurídicos, deben ser pugnados cuando menos por un 
equilibrio entre el léxico común y el léxico técnico. Del primero depende la riqueza del 
segundo,sin incurrir en la vulgaridad, debemos conectar el buen decir, llano y paladino, 
con el nivel común de la lengua. En tanto que el léxico jurídico encuentre su riqueza en 
un acervo de palabras, no debemos desprendernos del léxico jurídico ya arraigado, 
desechando totalmente el uso de sinónimos. 
 De todas formas, el resultado de la redacción del nuevo mensaje jurídico será 
justificado si:  
1.  No existe otra alternativa lingüística que pueda significar la misma 
idea. 
2. No haya capacidad para derivar otras palabras. 
3. Cuente con el respaldo social. 
No obstante, se puede emplear el léxico técnico de origen no jurídico, propios de 
terminologías y nomenclaturas especializadas, por lo que cuanto más especializado sea 
el contenido de la norma, más determinado y especializado será el círculo de 
destinatarios. 
El uso de definiciones puede despejar dudas sobre el significado de términos 
legales, sobre todo a la luz de terminologías de otras áreas del conocimiento como la 
meteorología, la zoología, la química, la ingeniería, entre otras. En esencia son útiles 
para dar transparencia al lenguaje legal. Asimismo, pueden servir en dos sentidos:301 
primero, al significado común se le determina para precisar, restringir o ampliar 
sentidos usuales y, segundo, abreviar y simplificar la ley, es decir, por razones prácticas 
se reducen expresiones mediante las definiciones de conceptos o términos que se 
emplearán de manera frecuente dentro de una ley. Sobre este punto, Coderech establece 
tres situaciones en las que no debe definirse, 302las cuales son las siguientes: 
																																								 																				
301Pedroza De La Llave, Susana Thalía, y , Jesus Javier Cruz Velázquez, “introducción a la Técnica 
Legislativa En México”, en Elementos de Técnica Legislativa,. Pp. 29-31. También, Menéndez 
Menéndez, Aurelio, “La calidad de las leyes y la reforma de la comisión general de codificación”, 
Anales, Madrid, Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, núm. 28, 1998, nota 10. Pp. 21-30. 
302 Ibídem, Menéndez Menéndez, Aurelio, op. cit., nota 10, P. 31. 
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1. No hay que definir lo obvio. 
2. No debemos construir definiciones banales o inútiles. 
3. No hay que definir una expresión que sólo se vaya a usar una vez. 
Normalmente, las definiciones se sitúan bien en la parte inicial o final de la ley 
como se suele hacer en los países del Common Law, o biense ubicanen la parte afectada 
de la ley.303 
 2. Racionalidad Jurídica:  
 La conveniencia de la totalidad de los términos del lenguaje legal, es decir, 
mantener una conveniencia entre los términos a utilizar para redactarse en el nuevo 
producto legislativo y entre los términos usados en otros productos legislativos ya 
vigentes, en otras palabras, que los nuevos actos legislativos utilicen términos que sean 
correspondientes con los usados correctamente en otros ya vigentes, especialmente si 
condicionan su legitimidad. Esta implicación de términos contribuirá a la claridad de 
los nuevos actos legislativos, aunque la inconveniencia entre los términos no se 
considere, en ningún caso, como fuente de invalidez del acto legislativo. 304 
 La técnica legislativa establece tres principios fundamentales, que deben estar 
presentes a la hora de redactar las normas: 
a) Se debe utilizar tanta precisión como sea necesaria. 
b) Se debe buscar tanta comprensibilidad como resulte posible. 
c) En todo caso, la primera regla prevalece sobre la segunda. 305 
 Como cuarto principio señala Prats Catalá que debería agregarse el principio de 
la economicidad, que debería presidirse y estar presente en todo el proceso de redacción 
del texto legal. 
 Para conseguir los tres principios mencionados, es necesarios obtenerlos a través 
de la redacción y posterior cumplimiento de una serie de directrices:  
																																								 																				
303 Pedroza De La Llave, Susana Thalía, y Jesus Javier Cruz Velázquez, “introducción a la Técnica 
Legislativa En México”,  o.p. cit, Pp. 43-50. 
304 Sainz Moreno, Fernardo, “Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate,Tecnos, Madrid, 1994, op. cit.P.43. 
305 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P. 183. 
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- La más conocida es la de Rudolf Flesh que señala "Talk about people in short sentence 
with many words. Here is an easy trick for killing three birds with one stone: use verbs. 
Let me repeat that: use verbs". 
- Uno de los formularios más extendidos, en el ámbito europeo, sobre este tema, es el 
realizado por un equipo dirigido por el alemán Walter Otto, que divide las reglas en 
requisitos de forma y de fondo. 
- Finalmente, en el ámbito norteamericano, existen las reglas elaboradas por George H. 
Hathway, a fin de conseguir un lenguaje sencillo en la redacción de las normas. Al 
respecto, señala Prats Catalá que "aunque referido al inglés, este esquema resulta 
fácilmente aplicable al castellano: 
 1. Un esquema o un sumario claro, bien ordenado y fácil de seguir. 
 2. Denominación apropiada de las partes del texto. 
 3. Frases razonablemente cortas. 
 4. Voz activa. 
 5. Forma positiva. 
 6. Ordenación sujeto-verbo-predicado. 
 7. Construcción paralela. 
 8. Términos concisos. 
 9. Términos sencillos. 
 10. Términos precisos.306 
 Las características del lenguaje legal (ﺔﯿﻧﻮﻧﺎﻘﻟاﺔﻐﻠﻟا) en las legislaciones 
palestinasson de gran semejanza a las características del lenguaje legal que acabamos de 
destacar. Este lenguajetiene que ser preciso claro y sencillo para que los sujetos de la 
legislación o sus operadores lo entiendan bien, a fin de poder cumplir los preceptos de la 
legislación. 307 Por ello, se puede afirmar la importancia del lenguaje como un 
instrumento para mejorar la redacción de las legislaciones en todos los idiomas, por 
consiguiente, y para no repetir lo que hemos explicado anteriormente destacamos 
algunas características que enfocan dicha importancia del lenguaje jurídico desde el 
																																								 																				
306  Ibídem, Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. Pp. 184-185, y, también, Salvador 
Codrech, Pablo,  "Elementos para la definición de un programa de técnica legislativa", en curso de 
técnica legislativa, Madrid, 1989. P. 27. 




punto de vista de este manual. Así, este último trae recomendaciones sobre algunas 
características del lenguaje legal para que sea clara y comprensible y para que las tenga 
el redactor en cuenta en cuanto a la redacción del texto:    
a. Redactar frases cortas para que sean simples y más claras. En los casos de no 
poder redactar los preceptos en frases cortas, entonces, se podrá acudir a otras 
soluciones como por ejemplo redactar el precepto en varias frases cortas separadas por 
comas. Como, por ejemplo, el artículo 2 de la Ley de las Reuniones Públicas, núm. 12 
del año 1998 que dice: 
ﻦﯿﻨطاﻮﻤﻠﻟ" ﻖﺤﻟا ﻲﻓ ﺪﻘﻋ تﺎﻋﺎﻤﺘﺟﻻا ﺔﻣﺎﻌﻟا ،ﺔﯾﺮﺤﺑ ﻻو زﻮﺠﯾ ﺲﻤﻟا ﺎﮭﺑ ﻊﺿوو دﻮﯿﻘﻟا ﺎﮭﯿﻠﻋ ﻻإ ﺎﻘﻓو ﻂﺑاﻮﻀﻠﻟ 
صﻮﺼﻨﻤﻟا ﺎﮭﯿﻠﻋ ﻲﻓ اﺬھ "نﻮﻧﺎﻘﻟا 
 “Los ciudadanos tienen el derecho de hacer reuniones públicas liberalmente, y 
no se debe vulnerar estas reuniones o poner restricciones sobre ellas salvo aquellas que 
aplique esta Ley”. 
 b. También, se puede acudir a redactar el precepto legal por varias frases cortas 
puestas en párrafos, pero que sean coherentes y gramaticalmente correctas. En los casos 
que sea difícil dividir el precepto entre varias frases cortas se dejará tal como es, 
intentando utilizar los signos de puntuación para darle más claridad. 
 c. Utilizar la forma indicativa de los verbos y evitar, cuanto posible, la forma 
pasiva, porque la forma indicativa delimita claramente el sujeto asignado por el 
precepto y sus obligaciones, derechos y competencia.308 
 d. Utilizar la expresión positiva mejor que la expresión negativa para dar más 
claridad al texto. Así, la forma: "los preceptos de esta ley serán aplicables a las personas 
que tengan 18 años o más" es más clara que "no se aplican los preceptos de esta ley a 
las personas menores de 18 años".  
 e. Utilizar los verbos del presente simple cuanto sea posible más que el futuro. 
 f. No utilizar excesivamente las frases condicionales. 
 g. Utilizar en el lenguaje jurídico, los términos adecuados de significado preciso. 
Por ello, hay que evitar los sinónimos, utilizar las palabras ordinarias, salvo en los casos 
que se exijan palabras o términos técnicos. Y como el lenguaje evoluciona, siempre es 
																																								 																				
308 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, op. cit. P. 85. 
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recomendable utilizar los términos más modernos. En el caso del lenguaje árabe, no se 
debe utilizar palabras de otros idiomas salvo en los casos cuando no exista en la lengua 
árabe palabra parecida que pueda sustituirla, como, por ejemplo, las palabras "Fax" o 
“Internet", en este caso hay que utilizarlas. En los casos que exista la palabra en árabe, 
pero palabras el otro idioma sea más utilizado, entonces se utilizará la última, como, por 
ejemplo, la palabra "televisión" que es la más utilizada y comprensible. Pero, cuando las 
dos palabras sean utilizadas y comprensibles, entonces habrá que utilizar la palabra 
árabe. Bajo nuestro punto de vista, estas soluciones son lógicas ya que la legislación de 
un Estado representa su soberanía y su identidad, que se reflejan en su idioma nacional, 
quedando el uso de laspalabras de otros idiomas como excepción.309 
 
2. El contenido formal y constructivo del texto jurídico: 
 No se quiere con esta directriz interferir en el contenido material del texto 
jurídico o las normas jurídicas en sí mismo, sino se alude al contenido de las normas 
desde los aspectos formales y constructivos de las normas. En otras palabras, la técnica 
legislativa se utiliza en este ámbito, básicamente para resolver el problema de la 
dispersión normativa, que significa regular una misma materia por varios textos 
legislativos, todos ellos vigentes. En esta situación, los ciudadanos tanto como los 
aplicadores del derecho tienen que pensar e incluso adivinar qué norma resulta aplicable 
a cada supuesto. Este hecho, causa sin duda gran confusión en el ordenamiento, 
generando problemas de interpretación y aplicación de las leyes, es decir produciendo 
conflictividad judicial.  
 La premisa que debe guiar la redacción de las normas a fin de afrontar este 
problema que afrenta la claridad de las normas jurídicas, es buscar la homogeneidad del 
texto normativo, en la base de que cada ley debe ocuparse de una única materia, y debe 
																																								 																				
309 Ibidem, P.2, y en las pp 93- 109 se habla sobre muchas cuestiones gramáticas y de puntuación de 
modo parecido o igual a lo que explicado anteriormente en la primera parte de esta tesis, por ello, no 
vemos necesidad de repetirlas. 
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reglar éste completamente, 310 debiéndose extender este principio de homogeneidad a 
toda clase de normas. 311 
 Dicha homogeneidad se consigue a través de las directrices siguientes: 
 1. Cada ley debe regular un sólo objeto material, es decir, el texto normativo se 
ocupará de regular un material único, regulando así, su contenido fundamental de modo 
completo, regulando también todos los aspectos que estén relacionados directamente 
con el mismo. Por consiguiente, no resulta apropiado la introducción y consiguiente 
regulación en un mismo texto normativo, de dos o más objetos perfectamente 
diferenciables, aunque tengan conexión indirecta. 312 
 2. "Debe evitarse introducir en normas que regulen un determinado objeto 
modificaciones de preceptos de leyes con otro objeto distinto, aunque ambas tengan una 
conexión más o menos directa. En estos casos es mejor aprobar una ley modificativa 
diferenciada. 
 3. Cada ley debe regular el objeto definido en su título de una manera completa. 
Es decir, contenerse en la misma ley todos los aspectos relativos al objeto que regula, 
aunque, para ello, sea necesario elaborar un estudio previo sobre los temas que 
comprenda la materia a regular”.313 
 Esta exigencia es necesaria por la seguridad jurídica que exige que el contenido de cada 
norma tienda a ser completo 
 4. A fin de que toda la regulación de una materia esté en un sólo texto, es 
conveniente acudir frecuentemente a la técnica de refundición de textos.  
 5. Debe expresar en el título de la ley su propio objeto, a fin de que este título 
facilitE el conocimiento del objeto regulado por la misma. Por ello, es muy importante 
																																								 																				
310 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.185 
311 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, op. cit.P. 44. 




utilizar en el título aquellas palabras que nos permitan identificar con rapidez y 
precisión el objeto que regula la ley. 314 
 6. La exposición del contenido de la norma debe seguir un orden lógico, es decir, 
seguir un criterio único de ordenación, por ejemplo, de lo general a lo particular, de lo 
abstracto a lo concreto, de lo importante a lo menos importante, de lo normal a lo 
excepcional y de lo sustantivo a lo procesal. Tal criterio se refleja en una estructura 
formal uniforme; por ejemplo, título, exposición de motivos, parte final disposiciones 
adicionales, transitorias, derogatorias y finales. 315 
En las normas palestinas se toma en cuento los criterios anterioressobre el 
contenido formal y constructivo del texto jurídico.316 
 
3. La estructura del texto jurídico: 
La iniciativa, desde el punto de vista técnico, es el documento formal con una 
propuesta de ley o decreto que los órganos facultados presentan ante el Congreso para 
su estudio, discusión y en su caso aprobación. Tiene que cumplir con ciertos requisitos 
que la misma ley le impone; además de las formalidades que la costumbre parlamentaria 
haya impuesto a través del tiempo. 
 Hay elementos estructurales que componen el texto de una iniciativa y que 
generalmente son invariables. Tales elementos los podemos dividir básicamente en tres: 
a) La exposición de motivos. 
b) El texto del cuerpo normativo propuesto, es decir, la parte normativa. 
c) Las normas transitorias.317 
																																								 																				
314Ibídem, P.186. 
315 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, op. cit.P.44. Y también, Aspas Aspas, José, “Calidad normativa de las ...", en, 
Revista Aragones., op. cit. P. 236. 
316 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Ramallah, 
2000.  Pp.85-87. 
317 Alejando López Olvera, Miguel, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en, elementos de técnica 
legislativa, México, 2000, Pp. 114-115. 
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 En este terreno, hay que acudir a las directrices de la técnica legislativa que trata 
la estructura interna y formal de las leyes o, en otras palabras, la división formal del 
texto legislativo. La finalidad de esta correcta estructuración o división interna de las 
normas o de las leyes es localizar con máxima rapidez cada precepto en el conjunto del 
texto legislativo. Por otro lado, esta importancia se puede ver no sólo para su 
visualización y comprensibilidad, sino también para la aplicación e interpretación: la 
aplicación de una ley exige la cita precisa de alguna o algunas de sus partes, así una 
división correcta facilita la aplicación (el uso) de la ley y permite su cita sin ningún 
margen de error. Por ello, la técnica legislativa se ocupa de resolver al respecto de la 
división interna, dos tipos de cuestiones: la estructura lógica del texto y ladivisión o 
parcelación formal de sus preceptos. 318 Cabe al respecto hablar de los siguientes 
puntos: 
 1-  La estructura lógica del texto: 
 El significado de la estructura lógica del texto es "la ordenación sistemática de la 
regulación o del conjunto de disposiciones que contiene un texto normativo. Esta 
estructuración se realiza en función de la materia concreta a que cada precepto se 
refiere." Al respecto, las reglas a seguir en la división lógica son los siguientes: 
 a) cada artículo debe referirse a un objeto. 
 b) los preceptos deben agruparse según la finalidad atribuida a cada uno, esta 
estructura ha de ser idéntica en todas las leyes, de tal forma que con carácter previo al 
examen de su articulado ya se pueda conocer cuál es su estructura, y podamos localizar 
con rapidez el precepto/s que buscamos. 
 c) todas las leyes integrantes de un mismo ordenamiento deben seguir la misma 
estructura interna. Es decir, ser coherentes; esta homogeneidad es un factor muy 
importante en la divulgación de las leyes por medios informáticos, tal forma facilita 
notablemente el trabajo informático, el trabajo de los poderes jurídicos, al conocer 
previamente donde se encuentra cada precepto.319 
 La división interna del texto legislativo de la inmensa mayoría de las leyes en el 
																																								 																				
318 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.187. Y también, Castiñeira Palou, M. 
Teresa, "La división de las leyes", en la forma de las leyes, Bosch, Barcelona, 1986, op. cit. P. 108. 
319 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.187.  
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ordenamiento jurídico español enuncia una serie de pautas a seguir en la redacción de 
dichas leyes de acuerdo con las directrices elaboradas en el seno de la técnica 
legislativa. Normalmente, las leyes españolas contienen, ordenadamente las siguientes 
partes: 
 1. una parte expositiva denominada “Exposición de Motivos o Preámbulo”, 
 2.  la parte dispositiva, 
 3.  la parte de disposiciones finales, para algunos escritores esta parte se incluye 
en la parte dispositiva. 320 
 La estructura del texto jurídico en palestina,es decir, la estructura interna de las 
legislaciones o la división formal del texto legislativo se divide (según el Manual de los 
Borradores Legislativos) en las partes o las unidades principales de la legislación que 
forman cuatro unidades con la posibilidad de incluirse quinta parte, la de los anexos, 
según la naturaleza del tema que trate la legislación. En realidad, esta división del texto 
jurídico palestino son las mismas divisiones que se suelen tener las legislaciones 
españolas: 321 
2- Las partes principales de la legislación; (la estructura interna del texto 
legislativo): 
 Antes de empezar a explicar, en breve, dichas partes, es conveniente aludir a la 
obligación que impone la Constitución Española de que los Proyectos o Proposiciones 
de ley deben ser acompañados de los antecedentes necesarios para pronunciarse con 
ellas, según el artículo 88 de la Constitución Española.  Esta exigencia también la 
impone el artículo 56 de la Ley Básica Palestina para los proyectos de ley. Aunque en la 
práctica, como dice Miguel Martín Casals, no existe un concepto claro de qué debe 
entenderse por "antecedentes necesarias para poder pronunciarse...” parece ser que la 
expresión quiere referirse a toda una serie de trabajos o estudios previos de lo que en 
técnica legislativa se llamaría proceso legislativo interno.322 
																																								 																				
320 Castiñeira Palou, M. Teresa, “La división de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P. 108. 
321 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashriíya. P. 95 
322  Martín Casals, Miguel, “Preámbulo y disposiciones directivas", en La forma de las leyes, Barcelona, 
1986, op. cit. P. 64. 
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 Este requisito constitucional es fundamental a los efectos de la técnica 
legislativa; porque obliga a reflexionar sobre los aspectos más importantes de la propia 
norma, e incluso, sobre la necesidad y conveniencia de su adopción. También, podemos, 
a través de esta técnica, conocer los motivos que han conducido al autor, quien tuvo la 
idea inicial, del proyecto o la proposición de ley a presentarlo. Además, y en defecto de 
evaluaciones "ex ante" de la norma, los antecedentes forman un elemento esencial para 
valorar la necesidad de la nueva norma, la fórmula elegida y prever su posible 
viabilidad futura, y, también, si se conocen los motivos o razones que han conducido a 
presentar esta iniciativa legislativa, la norma contará probablemente con mayor 
aceptación. Por tanto, este trámite se otorga gran relevancia por la técnica legislativa, 
por ello, se crítica el mal uso que se realiza del mismo, convirtiéndolo la mayoría de las 
veces en un mero trámite rutinario. 323 
 A hora bien, por lo antes dicho podemos conocer los contenidos posibles de los 
antecedentes, pero antes de todo es conveniente decir que este contenido de los 
antecedentes, en los pocos casos en que éstos existen, como señala Miguel Martín 
Casals, no vienen predeterminados:  324 
 1. Los antecedentes han de reflejar la necesidad de dictar aquellas normas a fin 
de conseguir determinados objetivos, por ello: a) en los antecedentes ha de poner de 
relieve la imposibilidad de conseguir tales objetivos a través de otros medios o 
instrumentos, como, por ejemplo, a través de una negociación o acuerdo, b) en el mismo 
sentido, ha de justificarse, también, la insuficiencia del derecho vigente para cumplir los 
objetivos a conseguir. 
 2. Se deberían exponer las razones que han llevado a optar esta fórmula en lugar 
de otras posibles, como, por ejemplo, programas de incentivación. 
 3. Los antecedentes deberían valorar si la norma será operativa, o viable, y no 
sólo económicamente. Esta viabilidad de la "norma se medirá en función de tres 
factores: 
a) la existencia de unos órganos administrativos capaces de aplicarla y una organización 
judicial capaz de resolver los conflictos que se puedan plantear. Este factor evitará la 
																																								 																				
323 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., o. p. cit. P.188. 
324 Martín Casals, Miguel, “Preámbulo y disposiciones directivas", op. cit. P. 64. 
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aparición de las denominadas "leyes inútiles" que significan las leyes "que han sido 
elaboradas sin realizar una evaluación previa de los medios disponibles para llevar a la 
práctica estas medidas legislativas". Así, una vez promulgadas resulta imposible 
llevarlas a efecto porque la administración carece de medios suficientes, y 
consiguientemente, se convierten en leyes inútiles por ser imposible proceder a su 
aplicación. A este fracaso hay que añadir el coste innecesario, y la pérdida de tiempo 
que ha llevado la adopción de esta ley que no se podrá aplicar.   
b) El coste económico de la norma, tanto para la administración, como para los 
ciudadanos. Las complejidades de algunas normas llevan a los ciudadanos a recurrir a la 
asistencia de asesores, incrementando sus gastos. 
c) El previsible grado de aceptación de la norma.325 
 Un ejemplo en el caso palestino, en este terreno, es la Ley Básica de la 
Autoridad Palestina Modificadora del 2003. Se ha aprobado esta Ley básica con los 
antecedentes y los motivos que llevó el legislador a modificar la Ley Básica anterior (la 
del 2000) que no ha incluido el puesto de Primer Ministro en la Autoridad Palestina. 
Entonces la Ley Básica del 2003 explicaba la necesidad y los motivos de modificar la 
Ley antigua para incluir la creación del puesto del Primer Ministro.    
 
 Ahora, expondremos, brevemente, las divisiones del texto legal que, como 
hemos dicho más arriba, suelen contener las leyes españolas y las palestinas: 
A. La parte expositiva de la ley:La parte expositiva de la ley contiene los siguientes 
elementos: 
A.1- El Título de la Ley:  
Todas las leyes son conocidas por tener un nombre oficial. 326 En primer lugar, se 
debe indicar la categoría en la que van a ser encuadradas, es decir; la mención expresa 
de la palabra “ley”, “código”, “estatuto”, “decreto”, etcétera. Esta cuestión es muy 
relevante, ya que, en muchas ocasiones, disposiciones inferiores al rango de ley, como 
																																								 																				
325 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.189. 
326 Salvador Codrech, Pablo, “El título de las leyes”, en. V V. A A, La forma de las leyes, Bosch, 
Barcelona, 1986, P. 31. 
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decretos o acuerdos, son acuñadas de forma erróena bajo la voz “ley”.  Este término 
debe también ir seguido de la indicación del objeto, materia o contenido de la ley, unida 
a lo anterior mediante alguna partícula, una oración de relativo (se pueden utilizar las 
preposiciones “de”, “del”, “para”, “que”, “sobre”, etcétera). Por ejemplo: 
Ley de Aviación 
Ley de Imprenta 
Ley para las Personas con Discapacidad del Distrito Federal 
Ley que crea el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología 
Ley sobre el Contrato de Seguro. 
El nombre oficial de la ley tiene un significado específicamente jurídico. Desde 
luego, es parte de la propia ley, ya que esta es votada por el Congreso junto con el resto 
de la misma y participa, por tanto, de la “fuerza de la ley”.327 Dogmáticamente esto se 
traduce en que es utilizable para interpretar sus disposiciones como un elemento más 
que es propio de la ley. El buen nombre de la ley es aquel que lleva a cabo 
adecuadamente dos funciones, la negativa y la positiva. Por una parte, identifica y 
distingue la ley nombrada de otras leyes y de otras disposiciones normativas que no son 
leyes; por otra, apunta y describe el contenido esencial de la materia regulada.  Además, 
se debe recordar que la literatura sobre el tema coincide en que se llega a una solución 
acertada si el nombre consigue identificar y describir exclusiva, rápida, exacta, clara, 
breve y plenamente la ley. Ejemplo de un nombre incorrecto es: Ley de Protección al 
Comercio y la Inversión de Normas Extranjeras que Contravengan el Derecho 
Internacional. 
 La primera cláusula: “Ley de protección al comercio y la inversión” es correcta, 
ya que se está expresando con esto que la ley protegerá el comercio nacional y a los 
inversionistas extranjeros. La segunda expresión “de normas extranjeras” es incorrecta, 
ya que no se puede invertir en nuestro país en normas. La denominación correcta del 
título de la ley sería: Ley de Protección al Comercio y a la Inversión Extranjera contra 
Normas Extraterritoriales que Contravengan el Derecho Internacional. Los buenos 
nombres de las leyes son siempre cortos, y esto es algo que la práctica se encarga de 
																																								 																				
327Salvador Codrech, Pablo,” El título de las leyes, op. cit., P. 32. 
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demostrar acortando oficiosamente los títulos demasiado largos. Poner un nombre largo 
es arriesgarse a que la práctica consagre un sobrenombre, como en el caso de la Ley 
Federal del Trabajo que se conoce como la “Ley laboral”. Otro ejemplo es la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, comúnmente 
denominada “Ley ambiental”. No obstante, en determinadas ocasiones, los títulos largos 
son a veces inevitables, y, sin embargo, no por ello incorrectos.328 A modo de ejemplo 
se podrían citar los siguientes: 
 Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal. 
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado 
“B” del Artículo 123 Constitucional. 
 También es frecuente que las leyes que establecen un nuevo ente u organismo 
autónomo, regulen eventualmente su estatuto. Por este motivo se califican como leyes 
de creación del ente de que se trate. Este es el caso de las siguientes leyes: 
Ley que crea el Instituto Nacional de Bellas Artes 
Ley que crea la Comisión Federal de Electricidad 
Ley que crea la Universidad Autónoma de Chapingo 
 El término “código” se usa históricamente para nombrar los grandes textos jurídicos 
que incluyen una normación completa, sistemática, auto integrable y con vocación de 




 Con la técnica citada se consigue normalmente la identificación de la ley como 
estatal, así como especificar la vigencia territorial de dicha normativa. El título de la ley 
permitirá la identificación precisa, diferenciada y plena del objeto primordial regulado. 
El título será lo más conciso posible. 
 En Europa continental se considera que el título es parte de la Ley, por 
consiguiente, es votado, y eventualmente enmendado, por las Cámaras y participa, por 
																																								 																				
328Salvador Codrech, Pablo,” El título de las leyes, op. cit., P. 32. 
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tanto, de su "fuerza", aunque no se considera parte dispositiva. En cambio, en los países 
del Cummon Law tradicionalmente se ha considerado que el título no es parte de la Ley, 
sino que históricamente era un mero elemento de identificación de la misma, y por ello, 
no votado por el legislador, sino puesto por la mano de un funcionario. Sin embargo, 
gradualmente, se ha dejado el paso de considerar el título como un elemento auxiliar 
para interpreta la Ley.  
Los elementos que forman el título o el nombre oficial de la Ley son:  
1. Indicación de la categoría normativa de la disposición. Por ejemplo, la palabra Ley; 
329 sin embargo, tal como señala Victoria Iturralde Sesma330  no parece correcto que 
el título de la ley comience con la indicación del tipo de ley que se trate. Y, también, 
debe empezar con una expresión que indique que se trata efectivamente de una norma 
jurídica, de establecer, modificar o suprimir derecho y no de cualquier otra cosa. En el 
caso de las disposiciones inferiores al rango de ley debe utilizar el nombre adecuado que 
indica su categoría normativa, reservando la voz Ley para ley formal u ordinaria. 331 
2. Número y fecha de promulgación. El número refiere al orden anual en que se 
acuerdan y promulgan las leyes, recomenzando de nuevo la cuenta cada año natural.  
Este es el sistema de numeración que se adoptó en el ordenamiento jurídico español en 
el año 1959. 332 
 La fecha de promulgación se indica siempre tras el número y separado de él por 
una barra. De esta forma, se indica comenzando con el año separado con coma a su vez 
de la alusión al día y al mes. Aquí, se utilizan caracteres numéricos para la indicación 
del número y la fecha de la ley.  Seguidamente, viene la preposición "de" antes y 
después el día escrito en caracteres numéricos, mientras que el mes se escribe en 
																																								 																				
329  Ibidem, Pablo Salvador Codrech, "El título de las leyes", o.p cit. Pp. 50-51. 
330 Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en Revis ta  Vasca  de  
 Adminis trac ión  Públ ica ,  núm.  24 ,1989, op. cit. P..238. 
331Ibidem, Pablo Salvador Codrech, "El título de las leyes", o.p cit. P. 34. 
332 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista de 
Administración Pública:aspectos  formales  de  técnica  leg is la t iva" ,  Revis ta  Aragonesa  
de  Adminis trac ión  Públ ica ,  1993.P .  215 .  
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caracteres alfabéticos seguido por nueva coma que lo separa del objeto de la ley. Por 
ejemplo, se pone: Ley 23/1990, de 13 de julio, de política territorial. 333 
 La justificación de la numeración de las disposiciones normativas, que es una 
técnica reciente, se debe a la necesidad de acceder fácilmente a la consulta y manejo de 
la norma de que se trate: la numeración permite una precisa y exacta identificación y 
citación. 
 Respecto al sistema español de la numeración de leyes, 334 no resulta tan 
adecuado, porque en este caso el número no aporta nada al título de la ley y su 
formulación es sintácticamente incorrecta. Además, como señala   esta forma de 
expresar la fecha es contraria al lenguaje hablado y escrito. Por ello, los citados autores 
suponen que quizá sería mejor seguir una de las alternativas que existen en los países 
latinos, como, por ejemplo; seguir el modelo alemán por suprimirlo incorporando la 
fecha de publicación en el Diario Oficial, así, por ejemplo; " Bekanntmachung der 
Neufassung des Körperschaf-tsteuergesetzes vom 10. Februar 1984). O seguir el sistema 
italiano, en el cual se numeran las leyes del siguiente modo: la ley, con su 
correspondiente fecha va seguida de su número, lo que hace que su enunciado sea más 
natural e inteligible porque expresa la fecha como se hace en el lenguaje cotidiano.  
Asimismo, mediante este proceder, no se renuncia a dar un número de orden a la ley, 
para individualizarla y citarla:335 
 Legge 1º decembre 1970, nº 898. Disciplina dei casi di scioglimento del 
matrimonio.  
 Otra alternativa es el modelo francés, en el que el número de la ley se expresa 
con un número formado por las dos últimas cifras del año en curso y el número de orden 
que corresponde a la ley en ese año, separados por un guión: por ejemplo: "Ley 89-2 de 
21 de abril de 1989" "Loi nº 84-595 du 12 juill. 1984". 336 
																																								 																				
333  Pablo Salvador, "el título de las leyes', en La forma de las leyes, Bosch, Barcelona, 1986. P.35. 
334 Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. Pp. 238-239. 
También, Aspas Aspas, José Manuel, “Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista 
Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P. 215. 
335 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:”, o.p.cit. Pp. 215-216. 




 Respecto a la fecha de la ley, también existen337 cuatro alternativas: 
 “tomar como fecha la de su aprobación parlamentaria o gubernamental (en caso de 
normas de rango infralegal; la de la promulgación por el jefe del Estado, y la de 
publicación.", considerando correcto el sistema de fecha de la promulgación. O, según 
José Manuel Aspas, también, su entrada en vigor. 338 
 Otro tipo de numeración de las leyes es lo referido a su numeración por 
caracteres materiales, no por su orden cronológico anual que acabamos de señalar.  La 
numeración de las leyes por el concepto material puede encontrarse en los supuestos 
siguientes: 
a) Leyes modificativas: 339 Cuando una ley es repetidamente modificada por otras, las 
sucesivas leyes modificativas deberían llevar el número, ordinal en todo caso y no 
cardinal, como : "Primera Ley modificativa...", "Segunda Ley modificativa..." o "Ley 
de...., primera modificación...".Esta técnica legislativa es aconsejable para la mejor 
identificación del derecho vigente hasta tanto no se decida la elaboración de un texto 
refundido, especialmente en el caso de leyes institucionales o de cierta importancia que 
se supone van a regir durante largo tiempo pero que son objeto de eventuales 
modificaciones al pasar los años.  
b) Leyes sucesivas de vigencia breve: "También cuando toda una ley sobre una materia 
es sucesivamente sustituida por nuevas regulaciones completas de la misma materia, 
pero las sustituciones carecen de carácter periódico, puede resultar oportuna su 
numeración. Mas cuando se trata de leyes seriadas y periódicas con un ámbito de 
vigencia temporal constante, entonces lo más correcto es normalizar el titulo de la ley e 
indicar el periodo de vigencia en el propio título: "para el ejercicio 1984", "para 1984", 
"para el quinquenio 1980-1984" etc." 
c) Leyes parciales: " Cuando se prevé la regulación por etapas de toda una materia y ese 
objetivo se va alcanzando mediante sucesivas leyes parciales, puede resultar también 
conveniente numerales (por ejemplo, la eventual elaboración de un Código de la 
																																								 																				
337 Iturralde Sesma, Victoria, “Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. Pp. 238-
239. 
338 Aspas Aspas, José Manuel, “Calidad normativa de las leyes aragonesas:", o.p.cit. P. 216. 
339 Castiñeira Palou, M. Teresa, "Las leyes modificativas", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 207-213, 
Y también, Ibídem, Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", op. cit. P.239. 
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Familia puede hacerse por partes en forma de leyes especiales que luego se refunden en 
un único texto). 340 
3. Indicación del objeto, el contenido o la finalidad de la Ley unido a lo anterior 
mediante una partícula, una oración de relativo o algo por el estilo. Como, por ejemplo, 
utilizar "de" o "sobre" después de la fecha de la ley que se separa, a su vez, 
normalmente del objeto de la ley con una coma.  341 
 En sentido estricto, como señala José Manuel Aspas, es el título o el nombre de 
la ley, mientras que los otros elementos del título se refieren al número y la fecha de la 
ley que, según la teoría, son suficientes para identificar la ley.342 Esa indicación es 
esencial especialmente en el caso de los grandes códigos o constituciones. 343 
  Por otro lado, señala Pablo Salvador que "como regla, las disposiciones 
normativas con rango de ley no llevan en el título indicación del órgano titular de la 
competencia legislativa (v. gr. el Parlamento) ni tampoco del ordenamiento jurídico a 
que pertenecen (v, gr. al estatal o al autonómico). El criterio general es que sólo las 
disposiciones normativas con rango inferior a la ley deben indicar en el título 
específicamente el autor de la norma (v, gr. Decrets del Consell Executiu). 344 
 En la práctica jurídica y administrativa, junto al nombre oficial es habitual, en la 
práctica cotidiana, usar nombres oficiosos o sobrenombres o nombres cortos,345 y evitar 
usar su nombre completo. Así, por ejemplo, lo señala Pablo Salvador, cuando indica que 
"Cuatro de los más importantes y más frecuentes citados textos legales del Derecho español 
y catalán no son aludidos por su título completo sino por un título corto." Esta técnica de 
utilizar títulos cortos en algunos países, como Inglaterra, está regulada por una normativa 
																																								 																				
340 Pablo Salvador, "El título de las leyes', en La forma de las leyes, op. cit. pp. 39-40. 
341Pablo Salvador, "el título de las leyes”, Pp. 39-40, y el mismo autor, "El título de las leyes" en curso 
de técnica legislativa, o.p, cit. P.61. 
342 Aspas Aspas, José Manuel, “Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P .217. Y, Ibídem, Pablo Salvador, "el título de las leyes', en La 
forma de las leyes, op. cit. P.41. 
343  Salvador Codrech, Pablo, "el título de las leyes', en La forma de las leyes, op. cit. P.41. 
344 Para más detalles, véase, Salvador Codrech, Pablo, "el título de las leyes', en La forma de las leyes, 
op. cit. Pp. 52-54, y, Ibídem, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes 
aragonesas:", o.p.cit. Pp.222-224. 
345  Salvador Codrech, Pablo, “El Título de las leyes” en curso de técnica legislativa, o.p, cit. P. 69.                
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legal que determina cómo puede establecer un "short title". Y en los países de la zona 
germánica, por su parte, se utilizan distintas Directrices legislativas que establecen criterios 
propios para formar los títulos cortos o abreviaturas. 346 
También, en los sistemas ingleses y estadounidense se distingue entre los títulos 
cortos o abreviados y los títulos largos o completos: así el título largo sirve para 
comunicar el espíritu y fin de la ley, dando de esta forma la oportunidad al redactor de 
la ley de decir en qué consiste esta. Por ejemplo, la ley inglesa de Armas Biológicas se 
denomina "Ley para prohibir el desarrollo, producción, adquisición y posesión de 
ciertos agentes biológicos y tóxicos y de armas biológicas". Este título tan largo es 
rechazado por la técnica legislativa que considera que en la Exposición de Motivos debe 
incluirse los fines de la ley cuando sean de su interés. A su vez, el título corto, como 
señala Victoria Iturralde Sesma, se utiliza para la identificación de la ley misma no tanto 
de la disciplina concreta, puesto que en los supuestos en los que sea necesario aprobar 
varias leyes y no puedan tener todo el mismo título, pueden adoptarse títulos cortos 
distintivos de las mismas. El supuesto puede realizarse de las siguientes maneras: 1. 
Añadiendo al título el año de la publicación; por ejemplo, "Ley de Tráfico por Carretera 
de 1980". 2. Distinguir por números entre leyes del mismo nombre aprobadas en el 
mismo año; por ejemplo, "Ley Bancaria de 1986", "Ley Bancaria (nº 2) de 1986", etc. 3. 
“Cuando el fin de la materia general, la frase de la materia general deberá ir seguida de 
una referencia entre paréntesis a la materia particular (p.ej. Ley de Comercios de 1986 
(Horario restringido)"; 4. En el caso de una ley que modifique otra directamente, el 
término "Modificación" puede incluirse en el título abreviado, por ejemplo, "Ley de 
1986 de modificación del tráfico por Carretera". 347 
 En cualquier caso, como señala José Manuel Aspas, el nombre de la ley debe ser 
breve, y el redactor de las leyes debe tenerse en cuenta que los buenos títulos deben ser 
breves, mientras que los títulos largos son desechados en la práctica, que se encarga de 
"rebautizar" la ley con un alias o sobrenombre. La regla que dispone que el título debe 
ser corto para ser bueno, obliga a eliminar las referencias innecesarias que aparecen en 
los títulos legales.  Dichas referencias superfluas existen porque es común que el 
																																								 																				
346 Para más detalles, véase, bídem, Salvador Codrech, Pablo, "el título de las leyes', en La forma de las 
leyes, op. cit. Pp. 54-58. 
347 Iturralde Sesma, Victoria, “Cuestiones de técnica legislativa", op. cit. Pp.239-240. 
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legislador haga indicaciones normativas en los Títulos, como, por ejemplo, expresar lo 
que hace con el objeto de la ley: regular, ordenar, estableceretc. Toda esta información 
resulta innecesaria si se tiene por objeto la consecución de un título corto. 348 
En el caso palestino, la parte expositiva (ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاﺔﯾاﺪﺑةﺪﺣو) contiene el Título de la 
legislación y su Preámbulo: 
 El Título de la legislación (ﻊﯾﺮﺸﺘﻟﺎﻧاﻮﻨﻋ) palestina contiene los siguientes 
elementos: 
1. Una articulación o la expresión que refiere al tipo de la legislación, es decir, se 
trata de una ley o decreto ley…etc. 
2. Una articulación aclaratoria del tema u objeto que regula la legislación, como 
"La Ley Penal", "El Código Penal", “la Ley de las Personas Descapacitadas” etc. 
3. Un número serial que indica el número de la legislación. 
4. La fecha que indica el año de la promulgación de la legislación. Así, el 
sistema palestino no opta por la fecha de la publicación de la ley en el Boletín Pficial de 
la Autoridad Palestina. 
 Y cuanto la forma del Título en Palestina se destaca lo siguiente: 
1. Se escribe la frase que indica el tipo o el rango de la legislación y su tema en 
la primera línea, con escritura oscura y más grande que el texto legislativo. 
2. Se escribe el número de la legislación entre paréntesis con la fecha de su 
promulgación en segunda línea bajo la primera línea y con escritura oscura pero más 
pequeña de la de los preceptos. 
3. Se ponen las dos líneas en el centro de la página. Por ejemplo:  
نﻮﻧﺎﻗ عﺎﻓﺪﻟا ﻲﻧﺪﻤﻟا 
1998 ﺔﻨﺴﻟ( 3) ﻢﻗر 
La Ley de Defensa Civil 
núm. (3) de 1998 
5. Hay que evitar la utilización de palabras o articulaciones innecesarias en el 
																																								 																				
348 Aspas Aspas, José Manuel, “Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. Pp. 219-220. 
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título, como, por ejemplo, "Para" o "acerca", en árabe " صﻮﺼﺨﺑ ‘نﺄﺸﺑ ". Dichas palabras 
disminuyen el ámbito del tema que trata la legislación. Por ejemplo, decir "La Ley 
Acerca de los Penales" da la sensación que trata de algunos aspectos de la "Ley Penal". 
349En este se varía el criterio de la forma del título de la ley en Palestina mencionada 
con anterioridad. 
 A.2-  La Exposición de Motivos o Preámbulo: 
Como explicamos anteriormente, para que pueda iniciarse la elaboración de una 
ley es necesario que previamente se presente una iniciativa. Normalmente estas 
iniciativas vienen acompañadas de una “exposición de motivos”. Según Cabanellas, la 
exposición de motivos es “la parte preliminar de una ley, reglamento o decreto donde se 
razonan en forma doctrinal y técnica los fundamentos del texto legal que se promulga y 
la necesidad de innovación de la reforma”.350 
 Miguel Acosta Romero explica que “por medio de la exposición de motivos se 
dan a conocer las razones que inspiraron al legislador para modificar, reformar, 
adicionar, derogar o crear una nueva ley, la determinación del alcance de la misma, su 
razón, su justificación, o bien, cuál puede ser en un momento determinado su sentido 
jurídico o político”.351 
Dice Fernando Santaolalla352que por exposición de motivos se entiende la parte 
que antecede al texto articulado de las leyes y otras disposiciones normativas, como 
algunos reglamentos administrativos, redactado con un estilo característico, no 
prescriptivo, y en la que se enuncian las razones que han llevado a su promulgación, en 
una suerte de justificación previa, de donde procede justamente su referencia titular a 
los motivos. 
En el sistema jurídico Méxicano ninguna norma jurídica establece la obligación 
para que una iniciativa de ley se presente con una exposición de motivos, y al respecto, 
																																								 																				
349 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashríyya, Ramallah, 
2000. P. 54 
350 Cabanellas, Guillermo, Diccionario de derecho usual, Buenos Aires, Ed. Arayu, 1953, t. II. P. 153. 
351 Acosta Romero, Miguel, Segundo curso de derecho administrativo, México, Porrúa, 1989. P. 40. 
352  VV. AA: “Exposiciones de motivos de las leyes: motivos para su eliminación”, Revista Española de 
Derecho Constitucional, Madrid, año 11, núm. 33, septiembre-diciembre de 1991, P. 48. 
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la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha manifestado en este punto diciendo que 
ni el Congreso ni el Presidente de la República, en el ejercicio de la función que a cada 
uno de ellos compete en el proceso de formación de las leyes, tienen la obligación de 
explicar los fundamentos o motivos por los cuales expiden y promulgan las leyes, ya 
que esa función sólo requiere el respaldo de la ley suprema .Por otra parte, es necesario 
destacar que el procedimiento establecido en la Constitución Federal para elaborar las 
leyes, no exige que se tengan que explicar los motivos que cada uno de los órganos que 
intervienen en ese proceso tuvieron en cuenta para ejercitar la función legislativa que 
tienen encomendada. En otras palabras, tratándose de leyes, el fundamento de ellas no 
debe buscarse en cada acto legislativo sino en la Constitución Política del país, si son 
federales, o en la de cada Estado, si son locales, por cuanto a la motivación baste decir 
que tal requisito se encuentra dentro de la esencia misma de las disposiciones legales 
que integran cada uno de los ordenamientos, toda vez que se refieren a relaciones 
sociales que exigen ser jurídicamente reguladas. 
Sin embargo, el Reglamento Interior para el Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, en la segunda parte del artículo 87, establece que: “Todo dictamen 
deberá contener una parte expositiva de las razones en que se funde y concluir con 
proposiciones claras y sencillas que puedan sujetarse a votación”. 
De la lectura de esta disposición se entiende que la iniciativa de ley o decreto es el 
documento fuente que revisa la Comisión de Dictamen Legislativo, la cual, después de 
estudiarla y discutirla, formula un dictamen, que es el documento que realmente se vota 
por la asamblea. Así, podemos decir que la iniciativa debe contener aquellas partes que 
comprende el dictamen, y que son la expositiva y la propositiva. 
Asimismo, la tradición legislativa ha perdurado hasta nuestros días, pues el uso 
de la exposición de motivos ha sido una práctica parlamentaria que se ha venido 
utilizando desde épocas antiguas; como ejemplo, podemos citar que en las Leyes de las 
Partidas se insertaba en el texto del articulado de códigos y leyes, la parte dispositiva de 
los preceptos y las razones que los justificaban. 
Una función semejante a la exposición de motivos la cumplen los llamados 
“considerandos”, que preceden a los decretos, acuerdos del Ejecutivo y algunos 
reglamentos. Los “considerandos” generalmente son presentados en forma sucinta y 
publicados conjuntamente con la disposición de que se trate. 
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 De esta manera, podemos decir que la exposición de motivos es de gran 
importancia, ya que en ésta se recoge la intención del autor de la iniciativa y las razones 
que lo llevaron a proponer el nuevo ordenamiento jurídico; pero, además, ya publicado 
el texto de la nueva ley, la exposición de motivos podrá ayudar a resolver posibles 
lagunas que pudieran surgir en el momento de aplicación de la ley al caso concreto.353 
La exposición de motivos supone un trabajo de investigación cuyo contenido 
debe ser estructurado de acuerdo con un método para su mejor comprensión por parte de 
los operadores del derecho.Este trabajo debecorresponder a lo prescrito por la parte 
normativa, es decir, lo que en el articulado de la ley se impone, faculta, etcétera, debe 
corresponder con lo expuesto en la parte de la exposición de motivos. 
La exposición de motivos debe contener los siguientes elementos: 
1. El nombre de la cámara destinataria o de origen. 
2. El fundamento constitucional, legal y reglamentario del derecho para iniciar leyes o 
decretos. 
3. Deberá contener una breve introducción del contenido del documento,  para dar una 
visión más o menos amplia de lo que se pretende crear, reformar y/o derogar. 
4. Los antecedentes de la nueva ley o de la que se pretende reformar. 
5. En caso de existir, hacer una breve referencia a la jurisprudencia sobre la ley que se 
pretende crear, reformar y/o derogar, a la legislación de otros países (derecho 
comparado) y a algún caso relevante que pueda ayudar a ilustrar mejor al legislador. 
6. La explicación de los preceptos de la ley que se propone, para despejar posibles 
dudas en su interpretación. 
7. En caso de utilizar técnicas de investigación como encuestas, entrevistas, censos, 
etcétera, también hacer referencia a éstos, pues serán de gran utilidad al legislador. 
8. Concluir con una síntesis en donde se exponga la viabilidad del proyecto y su 
impacto en la vida cotidiana con su aplicación. 
9. La parte normativa, es decir, el cuerpo de la ley o decreto como se pretende que sea 
aprobado, estructurado conforme a las normas de la técnica legislativa, explicadas en los 
																																								 																				
353 Acosta Romero, Acosta Romero, Miguel,segundo curso de derecho administrativo, México, Porrúa, 




10. Las normas transitorias.354 
 La mayoría de las leyes españoles aprobadas por las Cortes españolas incluyen, 
entre la fórmula inicial de promulgación y la parte dispositiva, la llamada Exposición de 
Motivos o Preámbulo. Conforme con lo antes dicho, hay que aludir, en primer lugar, a 
queen el ordenamiento jurídico español ( a tenor de lo dispuesto en el art. 114,2 del 
Reglamento del Congreso de los Diputados)  se contempla que " Las enmiendas que se 
hubieren presentado en relación con la Exposición de Motivos se discutirán al final del 
articulado, si la Comisión acordare incorporar dicha Exposición de motivos como 
Preámbulo de la ley",  reservando, así, la denominación " Exposiciones de Motivos" 
para designar la parte expositiva de un proyecto o proposición de ley, y la de 
"Preámbulo" para la parte expositiva del texto legal aprobado por las Cortes.355 O en 
otras palabras, para Javier Tajadura Tejada, "Una segunda diferencia consistiría en que 
la exposición de motivos es preceptiva en los proyectos y proposiciones de ley mientras 
que la existencia del preámbulo en la ley aprobada no es obligatoria." También 
considera este autor que "La distinción fundamental que se desprende de la regulación 
del Reglamento del Congreso radica en quiénes sean los destinatarios del texto 
introductorio. La exposición de motivos que debe acompañar a todo proyecto o 
proposición de ley va dirigida a los Titulares del poder legislativo, mientras que el 
preámbulo emana de estos y tiene por destinatarios a todos los ciudadanos a los que la 
ley se dirige. ". 356 
  Por otro lado, el segundo grupo de directrices de la Resolución del Consejo de 
Ministros por las Directrices sobre Forma y Estructura de Los Anteproyectos, 
1991...habla en el directriz número 4 (Denominación) de la Exposición de Motivos que 
es, según esta resolución, “La parte expositiva del anteproyecto de Ley....insertándose 
así en el texto correspondiente."  
																																								 																				
354 López Olvera, Miguel Alejandro, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en elementos de técnica 
legislativa, México, 2000, op. cit. Pp.115-118. 
355 Martín Casals, Miguel,"Preámbulo y disposiciones directivas" en curso de técnica legislativa, op. cit. 
P.75. Y, Tajadura Tejada, Javier, "Exposiciones de motivos y preámbulo", en Revista de las Cortes 
Generales, núm.44, segundo cuatrimestre, 1998. P.142.  
356 López-Medel Báscones, Jesús, "La elaboración técnica de los proyectos de ley", en la técnica 
legislativa a debate, ...op. cit. Pp.145 y 189. 
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 El Preámbulo no es una parte esencial de la ley: ninguna norma exige su 
presencia, ni tampoco todas las leyes van precedidas de este discurso introductorio. Su 
existencia se debe, normalmente, a la incorporación al texto legal de la Exposición de 
Motivos que debe acompañar todo Proyecto y toda Proposición de Ley (El redactor de 
la exposición es el sujeto que ejerce la iniciativa legislativa: el Gobierno (la diputación 
General), si es un proyecto de ley; la Cámara, si es una proposición de ley.357 
 Así, pues, cuando existe se limita a ser una transcripción literal, eventualmente 
enmendada, de la Exposición de Motivos del Proyecto legislativo. 358 
 Sin embargo, la directriz nº 5 de la Resolución del Consejo de Ministros exige 
que "Todos los anteproyectos de Ley deberán llevar exposición de motivos, sin 
perjuicio de la restante documentación o antecedentes complementarios que su 
naturaleza particular exija (memorias, informes, etc.). Esta exigencia de esta directriz no 
es más que una consecuencia obligada de lo dispuesto en el artículo 88 de la 
Constitución española que exige que "Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo 
de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de una exposición de motivos 
y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos".  359 
 En todo caso, la existencia de la “exposición de motivos” no es obligatoria desde 
el punto de vista jurídico. Para el Ejecutivo es tan sólo una obligación política y formal 
cuya inobservancia, siendo un defecto subsanable, no afecta a la validez del 
procedimiento legislativo. Pero tampoco el Poder Legislativo está obligado a ello, pues, 
además de poder enmendarlo y, consiguientemente, poder suprimirlo, su decisión queda 
en manos de la Comisión Legislativa correspondiente como resulta del artículo 114 del 
RC... Si la Comisión acordase incorporar dicha Exposición de Motivos como 
Preámbulo de la ley."  360 
																																								 																				
357 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 227. 
358 Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en la forma de las leyes, op. cit. P. 
62. 
359 Sataolalla López, Fernando, "Nota acerca de las directrices sobre la forma y estructura de los 
anteproyectos de ley", en Revista de las Cortes Generales, 1984, op. cit.  P. 168. 
360 López-Medel Báscones, Jesús, "La elaboración técnica de los proyectos de ley", en la técnica 
legislativa a debate, ...op. cit. P.189. 
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 Así,es frecuente que las leyes, inmediatamente después de la fórmula de 
promulgación, lleven una Exposición de Motivos seguida de la Parte Dispositiva. Pero, 
este esquema no se produce en todas las leyes y cuando existe no siempre se indica: así, 
a) Hay leyes que no tienen Exposición de Motivos. Tales leyes empiezan directamente 
por el artículo 1, sin indicar que se trata de la Parte Dispositiva, en otros casos 
anteponen al artículo 1 la indicación de que se trata de la Parte Dispositiva.  
b) Otras leyes que tienen Exposición de Motivos muestran muchas diferencias desde el 
punto de vista formal: 1. Leyes que no contienen en absoluto la indicación de que se 
trata de la Exposición de Motivos y de la Parte Dispositiva. 2. Leyes que no utilizan 
título para la Exposición de Motivos, pero sí la Parte Dispositiva. 3. Leyes que lo 
utilizan para la Exposición de Motivos y no la Parte dispositiva. 4. Leyes que sí lo 
utilizan para la Exposición de Motivos y la Parte Dispositiva. 
 c) Hay leyes que utilizan expresiones distintas para referirse a la Exposición de 
Motivos, por ejemplo, La Llei 26/1984, Part Expositiva y Part Dispositiva. Las Leyes 
4/1980 y 6/ 1980, Preámbulo y Parte Dispositiva. La Llei 5/1980, utiliza también el 
término Preámbulo para referirse a la Exposición de Motivos.  361 
 a.  Las funciones de la exposición de motivos y el Preámbulo: 
 Como señala Javier Tajadura “las "exposiciones de motivos” que figuran en los 
proyectos de ley (y también en las proposiciones de ley) permiten al poder legislativo 
ejercer su función de control político del gobierno, especialmente en los casos en que 
éste no dispone de una mayoría holgada que le permita sacar adelante sus proyectos. 
Obligan al mismo tiempo al Gobierno a una labor de racionalización en su iniciativa 
legislativas, preciso por ello defender una concepción material de las mismas." 
También, a este autor el Preámbulo como "el texto introductorio que precede al 
articulado de un documento normativo y que presentándolo expone las razones, por las 
cuales el autor de la norma, interviene como tal, así, como los objetivos que con su 
actuación persigue. El Preámbulo se configura, así como un elemento que pone de 
manifiesto la continuidad de todo orden jurídico al conectar el pasado- la situación de 
partida que motiva la puesta en marcha del procedimiento legislativo- con el futuro, - la 
exposición de los fines a alcanzar-, descripción de la situación a la que se aspira llegar."  
																																								 																				
361 Castiñeira Palou, M. Teresa, "División de las leyes", en La forma de las leyes, op. cit. Pp. 108-109. 
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Por tanto, afirma el mismo autor, que " los preámbulos cumplen una función educativa 
o pedagógica que refuerza la legitimidad de la norma e incrementa su fuerza 
"integradora.” Y como otra función de interpretación, este autor defiende que ' A la hora 
de buscar en los textos introductorios criterios para la interpretación de los preceptos 
dudosos del texto con el que guardan relación, hay que destacar la mayor relevancia que 
presentan los preámbulos respecto a las exposiciones de motivos. Y ello porque la 
voluntad del legislador puede ser inferida directamente del preámbulo, y no así de las 
exposiciones de motivos, cuyo uso exige una operación deductiva. Las exposiciones de 
motivos son historia, mieºntras que el preámbulo es siempre el presente actualizado. 362 
 b.    El Contenido del Preámbulo: 
 De cualquier forma,es aconsejable que esta parte de la ley contenga las 
referencias a dos tipos de cuestiones: en primer lugar, mencionar los objetivos 
perseguidos por la ley, en otras palabras, poner claro cuál es el problema al que esta ley 
pretende dar solución. En segundo lugar, podría detallar cuáles son los efectos que 
previsiblemente se espera que tenga la ley.  al respecto Garrido Falla ha señalado que la 
“exposición de motivos en el iter legislativo, puede concebirse: 1) como la explicación 
de una Comisión técnica redactora de un anteproyecto dirigida al Gobierno que ha de 
aprobarlo y convertirlo en un proyecto de ley; 2) como la explicación o justificación del 
gobierno ante el Parlamento; y, 3) en fin, como explicación del legislador ante los 
destinatarios de la norma, que han de obedecerla, cumplirla o aplicarla. Sin embargo, el 
cambio de destinatario en el proceso legislativo no provoca que el texto introductorio 
cambie, ya que hay una tendencia a mantener el texto, con eventuales enmiendas."  363 
 En este lugar, también, es importante aludir a que el Preámbulo como parte de la ley 
debe prescindir de contenidos que no corresponden a la ley, como los siguientes: 364 
 1. Rechazar el estilo de la persuasión, es decir:  el Preámbulo no debe pretender 
																																								 																				
362 Tajadura Tejada, Javier, "Exposiciones de motivos y preámbulo", en Revista de las Cortes 
Generales, núm.44, segundo cuatrimestre, 1998, op. cit. Pp. 152-153.  
363 Ibidem, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista 
Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P. 230.  
364 Ibidem, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista 
Aragones de Administración Pública, o.p.cit. Pp.231-233. Para más detalles, véase Ibídem, Tajadura 




convencer a los destinatarios de la norma. La función del legislador debe consistir en 
mandar, no en convencer. Por su lado el destinatario tiene que obedecer, no discutir. 
 2. Debe excluirse del Preámbulo toda descripción o exposición instructiva sobre 
lo que se dispone, las excelencias del objeto de regulación, o de lo que está dispuesto en 
otro lugar; el Preámbulo, por tanto, no es una obra doctrinal ni una enciclopedia.  
 3.  Las leyes requieren una expresión libre de emoción, exenta de sentimiento, 
fría como la expresión de las matemáticas. El legislador no debe utilizar resortes 
retóricos con la intención de conmover a los destinatarios, inflamar su ánimo, o 
halagarlos”.365 
 4. La justificación de la competencia y el sumario: El legislador incluye a 
menudo en el Preámbulo la justificación de la competencia. Esto se produce cuando 
indica la norma o normas estatutarias de las cuales se deriva su competencia legislativa 
para regular la materia objeto de la ley. En principio, el legislador no debe justificar ante 
el destinatario su competencia para dictar el acto legislativo. El lugar de la justificación 
de la competencia es el de los antecedentes del Proyecto legislativo. 366 
 Por otro lado, el legislador incluye a menudo en el Preámbulo el sumario: 
acostumbra a ser excesivamente largo, y tiende a tener un carácter más doctrinal que de 
resumen de la ley. “el sumario no puede pretender sustituir las obras doctrinales sobre la 
materia, ni inclinar al intérprete en favor de una u otra posición doctrinal. El lugar de un 
sumario breve es el de los antecedentes del proyecto legislativo. 367 
 En este sentido, es muy importante aludir que el Preámbulo o la exposición de 
motivos no tiene valor normativo en el ordenamiento español, pero se ve como un 
elemento interpretativo, es decir, hay que tenerlo en cuenta en la interpretación de las 
leyes. Por ello, resulta aconsejable excluir del texto del Preámbulo todo aquello que 
pudiera conducir a una interpretación equivocada del mismo. 
 En España no existe obligación de que todas las leyes incluyan esta parte, 
																																								 																				
365  Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en la forma de las leyes, op. cit. 
P.85. 
366 Ibidem, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista 
Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P. 233. 
367 Ibidem, Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en la forma de las leyes, op. 
cit. Pp. 84-87. 
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aunque lo que se exige en los Proyectos legislativos, es que no siempre se incorporará al 
texto promulgado. La decisión sobre su incorporación o no depende, en primera 
instancia, de la Comisión correspondiente, y en último extremo, del Pleno que no sólo 
vota sobre la totalidad de la ley, incluida la Exposición de Motivos, sino que, en la 
medida en que la Exposición de Motivos forma parte de la Ley sometida a votación, 
puede enmendarla.   
 
 c.  El valor jurídico del Preámbulo. Al respecto pueden observarse dos 
posiciones mantenidas:368 
 1. Valor normativo: como señala Miguel Martín "El valor normativo del 
Preámbulo se predica bajo regímenes totalitarios, en los cuales, por su función 
propagandística, se convierte en la parte más importante de la ley. Entonces esta 
doctrina se inclina a otorgarle el mismo valor normativo que al texto articulado de la 
ley, o incluso un valor superior: en caso de discrepancia entre el Preámbulo y el texto 
articulado, prevalece el Preámbulo. Esta atribución al Preámbulo d un valor normativo 
superior al del texto articulado, garantiza una aplicación del derecho dentro del marco 
de las orientaciones estatales, y asegura el sometimiento de las normas a las directrices 
políticas que las inspiran. El Preámbulo, así, ejerce la función de disolución de la 
normatividad."  
 2. Valor interpretativo: " El valor jurídico del Preámbulo no puede ser entendido 
en detrimento del valor normativo del texto articulado. El preámbulo es una parte 
expositiva de la ley, no dispositiva. Esa falta de valor normativo significa:  
 “1º. Que en caso de discrepancia entre el Preámbulo y el texto articulado que le 
sigue, prevalece éste. 
 2º. Que no es posible fundamentar resultados normativos en el Preámbulo cuando 
estos no resulten de los presupuestos expresados en las disposiciones articuladas."  Al 
respecto, aporta este autor unas Sentencias en el sentido de negar el valor normativo al 
Preámbulo: La Sentencia del TS de 25 de febrero de 1943, de 14 de octubre de 1965 y la 
STC de 12 de noviembre de 1981 que declara: " La segunda puntualización se refiere al 
																																								 																				
368 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 228. 
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preámbulo de la Ley 2/1981, en el que se contienen afirmaciones que contradicen o 
interpretan erróneamente preceptos de la Constitución española y del Estatuto del País 
Vasco. En la medida que el preámbulo no tiene valor normativo consideramos que no es 
necesario, ni incluso correcto, hacer una declaración de inconstitucionalidad expresa que se 
recogiera en la parte dispositiva de esta sentencia." 369 
 Por el otro lado, el Preámbulo como parte de la ley tiene el valor jurídico de ser 
un importante elemento interpretativo de las disposiciones que le siguen. Así lo 
proclaman las SS del TS y la ATC ya citadas, declarando que" Sin embargo, 
consideramos conveniente, en cuanto que los preámbulos son un elemento a tener en 
cuenta en la interpretación de las leyes, manifestar expresamente que el preámbulo de la 
Ley 2/1981 carece de valor interpretativo alguno en la medida que el mismo se refiere a 
preceptos que sean declarados inconstitucionales y nulos en la sentencia o sean 
interpretados en la misma conforme a la Constitución y al Estatuto de Autonomía y de 
manera contraria a lo expresado en dicho preámbulo." 370 
 Este autor señala que el valor interpretativo del Preámbulo puede ser entendido 
en dos sentidos diversos:  
 " a) como canon hermenéutico principal y vinculante, es decir, como primer 
criterio de interpretación, y de carácter vinculante, dado que supone una positivización 
del sentido, objetivos y finalidad de la ley.  Así pues, el valor jurídico del Preámbulo 
como criterio interpretativo se resume en la afirmación siguiente: las disposiciones 
normativas estructuradas en los artículos que siguen a continuación deben ser 
necesariamente entendidas de tal modo que consigan los objetivos descritos en el 
Preámbulo. 
 b) Como un canon hermenéutico más teleológico, a utilizar libremente en la 
interpretación. Este es el valor jurídico que se debe atribuirse al Preámbulo, y por las 
razones siguientes: 
 1. Si se atribuye al Preámbulo el carácter de elemento interpretativo vinculante 
se está diciendo que las disposiciones normativas sólo pueden ser entendidas en el 
																																								 																				
369 Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en la forma de las leyes, op. cit. P. 
78, y el mismo autor, en curso de técnica legislativa, op. cit. P. 77. 
370 Ibidem, P. 78. 
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sentido que de él se desprende. Se limita así la libertad del intérprete y se excluyen - o, 
como mínimo, se colocan en una posición subordinaría - los demás criterios de 
interpretación. 
 2. Además del criterio teleológico, nuestro ordenamiento establece otros cánones 
hermenéuticos (Cfr. arts.3.1 Cc y 1.2 CDC), los cuales no aparecen clasificados en un 
orden jerárquico de prelación, ni tienen el carácter de " numerus clausus". 
 3. El intérprete no debe utilizar simultáneamente todos los criterios 
hermenéuticos, sino que es libre de utilizar aquellos que considere más convenientes 
para conseguir una recta interpretación de la norma concreta."371 
 Finalmente, y por lo que se refiere al aspecto formal, los Preámbulos largos, en 
ocasiones, se dividen en diversos apartados numerados con números romanos o sólo en 
subapartados precedidos de una letra mayúscula o mayúscula. En principio, debe 
evitarse la división, ya que haría del Preámbulo una especie de texto articulado, y podría 
usarse con un carácter restrictivo. Sin embargo, cuando, a efectos de claridad expositiva, 
debe dividir o subdividir el Preámbulo, se podrían adoptar los mismos criterios que 
rigen la subdivisión de los artículos.  
 "El Preámbulo no es una cita de lo que ha dicho el legislador. Por lo tanto, en 
ningún caso deberá ir entre comillas...” 372 
 En las leyes palestinas, El preámbulo (ﺔﺟﺎﺒﯾﺪﻟا) sigue al Título de la legislación. 
Su importancia radica en el hecho de tener un papel activo a la hora de dar a la 
legislación su identidad oficial y su valor constitucional; destacando que la legislación 
está aprobada por un órgano competente y se aprobó de forma constitucional. También, 
por medio de la exposición de motivos se dan a conocer las razones que inspiraron al 
legislador para modificar, reformar, derogar o crear una nueva ley, la determinación del 
alcance de la misma, su razón, su justificación, o bien, cuál puede ser su sentido jurídico 
o político en un momento determinado.  
 Los elementos que contiene el Preámbulo en la legislación palestina son: 
																																								 																				
371 Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en la forma de las leyes, op. cit. P. 
79, y véase, también, Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista 
vasca..., op. cit. Pp.240-241. 
372 Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en, la forma de las leyes, op. cit. P. 87. 
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1. El órgano o la autoridad competente de la promulgación de la legislación 
constitucionalmente; este será el Presidente de la Autoridad Palestina. 
2. La referencia al precepto constitucional que autoriza al órgano competente 
 a promulgar la legislación. 
3. Mencionar las otras legislaciones, siempre y cuando existan, que tienen 
vínculos con la nueva legislación, como, por ejemplo, vínculos históricos. 
4.  Indicar la autoridad autorizada por la Constitución de aprobar la legislación. En 
el caso palestino será el Consejo Legislativo Palestino "ﻲﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا", y en otros 
casos será el Presidente, como en el caso de aprobar legislaciones fuera del periodo de la 
legislatura del Consejo Legislativo según el artículo 43 de la Ley básica del 2003. 
5. La articulación de la promulgación de la legislación que indica la orden por 
parte del órgano competente para promulgar la legislación.373Aquí nos encontramos 
ante dos formas de promulgación de la misma legislación: una contenida en el 
preámbulo, como mencionamos, y la otra al final del articulado de la legislación donde 
se añade, de nuevo, la orden de promulgar la legislación junto con la orden de 
publicarlo en el Boletín de la Autoridad Palestina.  
La forma del Preámbulo en las legislaciones palestinas: 
 Los elementos que dan la forma al Preámbulo deben ser bien ordenados y cada 
uno se pone en una línea independiente como se detalla a continuación: 
1. Escribir el nombre del órgano competente de la promulgación de la 
legislación con letras oscuras y más grandes que el resto de los elementos del 
Preámbulo sin poner al final ninguna marca de puntuación. 
2. Poner una coma detrás de cada frase que indica los preceptos constitucionales 
y legales sobre la autoridad competente de promulgar la legislación y las legislaciones 
vinculadas con ésta. 
3. Escribir la frase de la promulgación en letra oscura del mismo tamaño del 
texto del Preámbulo y poner dos puntos al final. Así, será la forma del Preámbulo de las 
leyes palestinas: 
																																								 																				
373 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Ramallah, 
2000. P. 55 
270 
 
ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﯿﻨطﻮﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺲﯿﺋر 
،.... ﻦﻣ ..... ةدﺎﻤﻟا ﺐﺟﻮﻤﺑ ﮫﻟ ﺔﻟﻮﺨﻤﻟا تﺎﯿﺣﻼﺼﻟا ﻰﻟإ  ًادﺎﻨﺘﺳا 
، ... نﻮﻧﺎﻗ ﻰﻠﻋ عﻼطﻻا ﺪﻌﺑ ... ﻲﻓ ﮫﺑ لﻮﻤﻌﻤﻟا ﮫﺗﻼﯾﺪﻌﺗو 
،... نﻮﻧﺎﻗ ﻰﻠﻋو ... ﻲﻓ ﮫﺑ لﻮﻤﻌﻤﻟا ﮫﺗﻼﯾﺪﻌﺗو 
،.../.../... ﺦﯾرﺎﺘﺑ ةﺪﻘﻌﻨﻤﻟا ﮫﺘﺴﻠﺟ ﻲﻓ ﻲﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺲﻠﺠﻤﻟا هﺮﻗأ ﺎﻣ ﻰﻠﻋ ءﺎﻨﺑو 
:ﻲﻟﺎﺘﻟا نﻮﻧﺎﻘﻟا ﺎﻧرﺪﺻأ 
La fórmula en español es la siguiente:  
El Presidente de la Autoridad Nacional Palestina 
Con arreglo a las competencias atribuidas para él según el artículo…de…, 
Y sus modificaciones vigentes del… y después de considerar la Ley…, 
Y sus modificaciones de…. y la Ley…, 
Y según lo aprobado por el Consejo Legislativo en su sesión convocada en la fecha…/. /.., 
siguiente: Ley la Promulgamos 
Esta fórmula que acabamos de mencionar es en realidad la forma inicial de la 
promulgación de la ley que forma una parte del preámbulo que normalmente contiene 
más factores explicativos de la misma. Los autores del Manual de los Borradores 
Legislativas dicen que: “En práctica, todas las leyes aprobadas por la Autoridad 
Palestina incluyen el Preámbulo de la forma que acabamos de explicar. Y como 
excepción de esta forma algunas leyes contienen preámbulos con exposición de motivos 
explicando la importancia de la ley o su valor histórico, político…etc., como el caso de 
la Ley Básica Palestina del 2002 y la Ley Electoral del 1995 que incluyen Preámbulos 
explicando la nueva época histórica y política del Pueblo Palestino y su lucha para 
conseguir su independencia…etc., y la Ley del Trabajo Diplomático del 2005.” 374 
Veamos que estos autores mezclan entre los antecedente y motivos que acompañan los 
proyectos de ley, y que en algunos casos se publican con el texto como parte 





374El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina Por los Derechos de los Ciudadanos, 
Ramallah, 1998. P. 191. 
271 
 
B.   La Parte Dispositiva: 
 Esta parte dispositiva o como dice José Héctor Meehan375que bajo este nombre 
" la parte dispositiva" se comprende todo lo que no es exposición de motivos, esto es, el 
texto de la ley, que también llamado "articulado", "parte articula" o "parte normativa”, 
es la segunda parte del texto legal de la ley y tiene pleno valor normativo, y por tanto 
puede fundamentar por sí misma una declaración judicial. 376 
 El contenido de esta parte dispositiva está estructurado por dos grupos:  
 B.1-  Disposiciones Directivas:  
 Como señala Miguel Martín Casals las Disposiciones Directivas son 
disposiciones normativas que señalan a los órganos de aplicación tanto la finalidad que 
persigue la Ley, como, eventualmente, indican los medios para alcanzar los fines 
establecidos. Su ubicación será en el primer artículo o los primeros artículos de la Ley. 
Por ejemplo, Ley 9/1987, de 12 de mayo, de Órganos de Representación, Determinación 
de las condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas. "Artículo 1.1. La presente ley regula los órganos de 
representación y la participación, así como los procedimientos de determinación de las 
condiciones de trabajo, del personal que presente sus servicios en las distintas 
administraciones, siempre que esté vinculado a las mismas a través de una relación de 
carácter administrativo o estatutario." 377 
  Este primer grupo que contiene una serie de normas arácter introductorio es 
llamado por algunos autores “parte iniciativa”.378Fernando Santaolalla López, en 
cambio, prefiere usar denominación distinta a la de "disposiciones directivas”. Las 
																																								 																				
375   Meehan, José Héctor, Teoría y técnica legislativa, Depalma, Buenos Aires, 1976, P.173. 
376  Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativosen  América  La t ina :  un  en foque  
ins t i tuc ional ,  T i ran t  Lo  Blanch ,  Valencia ,  1997,  op. cit. P.191. 
377 Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en Curso de técnica legislativa, op. 
cit. P. 95. 
378 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.191. 
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denominaciones propuestas por el citado autor son las de “disposiciones generales”, o 
“principios generales”.  379 
 En esta parte inicial suelen incluirse, en sentido amplio, normas como las 
siguientes: 
 - normas determinadoras del objeto o la finalidad perseguidos por la ley;  
- normas establecedoras del ámbito de la aplicación de la ley, (el ámbito 
territorial, material o personal y temporal de las leyes, incluyendo, en su caso, las que 
determinen la aplicabilidad directa o supletoria en determinados ámbitos, normalmente 
bajo el epígrafe "Título preliminar"; 380 
 - normas que contienen definiciones o precisiones semánticas o      
semejantes; 
 - las normas que contienen los principios generales. 381 
 Como señala Miguel Martín Casals, "Las disposiciones directivas suelen 
desarrollar el título de la ley, de tal modo que en ellas aparezcan todas las ideas 
principales o características esenciales de la regulación legal. ...pretenden eliminar los 
equívocos que podrían suscitarse sobre el objeto de la regulación en base a un título que 
debe ser corto lleno de contenido".382 
 En la redacciónde las disposiciones directivas se debe tener en cuenta unas 
cuestiones. En primer lugar, deben ser redactadas de tal modo que sean comprensibles 
por sí mismas, sin que deba acudirse al título u otras partes de la ley.383 Así, no se debe 
utilizar términos muy generales o amplios en su redacción, pues de lo contrario 
convertirían a esta parte en una reiteración de lo ya dicho en el Preámbulo; es decir que 
																																								 																				
379 Sataolalla López, Fernando, "Nota acerca de las directrices sobre la forma y estructura de los 
anteproyectos de ley", en Revista de las Cortes Generales, 1984, op. cit.  P. 174. 
380 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, 1993, o.p.cit. P.233. 
381 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.191.También, Sataolalla López, 
Fernando, "Nota acerca de las directrices sobre la forma y estructura de los anteproyectos de ley", 
op. cit.  P. 173. 
382 Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en la forma de las leyes, Bosch, 
Barcelona, 1986. op. cit. P. 88. 
383  Ibidem, P 89.  
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se deben caracterizar por la brevedd y la concisión.  Por ello, en las disposiciones 
generales, no debe repetirse el título de la ley, porque sería una norma superflua, ya que 
el título forma parte de la ley y vincula. Por ejemplo: El artículo 1.1 de la Ley 6/1991, 
de 25 de abril, incluye " del Patrimonio Agrario de la Comunidad". Este contenido no 
añade nada a su título: "La presente Ley tiene por objeto establecer y regular el régimen 
jurídico del patrimonio agrario de la Comunidad Autónoma de Aragón". 384 
También, se recomienda que se incluyan en esta parte los aspectos más significados y 
esenciales de la ley.385  Cuanto más amplio sea el contenido de la ley, más difícil será 
la redacción de la disposición directiva que refiere a su totalidad. 386 
 Finalmente, hay que afirmar que el valor jurídico que tienen las disposiciones 
directivas es el mismo valor que tienen las otras disposiciones dispositivas, porque las 
primeras son parte dispositiva de la ley, por lo tanto, en principio, debe ser considerada 
como Derecho directamente aplicable. 387 
 Estas disposiciones directivas conocidas en las legislaciones españolas son las 
mismas en las leyes palestinas conocidas como disposiciones de la parte introductoria 
(ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاﺔﻣﺪﻘﻣةﺪﺣو), disposiciones introductorias o preceptos generales, y se consideran 
parte de las disposiciones dispositivas con el mismo valor jurídico. 
En realidad, se entiende con esta parte lo que es conocido en las leyes españolas 
como las disposiciones directivas o los principios generales que forman los primeros 
artículos de la parte dispositiva de la ley, aunque en la teoría, en el caso palestino la 
denominan como la parte introductoria.  
 Como en el caso español, en esta parte que sigue al Preámbulo, suele incluirse, 
en sentido amplio, normas como las siguientes: 
 1- Normas determinadoras del objeto o la finalidad perseguidos por la ley;  
																																								 																				
384 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.234. 
385 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.191. 
386 Para más detalles, véase, Ibídem, Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en 
la forma de las leyes, op. cit. P. 89. 
387Para más detalles, véase, Ibídem, Aspas aspas, José Manuel, “Calidad normativa de las leyes 
aragonesas:” op. cit. P.96.  
 Martín Casals, Miguel, "Preámbulo y disposiciones directrivas", en la forma de las leyes, op. cit. P. 88. 
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2- Normas establecedoras del ámbito de la aplicación de la ley, el ámbito 
territorial, material o personal y temporal de las leyes, incluyendo, en su caso, las que 
determinen la aplicabilidad directa o supletoria en determinados ámbitos, normalmente 
bajo el epígrafe "Título preliminar”; este tipo de preceptos viene directamente detrás de 
los preceptos de definiciones. Por último, incluir estos preceptos será imprescindible 
cuando surja la necesidad de delimitar el ámbito de la aplicación de la legislación.  
Para nosotros, no cabe duda de que es siempre imprescindible incluir estos 
preceptos en el texto legislativo para evitar cualquier confusión sobre el ámbito de la 
aplicación de la ley.  
3- Las normas que contienen definiciones o precisiones semánticas o semejantes 
que gozan su importancia que gozan su importancia por lo siguiente: 
a. Evitar la repetición del significado de los términos utilizados a lo largo 
del texto legislativo gracias a abordar su significado al principio de estos 
preceptos. 
b. La estabilidad de emplear los términos en el texto legislativo. 
c. La delimitación del significado de los términos (especialmente cuando 
el término no es familiar) no deja lugar a los aplicadores de la legislación para 
interpretar dichos términos, lo cual da más claridad a la legislación. 
Aunque estos preceptos tienen dicha importancia, es posible no entregarlos en la 
legislación porque quizás, en algunos casos, no resulta importante incluirlos. Es por ello 
por lo que el redactor decide entregarlos o no en función de lo que observe a lo largo del 
proceso de la redacción.  
La forma de estos preceptos directivos que tratan de las definiciones será la 
siguiente: "Las siguientes palabras o terminologías tienen los significados asignados 
para ellos en este artículo, salvo en los casos que sea claro querer otro significado con 
ellas", en árabe será: 
ﻚﻟذ فﻼﺧ ﻰﻠﻋ ﺔﻨﯾﺮﻘﻟا لﺪﺗ ﻢﻟ ﺎﻣ هﺎﻧدأ ﺎﮭﻟ ﺔﺼﺼﺨﻤﻟا ﻲﻧﺎﻌﻤﻟا نﻮﻧﺎﻘﻟا اﺬھ ﻲﻓ ةدراﻮﻟا تارﺎﺒﻌﻟاو تﺎﻤﻠﻜﻠﻟ نﻮﻜﯾ 
 En este punto, se ha de hablar también de los estilos de la definición de los 
términos. Es decir, las formas que se utilizan para dar el significado a cada término a fin 
de definirlo. Según la necesidad jurídica se acude a dar el significado normal de la 
palabra sin ningún cambio. Pero, también, se acude a disminuir su significado normal o 
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habitual, ampliar su significado habitual o precisar un título o nombre en solo una 
palabra, como, por ejemplo, utilizar la palabra “Ministro” para referir al Ministro de 
Asuntos Exteriores.388 
Por otro lado, hay que acudir a unos criterios para identificar los términos: 
1. Definir sólo las palabras que se utilizan repetidamente en el texto legislativo, pero 
las palabras que se utilizan una vez se define en el mismo artículo en el que aparezca. 
2. Evitar dar a la palabra un significado raro, como, por ejemplo, definir la 
palabra rígido para incluir, también, los líquidos. 
  3. La estabilidad en dar el mismo significado a la misma palabra utilizándolo 
siempre en el texto legislativo.389 
4. Las normas que contienen los principios generales.Los preceptos generales 
que cuentan el tercer tipo de los preceptos introductorios. Estos significan los artículos 
(o el artículo) que incluyen precepto para organizar la totalidad del texto legislativo, que 
evita su repetición en el texto legislativo.  Estos artículos aparecen después de los 
artículos del ámbito de la aplicación de la legislación. El redactor, por último, decide si 
es necesario incluir dichos preceptos o no.390 Por ejemplo, la Ley del Poder Judicial del 
2005 incluye en su primer Capítulo titulado:  
“El Primer Capítulo” 
“La independencia del Poder Judicial” 
Preceptos generales 
 “Artículo (1): “El poder judicial es independiente, lo asumen los tribunales de 
diferentes categorías y grados, según los preceptos de la ley”.   
بﺎﺒﻟا لوﻷا 
مﺎﻜﺣأ ئدﺎﺒﻣو ﺔﻣﺎﻋ 
لﻼﻘﺘﺳا ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺔﯿﺋﺎﻀﻘﻟا 
ةدﺎﻣ )1( 
"نﻮﻧﺎﻘﻟا مﺎﻜﺣﻷ ﺎﻘﻓو ،ﺎﮭﺗﺎﺟردو ﺎﮭﻋاﻮﻧأ فﻼﺘﺧﺎﺑ ﻢﻛﺎﺤﻤﻟا ﺎھﻻاﻮﺘﺗو ،ﺔﻠﻘﺘﺴﻣ ﺔﯿﺋﺎﻀﻘﻟا ﺔﻄﻠﺴﻟا" 
																																								 																				
388 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Ramallah, 
2000. P. 59. 
389Ibidem, P. 59. 
390 Ibidem, P. 61. 
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Así, continua el articulado de estos preceptos generales hasta el segundo capítulo 
de la ley. 
La numeración de los preceptos de la legislación comienza desde el primer 
precepto de esta parte llamando a cada precepto "artículo". Dicha numeración sigue 
hasta el último precepto de la última parte de la legislación, es decir, la parte final.  391 
 B.2- Disposiciones reguladoras: 
El segundo grupo vendría constituido por la parte dispositiva, en la que se 
agruparía la parte propiamente reguladora.392 
 En esta parte dispositiva estricta, según M. Sánchez Morón, deben agruparse 
temáticamente las normas, incluyéndose por el orden que se detalla en las siguientes 
normas: 
- normas organizativas; 
 - normas planificadoras; 
- normas prescriptivas estricto sensu, atributivas de derechos y obligaciones y 
prohibitivas; 
 - normas sancionadoras;  
 - normas procedimentales y las normas procesales y de garantía.393 
 También, esta parte dispositiva se puede dividir en Libros, Títulos, Capítulos y 
secciones. 394 
 Aunque no se distingue este grupo en el caso palestino de esta forma, sino es la 
continuación del articulado dispositivo después de la parte introductoria, el contenido de 
este grupo es lo más parecido al caso español según el orden del tipo de las normas que 
hemos mencionado arriba. 
 
																																								 																				
391 Ibidem. P. 56 
392 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.191 
393 Castiñeira Palou, M. Teresa, "Sistematica y división de las leyes", en Curso de técnica legislativa, o, 
p. cit. P.121. 
394 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 244, también, Ibídem, Prats Catala, Joan, La reforma de los 
legislativos., op. cit. P.193. 
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 C. La Parte Final: 
 La parte final de las leyes es una denominación doctrinal para el conjunto de las 
partes de disposiciones que suelen cerrar la parte dispositiva de las leyes. En ella 
encontramos: las disposiciones adicionales, transitorias, finales y derogatorias, aunque 
no necesariamente figuran dichas categorías de disposiciones. En las leyes españolas, 
esta parte final suele dividirse en tres tipos de disposiciones: denominadas adicionales, 
transitorias y finales. Sin embargo, en muchos países europeos, como Francia, Austria, 
Alemania, Italia, Bélgica, Grecia únicamente existe un capítulo final en el que se 
engloban todas estas disposiciones sin distinguir entre las categorías existentes en 
España.  Por ello, en estos países la división por artículo continúa en esta parte final, 
siguiendo la numeración del resto de la ley, bajo un título deliberadamente genérico 
como, por ejemplo: "Disposiciones diversas", "Disposiciones diversas y finales", " 
Disposiciones finales"...etc. Esta opción, como señala Carles Viver i Pi-Sunyer, evita 
una buena parte de los problemas clasificatorios que plantea la actual estructuración de 
la parte final de las leyes catalanas. Por eso, cree que el legislador español, o catalán, 
mejor dicho, debería considerar la posibilidad de seguir este modelo, tan habitual en el 
derecho comparado, y que además da una mayor unidad al texto, facilita la cita y hace 
patente el pleno valor normativo de estas disposiciones. Al respecto, se debe tener en 
cuenta que entre los preceptos de este capítulo debe respetarse el mismo orden. 395 
 En la redacción de esta parte se recomienda incluir aquellas consideraciones 
absolutamente necesarias. De todas formas, al respecto se pueden aclarar las siguientes 
precisiones a fin de delimitar el alcance de estas distintas disposiciones de la parte final: 
 1. No existe propiamente un concepto teórico puro de disposiciones adicionales, 
transitoria o final. Tampoco el ordenamiento español, como señala Carles Viver, las 
define o establece el contenido de las mismas. La primera consecuencia que puede 
extraerse de lo dicho, es que el legislador goza de una extraordinaria libertad a la hora 
de configurar las distintas categorías de la parte final y, por tanto, a la hora de clasificar 
dentro de ellas a los distintos tipos de preceptos. Una segunda importante consecuencia 
es que en la configuración de las categorías de la parte final debe partirse, no de 
																																								 																				
395 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.193, también, Ibídem, Aspas Aspas, José 
Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de Administración 
Pública, o.p.cit. Pp. 211-269, también, Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en 
Curso de técnica legislativa, ...op. cit. Pp. 137-171. 
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planteamientos teóricos abstractos, sino de los criterios efectivamente empleados por el 
legislador, quien tiene la última palabra y, al no tener parámetros normativos o 
doctrinales, puede hacerlo con una notabilísima discrecionalidad.396 
 2. Los efectos jurídicos que pueden derivarse de la construcción de estas 
categorías y, en concreto, de la inclusión de un precepto en una u otra, son escasos, 
aunque no nulos.  
 3. Las anteriores observaciones, sin embargo, no quitan valor a la reflexión sobre 
las técnicas legislativas empleadas en la configuración de la parte final de las leyes. "En 
efecto, a pesar de la repetida discrecionalidad del legislador y de la menguada 
trascendencia jurídica, no cabe duda de que el hecho de configurar unas categorías 
relativamente homogéneas, fácilmente diferenciables unas de otras y, sobre todo, el 
mantenimiento invariable de su contenido en todas las leyes, contribuye a una correcta 
estructuración de las mismas y facilita, no sólo su tratamiento informático (archivo, 
investigación...), sino también el trabajo de quienes deben interpretarlas y aplicarlas e, 
incluso, el del propio legislador que se dota así de unas pautas claras que objetivizan y 
en parte automatizan su labor.  
 Con ello, no es una tarea fácil establecer criterios que sean suficientemente 
amplios para acoger a los diversos tipos de preceptos que conforman la parte final de las 
leyes y que, al mismo tiempo, sean suficientemente precisos hasta el punto de poder 
discriminar con exactitud unas categorías de otras y garantizar un mínimo de 
homogeneidad interna de las mismas.397 
 Con lo dicho, las tres categorías de la parte final deben respetar dos principios 
básicos siguientes: 
 a) Los criterios de ordenación y clasificación adoptados por el legislador deben 
aplicarse de modo constante, sin excepciones. 
 b) Las categorías deben ser homogéneas (en el sentido de que los preceptos que 
en ellas deben incorporarse han de tener una naturaleza análoga, han de responder a 
unos criterios homogéneos) y cerradas (en el sentido de que en ellas deben incluirse 
únicamente los preceptos que responden a los criterios definidores de cada categoría).  
																																								 																				
396 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 129-130.  
397 Ibídem, Pp.130-131.  
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 Sin embargo, existe una excepción al principio de que estas tres categorías deben 
ser cerradas, por la realidad de que la parte final de las leyes tiene un carácter residual 
en la medida en que en esta parte se incluye todos los preceptos que no pueden 
incorporarse r en la "parte dispositiva" de la ley. Esta excepción da pie a la exigencia de 
dejar una de las citadas categorías relativamente abierta al objeto de: 
"a) Poder incorporar a ella las prescripciones que no encajen en ninguna de las 
categorías previamente definidas. 
b) No tener que recurrir a la creación de categorías diferentes y específicas en cada una 
de las leyes. Es decir, como máximo habrá disposiciones adicionales, transitorias y 
finales. 
  Estamos de acuerdo con este autor en que la categoría que se puede dejar, 
relativamente, abierta es la de las disposiciones adicionales, bajo la condición de que se 
debe respetar el principio de que " en la parte final de las leyes deben situarse tan sólo 
aquellas prescripciones que no puedan incorporarse al "articulado" y que sean 
absolutamente imprescindibles". 398 
 Al respecto, también, en el caso de la existencia de un precepto complejo o plural , que 
a su vez significa, o cuenta una prueba de, la mala sistematización, es aconsejable que el 
legislador que comprueba la posibilidad de subdividirlo en dos prescripciones diferentes 
y simples, como mínimo, o , en el caso de que la claridad o la economía expositiva 
desaconsejan la división, el legislador tiene la voluntad de incluirlo en una categoría que 
considere más conveniente, manteniendo empero el mismo criterio en todos los casos. 
En el caso español, el criterio adoptado con mayor frecuencia por el legislador es " el 
contenido transitorio prima sobre los otros dos y el final sobre el adicional". 399 Sin 
embargo, debe recordarse  que el criterio debe ser práctico, es decir, el redactor que 
transmite el mensaje del legislador tendrá la libertad de evaluar en qué parte debe incluir 
los preceptos que forman la parte final de la ley bajo dos condiciones: la primera que no 
cometa un error inexplicable, como por ejemplo, incluir esta parte algún precepto 
directivo, de definición u organizador, y la segunda condición que siempre busque la 
armonía perceptual del texto, aunque añada preceptos de difícil encaje en una de los tres 
																																								 																				
398 Ibidem, Pp.133-134. 
399 Para más detalles, véase, Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las 
leyes, op. cit. Pp.134-135. 
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categorías que forman la parte final. Finalmente, veamos que la clasificación teórica de 
las categorías no siempre puede resultar lo más correcta; quizás, la prácticabilidad de las 
normas exige otra agrupación de algunos preceptos a fin de ser más fácil citarlos.  
 El contenido de las distintas divisiones o categorías de la parte final, según el 
modelo español, es el siguiente: 
 1. Las disposiciones adicionales:  
 Según José Manuel Aspas, " Las disposiciones adicionales son la categoría de la 
parte final en la que se incorporan las normas que no pueden incorporarse en otro lugar 
de la ley. Tienen un cierto carácter residual."400 
 Así, estas disposiciones, como regla general, resultan apropiadas para regular 
únicamente las disposiciones que introducen alguna matización, o añaden algo a lo 
preceptuado en la parte dispositiva. También, pueden regular los regímenes especiales o 
establecer dispensas y excepciones. Además, se utilizan para incorporar preceptos de 
difícil encaje en el resto del articulado.401 
 Al respecto, las disposiciones adicionales contienen, según Carles Viver i Pi-
Sunyer,402los siguientes regímenes: regímenes jurídicos especiales, mandatos y 
autorizaciones de contenido no normativo y, finalmente, disposiciones adicionales 
residuales. Es decir, como señala José Manuel Aspas, su contenido normal es regular 
regímenes jurídicos específicos a modo de adición a la parte dispositiva. 403 
 Se exponen sucintamente las características de cada uno de estos regímenes: 
 A)  Regímenes jurídicos especiales:  
																																								 																				
400 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.246. 
401 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.191, y ibídem, Aspas Aspas, José 
Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de Administración 
Pública, o.p.cit. P.246. 
402 Para más detalles, véase, ibídem, Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma 
de las leyes, op. cit. P.136. Y. también, Su trabajo en Curso de técnica legislativa, op. cit. P. 147. 
403 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.246. 
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 Como señala este autor, "El núcleo básico y específico de las disposiciones 
adicionales está constituido por los preceptos que regulen regímenes jurídicos especiales 
a modo de "adición" o "matización" a la "parte dispositiva" de la ley."  404 
 Destacando que los regímenes jurídicos especiales suelen contener varios regímenes de 
distintos tipos: de tipo territorial, los personales, los económicos y los procesales. Estos 
regímenes especiales son reglas primarias o "materiales" que contienen un régimen 
jurídico específico distinto del previsto con carácter general por la ley. Por ello, estos 
regímenes no tienen la función sinónimo de la excepción al ámbito de aplicación de la 
ley por razones territoriales o de cualidades personales, etc. Este último, la regulación 
del ámbito de aplicación de la ley, se regula por preceptos o normas que se sitúan entre 
los primeros artículos de la parte dispositiva de la ley, no en la parte final. Por otro lado, 
y en algunos casos, se incorporan a las disposiciones adicionales las prescripciones que 
definen los términos empleados por la ley, las cuales no tienen en absoluto el carácter de 
disposiciones adicionales. Su emplazamiento lógico es el de los primeros artículos de la 
ley.  
 También, en este lugar, es conveniente distinguir los regímenes especiales de los 
preceptos, de aplicación subsidiaria, que regulan situaciones excepcionales de régimen 
general no de régimen especial. Por ello deben situarse en la parte dispositiva de la ley y 
no en las disposiciones adicionales. "En resumen: corresponde a la llamada "parte 
dispositiva" y no a las disposiciones adicionales: a) las excepciones al ámbito de 
aplicación de la ley, b) las definiciones legales, y c) los preceptos que regulan 
supletoriamente casos excepcionales en los que resulte inaplicable la regulación general 
(regímenes especiales de aplicación subsidiaria). 
 También corresponde a los regímenes especiales el régimen económico, el cual 
debe entenderse en sentido amplio incluyendo en él a todos aquellos preceptos que 
regulan aspectos económicos de la materia objeto de la ley, con la excepción a este 
principio, de modo único, de los siguientes:  
a) Las leyes de contenido económico de modo específico, como las leyes de 
presupuestos. En dichas leyes es lógico que el régimen económico forme parte del 
articulado. 
																																								 																				
404 Para más detalles, véase, ibidem, Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma 
de las leyes, op. cit. p.136. Y. también, Su trabajo en Curso de técnica legislativa, op. cit. P. 148. 
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b)  Los preceptos complejos que además de regular regímenes económicos tienen un 
contenido final (por ejemplo, los mandatos de incluir en futuros presupuestos de la 
Generalitat determinadas partidas al objeto de dar aplicación a la ley) o un contenido 
transitorio (por ejemplo, las previsiones de dotaciones económicas iniciales, otorgadas 
mediante procedimientos provisionales y excepcionales, con el fin de poner en 
funcionamiento a un organismo de nueva creación)." Al respecto, y, en el caso de 
preceptos complejos, el carácter transitorio y el final deben primar sobre el adicional. 
405 
De toda forma es fundamental que el legislador cumpla dos principios cuando 
organice el contenido de estos preceptos de los regímenes especiales: el primero, debe 
determinarse de forma clara y precisa el ámbito (territorial, personal...) en el que se 
aplica el régimen especial. El segundo, este régimen jurídico debe ser, por sí mismo o 
por remisión al régimen común o a otras disposiciones, suficientemente completo como 
para ser aplicado de forma inmediata. En caso contrario, es preferible que lo convierta 
en una simple excepción al ámbito de aplicación de la ley. 406 
 B) Mandatos y autorizaciones de contenido no normativo (no  dirigidos a la 
producción de normas jurídicas): El legislador suele atribuir el carácter adicional a los 
preceptos de mandatos o autorizaciones dirigidos a otros órganos e instituciones para 
que realicen determinadas actividades de índole no normativa, como, por ejemplo, La 
DA 1 de la Ley 16/1987 que concede al Gobierno el plazo de un año para crear la 
"Empresa Nacional de Transportes de Viajeros por Carretera.407 
 Al contrario, los mandatos y autorizaciones de contenido normativo deben 
situarse en las disposiciones finales, puesto que, responden exactamente a los criterios 
que en la legislación catalana definen a las disposiciones finales, como, por ejemplo, las 
habilitaciones para el desarrollo reglamentario de las leyes. Finalmente, cuando el 
objeto de los mandatos de contenido normativo tiene al mismo tiempo carácter 
transitorio, debe primar esta condición sobre la adicionalidad.   
																																								 																				
405 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp.137-139. 
406 Ibidem, P. 140. 
407 Ibidem, P 148. 
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 Disposiciones adicionales residuales: Todas las prescripciones que no pueden 
incluirse en la parte dispositiva de la ley, y aquellas que no encajen en ninguna de las 
otras categorías de la parte final de la ley deben incorporarse a las llamadas 
disposiciones adicionales residuales, que son la parte abierta de la categoría "adicional" 
de la parte final de la ley.408 
C.2- las disposiciones transitorias:  
Los artículos transitorios son aquellos que se incorporan al texto normativo de la 
ley para regular las situaciones especiales originadas con motivo de la expedición, 
reforma o abolición de una ley. Estos artículos prevén o resuelven diversos supuestos 
que, con carácter temporal o transitorio, provocan las innovaciones legislativas. Las 
normas transitorias versan principalmente sobre cuatro aspectos. La entrada en vigor de 
la ley o decreto la pérdida de vigencia de la ley o leyes anteriores, relacionadas con la 
nueva ley, el derecho intemporal y las disposiciones provisionales. El legislador debe 
ponderar siempre los problemas que plantean las leyes respecto al régimen jurídico 
aplicable a las situaciones jurídicas previas pendientes (es decir, las nacidas con 
anterioridad a la ley, pero que continúan produciendo efectos) y debe explicitar siempre 
el régimen jurídico que les será de aplicación (la leyantigua, la ley nueva o un derecho 
transitorio material). 
 Los artículos transitorios se deben establecer y diferenciar de este tipo de 
normas, ya que en ocasiones resultan más importantes que los del articulado de la 
propia ley.  
El derecho transitorio, por lo tanto, debe establecer reglas que precisen el 
régimen jurídico aplicable a lo que de modo deliberadamente genérico podríamos 
denominar como situaciones jurídicas (hechos, actos, relaciones e instituciones) nacidas 
con anterioridad a la ley de referencia (tanto las ya agotadas como, sobre todo, las que 
todavía producen efectos). Su finalidad es la de favorecer el tránsito de una legislación a 
otra. Esto plantea tres supuestos o subniveles dentro de los anteriores; el primero es el 
relativo a las normas que declaran la aplicación de la nueva ley a esas situaciones 
jurídicas previas, pendientes o no; el segundo son las que declaran la aplicación de la 
ley antigua a las mencionadas situaciones jurídicas, y por último las que establecen una 
																																								 																				
408 Ibidem, P. 141. 
284 
 
regulación específica de estas situaciones, diferente de la contenida en la ley antigua y 
en la nueva. En cuanto a su elaboración técnica o incorporación al texto de la nueva ley 
o decreto de modificación, los artículos transitorios inician una nueva numeración 
respecto de la ley de que forman parte. En los decretos de reformas de una ley, los 
artículos transitorios de cada decreto inician también una nueva numeración. 
Excepcionalmente, han existido decretos de reformas o leyes en que sus artículos 
transitorios continúan con la numeración del decreto o de la ley, lo cual no parece lo 
más adecuado. Generalmente, el número ordinal que corresponde a los transitorios se 
pone con letra, y se le antepone la palabra “artículo”: “Artículo primero”. Para hacer 
referencia a un transitorio, se debe precisar si se trata del contenido en el texto original 
de la ley, o en algún decreto de reformas. La estructura de las disposiciones transitorias 
no es la misma en todos los ordenamientos, ni hay criterios uniformes.409 
1) Vigencia 
 La fecha de inicio de la vigencia de una ley se fija en los artículos transitorios, y 
es a partir de ese momento cuando se hace obligatoria. La entrada en vigor de la ley 
debe quedar claramente determinada. En nuestro derecho encontramos dos sistemas de 
iniciación de la vigencia: elsucesivo y el sincrónico. 
2) Abrogación y derogación 
La derogación es la privación parcial de efectos de la ley, y la abrogación es la 
privación total de efectos de ésta. 
En el procedimiento legislativo del derecho romano clásico, que es el orden de 
estos términos, donde la derogación tuvo su origen, se denominaba derogatio a la 
anulación parcial de una ley, y abrogatio a la anulación completa de la ley.410 
Ambos términos han conservado hasta la actualidad, en apariencia, su significado 
original, incluso algunos tratadistas y el mismo Código Civil los siguen utilizando como 
en su acepción original. Sin embargo, cabe mencionar que el Diccionario de la lengua 
																																								 																				
409 López Olvera, Miguel Alejandro, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en elementos de técnica 
legislativa, México, 2000.  Pp. 138-140. 
410  Díez-Picazo, Luis M., La derogación de las leyes, Madrid, Civitas, 1990, P. 35. 
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española utiliza ambos términos como sinónimos.411 
 Este tránsito, como señala Fernando Sainz Moreno, exige: 
 1. Poner claro qué normas quedan derogadas y cuáles continúan vigentes, lo cual puede 
realizarse mediante la publicación de un listado," tabla de normas vigentes y de las 
normas derogadas"; 2. También, exige la determinación del modo en que la nueva 
norma afecta a las situaciones creadas bajo la norma anterior (derechos adquiridos) y en 
su caso, a las expectativas que se estimen dignas de ser amparadas. Este se realiza bien 
mediante disposiciones transitorias o bien, a veces, mediante el establecimiento de un 
régimen provisional: En su caso, las normas transitorias tienen como objeto establecer 
las reglas que transforman las situaciones jurídicas anteriores en situaciones nuevas, 
mientras que las normas creadoras del régimen provisional establecen que durante un 
período intermedio no se aplicará ni el régimen anterior ni el régimen nuevo, sino el 
régimen peculiar creado por ella. 412 
 Y según Carles Vivir Pi-Sunyer, varias cuestiones que provocan estas 
disposiciones no interesan directamente a la técnica legislativa, por ello, es conveniente 
destacar lo siguiente: 
 “-Primero, que el legislador debe ponderar siempre los problemas de 
transitoriedad que las nuevas leyes suelen provocar. En efecto, la mayor parte de las 
leyes, al incorporarse al ordenamiento jurídico, plantean problemas de sucesión 
temporal respecto a disposiciones anteriores. El legislador en modo alguno puede 
inhibirse ante este problema dejándolo en manos del intérprete. 
- Segundo, el legislador debe precisar con toda exactitud el ámbito temporal y material 
al que deben aplicarse las Disposiciones Transitorias 
- Tercero, como consecuencia de lo anterior, el legislador debe evitar la utilización de 
cláusulas genéricas como "se respetarán los derechos adquiridos" o "esta Ley tendrá 
efectos retroactivos desde..."La falta de unanimidad doctrinal y jurisprudencia acerca 
del alcance de los preceptos de retroactividad, ultractividad, derechos adquiridos, 
																																								 																				
411 El Diccionario de la lengua española define estos términos de la siguiente forma: Abrogar (del latín 
abrogare): Abolir, revocar. Derogar (del latín derogare): Abolir, anular una norma establecida como 
ley o costumbre. Derogación (del latín derogatio, onis): Abolición, anulación de una ley. 
412 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, op. cit.P.37. 
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expectativas de derechos, etc., aconseja que el legislador delimite con precisión no sólo 
el ámbito de aplicación del régimen transitorio, sino su contenido. 
- En cuarto lugar, por este último motivo, tampoco debe confiar en que determinados 
preceptos por su naturaleza (por ejemplo, los procesales, los interpretativos, etc.) serán 
aplicados retroactivamente, aunque él no lo explicite. La teoría de la retroactividad 
tácita o por naturaleza está envuelta hoy en una notable polémica y, en consecuencia, si 
quiere garantizar efectos retroactivos a estos preceptos debe explicitarlo. Del mismo 
modo, debe dejar claro el grado de retroactividad que quiere establecer. En suma, no 
debe confiar ni en la retroactividad tácita, deducible de la materia regulada, ni en la 
retroactividad implícita, deducible de los preceptos mediante su interpretación.413 
 Entre estas disposiciones transitorias destacan las siguientes disposiciones: 
a.  Disposiciones de derecho intertemporal:  
 Son las normas que configuran el derecho intertemporal que incluye, también, el 
derecho transitorio material, que, en cambio para un sector de la doctrina, especialmente 
la italiana, debería situarse al margen del derecho intertemporal estricto.  
  El derecho intertemporal tiene como objetivo el facilitar el tránsito de una ley a 
otra, a base de precisar el régimen jurídico aplicable a las denominadas situaciones 
jurídicas pendientes; es decir, a las situaciones nacidas bajo la legislación derogada pero 
que previenen al entrar en vigor la nueva ley). Este derecho intertemporal, que 
constituye en el núcleo tradicional del derecho transitorio, se compone, a. de las normas 
que disciplinan la colisión temporal de las leyes (ya sea declarada la pervivencia de la 
ley derogada, ya la retroactividad de la ley nueva). b. del derecho transitorio material. 
414 
 Es conveniente advertir, al respecto, que: 
1. La inmensa mayoría de las leyes suscitan en su aplicación problemas de 
transitoriedad. Este hecho refleja la tarea tan compleja que fomenta el legislador en este 
terreno. Sin embargo, el legislador, al redactar todas o cada una de las leyes debe 
ponderar con detenimiento estos hipotéticos problemas, comprobando, por ello, el 
																																								 																				
413  Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en Curso de técnica legislativa, ...op. cit. 
Pp.137-171, también, en la forma de las leyes, op. cit. P. 160. 
414 Ibidem, P.143. 
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impacto de la nueva ley sobre el derecho preexistente. También debe regular lo más 
detalladamente posible el régimen de transitoriedad. En las palabras del T.C el 
legislador debe prever " unas cautelas de transitoriedad que reglamenten el ritmo de la 
sustitución de uno por otro régimen jurídico" (STC No.38/1981, de 20 de julio, BOE de 
13.08.1981). 
  
2.  La aplicación lo más inmediata posible de la ley nueva, ya que esta contiene la 
voluntad más reciente de un legislador cuya legitimación democrática es renovada 
periódicamente."415Por ello, en algunos casos se declara la aplicación inmediata de la 
ley nueva a las situaciones jurídicas pendientes, por ejemplo; Ley 3/1985, de 21 de 
mayo, sobre la Compilación del Derecho Civil: disposición transitoria 1. "Las tutelas 
constituidas con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se ajustarán a lo 
dispuesto en ella. 416 
Sin embargo, el legislador valora la posibilidad de la aplicación inmediata de la nueva 
ley en determinados casos en los que puede ser imposible su inmediata aplicación como 
la falta de los órganos necesarios para darle aplicación o simplemente no aconsejable 
porque la ley innova demasiado radicalmente la estructura de determinadas situaciones 
jurídicas conformadas de manera totalmente distinta por la ley vieja. En estos casos será 
necesario establecer regímenes transitorios específicos. 417 
 Los tipos del derecho intertemporal o el derecho transitorio: 
 1. Derecho transitorio material o sustancial: Este derecho, a diferencia de los 
otros dos tipos de disposiciones propiamente transitorias (que son mera "normas sobre 
normas" está formado por reglas primarias, normas que: 
a) contienen una regulación material autónoma de las situaciones jurídicas pendientes y 
b)  en sentido estricto, se trata de unas terceras normas, ni las viejas ni las nuevas, que 
establecen un régimen jurídico intermedio entre estas dos leyes. Por ejemplo; Ley 
10/1989, de 14 de diciembre, de protección de menores: disp. trans. 2 "No podrá tener 
																																								 																				
415 Ibidem, P.144. 
416 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.247. 
417 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P.144. 
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lugar la habilitación de ninguna institución colaboradora de integración familiar en tanto 
la Diputación General no apruebe la norma reguladora de los requisitos mínimos a que 
hace referencia el artículo 30, párrafo segundo. 418 
En este caso, el legislador debe establecer esta clase de régimen transitorio cuando 
quiera suspender de inmediato la aplicación de la ley derogada (porque la considera 
injusta, nociva o simplemente inadecuada), pero, al mismo tiempo, estime imposible o 
contraproducente la aplicación inmediata de la nueva ley. En teoría, de acuerdo con esta 
excepción de la aplicación inmediata de la nueva ley, a fin de asegurar el buen 
funcionamiento de esta técnica legislativa, el legislador debe delimitar, precisamente y 
restrictivamente, su campo de aplicación temporal y material; por ejemplo, fijar con 
exactitud los beneficiarios de este régimen excepcional.419 
 2. Pervivencia de la ley derogada:  420 
 Este régimen derogatorio puede obtenerse de dos formas:  
 a) Declarar explícitamente la pervivencia de las normas derogadas o anteriores 
expresando que no serán aplicables las normas de esta Ley sobre una materia en 
concreto.421 
 b) De forma implícita, es decir, declarando diferida la aplicación de la nueva ley 
a las situaciones pendientes reguladas por la ley derogada.422 
 3. Aplicación retroactiva de la ley nueva: Aplicar de modo retroactivo la nueva 
ley es la tercera forma de regular las situaciones jurídicas pendientes que han sido 
reguladas por la ley derogada, al objeto de resolver un conflicto temporal entre los dos 
regímenes: la nueva ley y la ley derogada). Pero, para incorporar la cláusula de 
retroactividad a las disposiciones transitorias, existe la condición indispensable que 
exige que el objetivo de las mismas sea el de disciplinar el tránsito entre la ley antigua y 
																																								 																				
418 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 247. 
419 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P.145. 
420 Ibídem, P.148. 
421 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 247. 
422 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P.148. 
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la nueva, es decir, no siempre se incorpora automáticamente la cláusula de 
retroactividad a las disposiciones transitorias.423 
b.  Disposiciones transitorias impropias: 
 Estasson las disposiciones transitorias que contienen preceptos que tienen "por 
objeto el facilitar la aplicación de la ley nueva regulando autónomamente y 
provisionalmente situaciones jurídicas nuevas". Al respecto, "el legislador considera 
que la aplicación inmediata de la ley nueva es difícil o puede suscitar problemas y, en 
consecuencia, prevé una regulación provisional (que al cabo de un determinado espacio 
de tiempo decae en su eficacia para dejar paso a la ley nueva) y especial o autónoma (es 
decir, diferente a la ley vieja y a la ley nueva) que tiene como único objetivo el facilitar 
la aplicación definitiva de la ley nueva. 424 
c.  Falsas disposiciones transitorias:  
  Se puede distinguir dos tipos de preceptos a los que no les puede ser atribuida la 
naturaleza de disposiciones transitorias: 
 1. Las prescripciones que se limitan a diferir la aplicación de determinados 
preceptos de la ley sin que ello suponga la pervivencia de un régimen jurídico previo. O, 
son, en otras palabras, los mandatos dirigidos a un organismo, Diputación General o a 
un Departamento para que ponga en funcionamiento un determinado órgano. Tampoco 
son disposiciones transitorias los mandatos dirigidos al Ejecutivo para que presente un 
proyecto de ley.  425 
 2. Las disposiciones que son meramente temporales o provisionales. En otras 
palabras, como señala Carles, son disposiciones reguladoras a situaciones jurídicas 
nuevas de forma considerada provisional porque la dicha regulación está sometida a un 
término resolutivo fijo, que, a su vez, puede ser determinado o no. Este término fijo, 
como señala Carles, es un elemento " externo" o "secundario" que califica a la norma, 
																																								 																				
423 Ibidem, P.150. 
424 Ibídem, P.152. 
425 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.248. 
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pero su naturaleza se determina por el contenido material de disposiciones sometido a 
término.426 
 Estas disposiciones provisionales no son en sentido propio derecho transitorio.  
 Al contrario de este tipo de prescripciones reguladoras a situaciones jurídicas 
nuevas de forma "provisional" en la medida a que esta regulación tiene por objeto 
asegurar la aplicación de la ley que contiene estas disposiciones, existe otro tipo de 
disposiciones que no se puede afirmar el carácter transitorio a ellas, son las 
disposiciones cuya vigencia provisional no persigue la aplicación de la ley de la que 
forman parte, sino el servir de puente entre la ley vieja y una futura ley cuyo contenido 
todavía no se conoce. En otras palabras, un derecho transitorio no es, ni puede ser 
sinónimo de derecho provisional o temporal.   
 Otro tipo de las disposiciones falsas son las de aplicación " una tantum". Ese tipo 
de disposiciones pierde o agota su eficacia al ser aplicadas una sola vez. 427 
 Las disposiciones transitorias en las leyes palestinas: en el caso palestino las 
disposiciones transitorias contendrán: 
a) La entrada en vigor de la ley nueva o decreto de modificación. 
b) Las disposiciones abrogatorias o derogatorias. 
c) Los preceptos que regulan de forma provisional situaciones jurídicas nuevas cuando 
su finalidad sea la de facilitar la aplicación definitiva de la ley nueva. 
d) Las habilitaciones reglamentarias.428 
e) Los problemas de irretroactividad de la ley nueva o decreto de modificación. 
a. la entrada en vigor de la ley: 
En las leyes palestinas el legislador no utiliza la misma fórmula respecto a la 
entrada en vigor de las leyes. Lo correcto es determinar la fecha exacta en la que la ley 
																																								 																				
426 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 154-
155.Véase también, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, 
Revista Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P.247. 
427 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 155-157. 
428 López Olvera, Miguel Alejandro, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, ibídem, en elementos de 
técnica legislativa, P. 134. 
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debe entrar en vigor; es decir, la entrada en vigor de la ley se fijará señalando el día, 
mes y año en que ha de tener lugar y no por referencia a la fecha de su publicación. Es 
incorrecto decir: “Esta ley entrará en vigor 30 días después de la fecha de su publicación 
en el Boletín Oficial”. Por buena técnica legislativa lo correcto es definir el día exacto 
en que la ley deberá entrar en vigor. Tampoco es correcto decir, como el caso de la Ley 
Electoral del 2005 que esta ley entra en vigor inmediatamente a su publicación en el 
Boletín Oficial. Es decir, el legislador supone el pleno conocimiento de la Ley por los 
sujetos de la ley de forma inmediata a su publicación; al respecto, preguntamos ¿Qué 
plazo de tiempo se entiende con la palabra inmediato? Es imposible suponer el 
conocimiento del contenido de la ley inmediatamente a su publicación; tal entrada en 
vigor que desde la cual empieza la obligatoriedad de cumplir la ley.  
 La entrada en vigor de una ley está determinada por los artículos transitorios, o 
en caso de que éstos no lo determinen así, se aplica la norma general incluida en otra 
legislación, que en este caso es el Código Civil que fija plazo de 30 días para su entrada 
en vigor desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial. 
 Un ejemplo de la mala redacción de los preceptos de las disposiciones 
transitorias referentes a la entrada en vigor de las leyes es la confusión del redactor entre 
la entrada en vigor de la ley y entre su promulgación y su publicación. Así en algunas 
leyes palestinas, como el caso de la Ley de la Consolidad con los Palestinos Detenidos 
en las Cárceles Israelíes, núm. (14) de 2004, que pone en su artículo (7): “… y se aplica 
esta Ley desde su promulgación, y se publica en el boletín Oficial”. Es decir, se 
entiende este precepto como que la publicación de la Ley no es una condición jurídica 
para su entrada en vigor, sino como un mero proceso material, considerando que la 
promulgación de esta Ley es suficiente para su entrada en vigor. 
 b. Disposiciones abrogatorias o derogatorias 
Sólo se debe utilizar la abrogación explícita, ya que esta forma tiene mayor 
certeza en los ordenamientos jurídicos que dejarán de tener vigencia. Las disposiciones 
abrogatorias serán claras, terminantes y concretas. La técnica legislativa del legislador 
palestino es de la misma forma en este terreno; unos ejemplos de estas disposiciones son 
los siguientes: 
1. El artículo 69 de la Ley Presupuestaria y los Asuntos Financieros núm. (2) de 
1998 sostiene que: “se deroga la Ley núm. 39 de 1962 acerca de la organización de la 
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presupuestaría pública vigente en las provincias de Cisjordania, y se deroga cualquier 
precepto contrario a los preceptos de esta Ley”. En este artículo el legislador utilizó en 
su primera parte una formula explícita y concreta de derogación referente a la Ley 
antigua del 1962, que es una formula correcta, pero utilizó la técnica de derogación 
genérica sin determinar los otros preceptos que se quedan derogados con la entrada en 
vigor de esta ley nueva, a su vez, es una técnica erroña. 
 También citamos el artículo 140 de la Ley Laboral núm. 7 de 2000 que se utiliza 
la misma técnica anterior en la derogación de las leyes antiguas.   
2. Utilizar una forma genérica de derogación como el artículo 74 de la Ley del 
Niño Palestino núm. 7 de 2004 que pone: “se deroga todo que se contradice con los 
preceptos de esta Ley”.  Veamos que, a la luz de lo que aborda la técnica legislativa al 
respecto, esta fórmula de derogación adoptada por el legislador palestino es muy 
criticada por falta de precisión o claridad, y sin duda hará falta a mucho esfuerzo para 
poder localizar estos preceptos que contradicen con esta ley para no aplicarlos por ser 
derogados. También, y con la misma técnica de derogación el artículo 72 de la Ley de la 
Seguridad Social núm. 3 de 2003. 
 c. Los preceptos que regulan de forma provisional situaciones jurídicas nuevas 
cuando su finalidad sea la de facilitar la aplicación definitiva de la ley nueva. 
Como el precepto contenido en el artículo 22 de la Ley de Educación Supremo núm. 11 
de 1998 que considera que siguen en vigor las licencias de todas las instituciones de 
educación en Palestina registradas en el Ministerio Supremo de Educación cuando entre 
en vigor esta Ley… con la condición de que estas instituciones deberán corregir sus 
regímenes según esta Ley en plazo de máximo de un año desde la entrada en vigor de 
esta ley.  
 d. Habilitaciones reglamentarias: 
 En materias reservadas a la ley resultará imprescindible la correspondiente 
habilitación reglamentaria. En materias no reservadas a la ley se evitará el recurso a 
habilitaciones genéricas. Únicamente en el caso de que se impongan condiciones 
concretas al ejercicio de la potestad reglamentaria se incluirá la correspondiente 
habilitación. La cláusula de habilitación reglamentaria indicará que se trata de elaborar 
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un reglamento de desarrollo o ejecución.429 
 Unos ejemplos de estas habilitaciones reglamentarias en el caso palestino son:  
 El artículo 139 de la Ley Laboral núm. 7 de 2000 que establece: “el Consejo de 
Ministros, con arreglo a una recomendación del Ministro, tiene la competencia de 
aprobar los reglamentarios necesarios para la ejecución de los preceptos de esta Ley”. 
En el mismo sentido, también el artículo 71 de la Ley de la Seguridad Social núm. (3) 
de 2003. 
e.  Los problemas de irretroactividad de la ley nueva: como origen se aplica la 
ley desde la fecha de su entrada en vigor, no a las situaciones o regímenes anteriores a la 
ley. Así, el artículo 42 de la Ley Promotora de las Inversiones en Palestina núm. 1 de 
1998 afirma que no afecta esta Ley negativamente a los acuerdos de inversión anteriores 
de esta Ley regulados por otras leyes. Dichos acuerdos siguen vigentes con arreglo a las 
leyes anteriores hasta que se finalicen o se anulen según dichas leyes anteriores.   
 
 C.3- Las disposiciones finales. 
 Estas disposiciones deben ser las últimas de la parte final, aunque no siempre es 
así.430 Se refiere con estas a las disposiciones derogatorias, donde el legislador debe 
indicar expresamente cuáles son las normas que se derogan. Es recomendable que la 
redacción de estas disposiciones sea concreta, indicando con la mayora precisión 
posible el objeto de la derogación. También, es aconsejable la no inclusión de ninguna 
referencia que no se dirija a la eliminación de la validez de una norma. En cuanto a la 
entrada en vigor de la nueva ley se aconseja fijar un día concreto y determinado: 
señalando día, mes y año. Este sistema es el más claro y sencillo.431 
 Según Carles Viver432, las disposiciones finales pueden definirse tomando en cuenta 
																																								 																				
429 López Olvera, Miguel Alejandro, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en elementos de técnica 
legislativa, op. cit. Pp. 135-136. 
430 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.250. 
431  Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.193 




dos criterios genéricos (formal y material), así " las disposiciones finales son 
(formalmente) normas sobre normas que (materialmente) regulan las "relaciones" de la 
ley de la que forman parte con el resto del ordenamiento jurídico."   
 Sigue el mismo autor señalando que en concreto estas disposiciones, que son 
normas instrumentales, se refieren a cinco grandes temas: 
 1) Disposiciones que contienen autorizaciones o mandatos de contenido 
normativo; dirigidos a la producción de normas jurídicas. En estas disposiciones se 
incorporan todos los preceptos que contienen mandatos o autorizaciones emanados del 
legislador para dictar disposiciones normativas, sea cual sea el organismo al que van 
dirigidos, Consejo Ejecutivo, ayuntamientos... o el propio Parlamento, también, sea cual 
sea el contenido o la finalidad de dicho mandato o de dicha autorización "desarrollar" la 
ley, "preparar su ejecución", dictar decretos legislativos...etc." 433 
 2)  Las modificaciones al derecho vigente producidas por la nueva ley: 
 Estas disposiciones modificadoras, también, deben situarse en la parte final de la 
ley. Por lo que respecta a la modificación, pueden distinguir dos tipos o formas:  
 1. Modificación explícita o textual o exprés, en la cual el legislador se muestra 
claramente que un texto es modificado por otro.  
 2. Modificación implícita o indirecta o tácita por la cual la ley modificadora no 
se dirige a reformar la ley principal, ni a unirse a ella, y, al contrario de lo que sucede en 
general en el modo directo, esta ley principal o vieja no queda derogada con la 
promulgación de la nueva ley modificadora, sino que el efecto es acumulativo." El 
resultado es la superposición de diferentes leyes; lo que hace que, en ocasiones, aquél 
sea caótico e ininteligible. 434 
 En la redacción de las disposiciones modificadoras (explícitas o implícitas) se 
deben tomar en cuenta los siguientes criterios:  
 1. Deben utilizar siempre el mismo tipo de lenguaje y estilo tanto con la ley 
principal como con las otras leyes sobre la misma materia. 
																																								 																				
433  Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 167-176. 




 2. Estudiar todos los posibles efectos que las modificaciones propuestas puedan 
tener en otras disposiciones y deben realizarse todas las modificaciones derivadas. 
 3. Debe tomar en cuenta, cuando sea necesario, que las leyes modificativas se 
relacionarán con las circunstancias que existan cuando entren en vigor. 435 
 Respecto de la modificación explícita, en concreto, es aconsejable seguir los 
siguientes criterios: 
 "1) Cuando haya que añadir artículos nuevos, éstos se consignarán con el 
número cardinal del artículo después del cual tienen que ser colocados, añadidos con el 
adverbio numeral latino (bis, ter, quarter, etc.). Esta regla se seguirá también cuando el 
artículo a añadir se coloque tras el último artículo de la ley; así como si la ley tiene un 
artículo único. Si los artículos añadidos tienen que colocarse antes que el artículo 1 de la 
ley, se consignarán con los números 01, 02, 03, etc. 
 2) Respecto del título de artículo modificativo se debe citar en el mismo el 
número y el título (si existe) del artículo, así como los extremos y el título de la ley 
modificada, Por ejemplo, Art. 4 Modificación del art. 2 (programa regional) de la ley 15 
de mayo de 1972 nº. 4 concerniente a las normas para la construcción de asilos. 
 3) Si el título de una ley no es lo suficientemente amplío para cubrir la nueva 
materia, o si las modificaciones o derogaciones hacen el título largo inadecuado, el 
mismo título (largo) deberá ser textualmente modificado. 
 4) Para evitar la repetición del título breve de una ley que está siendo modificada 
es conveniente establecer que la ley sea referida como "la ley principal". Esto puede 
hacerse más claramente por medio de una sección separada, o una subsección 
presentada en la misma sección como el título corto: "En esta ley, la Ley X de 1979 es 
citada como la ley principal". 
 5) Cada sección modificada comenzará refiriéndose a la sección que va a ser 
modificada. Respecto del ámbito de esta, como regla general es preferible que una 
sección modificativa no modifique más que una sección, pero esto no es obstáculo para 
incluir en una sección una serie de modificaciones a otra sección. 
 6) Aunque la referencia a una ley se realiza sin señalar las modificaciones que 
																																								 																				
435 Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. P.245. 
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esta ha sufrido anteriormente, es importante adoptar algún sistema por el cual la lectura 
de una ley modificada se realice conociendo la existencia de modificaciones previas.". 
Esta información se establece generalmente en notas a pie de página o en notas 
marginales. Se recomienda que en algún lugar de la primera página de cada ley 
modificadora se haga una referencia a todas las publicaciones previas que han sido 
modificadas por la legislación principal. 
 7) Cuando un parágrafo, sección o subsección es derogada, los parágrafos, 
secciones o subsecciones no deben ser redenominados o vueltos a numerar. También 
cuando la ley ha sido objeto de frecuentes modificaciones, redenominaciones o 
renumeraciones se hace más difícil identificar el contenido de un particular parágrafo, 
sección o subsección en un determinado momento del pasado. 
 8) Toda modificación de una ley debe indicar el artículo modificado (p.ej. "El 
art. 68 de la Ley... es sustituido por el siguiente:"). 
 Toda disposición que contenga una novedad debe construir un artículo 
independiente, mejor que un apartado de un artículo ya existente." 
  Por otro lado, el objeto de la ley modificadora puede ser uno o varios artículos 
de la ley anterior (en efecto, si el objeto de la ley modificadora es la totalidad de la ley 
anterior estamos ante una técnica derogatoria). La modificación más compleja es 
aquella que tiene como objeto modificar una materia contenida en una pluralidad en 
textos normativos. Para solucionar este supuesto el derecho español ha establecido el 
instrumento llamado los textos refundidos, que consiste en “recoger en un único texto 
legal normativas dispersas en diferentes normas sobre una misma materia". Así, señala 
el artículo 82 de la Constitución española señala que Las Cortes Generales pueden 
delegar en el Gobierno la refundición de textos legales; refundición que puede adoptar 
dos formas: la mera formulación de un texto único, y la formulación de un texto único 





436Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. Pp. .245-247. 
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 3)  Las derogaciones al derecho vigente. 
 La derogación, como señala José Manuel Aspas, como acto y como efecto es 
una exigencia de la seguridad jurídica.437 Las disposiciones derogatorias son, como 
indica Pedro J Hernando García, el medio a utilizar por el legislador para evitar que en 
el ordenamiento jurídico se produzcan antinomias e incompatibilidad que perjudican la 
seguridad y la homogeneidad del sistema. 438 
 Esta clase de reglas que debe situarse en las disposiciones finales son los 
llamados, con los preceptos modificadores mencionados arriba, preceptos derogatorios 
que suelen ser distinguidos o divididos en dos tipos de derogaciones tanto por la 
doctrina española como por la extranjera: La derogación en un sentido amplio, como 
señala Victoria Iturralde Sesma, es "la revocación de la validez de una norma válida por 
medio de otra norma." Estos preceptos que conforman, también, como segundo grupo, 
el derecho transitorio intertemporal contienen normas que establecen la pervivencia de 
la ley derogada para regular las situaciones jurídicas pendientes. Aquí, nos ocupamos de 
tratar la derogación desde la perspectiva de la técnica legislativa indicando la doble 
clasificación de la técnica derogatoria: la primera, referida a las consecuencias que para 
el ordenamiento jurídico tiene la derogación, y la segunda, relativa a la técnica de 
derogación. 
 Así, según el primer criterio se puede distinguir entre derogación formal y 
material: la derogación formal pretende, únicamente, suprimir un enunciado normativo 
sin cancelar lo prescrito por él (es que este es objeto de otro enunciado normativo). Por 
otro lado, la derogación material, en cambio, pretende modificar el sistema normativo 
eliminando alguno de sus enunciados normativos. 439 
 En la técnica derogatoria se distingue, y según este criterio material, entre la 
derogación expresa y la derogación tácita: 
																																								 																				
437 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.250. 
438 Hernando García, Pedro J.  "Las disposiciones derogatorias en la legislación de las Comunidades 
Autónomas: un análisis de técnica legislativa", en La técnica legislativa a debate, op. cit. P. 63. 
439 Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. Pp. 235-237, 
véase sobre el tema, ibídem, Hernando García, Pedro J. "Las disposiciones derogatorias en la 
legislación de las Comunidades Autónomas: un análisis de técnica legislativa", op. cit. P. 66. 
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a) La derogación tácita o derogación por absorción es la derogación producida por la ley 
al respecto de las normas o disposiciones anteriores de rango igual o inferior que tiene 
un contenido incompatible con ella (derogación por incompatibilidad) o que regulan 
parcialmente la materia reglada con pretensiones de globalidad por la nueva ley. 440 
b) La derogación expresa es la derogación producida por la ley al respecto de las 
normas o disposiciones declaradas explícitamente derogadas por la dicha ley. 441 
 Así, la derogación es expresa cuando el legislador declara, expresamente, que 
determinados enunciados normativos quedan derogados. A su vez, en esta forma de 
derogación se distingue entre derogación nominada, cuando la norma derogatoria 
identifique con precisión el enunciado objeto de derogación. Así, por ejemplo, " Queda 
derogado el artículo x de la ley Y “; y derogación innominada, cuando el legislador no 
especifique el enunciado objeto de derogación. Así, por ejemplo, " Quedan derogadas 
todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en esta ley".442 
 La intensidad de dicha precisión de los efectos derogatorios puede variarse del 
siguiente modo: 
a) A un nivel mínimo: aquí, el legislador puede hacer la precisión señalando el ámbito 
material al que se circunscribe la derogación, utilizando fórmulas como, por ejemplo, 
"quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan a la presente Ley en materia 
de..." (Por ejemplo, fundaciones privadas, cooperativas, etc.). 443 
b) "Un segundo nivel de precisión sería el de   señalar explícitamente, de entre todas las 
disposiciones o, mejor, de entre todos los preceptos que quedan derogados por la ley, 
aquellos que presumiblemente serían más difíciles de  identificar por el intérprete: bien 
porque la incompatibilidad sea indirecta, bien por tratarse de preceptos poco aplicados, 
o bien porque no resulte clara la voluntad de regulación global de la nueva ley o del 
carácter "especial" de los preceptos que quedan derogados. 
																																								 																				
440 Ibidem, P.250. 
441 Ibidem, Viver Pi-Sunyer, Carles, P.176. 
442 Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. P. 237, 
443Hernando García, Pedro J., "Las disposiciones derogatorias en la legislación de las Comunidades 
Autónomas: un análisis de técnica legislativa", en La técnica legislativa a debate, op. cit. P. 68. 
299 
 
c) "Un tercer nivel consiste en la realización de tablas de derogación que contengan 
exhaustivamente (o con pretensiones de exhaustividad) todas las derogaciones 
producidas por la ley. Este sistema facilita notablemente la cada vez más complicada 
tarea de precisar el derecho vigente en cada momento.”  444 
 El ordenamiento jurídico español, como señala Victoria Iturralde Sesma, 
únicamente contempla la derogación expresa. Así, el art. 2.2 del código Civil señala que 
las leyes sólo se derogan por otras posteriores, y que la derogación sólo tendrá el 
alcance que expresamente se disponga y se extenderá siempre a todo aquello que, en la 
ley nueva, sobre la misma materia, sea incompatible con la anterior. 445 
 4. La integración de la nueva ley o del ordenamiento, de modo especial el 
régimen de supletoriedad.446 
 Estas reglas que conforman las disposiciones finales deben incluir los preceptos 
que regulan el régimen de supletoriedad de las leyes. Las susodichas cláusulas cuentan 
con uno de los varios mecanismos con los que se pretende lograr la integración de la ley 
o del propio ordenamiento. 
 Respecto al objeto de precisar el contenido que deberían tener estas cláusulas, 
conviene determinar previamente cuáles son los casos en los que se aplica el derecho 
supletorio y cuáles son los efectos que se derivan de la previsión explícita en una ley de 
un determinado régimen de supletoriedad. 
 Respecto a los casos de la aplicación del derecho supletorio la doctrina es 
unánime: tan sólo puede recurrirse a la aplicación de éste cuando efectivamente exista 
una laguna en la ley o en el ordenamiento (…cuando en la ley o en el ordenamiento se 
prevén o presuponen supuestos de hecho a los que ni la una ni la otra dan una respuesta 
jurídica). En cambio, no puede aplicarse el derecho supletorio cuando lo que hay es un 
mero espacio jurídicamente vacío, unos supuestos de hecho que el legislador ha dejado 
libres de toda regulación jurídica, por decisión propia - de política legislativa- o por 
imposición del mismo ordenamiento jurídico."  
																																								 																				
444 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P.179. 
445 Iturralde Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. P.237. 




 Estas cláusulas deben evitar fórmulas de supletoriedad excesivamente vagas y 
genéricas. En  los efectos de estas cláusulas de supletoriedad, como señala Carles, 
deben distinguirse dos grandes supuestos: 
a) " Las disposiciones o preceptos declarados supletorios pertenecen al mismo 
ordenamiento, ... En este supuesto puede surgir la duda de si esta llamada explícita a la 
aplicación subsidiaria de unas disposiciones normativas concretas implica, si no una 
integración de la norma supletoria en la suplida, tal como sucede en las remisiones, si 
por lo menos una preferencia de estas disposiciones supletorias sobre la costumbre, los 
principios generales y otras fuentes eventuales capaces de integrar la laguna en cuestión. 
Así parece deducirse del tenor del art. 1 del Cc que, como es conocido, establece que la 
costumbre y los principios generales tan sólo son aplicables en defecto de "ley". 
b) En cambio, cuando los preceptos, las disposiciones o el "derecho" proclamado como 
supletorio pertenece a otro ordenamiento, por ejemplo, al ordenamiento estatal, creemos 
que la duda no se plantea.". 
 Por otro lado, " el legislador no tiene por qué especificar el régimen de 
aplicación del derecho supletorio. Si para evitar interpretaciones incorrectas, lo hace, 
debe formularlo de modo completo y exacto.". 
 "En suma, las cláusulas de supletoriedad deben contribuir a delimitar el ámbito 
de aplicación del derecho supletorio y deben precisar las disposiciones a las que se 
atribuye esta función. De otro modo serán o contraproducentes o superfluas. 
 En cambio, no deben hacer referencia alguna al régimen de aplicación del 
derecho supletorio y, menos todavía, deben mencionar de forma incompleta las fuentes 
del, ordenamiento catalán que deben ser respetadas al hacer esta aplicación." 447 
 5. La eficacia temporal de la ley: todas las prescripciones que incluyen 
referencia a la eficacia temporal de la ley, a su vez, deben situarse en las disposiciones 
finales de la ley. Sin embargo, y como excepción de este dicho, los preceptos que, al 
regular la dicha eficacia de la ley de la que forman parte, establecen, explícitamente o 
implícitamente, la pervivencia de la ley derogada. A tales preceptos se les puede atribuir 
carácter transitorio, a pesar del hecho que regulan la eficacia temporal de la ley. 
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 Efectivamente, entre todas las disposiciones reguladoras a la eficacia temporal 
de las leyes destacan las que fijan su entrada en vigor. Desde el punto de vista de técnica 
legislativa la entrada en vigor de las leyes plantea de modo fundamental cinco 
problemas: 
 a) La institución que debe fijarla: En el derecho comparado la fijación de la 
entrada en vigor de las leyes se atribuye, bien al Parlamento que dicta la ley, bien al 
Gobierno o a otro órgano por delegación del Parlamento, o bien al ordenamiento 
jurídico por silencio del legislador. En opinión de Carles, esta tarea debe atribuirla, 
exclusivamente, al titular de la potestad legislativa y no debe delegarla a otros órganos. 
448 
 b) La forma de determinar, o fijar, la fecha de la entrada en vigor de la ley. Al 
respecto, existen, en el derecho comparado, tres opciones:   Bien establecer una fecha 
concreta y determinada de entrada en vigor, por ejemplo, fijar día, mes y año en el que 
se producirá la entrada en vigor (por ej., el 1 de septiembre de 2000). Bien, y como 
regla general, fijar un día de entrada en vigor por referencia a la fecha (es decir, al día) 
de la completa publicación de la ley en un boletín oficial. O bien fijar el día de la 
entrada en vigor por relación con otro acontecimiento.449 
 Viver, está bastante extendida en derecho comparado, y parece la más 
aconsejable por dos motivos:  
 El primero, y el más importante, porque resulta mucho más clara y más 
inmediatamente comprensible. El lector aprehende con mayor rapidez y seguridad la 
fórmula, por ejemplo: "esta Ley entra en vigor el día 1 de septiembre de 2000" que " 
esta Ley entra en vigor a los veinte días (o a los dos meses) de su publicación". 
 El segundo motivo resulta también aconsejable porque otorga un mayor 
protagonismo al Parlamento en la determinación de la entrada en vigor al evitar que los 
órganos encargados de la promulgación y publicación de la ley puedan influir en ella 
retrasando o adelantando la producción de estos actos.450 
																																								 																				
448 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp.186-188. 
449 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, Tecnos, Madrid, 1994, op. cit.P.36 
450  Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp.188-189 
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 Esta solución se prevé en las Directrices aprobadas por el consejo de Ministros 
del 18 de octubre de 1981, en la directriz 31. Pero, por el otro lado, esta solución puede 
presentar un problema cuando se trata con leyes de las que no se puede conocer la fecha 
de terminación de su tramitación parlamentaria.451 
 En torno a la entrada en vigor los repertorios de Directrices legislativas 
delimitan las siguientes exigencias: 
"- Que la ley especifique con toda claridad los artículos o partes de la ley cuya entrada 
en vigor se atrasa o se adelanta. 
- Que precise el momento en el que se producirá su entrada en vigor. 
- Y, si lo que se retrasa es la producción de determinados efectos, que se precise cuáles 
son y cuándo comenzarán a tener plena eficacia." 
d) La formulación literal de la cláusula: a esta formulación de dichas cláusulas se le 
debe exigir los mismos requisitos formales que a cualquier otro tipo de precepto, 
especialmente, la concisión y la claridad. 452 
e) La duración de la vacatio:  453 
 A este respecto, todos los repertorios de Directrices legislativas coinciden en dos 
principios generales:  
"a) La entrada en vigor inmediata, es decir, el mismo día o el día siguiente de su 
publicación, debe considerarse excepcional. Sólo aplicable a los casos en los que la ley 
requiere una aplicación urgente.  
b) El período de tiempo entre la publicación y la entrada en vigor debe ser suficiente, no 
sólo para que puedan tener conocimiento de la ley los posibles afectados, sino también 
para que puedan predisponerse las condiciones y los medios indispensables para darle 
efectiva aplicación." 454 Así como que la Administración Pública tenga tiempo 
suficiente como para establecer los instrumentos adecuados para llevar a cabo esta 
																																								 																				
451 Fernardo Sainz Moreno,"Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, op. cit. P. 36 
452 Viver Pi-Sunyer, Carles, "La parte final de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P.192. 
453 Ibidem, P.187. 
454 Ibidem, P.194. 
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aplicación. No puede entrar en vigor una ley del divorcio sin haber puesto en 
funcionamiento los tribunales ad hoc para aplicarla.455 
En el caso palestino, la parte final (ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاﺔﻤﺗﺎﺧةﺪﺣو) sigue a la parte dispositiva y 
contiene tanto los preceptos que aclaran temas formales, como podrían ser los preceptos 
derogatorios, preceptos adicionales, preceptos transitorios, como los preceptos sobre la 
entrada en vigor de la legislación y la promulgación, preceptos de autorización, 
disposiciones del derecho suplementario y la firma del competente de la promulgación y 
la fecha. Al respecto, no se encuentra mucha deferencia entre la estructura (forma y 
contenido) de las disposiciones que contiene este parte final de las leyes palestinas y la 
estructura de estas disposiciones de la misma parte en las leyes españolas. Por ello, 
preferimos remitir a lo que explicamos anteriormente en la parte final en las 
legislaciones españoles para no repetir lo mismo,456 
 Las disposiciones finales en las leyes palestinas:entre los varios tipos de 
disposiciones que puede contener esta parte final encontramos en la citada Ley Electoral 
de 2005 las disposiciones que contienen autorizaciones o mandatos de contenido 
normativo; dirigidos a la producción de normas jurídicas. En estas disposiciones se 
incorporan todos los preceptos que contienen mandatos o autorizaciones emanados del 
legislador para dictar disposiciones normativas, sea cual sea el organismo al que van 
dirigidos, también, sea cual sea el contenido o la finalidad de dicho mandato o de dicha 
autorización "desarrollar" la ley, "facilitar su ejecución", dictar decretos 
legislativos...etc. Así, establece el artículo 115 de esta Ley de 2005  que: “1. El Comité 
Electoral pone los reglamentarios necesarios para la aplicación de esta Ley. 2. Dichos 
reglamentarios se promulgan por una resolución de parte del Consejo de Ministros, y 
entra en vigor en la fecha de su publicación en el Boletín Oficial.”. 
 Al respecto, tenemos que confirmar que, en la práctica, no siempre se puede 
encontrar en la misma ley todo tipo de clasificación de los preceptos conocidos en la teoría 
de la técnica legislativa. Este contenido se varía según cada ley, su tema y sus ámbitos 
territoriales y personales y sobre todo si es una ley que organiza inicialmente un tema o es 
una ley modificadora. Estas disposiciones finales en las legislaciones palestinas vienen bajo 
																																								 																				
455 Ibidem, P.194. 
456 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya. Ramallah, 
2000.  Pp. 68-78. 
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títulos de formas diferentes de denominaciones, tales como Preceptos finales, preceptos 
sancionadores y finales, preceptos supletorios, etc. Pero en realidad, estas disposiciones 
finales contienen las mismas categorías de disposiciones conocidas en la técnica de legislar 
muy semejantes a las mencionadas anteriormente. Al respecto, el legislador palestino, en la 
mayoría de los casos, acude a la técnica explícita de determinar las leyes anteriores que se 
quedan derogadas o modificadas; incluso, en algunos casos, incluye un listado de éstas. Sin 
embargo, en todas las leyes añade el enunciado de que “quedan derogadas todas las 
disposiciones que se opongan a la presente ley” de forma general o de forma determinada 
en un ámbito de algunas materias reguladas por la presente ley. Finalmente, hay que 
mencionar que la parte final de las leyes palestinas con sus disposiciones de diferentes 
categorías siguen el mismo orden de numeración continua y consecutiva a la numeración 
del articulado de la ley. En el caso de modificar algún artículo o más se pone el mismo 
número del artículo antiguo añadiendo la palabra “repetido” para aludir a su modificación 
por la presente ley. 
 
 4.   Las directrices sobre la división (o la parcelación) formal de los preceptos 
del texto legal: 
 La división formal del textosignifica " la división ordenada de las materias que 
regula mediante fórmulas epigráficas de separación." Como regla general, estas fórmulas de 
separación y agrupación de los preceptos han de responder a unas reglas homogéneas y 
unificadas y, además, es conveniente adaptar la división formal de los textos a la tradición 
técnico-legislativa de cada país.  457 Y a las exigencias del propio idioma.  
 Como señala M. Teresa, la correcta división de una ley tiene importancia tanto 
para su visualización y comprensibilidad como para su aplicación e interpretación. 
Dicha aplicación de la ley exige precisa citación de alguna o algunas de sus partes. Por 
ello, una división correcta facilita la aplicación de la ley permitiendo su cita sin ningún 
margen de error.458 
 Ahora bien, para delimitar los criterios de la técnica legislativa al respecto de la 
división de la ley, se puede señalar que a pesar de que la división de la ley es algo, en 
																																								 																				
457 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P. 193. 
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definitiva, convencional, debe afirmar que, por un lado, es importante que las leyes se 
dividan siempre de la misma forma y, por el otro lado, todas las Directrices de la técnica 
legislativa incluyan un apartado dedicado a la división formal de las leyes. 
 En este terreno, podemos distinguir los criterios siguientes de la parcelación o la 
división del texto legal de la ley, desde el punto de vista de la técnica legislativa:  
 1)  En un principio, la ley puede tener dos grandes partes459entre las cuales los 
criterios han de diferenciar en este tenor, son: la parte expositiva y la parte dispositiva, 
cuando sea necesario incluir ambas. Según la técnica legislativa, la parte expositiva 
(Exposición de motivos o Preámbulo) conviene que sea sucinta, limitándose a exponer 
sintéticamente su contenido. Mientras, señala M. Teresa Castiñeira que en la parte 
dispositiva se incluyen los artículos y las disposiciones finales que siempre están 
divididas en unidades básicas. Teniendo en cuenta que la parte final de la ley suele estar 
formada por tres tipos de disposiciones: Disposiciones Adicionales, Transitorias y 
Finales. También, debe integrarse en el articulado y, cuando sea necesario, puede 
formar un Capítulo, por ejemplo: si sólo hay una Disposición Final, como la de la 
Entrada en vigor, en este supuesto no debe formarse en un capítulo, pero, si hay varias 
Disposiciones Finales (de entrada, en vigor, derogaciones, mandato al ejecutivo...etc.), 
entonces, estas pueden formar un Capítulo, 460 
 2)  Esta unidad básica de la división de la parte dispositiva es el artículo o el 
parágrafo según el país y según el tipo de la ley. Así, por ejemplo, en   Alemania se 
utilizan dos tipos de unidad básica: el artículo y el parágrafo. Este último es la unidad 
empleada normalmente, y el artículo se reserva para leyes específicas como en el caso 
de la Constitución, y las leyes que se refieren a otras leyes (leyes modificativas y leyes 
de introducción).  461 
 3) A partir de esta unidad básica, que siempre va numerada consecutivamente, se 
construye formalmente la ley. Pero, hay agrupaciones de artículos y divisiones de los 
mismos denominados, como en el caso español (esto también es la división del texto 
articulado aportado por la directriz 12 del Acuerdo del Consejo de Ministros sobre las 
																																								 																				
459 Ibidem, P. 194. 
460 Ibidem, Pp.108-111. 
461 Ibidem, P. 194. 
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Directrices sobre la forma y estructura de los anteproyectos de ley, 18 de noviembre de 
1991), Títulos, Capítulos, secciones en adición de los artículos.  462 
 En el caso palestino la parcelacióndel texto legislativo significa dividir el 
contenido de la legislación entre unidades cortas, precisas y entendibles con mucha 
claridad y de forma que facilita la localización de los preceptos contenidos en la 
legislación. Dichas unidades en las legislaciones palestinas son muy semejantes a las 
legislaciones españolas, y son las siguientes:  
 1.   El Artículo: 
Es cada una de las disposiciones numeradas de un tratado, ley o reglamento; es 
la unidad básica de la ley.463 En efecto, el artículo es la división elemental y 
fundamental de las leyes, comprensiva de una disposición legal condensada en una sola 
o en varias frases, a veces repartidas en varios párrafos o apartados. Para facilitar la cita 
de los textos, esa división recibe un número único, que se sigue sin interrupción dentro 
de otras divisiones más generales, formando el cuerpo entero de una ley. 464 
 Los artículos cumplen la misión de dividir en piezas, y al mismo tiempo, de 
articular los cuerpos normativos, logrando que tengan una estructura internamente 
organizada, con el fin de integrar el todo como unidad armónica y enlazada entre sus 
partes. Los artículos de una ley no tienen por qué guardar entre sí una estructura típica. 
465 
 Cada uno es diferente. No sólo en cuanto a la importancia del contenido que 
norma, sino en cuanto a la función que cumple dentro del cuerpo general de la ley. Esta 
unidad de división convencional del texto de una ley es la de mayor importancia. En ella 
se contiene la hipótesis normativa elemental, conceptual y reguladora. 
 La división formal de todo texto normativo que contenga varios preceptos 
separables se concretará en artículos, como unidad básica de aquella división, salvo 
																																								 																				
462 Ibidem, P.108. 
463  Diccionario Enciclopédico Santillana, P. 99. 
464 Sáinz Moreno, Fernando y Ochoa, Silva, y,Juan  Car los  Da (coords . ) :  La cal idad  de  las  
leyes ,  Par lamento  Vasco ,  Vi tor ia ,  1989,  op. cit., nota 23, P. 396. 
465 Camposeco Cadena, Miguel Ángel, en, Elementos de técnica legislativa, Porrúa, México, 1996,  nota 
15, P. 97. 
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(pero no en el caso palestino) las disposiciones de la parte final.466 
Cada artículo regulará un solo precepto o, en su caso, varios preceptos que 
respondan a una estricta unidad temática, debiendo dividirse entonces en un apartado 
cada precepto. Un artículo no debetener por buena técnica legislativa más de tres o 
cuatro párrafos. Pero obsérvese que, si la naturaleza de la materia que regule el precepto 
es de extensión y que no se puede dividirlo en más de un artículo, es conveniente añadir 
más de cuatro párrafos. 
 Miguel Ángel Camposeco Cadena recomienda que los artículos se deben 
enunciar con la palabra completa “artículo”, iniciada con mayúscula, y numerada 
progresivamente en números arábigos...467En el caso palestino se utilizan los números 
hindús. 
Como acabamos de decir, el artículo es la unidad básica de la ley y siempre va 
numerado consecutivamente 468 y dicha numeración no se altera en ningún caso. Es 
decir, en los supuestos en los que los artículos se agrupan en Capítulos o no, o cuando 
estos últimos se agrupan en Títulos o no, o cuando el artículo se divide en párrafos o no, 
la numeración de los artículos debe mantenerse desde el principio hasta el final.469 
 Como señala M. Teresa Castiñeira, se divide el estudio del artículo en dos 
apartados:  
 1. La designación del artículo:  
 a) La tipografía: si las leyes anteponen el término "artículo" a la numeración, que 
es un estilo correcto, se debe utilizar siempre de la misma forma. 470 
 b) La numeración: los artículos se numeran consecutivamente y, en este tema 
																																								 																				
466Castiñera, M. Teresa, “División de las leyes”, en la forma delas Leyes, op. cit. P. 112. 
467  Camposeco Cadena, Miguel Ángel, op. cit., nota 15. P. 97., También, López Olvera, Miguel Angel, 
“Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en, Elementos tetécnica legislativa, México, 2000.  Pp. 
126-127. 
468 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública,1993, o.p.cit. P.237. 
469 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P.112. 
470 M. Teresa Castiñeira Palou, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. p.112. Y, 
también, ibídem, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, 
Revista Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P. 239. 
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debe advertir al caso de las leyes que tienen sólo un artículo; en este caso, es 
aconsejable utilizar la expresión "artículo único" y no designar el artículo como primero 
cuando no hay más que uno, lo cual no tiene demasiado sentido y puede causar 
confusiones. Este precepto es el adoptado por la Directriz 14 del dicho Acuerdo de 
Ministros, antes citado, que dispone presentar este artículo como "artículo único"471sin 
numerarlo. Sin embargo, como señala Fernando Santaolalla, como ocurre con el caso de 
la regla 1 de las directrices italianas, "a efectos de facilitar el tratamiento automatizada 
de los textos legales no hubiese estado demás acabar con este procedimiento, haciendo 
aparecer el artículo único con el artículo uno."472También, a este respecto, se considera 
mejor la numeración de los artículos empleando cifras árabes.473 
 c) El Título o el Nombre designado para los artículos: según las Directrices de la 
técnica legislativa extranjera, los artículos, frecuentemente, han de tener título.474 
(Como el caso palestino). En algunos países europeos, en España normalmente no se 
utiliza, el artículo incorpora un título para indicar el tema que regula. Sin embargo, la 
misma regla de la Directriz 14 dispone que los artículos se titularán siempre, lo que, 
como ya hemos mencionado, rompe, como dice Fernando Santaolalla la tradición 
española de designar títulos sólo para las divisiones superiores. El mismo autor señala 
que lo más criticable, a este respecto, es la mención de tan radical adverbio como el 
subrayado: exigir que siempre sean titulados los artículos puede resultar excesivamente 
comprometido. Aportando que desde la aparición de las directrices se han presentado 
proyectos de ley que no han cumplido la mencionada recomendación de la dicha 
regla.475 
																																								 																				
471 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.239. 
472 Sataolalla López, Fernando, "Nota acerca de las directrices sobre la forma y estructura de los 
anteproyectos de ley", en Revista de las Cortes Generales, 1992, op. cit.  P. 175. 
473 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp.113-114. Y, 
ibídem, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista 
Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P.238. 
474  Ibídem, P.114. 
475  Sataolalla López, Fernando, "Nota acerca de las directrices sobre la forma y estructura de los 
anteproyectos de ley", en Revista de las Cortes Generales, 1992, op. cit.  P. 175. 
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 De cualquier forma, esta titulación de los artículos debe ser clara y concisa. Esta 
titulación aporta varias ventajas: 476 
- En primer lugar, facilita la lectura y el uso de la ley, y permite una rápida 
localización del precepto. Además, la elaboración de índices resulta simplificada. 
477 
- En segundo lugar, según M. Teresa Castiñera, la titulación facilita la división de la ley: 
" Por ejemplo: la Llei 10/1983, que tiene 27 artículos, está dividida en Capítulos y 
algunos de estos en Secciones. El Cap.I contiene un solo artículo. El Cap. II está 
dividido en cinco Secciones, la primera, la segunda y la cuarta tiene un solo artículo. 
Hubiera sido más sencillo y más claro para el destinatario prescindir de gran parte de las 
secciones e incluso de algún capítulo y titular en cambio los artículos." 
- En tercer lugar, el título puede contribuir a una buena sistematización de las leyes. Por 
ello, el título debe indicar brevemente el contenido del artículo, el hecho que obliga al 
legislador a ajustarse al contenido en el título para ser este último útil. Pues, en el caso 
que el título indica algo distinto o sólo recoge una parte del contenido será inútil. 
También, el título facilita la integración de las Disposiciones Adicionales, Transitorias y 
Finales en la Parte Dispositiva. Sólo, el título resulta innecesario en las leyes de un sólo 
artículo.478 
 El título, por otro lado, debe figurar en la misma línea que la palabra artículo y 
tras el número, y no en la línea superior designada al artículo. 
2. La redacción y la construcción formal de los artículos:  
 Como señala José Manuel Aspas, no es fácil, de verdad, dar reglas para delimitar 
la extensión y la división de los artículos. 479 En todo caso, hay ciertos criterios para 
llevar a cabo esta tarea: 
																																								 																				
476 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P.115.y, Prats 
Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P. 194. 
477 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 239. 
478 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp.115-116, 
también, José Manuel Aspas Aspas, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista 
Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P.239. 
479 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.241. 
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 a) La extensión del artículo: Según las Directrices de la técnica legislativa, los 
artículos no deben ser muy largos. Así, en algunos países las Directrices legislativas 
indican el número máximo de párrafos que debe tener un artículo, o indicar que los 
artículos no deben ser muy largos. Por ello, un artículo no debe tener, como regla, más 
de tres o cuatro párrafos. Porque, como señala M. Teresa Castiñeira, la extensión del 
artículo incinde tanto en el tema de las divisiones dentro del mismo como en la 
utilización de unidades de ordenación superiores al artículo como Títulos, Capítulo...etc. 
Por ejemplo: En la Llei 3/1984 los artículos son demasiado extensos y ello provoca 
dificultades en la utilización de Títulos, Capítulos y Secciones. Se trata de una ley de 46 
artículos que utiliza Títulos, Capítulos y Secciones. No es una ley de importancia 
institucional, por tanto, con 46 artículos no parece necesario recurrir a los Títulos; los 
Capítulos hubieran sido suficientes. Pero es que, además, por ejemplo, el Título II (arts. 
3 a 14) es decir 12 artículos, está dividido en 2 Capítulos y el segundo en cinco 
Secciones que tienen uno o dos artículos, eso sí larguísimo."  480 
 Por su lado, la Directriz 18 del citado Acuerdo de Ministros establece los 
criterios de redacción y división de los artículos, disponiendo que los artículos no 
debieran exceder cuatro párrafos o apartados y que estos últimos no serán muy largos. 
 b) Los Párrafos 
Son cada una de las divisiones de un escrito señaladas por letra mayúscula al 
principio del primer renglón y punto y aparte al final del último. El párrafo constituye 
una unidad funcional secundaria o parcial de la primera unidad normativa, que es el 
artículo. Los párrafos deben numerarse en forma progresiva, empezando con el número 
uno (1) y utilizando cifras árabes. 
 Cuándo en un artículo se enumeren facultades, atribuciones, etcétera, el párrafo 
que establece el supuesto general se numerará como párrafo uno. Cuando una fracción 
se divida en varios párrafos, se numerará la fracción con número romano, seguido del 





480 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 116-117 
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1. Las sesiones de los Consejos del Instituto serán públicas. 
2. Los concurrentes deberán guardar el debido orden en el recinto donde se 
celebren las sesiones. 
3. Para garantizar el orden, los presidentes podrán tomar las siguientes 
medidas: 
I. Exhortación a guardar el orden. 
II. Conminar a abandonar el local. 
III. Solicitar el auxilio de la fuerza pública para restablecer el orden y 





c) Los Apartados 
Sólo se emplean cuando el tema principal contenido en un artículo puede ser susceptible 
de división; es decir, cuando se aportan dos o más especies de la misma materia que 
norma el precepto, para dar a cada uno el tratamiento diferenciado que requiere. Los 
apartados dentro de un artículo se deben diferenciar con letras mayúsculas. 
d) Los Fracciones 
Regularmente se usa esta división para enumerar una serie de atribuciones, 
obligaciones, facultades, requisitos, etcétera, que en un artículo se otorguen. 
 Es común que el párrafo que antecede a una fracción contenga una regla general 
o específica. Cada fracción constituye, por lo general, parte de un supuesto normativo o 
de diversos supuestos de una regla que contemplan el encabezamiento del artículo. Las 
fracciones se enumeran con números romanos, separadas con punto y coma, excepto la 
última, que se separará con coma, por ejemplo: 
Artículo 113. Para obtener el registro de una marca deberá presentarse 
solicitud por escrito ante el Instituto con los siguientes datos: 
																																								 																				
481 López Olvera, Miguel Angel, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en elementos detécnica 
legislativa, México, 2000. Pp. 126-127. 
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I. Nombre, nacionalidad y domicilio del solicitante; 
II. El signo distintivo de la marca, mencionando si es nominativo, 
innominado, tridimensional o mixto; 
III. La fecha de primer uso de la marca, la que no podrá ser modificada 
ulteriormente, o la mención de que no se ha usado. A falta de indicación se 
presumirá que no se ha usado la marca; 
IV. Los productos o servicios a los que se aplicarán las marcas, y 
V. Los demás que prevenga el reglamento de esta ley.482 
e) Incisos 
El inciso comprende la división última de la estructura del texto legal. Es la 
norma mínima dentro del texto de una ley. Esta clase de división obedece a que, incluso 
las fracciones, contienen pequeñas normas que hay que dividir en varios supuestos. Los 
incisos se ordenan bajo el sistema de letras minúsculas, en orden alfabético. 
Por ejemplo: 
 Artículo 176. La autorización de usuario de una denominación de origen 
dejará de surtir efectos por: 
I. Nulidad, en cualquiera de los siguientes casos: 
a) Cuando se otorgue en contravención a las disposiciones de esta ley, y 
b) Cuando se otorgue atendiendo a datos y documentos falsos. 
II…483 
3.  La parcelación (división) del artículo:  
 Cada artículo o parágrafo debe contener sólo una regla jurídica. Pero, en el caso 
de contener o incluir también las matizaciones, precesiones, desarrollos o reglas de 
aplicación y excepción correspondiente, se debe subdividir el artículo en apartados o 
párrafos que por su numeración debe utilizar cifras árabes y, cuando sea necesario 
subdividir estos últimos, debe utilizar para su numeración letras minúsculas. Hay que 
																																								 																				
482 Ibidem, Pp. 127-129. 
483 Ibidem, Pp. 127-128. 
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advertir en este terreno que no es recomendable las divisiones ulteriores de dichas 
subdivisiones. 484 
 Esta numeración de los párrafos tiene doble ventaja: primero, una ventaja 
preventiva, en cuanto avisa al redactor de un proyecto de artículo con muchos párrafos 
que tal vez conviene hacer varios artículos de uno. Segundo, una ventaja sucesiva a la 
aprobación de la ley, en cuanto facilita la rápida y exacta identificación del texto que se 
quiere citar. Por eso, conviene que los párrafos no sean más de tres o cuatro. Si el 
artículo tiene un sólo párrafo no es necesario numerarlo."   485 
 Cada artículo debe ir separado por puntos y aparte del anterior, se enunciará con 
todas las letras, y con numeración correlativa. 486 
 Según, casi todas, las Directrices legislativas, los sistemas de división de los 
artículos son semejantes. Por ello: 
a. Los artículos o parágrafos se dividen en párrafos numerados y para su ultra 
división se utiliza letras minúsculas que, a su vez, pueden dividirse en números.  
b. El artículo también se divide en apartados, letras y números.487 
 Por otro lado, según la misma Directriz, la redacción de los artículos debe 
cumplir el siguiente criterio: " cada artículo, un tema; cada párrafo, una oración; cada 
oración, una idea". Estas son, también, las tres reglas aportadas por Castiñeira Palou, 
denominadas las tres reglas de oro para redactar artículos. Esta recomendación hay que 
asumirla con mucha flexibilidad, porque indica la utilización de más de una oración 
compleja en el mismo párrafo. También, proscribe el recurso a oraciones muy largas y 
complejas para recoger, llegado el caso, una idea que así lo merezca. (Para más 
información V. la Directriz 18 del citado Acuerdo).488 
 Los artículos en las legislaciones palestinas. 
																																								 																				
484 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P. 117, y, Prats 
Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P. 194. 
485 Ibidem, P.118. 
486 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos. op. cit. P. 194. 
487  Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", op. cit. P.117. 
488  Aspas Aspas, José Manuel "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.240. 
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 La unidad básica del texto jurídico es el artículo, es decir, se divide la totalidad 
del texto legislativo en artículos que ordenan los preceptos legales siguiendo algunas 
consideraciones o directrices. Las directrices más importantes sobre la parcelación del 
texto legislativo para que sea simple, claro y comprensible, son las siguientes: 
- Ordenar los preceptos según su importancia en el tema que trate la legislación; así, se 
ponen los preceptos más importantes antes de los demás. 
- Poner los preceptos generales antes de los especiales o concretos. 
- Poner los preceptos básicos y generales antes de las excepcionales. 
- Poner los preceptos objetivos antes de los administrativos. 
- Ordenar los preceptos según su aplicación prevista en cuanto aplicable la 
legislación.489 
- Todos los preceptos se redactan en artículos que se fijan en la mitad de la página y 
numerados por números cardinales entre paréntesis y se ponen a la derecha (este es el 
caso del lenguaje árabe) de los artículos. En realidad, el número se pone en la parte 
izquierda del artículo, no a la derecha como está mencionado en el Manual. Creemos 
que se trata de un error material. 
-  Se divide el mismo artículo entre párrafos en cuanto el precepto sea largo 
numerados por números seguidos por guión. 
-  A su vez, se dividen los párrafos entre apartados numerados con letras seguidas 




:ﺔﯿﺗﻵا دﺪﻤﻟا ءﺎﻀﻘﻧﺎﺑ ﻒظﻮﻤﻟا ﻰﻠﻋ ﻊﻗﻮﺗ ﻲﺘﻟا ﺔﯿﺒﯾدﺄﺘﻟا تﺎﺑﻮﻘﻌﻟا ﻰﺤﻤﺗ " 
 ﺔﻨﺠﻠﻟا ﻦﻣ راﺮﻘﺑو مﺎﯾأ ﺔﺴﻤﺧ ﻰﻠﻋ ﺪﯾﺰﺗ ةﺪﻣ ﺮﺟﻵا ﻦﻣ ﻢﺼﺨﻟا ﺔﻟﺎﺣ ﻲﻓ ﺔﻨﺳ مﻮﻠﻟا وأ ﮫﯿﺒﻨﺘﻟا ﺔﻟﺎﺣ ﻲﻓ ﺮﮭﺷأ ﺔﺘﺳ
 :ﺔﺼﺘﺨﻤﻟا 
... ﻲﻓ ةرﻮﻛﺬﻤﻟا تﻻﺎﺤﻟا ﻲﻓ ﻮﺤﻤﻟا ﻢﺘﯾ ﺎﯿﻠﻌﻟا ﻒﺋﺎظﻮﻟا ﻲﻠﻏﺎﺷ ﺮﯿﻐﻟ ﺔﺒﺴﻨﻟﺎﺑ ... (أ) 
																																								 																				
489 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Pp. 62-63 
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 "... (ب)490 
Lo que llama la atención en los números que se asignan en los textos de las 
legislaciones palestinas es utilizar los números arábigos en determinadas leyes, (1, 2, 3, 
4…etc.) como el caso de la Ley General de Jubilación, núm. (7) de 2005   y utilizar los 
números hindús (١،٢،٣،٤،٠٠) en otras leyes, como el caso de la Ley del Poder Judicial 
núm. (1) de 2002. Práctica que refleja mala política legislativa incoherente. Para 
nosotros, sería más adecuado utilizar los números hindús porque son los utilizados en la 
vida jurídica y cotidiana de todo el mundo árabe, incluso Palestina.  
 2) Los Capítulos: (لﻮﺼﻔﻟأ) 
En la elaboración de la ley se utiliza con mucha frecuencia este tipo de división. 
Los capítulos son una división del título, y es muy conveniente que los capítulos se 
construyan dentro de los títulos, ya que esto otorga solidez a la estructura de la ley.491 
 Un tema general puede quedar circunscrito y desarrollado con suficiencia dentro 
de los límites y amplitud de un capítulo, siempre y cuando su extensión y profundidad 
no lo rebasen. 492  Claro que estadivisión del texto de unaley tiene una prelación dentro 
de la estructura ya planteada, y ésta corresponde dentro de la relación de importancia a 
una subdivisión del tercer nivel organizativo de conceptos y materias que incluye la ley; 
pero tal calificación depende de la jerarquía o complejidad de la propia ley, pues 
mientras que en unas formas una subdivisión de los títulos, en otras como parte 
principal a subdividir.493 
En consecuencia, podemos decir que el capítulo es, o bien una subdivisión del 
título, o bien unidad de división independiente en leyes que no están divididas en 
títulos, y que, además, cada capítulo debe tener un contenido unitario. Es decir, la 
extensión de cada capítulo no se puede fijar sólo con base en el número de artículos, 
sino que depende sobre todo de la materia. Los capítulos se numeran con romanos y 
																																								 																				
490 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya.  Pp. 66-67  
491 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", op. cit. P. 119. 
492Camposeco Cadena, Miguel Ángel, en, elementos de técnica legislativa, México, 1996, op. cit., nota 
15, P. 95. 









De la certificación oficial 
CAPÍTULO III 
De las contraseñas y marcas oficiales.494 
 La ley puede dividirse en Capítulos. El Capítulo es, o bien una subdivisión de 
Título, o bien una unidad de parcelación o división independientes en las leyes que no 
están dividas en Títulos. 495 
 Es decir, el Capítulo es una agrupación de artículos cuando sea necesario: esto 
puede suceer, usualmente, en los casos de las leyes externas. Pero, según la Directriz 17 
del citado Acuerdo de Ministros “solo habrá división en Capítulos cuando ello responda 
a razones sistemáticas. ¡Pero no a la extensión del anteproyecto de Ley”! Al contrario, 
en el caso de las leyes cortas no es recomendable efectuar esta división. Pero, según 
José Manuel Aspas, cuando     la ley sea breve, también, puede dividirse en capítulos si 
no es muy homogénea; en este caso también, como alternativa, es probable que haya 
que pensar en sistematizar de otra manera la ley o elaborar dos leyes.496 
 Cada capítulo ha de tener un contenido temático homogéneo y unitario que debe 
definirse en su título. Esa unidad del contenido del Capítulo puede fijar su extensión no 
sólo en base al número de artículos, sino en depender de la materia. Para que el Capítulo 
no sea extenso, el número de los artículos por Capítulo puede oscilar entre 8 y 12. Por 
último, con la observancia de la consideración del artículo que es la unidad básica, el 
																																								 																				
494 López Olvera, Miguel Angel, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en, elementos de técnica 
legislativa, ibídem, Pp. 124-125. 
495  Sataolalla López, Fernando, "Nota acerca de las directrices sobre la forma y estructura de los 
anteproyectos de ley", en Revista de las Cortes Generales, 1992, op. cit.  P. 176. 
496  Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 241, y, ibídem, Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las 
leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P. 119. 
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Capítulo es la unidad más importante en la división de las leyes y puede ser la única, 
además del artículo, en los casos de leyes que por ser tan extensos no requieren la 
división en Títulos. 497 
 Por otro lado, se debe numerar los capítulos con números romanos y se les debe 
dar nombres o títulos. Así, es tradicional expresar el primer capítulo con número ordinal 
en letras; por ejemplo, (Capítulo primero, Capítulo II, Capítulo III, etc.).498 
 3) Las Secciones (مﺎﺴﻗﻷأ) 
 Los capítulos pueden, pero no necesariamente, dividirse en secciones en cuanto 
a su extensión y comprenden aspectos materiales claramente separables, dentro de su 
unidad.499   Así, la sección es una subdivisión del Capítulo y nunca se usa como unidad 
de agrupación de artículos independiente del Capítulo. Por ello, no hay leyes divididas 
sólo en Secciones. Como regla, los Capítulos que tienen más de diez o doce artículos 
deben dividirse en secciones. El número de secciones depende de la materia, pero hay 
que evitar secciones de un sólo artículo. 500 
 4) los Títulos:  
El Diccionario de la lengua española lo define como “cada una de las partes 
principales en que suelen dividirse las leyes, reglamentos, etcétera, o subdividirse los 
libros de que consta”. Es decir, el título expresa la unidad de división de un texto 
general, en cuantas partes esenciales es necesario organizarlo por las materias que 
reglamenta. La ordenación de los temas fundamentales se expresa en el nombre que se 
da a cada título. La secuencia del desarrollo de la materia puede sugerir o exigir las 
siguientes subdivisiones, no para restar importancia al contenido de una respecto de la 
otra, sino para separar conceptual y jurídicamente los objetos jurídicos de cada nuevo 
conjunto de normas. Esta operación permite el agrupamiento ordenado, claro y 
																																								 																				
497 Aspas Aspas, José Manuel "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 242. 
498 Aspas Aspas, José Manuel "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 241, y, Ibídem, Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos. 
op. cit. P. 194. 
499 Castiñeira, Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 119-120. 
500 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P .242. 
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funcional de las cuestiones que norma el texto de la ley.501 
Dentro de los títulos que componen una ley, como principio y por técnica 
legislativa, se establece una prelación de los asuntos o instituciones que cada título vaya 
a englobar; es decir, calificar y discriminar lo más valioso o general, de lo concreto o 
particular.502 
 Sólo se dividirán en títulos las leyes que tengan partes claramente diferenciadas. 
La agrupación en títulos sólo tendrá lugar en leyes muy extensas y generales, pero 
nunca sustituirá a la agrupación primaria de los artículos en capítulos. Los títulos se 
numerarán en forma progresiva en números cardinales y deben llevar un nombre que 





De la acreditación y certificación 
 Ejemplo tomado de la Ley de la Propiedad Industrial, publicada en el Diario 
Oficial de la Federaciónel 27 de junio de 1991.504 
 También, la agrupación de Capítulos en Títulos sólo debe realizarse en leyes 
muy extensas y generales y para leyes de importancia institucional. 505 
 Por ello, en ningún supuesto el Capítulo puede ser sustituido por la división en 
títulos.506 
																																								 																				
501 Castiñera Palou, M. Teresa, “División de las Leyes”, en, la forma de las leyes, op. cit. P. 123. 
502  Camposeco Cadena, Miguel Ángel, Elementos de técnica legislativa, Porrúa, México, 1996, op. cit., 
nota 15, p. 94. 
503  Sáinz Moreno, Fernando y Silva Ochoa, Juan Carlos de (coords.), La cal idad  de  las  leyes ,  
Par lamento  Vasco ,  Vi tor ia ,  1989,  nota 23, P. 396 
504 López Olvera, Miguel Angel, “técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en elementos detécnica 
legislativa, Pp. 124-125. 
505 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos, op. cit. P. 195. 
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 Según la Directriz número 16 del citado Acuerdo de Ministros "Sólo se dividirán 
en títulos los anteproyectos de Ley que tengan partes claramente diferenciadas." 
 Finalmente, los Títulos serán numerados con números romanos y llevan un 
nombre que debe indicar brevemente y con precisión su contenido. 507 
"Una excepción a la numeración de los títulos es el denominado Título Preliminar que 
figura en las leyes que contienen disposiciones directivas.508 
 5) Los Libros:  
En la actualidad, las leyes se forman e integran en libros cuando su objeto de 
regulación son diferentes aspectos generales de una misma materia o institución de una 
sola rama del derecho.509 Regularmente, este tipo de división de las leyes la 
encontramos en las normas jurídicas llamadas “códigos”, ya que éstos recogen en un 
solo cuerpo normativo la ordenación de las normas vigentes en determinada materia; sin 
embargo, existen en nuestro sistema de derecho positivo vigente leyes que, por su 
extensión o complejidad de las materias que regulan, también se encuentran divididas 
en libros. Es el caso de la Ley Federal del Trabajo, que, aunque es una ley, tiene las 
características de un Código.510 
 En resumen, podemos decir que la división de este tipo sólo se usa para las leyes 
que son muy extensas en su contenido y cuando su alcance de regulación se refiera a 
una rama del derecho. 
Por ejemplo: 
Código Civil 
 Sólo las leyes muy extensas que traten de recopilar o codificar una materia se 
																																								 																																							 																																							 																																							 																	
506 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.242. Y, Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en 
la forma de las leyes, op. cit. P.121-122. 
507 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp. 121-122.  
508 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 242. 
509 Camposeco Cadena, Miguel Ángel, op. cit., nota 15, p. 92. 
510 Sáenz Arroyo, José et al., Técnica legislativa, México, Porrúa, 1988, P. 42. 
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DE LAS OBLIGACIONES. 
 La división de un texto en libros debe limitarse a las normas codificadoras o para 
refundiciones de todo un sector del ordenamiento vigente sobre una materia.513 
 Según M. Teresa Castiñeira, la regla de reservar este tipo de división es para 
leyes de extraordinaria extensión. Así, también, dispone la Directriz 15 del citado 
Acuerdo. Al respecto de su numeración, debe utilizar ordinales para los Libros y deben 
llevar nombre o título. 514 
Los capítulos, sesiones y libros en el caso palestino: 
 Los capítulos: La agrupación de los artículos en grupos se llama capítulo. Cada 
uno lleva un título conciso que refleja su contenido. Se acude a esta técnica 
especialmente en las legislaciones extensas para facilitar a los utilizadores de la 
legislación localizar los preceptos. También, ayuda a la hora de hacer remisiones a los 
preceptos contenidos en algunos capítulos sin la necesidad de contar los artículos en sí, 
sino mencionando el número del capítulo al que se remite. La división del texto en 
capítulos se empieza desde la primera parte de la legislación, la parte introductoria, 
hasta su parte final. Aquí, hay que mencionar que la división del texto legislativo puede 
ser, también, a través de sesiones y libros según la necesidad de la redacción del texto 
legislativo y su longitud. También, hay que tomar en cuenta algunas consideraciones en 
el uso de esta técnica: 
 Las secciones: la división del texto legal entre secciones dentro del mismo 
capítulo. Cuando surja la necesidad se divide el texto entre capítulos. Cada capítulo 
																																								 																				
511 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", op. cit., nota 18, p. 123 
512 Sáinz Moreno, Fernando y Silva Ochoa, Juan Carlos de (coords.), op. cit.  P. 395.  
513  Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp.121-122. 
Y, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.242 
514 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.243. 
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contendrá unas secciones. 
 Por su parte, los libros se utilizan, normalmente, cuando la legislación es muy 
extensa. Así, puede contener los tres tipos de división. Cada Librose divide entre 
capítulos, cada Capítulo se divide entre secciones y, este último, contiene un grupo de 
artículos. Cada división tendrá un título que refleja su contenido. Sin embargo, 
encontramos leyes formadas por 85 artículos donde se divide este contenido entre libros 
y capítulos, como el caso de la Ley de Agricultura núm. 2 de 2003. Y como la Ley 
laboral núm. 7 de 2000 que contiene 141 artículos contenidos en diez libros. Como 
conclusión, obsérvese que no siempre acude el legislador palestino a la misma técnica 
en la parcelación del texto legal.  
 Cada libro, capítulo o sección tiene que llevar un número cardinal escrito por 
letras sin ponerlo entre paréntesis. Se escriben dichas divisiones en el centro de la 
página con letra más oscura, pero del mismo tamaño de la letra de los preceptos:515 
ﻞﺼﻔﻟا لوﻷا 
تﺎﻔﯾﺮﻌﺗ مﺎﻜﺣأو ﺔﻣﺎﻋ 
(1) ةدﺎﻣ 
Primera Sección 
Definiciones y Preceptos Generales 
Artículo (1) 
 6) Los Anexos: 
 Señala M. Teresa Castiñeira que en algunos casos la ley debe referirse a 
determinados fenómenos que se describen fácilmente mediante planos, tablas, fórmulas 
matemáticas, gráficos, series numéricas, etc. y que en cambio son más difíciles de 
explicar mediante una descripción literaria. En estos casos ha de utilizarse el medio que 
describa el fenómeno del modo más breve, claro y preciso. En el momento de 
elaboración de la ley su autor se encuentra ante una doble alternativa: indicar el plano, 
tablaetc. A continuación del lugar - artículo- en que es necesario, o poner un anexo al 
final de la ley y tras la fórmula de promulgación con una remisión al mismo en el 
																																								 																				




articulado." La utilización de esta técnica del anexo tiene que cumplir varios requisitos 
para ser útil:516 
1. Debe indicar expresamente que se trata de un anexo para evitar que se 
encuentre un cuadro técnico al final de la ley que no se sabe exactamente 
qué función cumple, y a veces ni siquiera si se refiere a la ley. 
2. Debe indicar la ley a la que se refiere para evitar provocar confusiones. 
3. Debe numerar los anexos cuando haya más de uno y llevar su propio 
nombre o título. 
4. Designar un título al anexo. 
5. Debe haber una remisión o referencias al anexo, o varias si es necesario, 
en el articulado. 517 
En el caso palestino La parte de los anexos (ﻖﺣﻼﻤﻟاةﺪﺣو): Esta parte contiene los 
anexos como tablas o esquemas que sirven para aclarar los preceptos de la legislación. 
Su lugar es en las páginas que siguen al lugar de la firma y la fecha de la promulgación 
de la legislación. Estos anexos se ponen en la legislación según la necesidad y forman, 
entonces, parte de la legislación. Por ello, debe hacer referencia a ellos en los preceptos. 
Su importancia es aclarar y explicar la legislación para que sea comprensible para sus 
sujetos y operadores. Las formas de estos anexos son las tablas que se utilizan para 
incluir en ellas los nombres de las legislaciones derogadas vinculadas a la legislación 
que ha de aprobar. También, se utilizan para incluir datos como, por ejemplo, los datos 
sobre las tasas, sectas o personas. etc. Y los esquemas o resguardos.  En todo caso, hay 
que hacer referencia a estos resguardos en los preceptos de la legislación. Y en cuanto 
hay varios anexos se deben numerar.518 
 5.   Las directrices de remisiones:  
Las leyes establecerán todos los puntos de conexión necesarios con el resto del 
																																								 																				
516 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 243. Y, Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. 
P. 195. (V. dichos criterios o requisitos en la Directriz número 33 del Acuerdo de Ministros.)   
517 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes ara gonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P. 243. Y, Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en 
la forma de las leyes, op. cit. P.123.  
518 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, P. 80. 
323 
 
ordenamiento mediante remisiones expresas y precisas. Sólo se recurrirá a remisiones 
de una a otra parte de un texto legal cuando no puedan evitarse mediante una mejora de 
la sistemática de la ley.  
 En cambio, se harán remisiones a otros textos legales o a otras disposiciones 
normativas para evitar la repetición de normas contenidas sistemáticamente en otras 
partes del ordenamiento jurídico. Las leyes nunca reproducirán los preceptos de la 
Constitución ni tampoco los de otras normas vigentes.519 
  La remisión, según Miguel Martin Casals, "es una técnica legislativa en virtud 
de la cual una norma (norma de remisión) se refiere a otra (objeto de remisión) para 
integrar su contenido”.520 
 Y según Pablo Salvador Coderch, "La técnica de remisión supone una 
regulación por referencia a otra regulación: hay remisión cuando un texto legal (la 
llamada norma de remisión) se refiere a otra u otras disposiciones de forma tal que su 
contenido deba considerarse como parte de la normativa que incluye la norma de 
remisión. El contenido del objeto de remisión se integra en la norma de remisión, se 
incorpora a ella por así decirlo." 521 
 Como señala Joan Prats Catala, existen criterios que tienen como objetivo 
concretar y determinar los supuestos en los que puede recurrirse a la técnica de 
remisiones:  522 
1. En principio, la técnica de remisión debe utilizarse con mucho cuidado y sólo 
subsidiariamente. 
2. Paraconseguir una simplificación y económización del texto legal. Esa función de las 
remisiones se considera como la primera finalidad de esta técnica: la economía 
																																								 																				
519 López Olvera, Miguel Angel, “Técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en elementos de técnica 
legislativa, op. cit.  P. 136. 
520 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. P. 123. Ibídem, 
Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista Aragones de 
Administración Pública, o.p.cit. P.252. 
521 Castiñeira Palou, M. Teresa, " División de las leyes", en la forma de las leyes, op. cit. Pp.124-125. 
Ibídem, Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragonesas:" en, Revista 
Aragones de Administración Pública, o.p.cit. P.253. 
522 Gomez Orfanel, German, " Técnica normativa: Las directrices", en Técnica legislativa de las 
Comunidades Autónomas, 1990. P.115. 
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legislativa que tiene como objetivo evitar las repeticiones inútiles de las normas y 
mantener dentro de unos límites la longitud de la ley. En cambio, el precio puede ser la 
pérdida de la claridad y comprensibilidad del texto legislativo. 523 
 Por ello;  
3. Se desaconseja utilizar la técnica de remisión cuando pueda conllevar una minoración 
en la claridad del texto legislativo. 
4. Para evitar la repetición de un precepto ya incluido en otra ley. 
 La técnica de remisión tiene ventajas e inconvenientes. Según Thornton, los 
inconvenientes de las remisiones son: 
"- Complican la legislación y su aplicación sobre todo porque conducen a 
aplicar un texto legal a situaciones distintas de aquéllas para las que fue 
originalmente ideado; 
-surgen complicaciones adicionales cuando la legislación objeto de remisión 
es modificada o derogada; 
- es una técnica que permite a los legisladores sin escrúpulos ocultar lo que 
han decidió regular y 
- dificultan y gravan la comprensión de la ley." 
 Por el otro lado, las ventajas de la técnica de remisión, según el mismo autor, 
son: 
- " economizan legislación pues evitan repeticiones inútiles; 
- ahorran tiempo al legislador; 
- reducen dificultades políticas al restringir el ámbito del debate;  
-ayudan a unificar el derecho." 524 
 Es decir, tiene la función de poner de manifiesto y reforzar la sistemática externa 
de las leyes y del ordenamiento. Por tanto, permite mantener una buena división 
																																								 																				
523 Salvador Codrech, Pablo, "Las remisiones", La forma de las leyes, ...op. cit. P. 224. Y Iturralde 
Sesma, Victoria, "Cuestiones de técnica legislativa", en revista vasca..., op. cit. ...Pp.230-236. 
524 Gomez Orfanel, German, " Técnica normativa: Las directrices", en Técnica legislativa de las 
Comunidades Autónomas, op. cit. P.115. 
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material del mismo evitando mezclar reglas de contenido heterogéneo en la misma ley. 
 Otra finalidad de la técnica de remisión es la búsqueda de la unificación normativa en 
una materia (remisiones hechas desde varias leyes a un mismo conjunto de reglas de 
procedimiento) y la adecuación automática a los cambios futuros de la de la regulación 
objeto de remisión.  También, se acude a la remisión para posibilitar el uso de 
instrumentos extralingüísticos, como: tablas, planos, gráficos, fórmulas...etc., que 
normalmente se incluyen en los anexos o en publicaciones o registros oficiales a los que 
se remite la ley, solucionando   así las limitaciones del lenguaje cuando es necesario 
expresar descripciones físicas, cláusulas o mediciones. 525 
 
1. Las clases de remisiones: 
Según Pablo Salvador Coderch, pueden clasificarse las remisiones en las clases 
siguientes: 
1. Remisiones a normas y remisiones a objetos que no son normas: está claro que el 
objeto de la remisión puede tratar una norma jurídica, pero en otros casos puede tratarse 
de objetos materiales, como, por ejemplo, planos, descripciones, gráficos, o reglas, pero 
reglas de la técnica que sea.   
 2. Remisiones internas y externas:  
Las remisiones internas son las que se hacen dentro de un mismo texto legal, de una u 
otras disposiciones del mismo. Mientraslas remisiones externas son las que se hacen 
desde un texto legal a otro distinto (o a otra disposición normativa distinta). Las 
remisiones de este tipo pueden hacerse a otra normativa vigente, derogada o futura. 
También, pueden hacerse a una normativa del mismo rango, que es lo habitual, o a una 
regulación de rango superior o inferior. 
 Así mismo, se consideran remisiones externas cuando se hacen a otro 
ordenamiento distinto, por ejemplo, del autonómico al estatal o viceversa.   
3. Remisiones estáticas y dinámicas:  
La remisión estática es cuando se entiende hecha a un texto legal en la redacción que 
éste tiene en el momento de entrada en vigor de la norma de remisión de forma tal que 
																																								 																				
525 Salvador Codrech, Pablo, "Las remisiones", La forma de las leyes, ...op. cit. P.229. 
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ulteriores cambios en la redacción de la norma objeto de remisión se consideran 
irrelevantes (igual que su derogación). 
La remisión dinámica se produce cuando se entiende realizada a la redacción vigente en 
cada momento del texto o textos legales objeto de remisión. 526 
4. Remisiones puras y condicionadas:  
 Hay grados o modos de asumir el objeto de la remisión en función de que haya o 
no modificaciones en el contenido de este. Una cierta modificación es inevitable en las 
remisiones externas y internas, y en ese sentido toda remisión propia se hace 
condicionalmente y no pura y simplemente. En todo caso la normativa objeto de 
remisión es arrancada de su contexto originario y encuadrada en un nuevo marco 
sistemático. Se produce así un cambio, al menos, en la interpretación que debe hacerse 
de la normativa objeto de remisión: esta se entiende en su nuevo contexto resultante de 
la remisión. 
En un sentido más fuerte se habla de remisiones condicionadas en los casos en los que 
la norma de remisión limita cualitativamente el alcance de la asunción del objeto de 
remisión. 
 En el caso de remisiones parciales, el condicionamiento no es genérico como en 
el supuesto anterior, sino específico y, sobre todo, expreso: la norma de remisión 
explicita qué reglas de la norma remitida son aplicables y cuáles no lo son. No hay una 
mera cláusula general de exigencia de adecuación a la naturaleza de la normativa de 
remisión sino una clara especificación del derecho aplicable por efecto de la remisión."   
"La técnica de las remisiones parciales es preferible a la de las condicionadas. Aunque 
por supuesto cabe decir que eliminen las cuestiones de interpretación y de seguridad 
jurídica, se acordará en que las reduce."  Tantolas remisiones como sus alternativas 
sconstituyen una técnica que tiene como funciones principales dar certeza al derecho y 
facilitar su comprensibilidad y su clara accesibilidad. Por ello, y en función de estos dos 
cabos, se debe precisar cuándo hay que acudir a las remisiones y cuándo se acude a sus 
alternativas. Para contestar esta cuestión hay que aludir a dos puntos relativos a este 
tema: uno trata la cuestión desde la perspectiva de la ley y otro desde la del 
ordenamiento jurídico en su conjunto: 
																																								 																				
526 Salvador Codrech, Pablo, "Las remisiones", La forma de las leyes, ...op. cit. Pp. 230-236. 
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 1. Desde la perspectiva de la elaboración de cada ley se parte de lo que cabría 
denominar principio de subsidiariedad para el uso de la remisión: según este recurso se 
acude a las remisiones cuando las ventajas (simplificación) resultantes de dicha técnica 
superan a sus inconvenientes (detrimento claridad  y comprensibilidad) y cuando no hay 
otra alternativa técnica, como por ejemplo: ver si cabe una resistematización de la ley a 
fin de que disminuya el número de remisiones, acudir a la parte general o repetir la 
norma antes de acudir a la remisión.  527 
 2. Desde la perspectiva del ordenamiento en su conjunto el criterio que domina, 
en este caso, es el de la mejor división material del ordenamiento jurídico, el de su 
sistemática de conjunto (a cada materia una ley o conjunto de leyes homogéneas y bien 
interrelacionadas). "Debe partirse de la idea de que la normativa de una ley que debe ser 
aplicada en conexión con la materia de otra ley no debe ser repetida en esta, sino que 
debe ser objeto de remisión cuando no resulte claro que las reglas o los conceptos 
establecidos por la primera son válidos sin más para la segunda. La remisión no es una 
técnica subsidiaria sino accesoria a las que persiguen conseguir la mayor 
sistematización por materias de todo el ordenamiento."  En estos casos se utiliza la 
remisión externa, mientras que la remisión interna se utiliza para la perspectiva de la 
elaboración de la ley en sí. 528 
2. La forma de usar las remisiones en el texto legislativo 
 Cuando se decide acudir a las remisiones hay que atender los criterios 
siguientes:  
1.  Las normas de remisiones deben indicar su carácter. En los casos de remisiones 
impropias o declarativas se identifican expresamente mediante términos como por, 
ejemplo, "según", "de conformidad con"...etc. 
2. La norma de remisión debe contener e indicar precisa y claramente el objeto de 
remisión, ya sea por su contenido o bien aludiendo claramente a los artículos.  529 
3. La norma de remisión debe incluir una referencia precisa y clara al objeto de 
																																								 																				
527Ibidem, Pp.   238-239 
528 Ibidem, Pp. 240. 




4. La remisión debe respetar la regulación sobre fuentes del derecho: jerarquía y 
competencia normativa y exigencia de publicación de las leyes. 530 
En las legislaciones palestinas, podemos decir que las directrices de la técnica de 
las remisiones son parecidas a aquellas de la técnica existente en la teoría general que 
organiza este tema. Cuando es necesario se acude a la remisión, que tiene que ser de 
forma sencilla y comprensible. Por ello, se recomienda lo siguiente: 
1.  En la remisión de una legislación a otra hay que remitir a los artículos en sí sin 
mencionar su sección o capítulo.  
2.  También, hay que indicar el título de la ley a que se quiere remitir con la 
indicación de sus enmiendas en cuanto existan.  
3.  En la remisión de un artículo a otro en la misma legislación, se remite al artículo 
por su número sin indicar la sesión o el capítulo donde está. Y por ello, también, hay 
que evitar en este caso la expresión "el artículo......de esta Ley" porque se entiende sólo 
que se remite a un artículo de la misma ley. También, hay que evitar la expresión "el 
artículo siguiente" o " el artículo anterior" porque tal expresión provoca menos 
precisión.531 
 
 6.  Las Citas  
Las citas de un artículo de la misma ley se harán indicando el número, párrafo y 
letra, por este orden, del texto citado. Se respetará la forma de expresión, ordinal o 
cardinal, originaria. No se utilizarán al final de la cita términos como “de esta ley….”, 
“de este artículo” o similares. En el caso de cita de otras disposiciones normativas se 
observarán, además de lo establecido para las citas internas, las reglas siguientes: 
1. La primera cita indicará el título completo de la norma citada, así como el número y 
fecha del Diario o el Boletín Oficialen que se publica. 
2. Las citas sucesivas utilizarán el título, prescindiendo de toda referencia al número y 
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fecha de la disposición y al Diario o el Boletín Oficialen que fue publicada.532 
 Respecto a la construcción formal de las citas, hay varias citas:  
 1- Citas internas son las que se refieren a una parte de la misma ley: en este tipo 
se encuentran los siguientes modelos de citas: 
a) Cita de un artículo que es muy frecuente y que refleja la interrelación entre las 
distintas partes de la misma ley. Cuando se cita un artículo se debe respetar la forma con 
la que ha sido numerado; ello es especialmente claro en las leyes con un sólo artículo. 
En este caso no deben utilizarse las expresiones: "de la presente ley", "de esta ley".  
 Sin embargo, será necesario usar estas expresiones en la cita en el caso de citarse 
conjuntamente artículos de la misma ley y de otra distinta. Por ello, usar la expresión 
"en esta ley" es necesario para evitar ambigüedades. 
Para facilitar al lector la lectura de la cita es recomendable que el orden de la cita sea el 
mismo que debe seguir el lector para encontrar la disposición citada. Para ello, debería 
utilizar el orden decreciente, de más a menos o - si se prefiere- de fuera hacia dentro: 
primero, el artículo; luego el párrafo y, por último y en su caso, la letra.   
 Con respecto a lo establecido anteriormente, se ofrecen dos posibilidades: 
1. Usar cita larga y decreciente,  
2. Usar cita corta y decreciente, 
b) Cita dentro de un artículo: se da cuando la cita y su objeto (lo citado) se encuentran 
en el mismo artículo. Al respecto, no es necesario hacer constar que el párrafo citado se 
encuentra en el mismo artículo en el que se hace la cita, excepto en el caso en que 
además se cite otro artículo (o parte del mismo).  
c) Cita de una serie de artículos: siempre ha de quedar claramente definido cuál es el 
primero y el último de los artículos citados.  
 2- Citas externas que refieren a otra ley del mismo o diferente ordenamiento 
jurídico: 533 
																																								 																				
532 López Olvera, Miguel Angel, “técnica Legislativa y Proyectos de Ley”, en elementos detécnica 
legislativa, P. 136. 
533 Salvador Codrech, Pablo, "Las remisiones", La forma de las leyes, ...op. cit. P.245. 
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 A) Cita de los diarios oficiales: En este tipo de citas se ha considerado necesario 
informar al lector donde puede encontrar el texto normativo citado. Para ello, se cita el 
Diario Oficial en el que ha sido publicado. Por ello, es preferible utilizar la fórmula 
completa de la cita del Diario Oficial.534 
 B) Citas de otra ley cuando se refiere a una parte o a la totalidad de esta última. 
Al respecto, se distingue entre los casos siguientes: 
1. El caso general: cita de cualquier ley, que es el caso más frecuente.  Se trata de 
aquellas leyes de las cuales no puede presuponerse que sean conocidas para el lector, no 
siendo tampoco leyes modificativas. Aquí, se debe distinguir entre la primera cita y las 
sucesivas: 
a. La primera cita su forma correcta es: Ley + núm. /año + día, mes, de...6 sobre... 
b. Sucesivas citas de una misma ley: en aquellos casos en los que una ley se debe citar 
más de una vez, se hace la primera cita completa sin repetirla luego. Si no es suficiente, 
se puede repetir una parte del título de la ley que sea suficiente para poder identificarla; 
por ello, se debe prescindir del número de la ley y del año, de la fecha de su 
promulgación, del Diario Oficial donde ha sido publicada y de su título largo cuando 
tuviera uno más corto administrativamente normalizado.  
2. Cita de leyes muy conocidas o importantes. Aquí, es suficiente con la cita del título 
corto, con conservar esta misma cita para las posteriores citas que se hagan de este tipo 
de leyes. Por ejemplo, la cita de la Constitución española, el Código Civil, o el Código 
Penal... etc. 
3. Remisiones genéricas. Esta cita se produce cuando la ley remite a una normativa 
genérica y no a normas que son especificadas concretamente (es decir, sólo nos informa 
del sector o materia del ordenamiento jurídico al que pertenecen) porque se supone que 
son fácilmente identificables por el lector.  
4. Cita de leyes modificativas: Al respecto, se puede distinguir tres supuestos: 
- La cita de la totalidad de la ley raíz: en este caso no será necesario referirse a las 
sucesivas modificaciones. 
- La cita de la totalidad de una ley modificativa: es suficiente referirse sólo a esta. No es 
																																								 																				
534 Salvador Codrech, Pablo "Las remisiones", La forma de las leyes, ...op. cit. P. 249. 
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necesario citar la ley raíz. 
- La cita de artículos de la ley raíz o de la ley modificativa, o de ambas a la vez: en la 
cita distinguiremos según los artículos pertenezcan a una u otra ley.  
C) Cita de otros tipos de disposiciones: En este tipo de citas hay que distinguir entre dos 
clases: 
1. Citas intraordenamentales. Esto es, cuando se cita una disposición del propio 
ordenamiento. Su forma correcta es:  
Decreto + núm./año + día, mes, + de.../ sobre... 
Anuncio de.../ sobre... + DOGV. Etc. 
2. Citas extraordenamentales: cuando se cita una disposición perteneciente de otro 
ordenamiento. El procedimiento será semejante al utilizado para las disposiciones 
intraordenamentales, salvo que se citará el número del BOE donde han sido publicados. 
Hay alguna disposición que únicamente se encuentra en el ordenamiento jurídico 
estatal, que se debe citar del modo siguiente: 
Real Decreto-ley núm. /año, (de día) (de mes), /sobre....535 
 
 
En el caso palestino, sobre las directrices de las citas podemos decir lo mismo. 
Por poner un ejemplo de citas internas, el artículo 38 de la Ley de la Seguridad social 
núm. 3 de 2003, cita el artículo 31 de la misma Ley, y en su párrafo 3 cita la fracción D 
del párrafo D del mismo artículo especificándolo por su numeración y añadiendo la 
palabra “arriba”. 
Y un ejemplo de citas externas la encontramos el artículo (5) de la Ley de la 
consolidación y apoyo a los Detenidos Palestinos en las Cárceles Israelís, que cita la 
totalidad de la Ley de Ahorros que organiza la contabilidad de dicha consolidación.   
 7.   La promulgación y la publicación de las leyes.   
 El artículo 91 de la Constitución española dispone que "El rey sancionará en el 
plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, las promulgará y 
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ordenará su inmediata publicación." La promulgación de las leyes en el sistema 
jurídico-constitucional cumple únicamente la función de dar publicidad formal, es decir, 
insertar el texto legal en el correspondiente Boletín Oficial. Así, “La promulgación es 
un simple requisito formal de la publicación de las leyes, un acto sin contenido 
sustantivo propio." 536 
 Por ello, como señala José Manuel Aspas, la promulgación debería hacerse con 
la formula literal más sencilla o simple posible, evitando, así, las expresiones enfáticas 
en el anuncio publicitario, sin fórmulas intimatorias y sin referencias a la orden de 
publicación en los boletines oficiales. 537 
 La publicación formal de las leyes y, además, de la disposición normativa, es un 
principio que exige su publicación oficialmente y formalmente, de manera tal que todos 
los ciudadanos puedan razonablemente tomar conocimiento de su existencia y 
contenido. 538 
 En el caso español este principio viene reconocido en los artículos 9.3 y el 91 de 
la Constitución española: el artículo 9.3 "La Constitución garantiza…la publicidad de 
las normas,", mientras el artículo 91 establece una exigencia genérica de publicación, 
pero no alude al "Boletín Oficial del Estado". Sin embargo, esta regla constitucional se 
concreta legalmente por el artículo 2.1 del Código Civil y reglamentariamente por el 
artículo 1 del Real Decreto 1511/1986, de 6 de junio, de ordenación del diario oficial 
del Estado, que establece que el "Boletín Oficial del Estado es el medio de publicación 
formal de las leyes y demás disposiciones normativas del Estado Español. Así, no se 
concretó un medio material en la Constitución española para la publicación de las leyes 
estatales porque su publicación en el "Boletín Oficial del Estado" era y es el medio 
tradicional de hacerla. 539 
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538 Salvador codrech, Pablo, "La publicaciín de las leyes", en la forma de las leyes, ...op. cit. P.262, y, en 
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 Como, señala Fernando Sainz, " La publicación de la norma en el boletín oficial 
determina su vigencia, siempre que se cumplan los requisitos materiales y formales que 
hacen efectiva su "publicidad". Y, como se establece claramente en la redacción del 
artículo 9.3 de la CE, la publicidad de las leyes es uno de los principios que garantiza la 
norma suprema y, por tanto, la divulgación de las mismas para conseguir, en lo posible, 
su general conocimiento. Ello, requiere una especial técnica que, amparándose en la 
eliminación de obstáculos a la libre difusión de las normas, logre el más claro, 
inmediato, completo y exacto conocimiento de las normas. Pero en la actualidad la 
realidad dificulta ese claro, completo e inmediato conocimiento de las normas. El 
reconocimiento de la autonomía, libertad, peculiaridades históricas y lengua propia de 
las nacionalidades y regiones, la integración en organizaciones supranacionales, la 
creación de tribunales con competencia para anular, suspender e interpretar 
vinculantemente las normas. Todo ello dificulta cada día más el conocimiento del 
ordenamiento jurídico en un proceso que hoy no puede detenerse porque ni existe la 
voluntad ni, quizá, la posibilidad de hacerlo. No obstante, ante esta situación, quienes se 
ocupan de la técnica normativa deben proponer medidas que, al menos, reduzcan la 
inseguridad que el desconocimiento del llamado ordenamiento jurídico produce.  540 
 Ahora bien, los elementos que debe tenerse en cuenta en la materia de la 
publicación de las leyes y las normas jurídicas en general son los siguientes:  
 1. El medio de la publicación: es importante utilizar un medio legalmente 
reconocido por el ordenamiento jurídico para publicar las leyes. Este medio es, como en 
España y en los países europeos continentales, el Boletín Oficial del Estado.541 
Sin embargo, esta solución plantea, de verdad, como señala Fernando Sainz Moreno, el 
problema de la dispersión de tantos boletines, así como la variedad de regímenes 
jurídicos que les son aplicables. Además, el contenido de esos boletines no se limita a la 
publicación de leyes o normas, sino que dedican su mayor parte a anuncios legales. Más 
aún, cada boletín depende de una Administración distinta, sometida a las instrucciones 
del órgano de gobierno que la dirige y que controla su contenido, publicación y 
difusión. Ante esta situación es aconsejable, como señala Fernando Sainz, unificar estos 
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boletines en un boletín único donde se reproduzca en publicaciones separadas, por un 
lado, las disposiciones generales y, por el otro lado, los anuncios. Este boletín único 
debería incluir todas aquellas que forman parte del ordenamiento jurídico, tanto estatal 
como de las Comunidades Autónomas y de la Comunidad Europea, tomando en cuenta 
que, en estas últimas, la necesidad de mantener la prioridad de su boletín. También 
incluye este boletín único las resoluciones del Tribunal Constitucional y de los órganos 
judiciales que les afectan, como suspensiones, anulaciones e imposiciones vinculantes. 
Según Fernando Sainz, esta publicación diaria, al dedicarse sólo a disposiciones 
generales, no tendría un volumen excesivo y facilitará extraordinariamente el 
conocimiento general del ordenamiento jurídico. Además, según el mismo autor, sería 
necesario que el órgano encargado de la publicación del boletín tuviese un estatuto que 
garantizase su autonomía e independencia, esto en el caso de que fuese un Boletín 
Oficial del Estado y no un Boletín Oficial de la Administración del Estado, gestionado 
con la participación de quienes detentan potestades normativas. Acaba este autor, al 
respecto, señalando la imposibilidad de la dicha propuesta en la actualidad, porque 
todos los poderes que tienen potestad normativa quieren controlar sus propios boletines 
oficiales. Por ello, para este autor, la solución de este problema habrá que encontrarla en 
un adecuado sistema informático centralizado, hoy todavía no logrado. 542 
 2. La claridad de la publicación: la publicación de las leyes debería ser clara, 
completa, exacta y de fórmula sencilla:  
 a) La fórmula que debe utilizarse es una fórmula sencilla y lo menos enfática 
posible, y sin añadir fórmulas intimidatorias, puesto que una ley en principio es de 
obligado cumplimiento. El lenguaje a utilizar no debe persuadir, sino imponer u obligar. 
543 
 b) Publicación clara o intangible de los textos normativos: El hecho que 
"requiere que su presentación revista las características formales típicas de una norma 
(denominación, estructura, contenido normativo) y se reproduzca en la parte del boletín 
oficial destinada a la publicación de disposiciones de carácter general."   
																																								 																				
542 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", en, Técnica   
legislativa a debate, op. cit.Pp.40-41. 
543 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos.op. cit. P. 195. 
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 3. La publicación debe ser completa: La publicación completa es exigible para 
su entrada en vigor, según el artículo 2. º Del Código Civil, a los veinte días de esa 
completa publicación, que significa incluir en el texto publicado: la publicación 
completa del grupo normativo, esto es, del conjunto de normas del que depende su 
efectiva aplicación; y en el supuesto de que un texto ha sido sucesivamente modificado, 
obligar a su publicación completa del texto actualizado. En la materia de la técnica 
legislativa, le corresponde al parlamento controlar que la publicación de las normas sea 
completa y exacta.  544 
 
 4. La publicación exacta de la norma exige que el texto publicado coincida con 
el texto original. En este terreno, surgen, como señala Fernando Sainz Moreno, las 
cuestiones siguientes: "¿Qué valor tiene el texto publicado en relación con el texto 
original? ¿Durante cuánto tiempo y dónde debe conservarse el texto original para su 
cotejo con el publicado? ¿Quién tiene acceso al texto original? ¿Quién y con qué efectos 
puede ordenar la corrección de errores o erratas padecidos en el texto original o en el 
texto publicado?" 545 
 Como no es posible producir normas o leyes sin errores o erratas, es aconsejable, 
por ello, establecer una regulación adecuada o un sistema eficaz para realizar la 
corrección de los errores o erratas cuando sea necesario.  Las reglas para seguir en este 
terreno exigen distinguir entre quién realiza la rectificación, el tipo de errores o erratas y 
cuando se ocurre el error: 
 Pues, el órgano que tiene la potestad de rectificar los errores es, como regla 
general, quién en cuya esfera de actuación se ha producido el error. Pero en este 
supuesto, hay que tomar en cuenta que se trata de los errores en la publicación de las 
leyes o los otros que se han incurrido tras la aprobación parlamentaria de la ley. 546 
 Al respecto de la corrección de las erratas en la publicación oficial de las leyes, 
la técnica legislativa aconseja advertir si éstas se han producido por errores tipográficos 
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545 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", op. cit. P. 42. 
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o de impresión, o bien por errores producidos en el texto remitido para su publicación. 
En este último caso, la corrección debería autorizarse por la Cámara.  547 
 Desde el punto de vista de la técnica legislativa sería aconsejable adoptar una 
regulación sobre evitación y rectificación de errores y abarcarla desde la iniciativa 
legislativa que comienza en el Poder Ejecutivo, en su caso, hasta la publicación de la ley 
que ha sido ya aprobada y promulgada por el Poder Legislativo. Por ello, no es 
suficiente establecer un Reglamento del Diario Oficial, sino debe prever a los dichos 
errores por crear un sistema de rectificaciones anteriores. Por ello: el criterio sobre el 
tema debe ser doble: 
a) Establecer un sistema de coordinación sobre el tema entre los distintos poderes; como 
sucede en Suiza donde se encuentra una colaboración entre las comisiones 
gubernamentales (administrativa) y parlamentaria de redacción que ofrece buena 
solución al respecto. 
b) Establecer un sistema de corrección y control en cada fase del procedimiento 
legislativo. Como, por ejemplo, el caso alemán federal de la GGO II (epígrafes 59 y 62): 
cada órgano es competente para rectificar los errores producidos en su esfera de 
actuación. Si un error se arrastra, hay que contar con el acuerdo de los órganos por los 
que ha pasado desapercibido para poder corregirlo (necesaria intervención, por ejemplo, 
de los Presidentes de las Cámaras cuando una errata manifiesta ha pasado desapercibida 
en el texto aprobado parlamentariamente). El Personal técnico del Ministerio o 
Ministerios que redactó el Proyecto sigue el texto hasta la rectificación de los errores 
manifiestos acaecidos en la publicación y para llamar la atención de los competentes 
para rectificar los acaecidos anteriormente. 548 
 5. Publicación y difusión inmediata de las leyes, una vez que han sido 
sancionadas, expedidas o aprobadas. Esta rapidez es una exigencia de la seguridad 
jurídica y de la igualdad de todos los ciudadanos. En este sentido, establece el artículo 
91 de la Constitución española, con relación de las leyes del Estado que " El Rey 
sancionará en plazo de quince días las leyes aprobadas…y ordenará su inmediata 
publicación”. Este precepto, como señala Fernando Sainz, se expresa un principio que 
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rige toda clase de normas, si bien la regulación de la "orden de inserción" varía según la 
clase de norma:549 
 a) La publicación inmediata sirve para evitar la posibilidad de que entre el 
momento de la aprobación de la norma y el momento de su publicación medie un plazo 
generador de confusión y de posibles abusos. Por el otro lado, hay que advertir a la 
confusión que pueda resultar de la diferencia de fechas de la norma y del boletín en que 
ésta se publicó. "Tal diferencia debería eliminarse obligando a la coincidencia de ambas 
fechas o, incluso, manteniendo como única fecha de referencia, la del boletín en que se 
publica la norma."550 
 b) La difusión inmediata de las leyes: la seguridad jurídica exige la inmediata 
difusión de las leyes publicadas en el boletín oficial. Esta difusión se hace por la 
difusión del boletín oficial en la que se publican las leyes. Si este boletín no se difunde 
por cualquier causa, el día de su fecha no puede, entonces, obligar su contenido.  En 
estos supuestos se plantean problemas que se salvan, en parte, con la vacatio legis que 
se elimina o se reduce y, en todo caso, si existen dificultades para la recepción material 
del boletín, es necesario que el órgano que edite el boletín oficial establezca un sistema 
de acceso al mismo (información telefónica, telemática, etc.) que permita conocer su 
contenido desde las cero horas del día de la publicación. 551 
En el caso palestino la promulgación y la publicación de las legislaciones:  
La parte final de las legislaciones, como señalamos arriba, incluye, entre más preceptos, 
los artículos sobre la promulgación y publicación de las legislaciones y su entrada en 
vigor. Antes de su entrada en vigor el proyecto de ley debe ser sancionado, promulgado 
y publicado en el Boletín Oficial de la Autoridad Palestina: 
1. La promulgación y la publicación de la legislación: 
El artículo 116 de la Ley Básica de 2003 establece que las leyes se promulgan en 
el nombre del pueblo árabe palestino, y se publican inmediatamente en el Boletín 
																																								 																				
549 Sainz Moreno, Fernardo, "Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", En Técnica 
legislativa a debate, op. cit. Pp.41-42. 
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Oficial, y entran en vigor después de treinta días de su publicación salvo que contenga 
la ley lo contrario.  
El artículo 41/1 de la Ley Básica Palestina de 2003 destaca que el Presidente de 
la Autoridad Palestina promulga las leyes después de ser aprobadas por la Consejo 
Legislativo dentro de treinta días desde la fecha de su elevación por parte de este 
Consejo. El Presidente tiene que devolver dentro del mismo plazo las leyes al Consejo 
acompañadas de sus observaciones y las razones de su oposición de promulgarlas. Si 
traspasa este plazo, según el párrafo 2 de este artículo, se consideran estas leyes 
promulgadas y se publican de forma inmediata en el Boletín Oficial.  En caso de su 
devolución dentro de este plazo el consejo discute de nuevo el proyecto de la ley y si 
goza de la aceptación de dos tercios de los miembros del Consejo, se considera que la 
Ley debe ser publicada de forma inmediata en el Boletín Oficial. En su turno, el artículo 
71/a del Reglamento Interno del Consejo Legislativo señala que el Presidente de la 
Autoridad debe sancionar, promulgar las leyes aprobadas por el consejo o devolverlas a 
éste, acompañadas de sus observaciones y las razones de su oposición en plazo de 
treinta días. En este caso el consejo Legislativo discute de nuevo el proyecto de ley y 
será aprobado si cuenta con la mayoría de dos tercios de los diputados. En caso de que 
no suceda así, dichas leyes se consideran promulgadas por la fuerza de ley, y deben ser 
publicadas en el Boletín Oficial. Se entiende de este precepto que las leyes tienen que 
ser promulgadas por el Presidente, en plazo máximo de treinta días. Salvo que el 
Presidente tenga algunas razones para rechazar promulgarlas, en este caso tiene que 
devolverlas al Consejo durante este plazo o serán promulgadas por la fuerza de la ley, 
aunque no estén promulgadas por el Presidente. 
 Dicha promulgación se fija en el artículo final de la legislación que contiene la 
frase de dar la orden de su publicación y su entrada en vigor. Esta oración de 
promulgación está compuesta por los siguientes elementos: 
I.    La publicación de la legislación en el Boletín oficial .ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟﺎﻌﺋﺎﻗﻮﻟاﺔﻠﺠﻣ  En esta frase 
hay que indicar la orden de la publicación de la legislación en este Boletín. 
J.    Indicar la fecha de entrada en vigor de la legislación. Como regla general, y según 
los artículos 41/1 y 116 de la Ley Básica y el artículo 71/ del Reglamento Interno del 
Consejo, las leyes deben ser publicadas después de su promulgación de forma inmediata 
sin concretar un plazo mínimo o máximo por lo que se entiende con la palabra 
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inmediata. De toda forma, se recomienda que sea después de periodo razonable. Se 
exige indicar la fecha de la entrada en vigor en la frase de la promulgación que es 
después de treinta días desde que comience   la fecha de la publicación de la legislación 
en el Boletín oficial como regla general, según el artículo 116 de Ley Básica. En la 
tradición Palestina al respecto, normalmente la entrada en vigor es después de treinta 
días desde la publicación de la legislación en el Boletín Oficial. Sin embargo, en otros 
casos, se deja la fecha de entrada en vigor a lo que establezca cada legislación que 
puede fijar un plazo mayor o menor de treinta días.  
 Lo que llama la atención en este tema es que el artículo 8 del Decreto Ley 
número 4/1995 sobre los procedimientos de elaboración de las legislaciones sostiene 
que “.... la legislación será aplicable (vigente) desde la fecha de su promulgación y se 
publica en el Boletín Oficial”. Este artículo incurre en un error jurídic, se contradice con 
todos los principios jurídicos que afirman que no se puede exigir a los sujetos de la ley 
que la cumplan antes de su publicación, que es cuando dichos sujetos pueden conocer la 
ley con todo lo que contiene de derechos o obligaciones. Una vez está publicada la ley 
se supone el conocimiento de su existencia y contenido, no cuando se promulga.552 Por 
lo tanto, este artículo o bien no distingue entre la promulgación de la ley y su 
publicación, o bien incluye un error material. 
En realidad, encontramos una práctica sistematizada de forma contradictoria a las 
exigencias de los preceptos legales que tratan la publicación de las leyes antes que 
entren en vigor, según señalábamos arriba; esta sistematización consta en la práctica de 
que entren en vigor las leyes simplemente con su promulgación sin que sean publicadas 
en el Boletín Oficial de la Autoridad Nacional Palestina. 
De todas formas, y a la luz del precepto del artículo 116 de la Ley Básica de 2003, 
publicado después de este articulo 8 del Decreto núm. 4/1995 será   este precepto 
inconstitucional, y debe cumplir el precepto de la Ley Básica sobre la entrada en vigor. 
A pesar del precepto del artículo 116 de la Ley Básica Palestina, que exige la 
publicación inmediata de las leyes en el Boletín Oficial, y de que normalmente este 
proceso tiene una naturaleza administrativa, llevada a cabo por el Consejo de Ministros 
a través de Diwan El Fatwa Wa Attashrí, que contiene un departamento especializado 
																																								 																				




en la publicación del Boletín Oficial, en la práctica existen varios problemas al respecto: 
1. Se imprime y se publica el Boletín Oficial en Franja de Gaza, y por razones de la 
separación entre esta zona y la otra zona de Cisjordania, tarda el Boletín Oficial unos 
meses para que llegue a Cisjordania. Lo que significa la entrada en vigor de las leyes 
publicadas sin que llegue su contenido al conocimiento de sus sujetos en Cisjordania. 
 2. No se publican numerosas leyes en el Boletín Oficial a pesar de ser aprobadas por el 
Consejo Legislativo y elevadas al Presidente de la Autoridad Palestina para que las 
promulgue o el rechace dentro del periodo de treinta días. Y si no cumple el Presidente 
esta exigencia, serán estas leyes vigentes por fuerza de ley, y pasarán a publicadas en el 
Boletín Oficial, según los preceptos legales mencionados arriba.  
3. Desde la fecha del 9 de noviembre de 2005, el Boletín Oficial no ha sido publicado, y 
por consiguiente no se publicaron las leyes que han sido promulgadas y sancionadas 
desde esta fecha, y están en vigor.553 
4. Añadimos a lo anterior la realidad de la existencia de dos sedes de Diwan Al Fatwa 
Wa Attashrí, que es la institución responsable de llevar a cabo la publicación de las 
leyes como mencionamos anteriormente. Una de ellas en Franja de Gaza y la otra en 
Cisjordania. Por la separación geográfica entre ambas y por las dificultades de pasar de 
un lado a otro por las restricciones que pone el estado israelí, asumen estas dos sedes 
sus competencias sin coordinación adecuada, especialmente en el tema de la publicación 
de las leyes. Esto genera diferencias en el resultado final de la forma de la publicación, 
o, mejor dicho, diferencias entre la forma del Boletín Oficial en cada zona, diferencia en 
la numeración y la ordenación del contenido del Boletín Oficial. 554 
Para nosotros, la falta de la publicación de las leyes que sean promulgadas y 
sancionadas por parte del Presidente, o que sean leyes aprobada por fuerza de la ley, 
según los artículos 116 y el artículo 41/1 de la Ley Básica de 2003, y el artículo 71/a del 
Reglamento Interno del Consejo Legislativo (que exigen la publicación de las leyes en 
el Boletín Oficial para que entren en vigor), convierte dichas leyes en inconstitucionales 
por no cumplir los requisitos constitucionales bien determinados y exigidos en los 
																																								 																				
553 V V. A A, las competencias del Presidente de la Autoridad Nacional Palestina comparadas con las 
competencias del Consejo de Ministros y al Consejo Legislativo en la Ley Básica, publicaciones de 





artículos arriba señalados. Y porque la publicación supone el conocimiento de los 
sujetos de la ley de su existencia y contenido. La falta de la publicación anula este 
conocimiento de las leyes por sus sujetos. Para nosotros la publicación, aunque es un 
trámite administrativo y puro material, tiene su otra faceta legal cumplimentaría exigida 
por la Ley Básica que ha de ser cumplida.  
Lo que llama la atención en este asunto es la existencia de numerosas leyes en vigor 
sin ser publicadas y sin que el Tribunal Constitucional tenga la oportunidad de opinar 
sobre las mismas. En cualquier caso, veamos que este problema de publicación de las 
leyes es una amenaza a los derechos de los sujetos a la ley, y su seguridad jurídica, y 
forma un hecho inconstitucional que refleja la mala política de parte del Consejo de 
Ministros, la debilidad del  Consejo Legislativo ante del Poder ejecutivo en este tema, y 
por último,  esta costumbre del Poder Ejecutivo de no cumplir el requisito de la 
publicación es un signo de fallo del sistema democrático, el Estado de Derecho y la 
soberanía de la Ley; dichos principios bien destacados en la Ley Básica Palestina, que 
quedan mera declaraciones letrearías, sin eficacia en la práctica.  
Lo mismo podemos destacar en la publicación de los Reglamentos de deferentes rangos: 
Decreto Ley, Reglamento Ejecutivo, Resoluciones, etc. 
La práctica palestina está llena de estos reglamentos que están en vigor sin ser 
publicados por ningún método.555 
Desde 2007 hasta hoy en día, por la división política entre las dos zonas, Franja de 
Gaza y Cisjordania y la formación de dos distintos regímenes, como hemos visto 
anteriormente, ya existen dos instituciones diferentes bajo el nombre de Diwan Al 
Fatwa Wa Attashrí que se encargan de la materia de la publicación de las legislaciones 
palestinas. Ambas siguen los preceptos de la Ley básica de 2003 al respecto. 
 La forma de la promulgación de la legislación: en el mismo artículo que indica en 
su primera línea la fecha de la publicación de la ley, se pone en la segunda línea la 
forma de la promulgación, que contiene el lugar y la fecha de promulgación, que se 
pone en dos formas la fecha solar seguida con la fecha lunar y luego la firma del órgano 
competente de la promulgación. Por ejemplo, la promulgación de la Ley Básica 
																																								 																				
555  El Instituto de Derecho en la universidad de Beir Zeit, La realidad práctica de la publicación de las 
legislaciones en el Bolitín Oficial según el ordinamiento Jurídico Palestino, en www. Aloi…, fecha 
de visita el 19 de mayo de 2011.   
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Palestina de 2003 es como siguiente:  
(121) ةدﺎﻣ 
يﺮﺴﯾ اﺬھ نﻮﻧﺎﻘﻟا ﻲﺳﺎﺳﻷا لﺪﻌﻤﻟا ﻦﻣ ﺦﯾرﺎﺗ هﺮﺸﻧ ﻲﻓ ةﺪﯾﺮﺠﻟا .ﺔﯿﻤﺳﺮﻟا 
رﺪﺻ ﺔﻨﯾﺪﻤﺑ مار ﷲ :ﺦﯾرﺎﺘﺑ 18/03/2003 ﺔﯾدﻼﯿﻣ 
:ﻖﻓاﻮﻤﻟا 15/مﺮﺤﻣ/1424 ﺔﯾﺮﺠھ 
ﺮﺳﺎﯾ تﺎﻓﺮﻋ  
ﺲﯿﺋر ﺔﻨﺠﻠﻟا ﺔﯾﺪﯿﻔﻨﺘﻟا ﺔﻤﻈﻨﻤﻟ ﺮﯾﺮﺤﺘﻟا ﺔﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا 
ﺲﯿﺋر ﺔﻄﻠﺴﻟا ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا 
Artículo (121) 
Entra esta Ley Básica modificadora desde su fecha de publicación en el Boletín Oficial, 
Promulgado en Ramallah en fecha de 18/3/2003 Fecha solar 
Equivalente al 15/Moharram/1424 Fecha Lunar 
Yaser Arafat 
El Presidente de la Comisión Ejecutiva de la Organización para la Liberación de 
Palestina 
Presidente de la Autoridad Nacional Palestina 
 
2.2.4.2. Directrices materiales    
 Son aquellas directrices que abordan problemas o cuestiones sustanciales en la 
producción de las normas; es decir, intervienen en más que los aspectos constructivos o 
formales de la elaboración de las normas. Este sistema se conoció particularmente 
dentro de Alemania y de los diversos países que sufren su influencia, como Suiza y 
Austria. También existe este sistema en el Reino Unido y los Estados Unidos de 
América. En este terreno, se puede aludir claramente a dos experiencias de este tipo de 
directrices:  556 
 1.    Un cuestionario: 
																																								 																				
556 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos, op. cit. p.180. Salvador codrech, Pablo, 
"Introducción", en la forma de las leyes, ...op. cit. P.16. Jose Abajo Quintana, Joaquín, " Directrices 




 Se conoció especialmente en algunos cantones en Suiza durante la primera 
mitad de los setenta. Según este modelo de directrices se tratan, en adición de los 
aspectos formales, conceptuales y lingüísticos de la técnica legislativa, cuestiones 
sustanciales de (Gesetzgebungslehre). Así, cuestionan: la necesidad de establecer el 
nuevo derecho o su conveniencia a través de la intervención jurídica y precisamente 
normativa para resolver el conflicto social a resolver. Por ello, y consecuentemente, el 
responsable, o los responsables, a la eventual decisión se obligan a plantearse la 
posibilidad de acudir a otras alternativas jurídicas, pero que no sean normativas para 
resolver el problema a afrentar; así, por ejemplo, cómo mejorar la aplicación del 
derecho existente o vigente. O acudir a alternativas no jurídicas, como organizar una 
campaña cultural que trate de mejorar el nivel cívico de los ciudadanos. Pero, en el caso 
de decidir establecer nuevo derecho, otras cuestiones deben ser contestadas acerca del 
tipo del derecho previsto a establecer y su autor, cuándo sea conviniente dictarlo, su 
entrada en vigor, su grado de detalle y casuismo, su comprensibilidad por el ciudadano 
ordinario, su coste real (público y privado), su previsibilidad, su viabilidad, sus 
repercusiones y practicabilidad (es decir, se va a dictar una legislación simbólica, 
inaplicable, por lo menos que se haga conscientemente).etc.557 
 2. El Checklisten558 
A fin de mejorar la calidad de las normas, se conoció la disciplina Checklisten, 
que es una denominación de directrices elaboradas de contenido crecientemente 
material, redactadas también en forma de cuestionarios, es decir, bloques de preguntas 
destinadas teóricamente a controlar la necesidad y cualidades formales y materiales de 
las normas proyectadas. Este modelo es, especialmente, manifiesto en Alemania Federal 
desde 1975. 559 
  Así, según Joan Prats Catala, las Checklisten "consisten en la redacción de un conjunto 
de directrices en forma de cuestionarios que deben observarse desde el comienzo de la 
																																								 																				
557 Salvador codrech, Pablo, "Introducción", en la forma de las leyes, ...op. cit. P.16, y en "Elementos 
para la definición de un programa de técnica...", en Un curso de técnica legislativa, o.p. cits.Pp.37-
39. Y, Marítn Rebollo, Luis, "La técnica legislativa: Reflexiones…", en la técnica legislativa a 
debate, ...op. cit. P.78. También, Tuleda Aranda, José, "La legitimación competencial de las leyes y 
técnica legislativa", en La técnica legislativa a debate, ...op. cit.P.113. 
558 Salvador Codrech, Pablo, "Elementos para la definición de un programa de técnica...", en Un curso 
de técnica legislativa, o.p. cits.Pp.39-43. 
559 Salvador Codrech, Pablo, op. cit.  P.180. 
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elaboración de un proyecto legislativo". 560 O son, según Miguel Martin Casals, quien 
las traduce al castellano por el término "listas de control o de comprobación", "un 
conjunto de preguntas contenidas en un cuestionario que se formulan al encargado de 
elaborar de la norma con el propósito de racionalizar y facilitar su labor. Contienen 
principalmente cuestiones de metódica."561 (Por ello, la función de estos cuestionarios 
es controlar la necesidad y las cualidades formales y materiales de la normativa 
proyectada. Para llevar a cabo esta función dichos cuestionarios establecen exigencias 
de calidad en función de distintos criterios sobre la eficacia de las normas).  562 
 Como contenido de estos cuestionarios de Checkliste podemos aludir a lo que 
señalan Pablo Salvador Codrech, y Gómez Orfanel.563 Para ellos, en Alemania Federal 
se elaboran desde 1975 directrices de Checklisten.  Del conjunto de cuestionarios 
Checklisten, conviene destacar uno, muy reciente y de ámbito federal (Prüffragen für 
Rechtsvorschriften des Bandes). Los Ministerios del Interior y de Justicia elaboraron en 
1980, y luego en 1984, un cuestionario, es decir, una "check list" para las disposiciones 
normativas de la Federación, y cada Ministerio se comprometía a que todos sus 
proyectos de regulación serían sometidos a la citada "check list" que funciona como 
lista de control que contiene una serie de preguntas. Así, la"check list" de 1984 contiene 
los siguientes grandes apartados subdivididos a su vez en cuestiones más analíticas, que 
"Son diez macro cuestiones…sobre aspectos sustanciales de la legislación. Se pregunta 
así, 1) si es mejor hacer algo que nada (subpregunta: ¿qué pasa si no pasa nada?; 2) si 
hay alternativa; 3) si debe precisamente actuar el Estado federal (o pueden, en cambio, 
hacerlo los ländern o los ayuntamientos p. ejemplo) 4) si precisamente hay que hacer 
una ley ( o vale un reglamento); 5) si hay que actuar ahora; 6) si el alcance y detalle de 
la regulación prevista es el adecuado (o es excesivo o afecta demasiadas partes del 
derecho existente, etc.); 7) si puede limitarse temporalmente la vigencia de la ley (no 
hay que mantener vigentes leyes inútiles); 8) si la regulación prevista es asequible al 
																																								 																				
560 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. P.208. 
561 Martín Casals, Miguel, "Técnica normativa: Las directrices", en Técnica normativa de las 
Comunidades Autónomas,Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990, op. cit. P. 107. 
562 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos., op. cit. Pp.208-209. 
563 Gomez Orfanel, German, "Significado y alcance de la técnica legislativa", op. cit. Pp. 15-16, y, en su 
trabajo, "Técnica normativa: Las directrices”, en Técnica normativa de las Comunidades 
Autónomas. Pp. 119-120. 
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ciudadano corriente (o si es incomprensible y comporta montañas de papel, p. ej.); 9) si 
es factible, practicable y 10) si los costes y beneficios que supone están en una relación 
razonable."  564 
 Así, los cuestionarios de Checklisten suelen regular los temas siguientes: 
 1. La planificación de la intervención legislativa: a su vez significa abordar los 
problemas siguientes: a) quién solicita la actuación legislativa, es decir, delimitar la 
necesidad de actuación; b) analiza el problema que exige la actuación legislativa, es 
decir estudiar la situación fáctica actual sobre la que la norma actuará. c) analizar las 
causas que originan el problema. d) definir los objetivos deseados por la elaboración de 
la norma, e) analizar la posibilidad de acudir a otros instrumentos de actuación 
(alternativas) para solucionar el problema.  
 2. En el ámbito técnico- legislativo, las Checklisten analizan cómo ser aprobadas 
las normas, es decir este ámbito refiere a los aspectos formales para elaborar y aprobar 
las normas, así como su redacción y la claridad del texto legislativo, el uso de las 
cláusulas generales, estructuración formal del texto, …etc. 
 3. Ámbito de ejecución de la normativa:  estudia la posibilidad de la ejecución 
de la norma intentando determinar su viabilidad futura, su efectividad y eficiencia. 
 4. La repercusión de la norma en los ciudadanos: consiste en que su efectividad 
depende del grado de comprensibilidad, el nivel de aceptación de la norma, la 
previsibilidad y estabilidad de la futura norma por los ciudadanos. 
 5. Costes: los cuestionarios de Checklisten intentan evaluar los gastos que la 
nueva norma va a producir. (v. el tema de Checklisten en detalles). 565 
 En el caso español, el grupo "GRETEL" elaboró un borrador de directrices sobre 
la forma y estructura de las leyes, que contiene todas las cuestiones sobre la 
construcción de los títulos, las cláusulas de promulgación, la sistemática división de las 
disposiciones jurídicas, la unificación de disposiciones del mismo contenido, las reglas 
sobre citas, las leyes modificativas, apéndices, la unidad formal del texto, y sobre la 
parte final de las leyes y su homogeneización, disposiciones transitorias finales, 
																																								 																				
564 Salvador Codrech, Pablo, "Introducción", en la forma de las leyes, ...op. cit. P.18. 
565 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos, op. cit. Pp.206-216. 
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cláusulas de promulgación, la publicación de las leyes.. etc., todo eso desde un punto de 
vista formal, lógico, estructural, a fin de producir o crear un contenido ordenado y 
homogeneizado, insistiendo también en el lenguaje y en la lógica de la producción 
normativa. Estas directrices, como señala, Gómez Orfanel, fueron recogiendo otros 
enfoques de carácter sustancial, es decir, material, sin perder su carácter formal. Así, 
analizaban ya cuestiones que se planteaban la propia necesidad de la regulación, 
analizar los costes, el grado, la medida según la cual los ciudadanos podrían acceder al 
contenido de la disposición normativa, las alternativas al texto normativo, junto a estas 
directrices, y en un proceso paralelo, fueron apareciendo otros instrumentos de Técnica 
normativa que son las llamadas "check lists".  Por eso, según Orfanel, algunos autores 
identifican, o tienden a hacer converger las directrices y las "check lists"; por un lado, 
las "check lists" tienen carácter de cuestionario, es decir, lo que se pide al redactor o al 
elaborador de las normas es que vaya respondiendo a una serie de cuestiones y, sobre 
todo, el papel de las "check lists" es estar más cerca de la Metódica de la legislación que 
de la estricta técnica legislativa, que sería el ámbito de las directrices. En este sentido, 
las "check lists" son "un conjunto de directrices redactadas en forma de cuestionarios, 
en las cuales se establecen ya criterios de economía normativa, estableciendo, asimismo, 
controles de calidad, cuestiones para detectar posibles insuficiencias, prever efectos. En 
suma, instar a la reflexión de quien elabora la norma con objeto de mejorar la calidad de 
la mismas."566 
 En el ámbito jurídico, se aprobaron cuestionarios sobre la técnica legislativa que 
contienen criterios sobre la elaboración y la estructura de las legislativas. Así, el 26 de 
enero de 1990, el Consejo de Ministros aprobó un Cuestionario de evaluación, que 
debía acompañar a los proyectos normativos que se presentan ante el Consejo de 
Ministros. Dichos cuestionarios contienen preguntas sobre la necesidad de elaboración 
de la norma, las repercusiones institucionales y jurídicas del proyecto y los efectos 
sociales y económicos del mismo. Luego, el mismo Consejo de Ministros aprobó el 18 
																																								 																				
566 Gomez Orfanel, German, "Significado y alcance de la técnica legislativa", op. cit. P. 15. 
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de octubre de 1991 un conjunto de directrices sobre la forma y estructura de los 
anteproyectos de los anteproyectos de ley. 567 
 Finalmente, a la valoración práctica del uso de las "Checklisten" señala Miguel 
Martín Casals que "Las Checklisten no son una panacea que ponga remedio a todas las 
insuficiencias y defectos que se observan en la legislación actual." Entre las dificultades 
más importantes todavía no resueltas se hallan, entre otras, las siguientes cuestiones: 
"- determinar si los estándares de calidad que establecen y los aspectos que contemplan 
son suficientemente completos, 
- encontrar el punto ideal entre una Checkliste muy completa, pero poco operativa y una 
breve, pero pobre de contenido, 
- establecer metodológicamente cómo se puede aplicar la Checkliste a la totalidad de la 
regulación y, a la vez, a cada disposición individual, 
- clarificar cómo se pueden obtener las informaciones y conocimientos en base a los 
cuales se deben decidir las respuestas y, finalmente, 
- averiguar cuándo puede considerarse que un determinado criterio de control ha sido 
aclarado y cuándo ha sido simplemente rellenado "pro forma"." 568 
    En cuanto el caso palestino,sobre las directrices materiales,abordael Manual de los 
Borradores Legislativos una definición de la llamada la "Política Legislativa 
ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟاﺔﺳﺎﯿﺴﻟا", afirmando que la cual es: el plan que sigue el poder competente de 
legislar para cumplir y actualizar la "política Superior ﺎﯿﻠﻌﻟاﺔﺳﺎﯿﺴﻟا" del Estado. Es decir, 
conseguir los valores superiores en un país a través de la función legislativa existente. 
Luego, esta "Política Legislativa" está dividida entre dos partes: "Política Legislativa 
Principal" y "Política Legislativa Secundaria". La primera, se cuenta como una reflexión 
de los valores superiores de un país, a través de la constitución, que organiza las 
relaciones más importantes, como organizar las relaciones entre los poderes, las 
relaciones entre los últimos y los ciudadanos, la protección de las libertades, el principio 
de igualdad ante la ley, el respeto de los convenios internacionales, etc. La segunda, se 
																																								 																				
567 Prats Catala, Joan, La reforma de los legislativos, op. cit. Pp.207-208. Y, Jose Abajo Quintana, 
Joaquín, " Directrices sobre la forma y estructura de los anteproyectos…", en La técnica legislativa 
a debate, op. cit. P130. 
568 Martín Casals, Miguel, "La técnica de las Checklisten", en Técnica normativa de las Comunidades 
Autónomas, Centro de Estudios constitucionales, civitas, Madrid, 1990. P.267. 
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trata de la mera traducción de los valores superiores confirmados por la primera (la 
Constitución) a través de las legislaciones aprobadas por el poder competente en un 
estado, a fin de establecer un régimen jurídico coherente. 
Aplicando lo dicho arriba al caso palestino, podemos ver que la llamada 
"Política Legislativa Principal" en Palestina se configura con el respeto de los siguientes 
principios: 
1. El respeto de los derechos y libertades públicas reconocidas por los pactos 
internacionales de derechos humanos. 
2. El estado de Derecho que reconoce los principios de la separación de poderes, la 
soberanía nacional que reside en el pueblo palestino de que emanan los poderes de ello, 
la publicidad de las leyes y de las actos y sentencias judiciales, la irretroactividad de las 
leyes, la igualdad de las personas ante la ley, la libre actividad económica dentro del 
respeto de la Ley y la unificación y el desarrollo de las legislaciones entre las dos zonas 
de Palestina, es decir, los territorios de la Autoridad Nacional Palestina: Cisjordania y 
Franja de Gaza.   
Como señalamos más arriba, en estas zonas se aplican dos distintos sistemas 
jurídicos antiguos que no responden a las necesidades de la vida del pueblo palestino, 
que espera la unificación geográfica, política y económica de estas zonas y, por tanto, la 
unificación del régimen jurídico vigente en ambas. Ahora bien, conocida la política 
palestina principal de legislar que se puede conseguir a través de la llamada política 
secundaria de legislar como señalamos arriba, es decir, por la aprobación de 
legislaciones coherentes con la política principal, los autores del Manual de los 
Borradores Legislativos plantean que para llegar a este objetivo hay que utilizar un 
instrumento llamado el "Memorándum de la Política Legislativa"  "ﺔﺳﺎﯿﺴﻟا ةﺮﻛﺬﻣ
ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟا". Se trata de un dictamen elaborado por órgano que propone la legislación para 
someterlo al redactor ﻎﺋﺎﺼﻟا que ha de redactarlo en forma de proyecto. Aquí, en este 
memorándum, el poder competente de proponer dicha legislación debe introducir la 
política legislativa que quiere conseguir por la nueva propuesta para que el redactor la 
entienda y, por consiguiente, poder convertirla en un proyecto de ley u otro reglamento 
jurídico de otro rango.  
Desde este punto, este Memorándum, debe procurar al redactor todos los 
elementos vinculados a la propuesta de la legislación. Por ello, el Memorándum debe 
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contener los siguientes elementos:  
1.  Definir y concretar el problema a tratar. Por ello, quizás sea adecuado o 
importante acompañar el Memorándum de dictámenes de expertos sobre el 
tema o de cualquier documento, para aclarar el problema o la cuestión a 
tratar por tratar la nueva legislación, para que el redactor los tenga en 
cuenta. 
2.   Los objetivos han de conseguir por la prevista legislación. 
3.  Los instrumentos han de utilizar para aplicar dicha legislación, como, por 
ejemplo, mencionar las personas o instituciones competentes de aplicar la 
legislación, los trámites administrativos, la posibilidad de crear un nuevo 
órgano y destacar sus competencias a fin de aplicar la legislación.  
4.  También, aclarar la posibilidad de aprobar legislaciones secundarias a fin 
de ejecutar la legislación. 
5.  La aplicabilidad de la legislación: como la legislación se aprueba para 
que sea aplicable, entonces, quien propone la legislación, establece también, 
las garantías para su aplicación. Por ello, el Memorándum debe contener 
dichas garantías, como, por ejemplo, los castigos o las fianzas que han de 
sufrir las personas que infrinjan la prevista legislación. 
 Al respecto, creo que la aplicabilidad de una legislación ni pertenece ni emana 
de los castigos o fianzas que pueda sufrir quien lo infrinja, sino que emana, ante todo, 
de que sea la legislación aplicable por sí misma; es decir, por ser adecuada a las 
coyunturas, circunstancias y valores existentes en la sociedad. Así puede conseguir el 
respeto de parte de los ciudadanos que, entonces, se encuentran dispuestos a cumplir la 
nueva legislación porque responde a sus intereses, no porque esté cargada de numerosos 
castigos o amenazas. Y como excepción de este origen, se acompaña la legislación con 
dichos castigos en caso de infringirlo por ciudadanos que no cumplan las normas por 
sus propios intereses. En otras palabras, la aplicabilidad de una legislación debe 
depender de su buena representación a los intereses de sus sujetos, no de las 
penalizaciones que contenga para quien no lo cumpla. 
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5.   Delimitar el tiempo máximo para la elaboración de la legislación. Es decir, el plazo 
disponible para que el redactor finalice su trabajo. Lo cual sirve al redactor en organizar 
su trabajo dando la primacía a los temas más urgentes. 
Para nosotros, delimitar un plazo máximo para realizar el trabajo no es práctico; 
siembre hay que dejar una margen de tiempo que sea necesario para que produzca el 
trabajo a la mejor manera. Por lo tanto, este tiempo tiene que ser flexible según la 
necesidad en cada caso.  
6.  El efecto previsto de la nueva legislación a las legislaciones vigentes: el 
Memorándum debe incluir una tabla de las legislaciones que puedan ser anuladas o 
modificadas en cuanto entre en vigor la nueva legislación. 
7.  El efecto de la nueva legislación a los derechos adquiridos por las legislaciones 
vigentes. Mencionar éstos en el Memorándum permite al redactor mejorar la redacción 
a los preceptos transitorios y los preceptos conservadores y suplementarios. 
8.   Indicar el efecto de la legislación a las tratados o acuerdos internacionales en el 
Memorándum para facilitar la tarea del redactor para elaborar el texto, y facilitar, luego, 
la tarea de modificar la legislación para que sea coherente con dichos tratados 
internacionales. 
9.  El coste económico de la legislación: es muy importante incluir en el Memorándum 
un presupuesto sobre los fondos abundados y asignados para la aplicación de la nueva 
legislación que el redactor vaya a elaborar.569 
 Obsérvese que estos elementos que tiene que incluir el Memorándum son los 
mismos elementos conocidos, en la tradición de la técnica legislativa en otros países, 
como las directrices materiales de la técnica legislativa. Dichas directrices abordan las 
cuestiones objetivas como la necesidad de la nueva intervención legislativa, el rango de 
la nueva legislación; es decir, de rango reglamentario, la viabilidad de la nueva 
legislación, su aplicabilidad y el coste económico, etc. Así, parece claro que en esta 
iniciativa palestina sobre el tema de la técnica legislativa, los autores de este trabajo se 
aprovecharon de lo que existe en otras tradiciones teóricas y prácticas de este ámbito.  
																																								 																				
569  Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, VV. AA: Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, 




La política legislativa secundaria en Palestina, es decir las legislaciones, como 
afirma este Manual, sufre de varios problemas que se ven claramente por revisar los 
textos legislativos; por ello, se puede decir que la política legislativa secundaria 
palestina no forma una política clara, coherente o estable, sino que forma un 
ordenamiento jurídico unido por los siguientes: 
1. Se acude a copiar textos de una legislación a otra. 
2. La ausencia de memorando o exposición de motivos para muchas legislaciones. 
3. No acompañar a los proyectos legislativos, sean leyes o reglamentos, con 
memorando explicativo para el redactor de la legislación. 
4. La falta de experiencias o conocimientos en las personas que asumen la tarea de 
redactar las legislaciones. 
5. La contradicción entre los artículos en el mismo texto legislativo. 
6. La contradicción entre los preceptos jurídicos en varias legislaciones        
 que regulen un tema en común.570 
Por estas razones, los autores del Manual de los Borradores Legislativos 
abordan, detalladamente, un Plan de Trabajo ﻞﻤﻌﻟا ﺔﻄﺧ571 sobre la técnica de la 
elaboración del texto legislativo o, siquiera, el proyecto legislativo. En este lugar, la 
tarea de la redacción empieza de dividir este plan en dos fases: fase primaria y fase 
secundaria: 
1. El Plan del Trabajo: 
Se quiere con este plan tratar las fases y las labores que el redactor del texto legislativo 
tiene que cumplir o tener en cuenta cuando asume su tarea para elaborar el proyecto 
legislativo. Esta tarea se divide entre dos fases: 
A. La fase primaria:  
Comienza esta fase desde la recepción del Memorándum (de forma de dictamen) 
																																								 																				
570Ibídem, P. 44. 
571 Para evitar la repetición destacamos el Plan de Trabajo mencionado en Diwan Al Fatua Wa Al Tashri 
and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Legislative Drafting Manual, Palestine, 
First Edition, 2000, porque es el mismo plan puesto en el otro manual (Institute of Law, University 
of Bir Zeit, Giude Secondary Draft, Palestine). 
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por parte de la autoridad o el poder competente. De ahí, y antes de empezar de redactar, 
hay que seguir los siguientes pasos primarios: 
1. La comprensión completa de los objetivos de la nueva legislación por el 
redactor. Dicha comprensión exige realizar investigaciones y estudios sobre el 
tema de la legislación, especialmente cuando la legislación trata un tema lejano a   
la especialidad del redactor. Por ello, también es aconsejable acudir a los 
expertos del tema para conseguir sus conocimientos y opiniones sobre el tema.  
Cuando el redactor entiende estos objetivos debe ser capaz de contestar algunas 
preguntas, como, por ejemplo:  
a) el problema previsto para solucionar, 
b) el ámbito territorial de la legislación y sus sujetos, también, si existen algunas 
categorías fuera del ámbito de la aplicación de la nueva legislación, 
c) Si existe una autoridad o instituto competente de aplicar la legislación o debe 
crear un órgano nuevo, 
d) las garantías de la buena aplicación de la nueva legislación.  
Si después de responder a este cuestionario, el redactor tiene alguna duda o le falta 
aclarar unas cuestiones es aconsejable acudir de nuevo al poder o el órgano remitente 
del Memorándum para deliberar con ello sobre el tema, en forma de preguntas bien 
determinadas. 
      2.     Recomendaciones sobre la deliberación entre el rector y el órgano remitente 
del Memorándum: se recomienda que el redactor no sólo se preocupe de las cosas 
ambiguas, sino también, que realice los siguientes trámites: 
 1. Pedir por escrito al remitente del Memorándum explicaciones sobre cuestiones 
principales, exigiendo que las respuestas sean escritas de forma determinada y clara. 
2. Hacer reuniones con el órgano remitente del Memorándum cuando existan numerosas 
cuestiones para su aclaración. Es recomendable dirigir las preguntas a las personas 
competentes para facilitar la comprensión de los objetos de la legislación y las 
coyunturas que exigieron la presente intervención legislativa. En este caso, se 
recomienda hacer dictamen sobre estos encuentros o reuniones.   
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3. Comprobar la conformidad de la prevista legislación con el principio de la 
constitucionalidad. Los autores de este Manual consideran que dicha comprobación, 
aunque no cuenta una competencia legal del redactor, presumen que este último asumirá 
la “responsabilidad jurídica” de advertir el órgano remitente del Memorándum sobre la 
inconstitucionalidad de la prevista   legislación.572 
4. Comprobar el respeto de los principios internacionales, especialmente, aquellos 
principios de los derechos humanos. Aquí, también, el redactor tiene que advertir la 
autoridad competente cuando el texto no sea conforme con dichos principios. 
5. Buscar y estudiar todas las legislaciones nacionales vigentes (y enmiendas) 
vinculadas a la prevista legislación. Esta tarea tiene la ventaja de unificar la 
terminología utilizada en todas las legislaciones, evitar derogar lo que no se quiere 
derogar, evitar la contradicción entre las legislaciones y comprobar la necesidad de la 
nueva legislación; para evitar la existencia de una legislación vigente que organice 
adecuadamente el mismo tema y pueda conseguir los objetos queridos por la nueva 
legislación por otra legislación ya vigente, por tanto, no hará falta legislar una nueva 
legislación. 
6. Decidir sobre el tipo de la legislación que ha de legislar; es decir, la forma y el rango 
de la intervención legislativa. Por ello, hay que contestar: ¿si es necesario aprobar una 
nueva ley, ¿por qué no había aprobado ninguna ley sobre el tema?, O ¿será suficiente 
modificar una ley vigente? Es decir, si la nueva legislación será de carácter 
modificativo, ¿si es necesario derogar por la nueva legislación otra en vigor?, O ¿si es 
suficiente legislar una legislación secundaria, como reglamento? Esto en el caso de que 
exista un precepto de una ley que autorice un órgano a aprobar una legislación 
secundaria que sea suficiente para conseguir los mismos objetos queridos por la nueva 
legislación. 
7. Estudiar las legislaciones vigentes en el derecho comparado que traten el mismo 
tema, a fin de enriquecer el conocimiento del redactor para facilitar su trabajo. No 
obstante, el redactor no debe olvidarse de las coyunturas de cada legislación de cada 
país; por ello, debe estudiar dichas coyunturas y las exposiciones de motivos de las 
																																								 																				
572  Ibidem, Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, op. 
cit., Pp. 37-39. 
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leyes, evitando, al mismo tiempo, copiar algunos preceptos existentes en dichas leyes, 
aunque sea fácil y adecuado. 
8. Estudiar las sentencias, especialmente, de los tribunales superiores que traten el tema 
que ha de legislar. El propósito de este estudio es conocer la interpretación judicial de 
un tema o precepto. Por ello, el redactor realizará su tarea en conformidad con los 
principios jurídicos.  
9. Investigar el tema en las escrituras de los juristas para aprender más sobre el tema de 
la prevista legislación, y para ir por los detalles del tema que suelen ser tratados por los 
juristas.573 
10. Consultar los expertos cuando el objeto de la legislación exige dicha consulta. 
11. Advertir a la autoridad remitente de la legislación sobre su coste económico en 
cuanto aplicarlo. 
12. Prever los instrumentos jurídicos y materiales para conseguir los objetivos de la 
legislación. Como, por ejemplo, si resulta necesario establecer un órgano para aplicar la 
legislación y, por ello, conocer los detalles de dicho órgano: sus competencias, 
composición etc. 
13. Prever la aplicabilidad de la legislación en la vida real. Es que la legislación se 
aprueba para aplicarlo a fin de solucionar problemas u organizar temas existentes. 
Según, este Manual, se recomienda que el redactor compruebe la existencia de trámites 
o sanciones para aplicar la legislación. Por ejemplo, sigue este Manual, si la nueva ley 
impone deberes, entonces, hay que aclarar y contener las sanciones o penas para 
aplicarlas cuando los sujetos de la ley no lo cumplan.574 
14. Trabajar en un equipo para poder asumir la tarea de redacción. Por ello, se 
recomienda asignar un coordinador para este equipo que reparte el trabajo entre los 
miembros cuyo número sea razonable. Pero, aunque se trabaje en equipo es importante 
que sólo una persona asuma la tarea de redactar mientras asume otra persona la revisión.  
																																								 																				
573 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Pp. 40-43 
574  Ibidem, P. 45. 
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15. También, es aconsejable poner unos horarios o plazo máximo para terminar la tarea 
de la redacción.575 
 
B. La fase secundaria:     
 En esta fase el redactor se preocupa de poner un esquema de la legislación, es 
decir, intentar delimitar los elementos que construyen la legislación y clasificarlos en 
grupos para facilitar luego la tarea de redacción, especialmente cuando la legislación sea 
extensa. También, este esquema facilita al redactor concentrar su trabajo en los 
elementos intrínsecos de la legislación y redactarlos antes de otros elementos que, 
también, le permite prever la posibilidad de conseguir los objetos previstos por la 
legislación. Por otro lado, este esquema ayuda a delimitar los términos que han de 
utilizar en la redacción y, además, da luz sobre los otros detalles que hay que integrar a 
la legislación como, por ejemplo, la necesidad de legislaciones secundarias o anexos 
etc.576 
 Para elaborar este esquema se recomienda lo siguiente:  
1. Elaborar una lista sobre los elementos de la legislación.  Esta lista sirve al 
redactor para fijar todos los elementos que sean posibles preceptos en la 
legislación. Aquí no es preciso ordenar el contenido de la lista o clasificarla, sino 
que basta con que sea un borrador a modo de memorándum para que el redactor 
no olvide  ningún elemento. 
2. Clasificar dichos elementos en grupos. Así, se agrupan los elementos que   
configurarán los preceptos intrínsecos en una lista, se ponen los elementos 
relativos a los preceptos de la identificación y el ámbito de la aplicación de la 
legislación y los preceptos generales en otro grupo o lista. Finalmente, se 
incluyen los elementos sobre los preceptos de derogación, los preceptos 
transitorios, autorizaciones y la entrada en vigor de la legislación en otro grupo o 
lista.  Surge la necesidad de clasificar y agrupar los preceptos intrínsecos en una 
lista cuando la legislación sea extensa, pero, eso no significa que en las 
																																								 																				
575  Ibidem, Pp. 45-46 
576 Ibidem, P. 46. 
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legislaciones cortas no surja esta necesidad, sino que todo eso depende de la 
naturaleza del tema que trate la legislación y la opinión del redactor.577 
3. Después de tener hechas estas dos fases se recomienda que el redactor acuda a 
examinar o revisar todos los pasos que realizaba antes de comenzar la redacción. 
Por ello, tiene que contestar estas preguntas para comprobar su trabajo: 
1. ¿Pueden los elementos de la legislación conseguir los exactos objetivos? 
2. ¿Existe alguna contradicción entre la legislación y los principios 
constitucionales e internacionales? 
3.  ¿Han sido todos los elementos suficientemente investigados? 
4.  ¿Se han agrupado y clasificado de modo coherentelos elementos de la 
legislaciónl? 
5. ¿Necesitan ser clasificados los elementos intrínsecos? 
 Hecho todo lo anterior, ya se puede comenzar la tarea de redacción sin olvidar la 
posibilidad de necesitar volver a investigar de nuevo cualquier elemento o preguntar 
sobre cualquier problema que pueda surgir durante del proceso de la redacción.578 
 
2.3.- Quién dicta las directrices   
 Contestar a esta cuestión es de gran importancia por una sencilla 
razón: quien tiene la potestad de dictar las directrices tiene, por 
consiguiente, la potestad de determinar previamente la calidad de las 
leyes a elaborar. Al respecto, es una solución aceptable, en primer lugar, 
atribuir la potestad de dictar las directrices al Poder Legislativo (el 
Parlamento) por ser el poder que asume la responsabilidad legislativa, y 
porque en los parlamentos es donde se determina la forma final de las 
leyes cuando se aprueben.  En segundo lugar,se puede atribuir esta 
responsabilidad al Poder Ejecutivo (el Gobierno), que asume, 
normalmente, la iniciativa de legislar en su mayor parte, y como este 
																																								 																				
577 Ibidem, P. 50 
578 Ibidem, Pp. 51-52 
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poder es más cercano a la realidad social y a la práctica ,  por ello  
entiende mejor las necesidades actuales para la practicabilidad de las 
leyes a aprobar, .En tercer lugar, se  puede acudir a otra solución que 
consiste en atribuir esta tarea a otro órgano, que puede ser una Comisión 
técnica formada por especialistas, que sean expertos técnicos, y que 
tenga carácter oficial.  Estos supuestos han sido planteados por el 
profesor Luis Aguiló Lucía579  como hipótesis para afrontar este 
problema.   
 Para el citado autor, cada solución tiene sus ventajas y sus 
inconvenientes; así,  las ventajas de atribuir esta competencia al Gobierno 
estribarían en que siendo el origen principal de las más importantes 
tareas legislativas el gubernamental,  y que existe una mayoría 
parlamentaria que apoya al Gobierno en su programa político y que la 
proporción más alta de las leyes que se aprobaran tendría su origen en 
una iniciativa gubernamental.  Además, esta atribución de dicha 
competencia al Gobierno supondría que, puesto que el Gobierno asume, 
también, dictar otro tipo de normas en desarrollo de sus facultades 
ejecutiva y reglamentaria, la elaboración y redacción por parte del 
Gobierno de unas directrices para las normas con rango de Ley 
repercutiría favorablemente en la elaboración y redacción de las normas 
de rango inferior. 
 Respecto de los inconvenientes de atribuir esta competencia al 
Gobierno, señala el citado autor que, toda vez que la intervención del 
Gobierno en la elaboración legislativa finaliza con la presentación de los 
proyectos de ley ante la Cámara y, en el caso de las proposiciones de ley, 
con la manifestación de su criterio antes de la toma en consideración o 
no de dicha proposición de ley por la Cámara, le queda   únicamente con 
posterioridad la posibilidad de intervenir mediante la presentación de 
enmiendas técnicas a través del Grupo Parlamentario o de los Grupos 
																																								 																				
579 Aguiló, Luís, "Competencia para dictar directrices de técnica legislativa", en, Sainz Moreno, 
Fernando, y J.C. DA Silva Ochoa (coord.), La calidad de las leyes, Parlamento Vasco, Vitoria,1989, 
Pp. 321-337.  Y, Jose Abajo Quintana, Joaquín, " Directrices sobre la forma y estructura de los 




Parlamentarios, según cada caso, que le sustentan en el Parlamento.  En 
el mismo terreno, hay que añadir que la adopción de las directrices por el 
Gobierno, en un sistema parlamentario, supondría su carácter no 
obligatorio de cara al Parlamentario, que es quien aprueba la Ley 
definitivamente, dado el principio de autonomía institucional del 
Parlamento. 
 Por otro lado, las ventajas de atribuir la competencia de dictar las 
directrices al Parlamento estriban en que toda iniciativa legislativa puede 
ser modificada por enmiendas presentadas por los Diputados o Grupos 
Parlamentarios a lo largo de la tramitación parlamentaria, y que la 
realidad de que tanto la Constitución como los Estatutos de Autonomía 
atribuyen al Parlamento del Estado y a las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas el poder legislativo y  también en el hecho  de 
que son los Letrados de cada Parlamento los que realizan el último 
asesoramiento técnico legislativo en el proceso de elaboración de la Ley. 
Por consiguiente, esta realidad postularía en favor de la atribución al 
Parlamento de la dicha competencia. 
 Sin embargo, esta opción tiene sus inconvenientes. Así, cabe 
señalar en este terreno el hecho de que al no ser aplicables a la fase de 
iniciativa de las normas legales, éstas podrían llegar al Parlamento con 
una técnica defectuosa o no conforme con la adoptada en el Parlamento, 
sin que las iniciativas estuvieran viciadas de nulidad en el caso de que 
no se hubieran ajustado a las directrices de técnica parlamentaria dictada 
por el Parlamento, teniendo en cuenta lo que se ha señalado 
anteriormente de que las iniciativas extraparlamentarias, 
fundamentalmente los proyectos de ley del gobierno, son muy superiores 
en número a las proposiciones de ley de origen parlamentario. 
 Por último, la tercera opción planteada por el citado autor, es 
atribuir esta tarea a un Comisión técnica, que intentaría solucionar los 
problemas técnicos con criterios igualmente técnicos, partiendo de la 
base del reconocimiento de la supuesta incapacidad de los políticos para 
afrontar las cuestiones de técnica legislativa. 
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 Las ventajas de esta atribución son fundamentalmente dos: en 
primer lugar, la propia intervención de los técnicos en esta materia, para 
solucionar lo que, no lo olvidemos, tiene una dimensión eminentemente 
técnica. En segundo lugar, ello llevaría aparejada una necesaria 
racionalidad alejada de los criterios partidistas que, a causa de su 
politización, pudieran desviar la finalidad que busca la fijación y 
aplicación de las directrices de técnica legislativa. 
 A pesar de dichas ventajas, esta opción tiene serios 
inconvenientes, como que, en ocasiones, el asesoramiento puede producir 
un buen producto de laboratorio pero ajeno a la realidad socio-política 
que se pretende racionalizar y, además, en un sistema constitucional y 
democrático, una competencia como ésta debe estar atribuida siempre a 
un órgano democrático con el apoyo del asesoramiento técnico que se 
considere oportuno; también, esta elaboración técnica podría llevar a una 
inaplicación de esas directrices, puesto que sólo el Gobierno o el 
parlamento, a través de las potestades que la Constitución y los Estatutos 
de Autonomía les atribuyen, podrían garantizar la aplicabilidad de las 
mismas. 
 Con lo antes planteado, el citado autor llega a la conclusión de que 
debería atribuirse la competencia para dictar estas directrices al 
Parlamento, por las siguientes razones: 
 1. El parlamento en nuestro país debe mantener su autonomía 
institucional frente a los otros depositarios del poder político dentro de 
la división horizontal del poder, fundamentalmente frente al poder 
ejecutivo, puesto que las leyes son leyes del Parlamento y en definitiva 
son una expresión del ejercicio de una función propia del Parlamento; 
por ello es desde Parlamento desde donde deben dictarse las directrices 
de técnica legislativa.  Es por ello por lo que que el "autor de la Ley", 
según este autor, es siempre el Parlamento y no el Gobierno ni la 
Administración a la que pueda atribuirse la iniciativa legislativa, o los 
ciudadanos que al amparo de la legislación correspondiente la hayan 
planteado ab initio. Esto permitiría, además, hacer frente a fenómenos 
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tan diversos como la necesidad de adoptar decisiones legales rápidas, la 
personalización del poder o la propia complejidad de un modo cada vez 
más especializado que ha acrecentado el predominio del poder ejecutivo. 
 2.  Por la propia eficacia de las directrices se postula que sea el 
Parlamento el poder del que emanen; porque, sólo desde el propio 
Parlamento se puede lograr la aplicabilidad de las directrices, que 
carecerían de virtualidad si el propio Parlamento no las asumiera como 
un mandato interno. 
 Al respecto, también, conviene no olvidar que no todo el 
procedimiento legislativo se efectúa en el Parlamento, puesto que además 
de las iniciativas extraparlamentarias, mencionadas anteriormente, existe 
tanto la legislación de urgencia como la legislación delegada que se 
plasma en los correspondientes decretos legislativos. Además, hay que 
tener en cuenta que en muchas ocasiones la ley tiene un posterior 
desarrollo normativo a través de los reglamentos que para su aplicación 
dicta el Gobierno en el ejercicio de su potestad reglamentaria; por ello, 
es conveniente decir que debe haber, de alguna manera y en la medida en 
que afecte al Gobierno, un mecanismo que le permita tener en cuenta las 
directrices de técnica legislativa, tanto en la elaboración de los 
proyectos de ley como en la aprobación de los decretos-leyes y de los 
derechos legislativos y en el resto de las disposiciones que pueda 
adoptar; esto para que los demás titulares de la iniciativa legislativa 
puedan ser partícipes de las directrices a fin de poder plantear las 
iniciativas de una manera técnicamente adecuada a tales directrices. 
 Para concluir sobre este tema, el citado autor señala que, en 
definitiva, la competencia de dictar las directrices debería estar atribuida 
al Parlamento y, en concreto, a través de la forma de las resoluciones de 
la Presidencia del Parlamento correspondiente, a pesar de que esto no 
garantiza la eficacia de las directrices fuera del Parlamento, puesto que 
con esta solución no queda garantizada su aplicabilidad por el gobierno, 
ni por los demás órganos a los que se les concede iniciativa legislativa y 
mucho menos en el caso de la iniciativa popular. 
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 Por su parte, Joaquín José Abajo Quintana señala  que el hecho de 
centrar en el Parlamento la competencia para dictar estas directrices, 
olvidando que la mayor parte de las iniciativas legislativas corresponde, 
en definitiva, al órgano titular del poder ejecutivo ( que es en España el 
Gobierno de la Nación), lleva a postular, según Luis Aguiló, la 
aplicación de tales directrices dictadas por el Parlamento, por el 
gobierno y el resto de las Administraciones públicas implicadas por 
razones de mera cortesía constitucional.  Dicho esto, este argumento 
carece de toda solidez, según Quintana, lo que complica aún más dicha 
situación es la existencia en nuestro derecho (hablando del caso español) 
de dieciocho parlamentos diferentes, es decir,  el Parlamento del Estado y 
las distintas Asambleas legislativas de las diferentes Comunidades 
Autónomas, teniendo en cuenta, además, que el principio de autonomía 
parlamentaria es aplicable tanto en el Parlamento del Estado como en los 
distintos parlamentos autonómicos. Por ello, y, en definitiva, las 
directrices que sean fijadas por el Congreso y el Senado no serían 
aplicables, o al menos de una manera obligatoria, a los parlamentos de 
las distintas comunidades Autónomas, "por lo que tampoco sería ninguna 
solución el atribuir  al congreso de los Diputados o al Senado la 
competencia para dictar esas directrices de técnica legislativa, puesto 
que ello postularía en definitiva la realización de procedimientos de 
coordinación entre los distintos parlamentos, al objeto de que las normas 
a aplicar, en cuanto a la técnica legislativa, fueran las mismas en los 
distintos parlamentos."580 
 Así, concluye Quintana que esta competencia debe atribuirla al 
Consejo de Ministros el que ha adoptado las directrices de técnica 
legislativa, y fundamentalmente por dos razones: 
 1. Porque es el gobierno de la Nación el que tiene atribuida la 
facultad de presentar lo que, en definitiva, es el 90% de las iniciativas 
legislativas. Además, se encuentran dentro del Gobierno los organismos 
																																								 																				




técnicos suficientes para garantizar, por ejemplo, la correcta elaboración 
de estos proyectos de ley, que sólo llegan al Congreso de los Diputados 
tras un prolongado debate, en la inmensa mayoría de los supuestos, 
dentro de la Administración, haciendo intervenir no sólo a los órganos 
técnicos de los distintos departamentos ministeriales, como son las 
Secretarías Generales Técnicas y los Servicios Jurídicos 
fundamentalmente, sino también a órganos de tan honda raigambre en 
nuestro Derecho, como dice Quintana, como el Consejo de Estado. Así, 
finalizando la Administración su tramitación con la discusión, que es 
ardua en muchas ocasiones, en la Comisión General de Secretarios de 
Estado y Subsecretarios y por fin, la deliberación y posterior acuerdo en 
el Consejo de Ministros. 
 2.  Tener en cuenta la naturaleza del régimen de Monarquía 
Parlamentaria, en el sentido de que el Gobierno de la Nación emana, en 
definitiva, de una mayoría parlamentaria más o menos estable. 
Efectivamente, como señala Quintana, no sólo el Gobierno comanda en 
definitiva la elaboración de los Proyectos de Ley, sino, también, a través 
del partido o los partidos que lo sustentan, puede introducir 
posteriormente y a lo largo de toda la tramitación parlamentaria todas las 
enmiendas que considere convenientes para el perfeccionamiento del 
texto del proyecto de la ley o mejorarlo, ya sea aceptando enmiendas de 
los restantes grupos parlamentarios, ya sea llegando a transacciones 
sobre las enmiendas presentadas por otros grupos o, en definitiva, 
mediante la presentación de enmiendas por su propio grupo 
parlamentario, lo que llama la atención en múltiples ocasiones a los 
profanos que no tienen en cuenta en hecho de que ninguna norma es 
absolutamente perfecta, y, en consecuencia, siempre puede mejorarse a 
lo largo de la tramitación.581 
 Desde mi punto de vista, con todo el respeto a las buenas razones 
aportadas por el autor Luis Aguiló al defender su opinión de que debe 
atribuirse la competencia de dictar esas directrices al Parlamento, me 
																																								 																				
581 Joaquín Jose Abajo Quintana, ibidem, pp.123-176. 
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parece que es más adecuado con la realidad jurídica y práctica atribuir la 
competencia de dictar las directrices de la técnica legislativa al Gobierno 
por las razones fundamentales que menciona el autor Quintana. A mi 
juicio, son más cercanas a la realidad, porque el Gobierno es el que tiene 
la mayoría de las iniciativas legislativas y el que realiza en la vida real 
la aplicación de las normas después de su aprobación y, por lo tanto, es 
la institución más consciente de los defectos o desventajas que puedan 
viciar las leyes en su aplicación. Además, es el más capaz para dictar los 
criterios o directrices necesarias para mejorar la calidad de las leyes a 
través de intentar disminuir los inconvenientes señalados en la 
aplicación de las leyes en la práctica. Esta tarea es más fácil asumirla 
por el Gobierno por la existencia de numerosos técnicos en sus distintos 
departamentos o, mejor dicho, en la Administración Pública que dirige. 
 Todo eso, sin olvidar la naturaleza del régimen propio de cada 
Estado, pero en todo caso, hay que señalar que es necesario mantener una 
alta coordinación entre el Gobierno y el Parlamento en el tema de dictar 
las directrices, por asegurar el principio democrático. Por ello, podría 
ser una solución que unos técnicos de la Comisión legislativa en el 
Parlamento participasen en la elaboración de las directrices junto con los 
encargados gubernamentales de esta competencia, intentando así llegar a 
un acuerdo sobre lo que puedan ser las directrices más adecuadas al 
Estado.  
 Esta solución también es señalada por el autor Jose Manuel Aspas, 
que plantea que por la pluralidad de centros de producción normativa, 
referidos aquí a los distintos poderes en la totalidad del Estado Español 
y por "la pluralidad de fuentes del derecho (leyes, normas 
gubernamentales con rango de ley, reglamentos), es deseable que las 
directrices de técnica legislativa sean básicamente las mismas para el 
Estado y para las Comunidades Autónomas y adoptadas para la 
elaboración de leyes y de reglamentos." Esto porque según este autor, el 
principio de coordinación debe jugar en este tema un papel importante. 
Por ello, se puede cumplir dicho papel de esta coordinación mediante la 
reunión de expertos con los servicios jurídicos de los diferentes centros 
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normativos y la adopción en cada esfera de unas directrices normativas 
semejantes.582 
 Finalmente, es de gran importancia acudir a lo que señalaba 
Fernando Sainz Moreno de que este esfuerzo por mejorar la calidad de 
las normas debe seguir, evidentemente, unas pautas comunes en todo el 
ámbito nacional. Porque, como sucede ahora, cada "operador jurídico" 
sigue su propio criterio y aunque lo haga con el mejor propósito el 
resultado es, según el citado autor, sin duda malo, contrario a la 
seguridad jurídica. Por ello, y como solución para afrontar dicha 
solución señala este autor que parece urgente realizar un debate técnico 
entre quienes tienen la responsabilidad, es decir,  la competencia de 
elaborar las normas dirigidas a proponer unas directrices comunes, 
ajustadas a la estructura material y formal del ordenamiento español, 
cuya aplicación contribuya a hacer lo más real posible el principio de 
seguridad jurídica.583 
 En el caso palestino se clasifican las directrices formales o constructivas de 
modo muy parecido al caso español, aunquela experiencia Palestina en la técnica 
legislativa enfocada en el Manual no conoce, quizás, la clasificación entre directrices 
materiales o formales. Por ello, no se utiliza la terminología "directrices" o “criterios” o 
cualquier otro término que ayude en la clasificación de los factores o las normas para 
distinguir entre los dos tipos de las directrices conocidas en el tema de la técnica 
legislativa; aunque en realidad se pueden encontrar ambos bien explicados en este 
Manual sin darle el nombre conocido en la teoría de la técnica legislativa. Así, el 
segundo capítulo del Manual habla sobre las unidades de la estructurageneral de la 
legislación, que son en realidad las mismas directrices conocidas en la teoría como las 
directrices formales o constructivas de la legislación. Por tanto, el Manual divide el 
texto legislativo entre cuatro unidades o partes básicas, que son: la parte expositiva, la 
parte introductoria, la parte dispositiva y la parte final. También, se puede añadir una 
																																								 																				
582 Aspas Aspas, José Manuel, "Calidad normativa de las leyes aragomesas: Aspectos formales de 
técnica legislativa" en, Revista Aragonesa de Administración Pública, núm, 2, 1993... op. cit. 
Pp.211-269. 
583 Fernardo Sainz Moreno,"Técnica normativa: Visión unitaria de una materia plural", en VV. AA: 
Técnica legislativa a debate, op. cit.Pp. 19-47. 
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quinta parte en cuanto la naturaleza de la legislación lo exige; esta parte es la de los 
anexos.  
A continuación hablamos de cada parte en breve, afirmando que a pesar de 
dividir el texto legislativo entre varias partes hay que mantener la coherencia y la 
vinculación entre ellas para formar un texto legislativo de buena calidad. Dicho esto, 
hay que aludir a que este Manual trata las directrices formales sobre la parcelación del 
texto legislativo entre unidades como los artículos y capítulosetc. cuando habla sobre la 
parte dispositiva de la legislación sin explicar que estas directrices se han de seguir de 
modo suficiente a fin de darles más claridad e importancia. Quizás viene eso por la falta 
de teoría sobre este tema.  
 Por otro lado, el Manual trata el tema del lenguaje legal en un capítulo 
independiente sin clasificar si el lenguaje se cuenta como una directriz. Esto será, para 
nosotros, también, porque no estamos ante una teoría de técnica legislativa avanzada, 
sino de un paso inicial sobre este tema.   
 
2.4. Los instrumentos para la creación de una técnica legislativa en Palestina: 
Al respecto, nos referimos a los varios instrumentos jurídicos, sociales y 
materiales para crear y mejorar las legislaciones palestinas y su técnica de elaboración. 
Estos instrumentos se encuentran en las labores o los esfuerzos que se realizan 
actualmente, en el proceso legislativo y en la vida jurídica de Palestina, por las 
autoridades u órganos oficiales palestinos, por un lado, y por las instituciones 
académicas y de la sociedad civil en Palestina, por otro lado. A continuación, 
destacamos el papel que asume el Consejo Legislativo Palestino, Deiwan Al Fatwa Wa 
Al Tashri, La Comisión Independiente Palestina para los Derechos de los Ciudadanos, 
las instituciones académicas y sociales en intentar crear un mejor producto legislativo. 
En otras palabras, lo que intentamos destacar, en este lugar, es aclarar si estas 
instituciones que existen en la vida jurídica, académica y social de Palestina, sirven para 
desarrollar la teoría de la técnica legislativa a fin de mejorar la calidad de las 





1. El procedimiento legislativo: 
Destacamos anteriormente los procesos que se han de seguir en el procedimiento 
legislativo desde que nace el proyecto, bien por iniciativa del Consejo de Ministros, o 
bien por iniciativa del Consejo Legislativo, hasta su publicación en el Boletín Oficial de 
la Autoridad Palestina. 
En la fase de la Comisión correspondiente del Consejo Legislativo es donde se 
puede hablar de mejorar la calidad de las leyes, porque, por una parte, en la Comisión a 
la que se remite el proyecto primeramente es donde se somete al proyecto a una revisión 
objetiva o temática, que emana de los miembros que forman esta Comisión, que suelen 
ser más sabios del tema que asume dicha comisión. Por consiguiente, la prevista ley, 
objetivamente, será más estudiada, clara e investigada. Por otro lado, en cuanto se 
remite el proyecto de ley a la Comisión Jurídica se realiza la revisión legal y la revisión 
técnica, es decir, ponerlo en forma completa de proyecto de ley más elaborado para que 
sea aprobado por el Pleno. En este procedimiento, entonces, es donde se debe realizar 
más esfuerzos por parte de la Comisión Jurídica a fin de conseguir la perfección de las 
previstas leyes.  
Sin embargo, hablando del caso palestino, no podemos afirmar que la Comisión 
Jurídica llegó a ser formada por juristas tan cualificados o muy especializados, por lo 
menos, en el ámbito de la técnica legislativa, que, como señalamos anteriormente, es un 
tema recientemente conocido en palestina. Por ello, aún no se puede hablar, para 
nosotros, de que el procedimiento legislativo (en la fase de Comisión Jurídica) 
desempeñe un papel eficaz en mejorar la calidad de las leyes.  
Para ayudar a la Comisión Jurídica a realizar su labor, el Consejo Legislativo 
estableció en su sede un nuevo departamento llamado el "Departamento Legal", (ةﺮﺋاﺪﻟا 
ﺔﯿﻧﻮﻧﺎﻘﻟا) para procurar al Consejo Legislativo y a la Comisión Jurídica sus opiniones, entre 
más temas, sobre la función legislativa.584 Dicho Departamento Legal, como señalamos 
más arriba, participó en la ponencia del Manual sobre las directrices de la técnica legislativa 
en Palestina, colaboración con el Instituto de Derecho y Diwan Al Fatwa Wa Attashrí. 
Desde entonces se nota mejoría en el producto legislativo.    
																																								 																				
584El Informe Anual de la Comisión Independiente Palestina por los derechos de los Ciudadanos, 
Palestina, 1997. P. .38. 
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       La función del Pleno del Consejo a la hora de discutir, votar y aprobar el proyecto 
es una función que refleja cierto empeño para producir una ley de calidad; pero ¿es así 
como suceden las cosas en este Pleno?  
Para evaluar esta fase del Pleno como instrumento de mejorar la calidad de las 
leyes podemos afirmar que los diputados del Consejo Legislativo no tienen 
conocimiento o experiencia mínima sobre la tarea de legislar o sobre el procedimiento 
legislativo, por lo menos al comienzo de la creación del Consejo Legislativo, como 
señalamos anteriormente. Por ejemplo, muchos miembros no participan en las 
discusiones de los proyectos de ley, no acuden a las sesiones del Consejo o salen de la 
sede mientras se realizan las lecturas o las discusiones de los proyectos de leyes. En 
otras palabras, los miembros del Consejo no tienen un conocimiento o tradición sobre el 
trabajo parlamentario, porque la existencia del régimen palestino, con sus poderes e 
instituciones, es algo nuevo en la vida del pueblo palestino.  
Por consiguiente, no es fácil que ello ayude el procedimiento legislativo en el 
caso palestino a aportar una buena técnica legislativa o mejorar la calidad de las leyes. 
Por ello, creemos que es preciso ofrecer a los diputados del Consejo Legislativo una 
formación sobre el trabajo parlamentario o sobre el procedimiento legislativo. También 
es preciso actualizar el trabajo de los grupos parlamentarios palestinos a fin de 
participar en la elaboración de sugerencias y opiniones propias sobre los proyectos de 
ley para que sean consideradas en la fase de la Comisión.   Por otro lado, se nota 
mejoría en la calidad de las leyes aprobadas por el esfuerzo realizado por las comisiones 
jurídica y legal en el Consejo Legislativo por el hecho de incorporar más juristas 
especializados. 
 Por último, es conveniente afirmar que las circunstancias políticas existentes en 
Palestina, al lado de otros problemas provocados por  el Gobierno Palestino en muchos 
aspectos de la vida jurídica- entre ellos interferir en procedimiento legislativo, o en 
general en su relación con el Consejo Legislativo desde el comienzo de la formación del 
Poder Legislativo, junto al rechazo de sancionar y promulgar la Ley Básica de la 
Autoridad Palestina hasta más tarde de su  aprobación por el Consejo Legislativo, la 
aprobación de Decretos Presidenciales reguladores de temas que sólo deben ser 
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regulados por leyes -585 forma un obstáculo serio en cuanto a  la consecución o el 
desarrollo de un régimen de Derecho, en general,  y ante el trabajo parlamentario y la 
técnica legislativa, en especial. No olvidemos, también, lo que puede provocar esta 
situación de inseguridad jurídica para los ciudadanos en forma de perjuicio de   sus 
derechos y libertades. 
 Más aún, y después de la división política y territorial entre las dos zonas el 
2007, Franja de Gaza y Cisjordania, cada una con su Gobierno, institutos y sistemas 
legislativos y judiciales, no queda mucho margen para hablar sobre posible desarrollo 
en la calidad de las legislaciones normalmente aprobadas apresuradamente derogando, 
modificando o regulando de nuevo regímenes jurídicos que eran vigentes en las dos 
zonas. El hecho es que con estas nuevas leyes se divide aún más el ordenamiento 
jurídico en Palestina, que todavía sufre por las legislaciones más antiguas vigentes 
desde la época del Imperio Otomano, como señalamos en la introducción de este 
trabajo. 
 Para afrontar esta situación se deben hacer las siguientes reflexiones.  En primer 
lugar, es imprescindible y urgente acabar con el estado de división entre Franja de Gaza 
y Cisjordania. En segundo lugar, hay que empezar a refundir y reunificar las 
legislaciones de ambas zonas bajo un ordenamiento palestino único y coherente. En 
tercer lugar, se debe facilitar al Consejo Legislativo la realización de sus funciones sin 
obstáculos por parte del Poder Ejecutivo, así como respetar la independencia del Poder 
Judicial y formar el Tribunal Constitucional según su ley aprobada. 
 Sabemos que hasta hoy en día no existe voluntad política en las dos fracciones 
dominantes en las dos zonas para dejar a un lado sus diferencias en favor de la 
prevalencia del interés público nacional palestino.  
2.   El papel de las instituciones oficiales y civiles en mejorar la calidad de las 
legislaciones: 
 Existe en Palestina gran actividad civil dirigida por muchos sectores de la 
sociedad palestina para desarrollar el país en todos los aspectos de vida. Esta actividad 
reflejaba una forma práctica para afrontar la existencia de la fuerza de la ocupación 
israelí en Palestina, hecho que aumentó el espíritu de la población palestina para 
																																								 																				
585Informe Anual de la Comisión Palestina, 1998.  Pp. 66-68. 
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desafiar dicha ocupación, por un lado, y para intentar establecer una sociedad 
democrática y de derecho, a pesar de la mala política de la Autoridad Nacional 
Palestina, por otro lado. Por consiguiente, a fin de responder a la necesidad creciente del 
pueblo palestino de conseguir la independencia, o por lo menos sobrevivir bajo  la 
presión de dicha ocupación, se crearon varios tipos de instituciones académicas, sociales 
y organizaciones no gubernamentales que jugaron un papel muy importante en la vida 
jurídica en Palestina, al lado de su papel en otros ámbitos, no sólo en la época de la 
ocupación antes de la creación de la Autoridad Palestina,  sino también en la época de la 
ocupación israelí después de la creación del régimen de dicha Autoridad.   
Por otro lado, la Autoridad Nacional palestina, desde el comienzo de su 
establecimiento empezó a recuperar, construir y desarrollar los institutos del régimen 
jurídico palestino que sufrió mucho de la política de la ocupación israelí. Por ello, creó 
unos órganos oficiales para desarrollar y reunificar el régimen jurídico palestino, 
especialmente a través de mejorar la calidad de las legislaciones palestinas. 
 A continuación, hablamos de ambos tipos de instituciones que tuvieron 
influencia o actuaron como instrumento para mejorar la técnica legislativa en Palestina: 
1.  Las Instituciones Gubernamentales:  
La Autoridad Nacional Palestina estableció los siguientes órganos 
gubernamentales a fin de, entre otras metas, asumir la tarea de reunificar y desarrollar 
las legislaciones palestinas: 
 A) La Comisión Independiente Palestina de Derechos de los Ciudadanos (el 
Defensor del Pueblo Palestino): 
Se estableció la Comisión Independiente Palestina de Derechos de los 
Ciudadanos (ﻦطاﻮﻤﻟا قﻮﻘﺤﻟ ﺔﻠﻘﺘﺴﻤﻟا ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﺔﺌﯿﮭﻟا) el año 1993 por el Decreto Presidencial 
núm. 59/1994, firmado en Tunez el 30 de septiembre de 1993, y publicado en el Boletín 
Oficial (ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻊﺋﺎﻗﻮﻟا ﺔﻠﺠﻣ) número (59) el 8 de enero de 1995. Con la entrada en vigor 
de la Ley Básica Palestina de 2003 y con arreglo al artículo 31 del mismo, se cambió su 
nombre por La Comisión Independiente Palestina de Derechos Humanos.  
Según el Decreto Presidencial, esta Comisión es una institución gubernamental 
independiente otorgada de las competencias de un Defensor del Pueblo (ﻢﻟﺎﻈﻤﻟا ناﻮﯾد), 
con las siguientes autorizaciones y competencias: 
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-Proteger y comprobar el respeto del principio del estado de derecho y democrático a 
través de su participación en establecer los órganos jurídicos. 
-Asumir la censura de la función gubernamental contra el abuso del poder y el mal uso 
del dominio público.  
-     La enseñanza de los derechos humanos y civiles. 
-    Proponer y revisar las legislaciones a fin de proteger los derechos y libertades de los 
ciudadanos. Al respecto, la Comisión realizó las siguientes actividades para mejorar la 
técnica de legislar de las legislaciones palestinas: 
1- Elaborar los borradores de los proyectos legislativos por su iniciativa propia 
en los temas y ámbitos que no eran organizados por ninguna legislación, o cuando las 
legislaciones vigentes que traten estos temas sean antiguas y no respondan a las 
necesidades de la vida real de la sociedad y su desarrollo. 
2- Realizar estudios sobre los proyectos de ley sometidos a la discusión del 
Consejo Legislativo, y elaborar un dictamen sobre cada uno y remitirlo al Consejo 
Legislativo, al Consejo de Ministros y al Presidente de la Autoridad Palestina. 
3- Realizar talleres, seminarios y conferencias sobre la revisión de proyectos de 
ley. En este sentido, la Comisión invitaba a un gran sector de la sociedad palestina 
formado por jurídicos, expertos sociales y políticos, organizaciones no gubernamentales 
nacionales y extranjeras, los diputados del Consejo Legislativo, los representantes del 
Ministerio de Justicia y los ministerios interesados en proyecto, expertos de otros países 
europeos y árabes, y representantes de Diwan Al Fatwa Wa Al Tashri etc. La Comisión 
elaboraba un dictamen de todos los resultados y las sugerencias de los participantes para 
elevarlo especialmente, al Consejo Legislativo, al Gobierno y el Presidente de la 
Autoridad Palestina. 
4- Contratar expertos jurídicos para revisar algunas legislaciones como la Ley 
Penal y la Ley Juvenil, etc. 586 
Este esfuerzo que asume la Comisión Palestina para mejorar las legislaciones 
palestinas ha sido una iniciativa nueva y desarrollada comparada con la situación del 
mundo árabe. También, esta experiencia indica una voluntad nacional para crear un 
																																								 																				
586 Informe Anual de la Comisión Palestina, 1997. P. 61, y su ninforme del 1998 Pp. 200-201. 
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régimen jurídico sistematizado y moderno. Por ello, es evidente que el esfuerzo 
realizado por esta Comisión participó en mejorar algunas legislaciones palestinas a 
través de incluir en ellas algunos preceptos propuestos de su parte y, también, a través 
de crear una tradición, en la vida jurídica palestina, sobre la participación de los sectores 
civiles en elaborar las legislaciones palestinas y hacer a los órganos o las instituciones 
oficiales aceptar la idea de dicha injerencia en su competencia legislativa, una tradición 
que no existió anteriormente en Palestina.  
Pero, por otro lado, el trabajo o el sistema de la elaboración de los borradores o 
estudios sobre las legislaciones realizado por esta comisión sufrió los siguientes 
problemas: 
- La falta de experiencia de los juristas o abogados en la Comisión que suelen 
realizar la función de elaborar o revisar las legislaciones, porque no llegan a ser ni 
especialistas ni expertos en los temas que tratan las legislaciones o los proyectos de las 
leyes bajo la investigación o estudio.587Por ello, la Comisión decidió ampliar la 
participación en esta tarea a más sectores como mencionamos arriba. 
- La falta de criterios o directrices de técnica legislativa o, mejor dicho, la 
inexistencia total de la teoría de la técnica legislativa en Palestina, hasta la nueva 
iniciativa del Manual que señalamos arriba. Entonces, surgen las preguntas siguientes: 
¿Según qué criterios o directrices realizan los juristas de esta Comisión la tarea tan 
compleja de revisar u elaborar los borradores de legislaciones? ¿Por qué motivo los 
juristas de esta Comisión recomiendan la añadidura de un precepto jurídico en una 
legislación, modificarlo o derogarlo? Por ello, ¿cómo ha sido aceptable gastar tanto 
esfuerzo en la revisión de las legislaciones sin haber existido una estrategia, política o 
teoría concreta y clara para asumir dicha tarea? 
 Todas estas preguntas, para nosotros, encuentran su respuesta en la realidad de la 
ausencia de la teoría de la técnica legislativa en el país y la falta de la experiencia de los 
juristas en la Comisión. Por ello, cada jurista intenta incluir en el proyecto de la ley los 
usos pertenecientes al régimen jurídico existente en el país donde él realizó sus estudios 
de derecho, o sus propios criterios, situación que provoca la incoherencia no sólo entre 
																																								 																				




los preceptos de la misma legislación, sino también, entre esta legislación y el resto del 
ordenamiento jurídico. A nuestro juicio, es imprescindible ofrecer a los miembros de 
esta Comisión la formación técnica-jurídica de modo que les habilite para asumir esta 
tarea de gran importancia. También, es necesario contratar expertos en cada tema que 
sea objeto de una ponencia jurídica y que se pretenda realizar un estudio sobre ello por 
parte de la Comisión siempre y cuando quiera asumir sus competencias en mejorar las 
legislaciones de forma adecuada.  
Sin embargo, últimamente se nota que esta Comisión ha mejorado en su función de 
abordar al mundo del Derecho. Esperemos también que las sugerencias de autoridades 
en materia de técnica legilativa y estudios de nivel sirvan para la producción de mejores 
legislaciones. 
B)      Diwan Al Fatwa Wa Al Tashri  (ﻊﯾﺮﺸﺘﻟاو ىﻮﺘﻔﻟا ناﻮﯾد): 
Como mencionamos anteriormente, “Diwan Al Fatwa Wa Attashrí” (la traducción 
de este será "el Instituto de la Jurisprudencia y Legislación") es un órgano en el Ministerio 
de Justicia establecido por el Decreto Presidencial número 286 del 1995, publicado en el 
Boletín Oficial de la Autoridad Palestina núm. 9, el 31 de diciembre de 1995. 
La competencia de este órgano es desarrollar el sistema jurídico y judicial en 
Palestina. Por ello, se le otorgan varias competencias: 
- Reunificar y desarrollar las legislaciones vigentes en Palestina. 
- Elaborar y redactar las legislaciones para todas las autoridades de la Autoridad 
Nacional Palestina. 
- Proveer a todos los órganos de la Autoridad Nacional Palestina de opiniones y 
jurisprudencias. 
- Elaborar, redactar y publicar el Boletín Oficial Palestina (ﺔﯿﻨﯿﻄﺴﻠﻔﻟا ﻊﺋﺎﻗﻮﻟا ﺔﻠﺠﻣ).  
- Desarrollar el sistema judicial en Palestina a través de calificar los jueces, los 
fiscales, los funcionarios en los tribunales y sus propios empleados. 
- Establecer un "Banco de Información" y bibliografía Palestina.  
Se puede confirmar que este órgano es muy activo en elaborar y redactar los 
proyectos de las leyes, intentando mejorar con su participación la calidad de las mismas. 
Así, participó en la elaboración del “Manual sobre los Borradores Legislativas”, que son 
conocidos como las directrices de la técnica legislativa. Este Manual ha sido preparado 
por este órgano con la participación de otros órganos, por la iniciativa del "Centro de 
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Derecho" en la Universidad de Birzeit. Prácticamente, todos los proyectos de legislación 
aprobados por la Autoridad Nacional Palestina han sido preparados, elaborados y 
redactados por este órgano.588 
Sin embargo, el trabajo de este órgano ha sido criticado, como hemos visto 
anteriormente, por falta de coordinación entre su sede en Franja de Gaza y su sede en 
Cisjordania, incluso antes de la división de ambas zonas el 2007. Ahora, después de esta 
división, existen dos órganos bajo el titulo de al Diwan que realizan la misma función, 
pero de forma independiente, porque cada uno pertenece a su gobierno. Por tanto, las 
funciones de estos dos órganos se centran en la producción de las normativas diferentes 
en cada zona, lo que afecta negativamente en la consecución de un ordenamiento único 
y coherente en Palestina, situando la seguridad jurídica de los ciudadanos en juego. 
 Por lo antes dicho, la producción de normas jurídicas de mejor calidad es una meta 
lejana de conseguir bajo estas circunstancias políticas. Para que las instituciones puedan 
funcionar de mejor manera, hay que tener la estabilidad política como mínima 
condición, la cual no está presente hoy en día. 
2.   Las instituciones sociales y académicas:  
Existe en Palestina un movimiento respetable de investigación y estudios que 
emana de la existencia de numerosas instituciones sociales y académicas, en especial las 
facultades de Derecho y los centros de investigación. Dichas instituciones participan a 
través de sus actividades de investigación, talleres y conferencias en enriquecer el 
sistema jurídico palestino. En este trabajo destacamos en breve una nueva iniciativa 
académica en Palestina, consistente en la creación del Centro de Derecho en la 
Universidad de Birzeit en Palestina.    
El "Centro de Derecho" de la Universidad de Birzeit es una institución 
académica vinculada a la Universidad de Birzeit. Ofrece un programa de Máster en 
derecho y, también, funciona como centro de investigación sobre los siguientes temas: 
- realizar trabajos de investigación sobre temas judiciales y legislativos. 
- Establecer una biblioteca de derecho y vigilar la actividad judicial y legal en 
Palestina. 
																																								 																				
588  Marí, Mustafa, “Para la consecución de legislaciones palestinas de origen y metas”, revista 
“Almasár, Palestina, 1997.  P. 35. 
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- Establecer un programa de calificación de los jueces y los funcionarios del 
Departamento Fiscal y en los tribunales. 
- Realizar seminarios y enviar becarios al extranjero para calificarse en ámbitos 
jurídicos. 
 - Entrenar a los jueces para mejorar sus funciones. 
- Crear “un Banco de información” que contiene todas las legislaciones en 
Palestina desde la época del Mandato del Imperio Otomano en Palestina, facilitando el 
acceso a ello a través de su página electrónica. .589 
- Expedir un título de diploma en la materia de la técnica legislativa, es decir, 
preparar a los técnicos para poder elaborar y redactar los textos jurídicos a base de 
conocimiento de la técnica legislativa adoptada en muchos países. Por ejemplo, se han 
graduado cuarenta y cuatro participantes en este curso el 27 de noviembre del 2014. 
En realidad, este Centro ha realizado un gran trabajo en dichos ámbitos de modo 
profesional. Por ello, cuando ha desempeñado su actividad de revisión o elaboración de 
algunos borradores de leyes, ha intentado basarse en algunas directrices para que su 
trabajo sea más lógico y académico. Parte de la teoría de la necesidad de reunificar las 
leyes en Palestina a través de la base teórica, que forma el primer eje de una técnica de 
legislar en Palestina. Por consiguiente, y en colaboración con Diwan Al Fatwa Wa 
Altashri (y luego con el Departamento Legal en el Consejo Legislativo Palestino) 
iniciaron una labor académica que produjo resultados, presentados en una guía el 
“Manual de los Borradores Legislativos de legislar” 590 que hemos citado 
anteriormente. Dicho trabajo, aunque no se puede comparar con lo que existe en otros 
países de gran desarrollo teórico y práctico en el tema de la técnica legislativa, se 
considera como elprimer paso en un camino largo de trabajo e investigación hacía la 




589  Institute of Law- Ver Zeit University, http://lawcenter.birzeit.edu. Fecha de visita, el 12 de diciembre 
del 2015. 
590 Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, Legislative 
Drafting Manual,  Pp. 150-151. 
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3. Otros órganos:  
Existen en Palestina muchas organizaciones no gubernamentales o asociaciones 
que participan en la vida jurídica en Palestina. Así, a su vez, realizan seminarios y 
conferencias y elaboran borradores de proyectos de legislaciones que incluyen su propio 
punto de vista jurídico sobre varios temas en torno a los cuales surge la necesidad de 
regularlos en legislación.  
Los criterios que siguen dichas organizaciones se encuentran en los pactos 
internacionales de derechos humanos. Es decir, intentan incluir en el régimen jurídico 
palestino los principios internacionales de derechos humanos, que son en realidad 
reconocidos por los acuerdos de paz y en la Carta Nacional de Independencia del Estado 
Palestino y en la Ley Básica Palestina. 
 Las funciones de estas asociaciones son: elaborar informes sobre los proyectos 
de ley elaborados por las autoridades competentes o por otras instituciones. También, 
realizan conferencias y seminarios para discutir los proyectos de ley, elaborando, por 
consiguiente, informes para que sean elevados a la Asamblea Legislativa, al Consejo de 
Ministros, al Diwan Al Fatwa Wa Atashri, a la Comisión Independiente Palestina de 
Derechos Civiles y al Centro de Derecho en la Universidad de Birzeit. En todo caso, 
dichos informes se centran, en gran medida, en el contenido objetivo de los textos 
legislativos y, excepcionalmente, incluyen algunas sugerencias sobre la redacción de los 
mismos.  
 A nuestro parecer, todas estas colaboraciones ayudan en gran medida a 
enriquecer la práctica y la teoría de técnica legislativa en Palestina, a pesar de las 
circunstancias políticas, jurídicas y sociales del país. Ha de afirmarse en este ámbito la 
importancia del papel social que asumen estas organizaciones en el tema de la 
enseñanza de los derechos humanos en general y la enseñanza de los derechos cívicos 
en especial, lo que permite al ciudadano, el sujeto de la legislación, poder entender sus 
derechos y obligaciones, para que pueda conocer la legislación a fin de cumplirla o, 
como mínimo, saber cómo defenderse frente a una legislación inconstitucional o injusta. 
Ello favorece la participación ciudadana en la vida política y jurídica del país que, a su 
vez, debe esforzarse en una política legislativa más entendible, viable y que otorgue una 
seguridad jurídica al ciudadano sujeto de la legislación.  Se precisa en Palestina un 
ordenamiento jurídico coherente, claro, unido, viable y previsible.      
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2.5. La consecución de los objetivos de la técnica legislativa en Palestina:  
 Sabemos que la técnica legislativa busca como finalidad la perfección de las 
legislaciones, tanto en su sentido formal como en su sentido material. Así, esta técnica 
trata la estructura formal de las legislaciones para que sea más comprensible, clara y 
viable, entre otros valores, para los operadores o sujetos de las legislaciones. En el 
ámbito objetivo material, la técnica legislativa intenta dar a los preceptos legales en sí y, 
con el conjunto del ordenamiento jurídico, unas características para que este 
ordenamiento sea unido, viable y garantice la seguridad jurídica a los ciudadanos. A 
continuación, investigamos si los instrumentos empleados (que acabamos de mencionar) 
y la experiencia o la tradición de la técnica legislativa en el caso palestino pueden 
conseguir dichos objetivos de la técnica legislativa: 
1.  La unidad del ordenamiento jurídico: 
      Como señalamos en la primera parte de este trabajo, este objetivo es de los primeros 
objetivos perseguidos por la técnica legislativa. Según el Manual, se puede ver las 
posibilidades de la unificación de los ordenamientos jurídicos en las dos zonas de 
Palestina (Cisjordania y Franja de Gaza, esto fue antes la división entre ambas zonas el 
2007) en los siguientes aspectos:  
1- La aplicación de una legislación vigente en una zona en la otra por nueva ley 
que permita esta extensión. Pero, aunque esta posibilidad sea posible y temporalmente 
útil por razones de urgencias, causa la incoherencia entre la Política Legislativa 
existente en la zona que se quiere extender la ley.                          
2- Introducir nuevas enmiendas a las leyes vigentes en ambas zonas que 
organizan el mismo tema a fin de disminuir las diferencias entre ambas leyes. Sin 
embargo, las enmiendas que se han de introducir no deben ser numerosas, porque en 
este supuesto, se puede incrementar el problema y no solucionarlo. 
3- La unificación de ambas leyes vigentes en ambas zonas cuando sean 
coherentes de gran grado en sus preceptos organizadores del mismo tema. Esto se puede 
conseguir por aprobación de nueva Ley que redacte de nuevo los preceptos de las leyes 
antiguas con la introducción de algunas posibles enmiendas. Así, la nueva ley anula las 
demás leyes. Pero, en la práctica, no se encuentran leyes tan coherentes para llevar a 
cabo esta posibilidad. 
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4.  La aprobación de nueva ley para regular un tema que es de gran necesidad 
que sea regulado de nuevo, derogando así las leyes que organicen el mismo tema. No 
obstante, en esta posibilidad se debe investigar y estudiar las necesidades reales en la 
sociedad y las leyes vigentes.  
5. Iniciar una gran campaña para elaborar proyectos o borradores de los códigos 
de gran importancia, como, por ejemplo, el Código Civil y el Código Mercantil. Dicha 
posibilidad exige emprender enormes trabajos y esfuerzos y preparar equipos técnicos 
especialistas en la materia.591 
 La importancia de tener un ordenamiento jurídico unido viene, principalmente, 
de que el ordenamiento da a cada norma que se legisle y se integre con ello su sentido y 
su valor jurídico. Pero, en el caso palestino la importancia de la unificación del 
ordenamiento jurídico es más que eso; dicha importancia radica en la unificación de las 
dos partes de Palestina en un territorio geo-político que permita establecer un estado 
sobre un territorio unido donde se encuentran los ciudadanos iguales bajo un 
ordenamiento jurídico único y que represente el interés nacional palestino, no el interés 
de la ocupación israelí.  Hasta hoy en día, en el caso palestino no podemos hablar de un 
ordenamiento jurídico unido debido a las siguientes razones: 
1. La existencia de varios preceptos o legislaciones pertenecientes a varios 
ordenamientos jurídicos distintos: el ordenamiento jurídico jordano en Cisjordania, el 
ordenamiento jurídico egipcio en Franja de Gaza, el ordenamiento jurídico israelí en 
ambas zonas y el ordenamiento jurídico palestino que nació por los acuerdos de paz.  
Además de las legislaciones británicas y otomanas que todavía están en vigor en 
algunas materias. Por ello, ¿cómo se puede integrar una norma jurídica nueva en esta 
mezcla de ordenamientos?, ¿a cuál de estos ordenamientos debe ajustarse esta norma 
para que tenga su sentido y valor jurídico?, ¿cómo es posible que la nueva norma no 
vulnere los derechos adquiridos de los ciudadanos por las otras normas pertenecientes a 
demás ordenamientos jurídicos algunos vigentes desde hace más de un siglo? 
 En la práctica, la Autoridad Palestina acude a la adopción de leyes nuevas para 
que estén vigentes en ambas partes con el fin de unificar el ordenamiento jurídico. Este 
																																								 																				
591 Ibídem, Diwan Al Fatua Wa Al Tashri and the Institute of Law, Daleel al-Siyagha al-tashri´iyya, 
Legislative Drafting Manual. Pp.30-31. También, Ibídem, Marí, Mustafa, “Para la consecución de 
legislaciones palestinas de origen y metas”, revista “almasar, 1997, Pp. 41-43. 
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mecanismo tiene como ventaja la creación de una realidad jurídica única que puede 
conseguir, con el paso del tiempo, la adaptación de los sujetos de la ley a ella. Esta 
política legislativa puede justificarse en la situación excepcional que vive el país y en la 
ausencia de otra solución más adecuada para afrontar las diferencias históricas en los 
sistemas jurídicos en el país. Pero los riesgos que tiene esta política vienen por la 
inseguridad jurídica que se provoca en cada norma que se dicte, porque las nuevas leyes 
no pueden llegar a ser tan adecuadas a las realidades jurídicas, sociales y económicas de 
cada zona.  Nosotros, a pesar de esta realidad, optamos por esta solución de aprobar 
nuevas leyes para ambas zonas, teniendo en cuenta las siguientes precauciones: 
1. respetar los derechos y libertades adquiridos. 
2. intentar lo máximo posible crear una coherencia entre las nuevas leyes. 
3. aplicar una técnica legislativa moderna para llevar a cabo esta tarea. 
4. adoptar una política legislativa con valores y criterios claros y estables para 
establecer un ordenamiento jurídico unido. 
5. adoptar un régimen democrático y de derecho que garantice, entre otras cosas, el 
respeto de la ley.  
 La nueva realidad de división política y jurídica entre ambas zonas desde el 2007 
añade más inseguridad jurídica en ambos ordenamientos jurídicos, y hace, por 
consiguiente, la tarea de unificar o refundir los dos ordenamientos jurídicos en solo uno, 
una tarea imposible. Por ello, lo primero es solucionar este conflicto político para poder 
trabajar en solucionar el conflicto entre ambos ordenamientos jurídicos.  
 2. El factor político: 
 La inestabilidad de la situación política en Palestina no permite desarrollar el 
ordenamiento jurídico, en general. Como este país sufre todavía de la ocupación israelí, 
que pone todo tipo de obstáculos al desarrollo natural del país, por un lado, y, por otro 
lado, debido a la inmadurez política, democrática y la inestabilidad política y jurídica de 
parte de los palestinos, nos encontramos con que la Autoridad Palestina concentra su 
esfuerzo en su lucha para conseguir la independencia más que en desarrollar el 
ordenamiento jurídico o construir un sistema democrático verdadero. También, hasta 
ahora, la existencia de la separación geográfica y política entre las dos zonas de 
Palestina aumenta las diferencias entre ambas en todos los aspectos de la vida social, 
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económica y cultural de los ciudadanos. Todo esto significa provocar incoherencia y 
diferencia en el desarrollo natural de cada zona. Por ello, será lógico que existan normas 
diferentes en cada zona introducidas en el ordenamiento jurídico de cada territorio. Por 
ello, es dificilísimo hablar de la unificación del ordenamiento jurídico palestino bajo la 
ocupación israelí y con la existencia de la división del territorio palestino; se puede 
resumir en la siguiente frase: zonas diferentes requieren ordenamientos diferentes según 
los antecedentes y circunstancias de cada una de ellas.    
3. Las dificultades materiales (fondos y expertos) para realizar el trabajo de crear 
un ordenamiento jurídico reunificado.  
Por todo ello, se puede observar que reunir o tener un ordenamiento jurídico 
unido en Palestina necesita ante todo de una estabilidad política y muchos recursos y 
labores que, para nosotros, no son fáciles de conseguir, o, por lo menos, se necesita 
mucho tiempo para llegar a unos resultados comprometidos.  
3. La viabilidad de las normas: 
La viabilidad de las normas, como se señaló en la primera parte de este trabajo, 
significa que las normas no deben adolecer del vicio originario o sobrevenido de la 
imposibilidad real de su aplicación. Por ello, y para que las normas sean viables, hay 
que valorar, durante el procedimiento de su elaboración, la viabilidad jurídica, social y 
económica. Por consiguiente, las normas contrarias al ordenamiento jurídico suscitan 
dudas sobre su constitucionalidad o legalidad, y si no son reales por su coste económico 
de aplicación, no serán viables y, por tanto, impugnables.  
En el caso palestino, existen muchas normas o leyes vigentes que no solo son 
contrarias al ordenamiento jurídico del que forman parte, sino también suponen una 
vulneración grave a los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos. Nos 
referimos aquí, por ejemplo, a las Ordenes Militares de la ocupación israelí, el 
Reglamento Británico de Urgencias del año 1945. Estos preceptos provienen de épocas 
de ocupaciones y fueron aprobados en su favor. Entonces, ¿cómo es posible que dichos 
preceptos puedan ser viables, respetables por los ciudadanos cuyo territorio ha sido 
ocupado o aplicables en él? Más aún, ¿cómo es posible que un país que luchaba siempre 
por su independencia acepte no sólo dejar en vigor dichos preceptos, sino actualizarlos 
en práctica? Esto, por ejemplo, ocurrió en el caso de establecer el año 1995 el Tribunal 
Supremo de Seguridad del Estado por el Presidente de la Autoridad Palestina con 
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arreglo al Reglamento Británico deUrgencias del año 1945, aunque ha dejado de existir, 
como mencionamos anteriormente. No cabe duda que tal Reglamento no vino, en su 
tiempo, a responder a las necesidades civiles sino para realizar más control a los 
ciudadanos, que rechazaron dicho Reglamento en su tiempo; por consiguiente, no 
vemos razón ninguna para actualizarlo en una época en la que los ciudadanos están 
esperando disfrutar de sus derechos y libertades limitados. En contra de esta esperanza 
ciudadana, el Fiscal General en Palestina en aquella fecha, defendió este Tribunal con la 
justificación de que, para él, era suficiente la existencia de una legislación que 
permitiese este tipo de tribunales para considerar su legalidad y constitucionalidad, 
refiriendose al Reglamento Británico de Urgencias de 1945. Otro ejemplo en este 
sentido es la justificación en la que se amparó el Jefe General de Policía Palestina 
cuando dictó sus ordenes de 1994, que prohíben las reuniones públicas de los 
ciudadanos. Alegó que estas órdenes encuentran su legalidad en una ley vigente: la Ley 
Británica número 17/1926 sobre las reuniones públicas Pacíficas. 592 Aunque estos 
preceptos han sido derogados por la entrada en vigor de la Ley Básica Palestina, nos 
encontramos con el sistema militar de la Autoridad Palestina que establece sus propias 
legislaciones y tribunales y que se aplican de forma ilegal y en casos que no tienen que 
ver con los asuntos militares. 
Creemos que la viabilidad de las legislaciones palestinas está empañada por la 
estabilidad política del país, una meta que no ve su alcance en el horizonte cercano. 
4.  La seguridad jurídica:  
Ya sabemos que la finalidad de la técnica legislativa es lograr el principio de la 
seguridad jurídica. Este principio abunda en la claridad de las normas, es decir, que no 
sean confusas, sino comprensibles y claras tanto para los operadores jurídicos como 
para los sujetos de las normas (los ciudadanos). También, la seguridad jurídica debe 
generar la confianza que proporciona poder prever, razonablemente, lo que el derecho 
positivo "dice" o "va a decir" sobre las circunstancias de cada supuesto de hecho, real o 
imaginado, que se le someta. 
En primer lugar, es conveniente decir que en la vida jurídica palestina o entre los 
juristas, este término, la seguridad jurídica, no es conocido, o, por lo menos, no se 
																																								 																				
592 Marí, Mustafa, “Para la consecución de legislaciones palestinas de origen y metas”.  P. 34. 
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utiliza un sinónimo del mismo. Siempre se habla de los derechos adquiridos que hay 
que proteger en cuanto a legislar nuevas legislaciones. Así pues, la diferencia entre 
ambos principios está muy clara en la teoría. Consiste en que la seguridad jurídica no 
sólo se ocupa o protege los derechos adquiridos, lo que que participa en generar 
confianza en los ciudadanos, sino también busca lograr la totalidad del ordenamiento 
jurídico la confianza de los operadores y los ciudadanos a través de varias directrices 
sobre la técnica legislativa desde el momento de elaborar los borradores de las 
legislaciones hasta la publicación de las mismas. También, durante el procedimiento 
legislativo, la seguridad jurídica tiene que estar presente ante quien dicta las 
legislaciones para darles la claridad y certeza necesarias para hacerlas viables y 
previsibles.  
 En el caso palestino está claro que el principio de seguridad jurídica no tiene 
lugar en el ordenamiento jurídico. En efecto, el principio de la seguridad jurídica exige, 
por un lado, una exigencia objetiva de regularidad estructural y funcional del sistema 
jurídico a través de sus normas e instituciones, fenómeno que no existe en el sistema 
jurídico palestino, que es un sistema que no goza de una regularidad estructural o 
funcional ni a través de sus normas ni sus instituciones. 
 Por otro lado, la otra faceta de la seguridad jurídica se encuentra en una 
exigencia subjetiva que alude a la certeza del Derecho como proyección en las 
situaciones personales de la seguridad objetiva. Por consiguiente, se requiere la 
posibilidad del conocimiento del Derecho por sus destinatarios. Tal conocimiento 
facilita al sujeto de un ordenamiento jurídico el poder saber con claridad y de antemano 
aquello que le está mandado, permitido o prohibido. Así, los destinatarios pueden actuar 
y programar su actuación jurídica futura según las pautas razonables de previsibilidad. 
Por ello, la certeza representa la otra faceta de la seguridad objetiva, es decir, su reflejo 
en la conducta de los sujetos del derecho. Como en el caso palestino, los sujetos no 
pueden encontrar ningún tipo de certeza del Derecho como proyección en sus 
situaciones personales, tampoco, tienen la posibilidad de lograr conocimiento, aunque 
sea mínimo, del Derecho por la complejidad de la situación política e histórica del país 
que destacamos arriba. Por consiguiente, los destinatarios no pueden programar su 
actuación jurídica futura por la falta de la previsión del Derecho. Por todo ello, no es 
fácil hablar de generar confianza ni en los operadores del Derecho, ni en los 
destinatarios que se encuentran inseguros. Desde la división del 2007 de ambos 
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territorios de la Autoridad Palestina, los sujetos al ordenamiento u ordenamientos 
jurídicos, especialmente los ciudadanos, no pueden ser capaces de conocer el 
ordenamiento jurídico aplicable en muchos casos; tampoco tendrán la certeza de  cómo 
pueden actuar o planear su futuro bajo cualquier ordenamiento jurídico existente, ya que  
no saben los cambios bruscos que pueden ocurrir en cualquier momento respecto a la 
existencia o inexistencia de estos ordenamientos jurídicos; una situación de inseguridad 
absoluta pero real.  
Como conclusión, podemos afirmar que un ordenamiento jurídico como el 
ordenamiento jurídico palestino, que sufre de varios elementos sustanciales para que sea 
construido adecuadamente, no digamos completamente, no puede generar ningún tipo 
de confianza y de seguridad jurídica. Dichos elementos sustanciales que debe tener el 
ordenamiento jurídico palestino son, para nosotros, los siguientes: 
 Un ordenamiento jurídico único. Surge la necesidad de unificar las legislaciones 
vigentes en Palestina para construir el ordenamiento deseado. Tarea complicada para la 
que se necesita mucho tiempo, esfuerzo y, sobre todo, solución política a través de 
poner fin al conflicto palestino-palestino y el conflicto palestino- israelí.   
 El principio de la separación de poderes.  
 Una garantía del principio del estado de Derecho y la soberanía de la Ley para 
que sea aplicable sobre todos los sujetos para poner fin a la corrupción y a los 
individuos que aplican su propia ley por su propia voluntad.  
 La independencia del Poder Judicial, porque su falta vulnera no sólo el principio 
de separación de poderes, sino que también vulnera la posibilidad de adoptar y 
desarrollar teorías jurídicas emanadas de las sentencias de los tribunales. 
- Un mejor sistema de producción normativa y una cualificación de los juristas 
especializados en este tema. 
 -  El inncremento del conocimiento sobre el trabajo parlamentario. Por ello es muy 
importante dar formación adecuada a los diputados y a los funcionarios de los órganos 
qu intervienen en ese proceso legislativo. 
- La estabilidad política. 
- La existencia de un estado, o régimen, democrático y de Derecho. 
Por consiguiente, no se puede hablar de una seguridad jurídica en el régimen 
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jurídico palestino hasta que pueda procurar soluciones a todos los problemas que vive 






Las conclusiones que se pueden extraer de este estudio se dividen en dos 
aspectos: el vinculado al tema del origen de la competencia de la Autoridad Nacional 
Palestina, y el vinculado al tema de la calidad del producto normativo: 
I. En primer lugar, y en relación con el origen de la competencia normativa de la 
Autoridad Nacional Palestina, debemos mencionar la totalidad de los Acuerdos de paz 
firmados entre Israel y la O.L.P como representante único del pueblo palestino como un 
primer paso transitorio que durará cinco años desde la firma del primer Acuerdo (OSLO 
I el 1993) hasta la solución permanente del conflicto:  
1. Dichos Acuerdos son también el origen creador de la estructura de dicha 
Autoridad, cuyos preceptos dibujaron la forma del régimen de autogobierno de que ha 
de disfrutar esta Autoridad, de forma limitada por un Consejo electo y presidido por el 
Presidente de la Autoridad Palestina, elegida en un sufragio general. Respeto a su 
Gobierno, los Acuerdos hablan de un mero Comité que asume el Poder Ejecutivo, que 
estará formado por el 80% de los miembros del Consejo, mientras el Presidente elige los 
otros miembros del Comité (es decir, el 20% de fuera del Consejo). En resumen, los 
Acuerdos de paz no adoptan el principio de la separación entre los poderes claro. 
Aunque adoptaron otros principios, como construir un régimen democrático y de 
Derecho para esta Autoridad, donde también habrá un sistema judicial independiente. 
2. Las restricciones:  en los Acuerdos de paz que otorgan competencias a la 
Autoridad nacida encontramos numerosas restricciones que limitan estas competencias 
en los ámbitos territoriales, personales (los sujetos a las competencias de la Autoridad 
Palestina) y en el ámbito de la jurisprudencia de los tribunales palestinos. También 
existen restricciones objetivas, en el sentido que la Autoridad Palestina no tiene 
competencias salvo en las materias transferidas a ella por Israel. Por tanto, no tiene 
competencias en la materia de seguridad cuando se trata de la seguridad de Israel o sus 
intereses o de un israelita. Tampoco, las fronteras son materia que se incluya entre las 
competencias de la Autoridad Palestina. 
3. El sistema político y jurídico resultante de la Autoridad Palestina, que se formó 
después de las primeras elecciones generales, tanto por el Presidente de la Autoridad 
como por el Consejo conocido como el Consejo legislativo, se resume en la adopción de 
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un modelo distinto y contrario al que se estableció en los Acuerdos de paz: 
a. Sistema político semipresidencial, donde el Presidente es elegido 
directamente por el pueblo y forma parte del Consejo Legislativo. Presidente que 
ocupa, por consiguiente, un puesto paralelo al Consejo Legislativo. 
b. Tres poderes: legislativo, ejecutivo y judicial sobre la base del principio 
de la separación entre los poderes. 
c. Una Ley Básica que organiza los poderes y consagra los derechos y 
libertades en este régimen. 
d. Un sistema jurídico construido sobre la herencia jurídica preexistente en 
Palestina desde el Imperio Otomano hasta antes de la creación de la Autoridad 
Palestina. Este sistema opta por el Derecho escrito y codificado como fuente 
principal del ordenamiento junto a las otras fuentes del Derecho mencionadas en la 
Ley Básica de 1922, aprobada bajo el mandato británico en la Franja de Gaza, con 
ordenación jerárquica donde prevalece la Ley Básica sobre el resto de fuentes del 
Derecho. 
4. Este origen creador de la Autoridad Palestina y sus competencias (los Acuerdos 
de paz) está cuestionado hoy en día, tras haberse superado el periodo transitorio de 
cinco años fijados en los Acuerdos paz para llegar a la solución final del conflicto 
israelí-Palestino. Creemos que la existencia de la Autoridad Palestina desde la fecha del 
final del periodo transitorio emana de la Soberanía del pueblo palestino. Por tanto, la 
continuidad de la existencia de la Autoridad Palestina debe plasmarse fuera del entorno 
de los Acuerdos de paz, por un lado, por el incumplimiento de los preceptos de esos 
Acuerdos por parte de Israel, entre otras cosas, por el paso de este periodo, y porque la 
soberanía del pueblo reside en él, aunque se encuentre bajo una ocupación. 
5. La división política entre los palestinos desde el año 2007 por el conflicto entre 
el Presidente de la Autoridad Palestina y el Primer Ministro, que acabó construyendo 
dos regímenes diferentes en Cisjordania y en Franja de Gaza, es una división dañina 
tanto para la causa palestina como para el ordenamiento jurídico palestino.  
II. En cuanto a la calidad del producto normativo debemos hacer referencia a los 
elementos básicos de la teoría de la técnica legislativa y a continuación extraer 
conclusiones de la aplicación de esa teoría al caso palestino. 
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Empezaremos concretando lo destacado en este trabajo sobre la teoría de la 
técnica legislativa. 
 1) En la disciplina de la técnica legislativa, bien, en su tradición más antigua, la 
anglosajona, o bien en la tradición más moderna, la germánica, se ha producido una 
evolución. Desde nuestro punto de vista, es una disciplina compuesta por directrices 
materiales y objetivas, que tiene como objeto dar la máxima calidad a la legislación, en 
su sentido amplio, a través de estudiar la necesidad de la intervención legislativa, y, por 
tanto, unificar y mejorar la elaboración de los proyectos legislativos y su redacción a fin 
de conseguir la coherencia del ordenamiento jurídico. 
2) La técnica legislativa es una disciplina material, es decir, no es una teoría de 
ciencia o del Derecho, tampoco es una disciplina conceptual; es decir, no se trata del 
aspecto científico de "la ciencia de la legislación, en que forma parte, sino del aspecto 
técnico. Esto, realmente, es la diferencia fundamental entre la técnica legislativa y otros 
saberes afines, como, la dogmática jurídica, la metódica de la legislación, que tiene por 
objeto estudiar el proceso de formación de la voluntad legislativa y la toma de 
decisiones. Pero, en cambio, esta metódica de la legislación se acerca a la técnica 
legislativa por tener varios instrumentos para racionalizar la toma de decisiones 
normativas, entre las cuales está el uso de lo que se conoce bajo el nombre de  Check 
Lists, cuestionario al que debe responder el redactor de las normas para controlar y 
mejorar la calidad de las mismas, tomando en cuenta y buscando la economía 
normativa, a través de interrogar, primero, si es necesario hacer algo, es decir, intervenir 
normativamente o no, que es, también, un papel que asume la técnica legislativa.  
3) La técnica legislativa tiene como objeto mejorar la calidad de la legislación en 
su sentido amplio: cualquier norma jurídica, sea una norma reglamentaria aprobada por 
el Poder Ejecutivo o una ley aprobada por el Poder Legislativo. De ahí el uso del 
término "técnica legislativa". Cuando hablamos de mejorar la calidad de la legislación 
lo hacemos en los siguientes aspectos o sentidos: 
a) Aspecto estructural: mejorar la elaboración y la redacción de los 
proyectos legislativos desde el punto de su estructura y sistematización, división 
y mejor planteamiento de las técnicas integradores de los preceptos, como las 
remisiones, citas, etc., que facilita la localización de sus preceptos tanto por los 
aplicadores de las leyes como por los sujetos. 
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b) Aspecto lingüístico: dar la máxima importancia al lenguaje legal 
utilizando términos precisos, claros, más cercanos al lenguaje natural en cuanto 
sea posible, etc., a fin de que las leyes sean claras, comprensibles y de más fácil 
aplicación y cumplimiento por los sujetos y funcionarios. 
c) La integración en el ordenamiento jurídico en su conjunto: la técnica 
legislativa ha de buscar la mejor elaboración y redacción de las nuevas 
legislaciones de tal manera que no provoque ningún tipo de contradicción entre 
las legislaciones a aprobar y los preceptos del ordenamiento jurídico vigente: es 
decir, conseguir la homogeneidad entre ellos. Lo que significa que la legislación 
aprobada respeta los principios de jerarquía, distribución de competencias entre 
los distintos poderes en el Estado o, en el caso del Estado compuesto, entre el 
Estado Nacional y las regiones, etc. 
d) La seguridad jurídica: mejorar la calidad de las normas significa tener 
un ordenamiento jurídico claro. Esto significa, a su vez, que los destinatarios de 
las normas se sientan seguros bajo tal ordenamiento, que puedan comprender y 
prever sus preceptos que reflejan la estabilidad de la voluntad futura del 
legislador, que no amenaza sus derechos adquiridos, el hecho que favorece el 
reconocimiento y el mantenimiento del principio de la seguridad jurídica. 
e) Por consiguiente, se aclara, así, otro objeto de la técnica legislativa, 
que es dotar a la legislación, y a la totalidad del ordenamiento jurídico, del 
respeto, la obediencia y el cumplimiento de los ciudadanos, que refleja la 
viabilidad, práctibilidad y la factibilidad de la legislación y el ordenamiento 
jurídico en su conjunto. 
4) En el ámbito de la técnica legislativa cobran especial importancia las 
directrices, que son otro elemento más de la disciplina de la técnica legislativa. Son 
instrumentos y medios para poner en práctica los objetivos de la técnica legislativa a 
través de buscar la mayor calidad en la elaboración, redacción, estructura, lenguaje de la 
legislación, y, ante todo, prever la necesidad de la legislación, su coste, viabilidad y 
repercusiones. Así, su objeto es dotar a las disposiciones de claridad y precisión, rigor y 
exactitud, y de coherencia y armonía en el ordenamiento jurídico en su totalidad y 
garantizar el principio de la seguridad jurídica. A los diferentes tipos de directrices y su 
contenido hemos hecho referencia en este trabajo y a ello nos remitimos. 
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Por último, en lo que respecta al producto normativo del régimen de la 
Autoridad Palestina concluimos lo siguiente: 
1- El sistema jurídico Palestino no conoció la codificación durante la era del Imperio 
Otomano hasta finales de la primera guerra mundial, que acabó con la derrota de las 
tropas otomanas dejando tras ellas un nuevo mandato. El Mandato Británico empezó 
una nueva época de legislación codificada, con mecanismos o técnica legislativa 
recogidos en la Constitución Mandataria Palestina de 1922, modificada por el artículo 
16 del Decreto Real del Reino Unido, que destacaba que el Delegado Mayor Británico 
debía tomar en cuenta una serie de normas cuando ejerciese su poder legislativo. Dichas 
normas dotaron a las leyes británicas en Palestina de una buena calidad en lo relativo a 
su forma y redacción legal: 
-A todas las legislaciones se les da el nombre de “ley”. 
-Cada ley se distingue por nombre propio, y se divide entre artículos o párrafos. 
-Se distinguen las leyes de cada año por números seriales empezando por el 
número 1. 
-Cada tema o asunto se prueba en una ley especial, y no se puede legislar temas 
diferentes en una misma ley. Tampoco se puede incluir un artículo de ley 
ordinaria en una ley temporal, aunque trate el mismo tema.   
2- Con la retirada de las tropas mandatarias británicas y la proclamación del Estado de 
Israel en 1948 se concentraron en Palestina una mezcla de regímenes jurídicos: en el 
territorio ocupado en 1948 un régimen israelita, en el territorio de Cisjordania el 
régimen jordano junto con los regímenes pre-existentes: otomano y británico, y en la 
Franja de Gaza el régimen egipcio con los regímenes pre-existentes: otomano y 
británico. Tal situación complicó radicalmente el régimen jurídico en Palestina 
vulnerando entre otras cosas lo que denominamos la seguridad jurídica de los 
ciudadanos. Dicha situación sufrió aún más complicaciones después de la guerra de los 
seis días, que terminó con la ocupación de Cisjordania y Franja de Gaza por Israel, que 
introdujo en la vida legislativa de Palestina las llamadas Ordenes Militares. Desde el 
primer día de la Ocupación Israelí el “Comandante Militar Mayor Israelí” del Área  en 
Cisjordania ,y el “Comandante Militar Mayor Israelí” del Área de la Franja de Gaza, 
cada uno de su parte, aprobaron tres Órdenes Militares que les otorgaron todos los 
poderes legislativos, ejecutivos y judiciales, incluso cualquier otro poder que les estaba 
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autorizado por las leyes pre-existentes del 5 de junio de 1967- al Rey de Jordania, al 
Consejo de Ministros, al Comisario Mayor Británico, en el caso de Cisjordania, al 
Gobernador Egipcio y al Gobernador Mayor Británico, en el caso de Franja de Gaza. En 
definitiva, todos estos poderes, entraban dentro de sus competencias. Asímismo, la 
Orden número 2 de 1967 estableció que todas las normas anteriores que no fueran 
coherentes con la nueva administració, es decir la israelí, quedaban derogadas. Estas 
primeras Órdenes Militares fueron reconocidos por la Ocupación Israelí como una Ley 
Básica que formó la fuente legal y constitucional para empezar a aprobar desde 
entonces gran número de otras Órdenes Militares en los territorios ocupados. 
Como consecuencia de estas Órdenes, la fuerza de ocupación anuló el Tribunal 
Supremo de Justicia, que era el tribunal competente para conocer de los conflictos 
administrativos, trasladando esta competencia al Comandante Militar Israelí.  
Aunque la Ocupación Israelí mantuvo en vigor las leyes vigentes en Cisjordania y 
Franja de Gaza antes de 1967, mientras no contradijeran las órdenes militares israelíes, 
introdujo numerosas enmiendas sobre ellas que fueron siempre a favor de dicha 
ocupación, utilizando para ello, como citamos arriba, las llamadas "Órdenes Militares". 
Estas Órdenes son unos reglamentos desordenados y ambiguos, aprobados por el 
Comandante Israelí Militar de cada Área, que está autorizado por el Gobierno Israelí de 
ocupación a ejercer su política en esos territorios ocupados. Las características técnicas 
de estas Órdenes son:  
1. Estas Órdenes están mal redactadas, traducidas del hebreo al árabe en 
lenguaje incomprensible o ambiguo. Afectaron a todas las leyes que 
estaban en vigor, de modo que no resultaba posible conocer su contenido 
o entenderlo para poder cumplirlo. 
2. Numerosas Órdenes militares nunca han sido publicadas. No obstante, 
siempre fueron “aplicables por la fuerza militar”. 
3.  Se aplicaron para modificar las leyes vigentes en Franja de Gaza de 
forma completamente distinta a como se modificaron leyes vigentes en 
Cisjordania, hecho que provocó y aumentó la diferencia y la incoherencia 
entre los dos regímenes jurídicos en ambas zonas del mismo país. 
4.  La falta de cualquier tipo de procedimiento legislativo o de técnica 
legislativa coherente o estable en esta época. Como todos los poderes 
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estaban monopolizados por la fuerza de la ocupación israelírepresentada 
por un General del Ejercito israelí, el Comandante Militar de la Zona, 
existieron dos rangos o tipos de dichas Órdenes: por un lado, Órdenes 
que se aprueban directamente, como norma general, por el Comandante 
Israelí de la Zona. En este caso las Órdenes llevan números seriales 
ordenados según la fecha, y se fija en su texto el “origen legal que da la 
competencia jurídica” que autoriza a éste a aprobarlas. Por otro lado, 
Órdenes que se aprueban por otro Comandante, comité o cualquier otro 
órgano, ya sean para modificar legislaciones existentes o para aprobar 
nuevas normas en forma de Órdenes militares. En este caso, no suelen 
tener ninguna ordenación o referencia a la competencia de este órgano 
para aprobarlas, y afectan de una forma u otra a cualquier legislación 
existente. 
5. Realizar inmensas enmiendas incluso sobre las Órdenes Militares en sí, 
situación que hacía imposible poder conocer el “precepto legal” 
aplicable; así, por ejemplo, la Orden Militar número 378 de 1970, que 
violó los derechos y las libertades de los ciudadanos palestinos, sufrió 78 
enmiendas. 
6. En el año 1981 Israel aprobó la Orden Militar número 947, que trasladó 
todos los asuntos legales y administrativos de los territorios (es decir, 
Cisjordania y Franja de Gaza) a una administración establecida por la 
Ocupación Israelí llamada la “Administración Civil”. Pero en realidad la 
situación anterior no cambió, es decir, las Órdenes militares siguieron 
siendo el instrumento para aprobar las normas jurídicas en dichos 
territorios. 
3-  Con la creación de la Autoridad Nacional Palestina empieza una nueva época para el 
ordenamiento jurídico palestino que, a su vez, añade nuevos dilemas sobre él tanto en el 
sentido político como, y, sobre todo, jurídico.  Se adopta nueva normativa que se añade 
al ordenamiento palestino vigente, con todas las complejidades y mezclas que había 
sufrido este ordenamiento a lo largo de la historia, de tal forma que aumenta la falta de 
la viabilidad de las leyes y la seguridad jurídica de los ciudadanos. 
Desde la creación de la Autoridad Palestina se ha reconocido la necesidad de la 
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unificación de las legislaciones palestinas en las dos partes de Palestina: Cisjordania y la 
Franja de Gaza. Dicha tarea de unificación encontró obstáculos por la ausencia de un 
sistema unificado y estable sobre los criterios que han de seguirse para legislar. Por ello, 
la Autoridad Palestina empezó a aprobar normativa nueva que fuera aplicable en ambas 
zonas a fin de unificar el sistema jurídico en Palestina. De ahísurgió la necesidad de 
mantener unos criterios unificados para la elaboración y la redacción de las normas. 
4- Como se ha visto en este trabajo, desde los inicios del proceso de paz en el Oriente 
Medio comenzó una actividad cultural, académica y jurídica en todo el país para 
preparar el futuro político-jurídico de Palestina. Se ha mirado hacia lo existente en 
doctrinas y experiencias en otros regímenes jurídicos desarrollados y de gran tradición 
democrática. Así, desde el principio determinados órganos en la Autoridad Palestina, 
junto con los institutos de la sociedad civil, establecieron las primeras líneas de un 
trabajo jurídico que ha da do lugar a la profundización en la disciplina de la técnica 
legislativa avanzada.  Nos referimos, aquí, al reciente trabajo conocido por "El Manual 
de los Borradores Legislativos ﺔﯿﻌﯾﺮﺸﺘﻟا ﺔﻏﺎﯿﺼﻟا ﻞﯿﻟد ", del año 2000, que dió los primeros 
pasos hacía el conocimiento de la técnica legislativa moderna. 
5- En esta iniciativa palestina sobre la técnica legislativa notamos que se está tratando 
de establecer unos criterios para mejorar las leyes siguiendo los pasos de las tradiciones 
legislativas de otros países. Así, ha fijado unos elementos o criterios materiales y 
objetivos que ha de seguir el redactor de los proyectos legislativos, con la finalidad de 
mejorar la calidad de los textos jurídicos para que sean viables, claros, aplicables y que 
generen confianza y seguridad jurídica en los ciudadanos.  
6- Sin embargo, la experiencia palestina en la técnica legislativa contenida en esta 
iniciativa, “el Manual de los Borradores Legislativos”, no conoce, quizás, la 
clasificación entre directrices materiales y formales. Por ello, no se utiliza la 
terminología "directrices" o “criterios” o cualquier otro término que ayude en la 
clasificación de los factores o las normas para distinguir entre los dos tipos de 
directrices conocidas en materia de técnica legislativa. De todos modos, en realidad se 
pueden encontrar ambas bien explicadas en este Manual sin darles el nombre conocido 
en la teoría de la técnica legislativa. Así:  
6.1. Las directrices formales son:  
1.  El lenguaje legal. 
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2.  La estructura del texto jurídico: las partes (o las unidades) de la 
legislación (la estructura interna del texto legislativo), que contienen: 
 a. La parte expositiva (ﻊﯾﺮﺸﺘﻟا ﺔﯾاﺪﺑ ةﺪﺣو) que contiene el Título de la 
legislación, el Preámbulo y la parte introductoria (ﻊﯾﺮﺸﺘﻟا ﺔﻣﺪﻘﻣ ةﺪﺣو), que 
en realidad forma parte de la parte dispositiva de la legislación. 
 b. La parte dispositiva del texto legal, que sigue a la parte 
introductoria hasta el último artículo de la legislación. Se incluyen en 
ella las disposiciones adicionales, transitorias y finales que forman, en 
la teoría de la técnica legislativa, la parte final del texto legal. 
 c. Los anexos. 
3. La parcelación formal del texto legal: el artículo como la unidad 
básica, que se puede dividir entre párrafos, los capítulos, las 
secciones y los libros. 
4.  Las directrices de remisiones y las citas. 
5.  La promulgación y publicación de las legislaciones. 
6. Las directrices materiales u objetivas de la técnica legislativa 
palestina son todos aquellos cuestionarios que tiene que tener en 
cuenta el redactor cuando realice su tarea de elaborar una norma, y 
que sirven para elaborar un producto legislativo que sea necesario y 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico del país. La 
finalidad es que la nueva norma jurídica sea clara, aplicable, viable, 
garantizando así el principio de la seguridad jurídica de los sujetos 
de la ley.  
7- Respecto a los instrumentos para la creación de una buena técnica 
legislativa en Palestina, se debe mencionar que existen varios 
instrumentos jurídicos, sociales y materiales con la finalidad   que 
mejoran la calidad de las normas jurídicas.  Estos instrumentos se 
realizan en dos ámbitos. En primer lugar, encontramos los esfuerzos 
y acciones llevados a cabo por las autoridades u órganos oficiales 
palestinos, como el procedimiento legislativo, Deiwan Al Fatwa Wa 
Al Tashri, o El Defensor del Pueblo Palestino (La Comisión 
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Independiente de Derechos Humanos); Y, en segundo lugar, la labor 
realizada por las instituciones académicas y de la sociedad civil.  
 Estas instituciones ayudan a desarrollar la teoría de la técnica legislativa a fin de 
mejorar la calidad de las legislaciones palestinas, a pesar de la falta de experiencia 
adecuada para asumir esta tarea. Sin embargo, no es fácil que el procedimiento 
parlamentario, con la forma que presenta actualmente en el caso palestino, ayude a 
aportar una buena técnica legislativa o a mejorar la calidad de las leyes. Por ello, 
creemos que es preciso ofrecer a los diputados del Consejo Legislativo una formación 
sobre el trabajo parlamentario o sobre el procedimiento legislativo. También es preciso 
actualizar el trabajo de los grupos parlamentarios palestinos a fin de participar en la 
elaboración de sugerencias y abordar sus opiniones propias sobre los proyectos de ley 
para que sean consideradas en la fase de la Comisión.  Aún así, se nota mejoría en la 
calidad de las leyes aprobadas, debido al esfuerzo realizado por las comisiones jurídica 
y legal del Consejo Legislativo, fundamentalmente por el hecho de haber incorporado 
más juristas especializados en técnicas jurídicas. 
Por último, es conveniente afirmar que las circunstancias políticas existentes en 
Palestina, junto a otros problemas provocados por el Gobierno Palestino, han supuesto 
un obstáculo para conseguir o desarrollar un régimen de Derecho, en general, y para el 
trabajo parlamentario y la técnica legislativa, en especial. A esas dificultades han 
contribuído: la interferencia del Gobierno en el procedimiento legislativo, o en general 
en su relación con el Consejo Legislativo desde el comienzo de su creación, junto con la 
actitud del Presidente de la Autoridad Palestina al rechazar sancionar y promulgar la 
Ley Básica de la Autoridad Palestina hasta, más tarde, la aprobación de Decretos 
Presidenciales reguladores de temas que sólo deben ser regulados por leyes. No 
olvidamos, de nuevo, lo que esta situación de inseguridad jurídica puede generar para 
los ciudadanos con perjuicio de sus derechos y libertades. 
Igualmente, el papel que asumen el resto de las instituciones oficiales y civiles 
en la mejora de la calidad de las legislaciones como objetivo de la técnica legislativa es 
importante, aunque no sea aún suficiente debido a la falta de recursos humanos con 
experiencia y a la falta de recursos materiales para poder realizar este trabajo 
debidamente. 
8- La unidad del ordenamiento jurídico palestino. 
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Desde nuestra perspectiva, a fin de unir los ordenamientos jurídicos existentes en 
Palestina antes y después de la creación de la Autoridad Nacional, se debería optar por 
realizar un trabajo de unificación a través de la aprobación de nuevas leyes aplicables en 
ambas zonas, Cisjordania y la Franja de Gaza, teniendo en cuenta las siguientes 
precauciones: 
1. Respetar los derechos y libertades adquiridos. 
2. Crear, a través de una buena técnica legislativa, una coherencia entre las nuevas 
leyes y los valores superiores que proteja el ordenamiento jurídico, como la 
seguridad jurídica y el principio de separación entre los poderes. 
3. Aplicar una técnica legislativa moderna para llevar a cabo esta tarea, 
aprovechando las experiencias de los países que tienen desarrollada esta teoría. 
4. Adoptar una política legislativa con valores y criterios claros y estables para 
establecer un ordenamiento jurídico emanado de los principios del estado 
democrático social y de derecho. 
9-  El factor político: 
 Este factor há marcado, a la largo de la historia del país, al ordenamiento 
jurídico palestino. La inestabilidad política no sólo no permitió desarrollar el 
ordenamiento jurídico, sino tampoco, reducir las imperfecciones del ordenamiento pre-
existente debido a la política de las fuerzas de ocupación que dominaron Palestina. El 
país sufre todavía de la ocupación israelí, que pone todo tipo de obstáculos frente el 
desarrollo normal del país, por un lado, y por otro lado, el estado palestino mantiene una 
inmadurez política, democrática y una inestabilidad política y jurídica. De hecho, la 
Autoridad Palestina asigna más esfuerzo a la lucha para conseguir la independencia que 
al desarrollo del ordenamiento jurídico. Añadimos a esto, también, la existencia de la 
separación geográfica entre las dos zonas de Palestina, que aumenta las diferencias entre 
ambas en todos los aspectos de la vida social, económica y cultural de los ciudadanos; 
esto significa, también, el surgimiento de incoherencias y diferencias en el desarrollo 
natural de cada zona. En consecuencia, es dificilísimo hablar de la unificación del 
ordenamiento jurídico palestino bajo la ocupación israelí y con la existencia de la 
división del territorio palestino. La situación podría resumirse en la siguiente frase: 
zonas diferentes requieren ordenamientos diferentes según los antecedentes y 
circunstancias de cada una. Esto dificulta, sin duda, nuestra propuesta mencionada más 
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arriba de unificar los ordenamientos jurídicos de ambas zonas en uno único.   
No olvidemos que estamos todavía ante una situación político-jurídica 
excepcional, que nació por los Acuerdos de paz entre dos entidades políticas: la 
Organización para la liberación de Palestina como representante del pueblo palestino, 
por un lado, e Israel como fuerza de ocupación en Palestina, por otro lado; lo que quiere 
decir que estamos frente a un conflicto político para el que todavía no se llega a 
vislumbrar una solución permanente, y  que puede terminar colapsándose en un mero 
fracaso político cuya última consecuencia sea el retroceso al punto de comienzo. Si esto 
ocurre, no podemos imaginar el caos político y jurídico que puede sufrir el país.  
Para complicar más aún la situación, subrayamos el conflicto palestino-palestino 
que se produjo el 2007 y que dividió el territorio de la Autoridad Palestina en dos zonas 
separadas, no solo geográficamente como mencionamos antes, sino separadas 
políticamente y jurídicamente, donde hay un régimen con todos sus estatutos en cada 
zona que no tiene que ver con el de la otra zona. Todo ello conlleva a que la unificación 
de éstos sea una tarea casi imposible sin que se encuentre una solución al conflicto.   
10- La viabilidad de las normas:  
Bajo las circunstancias mencionadas arriba no es fácil producir normas viables; para que 
las normas sean viables hay que valorar, durante el procedimiento de su elaboración, la 
viabilidad jurídica, social y económica. Por consiguiente, las normas contrarias al 
ordenamiento jurídico suscitan lógicas dudas sobre su constitucionalidad o legalidad; 
además, si no son reales por su coste económico de aplicación, no serán viables y, por 
tanto, impugnadas. En Palestina existen muchas normas o legislaciones vigentes que no 
solo son contrarias al ordenamiento jurídico del que forman parte de ello, sino que, 
también, presentan vulneración grabe a los derechos y libertades fundamentales de los 
ciudadanos, como las Órdenes Militares que siguen vigentes en algunos ámbitos, o las 
legislaciones revolucionarias de la O.L.P y las legislaciones militares en Franja de Gaza 
aprobadas por el Gobierno de Hamas. 
      Creemos que el factor político, que acabamos de destacar, influye en la 
viabilidad de las leyes, ya que como no existe estabilidad política, no se puede prever la 
justificación, oportunidad y viabilidad de muchas normas.  
11-  La seguridad jurídica: las leyes que cumplen los requisitos constitucionales y están 
dotados con una mejor técnica legislativa que les hace nacer claras y viables, 
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constituyen una fuente de seguridad jurídica para los sujetos de la ley. En el caso 
palestino está claro que el principio de seguridad jurídica no tiene lugar en el 
ordenamiento jurídico. Y es que el principio de la seguridad jurídica exige, por un lado, 
una exigencia objetiva de regularidad estructural y funcional del sistema jurídico a 
través de sus normas e instituciones. Dicha exigencia no existe en el sistema jurídico 
palestino, que no goza de una regularidad estructural o funcional ni a través de sus 
normas ni de sus instituciones. Un ordenamiento jurídico como el ordenamiento jurídico 
palestino, que sufre de varios elementos sustanciales para que sea construido 
adecuadamente, no digamos completamente, no puede generar ningún tipo de confianza 
y de seguridad jurídica. Mucho menos bajo esta división que vive el régimen de la 
Autoridad Palestina. 
12-  Para nosotros, el proceso de reunificar las legislaciones debe empezar desde la 
fecha de la aprobación de la norma constituyente para regular todos los aspectos del 
régimen y el ordenamiento jurídico de la Autoridad Palestina. Porque se necesita un 
parámetro normativo que determine los elementos esenciales de ese estado y establezca 
que normas son acordes con ello y, por lo tanto, pueden formar parte del ordenamiento. 
Dicha Ley Básica debe ser el factor básico para empezar la auto-construcción tanto de 
un régimen político como de un ordenamiento jurídico para Palestina.    
Luego, como paso secundario, se puede asumir la tarea de la reunificación de las 
legislaciones vigentes en ambas partes de Palestina mediante la aprobación de nuevas 
normas que sustituyan la anterior legislación fragmentada o mediante la derogación y 
modificación de la normativa vigente de modo gradual, teniendo siempre en cuenta los 
derechos adquiridos en cada uno de los territorios. 
Dicho esto, a fin de conseguir resultados positivos, es preciso emplear una 
técnica legislativa bien estudiada y desarrollada, coherente, clara y adecuada a las 
coyunturas de Palestina. Se debe tener en cuenta que el logro de dicha técnica 
legislativa exige la concurrencia de varios factores que a continuación explicamos: 
1- Recursos materiales; la asignación de fondos para financiar todas las 
actividades o necesidades como: 
- Procurar bibliografía especializada en el tema del trabajo parlamentario, en general, y 
de la técnica legislativa, en especial. 




- Establecer comisiones u órganos especializados en este tema, y también asignar 
fondos para sus actividades. 
- Establecer unos centros de investigación para asumir la tarea de reunificar las 
legislaciones o actualizar los centros existentes. 
- Rehabilitar y ayudar a los diputados del Consejo Legislativo para darles cursos sobre 
el conocimiento y el procedimiento jurídico. 
2-  Desarrollar la totalidad del régimen jurídico palestino a través del afianzamiento de 
lo siguiente: 
- Garatía del principio de separación de poderes.  
- Observancia de las reglas del Estado Democrático y de Derecho; sin democracia y 
derechos, las leyes no gozan de legitimidad, y no suscitan respeto. Un estado que no 
respeta dichas reglas produce un ordenamiento que no suele ser previsible y, desde 
luego, no concita su seguimento. 
- La unificación de los esfuerzos jurídicos de la Comisión jurídica y el Departamento 
Legal en el Consejo Legislativo para que trabajen como equipo.  
3-  El factor político: este factor juega, todavía, un gran papel en todos los aspectos de la 
vida palestina. En nuestra opinión, este factor político constituye un obstáculo en el 
desarrollo de las instituciones jurídicas. La inestabilidad de la situación política en 
Palestina por la existencia de la ocupación israelí impide el desarrollo natural de las 
instituciones jurídicas de la Autoridad Nacional Palestina.  
4-  Dejando a un lado las propuestas de mejora de Palestina, si analizamos las leyes 
aprobadas durante la época de la Autoridad Nacional Palestina desde el punto de vista 
de la teoría de la técnica legislativa, podemos fijar las observaciones siguientes: 
1.    Existe un conocimiento creciente de la teoría de la técnica legislativa en la 
vida jurídica palestina gracias a los esfuerzos académicos y sociales recientes, 
aunque todavía está en fase de desarrollo. Al respecto, encontramos una iniciativa en 
el ámbito doctrinal de la técnica legislativa, representada en el "Manual de los 
Borradores de las Legislaciones", que constituye un avance importante para el 
conocimiento de los juristas palestinos de la teoría de la técnica legislativa. 
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2. La redacción de las legislaciones palestinas recientes, en general, han 
mejorado en calidad lingüística y claridad 
3. La parcelación del texto legislativo es muy parecida a lo conocido en España, 
respetando las divisiones conocidas como el artículo, el párrafo, el capítulo, la 
sección, etc.  
4. La estructura del texto legislativo viene dividida en las disposiciones 
normativas palestinas entre cuatro partes, que son la parte introductoria, la parte 
expositiva, la parte dispositiva y la parte final. En la parte introductoria, se puede 
observar una diferencia con respecto a la tradición española. Mientras en España 
suele estar formada por los primeros preceptos de la disposición que contienen los 
elementos introductorios y empieza con el artículo uno, en el caso palestino en esta 
parte se realiza una introducción explicativa donde se fija el órgano competente de 
aprobar y promulgar la legislación y las autorizaciones constitucionales de dicha 
competencia. 
5.  Las técnicas de las citas, remisiones y anexos son las mismas tanto en las 
disposiciones palestinas como en las españolas. 
6. Las leyes palestinas en su parte final siguen la misma numeración asignada a 
los artículos y no interrumpen esa numeración hasta el último artículo. 
7. La parte final de las disposiciones legislativas palestinas viene utilizando 
diferentes títulos sin seguir una técnica estable al respecto. Sin embargo, suelen 
contener las disposiciones adicionales, transitorias y finales, y siempre terminan con 
la oración en la que se establece la promulgación de la ley, y que contiene también la 
orden de la publicación de ésta en el Boletín Oficial.  
8. La conclusión final sobre las disposiciones legales palestinas aprobadas bajo 
el mandato de la Autoridad palestina es que aunque éstas empiezan a ser aceptables 
respecto a su redacción, claridad lingüística, estructura y parcelación, el problema de 
fondo sigue siendo la inestabilidad política y la falta de un régimen plenamente 
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